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LIBRO V 



DEL DBRKCHO DE SUGESIONBS 



1^78. G«neralidftdea.— 1.277. Objeto del presente libro.— 1.27S. Pluí 

del tratado. 

t.9*4k Ed la parte general hemos expuesto Bamariamente 
qué ley debe regir la sucesióo, según los principios del Derecho 
internacional privado (a). Ahora debemos ezaminar en particular 
qué le; debe regir cada ano de los derechos que de la sucesidn 
se derivan, y las relaciones jurídicas que son consecuencia de la 
apertura de la Bucesión y de la transmisión de la herencia. 

El objeto de la investigación que nos proponemos hacer, pre- 
senta, por su misma naturaleza, dificultades mucho mayores que 
las qne hemos encontrado cuando nos propusimos determinar la 
ley á la cual debe atribuirse autoridad para regalar ]a condi- 
cáón civil de la persona, las relaciones de familia y laa ohUgacio - 
Des que nacen de los contratos 6 cuasí-contratos. 

Ante todo, es preciso advertir que las leyes positivas en ma- 
teria de sucesiones son notablemente diversas, y esto depende 
principalmente del distinto concepto formado por los legishido- 
res de las relaciones en que se encuentra la sucesión con la ley 
personal, & la que debe reputarse sujeta la persona de cuya he- 
rencia se trata, y con la ley territorial, que debe ^ercer su ímpe- 



(a) Remitimos al lector, para comprobarlo, al capítulo IV de la 
Parte general, tomo I, pájgs. 171 ; siguientes. 
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rio sobre el territorio en que se encuentran las cosas que cons- 
tituf en la herencia. 

Los juríscoD Bultos, á su rez, no ban podido ponerse de acuer- 
do cuando se ha tratado de determinar la naturaleza y el carác- 
ter de la le; que concierne á las sucesiones. Los jurisconsultos 
medioevales disputaron largamente si, teniendo en cuenta la 
naturaleza de la sucesión, laB lejea á ella concernientes tenfan 
el carácter de estatuto personal 6 de estatuto real (1), j no se 
puede decir que en nuestros dias se haya formado una común 
opinión para resolver en todos los casos la cuestión de un modo 
seguro de una 6 de otra manera. 

En principios generales, todos estamos de acuerdo en admi- 
tir que el conflicto de leyes en materia de sucesiones, asi como 
cualquiera otra forma de conflicto que pueda surgir & conse- 
cuencia del concurso de leyes no uniformes de los diversos Es- 
tados, debe resolverse precisando & cu&l de las lejes que se pre- 
sentan en concurrencia se ha de atribuir autoridad para regular 
la relación jurídica controvertida. Estamos también de acuerdo ei> 
admitir que la facultad de regular con precepto legislativo cual- 
quiera relación jurídica dada, no puede pertenecer más que al 
legislador, á quien se debe atribuir la competencia legislativa res- 
pecto de aquella relación. De hecho, sin embargo, no sólo no se 
han puesto de acuerdo las distintas soberanías respecto á la com- 
petencia legislativa de cada una de ellas, pero ni aun se ha llega- 
do & un acuerdo en el campo de la ciencia. No se ha formado aaOt 
en efecto, una opinión común entre los jurisconsultos relatÍTa>- 
mente á los principios con arreglo á los cuales debe determinar- 
Be el limite de la autoridad de cada lej, fundándose en el concep- 
to de la competencia legislativa. Ciertamente, cuando se llegue 
á esto, podrá realizarse aquella forma de comunidad jurfdie& 
acariciada por Savigny, que debe consistir en la admisión de od 
derecho uniforme acerca de la esfera de dominio de cada lej, y 
ana opinión jurídica común sobre la autoridad de las díverBas 
leyes que se contradicen en cada caso. 

(1) Conf. Laurent, Droít int. prité, rol. I, pág. 241; II, § 121; Lainé, 
Droit int. privé, tomo II, paga. 278 y siguientes. 
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DEL DEBECHO UE SUCESIONES 5 

' Por otra parte, do hay por qué negar que en materia de ^u- 
«eaiones la dificultad es grave por la materia misma y por la na- 
iuraleza de las cosas. Eu efecto, dejando aparte el fundamento 
mismo del derecho de sucesión, que puede inÜuir de modo sus- 
tancial en determinar la Hutoridad más 6 menos extensa de la lej 
emuladora, y dejando aparte Ih naturaleza y el carácter de la 
ley misma, cualquiera que sea el sistema que se quiera adoptar, 
no se podría nunca llegar á eliminar ln concurrencia de las le- 
jes y la consiguiente dificultad de astniílecer de un modo cierto 
j seguro el límite de la autoridad de cada una de ellas. 

La sucesión, en efecto, se encuentra en relación con el esta- 
tuto personal siempre que se trata de decidir acerca de la capa- 
cidad de transmitir el patrimonio & título universal ó é. titulo 
fiingular, y la de adquirirlo por parte de los llamados á suce- 
■der. Por lo que aun queriendo admitir que la sucesión deba es- 
tar sometida á la ley territorial, atribuyendo á la misma la au- 
toridad del estatuto rea), surge, no obstante, la dificultad de de- 
terminar el limite de la autoridad de la ley territorial en coucn- 
rrencia con la ley personal, que concierne á la capacidad del de 
■eujtés yfi. lade los sucesores. 

Además, como la transmisión del patrimonio en todo lo que 
puede afectar al régimen de la propiedad inmueble y á las leyes 
•que la rigen, está siempre en relación con el régimen de la pro- 
fiiadad misma en sus conexiones con los intereses económicos 
«grloolas é industriales de cada pafs, y debe someterse natural- 
mente á la autoridad de la ley territorial, es evidente que, aun- 
que se quisiera atribuir á la ley de la sucesión el carácter de es- 
tatuto personal, no se podría excluir dentro de una esfera deter- 
minada la autoridad de la ley territorial. Subsistiría, pues, la di- 
ficultad intrínseca, teniendo en cuenta el contenido de las dispo- 
siciones legislativas en materia de sucesión, de fijar exactamsD- 
te el límite de la autoridad de la ley, y de determinar cuándo 
«sta puede tener efecto extraterritorial y cuándo, ]K>r el contrario, 
debe admitirse el imperio absoluto de la lex reí sitae. 

La sucesión & titulo universal supone, además, que el herede- 
ro sea el continuador y representante de la personalidad jurídi- 
ca del difunto, por lo que respecto de los terceros se cambia 
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sólo el snjeto de los derechos y obligaciones, bíq que ae altere el 
contcDido objetivo de los mismos. Be esto se sigue, que cuando 
se trate de precisar la ley que debe regular el pago de las deu- 
das hereditarias,, surjan ciertamente graves diñoultades para de- 
terminarla en relación con el contenido objetivo de las obliga- 
ciones del difunto, transmitidas en virtud de la sucesión & los he- 
rederos llamados por la ley ó por testamento á recoger la he- 
rencia. 

También las acciones por parte de los herederos llamados ¿ 
la herencia, para entrar en posesión de la misma ó para proceder 
á su división ; las de los herederos á titulo singular ó acreedo- 
res de la herencia, pueden hacer surgir graves dificultades, por- 
que en cualquier sistema no puede excluirse por completo la au- 
toridad de la ley territorial, ni se puede precisar con reglas ge- 
nerales el limite de la fuerza obligatoria de cada una de las leyes 
que puedan contradecirse al concurrir. 

l.SW. En la parte general hemos dicho que todo d^ech» 
civil, como potestad jurídica propia de cada uno, sólo puede sub- 
sistir presuponiendo tres elementos, & saber: la persona, que e& 
el sujeto á quien el derecho pertenece; la ley, emanada de quien 
tenga la potestad imperativa de declarar, conceder y regular el 
derecho que & esa persona corresponde; y el hecho, esto es, aquel 
conjunto de circunstancias que deben efectiva é integralmente 
subsistir, segAn la ley misma, para que pueda reputarse el dere- 
cho constituido en su sujeto. Considerando, pues, que la ley es 
uno de los elementos sustanciales de todo derecho civil, es nece- 
sario también admitir que los derechos sucesorios deben encon- 
trar su fundamento en la ley civil, en el sentido deque han de 
atribuirse á cada persona, según estén declarados y determina- 
dos por la ley civil, Surge, por consiguiente, respecto de los de- 
rechos sucesorios la cuestión fundamental, á saber: & qué legis- 
lador debe atribuirse el poder de declarar, determinar y regular 
el derecho de transmitir el patrimonio á los sucesores, y de fijaXy 
respecto de los misnúos, el orden de la sucesión, ta extensión de 
los derechos sucesorios y toda clase de relaciones jurídicas que 
pueden derivarse de la transmisión y de la adquisición de la he- 
rencia. 
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DEL DSBBCBO DE BDOESIONBB 7 

La facilitad misma de disponer del propio patrimonio me- 
«liante la dedaracíói) de última rolnntad, que se llama tostaraen- 
to, Be deriva de la ley en el sentido de que ¿sta determina cnáD* 
do pQflde reputarse legalmente declarada la voluntad del testa- 
dor 7 Cuándo ha de reputarse válida la disposición de última vo- 
luntad, teniendo en cuenta la capacidad para disponer 6 para re- 
cibir por testamento y el contenido de la disposicióa misma. Con- 
siderando, pues, qae la validez intrínseca de la disposición tes- 
tamentaria depende de la ley, sai^e también naturalmente res- 
pecto de la sucesión testamentaría la cuestión acerca de la ley 
que debe tener autoridad para regular los derechos de la perso- 
na qne haya dispuesto de sa patrimonio mediante testamento, y 
los de aquellos que son llamados á recogerlo. Tal cuestión se 
presenta compleja y complicada en caso de que los bienes de la 
persona de cuya herencia se trate, se encuentren en el territo- 
rio de Sstados diversos, ó cuando los efectos y las consecuencias 
jurídicas de la sucesión abierta en un Estado se verifiquen en paí- 
ses distintos. No pudiendo evitarse en tales casos la concurrencia 
de leyes, es indispensable determinar aquella á que debe someter- 
se toda relación jurídica controvertida en materia de sucesiones. 
Este será el objeto del tratado especial que nos proponemos 
hacer. 

'l.CVS. Trataremos de exponer la ley que debe regir la 
sacesión legítima y la testamentaria, y discutiremos las cuestio- 
nes que conciernen á la apertura de la sucesión, capacidad para 
transmitir la herencia y para recibirla, orden de las sucesiones, 
extensión de los derechos sacesorios, y adquisición de la herencia 
mediante aceptación pura y simple 6 á beneficio de inventario. 
Discutiremos las cuestiones relativas á las diversas formas 
de testamento, á la validez de las disposiciones testamentarias 
respecto de los bienes que pueden ser su objeto y respecto de 
. las personas beneficiadas, á los derechos y obligaciones de los 
herederos entre sf y para con los acreedores de la herencia, ala 
división de la herencia y adjudicación de las cuotas bereditariasr 
á las medidas de conservación y á la tutela de los derechos de 
terceros, á la herencia yacente, y por último, trataremos de la 
donación. 
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Todo el tratado se dirigirá i investígar los prindpiofl, con 
arreglo & loa coales, en caso de coDCarrencia de leyea diTOtaas 
apficables á las relaciones joridicaa qae se deriTaa de la apertu- 
ra de la snoesión, debe determinarse la lej á qne la relsdón qne 
se diacate ha de someterse, y con arreglo & la csal el Jaez debe 
decidir. 

Con objeto de poner de manifiesto cómo puede verificarse 
el concarso de leyes, hemos estimado oportono exponer sumaria- 
mente las reglas qoe han establecido los legisladores para deter- 
minar 1s ley que debe regir la sncestón en caso de qne el difun- 
to sea dodadono 6 extranjero, y s^fio la nataralesa de los bie- 
nes qne constitoyan la herencia y los logares en qne estén ñ- 
taados. 

No podíamos, ciertamente, proponemos exponer el derecho 
positiro de todos los Estados sobre tal asnnto, y hemos debido 
naturalmente limitamos á consignar sumariamente las re^as san- 
cionadas en las legislaciones de alguno de ellos, para dar una idea 
de la diversidad de los sistemas de derecho positivo, y para de- 
mostrar cómo, en efecto, el concurso de las leyes rigentes paede 
originar los conflictos y la necesidad de investigar tos principios 
para resolverlos. 
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CAPITULO PRIMERO 



■ ley que rl^e la ■■cesión^ ■«^«0 el dereeh« 
p«»Ulva de BlpiDoa EaUídoB. 



1.279. La Iierencia en aue relaciones con la ley que debe regirla.— 1.2S0. 
Ley que según el Código civil francés, debe regir la sucesión del extran- 
jero en Francia, y del írancés en el extranjero. —1.281. Ley que rige la 
SQCesión inmobiliaria. — 1.282. Ley que rige la eucesión mabiliaria, — 
K28S. K¡ concepto de la nni versa) id ad jurídica de la euceHÍón ee admi- 
te en Francia limitado á la aiicesión mobiliaria. — 1.8S4. Anomalía del 
sieteniB de Dererho internacional privado, establecido por la ley y la jn- 
rÍHpiudencia francesas. — 1.286. Exposición critica <le los principios ad- 
mitidos por la jurisprudencia.— 1.286. Régimen de la suceaión, según la 
legislación belga. — 1.887. I.«y que rige la sucesión en Holanda. — 1.288. 
Reglas admitidas en la Gran Bretaña.— 1.889. Aclaraciones Bobre la ley 
que rige la sucesión mobiliaria. — 1.890. Validez intrínseca de la dispo- 
sición testamentaria, según ta Couimnn Law, — 1.291. Reglas que preva- 
lecen en América. ^1.292. De la toma de posesión de las cosas muebles, 
eegün la Common Laic. — 1.29S. Régimen de los derechos de terceros y 
de loa acreedores de la herencia, según la Commotí £air.— 1.894. Reglas 
qne prevalecen en América. — 1.296. Disposiciones sancionadas en el 
Código de la República Argentina. — 1.898. Ley que rige la sucesión en 
Alemania. — 1.297. Principios consagrados en el nuevo Código civil del 
imp^o. — 1.2A3. Ley de la sucesión, según el derecho español. — 1.899. 
Principios consagrados en la legislación del Congo. — 1.800. Reglas, se- 
gún la ley federal suiza.— 1.801. Principios admitidos en Rusia.— 1.802. 
Ley qae rige la sucesión en Turquía. 

l.SVB* La sacesión ae abré en el momento de la muerte, 
puesto que en tal momento cesa el ejercicio de todos loa dere- 
chos que corresponden á la persona sobre el patrimonio que la 
pertenece, j se verifica la transmisión á sus sucesores de la to- 
talidad de los bienes del difunto y del conjunto de derechos ; 
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10 LIBRO V — capítulo I 

obligaciones que no se fnndeo en lelacionea merfimente porso- 
Hales. 

Todos los derechos y obligaciones que pertenecen al difunto 
respecto de las cosas corporales, muebles é inmuebles, y respec- 
to de las cosas incorporales, tomadas en su conjnnto, constitu- 
yen lo que se llama herencia 6 as hereditario (a). 

La transmisión de la totalidad ó de una parte alícuota de la 
herencia & las personas en quiefíes ésta recae, ya en rirtud de la 
ley, ya por la voluntad del hombre^ constituyen la sucesión, y 
las personas llamadas 6 por la ley Ó por la voluntad del hombre 
& recoger la totalidad 6 una parte alícuota de la herencia, pue- 
den comprenderse higo la expresión genérica de sncesoroB. 

La ley de cada país regula el derecho de sucesiones, y como 
puede acontecer que una persona muera fuera del territorio del 
Estado de que es ciudadano, nace de ahí la necesidad de regu- 
lar la sucesión de los ciudadanos que mueren en país extranjero 
y la de los extranjeros cuya muerte se verifique en el territorio 
del Estado. En la legislación de los distintos países se encuen- 
tran establecidas algunas reglas respecto de esto, reglas que no 
son ciertamente uniformes. Cada legislador, en virtud de su au- 
tonomía y de sn independencia legislativa, no sólo ha estableci- 
do en general si se puede conceder al extranjero el derecho de 
transmitir su patrimonio & loa sucesores y el de suceder, sino 
que ha sancionado también las normas que deben regular ta su- 
cesión del extranjero en el Estado y de los propios ciudadanos 
en el extranjero, segán el diverso concepto, aceptado en princi- 
pio, del derecho de transmitir y de recoger la sucesión. 

Consideramos oportuno exponer sumariamente el derecho 
positivo de algunos Estados, á ñn de poner de manifiesto la no- 
table diferencia de las reglas sancionadas por los legisladores. 
Por el momento, dejamos á un lado lo que concierne & las re- 
glas relativas á la capacidad de transmitir y de adquirir la he- 
rencia, en lo que nos ocuparemos después, y nos limitamos í 



(a) Según el art G59 del Código civil español, la herencia com- 
prende todos loe bienes, derechos y obligaciones de nna persona, 
que no se extingan por bu muerte. 
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LSY QDB RIOE LA SDCEfilÓM 11 

exponer principalmente lae establecidas por el derecho ligenta 
en algunoB Estados para determinar la ley que debe regir la 
sucesión. 

I.irso. En la legislación francesa no ae eocuenlra sancio- 
nada una regla expresa para determinar la ley que debe regir 
la Bncesión del extranjero abierta en Francia, y la del francés 
abierta en el extranjero. En los arts. 736 y 912 del Código ci- 
vil, solamente se regula la capacidad del extranjero para recoger 
la sucesión de los bienes dejados en Francia, y la capacidad para 
disponer en beneficio de un extranjero. En dichos articules se 
consagra el principio de la reciprocidad establecido en general 
en el art. 11 para determinar el goce de los derechos clTiles por 
parte de un extranjero. Aquellas disposiciones, sin embargo, 
faeron modificadas por la Ley de 14 de Julio de 1819, la. cual 
derogó en su art. 1." los mencionados arts. 726 y 912 del Códi- 
go civil, y concedió, por consiguiente, & los extranjeros capaci- 
dad plena para recibir & titulo gratuito los bienes existentes en 
territorio francés (1). Para impedir, sin embargo, que esta con- 
cesión pudiera traer algún perjuicio á los intereses franceses, se 
sancionó la siguiente restricción en el art. 2.*, que diceasf: (En 
caso de división de una misma sucesión entre coherederos extran- 
jeros y franceses, éstos podrán tomar de un modo preferente so- 
bre los bienes situados en Francia una parte igual al valor de los 
bienes existentes en pafs extranjero, de los cuales se les'exclaya, 
por cualquier titulo, en virtud de leyes y costumbres locales». 

Otra disposición expresamente consagrada en el Código ci- 
vil, es la sancionada en el art. 999, que se refiere á la forma del 
testamento hecho por un francés en el extranjero, y que dice asf: 

(1) Conviene advertir que aunque la Ley de 14 de Julio de 1819 
haya concedido á los extranjeros el derecho de suceder en Francia, 
DO por esto se admite qne el extranjero pueda gozar del derecho de 
snceder siempre que le conceda tal derecho la ley de su patria. El 
Tribunal do casación, en efecto, ha establecido en general qne la 
mencionada ley, que llama á los extranjeros á suceder en Francia, 
no les concede este derecho, sioo bajo las coadiciones determinadas 
por las leyes fraiicesae, y solamente en los caeos en los cuales los 
franceses fueran capaces de adquirir la sucesión. Conf. Casación 
dvil, 24 de Junio (Journal da Palaü, 1878, pág. 1.102). 
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12 LIBRO V — CAPÍTULO I 

4EI francés que 8« encuentre en pais extranjero, podrá otorgar 
sos dispoBÍciones teBtaraetitarías en docnmento privado, según se 
prescribe en el art, 970, 6 en escritura pública, con las formali- 
dades usadas en el lugar en que esta escritura se otorgue*. 

1.SSI. Por lo que se refiere á la le; que rige la sucesión, 
no se encuentra en la legislación francesa una disposición expre- 
sa para determinarla. Solamente en el titulo preliminar del Có- 
digo civil está sancionada la siguiente máxima en el artículo 3°; 
<Lo8 inmuebles, aun los poseídos por extranjeros, se rigen por 
la ley fraucesai. La jurisprudencia lia sostenido que este artícu- 
lo reproduce en su parte sustancial la antígua teoría, de que 
todas las disposiciones qiie conciernen á los inmuebles, tienen el 
carácter de estatutos reales, y que por consiguiente, deben regir 
todo derecho relativo á las cosas mismas, aun cuando la persona 
á quien el derecho pertenezca sea extranjera. 

£lste concepto ha sido constantemente admitido, teniendo 
presentes ias mismas palabras pronunciadas por Portalis, el cual, 
al presentar el título preliminar del Código civil al Cuerpo legis- 
lativo, se expresó así: «Las leyes que regulan la disposición ds 
los bienes, se llaman restes. Estas leyes rigen los inmuebles, 
aun cuando estén en poder de extranjeros». Be aquí que se haya 
constantemente sostenido que todas las disposiciones legislati- 
vas consagradas en el Código civil francés para regir la soce- 
sión ab intestato, para determinar las reservas y la cantidad de 
bienes de que se puede disponer y que se puede recibir median- 
te testamento, las que prohiben las sustituciones, las que limi- 
tan la facultad de donar y otras semejantes, deben tener autori- 
dad imperativa también respecto de los extranjeros, siempre que 
se trate de aplicarlas í los inmuebles que éstos posean en Fran- 
cia. Como consecuencia de esto, la jurisprudencia francesa sos- 
tiene, como regla cierta, que en cualquier país en que la suce- 
sión se abra, cualquiera que sea la ciudadanía del difunto ó de 
los sucesores, siempre que la herencia comprenda inmuebles sí- 
toados en Francia, la sucesión, en lo que á dichos bienes se re- 
fiere, debe regirse por la ley francesa. Se procede en tal caso 
como si el extranjero hubiera dejado dos sucesiones completa^ 
mente distintas: la una, limitada á loa bienes inmuebles existen- 
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tea en Francia; la otra, que comprende el resto del patrimonio 
«xistente faera del territorio francés; y haciendo abstracción de 
los bienes dejados en otra parte, se considera aplicable en todo 
j por todo la ley francesa respecto de los bienes iomueblea 
existuites en Francia. De aquí que se admita que el derecho de 
representación debe regirse por la ley francesa (1); que el ex- 
tranjero puede suceder en Francia también á otro extranjero» 
con tal que justifique el título que lo haga capaz para saceder 
según la le; francesa, y sin preocuparse de que la le; del país 
que debe regir la sucesión le niegue esta capacidad (3); que un 
hijo natural, que eu concurrencia con tos hijos legítimos se le 
excluya también de la suceaiÓD mobiliaria y que no tenga de- 
recho más que á los alimentos (a), puede, no obstante, reclamar 
sobre los inmuebles existentes en Francia la parte que le con- 
ceden los artículos 766 y siguientes del Código ciril francés (3), 
La regla de este modo establecida por una constante juria- 

f 1) Confr. üeaancon, 26 de Julio de 1876, Balmiger (Journal du 
Palaú, páge. 79 y 1,007). 

(2) Conr de la Martinica, 18 de Mayo de 1878, Begg. (Journal dtt 
Falaü, 1878, pág. 989). 

(a) Sabido es que el Código civil francés no concede derechoB su- 
cesorios & los hijos naturales sobre los bienes de sus padrea, ai no 
han sido reconocidos legalmente. En este caso, el art. 757 lea señala, 
en concurrencia con descendientes legítimos, una tercera parte de 
la porción hereditaria que corresponde á uno sólo de loe hijos le- 
gítimos. 

El art. 840 del Código e^añol exige la condición del reconoci- 
miento legal y les ofrece la mitad de la cuota correspondiente á oa- 
da nno de los hijos legitimoa no mejorados, siempre que qaepa den- 
tro del tercio de libre disposición, del cual habrá de sacarse, dedu- 
ciendo antes los gastos de entierro y fnneral. 

(3) Pan, 19 de Enero de 1872, Etchevest (Id., 1872, pigína 93Q. 
Conf. Demangeat, UUt. de la eond. eív. de* itrang., núm. 74, paga. 834 
y sigs.; Foeliz y Demangeat, Dr. \nt. pT\vi,%. I, núm. 6B; Dragou- 
mis. Cond. civiU de Tétranger m flanee, pig. 85 y sigs.¡ Dubois, Et»ai 
tur le* confliU de* loii tíranghe», núm. 43; Uaseé y Vergé, Zut Zad>a- 
nae,i. I, g 29, pág. 38, nota 11; Aubryy Ran, t I, pág. 101, §31; 
Despagnet, Dr. tnt. privé, % 361; Weiss, Dr. int. privé, Le droil de 
Tétranger, pág. 346 y sigs.; Surrille y Arthuys, Dr. int. privé, % 368 y 
■igoientes. 
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prudencia, flst& confirmada en loa tratados ajastadoa entre 
Francia ; los Estados extranjeros, en los cuales expresamente 
se estipula que la sucesión en los bienes inmuebles debe refer- 
ee por la ley dol país en que estén situados, y que todos los liti- 
gios relativos á dichos bienes deben ser juzgados por los Trí- 
bnnales del país mismo. Asi se establece en el Tratado entre 
Francia y Austria de 11 de Diciembre de 1866, articulo 3.°; en 
el celebrad» con Rusia el 1." dd Abril de 1874, art. 10; con 
Sarria el 18 da Junio de 1883, art. 8.°; con M^ico el S7 de No- 
viembre de 1886, art. 6."; con Suiza el 15 de Junio da 1869, ar- 
ticulo 6.*; con la República de Santo Domingo el 9 de Sep- 
tiembre de 1882, artículo 6.°; con el Ecuador el 13 de Mayo 
de 1888, y en otros. Respecto de aquellos países con los cuales 
60 han igustado los Tratados, se encuentra, puea, expresamen- 
te establecida la regla que sujeta la sucesión inmobiliaria á la 
lez rei sitae. 

l.SSS. Por lo que toca i la suoeaión mobiliaria, la jarís- 
prudencia francesa, fundándose en el principio general de que los 
bienes muebles considerados en sus relaciones con la persona, 
«onatitnyen una universalidad jurídica, y que por la naturaleza de 
taa cosas y la voluntad de bus poseedores deben reputarse, por 
ana ficción legal, reunidos todos en el lugar del domicilio del pro- 
pietario de los miamos, ha deducido de esto que la transmisión 
del patrimonio mobiliario debe regirse por la ley del domicilio del 
de cu/iM. Por otra parte, la jurisprudencia más reciente sostie- 
ne que el régimen de la sucesión mobiliaria debe depender de 
la ley personal. 

Este principio está establecido por el Tribunal de casación, 
y nos basta recordar la sentencia de 12 de Enero de 1869, en 
la cual dice asf: «Considerando que, si la transmisión de loa 
bienes por vía de sucesión se deriva del derecho natural, las 
disposiciones legialativaa que rigen las sucesiones y que rega- 
lan la capacidad de disponer ó de adquirir, así como la transmi- 
sión y la partición de los bienes, pertenecen al derecho civil de 
«ada nación. 

»ConBÍderando que la sucesión, apreciada en su universali- 
dad, y como la continuación de la persona del difunto, no poe- 
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de regirse más que por la ley que regia at difunto mismo> (1). 

Eu los Conrenios relativos á las suceaionea, ajustados con 
Austria, Runa, Servia j ea los otros ya citados por nosotrc», 
86 conviene expresamente en que la sncesión, en lo que concier- 
ne & los derecboB sobre los bienes muebles pertenecientes al 
á$cujua y existentes en el territorio de la, otra parte contra- ' 
tante, aun cuando él difunto estuviera en éste establecido, debe 
regirse por las leyes del Estado á que el de cujus pertenecía, y 
qne las controversias relativas á dicha sucesión deben ser juz- 
gadas por el Tribunal competente del mismo Estado. Se puede, 
pues, con razón sostener que, faltando en la l^islación france- 
sa una regla expresa respecto al régimen de la sucesión Uobi- 
liaria, y debiéndose establecerla en conformidad con los prind ■ 
píos generales de derecho, es necesario admitir que la suce- 
sión mobiliaria debe regirse por la ley personal, porque esto 
eBt¿ conforme con Ik jurisprudencia m&s reciente; porque el 
principio ea admitido y aostenido vigorosamente por los más 
reputados jurisconsultos franceses contemporáneos; y porque en 
loa mismos Tratados, qne tienen fuerza de ley entre las partes 
contratantes, la soberanía francesa ha reconocido que la suce- 
sión mobiliaria debe regirse por la ley personal, aun respecto 
de aquel que de hecho esté establecido en Francia . en el mo- 
mento de su muerte. 

Conviene, sin embargo, advertir que la jurisprudencia fran- 
cesa, fundándose en la máxima sancionada en el art. 13 del Códi- 
go civil, modificado caparte por la Ley de 36 de Junio de 1889 (a), 
j según la que el extranjero á quien en virtud de autorización del 
Soberano se le haya permitido establecer su domicilio en Fran- 



(1) Casac. 12 de Enero de 1869 (,Jo»rnat du Falais, 1869, pág. 311); 
7 comp. la importante nota de Labbé á Casac-, 22 de Febrero 1882 
(Id., 1882, pág. 993). 

(a) El articulo 3.* de esta ley declara que el extranjero naturali- 
zado goza de todos los derechos civUee y poHticos inherentes á la 
cualidad de ciudadano fraucés, si bien el carácter de elegible para 
formar parte de las Asambleas legislativas, exige el transcurso de 
diez años desde la fecha del decreto de naturalización, ei una ley 
especial no reduce este plazo. 
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ciá, puede gozar de todos loa derechos civiles mientras continúe 
residiendo en el territorio francés; hs eoatenido que la condición 
del extranjero qne haya establecido el domicilio legal en Fran- 
cia, debe equipararse & la del francés, ann en lo que toca al ré- 
gimen de la sucesión mobiliaria del mismo. Por lo que se recono- 
ce en principio la autoridad de la ley personal, en cuanto al ré- 
gimen de la sucesión mobiliaria, pero con la reserva, sin embar- 
go, de que no se trate de extranjero legalmente autorizado para 
fijar su domicilio en Francia (1). Bste principio, establecido me- 
diante la jurisprudencia, ha sido vivamente combatido por repo* 
tadoB jurisconsultos. Renault, entre otros, discutiendo á propó- 
sito de la sucesión de los extranjeros en Francia, sostiene qae 
el extranjero autorizado por decreto para ^ar su domicilio en 
Francia, debe reputarse admitido & gozar, en virtud del art. 13, 
de los derechos civiles á la par que un francés; pero justamente 
observa que, como en el mencionado arUculo nada se establece 
á propósito de la lejr que debe regir su condición jurídica y los 
derechos civiles que le pertenecen, no se pnede sostener, en vir- 
tud de dicho articulo, que la sucesión mobiliaria deba r^rse 
por la ley francesa, así como debe serlo eu el caso en que el de 
fujus sea francés. El citado jurisconsulto advierte que, admiti- 
do que ta capacidad jurídica y la condición del que no haya ad- 
quirido carta de naturaleza en Francia, debe regirse conforme 
al estatuto personal, se deduce que el extranjero que tenga el 
domicilio legal en Francia, no puede ser equiparado al francés Ó 
al extranjero naturalizado, fundándose en la disposición del ar^ 
ticulo 13, y que por consiguiente, la sucesión mobiliaria del mis- 
mo no debe regirse por la ley francesa (S). 



(1) Casac. 22 Febrero 1882 (Jouimal da Palaü, 1882, pág. 993 y las 
notas); París 6 Enero 1882 (Gourie), 63 y 68 [Journal da Palaxt, 1868, 
página 68 y las notas); Table complément., v. Étranger, niim. 30. Con- 
fróntese Demaogeat, Uist. de la amd. des étranger», núms. 81 y 82; 
Dnbois, Ettai »ur le eonflit des loU /ranf . eí itranghref, Bertaolt, QmmU 
practiques du Code I^apvleon, núzn. 9.-^ ter.; Demolombe, Couri de Droü 
civil, núm. 268 bis. 

(2) Renault, De la cond. dea élrangers en í^tice (¡Journal da Dr. Úi- 
tematioiial priví, año 1875, págs. 329 y siguientes). 
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A nosotros no nos interesa discutir tal cuestión, y conñamos 
en que loa justos principios ficeptados en la seut«Dcia del Tribu- 
nal ctTÍl del Havre de 38 de Agosto de 1673, de que la traos- 
roisión de los bienes, en lo que no pueda interesar á lus leyes 
territoriales, debe regirse por I» ley personal (porque en sustan- 
cia la transmisión del patrimonio mediante la herencia, no es 
otra cosa, en realidad, que la transmisión de la personalidad del 
difant0r4]ue viene á confundirse y á unirse con la personalidad del 
lieredero), se admitan sin reserva, al menos respecto de la suce- 
sión mobiliaria y ein distinguir si el extranjero tiene ó no el do- 
micilio legal en Francia. 

LCSS. Como quiera qge sea, tomando las cosas como se 
encuentran allí establecidas mediante la ley y la aplicación de la 
misma, hecha por la jurisprudencia, observamos que el principio 
de que la sucesión debe considerarse como una universalidad ju- 
rídica en relación directa con la persona, se . acepta en Francia 
sólo respecto del régimen de la sucesión mobiliarin. 

La jurisprudencia, en efecto, interpretando las disposiciones 
del Código civil francés, no sólo sostiene que la sucesión mobi- 
liaria debe regirse por la ley del domicilio, sino que al mismo 
tiempo admite que los bienes muebles, en cualquier pais en que 
se encuentren, deben considerarse como un todo y transferirse 
conforme á dicha ley. Tal co'ncepto, que informa todas las deci- 
siones de los Tribunales franceses en materia de sucesión mobilia- 
ria, fué cláramete expresado por el Tribunal de casación en su 
sentencia de 7 de Noviembre de 1826, de esto modo: 

<Qae, con arreglo é. ia antigua como & la uneva juríspruden- 

> cia, la ley del domicilio del testador es la única que puede y 
• > debe regir las disposiciones de última voluntad relativas á los 

> muebles situados en el Estado en que esta ley está en vigor, 
» considerando como un todo el mobiliario que constituye lahe- 
» reacia del testador, sin distinción de los diversos Estados en 
» los que dichos muebles puedan encontrarse en el momento de 

> la muerte, entendiéndose por una ficción de derecho que los 

> mnebles siguen siempre á la persona» (1). 

(1) T. de casación, 7 Nov. 1826 {Joum. du Palain, 1826, pág. 898). 

DbIECHO IMT. FRIT.— Tono V 3 
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1.984. Constitaje ya una primera anomalía que el patri- 
monio sea una universalidad jurídica ai se compone de cosas mue- 
bles corporales 6 incorporales, y no lo aea si ee compone de mue- 
bles é inmuebles, üaa anomalía m&s notable se encuentra en todo 
el sistema de Derecho internacional privado establecido por la ley 
y la jurisprudencia francesas. Como hemos dicho ya, se admite 
que la transmisión del patrimonio por herencia debe fraccúonar- 
Bfl y ser distinta, se^u la naturaleza de los bienes, y que debe 
sujetarse i la ley francesa en aquella parte que constituye el pa- 
trimonio inmueble, y &la ley personal en la qne constituye el pa- 
trimonio mueble; sin embargo, cuando se presentael caso en que 
' debe aplicarse el art. 3." de la Ley 4e 14 de Julio de 1819, se ao^- 
tiene que la herencia debe considerarse como una universalidárt, 
cualquiera que sea la naturaleza de los bienes, y cualquiera que 
Bea el país en E¡ue se encuentren. 

En virtud de la mencionada disposición, én caso de que á la 
sucesión concurran coherederos extranjeros y franceses, éstos 
están autorizados para tomar sobre los bienes existentes en Fran- 
cia nná parte igual al valor de los bienes situados en país extran- 
jero, de loa cuales fueren excluidos por cualquier título y en vir- 
tud de leyes y costumbres locales. Cuando se trata de proceder 
á esta preferente percepción ó detracción Iprtiévement), se admi- 
te que todo el patrimonio debe considerarse como una universa - 
Eidad jurídica, ain distinguir los bienes que lo componen, y qiie 
para determinar la parte que debe concederse al heredero fran- 
céa, se debe hacer de todo el patrimonio una masa ficticia panv 
establecer el as hereditario. He aquí cómo se expresa el Tribu- 
nal dé Chambery: 

tPara determinar las condiciones y los límites dentro de lo8- 

> que puede ejercerse el derecho de anticipación ó entrega pre- 
f ferente que el art. 2.° de la Ley de 14 de Julio de 1819 conce- 
' de al heredero francéa llamado á concurrir con coherederoa ex- 

> tranjeros & la partición de ana miama herencia, hay que eva- 
' luar de una manera general la importancia de esta sucesión eu 
» su totalidad, ain distinguir entre loa bienes situados en Fran- 
" cia y los situados en el extranjero. En efecto, & los ojos de la 

> ley francesa no hay más que una' aola sucesión, cuya evaluadón 
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3 total puede únicsmente pennitir resolver lee cuestiones relatí- 
> vas & la colación, á la cantidad disponible y íl» 'reserva, en 
3 TÍsta de la aplicación de la Le; de 1819 antes citada* (1). 

De eete modo, míentraB la jnrisprudeDeia y la doctriaa sos- 
tienen en Francia que la sucesión no puede considerarse como 
una uuiyérsalidad cuando se trata de determinar los derechos 
«ucesoríos y la extensión de los mismos, según la ley personal del 
de ctíjua, que con arreglo i los más justos principios debería re- 
|¡ir la tr^nsmisióa del patrimonio í los herederos, se admite des- . 
■pues que debe considerarse como una universalidad, cuando se 
trata dti determinar el derecho que pertenece & un coheredero- 
francés con arreglo & la le^rancesa. Se combate, pues, el justo 
{irincipio de que el patrimonio tomado en su conjunto es un 
«nte ideal, al cual no se puede dar una situación, cuando se 
trata de determinar la ley que debe regirlo; y por el contrario, se 
admite que debe ser considerado como tai á los ojos de la ley 
francesa, cuando ésta regule el derecho sucesorio en beDeñcio de 
■un francés. 

I.SSS. Los principios expuestos se aplicaron en el caso 
de la sucesión Yanoni. El de cujua era un suizo del cantón del 
Tefliiio, y concurrían á la sucesión un hijo y dos nietos nacidos 
<le una bija premuerta casada con un francés. Según la ley can> 
tonal, el hijo tenía derecho á los tres cuartos de la herencia, y los 
nietos á un cuarto, que debía dividirse entre ellos por cabezas. 
Según el Código francés, correspondía á los dos nietos la mitad 
de la herencia ab intestato. Los Tribunales franceses decidieron, 
j el Tribunal de casación confirmó, que los dos nietos franceses 
debían tener, sobre los bienes existentes en Francia, la parte 
que les pertenecía segúu el Código civil francés, en virtud del 
articulo 3,°, y que adem&s, debiendo concedérseles la parte que 
les correspondía con arreglo al derecho francés en el valor de 
toda la herencia, éstos podían tomar sobre los bienes exis- 
tentes en Francia una parte igual & aquella de que se les ex- 
clnfa en Suiza por el derecho cantonal, determinando esta par- 



(1) -Chambery, 11 Junio 1878 [Journal da Droil infematiunal privé, 
1878, pág. (ill y tas notas). 
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te, con arreglo ¿ Ift ley fraucesa, respecta de toda la herencia- 
tomada en BU conjunto y couBÍderada como una universalidad 
jarldica(l). 

El mismo principio de que la Bucesión mobJllaria de ün ex- 
tranjero debe regirse por la ley personal, no puede iovocarser 
como dice el Tribunal de París, en el caso en que 6. la sucesión 
concurran herederos franceses, puesto que el orden de la suce- 
sión y la extensión del derecho Bucesorio, cuando se trate de 
determinar la parte que los herederos franceses pueden tomar 
sobre los bienes situados en Francia, deben regirse porla ley 
francesa, que es la única aplicable para determinar los derechos 
del coheredero francés en concurreiicia con los coherederos ex- 
tranjeros, respecto de Iob bienes del de cujas, de cualquiera nata- 
raleza que sean y cualquiera que sea el lugar donde se encuen- 
tren (2). 

Aplicando siempre el mismo principio de que la sucesión en 
lo que concierne al derecho de disponer ó al de Buceder, debe 
regirse por la ley francesa siempre que un fiancés esté intere- 
sado como heredero en la sucesión, se ba sostenido que la ac- 
ción para reducir laB disposiciones á titulo gratuito hechas por 
el de cujas en el caso citado, debe regirse por la ley francesa. 
Por esto, en la sucesión de un suizo, & la cual concurrían here- 
deros franceses, se aplicó el artículo 1.098 para determinar la 
cantidad de que los cónyuges podian disponer á titulo gra- 
tuito (3). 

Por todo ello, se re claramente que el concepto de la ani- 
dad jurídica de la sucesión respecto de la ley que debe regirla, 
consagrado en la legislación italiana en el art 8." de las dispo— 
sicioiieB generales como un homenaje ¿ los principios universales 
del Derecho, está admitido en Francia por la Ley de 1819, y 
ampliamente desenvuelto por la jurisprudencia, con el fin de 



(1) Cas. (Req.) de 18 de Julio de 1859, Vanoiii c, Moineau {Journal 
da Palaü, 1860, pág, 112). 

(2) PariB, 14 de Julio de 1871, Bergoldt y autre {Journal du Pa- 
laü, 1871, pág. 605 y las notas), 

(3) Trib. de Lyon, 19 de Noviembre do 1888 {Journal du Droü fn- 
terii. príi-6, pág, 82, 419). 
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proteger, & toda costa ; por todos los medios, los iotereses fran- 
ceses, rindiendo caito, por lo tanto, al principio de utilidad (1). 
-t.SSft. En Bélgica, la« reglas de Derecho interaacional 
pmado, en cuanto al régimen de la sucesión, son casi las miS' 
toas aceptadas en Francia, según la exposición que de ellas 
acabamos de hacer. 

Es verdad qne en el proyecto del Código civil se acoge sin 
restricción el principio de que el patrimonio en au conjunto debe 
considerarse como una entidad por su naturaleza indivisible, y 
sometido, por tanto, á una sola ley, en lo que concierne al régi' 
fnen de su transmisión á los sucesores. SI art. 6.° del proyecto 
dice asi: «Las sucesiones se rigen por la ley nacional del difun- 
> to. Et contenido y los efectos de las donaciones y de los testa- 



(1) Los TribonaleB de justicia no sólo han sostenido qne los 
taueblee, que por una ficción jurídica ee consideran en ol domici- 
lio del difunto, no pueden considerarse como tales cuando haya 
lugar al anticipo ó deducción preferente (prelt:vemeiit), (Casación, 27 
de AgOBtO de 1860, 0. 60, 1, 257; Cas., 29 de Diciembre de 1856, D. 56, 
1,471) (fundándose en que e) legislador dice: «sobre los bienes si- 
tuados en Francia* sin hacer distinción alguna), sino que han soste- 
nido además que este derecho, aun cuando no existan bienes en 
Francia, puede hacerse efectivo sobre los créditos pagaderos eu el 
«xtranjero, cuando los títiilos se encuentren en Francia (Cas: CKeq.) 
de 21 de Marzo de 1855, D. 55, 1, 137; Renault, Suec. de» étranger» en 
Frútice, 1876, pág. 17). Siempre con el propósito de favorecer los in- 
tereses franceses, se ha juzgado que la sucesión de na extranjero 
debe regirse por la ley francesa en orden á la aplicación de la Ley 
4e 1819, aun en el caso eu qne un francés sea llamado á suceder por 
representación de su padre extranjero. (Burdeos, 18 de Knero de 
1881; 'Beckei, Journal du Droit interttational privé, 1881, pág. 431), Con- 
fróntese para másdetaUes sobre el derecho de anticipación: Du- 
trac, Partage de «líccesíon; Michaux, iíguid. e/jjarí.; Dubois, Coiyítrf 
<íe loüfraní;. et étranghre»\ Renault, cit.; Vincent, Revae practique dtt 
Droit iatermi/ional, t. Succe»Ío>i, núm. 36 y siga.; Weiss, Droit t'níem. 
privé: Droit de íétranger, pág. 351 y siguientes; Rongelot de Lion- 
court, Da conjlit des loia peraonelle» fraru^iseg et étranghres; Antoine, 
La tuecettion en Droit int. privi, cap. TI; Champcommunal, Étude tur 
la twxetiion ab iiiteitato en Droit int. privi, ifi p.; Despagnet, Dr. int. 
privé, 8." ed., pág. 655 y sigs.; Surville y Arthuys, Gour» de Droit »'»- 
ternationat privé, núms. 348 y sigs. 
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> mflatOB, Be rigen por la ley nacional del dieponente. La ley na- 
1 cisnal del difunto 6 del dtsponente, se aplica cualesquiera qn» 

> aean la naturaleea de los bienes y el país én que se en- 

> caentren». 

Sin embargo, en la actualidad, por lo que concierne al dere- 
-chg de sucesión del extranjero, el estado de coeas es el mismo 
que en Francia, admitiéndose que la sucesión iamobiliaria deb» 
regirse por la ley territorial, y la sucesión mobiUaria por la ley 
personal. - 

La regla se aplica lo mismo en el caso de sucesión ab intes- 
tato que en el de sucesión teatamentaria. Por consiguieote, si 
uno bnbiese dispuesto por testamento de un inmueble situado 
en Bélgica, el acto, por lo que se refiere á sn contenido y sus- 
tancia, se considera como si hubiera sido hecho en Bélgica, y sd 
validez, comprendiendo también la capacidad del testador, se 
aprecia con arreglo & la ley. belga. Tocante á la sucesión mobi- 
tiaria, todo lo que concierne al contenido del testamento, su» 
condiciones esenciales, capacidad para testar, sustaucia de las dis- 
posiciones testamentarías, cantidad disponible, interpretación det 
testamento y otraa cuestiones semejantes, se reputa sometido í. 
la ley del domicilio y se tiene en cuenta el domicilio del de euju* 
eo el momento de la muerte, y no el de origen Ó el que te- 
nia eii el momento de hacer el testamento. Según Haus, se ad> 
mite todo esto por considerar que la voluntad del testador nO' 
puede tener su manifestación definitiva, sino al tiempo de la. 
muerte, y que la presunción más razonable debe ser que el tes- 
tador había tenido la intención de referirse á la ley vigente en 
el p^ donde tenía establecido el centro de su fortuna y de saa 
negocios, fijando su domicilio y conservándolo hasta el día de la 
muerte (1). 

Por lo que al derecho del extranjero á suceder se refiere, la 
Ley de 30 de Mayo de 1837, que consagraba el príncipio de la 
reciprocidad, fué derogada por el art. I." de la Ley de 27 de 

(1) HauB, Dii droit privé qai régit le» étrangers en Bdgique, núm. 181, 
Gante, 1874; Lippens, Expoté du tyitéme de la legUl. ciV. tur la droit» 
dtmt la étrangeri joaiuent en Bdgiqae, I87I; Asser, Droit intern. prtvéy 
Revite de Dr. inUm., 1889, pág. 113. 
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Abril de 1868, que admitió á los extranjeros & gozar del dere- 
clio de suceder, de disponer y de adquirir del mismo modo que los 
belgas en toda la extensión del reino, con la reserva, sin embar- 
go, relativa al derecho de descuento en caso de concurrir cohe- 
rederos extraqjerOB y belgas & la sucesión (1). 

l.M«. En Holanda la jurisprudencia se apoya para deter- 
minar la ley que rige la sucesión, en la disposición sancionada 
en el art. 7." del Código civil de 15 de Mayo de 1829, qae dice: 
«Los inmuebles se rigen por la ley del país ó del lugar en que 
estáp situados». Se considera, por lo tanto, aplicable la ley te- 
rritorial al régimen de la sucesión inmobiliaria, y para la suce- 
sión mobiliaria se admite por el contrario el principio de que los 
muebles siguen la condición de la personaj y por consiguiente, la 
transmisión de los muebles se regula por la ley á la cual el de 
cuju» debe repntarse somelfti). 

Por lo que se refiere á la capacidad para disponer y- para 
adquirir por testamento ó ab intestató, se admite el principio 
de la reciprocidad, sancionado en los arts. 884 y 957 del Código 
civil. Estos artículos fueron, sin embargo, derogados por la Ley 
de 7 de Abril de 1869, que está casi conforme con la Ley Iran- 
-cesa de 1819, por la que en general los extranjeros se reputan 
de la misma condición que los regnícolas, en cuanto al derecho 
de disponer y de suceder, y además sanciona la misma reserva 
de la Ley de 1819 en caso de concurrir neerlandeses j extran- 
jeros, admitiendo el derecho de descuento en &vor de los cohe- 
rederos neerlandeses, según hemos dicho & propósito de la ley 
francesa. 

ft.SSS. En la Gran Bretaña, la propiedad inmueble se ha 
mantenido siempre solire la base del principio feudal, y este 
principio ha informado toda la legislación inglesa respecto de 
la autoridad 'de la ley que regula los derechos sobre los bienes 
inmuebles. Es un principio general, según la Common Law, 
que la lex ra sitae debe regir exclusivamente todos Jos de- 
rechos sobre las cosas inmuebles y los modos de transferirlos, 



(I) Para la aplicación de la citada Ley de 1865, véase Rolin, Pritt- 
cipe» de Dr. int. privé, t. II, § 774-787. 
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y además los actos que se refiereo k la adquisición y tranemi- 
ai6ii de la propiedad inmueble. K^te principio, financiado por 
Story (1), por Westtake (3) y por otros jaríscoosultoe isgle- 
ses, se sostiene generalmento sin vaciiación, j se aplica con todo 
rigor (3). La transmisión de los inmuebles, dice Story, se rige 
ezclasiramente por la ley del país en qne actualmente están u- 
ttiados. Ninguna persona puede heredar, excepto las que están 
reconocidas como herederos legítimos por la lex rti süae, y los 
herederos suceden en la proporción y orden prescritos por di- 
cha ley. Esta es doctrina fuera de toda duda, según la Commcn 
Law (4). 

fl.CSV. La controversia sobre la ley que rige la sucesión 
surge en el derecho inglés en el caso de la sucesión mobiliaria. 
La legislación inglesa, fundada en -el Derecho consuetudinario, 
lio se preocupa del principio de la nacionalidad, sino que admi- 
te que el estado de toda persona debe regirse por la ley de sn 
domicilio (6). La doctrina, por tanto, generalmente aceptada con 
arreglo á la Common Law, es que la división de la sucesión mo- 
biliaria de una persona que muera ah inttsUUo, se rige por la ley 
del domicilio en el momento de su muerte, sin tener en cuenta n> 
referirse á la ley del país en que el de cujas hubiese nacido Ó 
muerto, ó tuviese su domicilio de origen, ó donde los bienee 
muebles estén de hecho situados al tiempo de su defunción. 

(La doctrina universal generalmente reconocida según la 
yCotnmon Law, según afirma Dícey, es que la sucesión en la pro- 
■piedad personal (6) se rige exclusivamente por la ley del domí- 
>cilio actual del de cujut en el momento de la muerte. > Por tanto, 
en el régimen de la sucesión mobiliaria no ejerce ninguna inflaen- 
cia la ley del país de origen de la persona muerta ab intestato, 
ni la de su anterior domicilio, ni la de la situación actual de loa 

O) Confiicl <•/ Latci,% ^!S. 

(2; FrivaU intern. Law, 3 vol., pág. 189, 

(3) Dicey, A Digent o/ the Lato o/ EagUiad, regla 138. 

(4) Story, loe. cit.; Dicey, pág. 619. 

¡5) Dicej- Y Stocquart, Le statul pertonntt anglai», t. I, pág. 283- 
(6) Las expreeiones (peraoiial estáte* y <per80na] property*, sig- 
nifican lo mismo que bienes muebles. 
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muebles at tiempo del fftileci miento, Teríficándoaela transmÍBÍÓn 
del patrímoDio mueble, personal propertí/, con arreglo á la ley del 
domicilio actual del de cujus en el momento de su muerte, y los 
bienes deben distribuirse entre los que sean llamados como he- 
i-ederoB ó sucesores por dicha ley (1). 

. Dicey ilustra de este modo cou ejemplos la regla vigente en 
Inglaterra. 

Un ciudadano francés muere intestado, teniendo su domi- 
cilio en Londres; la sucesión mobiliaría del mismo se rige por 
la ley inglesa Statut of distribuUon, síd referirse para nada á la 
ley francesa. 

ün ciudadano inglés domiciliado en Francia maere iutes- 
tado eu Londres. La Bucesión en los muebles de bu casa de 
Londres se rige por las leyes que en Francia regulan la suce- 
sión en los muebles de un ciudadano inglés muerto, domici- 
liado en Francia. Un ciudadano inglés domiciliado en Portagal 
muere intestado eo este país, no dejando más que un bijo ile- 
gitimo, que, según el derecho portugués, puede suceder al de 
cujus intestado. Este deja una parte de bus muebles en Ingla- 
terra. Su hijo ilegitimo debe reputarse capaz de suceder en los 
muebles, comprendidos los existentes en Inglaterra, y cita á 
este propósito, el caso Doglioni ▼. Crispín (2). 

El mismo principio rige en Inglaterra la sucesión mobilia- 
ria deferida por testamento. Todo acto de última voluntad res- 



(1) Dicey, op. cit., regla 180, pág. 682 y G83. 

(2) Imw Reporta, vol. 1. IIo'i»e o/ LoriU, 301. En esta causa, de- 
cidida por la Cámara de loe Lores, que juzgó como Tribnnal Su- 
premo, debe reputarse establecida sin equívocos la cuestión de 
principio. El de ciijm había dejada muebles de gran valor en Ingla- 
terra; j según el Derecho inglés, el hijo natural no es admitido á 
suceder ah inUtfato. Esto no obstante, la Cámara de los Lores deci- 
dió que era preciso referirse á la ley del domicilio del inglés ditan- 
to, y teniendo en cnenta que el inglés se hallaba domiciliado en 
Portagal j que, según la ley portuguesa, el hijo natnral pnede re' 
coger la herencia de su padre, reputó aplicable la ley portuguesa y 
decidió que el hijo natnral tenía derecho á recoger la herencia, y 
por consiguiente, los muebles existentes en Inglaterra. 
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pecto de ella, se reputa v&lido, si lo es cooforme á 1& 1^ del do- 
micilio del tentador en el* momento de la maerte. 

La regla admitida, por tanto, es que connene referíiH á la 
ley del domicilio del de cujas para decidir sobre la valides del 
testamento hecho por él, y que se coosidera T&ltdo el testamentOf 
si lo considerasen tal los Tribunales del lugar del domicilio, ü) 
objeto de nuestros Tribunales, opina Dicey , es conducirse, cuan- 
do se trata de decidir sobre la validez de an testamento, ezac- 
tan^ente como se conducirla el Tribunal del país donde el de 
eujus estaba domiciliado en el momento de la muerte. Por tan- 
to, en otros términos, si el de eujus es un extranjero domicilia- 
do en Inglaterra, aunque resida en otra parte, si el testamento 
es válido con arreglo ¿ las leyes inglesas, se considerará válido 
sin referirse á las leyes del pata de que el de cujua era ciada* 
daño, 6 en que residía; y por otra pHrte, si el de eujus residía 
en Inglaterra, ó en otro lugar, pero estaba domiciliado en país 
extranjero (por ejemplo, Francia), nuestros Tribunales repatai- 
rán válido el testamento relativo i los muebles, si lo fuese con 
arreglo á las leyes de Francia, donde el testador estaba domi- 
ciliado en el momento de la muerte. 

Comentando la regla el citado escritor, dice: Un francés domi- 
ciliado en Francia, pero residente en Inglaterra, hace un testa- 
mento respecto de los muebles en la forma prescrita por el de- 
recho inglés. Este testamento deberá reputarse válido también 
en Inglaterra, porque los Tribunales franceses, fundándose en 
la regla locus regit actum, lo reputarían válido en cuanto & la 
forma. 

Un testador domiciliado en Yittoria, lega una cantidad á una 
corporación inglesa para adquirir tierras en Inglaterrra con un 
fio benéfico. Si este legado se hiciera por persona domiciliada 
eu Inglaterra, no sería válido. Sin embargo, como la validez in- 
trínseca de la disposición testamentaria debe regirse por la lex 
dotnicilii, y según la ley vigente eu Yittoria la citada dispoBÍción 
se reputa válida, como tal debe reputarse también en Ingla.- 
terra. 

-■.••O. De esto resulta que, según la Common £ou>, la va- 
lidez intrínseca de la disposición testamentaría debe regirse io- 
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tegramente por la l«y del domicilio, en el sentido de que debe 
decidirse de bu validez con arreglo á )o que dispone 1& misma 
ley. Para decirlo en otroe términos, del mismo modo que con- 
forme á la regla de Derecho internacional privado sanciona- 
da por el legislador italiano, el estado y capacidad de las perso- 
nas, asf como la validez intrínseca de las disposiciones testa- 
mentarias, se rigen por la ley nacional; en el sistema aceptado 
por el derecho inglés se atribuye & la ley del domicilio la mis- 
ma autoridad que en el sistema de la legislación italiaoa se atri- 
buye & la ley nacional, y por ella se rigen la capacidad del testa- 
dor y la validez intrínseca de la disposición testamentaria. 

Aplicando la regla á la capacidad 6 incapacidad testamenta- 
ria, Dicey establece en principio que todo debe depender de la 
ley del domicilio, y aduce como ejemplo que si el testador está 
domiciliado en uu país donde la mayor edad se £ja & los veiuticin- 
co años, y el menor uo puede hacer testamento hasta que cum- 
pla esa edad, y dicho testador, residente, pero no domiciliado en 
Toglaterra, hubiese hecho testamento á los veintidós años, este 
testamento no será válido. 

Si un inglés domiciliado en Inglaterra y que viva en Virginia, 
hubiese Lecho testamento á los diez y nueve años, éste, aunque 
v&lide según la ley de Virginia, no podría reputarse v&lido en 
Inglaterra, porque según la ley del domicilio, le faltaba la capa- 
cidad para hacer testamento 6. la edad de diez y nueve años. 

También para decidir la cuestión de principio, esto es, si 
debe tener lugar la sucesión testamentaria ó la ab inteslato, 
refiriéndose siempre á la sucesión mobiliaria, la regla estableci- 
da en Inglaterra es que precisa atenerse á la ley del domicilio 
del difunto. Dicey, ampliando esta regla, añade: Un francés do- 
miciliado en Inglaterra, deja una disposición testamentaría es- 
crita y fírmada por su mano (uu testamento ológrafo) y muere 
mientras residía en París. Si se quisiera ejecutar ese testamen- 
to, los Tribunales ingleses, ateniéudose á la ley de su domicilio^ 
decidirían que el acto no puede reputarse testamento y que, por 
tanto, hay lugar i la sucesión ab intestato. Si, por e) contrarío, el 
testador hubiese muerto en Inglaterra, pero estuviese domicilia- 
do en Francia, y se tratase de ejecutar el testamento ológrafo en 
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Inglaterra, loa Tribunales ingleses deoidirfsn que el acto debía 
reputarse testamento, ateniéndose & la ley france8a(l). 
; Bespecto de la interpretación del acto de última yolnntad, 
también la regla admitida por el derecho inglés es atenerse 
siempre á la ley del domicilio del dé ewjus. No alargamos la ex- 
posición. Queremos sólo notar que si cambia de domicilio el tes- 
tador, la reTocación ó ioeficacia del testamento hecho en el país 
de su antiguo domicilio, no se sometea & la ley del nnevo. Tal 
seria el caso de uno que esturiera, por ejemplo, domiciliado en 
Holanda al tiempo de hacer testamento, y después en Italia en 
el momento de la muerte (2). 

'l.iVSfl. En América prevalecen las mismas reglas, según 
Dicey y "WTiarton (3). La sucesión mobíliaria ab intento se rige 
por la ley del domicilio del de cujus en el momento de sa muerte, 
y tocante á la sncesión testameotaiia, la validez del testamento 
respecto de los muebles y la interpretación de la disposición 
testamentaria, dependen en general deta ley del domicilio. Sn lo 
referente á la capacidad, se admite, sin embargo, en ciertos ca- 
sos, la regla de que la necesaria para testar, debe determinarse 
con ai'reglo & la ley del domicilio, pero que la capacidad del lega- 
tario debe serlo por k ley del suyo. 

Este fué el principio admitido en el asunto Charberlain (v. 
Charberlain), en el qne se decidió que un legado hecho & una 
corporación benéfica de PensilvaDÍa debía reputarse nulo, por- 
que según la ley de dicho país, el legatario era incapaz de adqui- 
rir por testamento. También en el asunto Moppes v. AmericaH 
Home Misíionaty Society, un legado hecho por el testador domi- 
ciliado en Conneticut, y válido, según la ley de este país, & fia- 
Tor de una asociación de New-York, no debía reputarse tal, 
porque según la ley de New- York, el legatario no tenía capaci- 
dad para adquirir por sucesión. 

!.•••. En lo que se refiere & la toma de posesión de las 
cosas muebles dejadas por el difunto, la regla admitida por el 



(1) Dicey, cit., pág. 697. 

(2) V. Dicey, regla 184, pág. 696. 
(8) V/hxrton, Confi. o/ Laio. 
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derecho iDglés, es que tanto en el caso de la sucesiÓD testamen- 
taría, como en el de la sucesión ab intestato, ninguno adquiere 
de pleDo derecho la posesióo de tos muebles hereditarios, sino 
que la posesión debe darla el tribunal que la concede á la per- 
sona ó á las personas encargadas de administrar los muebles del 
de cujuB, es decir, de liquidar, pagar las deudas del difunto y re- 
partir et resto entre los legatarios ó los herederos ab intestato. 

Para el derecho inglés, existe una diferencia sustancial en 
este respecto de la sucesión testamentaria, según que sea inmo- 
biliaria ó mobiliaria. En la sucesión inmobiliaria, cuando el tes- 
tador ha instituido un legatario universal, deviaee, éste adquiere 
la posesión de los inmuebles hereditarios, en virtud de su dere- 
cho sucesorio, y directamente del de cujus. La posesión de dere- 
cho se transmite en el momento mismo en que se abre la suce- 
sión. Pero el sucesor, en el derecho inglés, no tiene el mismo ca- 
rácter que el heredero según el concepto del Derecho romano 
y de las legislaciones que con éste se conforman. £1 sucesor no 
continúa, en efecto, la personalidad del de cujus en el sentido de 
que pasen & él como tal las obligaciones y las deudas propias 
del difunto. El sucesor no responde de las deudas del de cujus, 
más que basta donde alcance el valor del inmueble heredado^ 
cuando con el valor de los muebles, que son los verdaderamente 
destinados al pago de las deudas, no queden éstas satisfechas. 
Una forma de representación se verifica para este efecto en la su- 
cesión mobiliaria que pertenece al ejecutor tostamentario, el cual 
tiene, según la ley, la representación del de cujUs, con la facultad 
de entrar en posesión de los muebles dejados por aquél, emplear- 
los en el pago de las deudas y distribuir después el resto coofor* 
me á las disposiciones testamentarías. 

La presencia de este representante es siempre indispensable, 
según el derecho inglés, y si el testador no ha nombrado ejecu- 
tor tostamentarío, corresponde nombrarlo á la Alta Oorte pro~ 
bate dicision, y entre tanto el Presidente de dicho Xríbtmal está 
investido con la representación personal del difunto (I). 

La figura del albacea ó ejecutor tostamentarío, según el dere- 



(1) Síat. 36 y 37 Victoria, c. 66, % 31, Apéndice V. 
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cbo inglés, tiene an carácter completamente especial. Es an ver- 
dadero administrador que ejercita sus poderes, mn; amplios se- 
^D la ley, j si bien es el representante personal del de cujus, ao 
responde personalmente de las deudas del mismo, sino hastú 
donde fUcanzan lo» valores que ha recibido. 

Aan cuando el difunto haya ejercitado bu dereche de dispo- 
ner por testamento de sus bienes muebles ; haya instituido uu 
legatario universal de todos ellos, el sucesor por este titulo no pue- 
de obtener directamente la posesión de las cosas muebles, sino 
qae debe adqniriria siempre del ejecutor testamentario. Según la 
I^ inglesa, á. éste únicamente corresponde el derecbo de entrar 
en posesión de todos los muebles y de emplearlos en el pago de 
ias deudas en primer lugar, cumplir las disposiciones hechas por 
el testador y dar después lo que resta al l^atario universal, de 
modo que éste asume siempre la condición de legatario de reñ- 
<Uio. La posesión, de todos modos, la da siempre el Tribunal, el 
caal concede al ejecutor testamentario nombrado por al testador 
6 que el mismo Tribunal designa, si el testador no lo hizo en el 
testamento, la facultad de administrar. 

1.SSS. Hemos expuesto que, s^n la regla de Derecho 
internacional privado establecida en Inglaterra, el estatuto per- 
sonal se determina refiriéndose, no & la ciudadanía, sino al domi- 
cilio, y que esta misma ley regula los derechos & la sucesión mo- 
biliaria. Cuando el de eujua esté domiciliado en el extranjero y se 
presente el caso de aplicar la ley del domicilio para regular la ad- 
judicación y distribución de tos bienes muebles hereditarios, di- 
cha ley se aplica en tal respecto; pero en lo que se refiere i la 
.toma de posesión, ésta se rige siempre por la ley inglesa, y la da 
el Magistrado inglés. La posesión de los bienes muebles del di- 
funto se obtiene mediante la confirmación del Tribunal inglés 
probate, es decir, por aquel acto que concede el derecho de entrar 
-en posesión de las cosas que componen la sucesión mobiliaria de 
tm extranjero. La toma de posesión se deriva, pues, del probate, y 
se rige por la ley inglesa, de manera que, respecto de la toma de 
posesión de las cosas que componen la sucesión mobiliaria de an 
extranjero y que estén situadas en territorio inglés, se' atribuye 
siempre autoridad á la lex rei sitae. 
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La poseaiÓD que se deriva de la concesión del probate, se fuD- 
da siempre en ia validez y eficacia del testamento, con arreglo 
é, la ley del domicilio del de eujus. Por consiguiente, u alguna 
oposición surgiese entre los interesados por loque concierne á la 
validez j eficacia del testamento respecto de la forma ó de la ca- 
pacidad del testador 6 por ooatesqaiera otra circanstancia, el 
TñbuDal inglés do concederfa el probate, sino después del juicio 
y de la sentencia pronunciada por el tribunal del último domici- 
lio del testador. Guando no haya habido oposición, y por consi- 
guiente, DO se haya pronnnciado ninguna sentencia por el Tribu- 
nal del último domicilio del testador, el Tribunal inglés no con- 
cede e\ probóte sino después de haber examinado la validez del 
testamento, con arreglo á la ley del domicilia del decufui. 

Conviene advertir que tocante á las consecuencias que respec- 
to de los terceros y acreedores de la herencia se derivan de la 
ejecución de un testamento concedida por el acto i»probítíe,'se 
considera aplicable la ley territorial, teniendo en cuenta, sin em- 
bargo, la situación de los bienes. La ley inglesa se aplica, por 
tanto, á los bienes que est&n en la jurisdicción de la autoridad bri- 
tánica, respecto de los cuales, la administración, la liquidación y 
la consiguiente responsabilidad, se rigen por aquella ley. En 
cuanto & los bienes existentes en el extranjero, se admite que es 
preciso tener en cuenta la ley del país en el que los bienes est&n 
situados, aun respecto de las consecuencias que pudieran derivar- 
se, con arreglo al derecho inglés, de la ejecución del mandato de 
administrar, dado por el Tribunal inglés. Esta regla se aplica 
para decidir acerca de 'la responsabilidad del administrador, 
respecto' de los acreedores 6 legatarios del difunto por los va- 
lores recibidos y los que no lo hayan sido, y por las cuentas de 
la administración misma. En otros términos, por lo que á los 
créditos exigibles en el extranjero se refiere, la administración y 
todo lo que pueda relacionarse con la responsabilidad del admi- 
nistrador, se reputa sometido á. la ley del pafs en que los crédi* 
toa sean exigibles. 

Teniendo todo esto presente, conviene reconocer que cod 
arreglo al derecho inglés, se admite la autoridad de la ley del 
domicilio del dt cujus, respecto de la sucesión mobiliaria para 
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determinAr cfimo deben distribuirse los bienes muebles cuando 
se trata de una sucesión ab inteatato y para decidir acerca de I& 
validez ó nulidad de la disposición testamentaria y déla inter- 
pretación de la misma, cuRndo se trata de una sucesiÓD testa- 
da. Pero en lo que se refiere á los efectos que se derivan de 
la ejecución del testamento y todas las consecuencias respec- 
to de terceros, la regla admitida por el derecho inglés, es 
que todo esto no debe depender '*de la ley. del domicilio det ái~ 
funto, sino de la del pais en que se Terifiqne la ejecución 6 admi- 
nistración de los muebles hereditarios. «The establíshed rule 
' now is, dice Stoi?, that in regard to creditor the administra- 
t tion of assets of deceased persons is to be govorned altogether 

> by the law of the country wobere the execntor or admiaistrator 

> acts, and from whicb he derives bis autbority to collect them; 
I and not by that of the domicil of the deceased. The rule has 

> been laid down with great clearness and forcé on many occa:- 

> BÍons> (1). 

Aun cuando la sucesión deba regirse por la ley ingleso, por 
haber estado el de cujus domiciliado en Inglaterra, y con arre- 
glo & dicha ley se haya nombrado un administrador, se admite, 
sin embargo, que debe reconocerse la diferencia entre la adjadi- 
caciAo^ la distribución, 1& toma de posesión y la administración 
de los bienes del difunto, y se considera aplicable la ley del do- 
micilio respecto de la adjudicación y distribución det residuo 
mobiliario, y la del país en que los bienes se encuentren ó loa 
créditos sean exigibles, en lo que se refiere á. los efectos de la 
administración y á la toma de posesión de los bienes muebles (fi). 

(1) Storj, Confiict of Laio, § 524 (al fin)^ La regla establecida, es 
esta: que respecto de los acreedores, la administración de loe bieaes 
muebles dejados por ana persona difunta, debe regirse enteramen- 
te por la ley del pafa en que el ejecutor ó administrador obra, y en 
virtud de la cual, éste puede entrar en poseaióa de los bienes mué- 
blea, y do por la ley del domicilio del lie cuJuk. Esta regla ha sido es- 
tablecida con grao claridad y fuerza en muchas ocasiones. Confrón- 
tese Cook V. Gregson, 1854, 2; Drew, 286. 

(3) Véase sobre la sucesión en el derecho inglés, la obra tantas 
veces citada de Dicey y la de Westlake Coujiiet i/f Lav:, y el ártica- 
lo publicado por éste en el Joum. de Droil inl. privé, año 1881, pági- 
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1.W4I. En América dominan, en general, las mismas re- 
glas. Sd el tratado (gustado entre las Repúblicas del Uruguay, 
Argentina, Bolivia, Paragnay y Perú, para concordar las reglas 
(leí Derecho civil internacional, se estableció que el estatuto 
personal se determina por el domicilio. Respecto, sin embargo, 
de la sucesión, se estipuló lo siguiente en el art. 44: «La ley 
del lugar de la situación de los bienes hereditarios al tiempo de 
la muerte de la persona de cuya sucesión se trata, rige la forma 
del testamento; esto, no obstante, el testamento hecbo por es- 
critara pública en uno de los Estados contratantes, ser¿ admi- 
tido en los otros. Art. 45. La misma ley de la situación, rige la 
capacidad de la persona para testar, la del heredero ó legatario 
para suceder, la validez y los efectos del testamento, los titalos 
y los derechos hereditarios de los padres y det cónyuge sobr»- 
TÍviente, la existencia y proporción de la legitima, la existencia 
y cuantía de las reservas: en suma, todo lo que tiene relación 
con la sucesión legítima ó testamentaria». 

De este modo, al concepto de la personalidad del derecho en 
materia de sucesiones, encontramos sustituido en el mencionado 
tratado el déla realidad en su forma más amplia. En tos artica- 
los siguientes está consagrado el principio de la realidad de las 
leyes que protegen el derecho de terceros como acreedores, res- 
pecto de los bienes de sus deudores. 

El art. 46, en efecto, dispone: (Las deudas que hayan de sa- 
tisfacerse eo alguno de los Estados contratantes, recaerán coa 
preferencia sobre los bienes allí existentes al tiempo de ta 
muerte del deudor». 

l.SVS. Por otra parte, en el Código de la República Ar- 
gentina, que suscribió este tratado, encontramos que se admite 
el concepto de la universalidad y de la unidad de la sucesión, y 
qae para determinar la ley que debe regir los derechos suceso- 
rios, no se tiene en cuenta ni la ciudadanía del de cujxts ni la si- 
tuación de los bienes que le pertenecen, sino qus todo el patrí- 



n(íZ\^.La¿ocírÍnnanglaÍ»een,tn<iti'-rede. tíroit int. privé; Stocqiiart, 
Im BUcefMÍon legitime en droit anglaí», en el Joiiiii. Je Dr. int. ¡ifivf, 
afio 1896, pág. 945; Lehr, EUm. de Dr. eir. aiiffl.; Wharton, Conjiict o/ 
Lato, Sueeetsion fo movablen. 
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moDÍo, considerado como ua universumjus, debe regirse, en cuan- 
to & la sucesión, por la ley del domicilio del de cujas. El articn- 
lo 3.283 del Código ciril de tajtepública, dispone en efecto: «El 

> derecho de suceder en el patrimonio del difunto, se rige por el 

> derecbo local del domicilio que el difaoto tenia en el momento 

> de BU muerte, sean sus herederos nacionales ó extranjeros>. 
Según este articulo, considerándose el patrimonio del de cujas 
en su universalidad sujeto á la ley del domicilio de aquél en el 
momento de su muerte, esta regla se aplica también á la suce- 
sión de un ciudadano de la Argentina domiciliado en el ex- 
traojero, ; sus bienes, comprendiendo los inmuebles situados 
en el territorio, de la Kepública, se transmiten conforme á lo que 
dispone la ley del domicilio del de cujus. Esta regla absoluta no 
se deroga sino en el caso previsto en el art. 3.470 del miemo^ó- 
digo, que reproduce en cierto modo el principio sandonado por 
la hey francesa de 14 de Julio de 1619. Dispone, en efecto, que 
en caso de dividirse la sucesión entre berederos eztraiyeroB y 
argentinos, y entre extranjeros domiciliados y no domidliados en 
la República, estos últimos recibirán sobre loe bienes situados 
en el territorio de la Argentina una parte igual at valor de los 
bienes situados en país extranjero, de los que fuesen privados en 
virtnd de leyes ó usos vigentes en el país en que se haya abierto 
la sucesión del de cujut. 

El Código argentino afirma ciertamente el principio de que 
los inmuebles están sometidos á la ley local, y además, con arre- 
glo á los más justos principios, establece que también los mue- 
bles que tienen una situación permanente, deben regirse por la 
ley del lugar de su situación, pero no concede á la ley local la 
autoridad de determinar los derechos sucesorios; por el contra- 
río, reconoce que la transmisión de los bienes del de eujus debe 
regirse por la ley de su domicilio, y admite, por consiguiente, 
que si el de ciijua estaba domiciliado en el extranjero, debe re- 
girse la sucesión por la ley extranjera, aun en aquella parte del 
patrimonio situada en el territorio de la República. 

En efecto, según las reglas sancionadas en los arts. 10 y 11 
del Código civil argentino, la ley territorial se aplica á. los inmue- 
bles cuando ae trata de determinar su naturaleza y cualidad, los 
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■nodos legales de transmitirlos y adquirirlos y las formas de los 
actos. Por conaiguiente, en la sucesión regida por la ley extran- 
jera, la toma de posesión de los bienes hereditarios y las conse- 
cuencias jurídicas que de la poseaión se derivan, se rigen por la 
ley argentina; pero lo que «e refiere á los derechos sucesorios y 
a1 régimen de la sucesión, queda siempre sometido & la ley del 
•domicilio legal. 

Á este propósito, conviene advertir que cuando llegue el caso 
de determinar el domicilio legal en este respecto, no tiene im- 
portancia el domicilio de origen que pudiera determinarse por 
razón de la ciudadanía y de la patria de la persona, sitio que el 
•domicilio se determina teniendo en caenta la residencia habitual 
•de la persona y de la familia, y el centro principal de sus negó- 
•cioa y de bus intereses (I). 

il.g»<. En Alemania, los Códigos rigentes en los diversos 
Estados que constituyen hoy el Imperio alemán, determinaban 
•de distinto modo la ley que regulaba la sucesión. Bu Baviera, e) 
Articulo 13 de la parte primera del Código en vigor, sancionaba 
la regla siguiente: «Nunca son aplicables á los asuntos litigiosos 

* relativos & las sucesiones ab itUestato, las leyes del lugar de la 

> muerte del de eujus, sino las del lugar en que se encuentra la 

• herencia*. Esta disposición ha sido interpretada por algunos 
«u el sentido de que tanto la sucesión inmobiliaria como la mo- 
biliaria, estaban sometidas por dicho Código & la lex rei sitae. 
Su otros Códigos se indicaba como ley reguladora de la sucesión 
4a ley personal del de cujus, que se determinaba, conforme al de- 
recho común dominante en Alemania, por el domiciUo de la per- 
sona de cuya herencia se trataba. No faltaron jurisconsultos que 
fundándose en la disposición del párrafo 32, Introducción del Có- 
-digo prusiano, que dice: «Respecto de los bienes inmuebles, rigen 

> las leyes de la jurisdicción b^o la cual aquéllos están, sin tener 
:» en cuenta lapersona del propietario», dedujeran que el derecho 
prosiano indica como ley reguladora de la sucesión inmobiliaria 

(1) Comp. el artículo de Dairenx, Abogado de Buenoa Aires, en el 
Joum. de Di-oit intern. jiríté, 188G, pág. 296; Alcorta, Derecho interna- 
cional privado, t. II, pág. 407. 
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la lex rei »üae (1). Eata opinión, sin eiúbargo, ha sido combatida 
con poderosas rnzones por ilustres jurisconsultos, «itre los cua- 
les figuran Koch (2) y Sarigny (3). 

La misma regla, esto es, la que cobcede autoridad eo mate- 
ria de sucesiones á la ley personal, estaba consagrada en el Oá- 
digo de Badén y en el de S^onia. Fué admitida esta r^la como- 
lógica consecuencia del concepto romano de la sucesióo, la caal» 
considerada en su conjunto, como una entidad ideal y sin distia- 
guir su'cootenido, ora constara de cosas muebles 6 inmuebles, 
de derechos corporales é incorporales, se reputó que estaba eo 
relación intima é inmediata con la persona misma del de cuja», 
y por consiguiente, sometida, como relación propia de la perso- 
na, á la ley misma á la cual debía reputsj-se sometida aquélla. 

f .CSV. Establecido de este modo en la doctrina y acepta- 
do en las legislaciones el concepto de que el derecho de sucesio- 
nes debía regirse por una sola ley sin distinguir los elementos- 
que pudiesen constituir la sucesión misma, cuando se trató de 
unificar con el Código civil del imperio las legislaciones de lo& 
diversos Estados, se agitó la cuestión de si la ley reguladora de 
la sucesión debía ser la del domicilio ó la de la nacionalidad. 
Los jurisconsultos reunidos en ^Viesbaden en Septiembre de 1886, 
expresaron su ojiinión eo el sentido de que se adoptase como re- 
gla de Derecho internacional privado en materia de sucesiones, 
que en caso de conflicto debiera darse preferencia á la ley de la 
nacionalidad sobre la del domicilio. Esta opinión fué sostenida 
en muchos escritos, en los que se puso de manifiesto la dificultad 
que podía sobrevenir de som^iter el régimen de la sucesión á la 
ley del domicilio, y se demostró la utilidad de admitir en el nuoTO- 
Código civil, proyectado para realizar la unificación legislativa 
en el Imperio alemán, la ley nacional para regir la sucesión, sos- 
tituyendo en esta materia dicha ley á la del domicilio, admitida 



(1) Bomemann, Dci-echopratia tío (l*reutti»c/tes RediQ.'üfi edicióu, 
volumen I, paga. 54 y 02; Rintelen, DUertacióii en los Anales de Kamptz 
{Abhandlmig ¡n Kiimpls s .Jakrhudiern,yü\. XXX, págs. 89yBÍgu¡enteB). 

(2) Derecho prugiaiiú (PremtUches Rixht), vol. I, § 40, núm. 11, 

(3) Sistema del Deveeho romano, vol. VIH, § 378. 
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«D los Código&Je algunos Estados (1). Tj-iunfÓ, al ñn, esta opi- 
oidn eDérgicamente BosteDida, y ea las disposiciones generales 
-del Código civil del Imperio alemán, contenidas en la bej de in- 
trodacción, del 7 de Agosto de 1896, puesta en rigor con el mis- 
mo Uódigo e! 1." de Eaero del oorríente año (2), ae-adppta como 
fiorma reguladora dfe la sucesión, la ley nacional del de cujus. 

El art. 24 de la mencionada ley de introducción, dispone lo 
siguiente: cLá sucesión de un alemán, aunque tenga su domicilio 

> en él extranjero, se rige por la ley alemana. 

> Si un alemán tuviese al tiempo de \a muerte su domicilio 
-» en el extranjero, los herederos podrán, en cnanto á las respoa- 

> sabilidades por las obligaciones de la herencia, invocar también 

• las leyes vigentes en el domicilio del de cujus. 

> Si un extranjero que haya hecho Ó revocado una disposición 

> mortis causa adquiriese la ciudadanía alemana, la validez de la 

> disposición ó de la revocación se juzgará con arreglo á las leyes 

• del Estado á que aqnét pertenecía al tiempo de hacer 6 revo- 

* car la disposición; ademáa, conservará la capacidad para hacer 
» ana disposición por causa de muerte, aunque no tenga todavía 
» la edad exigida por las leyes alemanas. 

■ Lo estatuido en el inciso 2.° del- párrafo 1." del art. 11 

> (que se refiere & la observancia de la ley del lugar en la forma 
■ de los actos) queda invariable. 

* Artículo 25. La sucesión de un extranjero que al tiempo de 

> la muerte tuviese sn domicilio en el Imperio, se rige por las 
9 leyes del Estado á que pertenecía al tiempo de su muerte, ün 

> alemán, sin embargo, puede hacer valer sus derechos suceso- 
3 rios aunque se funden solamente en las leyes alemanas, á no 

* ser que, segón el derecho del Estado á que el difunto pertene- 

> cía, la sucesión de un alemán que tuviese su domicilio en di- 

> cho Estado, fuese exclusivamente regida por las leyes ale- 
-» manas.» 



(1) Mommseu, Archiv/ür tlie civ. Praxii, LXI, págs. 152 j siguien- 
tes; Bar, en el Joum. de Dr. int. privé, 1888, pág. 441. 

(2) Se refiere el autor al año 1900 en que escribió estas páginas. 
(N- del T.) 
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De estas disposiciones se dedace eTÍdentoniNite qne el legie- ' 
lador bft confirmado en general el concepto ;a aceptado coa pre- 
ferencia en Alemania, esto es, qae el patrimonio tomado en su 
coiijunto, debe considerarse como «na umversalidad jurídica,; 
que la sucesión hereditsría, que consiste en la transmisión de) 
patrimonio á las personas llamadas á suceder, js. por ToluDtsd 
expresa del difunto (mediante testamento), ya por voluntad tá- 
cita (en la sucesión ab intestato), debe regirse por una sola lej, 
designando como ley reguladora, no la del domicilio, sino la del 
Estado á que pertenecía el de cujus. De este modo puede consi- 
derarse resuelta la cuestión de principio con el mismo criterio 
que prevalece en la legislación italiana, como diremos deapnés, 
ó sea, que la ley reguladora de los derechos hereditarios debe 
determinarse por el estatuto personal, y que éste debe reputarse 
constituido por las leyes del Estado & que cada uno pertenece. 
Se admite, sin embargo, á modo de excepción ó reserva, que su 
alemán puede pedir la aplicación de la ley del domicilio frente al 
extranjero domiciliado en el Imperio, en la hipótesis de qae en 
el Estado á que pertenecía el de cujus, no se diese valor en ma- 
teria de sucesiones á la ley alemana respecto de los alemanes, 
sino á la del domicilio. 

Esta disposición debe considerarse inspirada en el propósito 
de proteger los intereses de los ciudadanos y de mantener el 
principio de la reciprocidad. For consiguiente, sí se tratase de 
ana persona perteneciente á un Estado en el que, según el derecho 
vigente, at abrirse la sucesión de un alemán en aquél domicilia- 
do, se aplicase la ley territorial como ley de su domicilio, e! ale- 
mán, en virtud de lo que el legislador dispone, podría hacer Taler 
sus derechos hereditarios fundados en la ley alemana respecto 
del de cujus extranjero domiciliado en el Imperio. Admitiendi) 
esta reserva, no se acepta de modo absoluto la regla que da pre- 
ferencia & la ley del Estado á que el de cujus pertenecía, sino 
con la restricción informada en el propósito de proteger los inte 
reses de los ciudadanos, lo que establece una notable diferencia 
entre el sistema alemán y el admitido por el legislador italiano. 
El principio del respeto debido á la ley territorial extranjera 
en materia de sucesiones, está sancionado en el art. 26, admi- 
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tiendo el mantenimiento áe los derechos adquiridos con arreglo 
á las leyes del país en que la sucesión ae abre. 

Dicho artículo, dispone en efecto: 

«Articulo 26. Si de ana sucesifin ahierta en el extranjero ri- 
niesen al Imperio por medio de las autoridades alemanas bienes 
destinados & los herederos 6 legatarios que tengan derecho & 
ellos, según las leyes del país extranjero, no puede un tercero 
oponerse á su entrega, fundándose en que tiene un derecho sobre 
los bienes como heredero ó legntario.i 

Este artículo se refiere al caso en que por medio de los agen- 
tes diplomáticos 6 consulares se recuperasen las cosas muebles 
destinadas á los herederos ó legatarios, y que se transmitiesen 
á los mismos en el Imperio. Aunque el derecho perteneciente, 
según la ley territorial, á aquellos á quienes las cosas fueron 
asignadas, pudiera ser impugnado por un tercero, fundándose 
en Ir ley alemana, éste no podría oponerse 4 que las cosas fue- 
ran entregadas á aquellos á quienes estén destinadas, ni hacer 
valer sus derechos respecto de tales cosas. Con esto, el legisla- 
dor alemán ha Tenido á reconocer en general que las cosas mue- 
bles que existen en el patrimonio, pueden estar sometidas, con 
arralo ¿ las leyes de un Estado extranjero, á la lex reí sitae, y 
que cuando hayan sido de este modo sometidas y en virtud de 
la ley territorial se hayan adquirido derechos hereditarios sobre 
ellas, esos derechos deben ser respetados y no desconocidos ni 
contradichos, fundándose en la ley que, según el legislador ale- 
mán, deberla r^ularlos. 

En el art 27 está resuelta, en general, la cuestión de la re- 
misión en materia de sucesiones. De ella trataremos de propósi- 
to eu el capítulo siguiente. Este articulo dice asi: 

f Artículo 27. Si conforme al derecho de un Estado extran- 
jero, cuyas leyes han sido declaradas aplicables en el párrafo pri- 
mero de los arts. 7." y 13, 2." del 15, 1." del 17 y art. 26 deben 
aplicarse las leyes alemanas, se aplicarán éstas. > 

De esta disposición resulta expresamente establecido que 
cuando la ley del Estado extranjero, al cual pertenecía el de cu- 
jas, determinase como ley reguladora de la sucesión la ley del 
domicilio de la perscma en el momento de su muerte, y el eíe c»- 
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^'ws estuviera domiciliado en el Imperio en el momento de ocorrir 
8U fallecimiento, deben aplicarse las leyes alemanas para regir 
BU sucesión, porque están iadicadae para regirla en virtud de la 
ley del Estado á que pertenecía el difunto. 

En el art. 30 se sanciona la limitación general respecto de 
la aplicación de las leyes extrai^eras. 

Dice asi: <No se aplicará la ley extranjera cuando esta apli- 
cación sea contraria á las buenas costumbres 6 infrinja una ley 
alemana» . 

I.S9S. En España el concepto de la personalidad del de- 
recho en materia de sucesiones, se contenta en la doctrina esta- 
blecida por la jurisprudencia (1). £1 Tribunal Supremo es- 
pañol babfa sostenido que la universalidad de los bienes be- 
reditarioB, sin distinguir loe elementos diversos que constitayeii 
la berencia, aino tomada en sn conjunto, debía considerarse so- 
metida al estatuto personal, y que, por consiguiente, debía apli- 
carse la ley personal también para determinar los derechos he- 
reditarios sobre los inmuebles que formaran parte del patrimo- 
nio (a). 

Este principio, sostenido también por los jurisconsultos, fué 
después aceptado por el legislador español y sandonado en el 
articulo 10 del Código civil de 1889, el cual dispone: 

«Articulo 10. Los bienes muebles están sujetos ¿ la ley de 
la nación del propietario; los bienes inmuebles, á las leyes del 
pais en que están sitos> (a). 

(Sin embargo, las sucesiones legitimas y las testamentarias, 
asi respecto al orden de suceder como & la cuantía de los dere- 
chos sucesorios y á la validez intrínseca de sus disposicionea, se 
regularán por la ley nacional de la persona de cuya sucesión se 

(1) Champcommnnal, Éíuííeiur la siieceMíonab iateitafo en Drvil 
int. privé, pág. 481. 

(2) Tribunal Supremo de España, sentencia de 6 de Junio de 1873 
(_Joitm. de Dr. intemational privé, 1874, pág. 40). 

(d) Las cuestiones relacionadas con la posesión ó la propiedad 
de bienes inmuebles, debe ventilarse ante los Tríbauales del país 
en que aquéllos se hallen situados. Así lo ha declarado el Tribanal 
Supremo en su sentencia de 23 de Octubre de 1893. 
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tmte, cualesquiera qae sean U naturaleza de loa bienes y el país 
en que Be encuentren» (1) (a). 

X)e eBte modo, el legislador español ha eliminado toda con- 
troversia relatJTa á la naturaleza del derecho hereditario, consi- 
derando en general. la transmisión del patrimouto en relajción in- 
mediata con la persona á quien pertenece, y admitiendo, por con- 
siguiente, Ih personalidad del derecho en materia de Bucesioues, 

La única reserva es la que natut-almente debe admitirse con 
arreglo á los justos principios consagradoB en la doctrina, y que 
está sancionada en el último párrafo del art. 11, que dice: <No 
obstante lo dispuesto en este artículo {que se refiere á la ley que 
rige las formas y solemnidades de los actos) y en el anterior (que 
determina la ley que rige la sucesión), las leyes prohibitivas con- 
ceniienteB á las personas, sus actos ó sus bienes y las que tienen 
por objeto el orden público y las buenas costumbres, no queda- 
rán sin efecto por leyes 6 seotencias dictadas ui por disposicio- 
nes 6 convenciones acordadas en país extranjero». 

Oreemos oportuno hacer notar que por lo que toca á la fuer- 



(I) £1 anotador del Código español observa que el art, 10 estable- 
ce con pequeñas modiflcaciones el principio que estaba admitido 
en las sentencias de 6 de Noviembre de 186T, 27 de Noviembre 
de 18(i8, 6 de Junio y 23 de Octubre de 1873 y 21 de Enero de 1847 
(Código civil etpaflol, anotadopoT la Redacción de la Revi»ta general 
de Legi»lacOín y Jiiritpriidencia. Madrid, 1889), 

(a) Por sentencia de 28 de Enero de 1896 se resolvió el siguiente 
caso de aplicacióp^e los estatutos real y personal. Falleció un sub- 
dito portugués dejando mnjer y herederos téstame n tari oa¡ y como 
entre loa bienes de la herencia existían varías fincas amayorazga^ 
das en España, que habían pasado á poder del cansante en concep- 
to de libres por virtud de las leyes españolas, y se los disputaban 
los cansahabientes de la viuda y loa herederos de sn difunto mari- 
do, los Tribunales españoles en ambas instancias, y más tarde el 
Supremo, declararon que la mitad de las fincas reterídas eran déla 
propiedad de la viuda y de sus transmisarios, en razón á ser los bie- 
nes libres comunicables entre los esposos en Portugal por ser dicha 
comunicación de derecho en los matrimonios de nacionalidad por- 
tuguesa (estatuto personal); y porque las leyes deaamortizadoras 
españolas hablan autorizado la liberación de la mitad de los bienes 
que constituían el vínculo (estatuto real). 



i tv Google 



42 LIBRO V — CAPÍTOLO I 

za obligfttoria det ouero Código en las direnaa provincias de Es- 
paña, se hacen ciertas reservas respecto de aquellas proviacias 
j territorios en loa que subsiste ano el Derecho consuetadina- 
rio, que regula también el derecho de disponer de los lúeiies mor- 
tis causa. Ed el mismo art. 10 eat& sancíoDada la disposición es- 
pecial relativa & los habitantes de Vizcaya, los cuales puedeD 
pedir la aplicación de la ley 15, título XX del Fuero de Vizca- 
ya respecto de los bienes que poseau en la tierra llana [a]. 

Conviene, por consiguiente, cuando se trate de regular la 
sucesión de un español, examinar si pertenece & alguna de las 
provincias ó territorios en los que se haya mantenido en vigor el 
Derecho consuetudinario ó el derecho local (1) {b). 

1.S99. El principio de la personalidad del derecho suce- 
sorio y del reconocimiento de la ley nacional del de cujus para 
regir la sucesión, está consagrado también en Ike leyes del Es- 
tado independiente del Congo. Eu el Beal decreto de 30 de Fe- 
brero de 1891, relativo á los' extranjeros y á la aplicación de las 
leyes, no sólo se admite en principio que el estado y la capacidad 
del extranjero, asi como sus relaciones de familia, deben regirse 
por la ley de) país á que aquél pertenece, sino que también se 
índica la misma ley para regir los actos de última voluntad en 
cuanto á la naturaleza y efectos de los mismos. En au virtud, el 



(0) El Tribunal Supremo tiene declarado (sentencia de 3 de Junio 
de 1896) que los bienes rafees sitos en el infanzonado 6 tierra llana 
de Vizcaja, y que no habiendo descendientes Inítimos pertenecen 
á los parientes tronqueros, no pueden ser grarofloB y menos deja- 
dos en usufructo & la mujer ni á nadie qne no sea pariente próxi- 
mo tronqnero, pnee de otro modo, el qne como tal debiera heredar 
qaedará privado durante la vida del nsufractnario de una paite de 
la plena propiedad que le corresponde por ministerio de la ley é la 
muerte del testador. 

(1) V. Manresa, Ciimeniaríoi al Código civil español, 1. 1., pág. 96 y 
signientesi Falcón, d'/digo civil eupaflol, págs. 33 y siguientes; Torree 
Campos, ElemeiUot de Dencho int. privado, págs. 104 á 106. 

(í.) Por el artículo 10 del Convenio qne celebraron en 1876 £spafia 
y Rusia, sobre intervención de los Agentes consulares en las testa- 
mentarias de sus nacionales, se dispuso que ta herencia de los in- 
muebles se rija por la ley territorial, íocim rei'níae. 
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artículo 4.* del mencionado decreto, dice así; <Lob actos de últi- 
ma voluntad, ae rigen, en cuanto á bu fonna, por la ley del lugar 
en que se ejecutan, ; en cuanto & su naturaleza y efectos, por U 
ley nacional del difunto. Sin embargo, et extranjero que ejecute 
on acto de última Toluntad en el Bstado independíente del Con- 
go, puede seguir las formas previstae por su ley nacionali. 

En la legislación del Congo encontramos, pues, admitida sÍD 
reservas la autoridad de la ley personal en materia de sucesio- 
nes, y no subordinándose la regla sancionada á ninguna restrío- 
láón de reciprocidad ni haciéndose siquiera reserva alguna eD 
beneficio de los ciudadanos que concurren con coherederos ex- 
tranjeros para proteger de este modo los intereses nacionales, es 
preciso reconocer que en las leyes del Estado independiente del 
Gongo se consagran principios conformes con las más justas aa- 
piracioues de la ciencia moderna. 

1.aoo. Por lo que á Suiza se refiere, en la Ley federal de 
as de Junio de 1691, títulos II y III, arts. 28 al 34 (1), se en- 
cuentran algunas reglas generales relativas á la autoridad de la 
ley civil suiza respecto de los ciudadanos domiciliados en el ex- 
tranjero y de los extranjeros domiciliados en Suiza. 

Kespecto de los suizos domiciliados en el extranjero, la Tey 
federal declara aplicables las reglas siguientes en materia de su- 



<SÍ con arreglo á la legislación extranjera los suizos damici- 
liadoB fuera de su nación estuviesen sometidos á la ley del domi- 
cilio, esto no obstante, en lo que al derecho de sucesiones se refie- 
re, debe aplicarse la ley del cantón de origen en cuanto á loa in- 
muebles situados en Suiza, y al cantón de origen corresponderá 
también la jurisdicción respecto de esta materia. 

Si con arreglo á la legislación extranjera los suizos domici- 
liados fuera de su país no estuviesen sometidos á la ley del do- 
micilio, debe aplicárseles )a ley del cantón de origen, y dicho 
cantón será igualmente el que tenga la jurisdicción.» 

Con estas disposiciones, la ley federal suiza ha establecido, 



(1) Loi federal sor lea rapporte de droit civil des citoyena établia 
OQ en séjour. 
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«p geoeral, que respecto de los ciodadanos de la Gonfederacidn, 
la sucesión debe regitse por el estatuto personal; j ba designa- 
do como ley personal de los que pertenecen á los dÍTersos can- 
tones que forman la Confederación, la del cantón de origen de la 
persona misma. 

El p&rrafo primero del art. 28, supone el caso en que la lajr 
extranjera determinase para regular la sucesión, la ley del domi- 
cilio. "En esta hipótesis, aun admitiendo que para regular los de- 
rechos sucesorios de un soizo domiciliado en el extranjero se 
aplicase, conforme ¿ la regla sancionada por el legislador de SQ 
domicilio, la ley del pais en que el de cujas estuviese domiciliado 
y en que se hubiese abierto la sucesión, no se concede autoridad 
& dicha ley respecto de los inmuebles situados en Suiza, sino 
que se estnblece que acerca de los mismos, los derechos suceso- 
rios deben determinarse conforme & la ley del cantón de origen 
del de cujtis. 

El párrafo segundo del articulo, supone el caso en que la le- 
gislación del pafs en que el suizo esté domiciliado, reconozca la 
aatoridad de la ley nacional para regular la sucesión, y en esta 
hipótesis se establece simplemente que la ley del cantón de ori- 
gen es la que debe aplicarse. 

Sien considerado todo, puede sostenerse que el legislador de 
la Confederación ha querido establecer en general, que la su- 
cesión debe regirse por la ley personal. No pudiendo de hecho 
desconocer la autoridad de la ley extranjera para todos loa efec- 
tos respecto de los extranjeros domiciliados, ha establecido, sin 
embargo, que en Suiza debe aplicarse la ley personal para deter- 
minar los derechos de sucesión respecto del de cujus suizo domi- 
ciliado en el extrai^jero; ha designado como ley personal la del 
cantón de origen del mismo, y ha establecido que con arreglo á. 
dicha ley, debe regirse el derecho de sucesiones, por lo menos el 
relativo á los inmuebles existentes en Suiza y bi^o la jurisdiccióo 
de la soberanía territorial. 

Esta parece ser la interpretación más aceptable. 

Considerando, sin embargo, que en el art. 33 el legislador 
declara aplicables las leyes suizas á los extranjeros domiciliados 
en el territorio de la Confederación, pueden entenderse aplicables 
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las leyes suizas para regular los derechos sucesorios respecto de 
los JDmaebles existentes en ííuiz». Se podría^ pues, sostener qae 
la ley federal habfa querido afirmar el concepto de la autoridad 
teTTÍtorial de todas las leyes concernientes é, los derechos sobre 
los ÍDinuebles, incluso los que se fundan sobre la sucesión. Añr- 
mando, eo efecto, el legislador que los inmuebles están sujetos í 
las leyes del lugar eu que se eucuentran, y declarando aplicables 
las leyes suizas & la sucesión del extrunjero domiciliado, parece 
con esto haber establecido que, tanto en caso de que la sucesión 
de nja suizo se abra en el extranjero, por la circunstancia de es- 
tar allí el de cujus domiciliado, como en el de que la sucesión se 
abra en el territorio suizo por tener en él el de cujtia su domicilio, 
debe aplicarse la ley territorial ¿ la sucesión inmobiliaria porgue 
los inmuebles están sujetos ¿ la lex rei sitae. 

No puede decirse que el texto de la ley sea lo suficiente- 
mento claro, seguro y preciso para alfgar toda duda. Es cierto 
que la autoridad concedida & Itílex rei sitae en materia de su> 
cesiones está establecida iudirectamente, y que no habiéndose 
sancionado otra regla expresa en la ley federal, que la que de- 
clara aplicable la ley cantonal respecto de los inmuebles exis> 
tontea eu Suiza para regular los derechos sucesorios que á los 
mismos se refieren, para todo lo demás, es preciso atonerse & 
las legislaciones de los diversos cantones y á los Tratados lyus- 
tados, para determinar cómo debe regularse la sucesión de un 
extranjero abierto en Suiza (1). 

LSOI. En Rusia, las leyes del Imperio se reputen ge- 
neralmente obligatorias para todos tos que habitan en él, 
seau ciudadanos ó extranjeros (3). Sólo para ciertas relaciones, 
como las que se derivan del matrimonio, se admite la antori- 
dad de la ley personal. En cuanto á. los inmuebles, la territo- 
rialidad de las leyes está establecida de un modo absoluto, y ea 
natural, por consiguiente, que en materia de sucesiones, y sobre 
todo tratándose de la sucesión inmobiliaria, no pueda toner 



(1) Comp. Roguin, ConfiicU da loü suúset, cap. TI, pág. 311 y si- 
gaientee; haiaé, "Etude conceniant la loi federal tuitte th 23 de Junio 
de 1891 (BuUfiin de légülacion comparée, 1893-94, pág. 209). 

(3) Art. 63 de las Lej^es orgánicas. 
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autoridad tuáa que la \ej territorial. El orden de suceder eD 
los bienes, pues, se rige por las tejes ciriles rusas, tanto res- 
pecto de los ciudadanos, como de los extranjeros. 

' Por consecuencia de esto, aun los Estados que han sancio- 
Dado el principio de la personalidad del derecho sucesono y 
que han sometido la sucesión á la ley nacional del de ctjjue, ún 
dñthiguir la nataualeza de los bienes, han tenido que conve- 
nir en loB Tratados ajustados con Bosia «u que la sucesión in- 
mobiliaria debe regirse por la ley del país en qn» toa inmue- 
bles están situados, y que solamente puede aplicarse la ley par- 
sonal del de cujus á la sucesión mobiliaria. 

Encontramos este principio consagrado también en el Tra- 
tado entre Italia y Busia de 16-38 de Abril de 1876 (1), el 
cual en el articulo 10 dispone: «La sucesión en los bienes in- 

> mnebles se regirá por las leyes del país en que los bienes ea- 

> ten sitos, y el conocimiento de toda demanda ó litigio que se 

> refiera á las sucesiones inmobiliarias, corresponderá ezclusi- 

> vamente á los Tribunales del país. 

f Las reclamaciones relativas á la partición da las sucesio- 

> nes mobiliarias, asi como á los derechos de sucesión sobre 

> los bienes muebles diados en uno de los dos países por súb- 

> ditos del otro, serán juzgadas por los Tribunales ó autorida- 

> des del Estado al cual pertenecía el difunto y conforme á las 
* leyes de este Estado, á no ser que un subdito del país en que 

> la sncesión se abra, tenga algún derecho que hacer valer á 

> dicha Bucesión.i 

La misma regla se establece en el Tratado entre Espa&a y 
Rusia de 1876, que en el articulo 10 dispone que los derechos 
hereditarios sobre los bienes inmuebles deben regirse por la 
ley del país en que estén situados. Por consecuencia de esto, 
la regla sancionada por el legislador español, que reconoce la 
autoridad de la ley nacional del de cujuB respecto de los bie- 
nes, sean mnebles ó inmuebles, no puede aplicarse en las rela^ 



(1) CoUaionedeitratlaii,vo\.V,pé.g. 2S0; JRaccolta daU leegi.nú- 
mero 2.T0T, serie 2.> 
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cioues entn los ciudadanos de los dos países, mientras esté en 
vigor la regla establecida en el Tratado. 

1.S09. En Turquía, los extranjeros no podian adquirir 
bienes inmuebles, basta que se publicó la Ley de 7 de sepher 
de 1284 — 16 de Junio de 1867 de nuestra &ra; — no podfa 
naturalmente, surgir ninguna controversia á propósito de la ley 
que debiera regir la transmisión por Bucesión de los inmuebles 
«xistentee en Turquía y que perteneciesen i extranjeros. Des- 
pués de publicada la mencionada ley, los extranjeros pudieron 
adquirir bienes inmuebles, rústicos ó urbanos, en toda la exten- 
sión del Imperio, exceptuando solamente la provincia de Hediaz, 
con el mismo titulo que los subditos otomanos y sin más condi- 
ciones que la de someterse á las leyes y ¿ los reglamentos apli- 
cables á los mismos subditos otomanos (articulo 1.") 

La Eacultad de disponer por donación ó testamento, de los 
bienes inmuebles adquiridos, está regulada por el artículo 4." 
de la mencionada ley,'qoe dice: cEl subdito extranjero puede 
disponer por donación ó testamento de aquellos de sus bienes 
inmuebles, cuya disposición la ley permite en esta forma. 

> En cuanto á los inmuebles de los cuales no haya dispues- 
to, ó de aquellos de los que la ley no permite disponer por dona- 
ción ó testamento, la sucesión se regirá por la tey otomana> (1). 

El régimen de la propiedad en Turquía es muy complica- 
do. Dejando aparte las tierras vacoufs, que no son suscepti- 
bles de dominio privado, perteneciendo la nuda propiedad de 
las mismas á unas ú otras fundaciones religiosas, los terrenos 
susceptibles de dominio se clasifican en cinco categorías: los 
terrenos muik, los miriié, los metcoufé, los metrouké, los me- 
t>(U (3). De estos terrenos, los que pertenecen verdaderamente 



(1) Véase el texto de la ley en la obra de Aristarchi Bey, L^i$- 
lacion oUomane. Con stant inopia, 1873, pág. 21; Demetrios NicolaV- 
dee, Légitlation ottomane, sixiéme partie concernant le Code civil 
ottomane. Constantinopla, 1881. 

(2) Véase Codt de la propriété fonciire, 7 ramazan, 1374, 21 de 
Abril de 1858, Arístarcbi, pág. 57 y el artfcnlo de Rougon, Du régi- 
me de la propriété inttwhilüre et du droit ponr la étrangert d' acquérir 
en. Furquie {Jvum. de Dr. inL privé, 1886, págs. 67 y 627). 
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ea propiedad á los particulares bod los mulk, y, por cons^uien- 
te, respecto de éstos puede admitiré la iacultad de dispoDor 
6 de adquirir por sucesión. Respecto de los otros terrenos, los 
particulares do pueden tener más que la posesión y el goce. De 
algunos de ellos pertenece al Estado la nuda propiedad, j da aqoi 
que éstos no formen parte de la sucesión. Las relaciones entre 
l&a posesores y el Estado, al cual pertenecen las tierras, son casi 
las mismas que nacen de la enfiteusís, según loe principios del 
Derecho romano. Los terrenos de las otras categorías no soq 
susceptibles de mudanza y constituyen loa bienes de manca 
muertas. 

B«specto de los terrenos susceptibles de transmisión por 
sucesión, debiendo el derecho concedido & los extranjeros que- 
dar sometido at Derecho común, la ley otomana es natural- 
mente la que debe aplicarse exclusirameote, no sólo para de- 
terminar los bienes de que el extranjero puede disponer, sino 
también para regular la transmisión por donación Ó por testa- 
mento de aquéllos de que haya dispuesto. 

Se ha disputado laicamente si el extranjero, autorizado eo 
virtud de la Ley de 7 de sepber á transmitir sus bienes inmue- 
bles por testamento, puede transmitirlos ab intestato (1), y 
más grave disputa se ha levantado púa decidir si el derecho 
de transmitir y de recibir por sucesión debe reputarse estable- 
cido á favor del extranjero que suceda á un otomano, ó á otro 
extranjero (3). 

En cuanta á la sucesión mobiliaria, se admite que los ex- 
tranjeros pueden invocar su ley nacional, sometiéndose & la ju- 
risdicción consular nacional, & la cual se concede el poder de 
decidir. Sin embargo, cuando haya de por medio un interés oto- 
mano, puede muy bien suceder que la jurisdicción otomana sea 
investida con la facultad de decidir la controversia. 

El concepto de la sucesión, desde el punto de vista de la 
ley sagrada de los musulmanes, es completamente diverso del 



¡1) Comp. WeÍB, en el Journal Je Dr. inl. privi, 1883, pág. 596. 

('J; De lii ilrfííjliiíi'ia ]>ar siiccfiííon iJC inmueble» lituÉiea Ti'rquie et 
iipjfirfenaiil i) iIkk tíntitgr.rg (Jaitrnul de Dr. xnt. privé, 1887, pág, S83i 
Champeo moiunal, Elwle tur la mcceiuion AB intestato, pág. 150. 
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admitido por el Derecho romano ; el Derecho francés. Segúa 
el Derecho romano, que ea la base de casi todas las legislado' 
nes europeas, la muerte de una persona no extingue sus obliga- 
ciones ni BUB derechos, bsIto los estrictamente persoiiates. Ade- 
más de los bienes materiales y corporales, ha; los derechos in- 
corjiorales y las obligaciones personalee, que pasan igualmente 
á los herederos que rejireseutau la persoua del difunto. En el 
Derecho mosulmán no se admite el concepto de los bienes in- 
corporales, j ni siqniera se concibe la representación y la conti- 
nuación de la persona del difunto después de la muerte de 
¿ate. Con la muerte todo concluye, y ninguno puede ser suati- 
tuido en la personalidad del que muere, ni ser reputado por el 
continuador de sus derechos y obhgaciones. 

Los herederos no son los sucesores de la persona del di- 
funto, sino simplemente los continuadores en nombre propio 
de BUS derechos de propiedad. Las obligaciones subsisten si 
están anejas .á una cosa, por lo que los bienes son los propia- 
mente destinados á la satisfacción de las obligaciones, y ningu- 
na acción puede ejercitarse contra el heredero más que hasta 
donde alcancen los bienes heredados. El heredero, pues, acep 
tando la herencia no asume personul mente las obligaciones del 
de cttjus. 

La herencia en el Derecho musulmán, se indica con la pa- 
labra Urehi (masa de cosas dejadas). Consiste, pues, en una 
masa de cosas corporales. El conjunto de los derechos y de las 
obligaciones, ó las cosas incorporales, que según el Derecho ro- 
mano se consideran también como parte déla sucesión, no se 
consideran como tales en el Derecho musulmán. La obligación 
Bubaiate siempre que está en relación con una cosa corporal ó 
material. 

Esta diversidad de conceptos hace surgir la dificultad de 
determinar, respecto de la sucesión deferida bajo el imperio 
de una ley extranjera, cómo deben regularse las relaciones en- 
tre los herederos y loa acreedores de la herencia. 

Puede muy bien suceder que la controversia suija ante un 
Tribunal otomano, en la hipótesis de que haya de por medio 
intereses nacionales. La Iry sagrada que ba regido por muchos 
DiRBCBOiNT íBiT.— Tomo V 4 
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sígloB todas las relaciones y todas las instituciones en al Impe- 
rio otomano con autoridad absoluta y exclusiva, y qne conce- 
dia la jurisdicción á los Magistrados del cheri, no fué derogada 
sino por los Tratados conrenidoB con los diversos Estados euro- 
peos, en virtud de los cuales se admitieron las jurisdicciones 
consulares, que aplican las leyes patrias y mantienen, por tan- 
to, respecto de los ciudadanos, la autoridad del estatuto perso- 
nal en todas las cnestiones que les conciemen, incluso las que 
se refieren á los litigios relativos & la sucesión mobiliaria. 

Sin embargo, el espíritu exclusivo de la legislación sagrada 
reaparece con todo cu vigor siempre que se interpone un interés 
nacional, que reclame la aplicación de aquélla. En tal caso, el 
privilegio concedido á los extranjeros y la indiferencia por parte 
de la soberanía otomana respecto de los intereses de los mismos 
regidos por el estatuto personal, desaparecen ante el absolutis- 
mo rigoroso del exclusivo imperio de la ley sagrada, que los Tri- 
bunales otomanos est&n obligados & aplicar para proteger loB 
particulares de su nación. 

Una de las graves cuestiones que pueden surgir en caso de 
acción por parte del acreedor del difunto contra el heredero, para 
el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el dé cujas, 
GS, sin duda, la de determinar la ley con arreglo & la cual debe 
decidirse si la acción es admisible; lo que depende de declarar st 
piede ó no reputarse subsistente la obligación que constituye el 
objeto del litigio. Si la controversia se suscitase ante los Tribu- 
nales otomanos, éstos no podrían aplicar más que la ley sagrada, 
según la cual no puede admitirse la existencia de una obligación 
l>or sí misma, es decir, en su cualidad de cosa incorporal trans- 
misible por vía de sucesión. La obligación no se concibe más que 
en velación con una cosa corporal. Las cosas con realidad mate- 
rial son las que constituyen la sucesión (el terehé) y están afectas 
al cumplimento de las obligaciones del difunto. La masa de los 
bienes dejados por el difunto [terehé] se reputa, por una ficción 
jaridica, siempre en la posesión del derujus, hasta que sus obli- 
gaciones queden cumplidas con las cosas que le pertenectac. 
Es equivalente á una persona jurídica que obra por medio de 
un curador nombrado por el de cujus ó, en su defecto, por la íd- 
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ervención de los heredero?. Cada uno d« éstos reprasenta á la 
lucesión integra hasta donde alcancen los bienes de que está en 
losesión. Los acreedores, pues, pueden pedirla aplicación de la 
ey sagrada, para obtener que el heredero que esté en posesióo 
le una parte de las cosas de la herencia, sea condenado á pagar 
lasta donde alcance su valor; y ei no está en posesión de bu par- 
;e, que sea condenado & pagar, considerando, sin embargo, tal 
¡ondena eficaz solamente respecto de loa herederos que estén 
ifectiramente en posesión de loa bienes pertenecientes 6. la suce- 
líón. Ouando la controversia se suscite antd los Tribunales mix- 
x>8, á propósito de una contienda entre extranjeros y nacionales, 
podrán prevalecer naturalmente reglas dÍTersas, manteniendo 
la autoridad del estatuto personal y de los principios que deben 
regir las obligaciones personales. No puede desconocerse que 
por todos lo^ medios se trata de hacer triunfar también en 
Purqufa los principios m&s conformes al espíritu de las legisla- 
ciones modernas. Conviene, sin embargo, tener en cuenta que en. 
general las autoridades otomanas y los Tribunales reputan siem- 
pre que los severos priocipios de la ley sagrada deben conside- 
rarse como la base del Berecho civil turco, y que no puede ser 
indiferente modificar el principio rigoroso de su exclusivismo 
cuando exista un interés nacional cualquiera que pueda reclamar 
3U aplicación (1). 



(1) Véase De la titccetion en dmít otíotna», por G. Tchacos, Aboga- 
io en Constan tino pía. París, 1893; Koquet, Légitlatimí ilea mmulmanM; 
Q&tteBChi, Manuale de Biríllo puhblico e prívalo otíomano; K&üaÍ, Lo 
tvHuppo tloricú del dirítto di famifftia e di lucceiione in Oríente. Bu- 
dapest, 1882. 
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De la 1er que rl^e la «uvevIAii^ aesán el dereelie 



.SOS. Ley qae rige la sucesión, según los jurisconsultos italianoa.— 
l.SW. OpÍDÍÓD de Alberico de Rósate j- da Salicetú.— I.M9. R«^a 
eancioDBd» en el art. 8.° del Código vigente. — I.8M. Controversias en 
la doctrina y en la jurisprudencia acerca de la interpretación da este 
articulo. — 1.8H'. Cómo es preciso para deteruiinar su alcance entender 
bien au contenido.— I .ROS. Refútase la gratuita afirmación de que el 
arU 8.0 es ininteligible y debe considerarse como no escrito. — I.SWp 
Espiónese el justo concepto de la disposición. — 1.310. Reglas de Dere- 
cho internacional privado, eancionadas por el legislador patrio. — I.tll> 
Cómo los jurisconsultos han entendido mal el justo alcance del articu- 
lo 8.a_t.g|2. Desenvuélvese el significado de la dispoeicióu. — I.SIt. 
Sa rechaza ¡a opinión de qne el art. 8." no tenga importancia práctica. 
I.S14. Exposición de algunos caaos para demostrar qne el art. 8.o pue- 
de tener eficacia al determinar los derechos de los herederos. — Ulfc 
Valor práctico del art. 8.» para decidir acerca de loe derechos de los 
acreedores de la herencia de nn inglés y para determinar laa obliga- 
ciones legales que se derivan del derecho Bucesorio.— 1.818. Examína- 
se la cuestión de si, en virtuil de la regla sancionada por el art, 8.0, 
puede admitirse la compensación para mantener la cuantía del dere- 
cho sucesorio, según establece la ley nacional.— 1.817. Teoría soste- 
nida por Fustinato. — I.81H. Nuestra opinión en contra del derecho i 
la compensación. — 1.810. La compensación debe rechazarse con arre- 
glo á los principios generales de l>ereclio. — 1.820. Debe rechazarse 
con arreglo á loa precedentes legislativos. — 1.821. Cómo puede liioi- 
tarse el principio sancionado en el art. 8.0: se comenta la disposición 
sancionada en el art. 12, — I.8S2. Explícase por qué se trata la cues- 
tión general. — 1.838. Cómo planteó ^>avigDy la t«8ÍB de la limitación 
de la autoridad de la ley extranjera. — 1.824. De qué modo loa jarís- 
consultoB han querido limitar la autoridad de las leyes extranjeras con 
el principia del respeto al orden público internación al .^1.835. Consi- 
deraciones sobre el concepto del orden público interior é intemacio* 
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na!: Opínionee de Weia, Fedossi, Bluntschü, Oppenliem, Bar.— l.SM. 
El problema d« la aatoridad de las leyes y el de 1h limitacióa deben 
reeolverse fundéodose sobre los principios de la competencia legisla- 
tiva.^l.SS7> Desenvuélvese nuestro concepto de la competeocia legis- 
lativa predominante. — l.SSS. Se aclara la teoría con ejemplos. —1.81Í9. 
Principios para determinar la competencia legislativa predominante. 
1.880. Resúmese nuestra opinión. — t.S8I. Examen crítico de la re^a 
^sancionada en ot art. 12.-1,832. Cuándo la aplicación de ta ley ex- 
tranjera derc^ la ley territorial.— t.SSS. El carácter prohibitivo de la 
diapoeición do puede darle autoridad absoluta.— l.SM. Aplicación 
particular de los principios en materia de sucesiones.- 1.885. Justa 
concepto de la disposición sancionada en el art 12.-1.886. Cómo 
debe entenderse la expresión del legislador ileyes que de cualquier 
modo se refieran al orden público ó á las buenas costumbres». 

-1.903. En Italia tenía ya una larga tradición el concepto 
f>redoniinante, según el Derecho romano, de considerar la auce- 
sión en conexión con las relaciones de familia, y la facultad de 
disponer de la propiedad como complemento necesario de los de- 
rechos que pertenecen al individuo en su calidad de propietario. 

Hacia el &a de la Edad Medía, cuando prevalecía en la doc- 
trina francesa la opinión de que las lejeB relativas á la sucesión 
tenían el carácter de leyes reales, y que debían gozar, por consi- 
guiente, autoridad territorial (1), algunos juristas sostenían en 
Italia que las sucesiones debían reputarse sometidas & la ley 
personal, sin distinguir la naturaleza de los bienes. 

Consideraban, pues, las leyes relativas al Derecho sucedorío 
entre aqoellas á las cuales debe darse el carácter de estatuto per- 
sonal, y sostenían qae las sucesiones debían regularse conforme 
al estatuto ó costumbres del domicilio del difunto. Entre loa que 
flostuTÍeron esta opinión, Bobresalen Alberíco Rósate y Barto- 
lomé de Saliceto (2). 



(1) Véase Laorent, Droit civ. intern., tomo I, núm. 241 ; Catellani, 
R Diritto iiUem. priv. ed i tuoirecaití progra»i, vol. I, pág. 149. Ta. 
IÍD, 1883; Laiaé, /níroíí. aii Droit inC privé, tomo I; Tkeorie da »tatittt. 
La doctrine italtenne, págs. 205 y aig,; Harrison, Le Droit huera, privé 
au point devue hi*torique (Journ. int. privé, 1880, pág. 417). 

(3) AStericu* de Rósate ó de Rosciate, de Lombardla, escribió en 
el siglo XIV y murió en 1364. 
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1.B04. CoDviene recordar lo que Bobre este asuato escri- 
bia Alberico: <Maere una persona qae posea bienes en dÍTerso» 
lugares; ae pregunta á propósito de su hereucia, si es precÍB(y 
regularla conforme al estatuto del país da origen de la persona, 
ó según los estatutos de los distintos lugares en que los bitme» 
estén situados. Unos sostienen esta última opinión, otros la pri- 
mera y ésta es la que me parece mejor. El estatuto, añade, es 
personal, no real, ; he aquí la prueba mis evidente de ello. 1a 
herencia no consiste en los bienes, porque puede suceder que no- 
haya bienes, j sin embargo, esto no impide que haya un herede- 
ro. Y ¿qué será ese sucesor? Lo que es todo aquel que tíeoe- 
tal condición: el represenj.ante de la persona del difunto. Y si e> 
heredero continúa la persona del finado, haciendo ahetraccíÓD 
de los bienes que el mismo posefa 6 no poseía, es preciso decir 
que aquél sucede en virtud del estatuto personal >'(1). 

Saliceto, que enseñó en Bolonia en 1363, sigue la misma- 
doctrina, sosteniendo que las leyes que regulan la sucesión do 
tienen por objeto los bienes, sino que determinan el orden de Ios- 
parientes llamados & recogerla; por lo cual esas leyes represen- 
tan el i'égimen de relaciones personales. Consideraba Saliceto la- 
herencia como una universalidad, que no puede ser localizada, 
et sic, de Jure, univertáli locum non ocupant, y creía que toda la, 
herencia debía estar sometida al estatuto del domicilio de origen 
del difunto, cualesquiera que fuesen los bienes y los lugares en 

que estuviesen situados. Statutum originis est validum cunt 

ergo statutum det universalem succeasorem et haeredem defunctOr 
sequitiir quod eadern authoritate dat in ómnibus bonk ubicumque 
positis. 

Como observa con razón Lainé, que hace la debida justicia- 
á los juristas italianos, la doctrina consagrada en el Código de 
.Italia, que había sido sostenida también en Alemania, que ha 
sido ahora acogida en el nuevo Código y que resume las opinio- 
nes acordes de los mejores jurisconsultos contemporáneos, era ya 
admitida á fines del siglo xiv por muchos juristas de las escuelaa 
bolonesay fiorentina; et nikancophiionem coneurrunt valentissimi 



(1) Sup. Cod. lie lutnma trinitate, núm. 26. 
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doctores iam in Bononia quam in 
SaJiceto. 

No es esta ocobÍóq oportuna pai 
poner cómo el principio consagrado 
les del Código cirit italiano, puede i 
tiadición establecida y mantenida p 
dada después y resucitada en loa 
alejaría de nuestro propósito, por li 
tona, Tengamos desde luego á nuea 
recho vigente según la legislación il 
1.SOS. Nuestro legislador fijí 
sucesión en el artículo 8." de las dis 
HSÍ: <Sin embargo, las sucesiones h 
respecto al orden de suceder, como 
sucesorios y á la validez intrínseca 
por la ley nacional de la persona 
cualesquiera que sean la naturaleza 
que se encuentren> (o). 

Cuando la Comisión legislativa, 
Código civil vigente, examinó el art 
redactado por Mancini, el insigne jt 
¡juesto, exponiendo los motivos que 
zó por declarar que dicho artículo c 
ciÓD de los principios anteriorment 
se creía que los inmuebles, aun en 1 
ilebian permanecer siempre sometid 
estaban situados. Mancini, además, 
las opiniones de algunos de los máe 
Derecho internacional privado, que 
proyecto era el más justo, el más lil 



(I) Véase Lainé, tomo I, pág. 138 y 
(a) Exactamente ignal lo declara e 
digo civil español, que en este pnnto 
pioB que la legislación italiana. TantK 
precede y el que le sigue, fueron en 
seriamente combatidos, para lo cnal 
¡' deficiencia en su expresión. 
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principios del Derecho filosófico; porque, decía, el derecho snco' 
Borio, no siendo otra cosa que la combinación del prÍDcipio de la 
propiedad con el de la Emilia, debe regirse por la ley de la 
persona. Es rerdad, sñadia, que la noTedad, cuya introducción 
se propone en el Código, no tiene todavía ejemplo y contrasta 
cou tas tendencias, hasta ahora seguidas, á admitir UA haeredita- 
tea quot terrüoria; pero hacia notar que tal principio es cientffi ■ 
canieiite erróneo y conduce & complicaciones, incoherencias, 
grandes gastos y daños para los herederos; que este principio 
contraría la voluntad presunta del difunto, que no pudiendo dis- 
poner por testamento de su patrimonio, y dejando que lo baga 
por él la ley, uo puede menos de creerse que baya querido que 
sus bienes, en cualquier país en que estén situados, se transmí- 
tau con arreglo á su ley nacional, en vez de la extranjera. Con- 
cluía diciendo que la nueva legislación italiana adoptando la 
primera un principio tan liberal y generoso, sin atender & la re- 
ciprocidad, que ha sido ya abandonada por e! nuevo Código ci- 
vil en los casos en que se exigía por la legislación anterior, dar& 
un admirable ejemplo al mundo civil, y quizá un iucentívo á las 
demás naciones para seguirlo (1) (a). 

El artículo propuesto por Maiicini, con leves modificaciones, 
fué aceptado; y tal como e&tá sancionado, constituye la regla 
obligatoria para los Jueces italianos, para los cuales es de ahora 
en adelante nn precepto legislativo cuando se trata de regalar 
conforme k la ley de sucesión de un extranjero abierta en Italia, 
ó la de un italiano abierta en el extranjero, considerar la beren- 

(1) Informe número 5;{. Sesión del 37 de Mayo de lHei>. Informes 
de la Comisión de Coordinación. Turfn, Unión Ti p.- Editorial, voln- 
men UI, pág. 481, 1887. 

(a) El eminente jnrisconaiilto español D. Germán Gamazo, en 
elogia de esta doctrina acept.ada por el Código, dijo en la diacusiÓD 
del mismo en el Congreso que <es conforme á loa príncípioe de jus- 
ticia coiieagradoB por todoe los tratadistas modernos, y una deriva- 
ción inexcueable del enaltecimiento que de dfa en día ee va recono- 
ciendo ala personalidad humana, y de aquella subordinación en 
que es menester que qnede lo que ha de ser para servicio de esa 
personalidad j- de sns Anea, que es el territorio». Extracto oficial de 
las sesiones de Cortes (Gaceta 12 Abril 1889, pág. 372). 
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cm como una universaJidad jurídica y aplicar la ley nacional de 
I4 persona de cuya herencia se trate, cualesquiera que sean la 
naturaleza de los bienes y el país en que se encuentren (1). 

Sobre la recta interpretación del mencionado articulo 8." se 
ha disputado mucho por los jurisconsultos italianos, y las deci- 
siones de los Tribunales han sido diversas cuando se ba tratado 
de determinar el concepto de la disposición legislativa y de apli- 
carla á. los casos litigiosos en materia de sucesioues, sometidos 
á. la decisión de nuestros Tribunales. 

LSOS. El objeto principal de la controversia consiste 
ciertamente en determinar el alcance de la disposición. El legis- 
lador sanciona la regla respecto de los bienes que constituyen la 
herencia, cualesquiera que sean su naturaleza y el pala en que 
se encuentren. Ateniéndose á la expresión literal, ba podido pa- 
recer á algunos que el legislador italiano, disponiendo en la f9rma 
que lo ha hecho, habla querido atribuirse el carácter de legislador 
del mundo, fijando la ley reguladora de la sucesión respecta de 
los muebles é inmuebles existentes en Italia y en cualquier país 
•extranjero. Entendiendo de esta manera las cosas, es natural que 
iügunos hayan cretdo que el art. 8." estaba en opOBÍción con los 
imnciptOB jurídicos indiscutibles, tanto del orden teórico, como 
Ae\ prActico: del orden teórico, puesto que teniendo presente el 
jnsto principio de la iodfjpendencia de los Estados, del cual se 
dema la independencia del poder legislativo, que á cada uno de 
ellos pertenece, no pnede admitirse que una soberanía se arrogue 
el derecho de siyetar á sus preceptos imperativos las cosas de 
cualquiera naturaleza que sean y que se encuentren en el terri- 
torio sobre el que impera la soberanía extranjera; del orden 
práctico, puesto que, aun concediendo que el Magistrado italia- 
no, ateniéndose ¿ la regla sancionada en el art. 8.", quisiera fijar 
los derechos sucesorios sobre los bienes inmuebles situados en el 

(1) Solamente como una reminiacencia histórica qneremos ad- 
vertir, que en el volnmen sobre el Derecho intern. público, que apare- 
ció en Milán en 1865, antes de la promulgación del Cód. civ. itaha- 
no, noaotroB habíamos sostenido también en el terreno de la doctrí 
na el mismo principio, que hoy está consagrado en la legislación 
italiana. Y. vol. II, apéndice, págs. 56041. 



i tv Google 



58 LIBSO V — CAPÍTULO II 

país extranjero, eli el que esté en vigor el principio tot haeredi- 
tates quot temtoria, no podría oon su sentencia derogar eñcaz- 
nteote la ley territorial, por lo que su decisión quedarla sin efec- 
to alguno en frente de la lex rei sitae, que sanciona de mo4o di- 
verso la norma reguladora de los derechos de sucesióo. 

Además, Ua decisiones de los Tribunales, cuando se ha trata- 
do de aplicar el art. 8.°, han producido mayores confusiones. Los 
Tribunales han estimado que debían examinar si e» virtud de la 
regla sancionada en el art. 8.° debía considerarse abolida la que 
estaba en vigor en otros países, quot terriíoria tot haereditates, y 
como realmente, respecto de los bienes que efectivamente se en- 
cuentren en el territorio extranjero, no dede admitiise que se 
pueda considerar abolida la regla sancionada en el derecho terri- 
torial, de esto han venido & deducir que la última cláusula del 
artíaulo 8°, con la que el legislador establece la regla respecto 
de los bienes en cualquier lugar en que se encuentren, no puede 
. aplicarse efectiva y eficazmente respecto de los bieues existentes 
en el extranjero, j que no habiendo términos hábiles para apli- 
carse, los Magistrados italianos no deben decidir conforme á esa 
cláusula, para no exponerse á pronunciar sentencias que saben 
áprioiñ que no han de poder llevarse á ejecución (1), 

Otros, fundándose en el canon ubi nulla verborum ambiguitas 
non debit admitli voluntatis quaestio, han seguido al Tribunal de 
Genova, que en su sentencia de 11 de Abril de 1870, dice qa» 
cuando la ley manda en términos claros y que excluyen todo gé- 
nero de duda en la interpretación, no puede ser otro el oficio del 
Juez sino aplicarla pura y simplemente, sin más investigaciones; 
y por eso dicho Tribunal, ateniéndose á la regla sancionada en 
el mencionado art. 8.", fijó los derechos sucesorios conforme á la 
ley italiana en la sucesión de un nacional, compuesta en parte de 
bieues situados en el antiguo Estado pontificio. Esta decisión fa6 
después anulada por el Tribunal de Casación de Turfa. El Tri- 
bonal de Caltanissetta, en su sentencia de 37 de Marzo de 1891, 

(1) V. la sentencia del Tribunal de casación de Tarín, 22 de Di- - 
ciembre de 1870. PallaviemiCavotti (Gazz. del Proe., 1871-72, página. 
40); y la sentencia del mismo Tribunal de 17 de Junio de 1874 OFii- 
ritprud. Ítal., 1874, 1, 684). 
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y el Tribunal de ApelaciÓQ de Palermo en la de S3 de Biciein- 
bre de 1892 (1), daado un paso más en la mala interpretación 
de la regla sancionada en el art. 8.°, Bostuvíeron que, aplicando 
la ley de Italia para regular la eucesíón de un italiano en país 
extranjero, debía entenderse nulo el Sdeicomiso respecto de los 
bienes inmuebles situados en t& Gran Bretaña, porque (A artfca- 
lo 899 del Código civil italiano probibe toda disposición fideico- 
misaria, y el art. 24 de la Ley transitoria de 1866 abolió los 
fideicomisos. Por consecuencia de esta disparidad de pareceres 
y de esta confusión de ideas, se ha llegado en Italia basta sos- 
tener que la cláusula final del art. 8.° debe considerarse ininte- 
ligible y como no escrita, fundándose en el canon consagrado en 
el Digesto, quoe ita acripta aunt ut intelligt non possint, perinde 
sunt ac si scripta non essent (2). Esta opinión ha sido sostenida 
por Gabba en el artículo qite publicó sobre este asunto (3). 

Otros, por el contrario, no considerándola como no escrita, 
han disputado para decidir sobre su aplicación y han llegado á 
alterar en cierto modo el concepto de la disposición legisla- 
tiva (4). 

'■•SOV. Para comprender debidamente el concepto sancio- 
nado en el art. 8.°, precisar su alcance y determinar su aplica- 
ciÓD, es de rigor, ante todo, no alterar el contenido de la dispo- 
sición misma y no crear equívocos respecto de lo que fué ó po- 
día ser en la mente del legislador. 

Empezamos por advertir que el legislador italiano no podía 
pretender otra cosa que dar á los Magistrados la norma para 
decidir las controversias en materia de sucesiones cuando fuesen 
llamados á regular la sucesión ab intestato ó testamentaria. 

Examínese atentamente el articulo. Dice que el orden de su- 
ceder y la cuantía de los derechos sucesorios deben determinarse 



(1) Circolo Ch'uridico de Palermo, 1892; dec. civ., pág. 190; ídem 
ídem, 1892, pág. 316. 

(2) L. 73, § 3, de regalUjurü. 

t3) Gabba, La dantola finale delCarf. 8." (Giaríspr. i(al., 1892, par- 
te I V). 

(4) Fnsinato en la Rivitta di Der. intern. de Ñapóles, año I, pá- 
gina 291. 
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ateniéndose á la le; nacional ñe la persona de cnya herencia ae 
trate, respecto de loa bienea de cualquier naturaleza que sean J 
cualquiera que sea el país en que se encueutren- 

El objeto de la «lisposición es, pues, el orden de suceda y la 
cuantía de los derechos sucesorio». El legialador, reapecto de una 
; otra coaa, ha entendido joatamente que el patrimonio, como 
entidad jurídica, representa una individualidad, y sin distinguíi 
los elementos que lo componen, coaas muebles ó inmueblea, oré- 
ditOB, débitos, derechos activoa, obligaciones, lo ha considerado 
como una uniwi-sita» juris. Habiendo admitido de este modo el 
car&cter de la unidad y de la indiriduaüdad de la herencia, don- 
de quiera qae puedan estar los elementos que la componen, ba 
dtapuesto que, cuando se presente el caso de tener que fijar el or- ^ 
den de suceder j la cuantía del derecho suceaorio, todo debe de- 
pender de una sola ley; esto es, de la que él mismo ^a como le; 
r^aladora de las relaciones personales y de las relaciones de fa- 
milia, & saber la ley del Estado al cual pertenece la persona. 

El concepto del art. 8° ea, en otros términos, el mismo con- 
cepto sostenido por Saticeto y muchos juríatas de su tiempo. 
Dado que el orden de suceder debe considerarse fundado en las 
relaciones personales y de familia, y que en laa mismas relaciones 
ae funda también la cuantía de los derechos sucesorios, no puede 
negarse que una cosa y otra debeu admitirse respecto de toda la 
herencia, que, tomada en su conjunto, representa á la persona 
misma del difunto y es su continuación. Solamente en este res- 
pecto no importa distinguir los elementos que la constituyen, esto 
es, quesean cosas muebles 6 inmuebles, corporales ó incorporales, 
situadas en el terñtorio del Estado ó en el extranjero, y solamen- 
te por esta consideración el legislador no los ha distinguido. Ha 
dispuesto, pues, que los Magistrados italianos, cuando sean lla- 
mados & regular el orden de suceder y á fijar la cuantía de los 
derechos sucesorios, deben hacerlo ateniéndose & nna sola ley y 
considerando todo el patrimonio como una universUas. 

Disponiendo de esta manera, ¿ha querido, quizá, el legislador 
italiano desconocer el dominium emiitens que pertenece á la sobe- 
ranía de los pafsea extranjeros, en los que los inmuebles puedan 
encontrarse? ¿Ha pretendido acaso que la adquisición y el ejer- 
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cicio de los derechos fundados ea las relaciones de sucesióa j 
relatiros i loa iumuebleB situados en territorios extranjeros, de> 
ban depender exclusiTamente de la lej sancionada por él? Si esto 
hubiera pretendido, habrEa asumido Terdaderamente la posición, 
de legislador del mundo, arribándose el derecho de imperio so- 
bre los iumuebleB situados en territorio extranjero, y habría 
razón para considerar la cláusula del art. 8." como ininteligible 
y como no escrita. 

Esto, sin embargo, no puede suponerse. 
LaOS. Basta, en efecto, considerar que el legislador ita- 
liano establece ante todo la regla acerca del domínium emittens 
en el art. 7.*, que dice en términos generales: <Ios bienes inmue- 
Uea están sujetos á la lej del lugar en que radican* (a). Con esto 
el legislador italiano reconoce de modo general el dominium em- 
nétts que le pertenece sobre los inmuebles existentes eti Italia y 
el que del mismo modo pertenece á las soberanías extr&njeraa 
sobre los inmuebles situados dentro de sus territorios. Querien- 
do después determinar la ley que debe regular la cuantía, la 
adquisición y el ejercicio de los derechos sucesorioa, sostiene en 
general en el art 6." que las sucesiones legitimas y testamenta- 
rias deben regirse por la ley nacional, siempre que se trate de 
determinar el orden de suceder y la cuauUa de los derechos ha- 
reditarioB, respecto de los bienes, donde quiera que se encuen- 
tra; sin embargo, en el art. 13 dice que en ningún caso las le- 
yes extranjeras pueden derogar las leyes prohibitivas del reino 
coDceruientes á los bienes ó las que de cualquier modo afecten 
al orden público (&). 

Estas disposiciones, tomadas en su conjunto, expresan y 
determinan todo el concepto; esto es, que considerando esta- 
blecida é incontestable la autoridad de la ley extranjera regu- 
ladora de la sucesión, su eficacia respecto de la adquisiciÓD de 
los derechos sobre los bienes existentes en el reino, debe, sin 



(a) Bl art. 10, apartado l.o del Código civil espafiol, contiene 
igual precepto. 

(£) Concuerda con el párrafo tercero art. 11 del Código civil es> 
paOoL 
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embargo, reputarse Umitacla eiempre que aplicando la ley eat- 
tranj§ra, y queriendo fundar sobre ella los derechos sacesoríos 
respecto de los bienes existentes en Italia, se deroguen las le- 
yes prohibitivas del reino concernientes & los bienes ó que de 
cualquier modo afecten al orden público. De esto resulta evi- 
dentemente que con la disposición sancionada en el articulo 12, 
et legislador italiano, manteniendo el mismo derecho de some- 
ter los inmuebles existentes en Italia á la propia ley, ha esta- 
blecido, por consiguiente, que la adquisición 6 el ejercicio de 
los derechos sucesorios fundados en leyes ó sentencias extran- 
jeras, pueden y deben limitarse, siempre que de la aplicación 
de la ley extranjera se siga la derogación de las leyes prohibí 
tÍTas concernientes & los bienes, ó que tienen por objeto el or- 
den público. Siendo asi las cosas, ¿no serEa un verdadero con- 
trasentido jurídico querer suponer que el legislador italtano, 
que de este modo ba afirmado solemnemente el propio derecho, 
hubiera podido tener la intención de conculcar el que de ígna) 
modo pertenece & las soberanías extranjeras, á saber, el de re- 
gular por sus propias leyes la adquisición y el ejercicio de los 
derechos sucesorios sobre los inmuebles existentes en sus res- 
pectivos p ais es? 

Los que tal contrasentido jurídico han supuesto, y ios Tri- 
bunales que con sus insensatas interpretaciones han facilitado 
tal suposición, han llegado de este modo & legitimar lá gratui- 
ta afirmación de que el articulo 8." debe reputarse ininteligi- 
ble, y que siendo ininteligible debe considerarse «orno no es- 
crito. 

1.S09. Para comprender exactamente el concepto de la 
disposición y excluir la gratuita afirmación de que sea ininteti- 
^ble, conviene, ante todo, advertir atentamente que una cosa 
es la declaración de un derecho, y otra la eficacia y el ^ercicio 
del derecho, respecto de lo que forma su objeto. 

Una cosa es el derecho subjetivo, que consiste en la facultad 
de hacer, exigir ó pretender determinada prestación; otra es el 
derecho objetivo, esto es, el que se reconoce y pueda ser ejerci- 
tado por la persona á quien el derecho pertenece sobre los bie- 
nes corpóreos, que son objeto del derecho mismo. Los caracteres 
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rpropios del derecho objetÍTO, del jut in re, del derecho real, son 
los siguieoteB: que en TÍrtnd de eee derecho, una cosa materia] 
queda inmediatamente sometida ¿ la potestad jurídica de aquel 
á quien el citado derecho pertenece, y que además éete está 
protegido poruña acción real, que puede dirigirse eryo oniM» 
siempre que se verifique efectivamente la violación del mis- 
mo (1). 

Procede, además, advertir que los derechos sucesorios, ó 
hereditarios, respecto de la herencia considerada como una uni- 
eersitas, tienen un contenido bien diverso del de los derechos 
que pueden corresponder á los sucesores á título universal 6 
particular sobre las cosas que constituyen el patrimonio del de 
CUJU8 (2). 

(1) iLhjs derechos reales (dice 'Viniwarter en el comentario al 

> ^ 307 del Código civil austríaco), suponen la adquisición de la 

> cosa misma, ó al menos de nn derecho que tenga inmedíatamen- 
■ te por objeta la cosa. Hecha la adquisición por algnno, los demás 

> deben tolerar el ejercicio del derecho adquirido, á no ser que la 
1 ley introduzca alguna particular excepción, como, por ejemplo, 
» el § 367, respecto de la propiedad. Los derechos reales dan, por 

> consiguiente, una acción eficaz contra cualquier detentador, y de 

> aqnf que siempre que pueda corresponder á varias personas un 

> derecho real sobre la misma cosa, como, por ejemplo, en la pren- 

> da ó en las servidumbres, tiene siempre la preferencia el qne ad- 
• qnirió primero el Aetecho (pría» in temport polior i'íijiirej, ya que 
»el primer adquirente eiclnye á los demás y, por consiguiente, 
«también al que ha adquirido un derecho igual, pero después 
» de él.» 

(S) El patrimonio que pertenece á nna persona, en cuanto cons- 
tituye la herencia, representa la masa de todos los derechos patri- 
moniales. Esta, como tal, es nn compuesto de las partea singulares 
que la constituyen: es un todo que consta de partes, pero es toda- 
vía algo distinto de la suma de sus partes. Es nna imiversitas, dan- 
do á ésta el sentido de una colectividad abstracta, de un nomen 
jurit (L. 178, § 1, Dig. de verb. ñgn., 60, IG) y no puede ser objeto de 
derechos reales. En el Código austríaco encontramos exactamente 
establecida la diferencia entre el derecho á la herencia y el derecho 
de herencia. El legislador dice: lArt. 532. El derecho exclusivo de 
tomar posesión del a* hereditario Integro, ó de nna parte del mis- 
mo determinada con relación al todo, se llama derecho de heren- 
cia; y es der carácter real y ejecutivo contra todo el que quiera 
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Fura determinar el alcance y el valor de las disposiciones 
concernientes á los derechos sncesoríos, conviene precisar aten- 
tamente á qué se refieren las mismas j no olvidarse de las dis- 
tinciones que hemos hecho caando se quiera preciBar la mens 
legis j la votutUoB legialatorU. 

Guando el legislador italiano ha querido indicar & los Jueceu 
del Sstado la ley con arreglo & la cual deben decidir las contro- 
versias relativas al orden de suceder y & la cuantía de loa dere- 
chos sucesorios, y para ello ha señalado la ley nacional respecto 
de los bienes, de cualquiera naturaleza que fueren y cualquiera 
que sea el lugar en que estén situados, no podfa pretender otra 
cosa que designar la ley para determinar los derechos á la heren- 
cia; es decir, los derechos respecto del patrimonio que, tomado 
en su conjunto como una unidad indivisa, constituye la herencia, y 
el as hereditario. ¿Habría podido quizá el legislador, al estable- 
cer que los derechos ¿ la herencia, en lo que concierne al orden 
de suceder y á la cuantía de la sucesión, se declarases y regn* 
lasen por el Juez italiano, ateniéndose á. la ley nacional del de 
cu/'iM, tener el propósito de dar con esto & sus Magistrados la 
potestad de reconocer loe derechos de herencia como reales, es 
decir, con el poder jurídico de tomar posesión de las cosas here - 
ditarias existentes en cualquier país, ateniéndose á la ley nacio- 
nal del de cujug? 

■ Este concepto equivaldría ciertamente á admitir qne la sobe- 
ranía italiana había querido desconocer y conculcar los fueros 
de la soberanía territorial, á la cnal pertenece la facultad exclu- 
siva de regular la adquisición de los derechos reales garantiza- 
dos con acciones de la misma especie, que pueden dirigirse erga 
omne8. 

De cuanto hemos dicho resulta por el contrarío claramente, 
que estando los inmuebles sujetos é. la ley del tugar en que ra- 
dican, ningún derecho puede concederse sobre la cosa, como de- 
recho real garantido con acciones reales, con toda sn fiíerza 



arrogarse el di hereditario; el que tiene derecho á la herencia llá- 
mase heredero, y el a» hereditario en relación á ¿1 se llama he- 
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jnrldica como tal, sino en conformidad con lo que dispone !& ley 
temtorial. 

BecuérHese ahora lo que hemos dicho tantas reces, esto es, 
que faltando al presente el acuerdo entre los Estados acerca de 
la competencia legislatÍTa de cada soberanía, y de la autoridad 
de las leyes emanadas de cada una de ellas para regular los de- 
rechos de las personas, en sus relaciones entre sí, con la familia 
y con el patrimonio que les pertenece, cada soberaoia ha podido 
y puede establecer á su manera et régimen de los derechos mis- 
mos, y determinar la autoridad de la ley respecto de los inmue- 
bles existentes en el territorio del Estado, conforme al concepto 
predominante en el propio sistema legislatÍTO. 

Sn virtud de estos principios, si bien el sistema de la legis- 
lación italiana, habiendo considerado el legislador la herencia 
como una umvtfrsíífu^'urú, debe reputarse excluido el concepto 
quot teiriioria tot kaereditate», no por eso ha de admitirse que en 
virtud de cuanto diapone el legislador italiano pueda impedirse ü 
las soberanías extranjeras admitir un concepto diverso, sujetar 
la sucesión inmobiliaria i la ley territorial, y admitiendo la re- 
gla quot territoria tot haeredítates. declarar en general que el or- 
den de suceder y la cuantía de los derechos sucesorios deben re- 
girse por la lex rei sitae, y no por la ley del domicilio del de cu- 
iut ó por la ley nacional. 

1.S10. Es preciso no olvidar nunca que las disposiciones 
sancionadas en et titulo preliminar de nuestro Código civil, 
aunque se refieren á las relaciones de Berecho internacional pri- 
vado, no pueden considerarse más que como pertenecientes & una 
ley civil que no tiene fuerza imperativa respecto de los Estados 
extranjeros, ni obligan & los ^lagistrados de los mismos á atener- 
se ¿ lo que el legislador italiano establece, desconociendo las 
leyes sancionadas por el soberano de su pafs y que no se con- 
forman con aquellas diaposiciones. El legislador italiano no po- 
día pretender, como no pretendió, dictar la ley al mundo (1). 

(1) Una cosa es la fuerza juritlica de la ley al declarar el derecho 
y otra su fuerza imperativa j' aii eficacia al reconocer el derecho real 
j efectivo sobre las cosas y proteger su ejercicio en virtud de los 
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Dado, pues, que segÚD el Derecho territorial las disposicio- 
nes relativas á la sucesión ao se consideren fundadas en las rela- 
ciones de familia j eu conexión con las relaciones personales, 
. 4Íno con el Derecho político, y qne en virtud de esto el legisla- 
dot haya establecido qae en materia de sucesión inmobiliaria no 
tenga autoridad más que la ley de él emanada, j, por consiguien- 
te, por razón del interés social y político se sancione el principio 
de la territorialidad de toda disposición legÍBlativa que regule 
el derecho de sucesión sobre los inmuebles, ¿podría, acaso, sos- 
tenerse qne atendiendo & lo ordenado por el art. 8." se derogase 
la ley territorial? ¿Podría sostenerse que el legislador patrio, en 
virtud de la que ba dispuesto, haya investido al Juez italiano de 
la facultad de adjudicar derechos reales y efectivos sobre los 
inmuebles existentes en el extranjero en contradicción con la ley 
emanada de la soberaiía territorial, ó que el Tribunal extranjero 
esté obligado & reconocer la fuerza imperativa de la disposición 
sancionada por el legislador italiano y aplicarla á los inmuebles 
existentes en su país, aunque sea distinta y se oponga á esto la 
regla sancionada por el legislador del Estado? 

atributos del imperio y la juriadicción qne pertenecen ála soberanía 
de la cual emana la ley. Del mismo modo qae es territorial el derecho 
de imperio ; de jurisdicción, debe considerarse territorial tambián 
la fuerza imperativa de la ley que concede al titular del derecho el 
poder jurídico sobre la cosa propia ó ajena, los derechos reates y la 
áctio CComp. WiodBcheid, Derecho de Un Fondéela*, %% "38, 39, 13 y las 
notas de Fadda). En este sentido puede decirse con razón extra terri- 
toriutn jiie dmendi impune non paretur. 

La ley, como precepto legislativo, despliega su faerza imperativa 
respecto de los Magistrados, pero sólo de aquellos qne están obliga 
dos á estar sometidos al poder imperativo de la soberanía, es decir, 
respecto de tos Tribunales nació nales^Loa Tribunales extranjeros 
deben aplicar las leyes emanadas de la soberanía extranjera, siem 
pre que á ello no se oponga expresamente la ley emanada de la so- 
beranía nacional, en cuyo caso esta ley desarrotla su fuerza iin- 
perativa y la de la ley extranjera queda naturalmente ineficaz j 
sin efecto. 

Esto no es más qne la necesaria consecuencia de la autonomía é 
independencia de la soberanía ; de la territorialidad del derecho de 
imperio y de jurisdicción qne pertenece á cada una de ellas. 
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En «1 sistema de la legislación italiana, y en la hipótesis de 
que la sucesión del extranjero se abriese en Italia y en este país 
«zistiereu los bienes hereditarios, auoque con arreglo á la ley 
nacional del de atjus pudiera reputarse institutdo el fideicomiso 
respecto de dichos bienes, no podría admitirse que este vinculo 
«nbaistíese en Italia, ni que tuviese eficacia el derecho del suce- 
sor extranjero fundado en tal institución. 

Habiendo el legislador patrio abolido el fideicomiso y prohi- 
bido gravar loa bienes existentes en Italia con los vfaculos que 
de él se derivan, con el fin de proteger los intereses sociales, do 
se podrían conceder ciertamente al heredero en virtud de una 
ley extranjera, & la cual no se puede negar ta facultad de regu- 
lar los derechos á la herencia, los que se derivan del fideicomiso, 
porque esto seria derogar la disposición sancionada en el ar- 
ticulo 899 y la del art. 24 de la ley transitoria, que contienen 
disposiciones prohibitivas y de orden público respecto de los 
vínculos fideicomisarios concernientes & los bienes (a). 

Por análoga razón debe, pues, admitirse que, eu la hipótesis 
de que los bienes inmuebles pertenecientes á una sucesión italia- 
na estén situadas ec país extranjero, y con arreglo á la ley terri- 
torial dichos bienes estén sujetos al fideicomiso, no podría eoste- 
oerse que, en virtud de lo que dispone el legislador italiano en el 
art. 8.°, debiendo aplicarse la ley nacional del de cujus, el Magis- 
trado italiano pudiese cumplir esta ley, declarar nulo el fídeico- 
miso y dar á la propia sentencia fuerza jurídica y eficacia para 
desconocer la autoridad de la ley territorial y derogar cuanto 
■ésta dispone para determinar los derechos sucesorios relativos á 
dichos bienes (1). 



{a) El art. 781 del Código civil español sólo admite .la validez de 
lae snatituciúnee fldeicomiBarias en cuya virtud se encarga al he- 
redero que conserve y transmita á un tercero el todo ó parte de la 
herencia, siempre que no pasen del segundo grado, 6 qae ae hagan 
«n favor de personas qne vivan al tiempo del fallecimiento del 
testador. 

El art. 782 prohibe qne graven la legitima en ningún caso; y si 
recaen sobre el tercio de mejora, sólo pueden hacerse en favor de 
los descendientes. 

(1) Conf. la sentencia del Tribunal de Casación de Palermo de 
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t.Sll. Loe jariaconsultoa que no baa reflezíoD&da atenta- 
mente Bobre este asunto, han entendido mal, á nuestro modo de 
Ter, el contenido y el verdadero alcance del art. 8.°, j se h&a 
apartado del recto camino, lo cual explica sus gratuitas afirma^ 
Clones. 

En efecto, es imposible admitir en principio que, en virtud de 
lo que dispone la ley italiaDa, haya medio de adjudicarse an de- 
recho sucesorio como derecho real y efectivo sobre los muebles 
existentes en país extranjero, cuando, con arreglo á la tex reí 
atoe, no pueda adquirirse ó ejercitarse edcazmente este dere- 
cho (1). 



2B de Agosto de 1894. Suberras c. de Gerónimo (Faro it., 1894, part» 
primera, pág. 1.099). 

(1) He aqaf cómo habíamos nosotros resuelto la cuestión pro- 
puesta, ateniéndonos á los principioe generales del Derecho: 

Regia 268. «Todas las co8ae que se encaentran actualmente en 
el teiritorio de un Estado, deben cansiáeTarae sometidas al imperio 
y á la jurisdicción del soberano territorial*. 

Kegla 2T0. iNingún derecho real sobre las cosas existentes en el 
territorio de un Estado, cnalqniera que sea su origeni podrá ser 
eficaz, sino en coDÍormidad con la ley emanada de la soberanía te- 
rritorial. ^ 

Ningnna relación Jurídica respecto de las cosas existentes en el 
territorio de un Estado podrá ser eficaz, si del desenvolvimiento ó 
del reconocimiento de dicha relación se deriva ofensa directa ó in- 
directa al Derecho público territorial ó á laa lejes concernientes á 
los bienes y que se consideren de orden públicos (DereJto interna- 
cional codijieado, 2,a ed.— Tarín, 1898). 

Reconocemos, pues, que jurgó acertadamente el Tribunal civil 
de Corbeil en su sentencia de 4 de Agosto de 1897, qae la disposi- 
ción de la ley italiana fundada en el concepto de la unidad de la su- 
cesión, por la cual el interesado pedia que sus derechos aucesoriosr 
con arreglo á bu estatuto personal, tuviesen valor respecto de loa 
inmuebles situados en Francia, no podía en modo alguno ser eficaz 
en Francip; «en effet, dice el Tribunal, tant que le l^gislateur 

> n'aara pas, modifiant la loi francaise, edicté á l'instar du nonveaii 

> Code civil italien, que les succesaions doivent etre regléeg par une 
>loi unique, la succession inmobili<^re des ¿traugers habí tant le 
• territoire franjáis sera rígic par leur statut peraounel et lour suo- 

> ce8^ioninmúbili^^e, pourleura inmeublcs sitúes ou Frauce parle 
» statut ri^el'. Corbeil, 4 aoflt 1897, asunto Tasca (./•iitni. de Droít in- 
tern. privé, 1898, págs. 6G8-70). 



ityGoÜ^k' 



LEY QUE HIGB LA BÜCESIOM bV 

El legislador italiano no lo ha supuesto; antea bien, ha ez- 
«Inldo tal suposición. En efecto, ha establecido, en general, que 
perteneciendo á cada soberanía el derecho ezcluaivo de imperio 
y de jurisdicción sobre todo et territorio del Estado, por razón 
de este derecho eminente cada soberanía puede sujetar los in- 
muebles que forman parte del territorio exclusivamente & laa le- 
jías propias, sin que este derecho pueda ser negado ni restringi- 
do por las soberanías extranjeras. Esto resulta, como hemos no- 
tado ya, de la disposición sancionada en el art. 7.°, y de la mis- 
ma sancionada en el art. S.', concordado con el art. 12. 

Por consiguiente, si la ley territorial establece que respec- 
-to de los inmuebles existentes en el territorio del Estado debe 
considerarse abierta una sucesión aparte, y que la transmisión 
de dichos inmuebles y de todos los derechos relativos & los mis- 
mos que se deriven de la sucesión deben fijarse y ejercitarse 
«on arreglo á la lex rei sitae (como sucede en Francia), no pue- 
-de sostenerse que la disposición sancionada en el artículo 8." 
tenga fuerza jurídica para quitar autoridad á la ley territorial. 
£b, en efecto, un principio incontrovertible que el Imperio so* 
bre el territorio y sobre la^ cosas inmuebles que lo constitu- 
jen, pertenece exclusivamente & la soberanía territorial, y que 
ninguno puede hacer valer eficazmente derechos sobre los in- 
muebles situados en el territorio del Estado en oposición á lo 
«[tte respecto de los mismos disponga la ley territorial. Si se 
quisiera suponer lo contrario, sería el caso de aplicar el pre- 
cepto de Paulo: Extra territoríitm fus dicendt impune non pare- 
iur. ídem eat, et «t supra juriadictionem suam velit jus dieere (I). 
t .ai 9. ¿Cuál es, pues, la verdadera significación del prin- 
cipio sancionado en el articulo 8." de las disposiciones gene- 
rales? 

Significa que siempre que, con arreglo & la ley, pueda atri- 
buirse al Magistrado italiano la jurisdicción para regularla 
sncesíón de un extranjero abierta en Italia, ó ipara resolver 
cuestiones relativas á los derechos sucesorios, así respecto de 
ana sucesión extranjera, como de una sucesión italiana, dicho 



(1) L. 20, Dig, dejvríidictione, II, 1. 
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Magistrado debe coneíderar la herencia como ana unidad ideal, 
como una universalidad jurídica, cualesquiera que sean la na- 
turaleza de loa bienes que la constituyen j los países en que 
estén situados; y considerando todos los bienes como si forma- 
sen una sola masa patrimonial, determinar respecto de los mis- 
mos el orden de suceder y la cuantía de loe derechos suceso» 
rios, ateniéndose á cuanto en orden á esto dispone la ley perso- 
nal del de cujus. 

. Por lo demás, queda siempre establecido que el Magistra- 
do italiano no puede nunca declarar ni adjudicar eficaz y real- 
mente los derechos sucesorios, respecto de los bienes inma&- 
bles situados en país extranjero, no obstante que la disposicióa 
sancionada en la lex rei süae sea diversa 6 contraria. 

No puede hacer esto, porque habiendo el mismo legislador 
establecido, en general, que loe bienes inmuebles se consideran 
Bty'etos & la ley del lugar en que están situados, ha entendido 
que el Tribunal italiano no puede adjudicar eficazmente dere- 
chos reales respecto de los inmuebles situados en países ex- 
tranjeros, derogando las leyes territoriales que imperan sobre 
el territorio mismo. 

1>ai8* Ahora bien; el principio sancionado en el artíca- 
lo 8.°, ¿es solamente una regla doctrinal, una declaración le- 
gislativa de principios sin aplicación práctica algnua? 

¿A qué se reduce su valor y su aplicación? ¿No podrá apli- 
carse sino cuando los legisladores extranjeros hayan seguido el 
admirable ejemplo dado por el legislador italiano, y deberá 
considerarse, por consiguiente, como una disposición teórica, 
basta tanto que en los países extranjeros estén en vigor leyes 
informadas en conceptos y criterios diversos? 

No es asi. 

Es preciso admitir, en general, que todo el sistema de De- 
recho internacional privado resumido en las disposiciones con- 
tenidas en los artículos 6." al 12 del titulo preliminar, no re- 
presenta ciertamente una declaración legislativa de las normas 
del Derecho internacional privado para uso de todo el mundo. 
Esto sería un verdadero contrasentido jurídico. Las disposi- 
ciones legislativas sancionadas por el soberano de cada Estado, 
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no tienen autoridad imperativa sino respecto de los Tribuna- 
lee ' del Estado, y no pueden tener valor práctico sído dentr» 
de loa Kmitea del territorio sujeto á la jurísdiccióu del legisla- 
dor. Seria incorrecto suponer lo contrario. Esto debe dedrse, 
pues, de las disposiciones sancionadas por el legislador italiano 
en el titulo preliminar del Código civil. Su fuerza jurídica ab- 
soluta y completa no subsiste m&s que en los tlmites dentro de 
los cuales prevalecen el imperium, la audoritas j la jurisdictio 
de la soberanía italiana. 

Sin embargo, la restricción de este vator práctico no puede 
justificar la gratuita afírniacifin de que el artículo citado debe 
tenerse por ininteligible y no escrito. Ciertamente seria ininteli- 
gible y deberla tenerse por no escrito si se quisiera dar al articulo 
8.° fuerza jurídica respecto del mundo entero; pero no es esto. 
Además, no son pocos los casos en los cuales la disposición pue- 
de tener un valor práctico. Siempre que el Magistrado italiano 
pueda considerarse investido de la jurisdicción para decidir liti- 
gios en materia de sucesiones, y puede estimar que está investi- 
do de ella [1), no sólo cuando la sucesión se abra en Italia, sino 
también cuando lo sea en el extranjero, y esté en Italia una par- 
te de los bienes inmuebles ó muebles bereditarios, debe decidir 
estos litigios, ateniéndose á lo que dispone el art. 8.". El Magis- 
trado puede proceder á asegurar la ejecución de la propia sen- 
tencia, j no debe preocuparse de los obstáculos que puedan sur- 
gir ó encontrarse, cuando loa bienes estén situados en territorio 
sujeto á otra soberanía, en el cual la ley territorial limite la eñ> 
ciicia de los derechos por él declarados. 

1.814. Restringiendo de esta suerte el efecto práctico del 
art. 8.°, no se llega ciertamente á anularlo, ni se puede sostener 
que no se presentan casos en los cuales haya ocasión de aplicar- 
lo eficazmente, ó que sean éstos muy raros é imaginarios. No 
queremos discutir largamente para exponer y examinar todos los 
casos en los cuales puede tener efecto práctico la disposición de 
qne tratamos, y nos limitaremos á señalar alguno. 

Supongamos, por ejemplo, que la muerte de un español ocu- 

(Xi Véase art. 9i Código de procedimientos civilea. 
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LTa en un país extranjero, en el cual eeté domiciliado, y que 
abierta allí la Bucesidn, coii arreglo á, lo que dispone la lejr te- . 
rritorial, deba aplicarse la del domicilio para regular el orden de 
la sucesión y la cuantía de los derechos sucesorios. 

Supongamos que concurra á la sucesión el cónyuge sobrevi- 
viente, y que Begún la ley del domicilia del difunto, que con arre- 
glo á la ley territorial deberla aplicarse en el lugar en que se 
abñese la sucesión para regular los derechos del citado cónyuge 
supéretite sobre los bienes del difunto allt existentes, la parte 
que á aquél le correspondiera fuese menor que la que debiera 
concedérsele según el Código español. 

Admitamos en hipótesis, que una parte considerable de los 
bienes del de cuju3 estuviese en Italia, y que el cónyuge sobre- 
viviente ejercitase su acción ante loa Tribunales italianos y pi- 
diese que se le concediera la porción legal correspondiente como 
heredera de su marido. 

El Tribunal italiano, no pudiendo decidir esta cuestión sino 
ateniéndose á lo que dispone el legislador en el art. 8.°, no ten- 
dría que preocuparse de la ley vigente en el lugar en que se hu- 
biese abierto la sucesión, sino que deberla atenerse á lo que dis- 
pone el Código civil español, y aplicar, por consiguiente, loa ar- 
tículos 834-37 para establecer el orden de suceder y determinar 
la cuota hereditaria correspondiente á dicho cónyuge (a). Para 
hacer esto, debería considerar todo el patrimonio como for- 
mando una sola masa, independientemente de los territorios en 
los cuales estuviesen los bienes; y concediendo el Código espa- 
ñol á la viuda que no esté divorciada, ó que lo esté por culpa 
del marido difunto, una parte en usufructo igual & la que por le> 
gitima corresponda & cada uno de los hijos ó descendientes legí- 



(ii) Estos urtfculoB conceden 'al viudo ¿viuda, derecho á una 
cuot», en usafructo, igual á la que por legitima corresponda á cada 
nuo de sus hijos 6 descendientes legítimos no mejorados; ai no que- 
da más que un solo hijo ó descendiente, ei usufructo de! tercio des* 
tinado Á mejora; si et testador no deja descendientes pero sí as- 
cendientes, el cónyuge tiene derecho á la tercera parte de la heren- 
cia en usufructo; y si no quedan tampoco ascendientes, á la mitad 
en la misma forma. 
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timos no mejorados, el Tribunal deberla fijar ú otoi^ar at cónyu- 
ge el derecbo hereditario en esta proporción. Teniendo en cuenta, 
|ineB, que el legislador español en el art. 838 dispone que 'los 
herederos pueden pagar la parte de usufructo, asignando ana 
renta 6 los productos de determinados bienes, procediendo de 
mutuo acuerdo ó por virtud de mandato judicial, y que hasta 
que esto no se realice, todos los bienes de la herencia ostaráai 
afectos al pago de la parte de osafructo que corresponda al 
cónyuge viudo,- nos parece evidente que el Magistrado italiano 
podria proceder también á la ejecución de su sentencia, autori- 
zando al cónyuge & adoptar las medidas neceearias sobre los 
bienes hereditarios existentes en Italia, para obtener el pago de 
la parte que le corresponda. 

De conformidad á loa mismos priucípios debería resolverse la 
cuestión, en la hipótesis de que se tratase de la sucesión de un 
italiano que hubiese dejado bienes en Italia, y en el extranjero, y 
de que el cónyuge sobreviviente concurriese & la herencia. En 
este caso seria también necesario formar, una ihasa de todos los 
bienes para determinar la cuota correspondiente al cónyuge viu- 
do, segán los arts. 812 y siguientes del Código civil italiano (1). 

Lo mismo sucedería en la hipótesis de que concurriese & la 
sucesión un hijo natural al que no reconociese niiigfin derecho 
sucesorio la ley del lugar en que se hubiese abierto la sucesión 
y en el que existiese una parte de los bienes hereditarias, siem- 
pre que este derecho se lo reconociese la ley nacional del de cujas. 
Ka este caso llegarEamos & la misma conclusión que respecto del 
cónyuge viudo, si el hijo natural pudiese ejercitar su acción en 
Italia, suponiendo que una parte de los bienes hereditarios se 
eucontrase en el territorio de este Estado. 

Idénticos principios deberían aplicarse en el supuesto de te- 
ner que determinar los derechos sucesorios de los herederos le- 
gítimos. Supongamos, por ejemplo, que un francés domiciliado 
en un país en que según su derecho vigotite la sucesión debe re- 
girse por la ley del domicilio del de cujas, sea ciudadano 6 ex- 

(1) Tribunal de Venecia 12 de Febrero de 1895, c. Basolini (Foro 
■ ikiL, 1896, pág. 1.011). 
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ttacjero, haya hecho alH testamento, disponiendo de sus bieoea 
existentes en parte en el país de su domicilio, en parto en Fran- 
cia' y en parte en Italia. Supongamos que con este testamento, 
Tilido segÓQ la ley de su domicilio, baya lesionado el derecho de 
los herederos forzosos establecido en los arts. 913 y siguientes 
del Código francés, 6 que haya preterido á uno de ellos, al cual 
ha desheredado ateniéndose á lo que respecto de esto dispone In 
ley de su domicilio, que en virtud de la ley territorial se declara 
aplicable para regalar la sucesión del testador; y admitamos, por 
último, que el heredero lesionado ó preterido, fundándose en el 
articulo 826 del Código civil francés, que concede at coheredero 
el derecho á pedír,en especie la parte de muebles é inmuebles 
que le pertenece en la sucesión, entabla la demanda ante el Tri- 
bunal italiano parf obtener la parte de los bienes muebles é in- 
muebles existentes en Italia que le corresponde como heredero 
legítimo. Ed este caso el Magistrado italiano, estando obligado 
por el art. 8.° á resolver conforme & ta ley nacional del de eujus 
lo que concierne al orden de suceder, á la cnantla del derecho 
Bucesorío y & la validez intrínseca de la disposición testamenta- 
ria, cualquiera que sea el país en que se encnentrea los bienes, 
no podría hacer más que referirse & la ley francesa para decidir 
ante todo sí el demandante podía ó no ser considerado entre las 
personas llamadas & la sucesión como herederos forzosos. Imagi- 
nando que debiera ser considerado como tal, para decidir si la 
disposición testamentaria podía ó no reputarse v&lida, y si debía 
ó no reducirse, teniendo en cuenta el derecho sucesorio del here- 
dero forzoso, el Juez debería atenerse también & la ley francesa, 
que determina la parte de que se puede disponer por testamen- 
to. Para esto debería atenerse & la regla sancionada por el le- 
gislador italiano en el art. 8.°, esto es, que el patrimonio del di- 
fnnto debe considerarse como una entidad unificada por el tídcu- 
lo jurídico que reúne los bienes y los elementos que lo componen 
& la persona del difunto; y por consiguiente, debería formar una 
masa de todos los bienes existentes en Italia, Francia y en el ex- 
tranjero, á fin de determinar la cuantía del derecho del herede- 
ro forzoso francés respecto de todo el patrimonio del de cujus 
considerado como una universalidad. Determinada así la parte 
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de la berencia, que según la lejr francesa constitufe ta legitima, 
y establecida la cuautia del deracho que correspocde al heredero 
forzoso, ante todo decidirla si debe ó no procederse á la redacción 
de las dispOBÍciones testatuentarias inofíciosas, y establecería en 
todo caso la parte correspondiente al coheredero. Esta deciaión 
del Juez italiano no podría ser eñcaz para adjudicar & dicho cohe- 
redero el derecho que le correspondiese sobre los bienes existen- 
tes en el país en que, según su ley, la sucesión del extranjero deba 
estar sometida á la ley del domicilio, pero el Juez podría proce- 
der á la ejecución de sa sentencia respecto de los bienes mue- 
bles é inmuebles que se hallasen en Italia, j fijada la porción ■ 
qne debiera adjudicarse & título de legítima, ; teniendo en cuen- 
ta la disposición del art. 826 del Código francés, qne concuerda 
con el 987 del Código civil italiano, podría adjudicarle la parte 
que le correspondiese de los muebles é inmuebles de ta herencia 
existentes en Italia. 

1.8tK. No queremos enumerar todos los casos en loa 
cuales puede aplicarse el artículo 8.°, rechazando la gratuita 
afirmación de que es ininteligible y debe tenerse por no escrito. 
Creemos oportuno, sin embargo, probar cómo, & nuestro modo 
de Ter, debería ser aplicado por los Tribunales italianos, si 
fuesen llamados ¿ decidir un litigio relatÍTO á las obligaciones 
de los herederos en sus relaciones con los acreedores de la he- 
rencia. 

Si, por ejemplo, un ciudadano inglés domiciliado en un 
punto de la Gran Bretaña muere en Francia, donde de hecho 
estaba establecido, y abierta la sucesión, el patrimonio se en- 
cuentra parte en Inglaterra, parte en Francia y parte en Ita- 
lia; y si los herederos llamados & recogerlo no han hecho de- 
claración alguna para limitar su responsabilidad relativamente 
á las deudas del difnnto y para aceptar la herencia & beneficio 
de inventario; y en Italia, además de la parte de bienes perte- 
necientes al de cujus, existe también una cantidad de bienes 
propios de los herederos; se suscita ante los Tribunales ita- 
lianos la cuestión de si, uo habiendo aceptado los herederos á 
beneficio de inventario, debe considerárseles obligados á pagar 
las deudas con todos sus bienes, en virtud de lo que dispone el 
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legislador italiano en los artículos 1.039 j 956 j siguientes del 
Ofidigo civil. 

8i siguiendo en el terreno de U hipótesis, suponemos que la 
misma caestión se suscita ante loe Tribunales franceses, los 
coales, fundándose en el concepto quot territoria tot haeredidtties, 
y considerando aplicables los artículos 793 j siguientes del Có- 
digo francés, por la cirounstancia de hallarse una parte de los 
bienes muebles en Francia, sentencian que por no haber los hC' 
rederos aceptado & beoeñcio de inventario, debe considerárse- 
les obligados con todos sus bienes por las deudas de) de cuju», 
conforme á lo que dispone la ley francesa; sí la cuestión se 
plantea de este modo ante los Tribunales italianos, ¿podrían 
éstos iallar que por faltar el beneficio de inventarío debia ad- 
mitirse la responsabilidad ilimitada de los herederos? ¿Po- 
drían, almenes, declarar ejecutoríala sentencia del Tribunal 
francés, para los efectos de admitir á los acreedores de la he- 
rencia en la ejecución entablada contra los bienes de loe here- 
deros, por haber sido éstos condenados por el Tríbunal fran- 
cés á pagar las deudas hereditarias con todos sus bienes perso- 
nales por no haber hecho la declaración de aceptar la herencia 
á beneficio de inventario? 

A nuestro juicio, ni una cosa ni otra puede sostenerse. En 
efecto, conviene no olvidar nunca que el legislador italiano, sin 
preocuparse de los sistemas adoptados por los demás países, 
ha consagrado en nuestra legislación el concepto de la unidad 
y de la universalidad de la sucesión, proclamando como príDoi- 
pio regulador de la misma la ley personal respecto de todos 
los bienes que constituyan el patrimonio del áe cujus, de cual- 
quiera naturaleza que sean y cualquiera que sea el país en que 
se encuentren. Tratándose de la sucesión de un inglés, respecto 
¿e la cual, según el artículo 8.°, es obligatorio aplicar la ley 
inglesa, todo lo que se refiera at régimen de esa sucesión debe 
regularse conforme á dicha ley. Esta debe, pues, aplicarse, nó 
sólo para decidir quién puede asumir la calidad de heredero 
legitimo ó testamentario, sino también para determinar la ex- 
tensión de las obligaciones del mismo, en virtud de su condi- 
ción jurídica de tal, ja que de semcgante condición depende 
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ígoalmente la extensión de bu derecho sucesorio. Admitido el 
coDcepto de la unidad del régimen, no bb podría aceptar, sin 
contradecir la dieposición sancionada por nuestro legislador, 
qae la cualidad de heredero debiera establecerse con arreglo á-, 
la ley inglesa, j que la sustancia y el contenido de las obliga- 
ciones fundadas eu la referida cualidad pudieran derivarse de 
una ley diversa, Seguramente esto conduciria á fraccionar la 
unidad del régimen en materia de sucesiones, & romper el con- 
cepto de su universalidad independientemente de los territo- 
rios y de la naturaleza de los bienes, é, violar el principio san- 
cionado por nuestro legislador. 

En efecto; considerando que según el articulo 8.° debe re- 
conocerse la ley inglesa como fuente del derecho sucesorio to- ' 
cante á la herencia, de un inglés, no se puede admitir sin des- 
truir el concepto y violar dicho articulo, que las obligaciones 
legales que se deriven del mismo derecho sucesorio puedan de- 
pender de una ley distinta. 

Sentadas estas premisas, conviene tener presente que según 
el Derecho inglés, la condición de heredero y su responsabilidad 
por las deudas de su causante difunto no es la misma que según 
el concepto del Derecho romano y de las legislaciones con éste 
conformes. El sucesor en aquel derecho no continúa la persona- 
lidad del de cujm en el sentido de que pasen á él todas las obli- 
gaciones y las deudas del difunto. Debe proceder al pago de 
ellas el ejecutor testamentario con el valor de los bienes mue- 
bles, que son tos verdaderamente destinados & esto, y para lo 
cual ha de tomar posesión de ellos el mismo ejecutor testamen- 
tario, empleándolos por entero en la satis&cción de las deudas 
y cumplimiento de las disposiciones hechas por el testador. Si 
el valor de los muebles no es suficiente para tales fines, el here- 
dero de los inmuebles está obligado por las atenciones de esta 
clase no satisfechas, pero sólo hasta donde alcance el valor de 
los inmuebles heredados. Según el Derecho británico, por cen- 
aiguiente, la condición de heredero no puede nunca implicar car- 
gas personales, y no hay necesidad de hacer declaración alguna 
para limitar la responsabilidad, porque la misma ley que regula 
el derecho hereditario es la que establece como un beneficio la 
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condicióo de Iieredero, reduciendo aquella sola y ezcIuBivamente 
al Talor de los bienes heredados. 

Teniendo todo esto presente el Tribunal italiano j estando 
obligado, en virtnd del art. 8.°, á regular la extensión del dere- 
cho hereditario, conforme á la ley inglesa, debe aplicarla, no sólo 
para establecer la condición de heredero, sino también para de- 
terminar lo que concierne al contenido de su representación corao 
sucesor del de cujus y & las obligaciones legales, que se fundan 
en la condición jurídica de heredero. Debe, por consiguiente, 
sostenerse que conforme á la ley inglesa, el que asume como here- 
dero la representación del de cujus, no responde de la misma con 
todos sus bienes personales; y que según la ley reguladora de su 
> derecho sucesorio, con arreglo á la cual debe establecerse el c<m- 
tenído de la representación, no hay necesidad de hacer la decla- 
ración de aceptar ¿ benefício de inventario para limitar la propia 
responsabilidad por las deudas del de cujta. El Tribunal debería, 
pues, & nuestro juicio, fallar que, tratándose de una sucesión re- 
gida por el Derecho inglés, el heredero no puede ser obligado 
por haber omitido la declaración de aceptar á beneficio de in- 
ventario, á responder con todos sus bienes, según lo que dispo- 
ne el legislador italiano; puesto que-Ias disposiciones sanciona- 
das en el Código civil en los arts. 955 y siguientes, se refieren á 
la sucesión regida por el Derecho de Italia, no á la ordenada por 
el Derecho extranjero; y que la circunstancia de encontrarse 
una parte de los bienes en Italia, no puede modificar las reglas 
establecidas acerca de la ley que rige el derecho sucesorio y la 
sustancia de las obligaciones legales que se derivan de la condi- 
ción jurídica de heredero, como representante y sucesor del de 

CUJU3. 

Por las mismas razones la sentencia dictada por el Tribunal 
francés, no podría tener valor en Italia para modificar nuestras 
conclusiones. He aquí la razón: las reglas de Derecho interna- 
cional privado, sancionadas por nuestro legislador, en su con- 
cepto sustancial y fundamental, forman parte de las que afectan 
al orden público, y no se podría, sin derogarlas, conceder auto- 
ridad & una ley extranjera que, alterando el justo concepto de 
la unidad jurídica de la herencia, admitiese, por el contrario, el 
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de an fraccionamiento por razón, de los territorios, tot haeredi- 
düates quot territoría. Por el mismo motivo no podría darse au- 
toridad á la sentencia del Tribunal extranjero, fundada sobre 
esta ley, ni deducir de ella consecuencias juridicas respecto de 
los bienes existentes en Italia, en oposición á las leyes sanciona- 
das por el legislador patrio. A todo esto se opondría el princi- 
pio sancionado en el art. 8.*, comparado con el del art. 13 de 
las disposiciones generales, y no creemos de necesidad exten- 
demos más sobre este panto. 

t^lft. Réstanos ahora descartar un gran peligro que pue- 
de seguirse de la inexacta interpretación del art. 8.°, m&s grave 
por la circunstancia de que autorizados' jurisconsultos inclinan ' 
con sus teorías á caer en él (1). 

Admitido que con arreglo á la ley reguladora del orden de la 
sucesión y de la cuantía de los derechos sucesorios, según el ar- 
tfcnlo 8.°, se asignase al heredero ana cuota diversa de la que le 
asigna la lex rei sitae, ¿deberá igualmente admitirse el derecho 
de compensación? Supongamos que la sucesión se^abra en Italia, 
y que el Magistrado italiano, decidiendo la cuestión de la puantía 
de los derechos sucesorios, haya juzgado, cod arreglo & la ley 
personal del de cujus, que á un coheredero pertenecen tres cuar- 
tos de la herencia y al otro un cuarto; y que encontrándose una 
parte del patrimonio én Francia, ó en otra parte, el Tribunal de 
dicho país, aplicando la ley territorial, haya resuelto, por el con- 
trario, que á un coheredero corresponden dos tercios y al otro 
un tercio. !EI Tribunal italiano, en cumplimiento de lo que dis- 
pone nuestro legislador en el art. 8.°, no pudiendo impedir que 
los inmuebles en Francia sean adjudicados y divididos conforme 
i la ley francesa, esto es, dos tercios á uno y un tercio al otro, 
' ^,pDede establecer y disponer que el coheredero tenga los tres 
cuartos que le aaigaa sa ley nacional reguladora de la sucesión 
y decretar, por consiguiente, en consideración al derecho que le 
pertenece y á que do puede conseguir en Francia la parte que le 



(1) Véase Fusinato, sobre el art. 8.o de laa disposicionea prelimi- 
nares dd Código civil, en la Riviala di Der. t'níeniaíwiiaíe.— Ñapó- 
les, 1898, pág. 298. 
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corresponde, que se le adjudique sobre los bienes existentes eo 
Italia una cuota suficiente para recibir en definitiva los tres cuar- 
tos? ¿Podrá, en otros términos, admitir la compensactÓD? ¿Po- 
drá, al menos, en la hipótesis de que se trate de una sucesión re- 
gida por el Derecho italiano, decretar que el coheredero tenga 
la parte que eete Derecho le marca respecto de toda la suce- 
sión, tomada ea bu unÍTersalidad en cualquier país en que se 
encuentren los bienes; j, por consiguiente, sí una parte de los 
mismos ee encontrase en pafs extranjero, en el cual la ley asig- 
nase al coheredero italiano una parte menor de la que le perte- 
nece, según nuestro Código, autorizarle que se compense en 
Italia? 

En virtud de los principios ezpueatoa por nosotros, es pre- 
ciso sostener, en general, que la regla sancionada en el art. 8." 
no puede tener fuerza imperativa sino para los efectos que de 
ella puedan derivarse dentro del territorio sujeto & la jurisdic- 
ción del legislador; y que, por tanto, no puede valer para admi- 
tir, según dicho precepto, un derecho sucesorio real, eficaz j 
efectivo sobre los bienes inmuebles situados en p&ises extraige- 
ros, en los que estando en vigor una ley diversa se acepte la 
autoridad terrij^orial de la que rige la sucesión inmobiliaria. De 
esto, naturalmente, se deduce que aun cuando el Juez italiano hu- 
biese declarado el derecho del heredero sobre todo el patrimonio 
del de ciijus, sin distinción de bienes ni de terntoríos, el herede- - 
ro no adquiriría por esto un derecho real y efectivo sobre los in- 
muebles existentes en países extranjeros. Por el contrario, de- 
biendo estar sometido al imperio de la ley territorial, puede muy 
bien suceder que la misma no le asigne efectiva y realmente una 
parte de bienes proporcionada & la que debiera adjudicársele de 
acuerdo con el derecho declarado por el Magistrado italiano. 

ALora bien: si se considerara que el Magistrado debe defen- 
der la autoridad de la cosa juzgada y procurar lá ejecución de la 
sentencia por él pronunciada, parecería á primera vista que el 
interesado pudiera hacer valer el derecho de obtener aquello 
que le fué adjudicado por aquél; y que correspondiendo al 
Juez, por otra ¡)urte, proveer é. la ejecución de la sentencia, 
pudiese autorizar la cumpensacióu, obligando al heredero que 
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hubiese obtenido ventaja por la disposición de la lex rei sitae í 
dar en dinero, ea renta ó en bienes lo que fuese necesario para 
establecer la igualdad de las cuotas, según la ley nacional del 
de citjua; la cual, según lo que dispone el legislador italiano, debe 
n^lar la cuantía de los derechos sucesorios, de cualquiera na^ 
turaleza que sean los bienes y sea el que fuere el pa!s en que 
estén situados. 

1 Al V. Fusinato, en el articulo citado sostiene la teoria de 
la compeDsación, porque, dice, bÓIo asf puede obtenerse el resal- 
tado final autorizado por el art. 8.°, esto es, que la herencia se 
divida según la ley personal del difunto. Corrobora su opinión 
aduciendo algunas disposiciones del Código ciril sobre la diriáión 
de la herencia, que admiten la compensación, y especialmente las 
contenidas en los art. 994 y 995, en los cuales se previene la 
dificultad que puede encontrarse para hacer las cuotas heredita- 
rias iguales, y se concede al Juez la facultad de autorizar la 
compensación para evitar la desigualdad de las mismas (a). 
Invoca tambiéa la autoridad del derecho romano, que con- 
sagraba el mismo principio en los juicios divisorios (1). Observa, 
por último, que ea la hipótesis de que con aireglo á la lex rei 
sitae ae adjudique al heredero una parte mayor ó menor que la 
qua debiera adjudicársele según la ley nacioual del de cujtts, 
como dispone el legislador italiano en el art. 8.°, esto constitui- 
ría uD obstáculo para que los inmuebles hereditarios donde quie- 
ra que estén situados, se dividan conforme á la ley que rige la 
sucesiÓD, y que para obtener que la totalidad de la herencia se 
parta conforme á la ley personal, no hay otro medio que legi- 
timar la compensación. 

I^IS. Ante todo debemos repetir, que, queriendo discutir 
sobre el tan disputado art. 8.*, se impone la necesidad de no al- 

(a) Por el derecho español codiñcado, cuando una coaa sea indi- 
visible ó desmerezca mucho por su división, podrá adjudicarse á 
uno, á calidad de abosar á los otros el exceso en dinero. (Art. 1.603). 

P) En los jaicioB áiviaorioa permiciiliir judici rem alioui &e'litiga- 
lurSiut ex bono et aequo adjudicare, et n uniíií pan praegracari rideliitur, 
fum invictm certa pecunia alleri coiidemnare, % 20, 1, Dr iicliottÍbiii,TV ,*>. 
Igoalmente g§ 4 y 5, 1, De off.jud., IV, 17; L. 3G; Comí». <}iv., III, 37. 
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terar bu contenido, 7 no blsear el concepto 7 U mens legislatoris. 
En él no se habla de división del patriinonio, sino solamente del 
orden de suceder y de la cuantía de los derechos sacesoríos. Mu 
chas veces hemos re{ietido que, no pndiendo el legislador ítalia' 
DO pretender dictar la le; al mundo, ta ituns legidatm-i» no ha de 
ser otra que dar & los Magistrados italianos la norooa para de- 
clarar el orden de suceder j la cuantía de los derechos suceeo 
ríos, para todos los efectos que de ello puedan derivarse dentru 
de los limites de su jurisdicción. 

Siendo territorial el derecho de imperio que corresponde (i 
cada soberanía, segúo antes hemoe dicho (1), debe considerarse 
tapabiéa terrítoríal la fuerza imperativa de los preceptos por la 
misma proclamados,' para todos ios efectos que de la misma pue- 
den derivarse respecto de los inmuebles que coustitujen el terrí- 
torío. Nuestro legislador ba reconocido esto eu la regla sancio- 
nada eti el art. 7.°, y por consiguiente, 110 podía conceder en el 
articulo 8° al Magistrado italiano la facultad de a^udicar de- 
rechos reales y efectivos sobre los inmuebles que estén bajo el 
imperio de soberauías extranjeras, desconociendo la autonomía 
y la independencia de las mismas. Mucho menos, pues, podía 
nuestro legislador decretar que todos los inmuebles, en cualquier 
país en que estuviesen situados, se repartiesen y dividieseo entre 
. los herederos del de cujas, segúu la regla por él establecida. 
Esto conducirla á desconocer el dominium eminena de las sobera- 
nías extranjeras sobre los inmuebles existentes en el territorio. 
En general, es preciso admitir que los derechos que pueden 
adjudicarse & cualquier persona sobre los bienes inmuebles, 
siempre que tales derechos se consideren en su objetividad, es 
d^ir, como derechos reales inmobiliarios, han de considerarse so- 
metidos & la lex rei tüae, en el sentido de que su adquisición comu 
tales, debe estar sujeta á la ley territorial (S). Oon arreglo á 
dicha ley se debe ante todo establecer la condición jurídica de 
la cosa, en cuauto pueda ser objeto de un determinado derecho, 
y además, lo concerniente al fondo del derecho mismo, como ob. 

¡1) Véase el núm. 1.310. 

(2) Comp. Tribunal de Venecia, 12 de Febrero de 1896 (Foro ital, 
Itlil.-., pág. l.OU). 
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jetiro ó real; lo qae debe decirse principalmente del derecho á la 
))08eBÍón, del derecho á la propiedad y de todo aquel que se fun- 
gia sobre el dominio. 

Estos mismos principios deben valer tambiéa para los dere- 
-chos hereditarios, los cuales en tanto puedeo considerarse some- 
-tidos al estatuto personal, en cuanto la herencia, considerada en 
-su UDÍTersalidad j como la continuación de la personalidad mis- 
ina del de cujus, está (como un todo idealmente indiviso) en re~ 
laciÓD con la ley á la cnal se encaentra sometida la persona de 
•cuya herencia se trata. Pero los mismos derechos hereditarios, 
considerados en su objetividad, es decir, como derechos reales in- 
mobiliarios, deben estar sometidos á la lex rei aitae. Por consi- 
guiente, la adquisición de los derechos sobre los inmuebles here- 
ditarios, calificados como de naturaleza real y efectiva respecto de 
los inmuebles mismos, no puede fundarse sobre la ley extranjera, 
-sin que obste que esta disponga lo contrario de lo que la ley te- 
rritorial dispone acerca de la adquisición de los derechos por 
titulo de sucesión. 

Ante todo ello, ¿cómo podría justíñcarse el derecho & la 
compensación? Esta no puede admitirse con arreglo á los prin- 
cipios generales, y además, debe considerarse expresamente ex- 
-cluida del sistema adoptado por la legislación italiana. 

1*810. Según los principios generales, el qae es acreedor 
-de una determinada cantidad, y al propio tiempo deudor de la 
misma persona, puede efectuar la compensación, hasta la con- 
currencia de la cantidad correspondiente á la que tiene derecho 
ü recibir. 

Para poder, pues, admitir la compensación en nuestro caso, 
seria necesario suponer que el heredero, & tenor de la ley italia- 
na, hubiese adquirido un derecho real y efectivo sobre todos los 
"bienes que constituyen la herencia, comprendiendo los inmuebles 
.existentes en países extranjeros. 

Pero para admitir esto sería indispensable aceptar como 
-cierto que el legislador, no sólo había concedido al Magistrado 
italiano la facultad de declarar la cuantía del derecho sucesorio, 
3 de determinar, como obligada secuela, el importe de la parte 
correspondiente á cada heredero, para todos los efectos que de 
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«Uo padieran deríTarse dentro de loe límites de la jurisdiccidD 
del Magistrado expresado, sino que había podido también conce- 
der al mismo la facultad de adjudicar dereclioB reales y efecti- 
vos sobre los bienes situados fuera de la propia jurisdicción, re- 
galando la adquisición de estos derechos conforme á la voluntad 
del legislador italiano, aunque fuese diversa j contraríe la Itr 
rei sitae. 

Se comprende que estas suposiciones no son admisibles, j 
qne no siéndolo, uo poede sostenerse un derecho de crédito fun- 
dado en la ley italiana para obtener la parte hereditaria de lo» 
bienes situados en país extranjero, en el que prevalezca la regla 
tot haereditatea quot ten-iloria. Faltando todo esto, falta por com- 
pleto el supuesto, que es el extremo indispensable para poder 
efectuar la compensación. Nosotros, pues, concluimos que la 
compensación no puede admitirse según los principios genérale» 
del Derecho. 

Los artículos citados por Fusinato no tienen ' aplicación eo 
este caso, porque se refieren ¿ la dívisióo de los bienes adquiridos 
en virtud del derecho sucesorio y situados dentro de la jurisdic- 
ción del Uagistrado que debe proceder & la división. Es natural 
que cada coheredero, una vez que baya adquirido el derecho & la 
cuota hereditaria y alcanzado también el derecho de reclamar 
la parte de los bienes muebles é inmuebles de la herencia que le 
correspondan y estén existentes en el territorio del Estado, 
poeda pedir la división y que el Magistrado deba, por razone» 
do interés público, decretar la compensación, para no desmem- 
brar los fundos y dañar su cultivo. La admisióa del mismo con- 
cepto respecto del patrimonio situado en territorio de diverso» 
Estados, exigiria torcer el alcance y sentido del art. 6.", dándole 
honores y autoridad de ley internacional. 

LUSO. La compeusacióti, además, debe considerarse ab- 
solutamente excluida, aun en la hipótesis de que se tratase de 
una sucesión italiana, cuando la hereucia se encuentre en paí- 
ses diversos, puesto que en los precedentes legislativos no se 
encuentra en absoluto ninguna razón para sostenerla. 

Cuando se discutió el proyecto del actual Código civil, la 
Comisión del Senado, para favorecer los intereses de los nacio- 
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oalea, había pi'opnaeto el^ artículo 742, que decia ast: cEn et 
-> caao de ode eucesióu deferida í ciudadanos y extranjeroB y 
:> compuesta de bienes situados en el Eeino y fuera' de él, los he- 
> rederos cindadanos tendrán derecho á descontar sobre los bi»- 
f nes existentes en el Reino una porción igual ea valor á los bie- 
• nes 8Ítua.doB enpals extranjero, de los cuales fuesen excluidos 

9 los ciudadanos, por cualquier tUulo, en todo ó en parte*. 

La Comisión legislativa no aceptó este articulo, porque, 
-dijo, la disposición propuesta en el proyecto del Senado sería 
una verdadera represalia, contraria á los principios liberales en 
los cuales debía estar informado el nuevo Código. El artlca- 

10 742 íué, pues, suprimido (1). Con esto el derecho á la com- 
(Mnsación aceptado en el sistema del Código francés con la Ley 
-de 1819 debe considerarse, no sólo excluido del sistema italia- 
no, sino que habiéndose de propósito disentido y suprimido el 
Artículo qne lo proponía, la supresión tiene, de un modo inda- 
-dable, importancia decisiva para demostrar dos cosas: 

, 1." Que habiendo examinado la Comisión legislativa el caso 
■en que los herederos nacionalee pudiesen tener sobre los bienes 
-sitaados en yaia extranjero una porción menor que la que les 
■concede el Código italiano, vino á reconocer de este modo que 
los herederos italianos no podían pretender sobre los bienes he- 
reditarios existentes en el extranjero una parte igual á la que 
Jes concede su Código civil. Esto equivalía & admitir indirecta- 
mente que basta que el ejemplo dado por el legislador italiano 
no fuese seguido por los legisladores extranjeros, de modo que 
se estableciese un Berecho uniforme acerca de la ley que de- 
biera regir la sucesión, podía ser un hecbo, como lo es, la di- 
■versidad de normas legislativas, que arranca de la autonomía y 
■de la independencia de las soberanías, admitiendo unas el con- 
-cepto del legislador italiano, es decir, el de la unidad de la he- 
rencia, sin distinción de territorios, y afirmando otras el con- 
«epto bien diverso tot haereditatea jwoí terrüoria. 

3." Que habiendo rechazado la Comisión legislativa el de- 



(1) Véase informe 28 de la Comisión de coordinación, sesión áe 
11 de Mayo de 18fi5, niím. 10. 
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recho á qne, sobre los bienes existentes en el Reino, se hiciera 
una compensación de lo qne los herederos italianos perdían an 
Tftlor sobre los bienes situados en país extranjero, respecto d9 
los cuales la Comisión no podfa impedir qne la le; extranjera 
regulase la medida del derecho sucesorio, vino á reconocer cla- 
ramente de este modo que el legislador italiano no podía adju- 
dicar derechos hereditarios reales j efectiros sobre los bienes- 
situados en país extranjero, para legitimar después el consi- 
guiente derecho ¿la compensación. EzcIuyfS, de esta suerte, el 
derecho á la compensación, porque faltaba base para estable- 
cerla. Si la Comisión legislativa hubiera entendido que en Tir~ 
tnd del principio sancionado en el artículo 8.", el heredero ita- 
liano, fundándose en la le; italiana, podia inrocar derechos rea- 
les j efectivos sobre los bienes inmuebles existentes en el ex- 
tranjero, no hubiera sido lógico al suprimir el artículo propuesto' 
por la Comisión del Senado. Se suprimió el articulo porque" 
faltaba por completo base para legitimar la compensación,; bl- 
taba toda base, porque, repetímos, no pudíendo el legislador 
italiano elevarse á la alta dignidad de legislador del mundo, no- 
podía decretar que los bienes, en cualquier psís en que estn- 
viesen situados, debieran adjudicarse conforme & la regla por él 
establecida, ni que refiriéndose á toda la herencia, de cualquie- 
ra naturaleza que fuesen los bienes ; cualquiera que fuese et 
pats en que estuviesen situados, el heredero pudiese invocar ui> 
derecho real ; efectivo fundado en la le; italiana, aunque fuese- 
contraria ; diversa la le; territorial. 

Solamente en la hipótesis de que el ejemplo dado por el le- 
gislador italiano fuese seguido por los demás países ; se estable- 
ciese un derecho uniforme acerca de la le; reguladora de la su- 
cesión, podrian invocarse por analogía las reglas sancionadas- 
para la división de los bienes hereditarios existentes en el terri- 
torio del Estado, para tos cuales puede admitirse la compensa- 
ción en la formación ; adjudicación de las cuotas. 

¿Se dirá, por eso, que no pudiendo el Magistrado italiau» 
decretar la compensación, la aplicación del art. 8." debe consi- 
dorarse como una declaración doctrinal? Nosotros hemos recha- 
zado ;a este concepto, ; repetimos, que aunque el Magistrado- 
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itali&DO Bo pned& impedir ni deBconocer la ley extranjera, fun- 
dada en el canon quot territoria tot haeredUates, sin embargo, 
siempre que esté investido de jurisdicción para decidir litigios 
relativos al orden de suceder ; á la cuantía de los derechos suce- 
sorios, debe hacerlo ateniéndose á la regla establecida por nues- 
tro legislador, considerando la herencia como una universitas ju- 
m 7 'Sometida á una sola ley, con el údíco ín de deducir todas 
las consecuencias que de ello puedan derivarse en el terirtodo 
italiano. 

1i*39fl> Habiendo explicado de este modo la disposición 
sancionada por el legislador italiano, por ^o que afecta ¿ la ley 
que rige la sucesión, y habiendo expuesto cómo en virtud de lo 
que aquél estableció, la herencia, cualquiera que sea la natura- 
leza de los bienes que la constituyen, y sin distinguir los países 
en los que aquéllos se encuentreo , debe estar sometida á la ley 
nacional de la persona de cuyo patrimonio se trate, veamos aho- 
ra cómo y en qaé casos la regla general sancionada en principio 
puede ser limitada. 

La excepción acerca de la autoridad de las leyes extranjeras 
está sancionada en el art. 13 de las disposiciones generales, qne 
dice asi: 

<No obstante las disposiciones de los artículos precedentes, 
en ningún caso las leyes, los actos y las sentencias de un país 
extrapjero, y las disposiciones y las convenciones privadas, po- 
ilrán dejar sin efecto las leyes prohibitivas del Reino que se re- 
fieran & las personas, los bienes ó los actos, ni las leyes que de 
cnalquier modo afecten al orden público y á las buenas costum- 
bres» (a). 

. El legislador italiano, después de haber establecido en los 
arts. 6." al 10 las reglas acerca de la autoridad de las leyes con- 
cernientes di estado y caparadad de las personas, relaciones de 
famiUa, sucesiones legitimas y testamentarias, sustancia y efectos 
de las donaciones y obligaciones, y además los principios acerca 



(a) Ya hemos dicho por nota al párrafo 1.3Ü8 que el Código civil 
español contiene un precepto análogo en el apartado último del ar- 
tícnlo II. 
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de la autoridad de las Bentencias extranjeras, saaciona, por cod- 
siguiente, de an modo general una regla lÍmÍtat¡Ta. 

Se refiere ésta & todos los artículos, y, naturalmente, com- 
prende también el art. 8.**, del cual debemos particalarmente 
tratar. 

En rigor, auoque la excepción está establecida de un modo 
general, nosotros debiéramos limitarnOB á esaminarla, eo bu co- 
nexión con el asunto de que tratamos, y í ilustrarla especialmen- 
te en relación con el art. 8." 

l.SSV* Sin embargo, hemos creído útil apartarnos del ri- 
gor del método cientiñco y explicar el significado de la regla de 
un modo general, en relación también con los dem&s arUculos; 
y lo hemos hecho de propósito para aclarar las ideas ja ex- 
puestas en la parte general, y para completar el desarrollo df 
todo el sistema de Derecho internacional privado, tal como está 
adoptado por la legislación italiana. Perdónesenos, puea, si cou 
el intento de exponer mejor nuestra opinión sobre este asunto, 
nos hacemos más largos y difusos de lo que el rigor del método 
permitirla. 

l.asa. Antes de exponer cómo el legislador italiano ha de- 
terminado la regla que limita la autoridad de las leyes extranje- 
ras, debemos advertir que en et terreno de la doctrina todos es- 
tán de acuerdo en admitir que, aun cuando no puede negarse Ih 
autoridad de la ley extranjera como norma reguladora de unn 
relación jurídica dada, es preciso también aceptar que en ciertos 
casos esa autoridad debe limitarse. E! mismo Savigny, que 8o§- 
tiene el concepto de una especie de comunidad jurídica, fundad» 
en el principio de la autoridad universal de toda ley, á cayo im- 
perio debe considerarse sometida cualquier relación jurídica^ ad- 
mite, sin embargo, como justa limitación del mismo principio, la 
del respeto absoluto debido al Derecho territorial, al cual, en 
ciertos casos, debe el Juez atenerse. He aquí cómo se exprest 
el eminente jurisconsulto: 

lEste principio (el fundado sobre la comunidad jurídica) sn- 
fro una restricción, porque hay muchas leyes cuya naturaleza es- 
pecial no admite esta iadependencia de la comunidad jurídica 
entre diferentes Estados. En presencia de estas leyes, el Jaez 
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debe aplicar ezclusivameiite el Derecho nacional, aun cuando 
auestro principio hubiese justificado la aplicación del Derecho 
extranjero. De esto se deduce una serie de excepciones muy im- 
portantes, cuya determinación rigurosa constituye quizá. la par- 
te más díncil del probleiúa que tenemos que resolver* (I). 

Sarigny, pues, viene á decir que aun cuando, según los prin- 
cipios que deben determinar la autoridad extraterritorial de las 
leyes, pueda estar justificada la aplicación del Derecho extran- 
jero, es preciso reconocer, sin embargo, que respecto de ciertas 
leyes, cuya autoridad extraterritorial en oposición al Derecho te- 
rritorial no puede admitirse, el Juez debe estar obligado á apli- 
car la ley del propio pafs, dejando aparte la ley extranjera. 

Hace notar también que la mayor dificultad de toda la teo- 
ría que se refiere & la autoridad territorial y extraterritorial de 
las leyes, consiste en determinar la fijeza el limite de la ex- 
cepción. De este modo, el eminente jurisconsulto, que había 
comprendido exactamente lo vasto del problema, y que había sa- 
bido indicar el verdadero principio para suprimir en general los 
conñictos entre el Derecho local y el Derecho extranjero, no di- 
simuló la dificultad que proviene de la inevitable excepción y de 
la determinación de los límites de la misma. 

La ciencia moderna ha tratado de precisar los limites de la 
excepción, pero no ha llegado, en verdad, & establecerlos con cri- 
terio uniforme. Todos los jurisconsultos contemporáneos admiten 
de común acuerdo que, en ciertos casos, el Derecho local debe 
tener autoridad absoluta, de modo que excluya el Derecho ex- 
tranjero, aun cuando pueda justificarse la autoridad del mismo 
respecto de una relación dada; pero cuando después se ha'tra- 
tado de determinar los limites de la excepción, muchos han di- 
vagado, pero poniendo reglas determinadas con poca exactitud. 
Han llegado á indicar muchos casos, en los cuales el predomi- 
nio de la autoridad del Derecho local sobre la del Derecho ex- 
trai^ero parece más clara, más manifiesta, más incontestable; 
pero no han llegado á establecer un principio sintético y general 

(11 Savigny, SUlema del Dereclto romano, vol. Vni. § 349, pág. 35, 
en las traducciones italiaua y francesa; 33 del original alemán. 
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«Xae pudiese despejar las dados j completar de este modo toda 
la teoría acerca de [a autoridad territorial j de la aatoridad ex- 
traterritorial de lae leyes. 

LBCA. La granmayorfaba admitido eo principio, que al 
do'ecbo del indiriduo á poder pedir doade quiera la aplicado» 
de las leyes de las cuales se deriran sus derechos prirados 7 d> 
riles, en sus relaciones con los demás iadividuos, con la famílii 
y con el patrimonio, debe ser respetado en todaa partes; pen 
<]ue es preciso, sin embiu-go, dejar á saWo el derecho qae iadn- 
bitablamente pertenece á cada soberanía territorial de protegO' 
la vidajurldica del Estado. Conciliaodo, pues, estas dos exigen- 
lúas, han deducido que la doctrina de la personalidad de la ley, 
sobre la cual se funda la autoridad de la misma eo los países 
extranjeros, debe sufrir una justa restricción, motiTadü por lu 
imperiosas exigencias políticas y sociales, que recIamaD el res- 
peto abaoluto 6, todas las leyes que tienden á proteger, conser- 
var y defender la rida jurídica de cada Estado, cuya autoridad 
uo puede ser mermada por la voluntad y el interés individual». 

Cuando se ha tratado de señalar estas leyes, cuyo respeto 
absoluto puede reclamar cada soberanía, y que por au naturale- 
za deben tenerse por un límite insuperable de la libertad indivi- 
dual, los jurisconsultos contemporáneos las han desiguado gene- 
ralmente con la expresión «disposiciones de orden pábUco>, que- 
riendo con esta fórmula comprender todas las reglas que el legis- 
lador proclama con autoridad imperativa y que deben gozar de 
übsoluta inmunidad contra cualquier atentado de la libertad in- 
ilividual. Considerando, pues, que todo Estado puede ext^rd 
respeto absoluto á las disposiciones de orden páblicoi-no sola- 
mente en sus relaciones interiores, sino también en el desenvol- 
vimiento de su vida internacional, han concluido que cada sobe- 
ranía puede exigir directamente el respeto á dichas disposiciones 
Du el propio territorio, de manera que excluya toda iaflaencía 
por parte de soberanías extranjeras, que pudiesen obrar en sen- 
tido contrario. 

Los jurisconsultos, sin embargo, ban tropezado con algunas 
(Uñcultades, por las siguientes consideraciones: 

Todos de común acuerdo bau reconocido que deben calificar- 
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86 como leyes' de orden público las qae tienden á amparar un 
derecho ó un interés público. Han advertido, sin embargo, que 
hay algunas que tienen el carácter de leyes de orden público, pero 
que son obligatorias solamente para los ciudadanos, y que no 
paeden considerarBe obligatorias para los extranjeros, por el mo- 
tÍTO de que no les afectan. 

Se baa señalado como tales las que determinan la edad para 
contraer matrimonio; las que establecen ciertos limites & la ca- 
pacidad en general, por ejemplo, la disposición que sujeta la 
mujer á la autorización marital; ciertas leyes que regulan las re- 
laciones de íamilia, entre ellas, el ejercicio de la patria potestad , 
y otras, las cuales no paeden gozar de autoridad absoluta reS' 
pecto de los extranjeros, porque su condición y su capacidad de- 
ben regirse por su ley nacional, á la cual toca proveer en lo rola- 
tÍTO & la organización de la familia. 

Manteniendo con firmeza el principio de qae tas lejes de or- 
den público deben ser obligatorias, los jurisconsultos ban debido 
reconocer que algunas han de ser obligatorias sólo para los ciu- 
dadanos, j otraa aplicables á los ciudadanos y & los extranjeros. . 
Siendo, pues, indispensable precisar las unas y las otras para 
determinar exactamente el principio de la limitación, los jurís" 
consultos las han dividido en dos categorías, con los nombres de 
lejea de. orden páblico interior jhj&% de orden público interna- 
cional (1). Aiganoa han preteTido \& expreaiéa de orden público 
universal (3). Otros h&a dicho orden público aisolufo, orden pú- 
blico relatívo, como proponía Lainé. Muchos han sostenido que 
cuando se presentase el caso de aplicar una ley extranjera en el 
territorio de un Estado, la aplicación de la misma debía sufrir 
una restricción siempre que conculcase un interés ó un principio 
(le orden superior, es decir, una disposición de orden público in- 
ternacional. Se ha llegado de este modo & indicar como regla de 
la restricción de la autoridad extraterritorial de las leyes el res- 
peto absoluto debido á las disposiciones de orden público inter- 
nacional. 



(1) Brocher, Droil iut. privé, introduction genérale, niim 
Í2) Olivi, Revue de Droit itU., 1886, pág. 67. 
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El estudio de los jurisconsultos en los últimos tiempos, por 
lo qae se observa, se ha concentrado en la ínTestif^aciÓQ j dete- 
minadón de las reglas de orden público internacional, y mucboi 
y muy concienzudos trabajos se han publicado, sobre todo en los 
últimos años del siglo que acaba de terminar, con el propósito 
de precisar la restricción de las reglas generales, en laa cnaleiie 
- ba basado la autoridad extraterritorial de las leyes, fundándose 
en el concepto del respeto debido al orden público intemacin- 
oal (1). 

l^eib. El concepto del orden públicono es por sí misntD 
tan determinado, claro y preciso, que pueda ofrecer una regli 
segura para fijar exactamente la autoridad absoluta de dertt; 
leyes, las cuales no sea lícito & los particulares contradedr. Los 
jurisconsultos romanos hablan establecido que loe particulaTes 
no podían hacer pactos violando las leyes y los principios de ot- 
den público y las buenas costambres. Pacta quae contra Itga 
constüuiionesgue vel contra bonos tnores fiunt nuÜam vim haberf 
indubitati Juris est, (2). Esta regla ha sido reproducida, después 
por los Códigos modernos y está consf^rada en el articulo 6,* 
del Código civil francés (a). Sin embargo, no es siempre f&cíl de- 



(1) Boiaaarie, De la notioii de lordre publíc en Droit iaternaiional pn. 
vé. Bu forme» dii lalamait, París, 1888; Pillet, L'ordre publíc en Dr. vil. 
pñv., Grenoble, 1890; Bustamante, El orden público ijtternacionai, H> 
baña, 1893i Surville, Dii rók de la volante en Dr. int. priv. ilatu les qtva 
tioiu qui toulive le coatral de mariage. Paría, 1888, y Court áléTn^ntaif 
dtt Dr. int. privé, par Surville et Arthiiys, 3.» ed., pág. 38; Montier, i>s 
eonflict det loh itrang. avec les hit dordre puhlic fran^aüe» (Th. ISSl: 
Despagnet, L'ordre public en. Dr. int. privé (Joiim. de Dr. int. priri, 
1889, pág. 5 y eig. y 207 y sig.); Weies, Dr. int. privé, t. 3. /ie» confiidt 
del hit, Ratriction basée »ar lordre piiblic int.; Torres Campos, Ettadiet 
deDr.iiU.priv.,ñ&. 1891; Fedozzi, Qaeíques contidératton* sur Titile df-r- 
dre public int. en el Joarn. de Dr. int. privé, pág. 59 y sig., y *95 y >i- 
gnientea; Latirent, Dr. dv. int., tft. II, niim. 188 y sig., t. VIH, núme- 
ro 98 y B!g.; Bartiu, Let dítpoíition» d'ordre public en la Revue de Dr. 
int, 1897, pág. ;i86; Mitone, Le leggi proibilive neU arlCcolo 12 del n'íoíi- 
prdiminare al Códice civile en la revista II Filangieri, año 1899; Ro 
lin (Alberic), Principes de Dr. int.privé,t. I, tít- IV, DeTordrepablie. 

(2) L. 6, Cod. depactía, II, 3. 

(a) El art. 4.° del Código civil español desarrolla ^te principio 
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cidir ai una disposición debe ó no reputarse comprendida entre 
lasde orden público, jf todavía es más diílúl decidir si nna ley ó 
precepto determinados deben reputarse de orden público inter- 
nacional. 

¿Cuál es, en efecto, U nota característica para reconocer el 
carácter de orden público íatemacional en una ley determinada? 

WeisB, que se fanda en la indicada distinción para establecer 
laB reglas acerca de la restricción, dice que toca al juez decidir, 
teniendo en cumta loa moÜTOB j fines de la ley, si ana determi- 
nada disposición debe considerarse da orden público interior 6 
de orden público internacional (1). 

Fedozzi, que también ha estudiado este asunto, proponiéndo- 
se determinar cuándo una regla legislativa debe reputarse con- 
traria al orden público internacional det Estado, en el cual se 
quiere hacer valer, dice que no puede darse á esta cuestión nna 
solución rigurosamente exacta, y refiriéndose á la teoría de Bar, 
observa que si el interés social es el qoe en el conñicto de las 
leyes sirve para determinar si alguna de ellas es ó no aplicable, 
debe ser el mbmo interés social el que sugierra la r^la para 
decidir si una ley extranjera, contraria en su principio al orden 
público de nuestro pais, puede ó no puede ser aplicable en sus 
consecuencias; y añade que deben aceptarse ó rechazarse las 
desarrollos de una ley extranjera contraria al orden público. 
Otros, como Bluntschli (3), han sostenido que debe considerarse 
absoluto el imperio de aquellas leyes de naturaleza de tal modo 
obligatoria y coercitiva, que no es posible sustraerse á sus man- 
datos; y Oppenheim (3), cree que estas son todas las leyes que en 
forma imperativa y prohibitiva tienen el carácter de lex eogens. 

en los siguientes términos: «Son nalos loa actos ejecntadoa contra 
lo dispuesto en la ley, aalvo los casos en que la misma ordene su 
validez. 

Los derechos concedidos por las leyea son renunciables, i no ser 
esta renancia contra el interés ó el orden público, 6 en perjuicio 
de tercero >. 

(1) WeisB, loe. cit-, pág. 93. 

(2) Deut»chei Privatrechi, § 12, núm. VII. 

(3) Sytlem de» ViilkerrechU, cap. XIV, § 3 al principio; cap. XV, § ít, 
al principio; 
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Bar expresa la regla acerca de la limitación de la le; ex- 
tranjera de la manera siguiente: tLa aplicación de laa leje» 

* extranjeras queda excluida si de ella se dedujere como ooIU^ 

> cuencia, realizar en el territorio del Estado relaciones jorif - 

> cas, ú obligar & actos 6 & prestaciones, que según la legJsladdB 

* del Estado no podrían ser tolerados ú obligatoriamente im- 

* puestoBi (1). Esta fórmula del eminente jurisconsulto no ex- 
presa, sin embargo, un concepto claro y preciso, como observad 
mismo Rolin, y deja abierto'el campo al poder ilimitado del Jaa 

fl.8SS. Sin detenemos á exponer todas las opiniones de 
los eminentes Jurísconsultos que tan sabiamente han discurrido 
sobre este asunto, completamos la opinión expuesta por noH 
otros, primero en el volumen publicado en 1866 (8) y deapnéf 
en la primera edición de la presente obra (3), en la notaáU 
sentencia del Tribunal de Milán (4) j antes en la parte gene- 
ral (6). A nosotros nos parece que la cuestión de la aplicaciós 
de la ley está estrechamente ligada con la de la autoridad de li 
misma, que es primordial j prejudicial, j que los principios hi 
los cuales debemos fundamos para determinar la expansión 
extraterritorial 7 la autoridad territorial de las leyes, deben te 
1er también para determinar en ciertos casos la limitación, con- 
.siderando la regla y la excepción como partes integrantes del 
mismo conjunto. 

Todo el sistema de la autoridad de las leyes debe organi- 
zarse, ¿ nuestro modo de ver, fundándolo en el principio de 1* 
competencia legislatira; y el problema de la competencia legis 
lativa debe resolverse teniendo en cuenta la función y el pods 



(1) Bar cit. por Rolin (AlberiCrt Principa dii Dioit int. privé, tonxol. 
pág. 308, núm. 146. 

(2) Amoto Diritto intem. pubblico, Milán, 1865, pág. 129 y signien 
tes. I>a parte que se refiere al argumento está reprodncida como 
apéndice en esta obra, vol. II, pág. 558. 

(3) Diritto iatern. priv., 1869, Florencia, Le Monnier, cap. IT, De 
loa preliminares, núms. 22, 28. 

(4) Nota á la sentencia del Tribunal de apelación de Hilin de 
13 de Octubre de 1891, en el Foro il., a&o 1892, nAm. 3, pág. 659. 

(&) Véase vol. I, cap. VII. 
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legisIstÍTO en sus reljaciones con las personas y con el territo- 
rio, con el ÍDdividuo j con la colectÍTidad. Determinado exac- 
tamente el justo principio de la competencia legistativa, se llegK 
de esta suerte á establecer con toda exactitud el campo de la 
autoridad de cada lej, y ae consigue también fijar el límite de 
la esfera jurídica, dentro de la cual en las relaciones ictemacio- 
nales, puede admitirse la fuerza imperativa de la misma ley. 

La competencia legÍBlativa, considerada en el desenvolvi- 
miento de la función y del poder legislatÍTo en relación con las 
personas, ya tomadas separadamente, ya en sus vEdcuIos de fa~ 
milia, se basa en la sumisión voluntaria, que se determina prin- 
cipalmente por pertenecer aquéllas al Estado como ciudadanos 
del mismo; y debe, por consiguiente, corresponder tal competen- 
cia al soberano del Estado, del cual el ¡odiTiduo forma parte, 
admitiendo que la ley hecha por el mismo debe ten» autoridad 
respecto de los ciudadanos, donde quiera que éstos se encuen- 
tren, por el hecho de su sumisión permanente al poder soberano, 
4]ue se deriva de la ciudadanía. 

La competencia legislativa en sus relaciones con el territo- 
rio, no puede pertenecer sino i la soberanía territorial. En 
efecto, el territorio, considerado como uDa univeraitaa, es la 
base material de la soberaiifa. Esta, en virtud del Imperio que 
ejerce sobre el mismo, no sólo puede mantener su posesión ju- 
rídica exclusiva y defenderla en frente de las demás soberanías, 
sino que debe ser considerada como la única competente para 
regir con bus leyes los inmuebles, eu cuanto éstos reunidos 
constituyen el territorio mismo. 

La competencia legislativH en sus relaciones con la colecti- 
TÍdad debe corresponder también exclusivamente al soberano 
del Estado; puesto que sólo á éste toca mantener y defender la 
colectividad misma, conservando ante todo las bases de su or- 
ganismo, y amparando además los intereses colectivos, cual- 
quiera que sea la forma en que se presente la necesidad ó la 
utilidad de conservarlos ó defenderlos. 

Sentado esto, nos parece evidente que el problema de la au- 
toridad de la ley puede resolverse de modo general, con el pro- 
pósito de fijar en principio & cu&I debe someterse cada reía- 



i tv Google 



96 



LIBBO V — CAPÍTDLO II 



ción juridica en caso ie concurrencia de leyea no uniformeB. 
Pero cuando se dé el caso de aplicar una ley extranjera á la 
relación jurídica sometida á bu autoridad 6 de tener en cuenta 
en el propio país, las conaecuenciaB Jurídicas de la apIicaciÓ& 
que de ella ae hubiese hecho en el extranjero, puede suceder que 
enfrente de la ley extranjera, que según los principios generales 
' debiera apHcarse, se encuentre la ley territorial, cuya aplicación, 
en virtud de los mismos principios relativos á la competencia 
legislativa, quizá esté justificada. Puede también suceder que 
habiéndose hecho en el país extranjero la aplicación de la ley, & 
la cual debe considerarse sometida la relaeión que se discute, y 
queriéndose deducir consecuencias jurídicaB de la aplicación he- 
cha ó mantenerlos efectos quede ella puedan derivarse en el su- 
cesivo desarrollo de la relación misn^a en nuestro pafs, se encuen- 
tre enfrente de aquella ley la dictada por la soberanía territorial, 
en virtud de su competencia legislativa; y que debiendo tenerse 
en cuenta la regla por aquélla sancionada, esté prohibido llevar & 
cabo aquel hecho ó aquel efecto jurídico. En esta hipótesis sur- 
ge la verdadera concurrencia de dos leyes que pueden igualmen- 
te regular estas relaciones, y cuya aplicación puede eBtar justi- 
ficada en virtud de los mismos principios. Esta forma especial 
de concurrencia no puede evitarse, sino teniendo presente e) 
principio fundamental de la competencia legislativa de las dos 
soberanías, y manteniendo firme la autoridad de la ley emanada 
de la soberanía que puede reclamar que se reconozca de modo 
preferente su propia competencia, y que puede exigir, por con- 
siguiente, que sea reconocida como absoluta la fuerza imperati- 
va de la ley propia. 

l*OSV. Planteado de este modo el problema, no puede 
ser el fin de la ley el que determine la limitación y la excepción, 
ni el carácter de la misma, es decir, que sea prohibitiva ó facul- 
tativa; sino que es preciso atenerse, sobre todo, al principio so- 
bre el que debe fundarse el concepto del predominio de la com- 
petencia legislativa. Siempre, pues, que se verifique la concu- 
rrencia de dos leyes emanadas de dos soberanías, á las que en 
virtud de justos principios pueda atribuirse competencia legis- 
lativa, todo debe reducirse, & nuestro modo de ver, á establecer, 
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con arreglo á tales principios, la qae merece el concepto de pre- 
dominante. 

Creemos que estos principios pueden darnos la norma para 
determinarla. Puesto que todos estamos de acuerdo en recono- 
cer que los derechos que se refieren & la condición de las perso- 
iias 7 á las relaciones de familia, y los que se fundan en las rela- 
ciones privadas, deben estar sometidos al estatuto personal (que 
á nuestro juicio debe determinarse por la ciudadanía), nos pa- 
rece evidente que la competencia legislativa, predominante Mi 
cuanto & todo esto, debe utnbuirse á la soberanfa del Estado 
al cual la persona pertenece como ciudadano. De aquí se dedu- 
ce que todas las leyes emanadas de dicba soberanía para regu- 
lar las relaciones antes indicadas, deben tener autoridad impe- 
rativa sobre dichas personas, é imperio absoluto, en el sentido 
de que ninguna ley emanada de soberanía extranjera pueda de- 
rogarlas, es decir, que ninguna otra ley pueda qnitar 6 descono- 
cer la autoridad de la ley que constituye el estatuto personal. 
No importa que la disposición legislativa sea de orden público 
interior ó de orden público internacional; que sea facultativa ó 
prohibitiva. Admitido en principio que las leyes que se refieren 
á la condición civil de las personas deben aplicarse á los ciuda- 
danos, asi como también las que regulan las relaciones persona- 
les y las de familia; y aceptado que estas leyes deben aplicarse 
con preferencia, porque las expresadas relaciones deben estar 
sujetas por doquiera y de modo permanente á la competencia 
del legislador nacional, es evidente que las disposiciooea refe- 
rentes á las relaciones personales sancionadas por el legislador 
de cada Estado, incluso las de carácter prohibitivo, no deben 
en general aplicarse sino respecto de los ciudadanos, puesto que 
estos son los que están sometidos de modo absoluto y perma- 
nente al imperio del legislador; y no pueden obligar á los ex- 
tranjeros sino en casos excepcionales, es decir, cuando e! legis- 
lador por una disposición expresa las haya declarado obligato- 
rias también para los mismos. 

1.8!VS* Para esclarecer mejor este asunto con ejemplos, 
advirtamos que la disposición del art. 148 del Código civil ita- 
liano, que ciertamente es prohibitiva, tel matrimonio no se disuel- 

DSBECBO INT. MIV.— Tr.VO V. 1 
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ee íMífs que por la muerte de uno de los cónyuges», como se refiere 
í las relaciones de familia, aunque prohibitiva, no se aplica 
Bino respecto de los ciudadanos italianos, puesto que sólo en 
cuanto é. éstos puede la soberaiiln. italiana atribuirse la compe- 
teocta legislativa absoluta y predominante. 

Si un italiano, pues, hubiese contraído matrimonio en Amé- 
rica, y allí, por razón de considerarse el divorcio como una 
cuestión de policía que tiende á proteger el derecho del cónyuge 
inocente contra la mujer adúltera, se hubiese aplicado esta ley 
como de carácter penal y se hubiese pronunciado el divorcio, 
aunque no podría negarse la competencia legislativa de la sobe- 
ranía extranjera para promulgar leyes de policía y aplicarlas á 
los extranjeros que habiten en el territorio; sin embargo, si el 
italiano quisiera invocar dicha ley y hacer valer en Italia so 
nueva condición civil en virtud de la disolución del matrimonio> 
llegado el momento de la concurrencia de las dos leyes no po- 
dría considerarse disuelto el matrimonio, porque la competencia 
legislativa predominante respecto de las relaciones de familia 
debe corresponder al soberano nacional, y no podría negarse la 
autoridad imperativa de las disposiciones por él sancionadas, di 
derogarlas, fundándose en la potestad de leyes extranjeras (1). 

Por el contrario, si un francés, fundándose en su Ley de 27 
de Julio de 1884, que restableció el divorcio, pidiese la decla- 
ración de éste á su favor por adulterio de su mujer, conforme 
á lo que dispone el art. 229 del Código civil francés, no podria 
negársele este derecho, apoyándose en la disposición prohibitÍTa 
del art. 148, porque este artículo no se refiere á los extranjeros, 
y no sería sostenible que el francés, divorciándose, derogábala 
disposición del art. 148. No la derogaría por la sencilla razón 
de que aquella disposición prohibitiva no se refiere á la familia 
francesa, y en la concurrencia de las dos leyes, la de la sobera- 
nía italiana y la de la francesa, el ciudadano francés puede re - 
clamar que se reconozca la autoridad preferente de la ley de su 



(1) KepetJmos la declaración hecha anteriormente; esto es, qae 
faltando al rigor del método, tratamos de propósito la cuestión eo 
general para discutirla á fondo. 
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f)&fB, porque la competencia legislatira predominante en materia 
-de relacionea de familia debe corresponder al soberano del Es- 
tado al cual pertenece el marido. Puede, pues, con razón exigir 
^ue el vinculo conyugal se considere dísuelto mediante el diror- 
-cio, no sólo en Francia, sino también en Italia, no obstante el 
precepto prohibitivo sancionado por el legislador italiano en 
el art. 148. 

Por las mismas razones el principio consagrado en el ar- 
tfculo 807 del Código civil italiano, que dice: «El testador que 
no deja hijos ni descendientes, pero ef ascendientes, sólo puede 
•disponer de los dos tercios de sus bienes*, no se refiere más que 
¿ la sucesión italiana, y no se aplica & la de un francés, el cual 
.puede disponer, conforme al art. dI5 del Código francés; y esto 
no porque la disposición, sin ser de orden público internacional, 
lo sea de orden público interior, sino principalmente atendiendo 
Á que la competencia legislativa predominante en materia de su- 
-cesión, fundada está principalmente en las relaciones personales, 
y debe corresponder al soberano del Estado, del cual formaba 
parte la persona de cuyo testamento se trata. 

Fijemos ahora la atención en el art. 761, que dice así: « No 

> se puede hacer testamento por dos ó más personas en el mis- 

> mo acto, ni en beneficio de un tercero, ni por disposición re- 

> ciproca > ; é imaginemos que dos italianos hayan hecho con- 
juntamente testamento en país extranjero, en el cual, en virtud 
del principio locus regit adum, se hubiese considerado válido. Si 
se quisiera discutir sobre la validez de este testamento en Italia, 
-ó también si se intentara invocar la sentencia extranjera para 
sostener su validez en Italia, se encontraría el obstáculo del 
mencionado art. 761, que precisamente, por referirse á la capa- 
-cidad de las personas y á la validez intrínseca de la disposición 
testamentaría, debe ejercitar gu autoridad predominante sobre 
los italianos, & quienes debe considerarse sometidos en absoluto 
& la potestad del legislador patrio. 

Sapongamos, por el contrario, que se tratase de dos ciuda- 
danos del Brasil, los cuales, según su propia ley, pueden testar 
en el mismo acto, y que quisieran hacerlo en Italia. No se opon- 
dría & esto ciertamente el art. 761, aunque prohibitivo, ni para 
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otorgar el testamento, ni para admitir sa validez, si se bubies» 
hecho ea esta forma; siempre por la razón de que aquella diapo- 
eición no se refiere á los brasileños, & los cuales debe coaside- 
ráraeles sometidos á la ley de bu nación, ; en la concurrencia d& 
dos leyes, la italiana, que prohibe el testamento mancomunado, 
7 la brasileña, que no lo prohibe, debe prevalecer la ley del Bra- 
sil, puesto que al soberano brasileño corresponde preferente- 
mente la competencia legislativa para regular la relación jurí- 
dica que se discute. 

No multiplicamos los ejemplos; pero el mismo razonamiento 
nos llevaría á concluir que el art. 954 de nuestro Código civil,, 
que prohibe expresamente renunciar á la herencia de una per- 
sona viva, ó enajenar los derechos que pudieran tenerse á su he- 
rencia (a), no tiene autoridadabsoluta é imperativa sino para loa- 
italianos y tratándose de la sucesión italiana, y que no impide la 
eficacia de estos pactos respecto de los extranjeros, & los cuales- 
BU ley personal les consienta hacerlos. Todo esto siempre por la 
razón de que la competencia legislativa predominante en mate- 
ria de sucesiones debe corresponder, según los principios m&a- 
juatoa, al jefe del Estado, del cual es ciudadano el sujeto de 
cuya herencia se trata. 

De esto no puede ciertamente dudarse en el sistema adop- 
tado por el legislador ifaliano, que lo ha sancionado expresa- 
mente. 

Las razones de orden público, pues, que hayan motivado la 
disposición legislativa no deben justificar en todo caso el impe- 
rio absoluto de la misma. Es inútil querer excogitar ai se trata 
de orden público interior ó de orden público internacional. Siem- 
pre que laa disposiciones se refieran á las personas, no pueden' 
tener autoridad preferente más que para las sometidas á la au- 
toridad del legislador, y conforme á lo que éste haya establecido. 
Bástenos advertir que generalmente se indica como una disposi- 
ción de orden público internacional la que prohibe la poligamia. 



(a) El Código civil español prohibe la aceptación 6 repudiación 
de la herencia de una persona viva, en el art. 991, y contratar sobro 
la herencia íutura en el 1.05G. 
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Sin embargo, en la misma Francia los indígenas de las colonias 
francesas, respecto da los cuales el legislador ba mantenido la 
autoridad de eue leyes especiales, pueden invocar estas leyes y 
pedir su aplicación enlametrópoli. LosmusulmanesdeArgelis, 
pues, pueden invocar las disposiciones que se refieren & la poli- 
gamia y al repudio, y no se sigue de esto ciertamente la deroga- 
-ción de la Ley de Orden público interDactonal, por la sencilla 
razón de que el legislador francés, por el Senadoconsalto de 
14 de Julio de 1865, reconociendo que los musulmanes de Ar- 
gelia son franceses, dispone que, no obstante esto, pueden re- 
girse por la ley musulmana. 

1>SCS* La competencia legislativa en razón del territorio 
y de los bienes qne lo constituyen, debe indudablemente corres- 
ponder & la soberania territorial, con preferencia ¿ las sobera- 
fiias extranjeras. 

De esto se deduce que cuando se trate, por ejemplo, de de- 
terminar la condición jurídica de Tas cosas según la ley, los de- 
rechos cnmprendidoB en el de dominio, los modos de adquirirlo 
y transferirlo, la posesión, las acciones para proteger la propie* 
•dad y la posesión, las servidumbres legales que se derivan de la 
situación local de los bienes, y en general los derechos reales 
<]ue se refieren & los bienes, independientemente de las perso- 
nas á quienes pertenezcan (1) las disposiciones dictadas por la 
soberanía territorial en orden á todo ello, deben ejercer su im- 
perio con autoridad preferente sobre el territorio en el que las 
-cosas estén, y esta preferencia no puede negarse, como no puede 

(I) Moaotroe entendemos por derechos reales los qne deben con- 
«ideiüTse como tales, según el concepto admitido por el legislador 
austríaoo en el art. 303 del Código civil, que dice así: < Loe derechos 

> qne pertenecen á una persona sobre la cosa, sin consideración á 
• otras personas determioadas, se llaman derechos reales. Los de- 

> rechoB á una cosa, qne nacen solamente en beneficio de ciertas 
1 personas directamente de nna te^ ó de nn acto obligatorio, se Ua- 

> man derechos personales sobre ta cosa >. 

Comp. Winiwarter, 11 Diritto civile univeriale augíriaco eitlematica- 
tnente eapotto ed ÍUiisfrato, Harte 11, pág, 30; Windscheid, Diritto delle 
Pandette, traducción italiana por Carlos Fadda y Pablo Bensa, §§ 38, 
43 y las notas. 
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serlo el dominium eminens de la soberanía sobre todo el territo- 
rio del Setado y sobre los inmuebles que reunidos lo consti- 
tuyen. 

Es, pues, evidente que sobre el territorio de cada EatadOf 
siempre que se trate de dispoBÍciones que afecten á loe bienes, 
independientemente de las personas á las cuales pertenezcan, no- 
puede negarse la autoridad de las mismas. Por consiguiente, no- 
se puede invocar la aplicación de una ley extranjera para dero- 
gar lo que el legislador haya establecido. 

En cuanto á las disposiciones que tienen por objeto proteger 
los derechos de la comunidad y los intereses de la misma, no- 
puede ponerse en duda que la competencia legislativa para dic- 
tarlas debe atribuirse al soberano del Estado constituido por)a 
colectividad, y que las disposiciones de él emanadas deben tener 
autoridad preferente, por lo que no podria justificarse que en 
virtud de leyes extranjeras se derogasen las disposiciones por 
aquél promulgadas para prot^er los derechos y los interese» 
de aquélla. 

Todos deben estar de acuerdo en admitir que las disposicio- 
nes que tienden á conservar el organismo del Estado y su cons- 
titución política, forman el Derecho público y el Derecho polí- 
tico de cada pais, y que las que aspiran á sancionar las reglas- 
que atañen á los derechos y á los intereses sociales, constituyen 
la tutela jurídica de Ips derechos de la colectividad. Todos debe» 
igualmente admitir que la competencia legislativa respecto de 
una y de otra cosa ha de atribuirse preferentemente al jefe del 
Estado al que la colectividad haya concedido la suprema potes- 
tad de conservar y defender la vida del organismo político y de 
proveer á la tutela juridica de todos los intereses de los asocia- 
dos. Debe, pues, parecer evidente que no se puedan derogar las- 
disposiciones de una y otra categoría, porque esto equivaldría 
ciertamente & atentar á la vida política y al organismo constita- 
cional del Estado, 6 al Derecho social. De donde se deduce que 
aunque con arreglo á los principios generales pudiera atribuirse 
& la ley extranjera autoridad para regular una relación juridica 
determinada, cuando se quisiera invocar esta ley para dejar síd 
efecto ana disposición de Derecho público interior 6 de Derecho 
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social, esto no podría admitirse, porque el imperio de las dispo- 
siciones referentes á una y otra materia debe ser reconocido co- 
mo absoluto y con autoridad predominante en cada pats. 

Y aquí queremos advertir que no nos parece que puede em- 
plearse de una manera vaga é indeterminada la expresión (Le- 
yes de Derecho social >. Creemos que deben considerarse como 
tales las dbposiciones legistatívae que protegen los derechos de 
los terceros. Siempre que se trate del derecho de uu tercero, la 
disposición debe entenderse comprendida entre las de Derecho 
social, puesto que el tercero no significa este ó aquel, sino la 
colectividad. Todos los que de ella forman parte representan al 
tercero. Por esto ei todas las instituciones las reglas concernien- 
tes á los terceros vienen á proteger el Derecho social. 

fl.SSO. Besumiendo ahora todo nuestro razonamiento, no- 
tamos que para determinar qué leyes son de naturaleza de tal 
grado obligatoria y coercitiva que no pueda admitirse al Juez 
qne se exima de aplicarlas (como dice Bluntschli) ( 1), ó aque- 
llas, ya imperativas, ya prohibitivas, & las que deba atribuirse el 
carácter de la lex cogma (según dice Oppenheim) (2), coiMene 
üindarse en el mismo concepto de la competencia legislativa, el 
cual debe servir de base para establecer la autoridad de la ley 
respecto de toda relación jurídica que se discuta, y sostener que 
la fuerza obligatoria, el imperio absoluto, la noción de la lex co~ 
gens, deben depender del principio de la competencia legislativa 
predominante. Siempre que tenga lugar el concurso de dos leyes, 
cada una de las cuales pueda regular una relación jurídica de- 
terminada, debe mantenerse con preferencia el imperio de la ley 
que goce de autoridad predominante. 

Sostenemos, pues, que en todo Estado debe atribuirse auto- 
ridad absoluta y preferente: 

a) Respecto de los ciudadanos, á todas las leyes que consti- 
tuyen su estatuto personal, y que limitando su libertad para 
someterse á las extranjeras deben impedir cualquier efecto que 



(!) OeuUchft Privatreche, g 12, núm. Vil. 

(2) Sj/item da Volícerrechts, cap. XIV, ^ 3.», al principio; cap. XV, 
% 9.0, al principia. 
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en el territorio del Estado pueda derivarse de la indebida snini- 
sión del ciudadano á la ley extranjera, 6 de ta aplicaddn hedía 
& aquéllos de la ley de otro pafs, que deja sin efecto su estatuto 
personal; 

hyi Kespecto de los extranjeros, & las leyes prohibitiras qae 
limitan expresamente la autoridad de su estatuto personal (1); 

cj A las leyes promulgadas por la soberanía territorial qae 
atañen á las cosas existentes de un modo cierto y efectivo en el 
territorio del Estado, independientemente de las personas á las 
que aquéllas pertenezcan; 

d) A aquéllas que constituyen el Derecho público de cada 
país 6 que tienen el carácter de Derecho social. 

Debiendo admitirse la autoridad absoluta y predominante de 
dichas leyes en cada país, se deduce que no se puede invocar 
noa ley extranjera para dejarlas sin efecto, lo mismo si se trata 
de aplicar la ley & la relación jartdica que se discute, como si se 
tratH de admitir las consecuencias 6 los efectos jarfdicoa de la 
aplicación de la ley hecha en el extranjero. 

Si tuviéramos que formular la regla para establecer la limita- 
ción de la autoridad de las leyes extranjeras, nos inc1ÍDariamos 
á formularla de la manera siguiento: 

No puede reconocerse la antorídad de una ley extram'era 
siempre que, 6 por la aplicación que de la misma se quisiera ha- 
cer en el territorio del Estado, ó por los efectos jurídicos que en 
SD virtud se intentasen realizar en él, se siguiera la derogación 
de leyes imperativas ó prohibitivas concernientos á las personaa, 
6 de las que afectan á las cosas independientemente de las per- 
sonas & las cuales pertenezcan, ó Snalmento de las que constitu- 
yen el Derecho público del Estado 6 el Derecho social. 

Con la expresión Derecho social queremos indicar todas las 
leyes que declaran y protegen los derechos de loa terceros, y las 
que tienden directamente í proteger tos intereses de la colectivi- 
dad y la pública utilidad. 

Ni puede decirse ciertamente que sea difícil detormínar cuán- 



[1) Tal es, por ejemplo, la disposición comprendida por et legis- 
lador italiano en el art. 102 del Código civil. 



ityGoü^k' 



LEV QIIB RIOE LA BUCEBIÓN . 105 

do ona disposición legislativa afecta de un modo directo al interés 
déla colectividad; es decir, al interés general, económico, polí- 
tico ó moral. Sunt entrn, como dice Xi\p\ímo,quaedam publica uti- 
Jia, quaedam privatim (1). A la Magistratura, que debe coaocer 
el espíritu de la propia legislación, toca decidir si una concreta 
disposiciÓD legislativa afecta al interés de los particulares ó al 
interés público; es decir, si la ley tiende directamente á regular 
■quod ad singvlorum utilitatem pertinet, 6 si se propone también 
directamente proteger el interés de la colectividad quod ad sta- 
lum reí puhlicae spedat. Todas laa leyes que tienen el carácter 
de leyes de policía deben comprenderse entre las de la última 
categorf», y lo mismo debe decirse de las que se dirigen á con- 
servar las buenas costumbres 6 la moral civil (2). 

Por consiguiente, el problema planteado por Savigny, & sa- 
ber, cuándo las r^las que pueden establecerse en virtud de la 
comunidad de derecho entre Estados diversos deben ser limita- 
das, y cuándo el Jnez, á pesar de que conforme á aquellas re- 
glas pueda estar justificada la aplicación de la ley extranjera, 
debe, sin embargo, dejar ésta á un lado y atenerse exclusiva- 
mente á la ley de su país, se resuelve en este otro: Si de la apli- 
cación de la ley extranjera, 6 del reconocimiento de las conse- 
cuencias jurídicas de su aplicación hecha en el extranjero, se si- 
gne la derogación de ta que deba tener autoridad predominante. 

Nos parece qne solamente de este modo se puede evitar la 
notable diferencia de opiniones sobre el concepto de la lex cogens, 
y se llega á establecer el principio de la limitación sobre la mis- 
ma base en que debe fundarse el de la autoridad de las leyes de 
Estados diversos, ó sea el de la competencia legislativa, afir- 
mando que en caso de concurrencia de leyes emanadas de sobe- 
ranías de Estados diversos, & las que según las reglas generales 
paede corresponder la competencia legislativa, debe tener auto- 



{1) Lib. I, § 2, Dig. dejuttitia etjare. 

(2) Ck)mp. lo que habíamos escrito á propósito de esto en la pri- 
mera edición de esta obra en el mim. 28 de los preliminares. Floren- 
cia, Bucc. Le Monnier, 1869, traducida por Pradiei-Foderé. París, 
Pedone-Lauriel 1875. 
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rídad preferente la ley de la eober&DÍa á la cuat corresponda ta 
competencia predominante. 

1.S81. YolTÍeudo ahora nuestra atención á lo que el legis- 
lador italiano sanciona en el art. 12 para establecer la regla ti- 
mitativa de la autoridad de la ley extranjera, observamos que 
aun reconociendo,' como ya bemos advertido, que las palabras 
empleadas por nuestro legislador uo son en verdad tan precisas 
y tan bien determinadas que excluyan toda duda, bíd embargo, 
no parece menos oportuno reconocer que el contenido sustancial 
de la disposición expresa un concepto exacto. 

Ante todo conviene advertir que el legislador italiano no 
dice que la ley extranjera no pueda aplicarse en Italia cuando 
sea contraria á una ley italiana de orden público. Algunos juris- 
consultos italianos ban querido entender el art. 12 en el sentido 
de que en él se sanciona la prohibición general de aplicar las le- 
yes extranjeras cuando sean contrarias al orden público (1); 
pero bemos demostrado cómo entendiendo de este modo la 
excepción se extenderla su alcance. 

Puede muy bien suceder que la ley extranjera, cuya aplica- 
ción se pida, se oponga á una ley italiana de orden público; pero 
si esta ley no se reñere & los extranjeros y sólo tiene aplicación 
respecto de los italianos, no podrfa limitarse la aplicación de la 
primera, aunque no esté conforme con nuestra ley de orden pú- 
blico. En efecto, ésta no perdería nada de su eficacia, porque si 
la ley, aunque de orden público, no debe tener eficacia respecto 
de los extranjeros, es evidente que aplicándoles la suya propia 
no puede seguirse la derogación de la nuestra, que en modo al- 
guno lea afecta. 

Nuestro legislador ni siquiera considera como razón limita- 
tiva de la autoridad de la ley extranjera, que sea contraria al fin 
de una ley italiana. La excepción está formulada de este modo 
por el legislador alemán en el art. 30 de la ley introductiva; alia 
> aplicación de una ley extranjera queda excluida cuando esta 

(1) V. Fusinato, nota ala sentencia del Tribunal de apelaciiin de 
Milán de 13 de Octubre de 1891 en la Jurisp. it., 1892, sec. 2.», pá|;i- 
na 154. Comp. Parte general, núm. 253. ' 
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> aplicación fuese contraría á las baeoae costumbreB 6 á los ¿oes 

> de una ley alemana* (1). 

Estableciendo de este modo la límitacíóu se extiende el al- 
cance de la excepción. El motivo de la ley puede explicar su 
aatorídftd. Pero como las leyes hechas para un pueblo deben 
ser las que mejor puedan convenirle, y el ñn de la ley está, de- 
terminado por tas exigencias históríco-eociales, que pueden ser 



(1) El legislador italiano, por ejemplo, prohibe la investigación 
de la paternidad para proveer mejor al orden de la familia y á la 
totela de los derechos de los hijos legítimos en concurrencia con tos 
hijos naturales. Sin embargo, el estar en vigor esta lej en Italia no 
puede impedir qae el hijo iiatural de un austríaco, que según la suya 
puede probar la paternidad contra su padre, pida en Italia la apli- 
cación de BU lej personal, aunque la prueba de la paternidad entre 
hijo natural y padre italianos se repute cootraria á las buenas cos- 
tumbres y el propósito de la ley itahana, que prohibe esta prueba 
respecto de los italianos, sea perfectamente diverso del fin por el 
cual la ley austríaca la consienta. 

Esto podríamos también decir de la legitimación, que según el 
artículo 194 del Código civil italiano se verifica por subsiguiente 
matrimonio de los padres del hijo natural por ellos reconocido. Pue- 
de verse en esto un ñn de alta moralidad. Sin embargo, no podría 
impedirse la aplicación de la ley británica á una familia inglesa para 
rechazar la reclamación del hijo natural que quisiese hacer valer la 
condición de hijo legitimado en virtud del matrimonio de sus pa- 
dres celebrado en Italia. La acción podría desestimarse aplicando la 
ley inglesa, que uo reconoce la legitimación por subsiguiente matri- 
monio. Loe Tribunales franceses han rechazado en circunstancias 
semejantes la aplicación de la ley inglesa (Cas. 23 de Noviem- 
bre 1867, Joum. du Palaü, 1858, 106; Bourges, 25 de Mayo 1868, 
ídem, 1200; Rouen, 5 de Enero 1887, Jouni. du falañ, 1888, pág. 447), 
fundándose en que la ley francesa, que admite la Intimación por 
Bubsigniente matrimonio, debe considerarse motivada por razones 
de orden público; pero no han tenido en cuenta que la legitimación 
depende del estatuto personal, y que en el caso en cuestión no po- 
día admitirse con relación á un inglés por rechazar esa legitimación 
Hu ley nacional. 

Según la fórmula adoptada por el legislador alemán, podría tam- 
bién sostenerse que no debiera admitirse la aplicación de la ley in- 
glesa para rechazar la legitimación por subsiguiente matrimonio, 
por ser contraria al ñn de la ley territorial; pero esta solución, á 
nuestro modo de ver, no podría justificarse. 
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diversas para los diferentes pueblos, nada importa que la ley 
hecha para un pueblo para conseguir un fin adecuado á las pro- 
pías exigencias histórico-sociales, tenga autoridad respecto de 
las personas sujetas al imperio del legislador, aun pidiendo éstas 
su aplicación en un país en el que para regular los intereses pri- 
vados de los ciudadanos esté en vigor otra ley hecha coa un fin 
diverso respecto de aquéllas. 

El legislador italiano dice precisamente así: <No obstante 
las disposiciones de los artículos precedentes, en ningún caso las 
lejes, los actos y las sentencias de un país extranjero, ni las dis- 
posiciones 6 convenciones privadas podrán derogar las leyes pro- 
hibitivas del reino concernientes á las personas, los bienes 6 los 
actos». 

l.asSt Empezamos por reclamar toda la posible atención 
sobre la palabra derogar, y observamos que esta palabra, en su 
estricto significado jurídico, denota quitar autoridad á la ley que 
de ella disfruta, 6 hacer alguna cosa en todo ó en parte contra- 
ria á lo que la ley establece. Se deroga una ley en vigor con 
otra ley, i la que se da autoridad, siempre que ésta contradiga 
en todo 6 en parte lo que la ley anterior establecía. Se deroga 
OD contrato siempre que se haga alguna cosa que contradiga el 
pacto obligatorio contenido en el mismo. Es, pues, evidente que 
no se puede derogar una ley sino cuando tiene autoridad impe- 
rativa. 

Ahora bien, si la excepción sancionada en el art. 13 se funda 
expresamente en la circunstaucia de que de la aplicación de la 
ley extranjera pueda seguirse la derogación de las leyes prohi- 
bitivas del reino que afectan á las personas, nos parece evidente 
que esto no puede verificarse, sino sólo con relación & aquellas 
leyes del reino que en virtud de los principios sancionados por 
el legislador deben tener autoridad sobre las personas, los bie- 
nes y los actos. 

Conviene ahora advertir que el legislador patrio; teniendo 
presentes los justos principios acerca de la competencia legisla- 
tiva, establece en el art. 6." que el estado y capacidad de las 
personas y las relaciones de familia se rigen por la ley de la na- 
ción á la cual aquéllas pertenezcan, Coa esto no sólo establece. 



,L»GüügIc 



LBY <10B BIQS LA BÜCSSIÓN 109 

como lo ha hecho el legislador francés en el art. 3.°, que las le- 
yes italianaH concernienteB al estado y capacidad de los einda- 
danoB y & sus relaciones de familia deben ejercer su autoridad 
imperativa respecto de los italianos, aun cuando aquéllos sa en- 
cuentren eo pais extranjero, sino que ha reconocido también que 
las leyes extranjeras que constituyen el estatuto peraon&l deben 
tener autoridad en el reino respecto de loa extranjeros sometí-'. 
dos al imperio de las mismas. 

1.888. Bn las disposiciones sancionadas por el legislador 
patrio, relativas al estado, capacidad y relaciones de familia, se 
encuentran muchas que tienen el car&cter de diaposiciones pro- 
bibitiras. Tales son, por ejemplo, las de los artículos 56, 63, 134, 
148, 164, 166, 180, 189, 329, 266, 268 y otros. No es tolerable, 
sin embargo, sostener que por el exclusivo motivo de que sean 
prohibitivas no pueda admitirse la autoridad de una ley extran- 
jera que disponga lo contrarío. La excepción no alcanza & todas 
las disposiciones prohibitivas, sino solamente á las que están es- 
tablecidas en aquellas leyes que afectan á. las personas. Ahora 
bien, como uo todas las disposiciones prohibitivas contenidas en 
nuestro Código civil Hfectan á los extranjeros, nos parece evidente 
que admitiendo la ley extranjera, diversa de la italiana prohibi- 
tiva, no se encuentra el obstáculo de la excepción sancionada en 
el art. 12, puesto que no puede seguirse la derogación de aquella 
ley, por la sencilla razón de que no todas las leyes prohibitivas 
del reino afectan & los extrai^eros. 

La derogación de una ley prohibitiva italiana podría verífi- 
carse, siempre que en virtud de la disposición sancionada en el 
artículo 6.^ se quisiera dar á la ley extranjera autorídad prefe- 
rente enfrente de la ley prohibitiva de] reino que afecta i. los 
extranjeros. 

El legislador, en virtud de su competencia territorial, ha po- 
dido, en efecto, establecer la autorídad imperativa de ciertas le- 
yes prohibitivas hasta respecto de los extranjeros. Esta clase de 
leyes del reino afectan & las personas, aun & las extranjeras, y 
no pueden derogarse, fundándose en las disposiciones sanciona- 
das en los artículos 6." y siguientes. Asi, por tgemplo, el legisla- 
dor, en el art. 102, dice: iLa capacidad del extraigero para con- 
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traer matrimonio ae determina por la ley del país al cual perte- 
nece. Sin embargo, el extranjero está sujeto también & los im- 
pedimentos establecidos en la aección segunda del capitulo I de 
de este título (1). 

Con esta expresa disposicióii el legislador italiano ba dado 
autoridad imperativa, incluso para tos extranjeros, á las dispo* 
siciones que prohiben de modo absoluto el matrimonio, es decir, 
las qae establecen los impedimentos fundamentales para que el 
matrimonio pueda subsistir. 

Tales son las declarsciones contenidas en los artículos 58, 
59, 60, 61 y 62. Cualquiera comprende que no se derogaría la 
ley prohibitira del reino que se refiere á ks personas, si el hijo 
de un extranjero que no hubiese cumplido los reinticinco años 
contrajese matrimonio sin el- consentimiento del padre ; de la 
madre, cuando k esto no estuviese obligado por su ley nacional. 
No se derogaría, por la sencilla razón de que la disposición pro- 
hibitiva del art. 63 no se refiere & los extranjeros; pero se dero- 
garía la disposición del art. 6S si un extranjero que hubiese sido 
convicto reo ó cómplice de homicidio voluntario consumado, 
frustrado ó intentado contra la persona de uno de los cónyuges, 
quisiese unirse en matrimonio en Italia con el otro, alegando 
que en su le; nacional no existía semejante impedimento (a). Se 
verificaria la derogación, porque la disposición prohibitiva es im- 
perativa también para los extranjeros, según lo que el legisla- 
dor italiano establece expresamente en el citado art. 103. 

También es una disposición prohibitiva la sancionada en el 
artículo 1.054 del Código civil, que prohibe á los cónyuges ha- 
cerse mutuas donaciones durante el matrimonio (¿), y no puede 



(I) La sección segunda á que hace referencia el articulo contiene 
todas las disposicioneB relativas á las condiciones necesarias para 
contraer matrimonio. 

(a) En España está prohibido el matrimonio entro los qne hu- 
biesen sido condenados como antorea, ó como autor y cómplice de 
la mnerte del cónyuge de cualquiera de ellos. Art. 84, núm. S." del 
Códifco civil. 

(I,) V. el art. 1.334 del Código civil eepa&ol qiie declárala nnli- 
dad de esta clase de donaciones. 
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cegarse que esta prohibición eeté inspirada en razones de orden 
páblico. Sin embargo, se desconocería por completo el contenido 
snstancial de la disposición del art. 12 si se quisiera negar á los 
cónyuges extranjeros^ á ñn de sostener la validez de nn acto de 
liberalidad de uno en beneficio del otro, el derecho de invocar en 
Italia su ley nacional, reguladora de sus relaciones de familia, 
i}ue les consienta hacerse mutuas donaciones durante el matri- 
monio. Reconociendo la autoridad de la ley extranjera en este 
punto, no se encontrarla ningún obstáculo en el art. 12, por la 
sencilla razón de que éste se refiere al caso en que se derogue 
ana ley prohibitiva del reino que afecte á las relaciones de fami- 
lia, y nos parece evidente que afectando la disposición prohibi- 
tiva del art. 1.054 á la familia italiana y no á la extranjera, no 
fle derogarla aquélla porque los extranjeros pidiesen la aplica- 
ción de su ley nacional, una vez que el art. 1.064 para nada se 
refiere & sus relaciones de familia. Del mismo modo dos cónyu- 
ges franceses que hubiesen estipulado el régimen de la comuni- 
dad de bienes y quisieran apoyarse en las disposiciones del Có- 
digo francés, artículos 1.339 y siguientes, para mantener tam- 
bién esta comunidad en loa bienes adquiridos en Italia, no en- 
contrarían el obstáculo de la disposición prohibitiva del ar- 
tículo 1.433 y de la regla limitativa del art. 12. La razón es 
siempre la misma, esto es, que nuestro legislador se refiere al 
caso en que se derógase una ley prohibitiva del reino que afecte 
á laa personas, y nos parece evidente que teniendo en cuenta lo 
que él establece eu el art. 6." de las disposiciones generales, el 
artículo 1.433 no afecta á la familia extranjera, y por consi- 
guiente, admitiendo la autoridad de la ley francesa, diversa de 
la nuestra, no so deroga la ley prohibitiva del reino, que nada 
tiene que ver con el régimen de los bienes de la fanlilia francesa. 
1.834. Basta con los ejemplos citados. Volviendo á nues- 
tro asunto, creemos oportuno repetir que hemos tratado exten- 
samente la materia para disipar toda duda, resolver la cuestión 
á fondo y llegar con seguridad, en lo tocante á la sucesión, & 
afirmar que todas las disposiciones prohibitivas contenidas en 
nuestro Código civil bajo el título De las sucesiones no son obli- 
gatorias para loa extranjeros, siempre que se refieran al orden de 
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suceder, & la cnantla de los derecboB Bncesonoa y á Ift valida 
intrínseca de las diepoaiciones teatamentanaa. No «od obligato- 
rias, porque habiendo reconocido el legislador, en príocipio, m- 
pecto de tales relaciones la autoridad de 1& le; aacional deU 
persona de cii;a berencia se trata (art. 8.°), ha negado de ettc 
modo la autoridad de las disposiciones por él sancionadas res- 
pecto de la sucesión de un italiano. Las dieposicioDes prohibiti- 
vas que afectan á. los bienes deben , sin «uibargo, coDsiderarK 
obligatorias también para los extranjeros. 

De lo que se deduce, que no es un obstáculo para que w 
aplique la ]ey extranjera diversa, el que en forma prohibitiva es- 
tablece el legislador en el art. 770 (1), y lo mismo nos paren 
que debe decirse de la diaposicién probibitiva del art. 829 (3). 
Pero si se encontraría el obstáculo de la regla limitativa del ir- 
ticnlo 12, si apoyándose en uAa lej extranjera se quisiera cdd- 
tradecir lo que en forma prohibitiva establece el legislador en d 
articulo 833, que impide la fundación de capellanías laicas pan 
mantener integra la autoridad de la ley, que ha abolido las ma- 
nos muertas. Dicha disposición prohibitiva no se refiere cierta- 
mente á las relaciones de familia, las relaciones personales 6 los 
derechos sucesorios sobre las mismas tnndados, sino que afecti I 
& los bienes, que no pueden ser amortizados mediante fundado- I 
oes que restablecerían en Italia las manos muertas, y como di- ' 
cha ley extiende su autoridad imperativa á todos loa ínmneblsB 
existentes en territorio italiano, es evidente que se derogarla el 
precepto imperativo sancionado por nuestro legislador, si en vir- 
tud de una ley extranjera se quisiera hacer lo contrario de lo 
que aquél ha establecido y restablecer las vinculaciones y trabas 
para disponer de la propiedad. 

Lo mismo decimos de cualquiera otra disposicióa prohibi- 
tiva que afecte á los bienes, como, por ejemplo, la saDcíonada 
en el art. 1.562, que prohibe la subenfíteusis; la del art. 1.571. 

(1] El art. 770 dice: <EI casado en segundas nupcias no pnedc | 
dejar al nuevo cónyuge una porción mayor que la qne ha^-a dejado 
al merpe favorecido de los hijos del primer matrimoDÍo>. 

(2) El urt. 82!) sanciona la prohibición de la prueba para estable 
cer que las disposiciones testa meutariae son aparentes. 
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qne prohibe los atrendamientos de inmuebles por m&s de treinta 
años; la del 1.965, que quita todo efecto á la hipoteca sí do ea 
pública y sobre bienes especialmente determinados, y así Buceai- 
vamente. Estas sod las disposiciones prohibitivas, cu;a autori- 
dad predominante se mantiene, y quiere el lefpslador mantener 
en absoluto, impidiendo que en nombre de una ley extranjera 
se derogue lo que él ha establecido. 

I.MÍ&. Después de atenta meditación, creemos que la pri- 
mera parte del art. 13, entendida eu su estricto sentido, expresa 
on concepto exacto, y encootramos que corresponde fielmente í 
lo que á nuestro modo de ver debiera establecerse para determi- 
nar la autoridad predominante de la ley territorial. El legisla- 
dor italiano lo ha dicho de modo admirable. Solamente las leyes 
prohibitivas que afectan & las personas deben teoer autoridad 
absoluta, con lo cnal ba afirmado el imperio absoluto respecto 
de los extranjeros, no de todas las leyes prohibitivas, sino de 
aquellas solamente que afectan & sus personas; es decir, de 
aquellas leyes á las cuales ha declarado que están sometidos tam- 
bién los extranjeros (1). 

Además, respecto de los derechos patrimoniales el legislador 
no ha atribuido autoridad á todas las leyes prohibitivas con- 
cernientes á Iqs 'derechos que pertenecen á las personas sobre 
los bienes, sino solamente é. las que afectan á los bienes; es 
decir, las que [se refieren á las coshs independientemente de 
Ibs persones á las cuales pertenezcan. Notemos también que 
como en el art. 7." nuestro legislador establece -que los bienes 
inmuebles están sujetos & las leyes del lugar en que están situa- 
dos, el imperio absoluto que atribuye á las propias leyes prohi- 
bitivas relativas á las cosas no puede afectar más que á los 
bienes situados en'el territorio del Estado, á cuyas leyes deben 
eBtar sometidos,fy no á los situados en países extranjeros, que 
deben permanecer sujetos á las leyes del Estado en cuyo terti- 



(1) Se entiende' desde luego que todas las leyes qne tengan el ca- 
rácter de leyes de policía deben considerarse obligatorias también 
para los extranjeros, que debe mantenerse an autoridad é imperio 
absolutos sobre éstos, y que, por coneigniente, no pueden ser de- 
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torio se encuentren. Si ae compara, pues, bajo este segundo as- 
pecto el art. 12 cou el 7.°, la regla limitatÍTa responde también 
á un concepto exacto. 

'l.aatt. No está determinado de un modo tan completo en 
la excepción sancionada por el art. 12, la segunda parte del ar- 
tículo, que dice que las leyes extranjeras no podrán dejar sin 
efecto las que en mayor 6 menor grado tengan por objeto el or- 
den público y las buenas costumbres. 

Esta expresión, algo vaga é indeterminada, deja campo 
abierto al intérprete para extender también indebidamente el 
alcance de la excepción. Puede suponerse por la lectura de ésta 
que si el legislador niega autoridad á las leyes extranjeras que 
deroguen en cualquier modo las que afectan al orden público, 
debe bastar para rechazar aquellas que de la admisión de su 
autoridad haya el temor de que surja la contradicción entre la 
misma y una ley italiana, que en más ó en menos afecte al or- 
den público. 

El peligro de la extensión se hace tanto mayor cnanto más 
dificil es determinar el concepto exacto del orden público. Loa 
más insignes y renombrados jurisconsultos contemporáneos han 
querido en el terreno de los principios fundar la excepción sobre 
el concepto del orden público. Á su modo de ver debe conser- 
varse el orden público en cada país, rechazando cualquiera ofetua 
at mismo, que se derive de la aplicación de una ley extranjera. 
Al afanarse por determinar la noción del orden público, se ban 
encontrado frente á una dificultad bien grave, para algunos casi 
insuperable. 

Como hemos advertido, la expresión empleada por el legis- 
lador italiano no es bien determinante, y puede ser que lo haya 
hecho con la intención de salvar las instituciones y los intereses 
sociales y de confiar á la Magistratura la difícil tarea de mante- 
ner y conservar quod ad statum reipuhlicae spectatt declarando 
absoluto el imperio de las leyes de orden público. 

Conviene, sin embargo, de todos modos entender la expresión 
según su más justo concepto. 

En general puede decirse que todas las leyes concernientes & 
las personas, los bienes ó los actos, afectan en algún modo al 
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orden público. Estas, ea efecto, tienden en definitiva á estable- 
cer el orden social más perfecto. El legislador determina y re- 
gula la condición de las personas, las relaciones de las tnismas 
-en la familia y la posiddn de las unas respecto de las otras, los 
derechos de las mismas entre si ; respecto del patrimonio. Esta- 
blece además las condiciones de capacidad y las medidas de 
protección legal para los incapaces, y regula todas las relacio- 
nes, todos los intereses de los particulares, con el propósito de 
«ODseguir el más perfecto ordeo social. En su consecuencia, to- 
das las disposiciones concernientes directamente á dichas rela- 
ciones é intereses privados, son indirectamente de orden público 
y le afectan en cierto modo. Pero no nos parece que sea la auto- 
ridad absoluta é imperativa de estas leyes erga omnes la que 
haya querido mantener el legislador. Ha querido, por el contra- 
rio, que los derechos privados dependiesen de la ley que según 
la naturaleza de las cosas debe regirlos, pero procurando al nús- 
mo tiempo dejar á salvo los intereses públicos y los intereses so- 
ciales; y ha diapuesto, por tanto, que no se dejen sin efecto las 
leyes de orden público; es decir, las que tienen por objeto, no ya 
sólo proteger directamente los intereses privados, sino también 
amparar del mismo modo los derechos sociales, la vida del Esta- 
do, los intereses colectivos, económicos y morales. 

Nos parece que la expresión, aunque indeterminada, debe 
considerarse inspirada en el concepto existente en la tradición 
romana. Ulpiano, queriendo determinar el Derecho, se expresa 
asi: HujuB atudii duae sunt positiones, publicum et privatum. Pu- 
blieum just Mt, quod etíatum rei Romanae spectat. Prívatum, quod 
ad singulofMm utilitatem: aunt enim quaedam publice utilia, quae- 
dam prívatim (1). 

El legislador italiano, afirmando en principio que el Derecho 
privado podía ser regulado por la ley, á la cnal debe conside- 
rarse sometida toda relación jurídica de interés privado y de 
particular utilidad, y habiendo admitido respecto de estas rela- 
ciones la autoridad de la ley extranjera en el reino, ha estable- 
cido después la regla limitativa, disponiendo que no se pudiese,. 

(1) L. I, § 2.0, Dig. deJMtitia tí jure, 1. 1. 
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sin embargo, derogftr las leyes de orden público en Ttrtud de le- 
yes extranjeras. Ahora bien, creemos que con estas palabras lut 
querido indicar las tejes quod atatum reí italicae specknU, 6 lo 
que es lo mismo, las lejes hechas para proteger la vida del Bs- 
tado y la utilidad pública. Solamente éstas, teniendo presente 
todo el sistema, podían ser las lejes de orden público, cuya au- 
toridad absoluta y exclusivo imperio en el territorio del Estado 
quería mantener el legislador italiano. 

Creemos, por tanto, que refiriéndose al espíritu de la ley j 
al concepto sustancial que informa todo el sistema, el texto de- 
biera entenderse en el sentido indicado por nosotros, y que en- 
tendiéndolo de esta manera puede darse & la excepción y á la 
regla limitativa su justo alcance, afirmando que la autoridad 
atribuida á la ley extranjera no puede d^ar sin efecto las leyea 
del reino, que tienen por objeto conservar el orden público del 
Estado y proteger el Derecho social. Este concepto va poco & 
poco determinándose, y parece que la m&s reciente jurispruden- 
cia apoya con su autoridad la interpretación que hemos dado & 
la disposición saocionada en el art, 12 (1). 

Señexionando sobre todo ello, nos hemos convencido de que 
si ála expresión leyes que timen por objeto el orden público, se 
diese el significado m¿B conforme con el concepto fundamenta) 
que inspira todo el conjunto de reglas de Berecho internacional 
privado adoptadas por el legislador italiano, la regla, tal como 
está sancionada en el art. 12 para establecer el principio de la 
limitación, debe considerarse m&s perfecta que la adoptada 6 



(1) Comp. la nota & la sentencia del Tribanal üe apelación de 
Milán de 13 de Octubre de 1891. Boídíc. Rossi en elFor. üal., 1892, 
número 3, pág. 659, y la sentencia del Tribunal de casación' de Flo- 
rencia de 12 de Diciembre de 1895 en el asunto Lanzu del Casalaoza 
(Foro it., 189G, 1, 142), en la Gtial se acepta expresamente la regla de 
que la derogación de nuestras leyen puede verifícarse cuando se 
desconozca la autoridad de una disposición legislativa qae tenga 
por objeto directo regular el orden político, económico y moral del 
Estado, y que las leyes prohibitivas que tienen por objeto el orden 
público y las bnenaa costumbres no pueden significar otra cosa qne 
las qne directamente miran á proteger el orden del Estado. 
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propuesta en los países extranjeros; y no creemos necesario de- 
tenernos más para demostrarlo (1). 

(1) La ley introductiva del Código civil alemán dispone en el ar- 
ticulo 30: (No se aplicará la ley extranjera cuando eeta aplicación 
sea contraria á las buenas costnmbreB 6 á los flnea de una ley 
alemana.» 

El Código español dispone en el art. 11: <Las leyes prohibitivas 
«oncernientes á las personas, sus actos 6 sus bienes, y las que tie- 
nen por objeto el orden público y las buenas costumbres, no queda- 
rán sin efecto por leyes 6 sentencias dictadas, ni por disposiciones 
A convenciones acordadas en país extranjero (n). 

La Comisión belga para la revisión del Código civil redactó el 
artículo propuesto del modo siguiente; < No obstante los artículos 
anteriores, no deben tenerse en cuenta las leyes extranjeras en los 
casos en que de bu aplicación pudiese resultar al^na ofensa á leyes 
del reino que garantizan ó consagran su interés social». 

Laurent, en an anteproyecto del Código civil belga, había pro- 
puesto la siguiente fórmula: <A pesar de las disposiciones dalos 

> artículos precedentes, las leyes, los actos, las senteuciaa pronun- 
• ciadas en país estranjaro, así como las disposiciones y conveucio- 
1 nea particulares, no pueden en ningún caso derogar las leyes pro- 
' taibitivas del reino concernientes á las personas, los bienes ó loe 
» contratos, ni las leyes que de cualquiera manera interesen al or- 

■ den público ó á las buenas costumbres». 

El Instituto de Derecho internacional, en su reunión de Oiford, 
propuso la regla acerca de la limitación de la manera siguiente: 
* En ningún caso las leyes de nn Estado podrán ser reconocidas, ni 

> producir efecto en el territorio de otro Estado, si están en oposi- 

■ ción con el derecho público ó con el orden político del mismo te- 
» rritorio. » 

(a) Bl Tríbiinal Suprema HpnGi>1, por MntencU de IS de Jallo da IgSB, esUble- 
«i6 qae )□■ aetoa juridlao* sod v&lidos aa caanto t aa Ibrini, li ésta M mJDnU á Ik 
ley dal lugar en que la cootraU, ai decir, qne se rega!in por el eetatuto formal; 
(MT lo cnal era nulo al casamienta da doa lúbditoa franceiea celebrado ea Paerlo 
Bieo «egún el rito aiigfliaiino, aotes de regir an dictm lela !■ Lej de Mitrlmoaio 
«ÍTÍI, j ae coueideraba inaplicable al cónyuge viudo que reclamó la beiencia ab <>•- 
tMlaM de an* hiji habidí en «I matriiDOnio, al aalatuto peraonal eegÚD el cuel U 
paternidad del reciirrealc era legltinm, por tal diaponarlo la le; francesa. 
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Del fMinnieto eiitr« 1«« resina. eBiableeldsa por ■•• 
leclaladorea de diverae* Estmdos «eeroa de l« ler 
qae debe re^lr la •■eealAn. 



1.8S7. Las reglas de Derecho internscioníil privado aceptadas y pueataa 
en vigor por los legisladores de Estados diversos, no son uniformes.— 
1.8S8. So fuerza obligatoria para el juez del Estado. — 1.S89. Enun- 
ciase el conflicto que nace de la coacurrencia de reglas dirersas.— 
IMt. Precísase el punto controvertido. — I.UI. Cómo )o han resuelto 
los Tribunales. — 1^2, Principios consagrados por los Códigos de Zu- 
ricb, de Zug, de los Grisones y de Alemania. ^ l.tMS. La cuestión en 
el terreno de la doctrina. — 1841. Observaciones sobre el punto objeto 
de la discusión. — I.S<6. Carácter de las reglas de Derecho internacio- 
nal privado. — 1.816. Esamen crítico de la teoría de Labbé. — I.S47. 
Concepto de la compet«ncia legislativa territorial. — 1.S4S. Autoridad 
de las reglas ssncioiíadaB en virtud de la competencia territorial. — 
1.849. Competencia le^slatíva psrsonal. — 1.8&0. Cómo la autoridad 
de la ley personal puede basarse sobre la ciudadanía y sobre el domi- 
cilio: juristas medioevales; valor de los dos sÍHlemas. — 1.8&l> Manera de 
resumir la llamada cuestión de la remisión según uno y otro sistema. 
1.852. Nuestra opinión. — 1.868. A qué se reduce la tan discutida cues- 
tión llamada de la remisión. — 1.8U. Las reglas de Derecho interna- 
cional privado no son de orden público.— 1.8&6. Pénense de manifiesto 
con ejemplos los inconvenientes de la opinión contraria. — I.85S. Por 
qaé los jurisconsultos se han apartado del recto camino: confirmase 
nuestra opinión. — 1.8ST. Aplicación de los principios al caso de la 
sucesión de un argentino. — 1.868. Keglas de Derecho internacional 
privado relativas á los extranjeros; su autoridad respecto de loa terce- 
ros Estados. — 1.8Ó8. Resumen de nuestra opinión. 

l.SSV. De la expoeíción que hemos hecho en los dos ca- 
pítulos precedentes, claro resulta que por razón de la falta de 
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acaerdo sobre la ley que debe regir las sucesiones, loa soberaDos 
de loB dÍTersoB Estados, en rirtad de su propia autonomía y de 
sa independencia legislativa, han establecido ciertas reglas acer- 
ca de la sucesión, que indudablemente son obligatorias para tos 
Magistrados de cada Estado. 

Conviene además advertir que dichas reglas, establecidas 
para determinar la autoridad del Derecho territorial y la del 
Derecho extranjero en cuanto á la sucesión hereditaria, se han 
inspirado en los diversos conceptos que en cada sistema legisla- 
tivo han predominado, ya sobre el fundamento del derecho de 
sucesioDes, ya sobre la antoridad de la lew rei sitae en lo refe- 
rente á los bienes que constituyen la herencia, ya sobre las rela- 
ciones en que se supone que está la persona de cuya herencia se 
trata con la ley que debe regir la transmisión del patrimonio & 
sns sncesores. 

Como consecuencia de esto se ha producido el hecho de qae 
el soberano de algún país haya atribuido autoridad á la ley pro- 
pia respecto de la sucesión inmobiliaria de los extranjeros, dis- 
poniendo que el orden de suceder y la cnantia misma de los de- 
rechos sucesorios debían determinarse conforme á la lex rei stíae 
en cuanto á los inmuebles hereditarios. A su vez el soberano de 
Hlgán otro pais ha establecido en principio que las sucesioDes 
legitimas y testamentarias deben regirse por la ley nacional de 
la persona de cuya herencia se trate, y que sin distinguir la na- 
turaleza de los bienes hereditarios, el orden de suceder y ta 
cuantía de los derechos sucesorios, deben determinarse por la 
ley del Estado del cual el difunto era ciudadano. Otros sobera- 
nos, en fin, han declarado que la sucesión debe regirse por la 
ley del lugar en que estuviese domiciliado el difunto en el mo- 
mento en qne se abra la sucesión; y en algunos países esta 
regla se ha dado para regir la sucesión de los extranjeros domi- 
ciliados en el Estado, y en otras naciones, por el contrario, la re- 
gla está establecida en términos generales, de tal modo que tam- 
bién para la sucesión de los ciudadanos domiciliados en país ex- 
tranjero se ha considerado aplicable la ley del domicilio del mis- 
ino en el momento de su muerte. 

No es necesario que nos detengamos á exponer la diversidad 
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de reglns sancioDad&s eu el Derecho positÍTÓ, puesto que tal va- 
riedad resulta de la expoeíción qae hemos hecho en los dos ca~ 
pitulus antarioras. 

Ahora debemos examinar la nueva forma de coaflicto que 
puede derivarse de las diferentes reglas de Derecho positiro 
que los legisladores de loa distintos p&fseaban sancionado para 
designar la ley á la que dehen considerarse sometidas la suce- 
sión legitima y la testamentaria, y las relaciones jurídicas que 
pueden seguirse de la apertura de la sucesión. 

1.83S. No puede ponerse en duda que habiendo estable- 
cido el soberano, en virtud de su autonomía y de su indepen- 
dencia legislativa, ciertas reglas para ordenar la sucesión de los 
extranjeros y las relaciones jurídicas que de ella puedan deri- 
varse, esas reglas son obligatorias para los Magistrados del Es- 
tado, loB cuales no están facultades para dejar de atenerse & 
ellas y de aplicarlas al juzgar y decidir todo caso litigioso que se 
someta & bu conocimiento, aun cuando la lej que las contenga 
no las funde en la propia competencia legislativa, aunque no 
estén conformes con los principios* racionales del Derecho y 
á pesttr de que el legislador haya usurpado la competencia legis- 
lativa propia de un soberano extranjero. 

Una duda grave puede nacer, sin embargo, no ya á propó- 
sito de la fuerza obligatoria de las reglas sancionadas por el le- 
gislador del Estado & que pertenece el Juez que debe aplicar- 
las, sino en lo tocante á la recta aplicación de las mismas reglas. 
En efecto, incumbe al Juez llamado ¿ cumplir una ley, entender 
bien el contenido de la misma y aplicarla á la relación discutida, 
sin alterar 6 falsear la votuntaa legislatoria. 

-■•Sas. La indicada diversidad de conceptos y de sistemas 
legislativos, de la cual resulta la variedad de reglas sanciona- 
das por los legisladores de los distintos Estados para designar 
la ley á qne debe considerarse sometida cada relación juridica, 
pnede hacer surgir la coacnrrencia de reglas diferentes y la nece- 
sidad consiguiente de resolver el conflicto, precisando el límite 
de aplicación de la disposición legislativa y determinando su 
contenido y su alcance. La duda que surgiría en su caso, no ver- 
saría sobre la fuerza obligatoria del precepto, sino que se refle- 
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jarla más bien eo el ftlcance de bu fuerza jurídica y en el límite 
de BU autoridad. 

Considerando, por vía de ejemplo, que el legislador italiano 
indica como le; reguladora de la sucesión del extranjero la ley 
nacional del mismo, y suponiendo que el legislador del Estado á 
que el extranjero pertenezca indique como ley reguladora de la 
sucesión la del pats en que el de cujas estuTÍese domiciliado en 
«1 momento de la muerte; en la bipóteais de que el Magistrado 
italiano fuese llamado á decidir un litigio en materia sucesoria 
respecto de la sucesión del extranjero domiciliado en Italia, 
¿cómo deba resolverlo? 

¿Deberá aplicar la ley nacional del extranjero para determi- 
nar el orden de los herederos y la cuantía de los derecbos suce- 
sorios, en virtud de lo que dispone el legislador italiano? O bien 
teniendo en cuenta que conforme á la regla sancionada por el le- 
fpslador italiano es preciso referirse para decidir & la ley nacio- 
nal del de cujus, y considerando que dicha ley indica la del do- 
micilio del de cujus para regir su sucesión, ¿habrá el Magiatra 
do italiano de aplicar la ley del domicilio, y por consiguiente re- 
solver la cuestión conforme á la ley italiana, á la cual, por razón 
del domicilio, debe considerarse sometida la sucesión de que se 
trata? 

La duda á que nos referimos puede surgir respecto de cual- 
quiera otra relación jurídica sobre la cual se hayan establecido 
reglas no uniformes por los legisladores de los distintos Estados 
para determinar la ley reguladora. Sn efecto, puede ofrecerse so- 
bre la capacidad para contratar, si un legislador establece, por 
ejemplo, la regla que formula el francés, según la que lacapacidad 
de los chidadaiios franceses debe regirse por su ley nacional (ar- 
tículos 3." y 999 del Código civil}, y otro, por el contrario, dis- 
pone que la capacidad para los actos jurídicos, salvo única- 
mente los que se relacionan con el derecho de familia, debe re- 
girse, tratándose del extranjero, por la ley del lugar en que el 
acto se realice, como sucede en et imperio alemán, conforme al 
artículo 7 .** de la ley introductiva; ó si un legislador decide, 
como lo hace el italiano, que la capacidad de disponer por tes- 
tamento debe regirse por la ley nacional, y el legislador del Ba- 
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tado, del cual sea ciudadano la persona que haya hecho el teata- 
mento, preceptúa que la capacidad de testar debe regirae por la 
ley del domicilio. ¿Cómo deberá decidirse la cuestión á propó- 
sito del testamento hecbo por un ciudadano de dicho pafs domi- 
ciliado en Italia? 

La duda puede presentarse respecto de la ley que rige las re- 
laciones de familia, si un legislador estatuye que deben ordenar- 
se éstas por la ley nacional, como lo hace la italiana (art. 6.°) y 
la alemana citada (art. 1 3); y el legislador nacional, á su vez, atri- 
buye autoridad para regir estas relaciones á la ley del domicilio 
ó á la del lugar eu que el matrimonio se haya celebrado. 

-1.840. Ya se trata de reglas de Derecho intemacíODal 
primado no uniformes en cuanto á las sucesiones, de cuya mate- 
ria debemos especialmente ocuparnos, ya de otras cuestiones con- 
cernientes k la condición civil de la persona ó á las relaciones 
de familia, la duda que puede surgir se presenta siempre en la 
misma forma. 

No habría que ocuparse, en efecto, de poner á discusión 
el principio incontrovertible de que la ley de un Estado es 
obligatoria para los Uagistrados del mismo, y que á éstos in- 
cumbe atenerse é. las reglas sancionadas por el legislador pa- 
trio,- sino que se tratarla de la recta aplicación de la regla obli- 
gatoria. 

Suponiendo, por ejemplo, que según la ley impuesta al Ma- 
gistrado por el soberano del Estado, aquél esté obligado & re- 
solver sobre las relaciones de una familia extranjera, conforme 
á la ley del Estado del cual sea ciudadano el marido; que por 
esta ley se indique la del lugar en que el matrimonio se hubiese 
celebrado para regir las relaciones que de él se deriven, y que 
el mismo se hubiese celebrado en Italia, el Magistrado italia- 
no, para aplicar rectamente la disposición sancionada por el 
legislador patrio, ¿debe decidir la cuestión con arreglo & la ley 
extranjera, es decir, la del Estado de que sea ciudadano el ma- 
rido, ó bien, teniendo en cuenta que dicha ley designa la del lu- 
gar en que el matrimonio se haya celebrado para regir las rela- 
ciones que de él tomen origen, y en atención & lo que establecen 
el legislador italiano y el legislador nacional del extranjero, debe 
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considerarse obligado á aplicar la ley italiana, á la cual remite . 
la oacional del extranjero? 

'1.841. La cuestión se ha agitado tnnchas Teces ante los 
Tribunales (1). Uno de los casos importantes en materia de su- 
cesión fué el discutido ante los Tribunales franceses entre los 
herederos Forgo-Dícth contra la Administración del Estado. 
Trat&base de la sucesión de un báraro domiciliado en Francia, 
y como no había obtenido el domicilio legal, conforme al art. 18 
del Código civil firancés, habíase sostenido primeramente que no 
debía aplicarse la ley francesa, sino la ley bávara. La cuestión 
turo diTersAs fases. Comenzada en 1874, se terminó con la sen- 
tencia del Tribunal de Casación de 22 de Febrero de 1882, pro- 
nunciada más directamente sobre la cuestión que exponemos. La 
Administración del Estado, en efecto, recurría al Tribunal de 
Casación alegando que indebidamente se consideraba aplicable la 
ley báTara, siendo así que el Derecho civil de Bavíera disponía 
que la sucesiÓD de un bávaro que hubiese tenido su residencia 
habitual en un país, debía regirse por laley del domicilio, y adu- 
cía además que el de cujas babia estado de hecho domiciliado en 
Francia, por lo que, en atención á dicha ley bávara, le era apli- 
cable la ley francesa, á la cual se referia aquélla, para regir la 
sucesión del de cujas con domicilio, de hecho, en Francia. Fl 
Tribunal de Casación admitió el recurso y, según la relación de 
Demangeat, resolvió lo siguiente: 

(1.° La sucesión mobiliaria del extranjero que muere en 

> Francia sin haber obtenido del G-obierno francés la autoriza- 

> ciÓD de fijar allí su domicilio, se rige por la ley nacional de este 

> extranjero. 

> 2." Pero si la ley extranjera decide que debe aplicarse en 

> materia de estatuto personal la ley del domicilio ó de la resi- 
» dencia habitual, y en materia de estatuto real la de la situación 

> de los bienes muebles ó inmuebles, la ley francesa es la única 



(1) Véaae París, 2ñ de Noviembre 1891 (Joitm. de Dr.tnt. privé, 1891, 
página 478); Paría, 23 de Marzo 1888 (ídem, 1889, 638); Paría, 16 de 
Harzo 1899 (GazzeUa dei Tríbiinali, 1899), y las nameroaas sentencias 
citadas en la Revtte de Droü iníern., 1898, pág. 130, por Bartín. 
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> aplicable para regir la aucesión dtl eztraojero compuesta de 

> muebles que se hallen en Francia.* (1). 

Otro caso, en el cual esta principio está expresamente acep- 
tado, fué resuelto por el Tribunal Supremo de Karlsruhe. Tra- 
tábase de un ciudadano de Württemberg, domiciliado ea d 
Orao Ducado de Badén. Abierta la sucesión, disputábase sobre 
la ley que debía regirla. El § 2." del VI Edicto de CottstüueiáH 
de Badén establecía que la sucesión del extranjero j sus dispo- 
siciooes de última voluntad deberían regirse por su ley nacional. 
El Tribunal de Karlsruhe, considerando que según el Derecho 
de WUrttemberg la sucesión debe estar regulada por la ley del 
domicilio en el momento de la muerte, sostuvo que como la ley 
de la patria del de cujus remitía á la aplicación del Derecho de 
Badén, éste era el que debía aplicarse si se quería respetar las 
disposiciones del Derecho de Württemberg (2). 

Los Tribunales de Bélgica han admitido el mismo principio 
respecto de las relacíoues de iamilia y de la sacesión de extran- 
jeros domiciliados en aquella nación. Dichos Tribunales han 
sostenido que cuando según la ley nacional del extranjero se 
atribuya autoridad á la ley del país en que el mismo esté domici- 
liado, esta ley debe aplicársele en virtud de la autoridad do su 
estatuto personal (3). 

Merece atención el argumento aducido por el Tribunal de 
Apelación de Bruselas para sostener la aplicación de la ley del 
domicilio cuando ésta esté indicada por el estatuto personal. 
(Considerando que por las mismas razones por las que tas leyea 
personales siguen al belga en el extranjero, acompañan tambiéo 
al extranjero en Bélgícai. 



(1) Journ. de Dr. iiilern. privé, 1883, pág. 64, donde se encnentran 
en nota las indicaciones relativas á la historia de este asante. 

(2) Tomado de Buzzati, págs. 31 y 32, primera edición. 

(3) V. la sentencia del Tribunal de Apelación de Bruselas de 14 
de Mayo de 1881 en el asunto Bigwood, en el Joum. dii Palaü, 1881, 
■Jurieprudence étrangére», pág. 68, con una nota de Laurent sobre 
relaciones de familia, y la del Tribunal civü de Bruselas de 2 de 
Marzo de 1887, en el aaaiito Gerlache Fano, en la Belgique juiiiciaire 
de 29 de Mayo de 1887. 
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No creo oportuno referir los varios casos en loa que los Tri- 
baoBles han Bostenido que cuando la lej nacional indique para' 
regir una relación determinada la lej del domicilio, la remisidn 
fi las normas jurídicas establecidas por esta ñltima debe ser rea- 
petada en consideración & la autoridad de la ley nacional (1). 

Importantes indicaciones de los casos resueltos en materia de 
BucesioneB j de validez de los testamentos pueden encontrarse 
en el articulo publicado por Bartln (3) y en los escritos de Cate- 
Uani (3), Buzzati (4), Anzilotti (5) y de todos los que han exa-' 
minado esta cuestión. 

l.a4S. En las legislaciones no encontramos regulada ex- 
presamente la cuestión que hemoa presentado y que se indica 
con el nombre convencional de cuestüín de la retnieión. Sin em- 
bargo, examinando las disposiciones legislativas dictadas en 
ciertos países, vemos que parecen inclinarse m&s k la opinión 
de aquellos que Bostieuen en principio la teoría de la remisión, 
que á la de aquellos otros que con tanto ardor, como ha hecho 
Buzzati, ae han lanzado á combatirla. 

Queriendo algunos legisladores indicar las normas regulado- 
ras de ciertas relaciones juridicas, han dispuesto en general que 
el juez debe buscarlas, no en la ley del Estado en que debe deci- 
dirse la cuestión, sino más bien en la de aquel á que pertenezca 
la persona. Esto, entre otros, lo dispone el Código civil del Can- 
tón de Zurich. 

£1 de 1864, vigente hasta la promulgación del nuevo Código 
en 1887, establecía en principio la autoridad del estatuto perso- 



(1) No faltan, ein embargo, decisionee en sentido cootrariOi Tri- 
bunal civil del Sena, \° de Febrero 1893, X, c. Domey (Journ. de 
Dr. intem. privé, 1893, pág. 530); Tribunal federal anizo, 6 de Abril 
de 1894; Fischel contra la señora Codman (ídem, 1894, pág. 1.096), 

(2) La confiicU entre di»p. UgUlative» de Dr, intern. privé. (Revue de 
Dr. intem., 1898, pág. 136.) 

(8) Del conflitto fra le norme di Dir. intern. privato. Venecia, 1897. 

(4) 11 rinvio nel Dir. intem. privato. Milán, 1898. 

^) Studii critici di Dir. intem. privé, capítulo último. La cuestión 
de la lemisión j tos conflictos entre las disposiciones legislativas 
de Derecho internacional prjvado. 
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□al respecto de los ciudadanos del Cantón que Be encontrasen en 
el extranjero, y lo mismo para la sucesión hereditaria. En cuanto 
á los extranjeros declaraba aplicable la ley de eu nación, b^o 
la condición, sin embargo, de que así estuviese prescrito mía ley 
del Estado á que perteneeteaen. 

El art. 2." del Código ciril de 1854 disponía: «La condición 
jurídica de los ciudadanos del Cantón se rige también en el ex- 
tranjero por el Derecho de su patria. A los extranjeros que se 
encuentren en el Cantón se les garantiza la aplicación de su De- 
recho nacional, si mí estuviese prescriio en la ley del Estado ¿ 
que pertenezcan». 

El art. 3." dice: «Las relaciones de familia de los extruije- 
ros que viren en el Cantón j la sucesión de los mismos que ha- 
yan habitado en él, se regirán conforme & su Derecho nacional 
en cuanto esto esti prescrito por la ley del Estado á que perte- 
nezcan!. Están conformes con esto las disposiciones de tos 
^ 3." y 4.° del nuero Código de 1887. 

El art. 4." dice: tEn cuanto á la sucesión hereditaria rige el 
Derecho del de cujua (ciudadano del Cantón). 

fLa sucesión de los extranjeros que han habitado en el 
Cantón se regirá por su ley nacional en cuanto esto esté prescrito 
por la ley del Kstado de cada uno. 

>Exceptúase de esta regla la sucesión especial en bienes 
inmuebles de fundaciones >. 

El mismo concepto encontramos en el Código civil del Can- 
tón de Zug de 1861. El párrafo 2." dice así: <Las relaciones 
personales (capacidad jurídica, capacidad de obrar); las relacio- 
nes de familia, así como las hereditarias conexas con éstas 6 con 
aquéllas (derechos de sucesión ab tntestato, testamento) de los 
ciudadanos del Cantón, aunque se encuentren en el extranjero, 
se rigen por el Derecho nacional de la persona ó de la familia 
del de oujus. Respecto de esto se garantiza también á los extran- 
jeros la aplicación de su Derecho patrio en cuanto la ley del Es- 
tado á que pertenezcan lo prescriba. 

Examinando estas disposiciones se ve que no se impone al 
juez la obligación de aplicar al extranjero su ley nacional, en 
virtud de cuanto dispone el legislador cantonal, que atribuye 
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autoridad 6, la Ley del Cantón para regir la sucesión hereditaria 
del ciudadano en país extraojero; sioo que se admite la precÍBÍón 
de atenerse á la regla de Derecho internacional establecida por 
«1 legislador de la patria del de cujut, y por consiguiente se au- 
toriza la aplicación de la ley nacional, si así lo prescribe la ley 
del Estado & que la persona pertenezca. 

En otros térmiDos, se vieoe á admitir que la regla de Bere- 
«ho internacional privado concerniente á la sucesión abierta en 
el extranjero forma parte del estatuto personal, por lo que se 
obliga al Juez, no ya á atenerse al Derecho loca), sino más bien 
& atenerse al de la patria del de cujus y aplicar su ley nacional 
si el legislador del Estado á que corresponde la persona de cuya 
herencia se trata la declara aplicable. De esto se deduce que si 
la ley del de cujus declara pertinente la del domicilio, el Juez 
no debe invocar la ley nacional, en virtud de lo que dispone la 
ley cantonal, sino la indicada como reguladora por el legislador 
de la patria del de cujua. 

En el Código civil de los Grísones de 1863 el principio de la 
remisión aparece aceptado y establecido de modo imperativo. 
El § 1." de dicho Código dice asf: 

«Las disposiciones de esta ley se aplican: 

il." Respecto del derecho de las personas, & todos los ciu- 
dadanos del Cantón, aunque vivan fuera de él; á las personas ju- 
rídicas existentes en el Cantón; á los extranjeros domiciliados ó 
qne vivan en el Cantón, en cuanto la ley y la naturaleza de la 
relación jurídica de que se trate no requieran la aplicación de un 
Derecho extranjero. 

>2.° B«specto del derecho sucesorio, á todas las herencias 
y legados (aunque se encuentren en el extranjero, si se trata de 
la BuceatÓn de un ciudadano del Cantón, ó si éste tuviese parte 
en ella); á las herencias y legados que se encuentren en el Cantón, 
si se trata de un Estado no confederado, sólo en cuanto las le- 
yes patrias del de cujus no requieran la aplicación de estas últi- 
mas. Las disposiciones sobre prevención de bienes ó custodia ju- 
dicial y sobre la liquidación, son también aplicables & todas las 
sucesiones que se abran en e) Cantón. > 

A nuestro juicio, en virtud de estas disposídones, el legisla- 
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dor atríbaye autoridad absoluta á la Ley del Cantón para rega- 
lar las medidas de conservación y la dÍTÍBÍóa de la sucesióa 
abierta en el Cantón, y en lo qae concierne al orden de snceder, 
á la cuantía de loa derechos sucesorios j & las disposiciones tes- 
tamentarias, rechaza en general la aplicación del Derecho local 
á la sucesión extranjera; pero dispone qne si la, ley patria del ds 
cujus remite á la del domicilio y el extranjero estaba domi- 
ciliado en el pafs de los Grisonee, la ley cantonal debe regir la 
sucesión, porque la ley nacional del de cujus exige su aplicación. 

La legislación ináE reciente en la que se encuentran sancio- 
nadas reglas de Derecho internacional privado es la del imperio 
alemán, puesta en vigor el 1.* de Enero del corriente año (1). En 
las disposiciones preliminares del Código (ley introductiva) se 
admite en principio que el estatuto personal lo constituyen las 
leyes del Estado á que pertenece la persona. Esta ley está indi- 
cada para regir la capacidad en el art. 7.*, para regular las re- 
laciones de familia en los articuloa 13, 16 y 17 y para ordenarla 
sucesión del extranjero, en el art. 2&. 

Después el art. 27 dispone: <8i según el Derecho de un Es- 
tado extranjero, cuyas leyes estén declaradas aplicables, á tenor 
del § 1." de loa artículos 7." y 13, 2.' del 15, 1." del 17 y art. 28, 
procediese aplicar las leyes alemanas, se aplicarán éstas». 

De cualquier manera que quiera entenderse el art. 27, no 
puede ponerse en duda que consagra expresamente el principio 
de que cuando la ley extranjera, indicada como norma reguladora 
de una relación jurídica, remita á )a ley alemana, ésta debe 
aplicarse (2). 

(1) Ya hemos dicho que alude el autor á Enero de 1900. 

(2) En el proyecto del Código civil alemán (segunda lectura) es- 
taba redactada de este modo la disposición acerca de laremiBÍÓn 
respecto del matrimonio y de las relacionoB de familia: «Si con arre- 
glo á las lejes del Estado, cuyas leyes deben tener aplicación, rigen 
ó refluían la relación las vigentes en el domicilio del marido, éstas 
serán las aplicables al caso 

También en la ley húngara sobre el matrimonio, de 18 de Dícímd- 
bre de 18!)4, está expresamente consagrada la regla de la remisión, 
§108. La validez del matrimonio contraído bn el extranjero debe 
jnzgarae, por lo qne á 1» edad ; á la capacidad de obrar de cada uno 
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En el campo de la doctríiia la discusión ha llegado 
á ser muy viva, sobre todo en estos últimos años, y principal- 
méate después que Labbé planteó con toda claridad la cuestión 
en el Journal de Droü internacional privé (\), poniendo ñe ma- 
nifiesto el conflicto que puede surgir entre las reglas sanciona- 
das por la ley del Estado en que nace la litis y donde el Juez 
debe resolverla, y las establecidas por el legislador extranjero, 
cuando uno y otro hayan indicado de modo distinto la ley que 
debe regir la relación juridica controvertida. Muy importantes 
han sido los estudios publicados sobre este asunto, en los cuales 
toe escritores se han dividido en dos grupos. Los naos sostienen 
con válidos argumentos la doctrina de la remisión, otros U 
combaten (2). 



de los cóayngfiB respecta, exclusivamente en conformidad con las 
leyes de su respectivo Estado; pero en cualquier otra materia, con- 
forme á las leyes de entrambos cónyuges, salvo si éBt3epre»cribiesen 
la aplicacián de otn Derecho, 6 si esta iey no dispusiese otra cosa. 

(1) Afio 1886, págB. 1 á la 16. 

(2) Y. entre los escritoreB favorables á la remisión: Bar, Theorie 
nnil í*raxií de» intemat. FrivatrechU. Hannover, 1889, ndm. 94, y 
Bandbueh de» intemat. Pñvatund Strafrecht. Stuttgard, 1892, § 10, 
nota; Brocher, Droit üiternaliimal privé, t. 1, 1. I, tft. I, cap. I, pág. 167; 
Kenault, Actet de la Conférence de la Raye, pág. 46; Rolín, Principe» 
cíe Drtñt interrt. privé, 1. 1, niim. 105, pág. 258; Weias, Droil intern. pri- 
VÉ, t. m, Le confiict du lois, págB. 76 y 77; Guarini, Applicabilíid ddie 
norme di Dir. intern. privato contmule ín tina legge ttraniira. Roma, 
1900 y otros. 

Entre los contrarios, véase: Labbé, Jonrn. de Dr. International 
privé, 1685, páginas í> y siguientes; Pillet, ídem, 1894, pág. 721; Bar 
tín, Ijet confiict» entre diapositiotii legiil. de Droit intern. (Revue de 
Dr. int., 1898, páginas 129 y siguientes, et cual aporta ana rica biblio- 
grafía y jurisprudencia); Lainé, La Conférence de La Saye, relalive 
au Ih-. intern. privé en el Jourtt. de Dr. intern. privé, 1894, pág. 248, y 
Déla ai^icatioadetloieétrangere»enFranceetenBdffique(íáem,^89B, 
página 241X Deapagnet, Précis de Droit intern. privé, tercera edición, 
páginas 216 y 217; Buzzati, H rinvio nel Dir. intern. prívalo; Milán, 
1898; Catellani, Del confiitto fra norme de Dir. intern. privato, Vene- 
cia, 1897; Anzilotti, Studi crítiee di Dir. intern. privato, véase el capí 
talo último, pág. 194; Dieica, Siii limitialla appUcasione del Diritto 
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-1.344. Nosotros hemos examinado incidentalmentela cues- 
tión á propósito de la ley qae rige la capacidad j las reUdones 
de familia (1). Ahora que la discusióa se ha extendido, j que 
mis contemporáneos, con mudiísima erudicifin, han tratado de 
sostener su opinión, distinta de la nuestra, debiendo tratar la 
cuestión á propósito de la ley aplicable & la sucesíóa ; recono- 
ciendo que el afinnto es muy importante, creemos conveniente 
examinarla á fondo y con la necesaria amplitud. 

Á nuestro modo de ver, aunque la forma de la controversia 
presente el carácter de cierta novedad, en el fondo la discusión 
Tersa siempre sobre el mismo asunto. ¿Se trata, en efecto, de 
saber qué autoridad puede atribuirse en los países extranjeros 
¿ los preceptos legislativos dictados en virtud de la propia in- 
dependencia legislativa del soberano de cada Setado? ¿Se tnta 
de saber cuál debe ser el alcance y la extensión de la disposición 
legislativa y el limite de su fuerza jurídica y obligatoria? 

Todos, de coman acuerdo, debemos admitir en principio que 
si mediante el comenms gentium estuviesen establecidas las re- 
glas acerca de la autoridad de cada ley en cuanto & cualesquiera 
de las relaciones jurídicas controvertidas, desaparecerla todo 
conflicto y toda razón de él, puesto que, como sabiamente lo 
había hecho notar Savigny, cada relación jurídica estaría so- 
metida al imperio de la ley que, según la naturaleza de las 
cosas y la de la relación misma, hubiese sido designada para re- 
girla, y las cuestiones que surgiesen no podrían resolverse más 



«rraniVro, páginas 9 j siguientes, Tarín, 1S98; Snrville et Arthuys, 
Cour* de Dr. intern. prívé; París, 1900, % 30. pág. 47. 

No nos detendremos á exponer la rica literatura sobre este asun- 
to, y remitimos á los estudiosos á las indicaciones que hacen los es- 
critores ya citados. 

Muchas noticias se encontrarán en Kahn, Iheringt JoArbueh^r, 
189fi, páginas 401 y sigaientea. 

(1) Y. mi artículo, Du maríage céUbré d Titranger en el Jonm. ilu 
Dr. intern. privé, 1886, páginas 161 y siguientes. ídem, página 174, j- 
mÍ6 obras: Delle ditpoñziimi gaierali sulUí pnhhlicazione, applicazione 
ed iiiteiprclazione delle leggi, vol. II, S 555, pág. 97. Ñapóles, Marghie- 
ri, 1887, y el toI. II de esta obra, núm. 686, pág. 188. 
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4[ue aplicando la ley 6 la regla eoncemíante á dicha relación. 

Actualmente los conflictos entre las leyes vigentes surgen 
f>orque al verificaree la coDCurrencia de leyes no uniformes dic- 
tadas por soberanos de Bstados dívereos, cada uno de los cua- 
les puede atribuirse la facultad de regular de modo privativo 
una relación jurídica determinada, no existen reglas unánime- 
meote aceptadas para resolver en este caso á cuál de las leyes 
■concurrentes corresponde la preferencia, es decir, á cuál de ellas 
■debe atribuirse la antoridad legislativa predominante. 

Esto, que es lo que constituye el problema del llamado De- 
recho internacional privado, comprende también la forma espe- 
cial que la controversia ha tomado en caso de concurrencia de 
-disposiciones no uniformes acerca db la autoridad territorial ó 
•extraterritorial de las leyes propias y de las leyes extranjeras. 

Supongamos, por ejemplo, que el legislador del Estado A. dis 
pone que los derechos y las relaciones jurídicas que se derivan 
-de la sucesión deben determinarse y regirse por la ley nacional 
del de cujus; y que el legislador del Estado B, patria de la per- 
sona de cuya herencia se trata, dispone á su vez que los de- 
rechos que se derivan de la sucesión deben determinarse y 
■ordenarse por la ley del domicilio. Abierta la sucesión en el 
Estado A, en el que el de cujus estaba domiciliado, el Juez 
-de eate Estado, ¿debe regular la sucesión conforme á la ley de 
la patria del de cujus, y aplicarla sin preocuparse de lo que pres- 
«ribe el legislador del Estado 6, patria del mismo de cujus, 6 
bien, encontrándose con que et legislador del Estado B, indica 
como ley reguladora ladel domicilio de la persona de cuya heren- 
cia se trata, debe considerar esta ley como regla de la sucesión, 
teniendo en cuenta el precepto legislativo sancionado por el legis- 
lador de la patria del de cujus? 

£n sustancia, se trata de determinar qué autoridad debe 
tener la disposición legislativa promulgada por el legislador del 
Estado A, en concurrencia con la disposición legislativa, no uní 
forme, aancionada por el legislador del Estado B, de precisai* 
caál debe ser la fuerza jurídica obligatoria y el límite de la auto- 
ridad, como precepto legislativo, de la disposición sancionada 
por el legislador del Estado á que pertenece el Juez, en concu- 
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rrencia con la la; no aaiforme promalgada por la soberanía 
extranjera. 

tJBAtb* Para resolver esta cuestión empezamos por solici- 
tar la mayor atención sobre la naturaleza j carácter de las dis- 
posiciones que sancionan las r^las de Derecho internaciooslr 
según el Derecho positivo de cada Estado. 

No es ciertamente admisible que ¿ dichas disposiciones paeda 
atribuírselas la fuerza jurídica de reglas verdadera j propia- 
mente internacionales. Para aceptar esto sería preciso suponer 
que el soberano que las habla sancionado pudiese abrogarse la 
potestad de dictar la ley al mundo, cosa que no podría soste- 
nerse sin conculcar la indepeadencia legislativa de las demis 
soberanías. Es necesario, pues, reconocer que dichas reglas, tal 
como se encuentran establecidas en la legislación de cada Es- 
tado, forman parte del Derecho interior, y que, por consiguiente, 
deben considerarse como reglas de Derecho internacional pri- 
vado, según el Derecho nacional. 

Para que dichas reglas pudiesen tener el carácter verdadero 
y propio de leyes internacionales, serla indispensable que su an- 
toridad imperativa estuviese establecida mediante el consensut 
gentium, en cuyo caso tampoco alcanzaría su autoridad á todos loe 
Estados del universo, sino solamente á aquellos que en virtad del 
acuerdo las hubiesen aceptado como Derecho común. De este 
modo se llegarla & realizar, respecto de los Estados in unione, 
aquella comunidad jurídica acariciada por Savigny, que consis- 
tiría precisamente en admitir en común reglas uniformes para 
determinar la autoridad de sus leyes respectivas y para precisar 
los límites de la competencia de cada poder legislativo. 

Faltando en la actualidad este acuerdo, como las reglas de 
Derecho internacional privado sancionadas por cada soberano 
forman parte del Derecho interno, su fuerza jurídica no puede 
consistir mis que en dar al Juez territorial las reglas sancio- 
nadas por el legislador acerca de la ley reguladora de las rela- 
ciones controvertidas que se sometan ala jurisdicción del mis- 
mo Juez. 

Considerando incontestable todo lo que hemos dicho, nótese 
Iñen que el objeto de la investigación es, á nuestro modo da ver, 
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«I siguiente: Se trata de saber cómo debe interpretar el Juez las 
reglas de Derecho internacional prirado sancionadas por el le- 
:gÍ8lador del propio Estado, y cómo debe entender su autoridad 
y BU alcance cuando llegue et caso de aplicarlas. 

Nuestra firme codtíccíód es que esta cuestión se encuentra 
«n el caso de cualquiera otra concerniente á la autoridad de ana 
disposición legislatira sancionada por el legislador del Estado, 
-en concurrencia con otra disposición no uniforme dictada por 
un legislador extranjero; y que no puede resolverse de otra 
manera que teniendo presente los principios generales del Dere- 
■cho, que deben siempre servir para determinar la autoridad de 
las leyes y su recta interpretactóo. 

Según los principios del Derecbo internacional, la cuestión 
^e la autoridad de la ley debe resumirse en la de la competen- 
cia legislativa, y lo mismo debe también ocurrir, á nuestro modo 
de Ter, con el tema de la autoridad de las reglas de Derecho in- 
ternacional establecidas por la ley civil de cada Bstado. Sobre 
estos principios debe fundarse el Magistrado, siempre que alapli- 
-car la ley deba interpretarla para determinar su fuerza jurídica, 
«1 alcance y la extensión de su autoridad. 

1>S4S. Labbé, que fuó de los primeros que examinaron á 
fondo la cuestión propuesta, dice que cuando el legislador del 
Estado del Juez se haya pronunciado de modo definitivo 
ftcerca de la ley que debe regir cuestiones en que estén in- 
t-ereeados extranjeros Ó relaciones jurídicas que en su origen 6 
en BUS efectos sean extranjeras, el Juez del Estado no debe tener 
en cuenta la ley extranjera, y resume de este modo su opinión: 

* Corresponde al legislador, bajo cuya autoridad está el Juez 

> encargado de un asunto, determinar la ley aplicable al caso. 

> Cuando aquélba señalado una ley extranjera para la re- 

> solución de una cuestión, el Juez no tiene que preguntar al 
3 legislador extranjero cu&l es la ley aplicable, porque ya !o sabe, 

• y no tiene más que sacar de esta ley la resolución de la cues- 

> tión que se ventila, condición de capacidad, régimeo de suce- 

> sida 6 causa de divorcio» (1). 



(1) Labbé, Drt confítl entr'. la loi naltonale et une loi ¿trangcre en el 
■Journal lia ür. taterrt. privé, 1885, pigíaii IG. 
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El reputado jurisconsulto llega & esta conclusión, porqué- 
como él apuflta, <la le; que un Juez ha de obaerrar, debe en tod» 

> caso indicárBela con la mayor exactitud su legislador. tJo Tri- 

> bunal no tiene que esperar de un legislador extranjero la indi- 

> cación del camino que está obligado & seguir*. 

Conviene atentamente advertir que no se trata de saber si á 
Juez del Estado debe reconocer la fuerza imperativa de la % 
promulgada por el legislador patrio, ó de discutir si cuando el 
soberano de un Estado ha proclamado una ley, los Tribunale» 
del mismo pueden no atenerse & tos preceptos contenidos en U 
misma. Lo que interesa, por el contrario, es averiguar cómo el 
Juez ha de entender el alcance del precepto legislativo, cómo- 
debe interpretar el límite de la autoridad de la ley, según la vo- 
luntad del legislador patrio. 

El Juez 6. quien corresponda resolver acerca de la relación 
controvertida no puede ciertamente sustraerse al imperio del 
Derecho territorial; es decir, que no tiene medio alguno de de»- 
conocer la fuerza obligatoria de las disposiciones legislativa» 
sancionadas por el legislador del Estado. Pero cuando, en d 
caso de resolver acerca de una relacióo jurídica, ee veriSque la 
concurrencia de leyes no uniformes, ó sea entre la sancionada 
por el legislador del Estado del Juez y las sancionadas por sobe- 
ranos de otros Estados, creemos que el Juez no puede hacer 
otra cosa que aplicar la regla que tenga autoridad para regirla 
reclamación discutida. No puede el mismo sustraerse ciectamente 
& la fuerza imperativa del Derecho local; sin embargo, al apli- 
carlo debe entenderlo como establecido con arreglo & la compe- 
tencia del legislador y dentro de los límites de la misma. El 
Juez, en efecto, no podría admitir que el legislador patrio hn- 
biese pretendido regular una relación jurídica fuera de los Umi- 
tes de la propia competencia legislativa. 

Por esto declamos que cuando se presentan en concurrencia 
reglas no uniformes sancionadas por diversos soberanos indepen 
dientes, la cuestión de la autoridad de la ley j del alcance de su 
fuerza obligatoria debe resolverla el Juez fundándose en el prin- 
cipio de la competencia legislativa. 

■•S'*' Entrando ahora á discutir á fondo la cuestión d» 
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la competencia legislativa, creemos oportuno advertir qae ésta 
debe examinarse en sus relacionea con el territorio ; con las 
perBonaa. 

En Bue relaciones con el territoño, la competencia legisla* 
tira debe atribuirse absoluta y ezclusÍTamente á cada Estado, 
en virtud de bu dominio eminente sobre toda su extensión ma- 
terial y sobre los lugares asimilados al mismo. Cada soberano 
debe, paes, ser considerado como el único competente para dic- 
tar las leyes concernientes á las cosas ; á su condición j uridica, 
en cuanto forma» parte del territorio, y también para dictar las 
leyes conTenientes para proteger los derechos del Sstado, los de- 
rechos y los intereses sociales y la seguridad de las personas. 
Estas leyes deben considerarse establecidas con fuerza impera- 
tiva respecto de todos, por lo cual laá personas que se encuen* 
tren en el territorio, sean ciudadanas 6 extranjeras, debe repu- 
társelas sometidas & la potestad legislativa del soberano, en 
fuerza del derecho exclusivo de alto dominio, de imperio y de 
jarisdicción que le pertenece, en lo que verdaderamente consiste 
la aoberania territorial. 

Por razón de la competencia en sus relaciones con el terri- 
torio, el soberano territorial puede sujetar la propiedad y la po- 
sesión de las cosas inmuebles y de las cosas muebles, cualquiera 
qne sea el sujeto á quien pertenezcan, á las leyes hechas por él 
para proteger los intereses generales, el derecho social y los de- 
rechos de los terceros. Puede además obligar i todas las perso- 
nas que se encuentren en el territorio á respetar las leyes de or- 
den público y las que se promulguen para mantener incólume la 
moral civil y las buenas costumbres. 

En virtud siempre de la competencia territorial, el soberano 
de cada Estado tiene atribuciones para establecer las reglas acer- 
ca de la autoridad de las leyes territoriales y de las leyes extran- 
jeras respecto de todas las relaciones y de todos los actos jurídi- 
cos en conexión con el Derecho público, con el Derecho social y 
con el orden público. 

Las reglas asi establecidas deben tener el carácter y la auto- 
ridad del llamado estatuto real, y no sólo han de ser obligatorias 
para los Magistrados del Estado, sino que su autoridad impera- 
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tira debe considerarse absolata y exclnsiva en el sentido de que 
DO se pueda jamás, ni en ningún caso, fundándose en una le^ 
extranjera, dejar sin efecto lo que el Boberano territorial haya 
establecido- en virtud de so competencia territorial (1), 

En virtud de esta competencia legislativa, el legislador ita- 
liano, por ejemplo, ha sancionado en el art. 7.* de las dispon- 
ciones generaleB, la regla que somete todas las cosas que sa 
encueiitrea sobre el tertitorio de su nación á las leyes italianas 
que atañen á los bienes, y establece como principio que los in- 
muebles se consideran si^etos á la ley del lugar donde están 
situados, y los bienes muebles pueden estar sometidos á la de 
la nación del propietario, salvo las disposiciones en contrario de 
la ley del pais en que se hallen (a). 

Con esto el legislador italiano ha venido á decir que annqae 
la propiedad pertenezca & los particulares, el imperio sobre el 
territorio corresponde ala soberanía, y que, por consiguiente, los 
inmuebles, considerados como un conjunto que constituye el te- 
rritorio del Estado, deben reputarse sometidos & la ley de aquel 
en que están situados (2). 

El legislador patrio no ha prohibido que las leyes extranje- 
ras puedan tener autoridad para adjudicar derechos sobre las 
cosas existentes en el territorio italiauo. Habiendo sancionado 
en el art. &.' que las sucesiones legítimas y testamentarias, ya 
en cuanto al orden de suceder, ya, en cuanto á la medida de los 
derechos sucesorios, deben regirse por ta ley nacional de la per- 
sona de cuya herencia se trate, y que por la misma deben re- 

(1) V. vol. I, Parte general, cap. III, Dd ettatiilo real; cap. VII, De 
la aulorit/ii'l trrriliirial del Deredw púhUco y delailiyi de urden públiw. 

(a) El art. 1U del Código civil español sujeta los bienes muebles 
á la lej- de la nxción ele su propietario; y los inmuebles á las del 
país en quo están eitos. 

(2) Creemos oportuno advertir que diciendo el legislador italiano 
en el art T.": «Los hieneíi inmuebles están eiijetoa á la ley del lugar 
en que se hallan situados», debe reconocerle que ba proclamado el 
principio acerca de loe derechos de la soberanía territorial en gene- 
ral, .V que faa venido de este modo indirectamente á establecer de un 
mddo inicial, que la competencia legislativa, eu sus relaciones con el 
territorio, debe atribuirse al soberano de cada Estado. 
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girae el fondo y los efectos de las doDaciones j de las disposi- 
ciones de áUima voluntad, ha venido á decir qne toda cuestión 
respecto de dichas relaciones, aun tratándose de los inmuebles 
existentes en Italia, debe resolTeHa el Juez italiano ateniéndose 
á ta le; nacional del extraniero. 

Correspondiendo, sin embargo, al legislador, en virtud de an 
competencia territorial, proteger el derecho público, el derecho 
social y el orden político j económico de la propiedad inmueble, 
que podrían ser lesionados si para regular los derechos que se de- 
riven de la sucesión se atribuyese autoridad absoluta é ilimitada 
k las leyes extranjeras, en cuanto á los inmuebles existentes en 
Italia, ha provisto & esta necesidad sancionando la regla limitati- 
va del articulo 12, que dispone que en ningún caso la ley extran- 
jera, en materia de sucesiones, podrá dejar sin efecto las leyes del 
reino concernientes á los bienes, 6 que de cualquier modo tengan 
por objeto el orden público. 

Establecida esta disposición limitativa, en virtud de la com- 
[>fltencia territorial, debe considerársela como parte del estatuto 
real, y nunca podrá discutirse si el Magistrado italiano esta fa^ 
cuitado para admitir la autoridad de una ley extranjera en opo- 
sición á la sancionada por el legislador patrio. 

1^<ÍS> De lo que hemos dicho resulta bien claramente 
qne deben considerarse como parte del llamado estatuto real las 
reglas de Derecho internacional privado que tienen por objeto 
determinar la autoridad de las leyes respecto de las cosas mue- 
bles ó inmuebles existentes en el territorio de cada Estado, y es- 
tablecidas con fuerza obligatoria absoluta y exclnsiva erga om- 
nes, conforme á los justos principios del Derecho internacional 
privado. 

Por consiguiente, siempre que puedd veriScaree la concu- 
rrencia de reglas no uniformes, sancionadas por soberanos de 
diversos Estados independientes, incumbe al Juez atenerse á las 
reglas emanadas del soberano del propio Estado, y aquél no 
pnede limitar el alcance ni desconocer la autoridad absoluta 
de las normas legales establecidas por el mismo soberano en vir- 
tnd de la propia competencia territorial y dentro de sus limites. 
Sin preocuparse, pues, de sí son ó no uniformes las reglas san- 
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Clonadas por los soberanos extranjeros, debe aplicar las estable- 
cidas por el legislador del Estado á que pertenece en aquello en 
que éstas determinen la autoridad de las leyes del mismo Esta- 
do, 6 limiten la de las leyes extranjeras referentes á, los bienes, 6 
tengan por objeto m&ntener incólume e) respeto al Derecho pú- 
blico y al Derecho social. 

Pero ¿qué debeda decirse si el soberano del Estado, en vir- 
tud de su autonomía legislativa, hubiese traspasado los limites 
dentro de los cuales puede admitirse su competencia territorial? 
¿Qué debería decirse si, abusando de su autonomía legislativa, 
hubiese atribuido autoridad á las leyes propias respecto de los 
extranjeros, aun en aquello que concierne á su condición civil, á 
sus derechos fundados en las relaciones personales y de familia 
y á sus derechos sucesorios, sujetando & la autoridad de la ley 
territorial el orden da suceder, la cuantía de los derechos suce- 
sorios, la validez intrínseca de las disposiciones testameutarias 
y la capacidad de transmitir ó de aceptar la herencia? 

Esta cuestión la examinaremotí después. 
1 -SU. Ahora debemos investigar & quién corresponde la 
competencia legislativa en lo que atañe á las personas y á. las 
relaciones jurídicas que se fundan en las personales y de &imilia. 

Nos parece evidente que la competencia legislativa en este 
respecto debe corresponder, según la naturaleza de las cosas, 
al soberano, que en virtud de la sumisión de las personas puede 
atribuirse sobre éstas la potestad de legislador. 

Ahora bien, conviene advertir con cuidado que las personas 
naturalmente sometidas á la autoridad del legislador, son los ciu- 
dadanos del Estado. A éstos, que forman la colectividad, es de- 
cir, la sociedad política que se denomina Estado, debe conside- 
rárseles como asociados, sometidos á la suprema potestad de) 
soberano del Estado, constituido por ellos y por los mismos in- 
vestido del poder de declarar y regular los derechos de cada uno, 
como parte de la colectividad. La competencia legislativa, por 
consiguiente, para determinar la condición civil de la persona, 
su estado, su capacidad y las relaciones en que se encuentra con 
la familia á que pertenece desde el momento en que ha sido con- 
cebida ó ha nacido, y para declarar y determinar del mismo 
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modo todos los derechos privados qne de esto se derivan, debe 
atribuirse al soberano del Estado del cual el índlTÍduo nace ciu- 
dadano. 

Inútil nos parece querer discutir sobre este punto. Todo 
hombre nace de hecho ciudadano de un Estado; y, por consi- 
guiente, la presunción más natural j más racional es que la ley 
misma que determina su condición de ciudadano, debe determi- 
nar también loa derechos civiles que le corresponden. Es pre- 
cbo, pues, admitir en principio que & cada individuo debe repu- 
társele sometido é. la ley de a'u patria, y que la competencia le- 
gislativa personal debe atribuirse al soberano del Estado del 
cual el individuo nace ciudadano, por cuya razón, los derechos 
relativos á la condición civil deben determinarse cou arreglo á la 
ley que cada pueblo se ha dado á sf mismo, y esta ley debe exten- 
der su autoridad á todos los que como ciudadanos forman el 
Estado. 

-|.8ttO. La ciudadanía es, pues, el fundamento en que se 
apoya la autoridad da la ley^ que debe declarar y regular res- 
pecto de cada hombre sus derechos privados y su condición 
otTÍl. La ciudadanía es además el fundamento de los derechos 
políticos y de los derechos públicos que pertenecen A aquellos 
que, como ciudadanos, forman parte de la colectividad. 

También sobre este punto es preciso hacer notar que respecto 
de loa derechos de la última categoría no hay diferencias entre 
los sistemas l^siativos, admitiendo todos los legisladores que 
los derechos políticos no pueden fundarse más que en el hecho 
de la ciudadanía y durar lo que la ciudadanía misma; tocante á 
los derechos relativos á la condición civil hay diversidad de bíb- 
temas legislativos. Uno de estos es el que considera la ciudadanía, 
no sólo como fundamento primordial de la sujeción del mdividuo 
á la potestad del legislador, sino como decisiva por sí misma 
para atribuir autoridad estable, permanente y duradera & la-ley 
nacional de cada uno, hasta qne el individao no haja disuelto el 
vínculo de la ciudadanía haciéndose ciudadano de otro Estado. 

Otro sistema es el que sosteniendo que la relación de ciuda- 
danía debe reputarse duradera y permanente hasta tanto que el 
individuo no la haya disuelto adquiriendo la ciudadanía eztran- 
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jer», no afirma que d«ba repntane estable y fija en el sentido de 
biasarse sobre ella la autoridad, también perseYerante, de la ley 
reguladora del estado de la persona y de su condícidn civil, de sus 
relaciones de familia y de la sucesidn. 

Algunos legisladores, eu efecto, han considerado que el do- 
micilio jurídico de cada persona debe estar en el lugar en que 
baya fijado habitualmente su habitación estable j el centro 
de sus negocios é intereses. Allí es efectivamente donde el indi- 
ridao ejercita su libertad civil y eotra en relaciones con el mando 
exterior y con los demás individuos que tienen en el mismo país 
el centro de su existencia jurídica. Ooosiderando que toda per- 
sona, aun quedando ligada á su patria con los vínculos que se 
derivan de la ciadadanía, puede fijar el domicilio en otro pafs j 
establecer uu lapso jurídico entre él y la ley allí vigente, para 
todo aquello que concierne á su personalidad civil; considerando 
que todo esto debe reputarse que está dentro de los límites de 
la libertad de cada uno, algunos legisladores han creído qae la 
ley del domicilio debe reputarse como ley personal respecto de 
aquel que al fijar su domicilio se ba sometido voluntariamente £ 
la autoridad de la ley vigente en el país en que establedó el 
oentro de sus negocios. , 

El primer sistema lo encontramos aceptado de un modo ge- 
neral y absoluto por el legislador italiano, qué establece que el 
estatuto personal debe determinarse por la ley nacional de cada 
uno, la cual rige de modo permanente el estado y la capacidad 
de la persona, las relaciones de familia y la sucesión, mientras 
que el individuo no baya renunciado á su ciudadanía originaria 
naturalizándose en el extranjero. 

Lo mismo dispone la ley introductiva del Código civil ale- 
mán de 7 de Agosto de 1896, en los artículos 7.°, 13 y 35, según 
los cuales, la ley del Estado á que cada uno pertenece debe regir 
su condición civil, el matrimonio y la sucesión (a). 

(a) El Código espiíAol en sii art. 9." somete á los españoles, aan- 
que residan en el e^ítraiijero, á las leyes relativas & los derechos y 
deberes de fümilia, ó al estado, coadición y Ciipacidad Ie;;al de las 
personas— Véase también el artículo 1." de la Constitución políti- 
ca de 1876. 
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El segundo aistema prevalece en la Gran Bretaña, en Amé- 
rica y en Iob países regidos por el Derecho consuetudinario; ha 
sido expresameote estahlecido y aceptado por los Estados de la 
América latina que tomaron parte en el Congreso de Montevi- 
deo de 1886-89 ( 1 ), y estaba consagrado también en los Códi- 
gos de los Estados de Alemania, exceptuando el de Sajonia (S) 
antes de la constitución del Imperio ; de la unificación legis- 
lativa. 

¿Ouál de los dos sistemas puede considerarse el mejor? No 
es esta ocasión para discutirlo (3). A nosotros nos parece que 

(1) V. el artículo 1." del Tratado sobre Derecho civil internacio- 
nal ajustado entre laa Repúblicas del Uruguay, Solivia y Paraguay, 
en el que se acepta como regla de derecho comúa que la capacidad 
de la persona debe regirse por la ley de su domicilio. (Acta* del Coh- 
greto, pág. 9B4). 

(2) V., sobre todo, el Código prusiano de 1744, §§ 23 y 33. 

(3) Comp. Jitta,]jH¿íAo(/« du Droit intem. privé; Chauese, Da role tV 
teni, du domicile. (Journ. de Dr. intern. privé, 1897, página 5). 

A nuestro juicio, tanto eu uno como en otro sistema, hay un prin- 
cipio verdadero. Las cualidades jurídicas fundamentales y perma- 
nentes que ejercen su influencia decisiva sobre la condición civil do 
cada uno y sobre la capacidad, depeudeo principalmente de la ciu- 
dadanía, puesto^que todo individuo, al nacer, pertenece á la fami- 
lia, qne tiene la misma ciudadanía. Sus hábitos, carácter y aptitu- 
des, de los que depende después su condición jurídica civil, se for- 
man y se desenvoelven bajo la inñueocia de las relaciones de fami- 
lia. Es natural, pues, qne el soberano de la patria de cada uno lo 
tome bajo Bu]amparo, y que la declaración de los derechos relativos 
á la coadición civil, que deben atribuirse á toda persona en el mo- 
mento del nacimiento, dependan de la ley del Estado de que nace 
ciudadano. 

Faréoenos también natural admitir que el conjunto de los ele- 
mentos que dependen de la raza, de tas tradiciones y de las relacio- 
nes de familia, y que determinan la condición civil y los derechos 
privados que de ella se derivan, no pueden modificarse en un mO' 
mentó por la circunstancia de que la familia ó el individuo hayan 
establecido eljcentro principal de sus negocios é intereses en país 
eitranjero; por lo qne parece más lazonable que la ley nacional con- 
tinúe ejerciendo su autoridad, aan cuando el individuo abandone 
eu patria y vays{á fijar sn[domicilio en el extranjero. Conviene, sin 
embargo, considera rjque los hábitos, el carácter y laa aptitudes que 
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puede reputarse como mejor el sistema adoptado por el legislador 
italiano, el de Alemania y los de otros patees, que admiten en 
principio que el estatuto personal debe determinarse por la cia- 



dependea de la raza, de las tradiciones nacionales y de la ciudada- 
nía, ptiedcn también modiflcaree por la residencia prolongada por 
cierto tiempo en el pafs extranjero en el qne el individuo haya esta- 
blecido el centro de bqb negocios é intereBee. 

Para evitar loa i d convenientes que se derivan de la exageración 
<te uno ó de otro sistema, he aquí lo que habíamos escrito en la se- 
gnnda edición de esta obra, publicada en 1874. 

< Aunque el domicilio y la ciudadanía sean dos relacionee esen- 
cialmente divereaB, y trasladando á otra parte el centro de los pro- 
pios negocios no se rompen los lazos con la patria de origen, puede 
observarse, no obstante, que el núcleo de la asociación política, de 
la cual es expresión moral la soberanía, está formado por la pobla- 
ción residente, y que únicamente bajo la condición de una residen- 
cia estable es posible la comunidad de vida social y política. 

• Quien se aleja de su patria con la intención de volver á ella, no 
rompe con la misma todas sus relaciones como ciudadano, y aunque 
-domiciliado en país extranjero, tiene derecho á la protección del 
Estado al cual continúa perteneciendo. Pero el qne sale de su patria 
con la manifiesta intención de no volver: ¿debe continnar viviendo 
por tiempo indefinido bajo la protección de la soberanía del Estado 
al cual efectivamente ha dejado de pertenecer? Para evitar los equí- 
vocos quizá' sería mejor establecer que el domicilio prolongado por 
an tiempo determinado (diez afioB, por ejemplo), no por razones co- 
mercialcB, sino con intención de no volver más á sn patria, y sin de- 
claración expresa de querer conservar los derechos de la ciudada- 
nía de origen, debiera bastar para sustituir á la patria verdadera la 
patria electiva, como proponía también Westlake.» (Fiore, i?r. úi- 
íern. priv., pág. 5&2, segnnda «dición. Florencia, sucesores de Le 
Monnier, 1874). 

Los inconvenientes que se derivan de admitir que el estatuto 
personal debe determiuaree de modo permanente y sin limitacio- 
nes, teniendo en cnenta la ciudadanía del padre, los he apreciado 
«n el caso de una familia domiciliada de hecho durante muchos 
añoB en París, pero italiana por su ciudadanía. Los hijos, nacidos 
todos en París, que no habían estado nunca en Italia, y que no ha- 
biendo aprendido á pronunciar una sola palabra del idioma de sus 
padres no podían conocer el Código italiano, á no ser traducido al 
francés, no comprendían cómo podían estar sometidos á las leyes 
de aquel reino. 
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dadanfa de cada uno (I). NoB ezplicamoB, bíu embargo, ^ae otras 
colectividadeB pieoeen de diverso modo, y que los legÍBladores 
de estas colectividadeB han podido determinar en distinta forma 
el estatuto de las persona» sometidas á su potestad legislativa. 
Todo depende del diverso modo de entender las cosas, y coa- 
viene apuntar que esta discrepancia no es cosa nueva. 

LoB jurisconsultos medioevales que antes de la codificación 
discurrieron sobre esta materia, llegaron también á conclusiones 
diversas al resolver la ouestíón de la autoridad de la ley respecto 
de las relaciones concernientee al estado de las personas y & los 
derechos que se derivan de su condición civil. Todos estuvieron 
de acuerdo en admitir que la le; del domicilio de origen, es 
decir, la le; de la patria de cada uno, que corresponde á la que 
en los tiempos modernos llamamoB le; nacional, debfa tener au> 
toridad para regir la condición civil de la persona y los derechos 
que de ella se derivan. Se dividieron después en dos escuelas 
cuando se trató de decidir la cuestión de si la le; del domicilio 
de origen debía tener autoridad también respecto del individuo 
que se hubiese establecido en pais regido por estatutos distintos 
de los del domicilio anteriormente expresado. Unos soBtuvieron 
que el estatuto del domicilio de origen debía tener autoridad 
constante ; permanente, aun cuando el iiidividuo se hubiese es- 
tablecido en país extranjero; otros, por el contrarío, sostenían 
que la relación entre la persona ; la le; debía reputarse modi- 
ficada por el hecho de haber fijado el individuo su domicilio 
real en on país, ; sostenían, por consiguiente, que debían deter- 
minarse con arreglo & la le; del mismo domicilio los derechos 
relativos á la condición civil, los de Eamíüa ; los de sucesión, 
siempre que una persona abandonaba el domicilio de origen y 
lo fijaba en país regido por estatutos diversos (2). 

'■•S&l> Bepetimos que no es esta ocasión para discutir el 
valor de uno ; de otro BÍstema. La cuestión que de esto Be de- 
duce, puesto que los dos sistemas subsisten, se resume de la 
manera siguiente: 



(1) y. rol. I, Parte general, cap. I, tenieodo presestes laB obser- 
vaciones hechas eu los números &T y 58. 
;2) V. vol- I, Parte genera!, números 44 y síg., y comp. uúm, 58. 
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Suponiendo que el legislador de un pais haya establecido 
como regla que el estatuto personal esté constítuldo por la lej 
nacíona) en aquello en que ¿sta regule el estado j la capacidad 
de las personas y la transmisión de) patrimonio á eus sucesores, 
j que el legislador de otro país baya á su rez ordenado que cons- 
tituya el estatuto personal la' ley del domicilio en los mismos 
casos; si se verifica la concurrencia de estas diversas normas le- 
gislativas respecto de una relación jurídica controvertida, ¿cómo 
deberá entender el Magistrado la fuerza imperativa de dichas re- 
glas? ¿A cuál de ellas deberá atribuirse autoridad y cuál habrá 
de aplicar el Magistrado á quien corresponda resolver la cues- 
tión? 

1.aftS> Tettieudo presente todo lo que hemos dicho ant«s, 
esto es, que la competencia legislativa, respecto de las personas 
sometidas á la potestad del legislador, corresponde al soberano 
del Estado de que cada uno es ciudadano,, y que ningún otro 
soberano puede usurpar esta competencia legislativa sin concul- 
car los justos principios del Derecho; y teniendo presente además 
que el Juez, al aplicar las reglas sancionadas por el legislador 
patrio, debe entenderlas presumiendo siempre qne han sido dic- 
tadas y establecidas dentro de los limites de la propia compe- 
peteucia; no nos parece difícil determinar cómo debe resolverse 
el conflicto en caso de concurrencia de leyes no uniformes, san- 
cionadas por soberanos de Estudos diversos é independientes, 
á propósito de la ley que debe tener autoridad en cuanto al es- 
tado de la persona, de su capacidad, de sus relaciones de Emi- 
lia, de las sucesiones y de cualquiera otra relación basada en las 
condiciones personales. 

En efecto, nos parece evidente que cuando el soberano de 
un Estado, regulando en virtud de su competencia legislativa las 
consecuencias que se derivan de la sumisión de las personas & la 
ley, haya dispuesto que si el ciudadano abandona su domicilio de 
origen y va á establecerlo en país extranjero, aunque en virtnd 
de este hecho no se considere perdido el carácter de la ciudada- 
nía, deba, sin embargo, reputarse modificada la relación entre 
ese ciudadano y la ley que rige su condición civil y ta transmisión 
del patrimonio á los sucesores; este precepto legislativo habrá de 
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gozar de plena autoridad Bobre loa ciudadanos sometidos á la 
potestad del legislador. 

El Juez no puede menos de tener eo cuenta que el ciudadano 
lie dicho Estado, que ciertamente conoce la ley de su propio 
ppis, sabe que para someterse á la ley italiana, por «gemplo, no 
necesita romper por completo los lazos .que le uneo con bu pa- 
tria, renunciando á su ciudadanía originaría y haciéndose ciada- 
iJano italiano; sino que le basta establecer en Italia su domici- 
lio para someterse de este modo á la ley italiana, en cuanto re- 
gula el estado de la persona y la transmisión del patrímonio. Si 
el ciudadano de dicho país ha ñjado su domicilio en Italia, 
¿puede caber duda de que debe considerársele sometido á la 
autoridad de la ley italiano, en virtud del hecho completamente 
voluntario de su parte y de la regla sandonada en su estatuto 
personal? ¿£n virtud de qué principio podría sostenerse lo con- 
trarío? 

Alégase que el sistema que mantiene la autoridad perma- 
nente y duradera de la ley nacional es más conforme á razón que 
los otros. Sea; pero ¿puede con esto justificarse la pretensión de 
infundir la misma convicción & todas las colectividades y & todos 
los legisladores del mundo? 

Nótese atentamente que los derechos relativos á la condición 
civil, los de familia y los sucesorios, que han de repotairse en co- 
nexión con las relaciones personales y con las de familia, se fun- 
dan en la ley civil (1), que es precisamente la que cada pueblo 
se ba dado á sí mismo. Nam quod quiste populus tpse sibi jus 
coHstüuit, id ipsiu» proprium civitatis eat;vocaturqueju3 civile, 
quasijue proprium iptius civitaiis {2), 

El legislador italiano ha establecido en príncipio que el es- 
tatuto personal debe determinarse con arregla & la ley nacional. 
Ha hecho con esto una obra más completa y más perfecta que 
el legislador francés, que dispone que el estatuto personal de sus 
ciudadanos se funda en la ley francesa, la cual extiende á ellos 

(t) V. en el núm. 1.2TT y Parte general núm. 41, en qué seutido 
decimoe esto. 
(2) L. 9, Dig. lib. I, tít. I. 
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SU autoridad, aun cuando se hallen en país extraño al suyo, pero 
no proclama la misma regla de modo general, tocaate á loa ex- 
tranjeros, esto es, declarando que su le; nacional debe tener 
autoridad respecto de ellos cuando se encuentren en Francia. 
El legislador italiano, estableciendo en principio en Iob artfca- 
los 6." y 8." qne el estado y la capacidad de las personas, las re- 
laciones de familia y las sucesiones, deben r^rse por la ley na- 
cional del sujeto, ba Tenido de este modo á reconocer indirecta- 
mente y & admitir que la competencia legislatira para la deter 
minación de la condición civil de las personas, sus ralaeiones dt 
familia y su sucesión, debe atribuirse al legislador de la patria 
de cada uno. Pero porque el legislador, en virtud de su compe- 
tencia legislativa en relación & los italianos, haya podido declarar 
permanente, en cuanto á los mismos, la autoridad de la ley na- 
cíonHl en aquello en que ésta determina su condición cítÍI y los 
derechos privados que de la misma se derivan, comprendiendo los 
que se refieren & la transmisión de! patrimonio, ¿podía acasi' 
pensar en imponer idéntica reglaá todos los Estados del mundo? 

Si los itigleses y los americanos, dándose & sí mismos la leí 
que mejor podía convenirles, han establecido que para aceptar 
como su estatuto personal la ley de otro país no es nocesarío re 
nnnciar á la ciudadanía británica 6 americana, sino que conser- 
vando este carácter basta establecer el domicilio en una nación 
para aceptar la ley en ella vigente como norma regaladora de la 
propia condición civil y de ciertos derechos privados; ai el legis- 
lador inglés, por consiguiente, ha sancionado el principio de qn« 
el estado y la capacidad jurídica de los ingleses y la traDaniisíóa 
de su patrimonio mueble deben regirse por la ley del domicilio 
de cada uno, ¿podría por ventura desconocerse la competencia le 
gislatíva de la soberanía británica para establecer esta regla óls 
libertad civil de los ingleses para hacer lo que su ley dispone? 

Inútil seria alegar que según la regla establecida por el le- 
gislador italiano, la relación que se deriva de la ciadadanfa st 
entiende constante y permanente, y que constante y pennanent-: 
también se declara la relación entre el dudadane y la ley del Es- 
tado á que pertenece, por lo cual no puede reputarse lícito t. 
someterse á una ley extranjera, & fin de hacer depender de ella 
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«1 estado, la capacidad y el régimen de las relaciones de £ainilia. 
Todo esto podría aducirse coq razón y sin réplica respecto de 
un italiano, puesto que como sn estatuto persoDal está consti- 
tuido por la propia ley nacional, y ésta declara en principio 
(¡ue la ciudadanía determina la relación permanente entre el ciu- 
-dadano italiano y la ley sancionada por el patrio legislador res- 
pecto de SQ condición civil, de su capacidad, de sas relaciones de 
familia, es natural que no pueda ser lícito á un italiano, que per- 
tenece al Estado como ciudadano, someterse á una ley extran- 
jera, atribuyéndola autoridad respecto del estado ó de las rela- 
ciones personales. 

Querer aducir que lo que ha establecido el legislador italiano 
debe tener fuerza obligatoria para todas las personas del mundo, 
y extenderse ¿ todas las soberanías, conduciría & desconocer el 
()rincipio sustancial de la competencia legislativa y los límites de 
la misma. 

La competencia legislativa, con relación á las personas, debe 
Atribuirse al soberano del Estado ¿ que estas pertenecen por ra- 
z6n de ciudadanía. A éste mismo toca, por consiguiente, establecer 
las reglas concernientes & las relaciones de loe ciudadanos con la 
ley, y precisar si tales relaciones deben ser en todos conceptos 
absolutamente permanentes, 6 si pueden modificarse por conse- 
caencia de ciertos becboa voluntarios por parte de los ciudada- 
nos. Abora bien, si el soberano del Estado extranjera ha esta- 
blecido en principio que las relaciones del ciudadano con la ley 
{lor él dictada, pueden modificarse por la circunstancia de esta- 
blecer en país extranjero el domicilio, debiendo reputarse por 
«sto quebrantada la autoridad de la ley nacional respecto de él, no 
ya en cuanto regala y gobierna su estado público y los derechos 
políticos que de él se derivan, sino en lo tocante & su condicién 
cÍtü y sus derechos privados, y que sobre todo ello debe atñ- 
buírse autoridad & la ley de su domicilio, si el legislador extran- 
jero ba dispuesto que se aplique & los ciudadanos del Estado la 
ley del domicilio de cada uno de ellos, para regir, por ejemplo, 
el fondo del acto de última volantad y la transmisión de sa pa- 
trimonio mueble; ¿podrá sostenerse en este caso, sin oonculcar 
«1 principio de la competencia l^islativa, que lo que el legisla- 
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dor extranjero ha dispuesto no debe tener autoridad sobre los 
dudadanoB de su país, sino que esta autoridad debe atribuirse á. 
la le; italiana, y por cousiguieute debe darse la preferencia & la ley 
nacional para decidir acerca de la validez del testamento y de la 
transmisión del patrimonio mueble, porqué asf lo dispone el le- 
gislador italiano, y no otorg&rselo á la ley del domicilio, como 
dispone el legislador de la patria del aztraojero? 

¿Ko puede acaso modificarse la relación entre la persona j 
la ley, en virtud de un becbo voluntario de parte del bombre? 

¿Acaso no se admite en el mismo sistema que da la preferen- 
cia á la ley nacional, que la relación entre la persona y la ley 
puede modificarse por consecuencia del hecho voluntario, reali- 
zado por el ciudadano, de renunciar á bu ciudadanía originaria y 
adquirir la ciudadanía extranjera? 

Creemos que es un modo diverso de ver el asunto, pero que 
ambas soluciones son equivalentes. 

Hacemos esta apreciaciÓQ, porque segúa la regla que ciertas 
colectividades se han dado á si mismas, el bombre queda sujeto 
k la ley que lo rige por el hecho de la ciudadanía, aunque esto, 
por otra parte, depende enteramente de su voluntad; puesto que 
jiuede cambiar su estatuto personal adquiriendo otra ciudada- 
nía. Según la regla establecida por otras colectividadei), el es- 
tado público de la persona depende de la ciudadanía, y el pri- 
vado del domicilio, por lo cual cada uno puede modificar la le; 
que rige su estado privado estableciendo el domicilio en el país 
extranjero que le plazca. 

¿Se querrá acaso sostener que las reglas legislativas sancio- 
nadas por un soberano con relación á las personas, asi como 
deben tener autoridad absoluta respecto de los ciudadanos, han 
de tenerla también en lo que concierne á los extranjeros? 

fl.8&3. A nuestro modo de ver, la cuestión se reduce siem- 
pre á precisar el límite da la autoridad de la ley, partiendo del 
concepto fundamental que debe determinar el limite de la com- 
petencia legislativa. Bepetimos que ¿sta, en lo que & las perso- 
nas se refiere, corresponde al soberano de cada Estado sobre los 
ciudadanos; por consiguiente, las reglas establecidas por él para 
regir la condición civil de los mismos, aun en países extranjeros. 
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refiriéndonos siempre á sus derechos príradoa, deben ser reco- 
nocidaB integralmente, porque foroian parte del estatuto per- 
flonal. 

¿A qué se reduce, pues, la tan discutida cuestión llamada de 
la remisión? Segiln nuestro criterio do se trata de remitir, ni de 
no remitir, sino de reconocer que la condición civil de cada per- 
sona y los derechos privados que de dicha condición se derivau, 
-comprendidos los que se refieren á la contiDuacióo. de la propia 
personalidad mediante la sucesión, deben determinarse y rega- 
larse conforme i la ley que el Estado á que la persona.perte- 
uece se ha dado & sf mismo; y, por consiguiente, también cuando 
el legislador de este Estado faaya establecido reglas para de- 
signar la ley que debe regir la condición civil y los derechos pri- 
Tados de sus ciudadanos que residan en país extranjero, estas 
reglas deben reputarse como elemento integrante del estatuto 
personal y aplicarse por el Juez encargado de la causa, según 
haya dispuesto el legislador de la patria del extranjero, salvo si 
de reconocer la autoridad de esas reglas, ó de aplicarlas en otro 
país, resultase alguna ofensa al orden público Ó al Derecho social. 
ItS&A. Los que se han propuesto sostener que las reglas 
■de Derecho civil sancionadas por el soberano de cada Estado, 
relativas ¿ la autoridad y á la aplicación de las leyes extranje- 
ras, deben tener fuerza imperativa para el Magistrado territo- 
rial, y que éste debe aplicarlas sin tener en cuenta que el legis- 
lador extranjero haya sancionado otras reglas diversas ó contra- 
rias, han aducido como argumento decisivo que dichos precepto» 
tienen la misma autoridad qae los de orden público (1). 

Este concepto puede admitirse á propósito de las reglas san- 
-clonadas por el legislador en virtud de la competencia territo- 
rial; pero creemos que no puede decirse lo mismo de las dicta- 
das en virtud de la competencia legislativa personal. ¿Qué inte- 
rés social, qué interés público podría justificar la sumisión for- 
zosa de los extranjeros á las reglas legislativas establecidas por 
«1 soberano territorial para regir la condición civil de los ciuda- 
danos y los derechos privados que son bu conaecnencia? 

(1) Oatellani, Del confiiHo fra normt di Dir. int. prívalo, pág. 53. 
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¿Querrá acaso supoDerse que el soberano de an Eatad» 
paede arrogarse la suprema potestad de regular la condiciÓD 
civil j el estado privado de sus ciudadanos de la macera que es- 
time mejor, j atribuirse también el derecho de someter á los ex- 
tranjeros el sistema legislativo por él establecido y que él con- 
sidere m&B favorable, y de conculcar de este modo la competen- 
cia legislativa del.soberaoo de la patria de aquéllos, desconocien- 
do las reglas por éste sancionadas? ¿Cómo podrá encontrarse ra- 
zón alguna de orden público para justificar semejante invasión? 
A nuestro juicio, los jurisconsultos contemporáneos que sos- 
tienen la opinión contraría á la nuestra, empequeñecen el gran- 
dioso principio que informa todo el sistema adoptado por el le- 
gislador italiano respecto de la autoridad territorial 7 extrate- 
rritorial de las leyes y del fundamento del estatuto personal y de 
la libertad civil propia de todo hombre. 

'■•3&tl. Para poner de maní&eato los inconvenientes que de 
esta opinión pueden derivarse, supongamos que un extranjero, 
ciudadano de un país en el que esté establecido que la sucesiÓD 
legitima debe regirse por la ley del domicilio, baya fijado su 
domicilio en Italia y no tenga becho testamento. Trataríase, pnes, 
de repartir su herencia conforme & las reglas que deben regir la 
sucesión de los herederos legítimos. Supongamos que según la 
ley nacional del de cujas se admite la preferencia de la Ifnea, ó la 
división por cabezas entre los ascendientes, 6 el privilegio de mas- 
culinidad ú otras reglas diversas de las que establece el legis- 
lador italiano. 

No habiendo hecho testamento, la presunción legal es que 
quiso que la transmisión de su herencia se regulase confor- 
me á la ley. No pudiendo suponerse que ignorase las leyes de 
BU patria, debe admitirse que habiendo fijado en Italia su domi- 
cilio, ha querido someterse voluntariamente á la ley italiana,, 
conforme á lo que dispone su ley nacional, y que no habiendo 
hecho testamento ha tenido el propósito de referirse á la ley ita- 
liana para regir la sucesión ab intestato. 

Aceptando la teoría de nuestros contradictores, y teniendo 
en cuenta que el legislador italiano dispone en el art. 8." que la su- 
cesión debe regirse por la ley nacional, suponiendo, además, que 
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eBte prÍDcipio debiese reputarse obligatorio para loa Magistrados 
italianos, Beiia preciso admitir que aunque el legislador extraojero, 
á quieu DO puede negarse la competencia legislatira respecto d^ 
los ciu¿adanoB de su Estado, haya desiguado la ley del domicilio 
para ordenar los derechos sucesorios de los ciudadanos domici- 
liados fuera de su nación: no obstante que la presunción legal 
debe ser que dicho extranjero no haciendo testamento, ha querido 
aceptar el sistema establecido por la ley italiana, á la cual debía 
considerarse sometido, según su estatuto personal, y que, por 
consiguiente, para respetar la libertad civil y la voluntad pre- 
sunta del de CUJU8 no debiera hacerse más que transmitir su he- 
rencia conforme á la ley italiana, ley de su domicilio; & pesar de 
que el ciudadano de dicho país haya fijado su domicilio en Ita- 
lia, sabiendo que de este modo, voluntariamente, en rii'tud del 
derecho que tenia para hacerlo así con arreglo á la ley de su 
patria, se sometía ¿ la ley italiana en lo concerniente & la trans- 
misidn de la herencia ab intestato; sin embargo de todo esto, como 
el legislador italiano establece que la herencia debe regirse por 
la ley nacional de la persona de cuya herencia se trata, la suce- 
sión de dicho extranjero debe estar sometida á la ley de su pa- 
tria. Habrá, por tanto, que admitir el orden de suceder que ésta 
establece y la preferencia de la linea ó la división por cabezas 
entre los ascendientes, en contradicción con la presunta voluntad 
del de CUJU8 y con las disposiciones sancionadas por el legislador 
de su patria, al cual, según los más justos principios, correspon- 
de la competencia legislativa para determinar la ley que debe 
regir la sucesión de sus ciudadanos. 

¿No comprenden los adversarios que con la intención laudable 
de rendir justo homenaje al principio que informa el sistema ita- 
liano, llegan á conculcar el principio mismo sobre el cual está 
basado todo el sistema? 

l.a&8. Creemos que lo que ha extraviado á nuestros con- 
tradictores ha sido el haber querido encontrar una forma de 
conflicto inexplorado en aquel que nace déla concurrencia de las 
diversas reglas sancionadas por legisladores de Estados diversos, 
á propósito de las que deben regir la autoridad territorial y ex- 
traterritorial de las leyes. 
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Para fijar con entera exactitud el límite de la autoridad de 
las reglas legislativas relativas al llamado Berecbo internacio- 
nal privado, es preciso fundarse en el mismo concepto que, se- 
gún ¡08 principios del Derecho, debe servir para determinar qaé 
leyes pueden tener autoridad de estatuto personal, y qué otras 
las de estatuto real; es decir, cu&les son los preceptos legislativos 
que deben tener la autoridad del estatuto personal y acompañar 
& la persona donde quiera, con las justas limitaciones muchas 
veces ya indicadas, y cuáles son los que deben gozar la autori- 
dad del estatuto real, y, por ende, de la fuerza imperativa res- 
pecto de todas las personas que se encuentran en el territorio y 
de todos los actos jurídicos que en él se verifiquen. 

Para nosotios la regla es mny sencilla: las normas legislati- 
vas referentes al llamado Derecho internacional privado, estable- 
cidas en virtud de la competencia legislativa personal, han de 
tener la misma autoridad qne el estatuto personal, porque son 
' un elemento integrante 6 complementario del mismo. Debeo, 
pues, extender su autoridad á todas las personas que por su 
condición de ciudadanía pueden considerarse sometidas á la po- 
testad del legislador (1). 

(I) Pa\ la Conferencia celebrada en La Htiya eu 1893 para llegar á 
un acuerdo sobre algunas reglas de Derecho internacional privado 
relativ'iis al matrimonio de loe extranjería, preTaleció el criterio de 
reconocer la autoridad do la ley del domicilio cuando éáta estuviese 
desi^nuda como ley reguladora por la ley nacional de los esposos. 
Kl artículo 1." de las disposiciones acordadas, relativas al matrimo 
nio, se redactó así: « El derecho de contraer matrimonio se rige por 

> la ley nacional de cada uno de los futuros esposos, á no ser qae 

> deba tenerse en cuenta, ya la ley del domicilio, ya la del lugar de 

> colebracióa, Bi la ley nacional lo permite. Por consiguiente, y tialvo 

> esta reserva, para que el matrimonio pueda celebrarse en on país 
» qiie no sea el do loa espoaos ó de uno de ellos, es preciso que los 
s futuros cónyuges rennan las condiciones previstas por su ley na- 
cional respectÍTat. 

Las razones por las cuales loa comisionados de tos Gobiernos se 
pusieron de acuerdo en la redacción de este articulo, se exponen de 
este modo en la relación hecha por Renault: (Cnaudo se dice que la 
* ley nacional es competente para regir el derecho de contraer ma- 
■ trimonio, se hace referencia á las disposicionea de esta ley sobre 
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Por el contrarío, las establecidas ea virtud de la competen- 
cia territorial no pueden tener autoridad efectiva y fuersa jurí- 
dica obligatoria, sino dentro de Iob limites del territorio sujeto 
al imperio del soberano legislador. 

De este modo creemos que desaparece toda discusión aceren 
de la llamada remisión, y & propósito del caso más complicado 
de dos ó tres remisiones producidas por diversas normas legis- 
lativas. 

Admitido en principio gue la condición civil de la persona, 
la capacidad para obligarse por contrato ó de otra manera, las 
relaciones de familia, la facultad de otorgar testamento, el or- 
den de suceder, la cuantía de los derechos sucesorios y otros de- 
rechos 7 relaciones semejantes que se derivan del estado privado 
de cada uno, deben regirse por la ley nacional que constituye 
para todo individuo su estatuto personal, será preciso admitir 
que el ciudadano de cada Estado estará sometido d no á la ley de 
de aa domicilio cuando vaya á establecer éste en país extran- 
jero, según lo que disponga el legislador de su patria. 

Por consiguiente, al ciudadano de un país cuyo legislador 
haya establecido Ta regla de que la sucesión de los ciudadanos 
domiciliadoB en el extranjero debe regirse por la ley del domici- 
lio de cada uno de ellos y que ésta debe regir también la vati- 



1 las diversas condiciones eligidas. Pero pnede darse el caso de que 
> eeta ley no se preocupe de imponer sus prescripciones á saa nacio- 
I nales que estén en el extranjero y lea someta á las leyes del pafs 
» en que están domiciltados>. (V., por ejemplo, la Ley Federal suiza 
do 1874). 

»En este caso se procederá conforme á la misma ley nacional de 
los fataros esposos, apreciando su capacidad con arreglo á la ley de 
sn domicilio. Todavía podrá darse el caso de que la ley nacional, 
yendo aún más lejos, admita que la ley ael lugar de la celebración 
pneda regular plenamente las condiciones de validez del matrimo- 
nio en cuanto al fondo. En este caso no podrá exigirse en el lugar 
de la celebración otra cosa qae la observancia de las disposiciones 
-da la ley local; procediendo ast, ae obrará conforme á la ley nacional 
y no Be puede tener la pretensión de proteger mejor á sus naciona- 
les qae ella misma lo hace.> (Actatdela Conferaicta de La Haya, 
La Haya, 1898-1891, pág. 46). 
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dez intrÍD8eca de Ise disposícioDee testameotflLri&B, deberá tpü- 
cársele U ley del domicilio para regir laa meDcionadas rdado- 
neB, por razón de la autoridad que debe serle atribafds ea cnuu 
á BU estatuto persooal. 

La voluntaria 8umÍBÍÓu del individao k la ley extranjera, por 
consecuencia del hecho voluntario de haber fijado «a diMníoIiif 
eu país extraño, conforme á bu estatuto personal, asria la JDSU 
resultancia de la autoridad del mismo. 

Nos reservamos siempre examinar el caso anormal, ó tea 
aquel en que, en virtud de la competencia territorial, un sobe- 
rano invada el campo de la competencia personal. De esto tratv 
remos en el § 1.358. 

LAn V. Nos interesa ahora no complicar, sino afirmar uem- 
pre nuestro criterio, y vamos á referírnoB & dos sistemas diver- 
sos de ley positiva: el adoptado por el legislador italiano y el se- 
guido per el de la República Argentina en materia de sacesifr- 
nea, examinando el caso en que ua ciudadano de dicha Repúbli- 
ca domiciliado en Italia, muera en este pafs. Se trata, pues, ie 
la hipótesis de que los Tribunales italianoB fuesen llamados á re- 
gular la Bucesión de un argentino y decidir lae cuestiones & ell» 
relativas, conforme & lo que disponen el Código civil italiano y el 
de la República expresada. 

Según el art. 8.* de las disposiciones generales tantaa vecei 
citado, la sucesión legitima de la persona en cuestión, ya en lo 
tocante al orden de suceder, ya acerca de la cuantía de los dere- 
chos sucesorios, debería regirse por la ley nacional del de cwfV'. 
es decir, la ley de la República Argentina. 

Conviene ahora recordar lo que dispone el legislador de U 
misma para determinar cómo los Magistrados italianos deberiaíi 
resolver la cuestión. 

En el Código vigente de dicha República se admite también 
el principio de que los inmuebles están sujetos & la ley territo- 
rial, y según los m&s justos principios, se establece que los mue- 
bles, que tienen una situación permanente, deben regirse por U 
ley del lugar en donde se encuentran. Por lo que toca & la snce- 
BÍÓn, el legislador de la Argentina admite también el concepto 
de la universalidad y de la unidad de la sucesión; pero al deter- 
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minar la ley que debe regir loa dereckoB anceBonos, diapone que 
sin tener en cuenta la ciudadanía del de eujus, ni la situación de 
los bienes que le pertenecen, la transmisióo de todo el patrimo- 
nio debe regularse por la ley del domicilio de la persona de cuya 
herencia se trate. 

El art. 3.283 del Código ciril de la República, dice asi: <B1 

> derecho de suceder en el patrimonio del difunto se rige por el 

> derecho local del domicilio que el difunto tenía en el momento 

> de su muerte, sean sua herederos nacionales ó extranjeros*. 

La regla establecida de un modo tan general se refiere eri- 
dentemente, no BÓlo & la sucesión de los ciudadanos, sino tam- 
liiéo á la de los extranjeros. Por ahora dejamos aparte la discu- 
siÓD del ralor jurídico de la regla respecto de los extranjeros. De 
esto trataremos después. Aquí nos limitamoB á examinar la 
aatoridad y el alcance de la ley sancionada por el legislador de 
la República Argentina respecto de loe ciudadanos. 

CouTiene advertir que en virtud del meocionado art. 3.283, 
que somete la sucesión & la ley del domicilio del de cujus en el 
momento de la muerte, y del jnsto principio aceptudo por el le- 
gislador de la Argentina de que el patrimonio del de cujus, con- 
siderado en su unireraalidad, debe reputarse como un todo indi- 
risible, la regla establecida en el mencionado artículo se aplica 
también á la sucesión de un ciudadano argentino domiciliado en 
el extranjero, y por consiguiente sus bienes, comprendiendo loe 
inmuebles existentes en la República, se transmiten conforme é, 
la ley del domicilio que el difunto tenía en el momento de la 
muerte (1). 

Según las reglas establecidas en los artículos 10 y 11 del 
Código argentino, que Bujetan á la ley territorial los inmuebles 
y los muebles que tengan una situación permanente en la Eepú- 

(I) V., en conflrmación de lo que aflnnamoB, el importante ar- 
tfcalo: De la coadition légale des étrangers daní la RepnbUqne Argentinñ, 
pablicado en el Journ. de Dr. iat&rn. privé, año 1886, pág. 286, de Dai- 
renx, antiguo abogado de Buenos Aires. 

Loa mismos priociptoa están establecidos en Inglaterra, según 
las máximas consagradas por la jarisprudencia. V. el capítulo ante- 
rior Derecho inglés, p^gB. 23 y sigaientes de este mismo tomo. 
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blica, el derecho local es el qae se aplica en lo que se refiere k 
la toma de poseaión de los bienes hereditarioa y ¿ las coaaecaen- 
cias jurídicas que de eUa puedan derivarse; pero en lo que atafie 
í los derechos sucesorios y al régimen de la sucesión, se reco- 
noce respecto de la herencia del argentino domiciliado en el 
extranjero la autoridad de la ley de su domicilio legal, por le 
cual se admite que su BncesiÓD debe regirse por la ley extran- 
jera, aun en aquella parte del patrimonio situada en el territo- 
rio déla Eepública (1). 

Creemos oportuno observar qae cuando es necesario deter- 
minar el domicilio lega] en este respecto, no se da importancia 
preferente al domicilio de origen, que puede depender de la cin> 
dadania y fijarse en la patria del de cujus, sino que más bien se 
tiene .en cuenta la residencia habitual de la persona y de la tñ- 
milia y el centro principal de los negocios y de los intereses. 

Ahora bien, teniendo presentes la re^la establecida por el 
legislador italiano y la admitida por el legislador de la Kepú- 
blica Argentina, ¿cómo debería regularse la sucesión del tU cu- 
jut, ciudadano argentino domiciliado en Italia? 

Según la teoría de reputados jurisconsultos, entre los cuales 
recordamos ¿ Labbé, Lainé, Despagnet, y en Italia á Catellaoi, 
Buzzati y Anzílotti, habiendo el legislador italiano establecido 
como regla que la sucesión debe regirse por la ley nacional, ha 
declarado imperativamente para los propios Juecea la ley que 
debe ser aplicada, por lo cual los Tribunales italianos eatarian 
obligados, sin preocuparse de lo que dispone el legislador de la 
República Argentina, á decidir conforme ¿ la ley argentina 
quiénes debieran ser los herederos legítimos del difunto y cuAl 
el valor intrínseco de bus disposiciones testamentarias. El legis- 
lador italiano — dice Üatellani — ha indicado la regla de la su - 
cesión del extranjero con una disposición que debe tener ua ca- 
rácter absoluto y ser asimilada á las reglas de Derecho y de or- 
den públicos, } ae ha inspirado en un pensamiento de justicia y 
de competencia, afirmando que la ley más competente para regir 



(1) V. el citado articulo, páginas 284 á S%. 



ityGoü^k' 



BXGLAB ACEBCA DE LA LEY HVB BIQE LA SUCESIÓN 157 

el estado y la capacidad de la persona, (y lo mÍBmo debe decirse 
de la eucesión del de eujua) debe ser la ley de au patria (1). 

Siguiendo la opioión de loa juriBconsultos mencionados, loa 
MagiatradoB italianos debieran aplicar la ley de la República 
Argentina, como en el caso en que el de cujua no hubiese aban- 
dooado el domicilio de origen. 

No podemos llegar nosotros &. la misma conclusión. En efec< 
to, no podemos admitir, como bemos dicho antes, que las reglas 
de Derecbo internacional privado establecidas por el legislador 
de cada Estado tengan todas é indistintaroeote el carácter de 
dieposiciones que interesen al Derecho público ó al orden pá7 
bltco. Ya hemos dicho que podemos atribuir y atribuimos este 
carácter & las disposiciones de derecho interior relntivaa á los 
extranjeros, establecidas en virtud de la competencia territorial, 
ó sea las que justamente deben tener la autoridad de estatuto 
real, porque se relacionan con los bienes inmuebles que consti- 
tuyen el territorio, 6 con los bienes muebles localizados que por 
estar en el territorio forman parte de él, ó con los intereses co- 
lectivos y con el Derecho social. 

No damos el mismo carácter á las reglas de Der«cho inter- 
nacional privado establecidas en virtud de la competencia perso- 
nal, & las cuales atribuimos ciertamente autoridad absoluta é im- 
perativa, pero sólo respecto de las personas sometidas & la potes- 
tad del legislador. Niogún legislador podría pretender, sin tras- 
pasar los limites de au competencia legislativa, arrogarse la 
potestad de legislador del mundo en el sentido de querer dictar 
i todas las colectividades y & todas las personas que las compo- 
nen las reglas que deben regir su condición civil y los derechos 
prívadoB que son su consecueDcia. 

El legislador italiano ha adoptado como regla que el estatuto 
personal y la sucesión deben regirse por la ley nacional, y admi- 
timos lo que dice Catellani, que esta norma se ha aceptado por 
considerarla más conforme con los fundamentos de la compe- 
tencia legislativa y la más apta para informar en lo porvenir ud 



(1) Catellani, Del m»fi!W> fea. norme d\ Diril. int privato, páginas 
53 y 54. 
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sistema UDÍversal de Derecho internacional prÍTado. Admitimos 
también como justa la aspiración que se quiere suponer en la 
mente del legislador italiano ; que se encuentra evidentemente 
en el laudable pensamiento de los jurisconsultos italianos, con- 
tradictores nuestros, & saber: que lo m^or sería que lae reglas 
establecidas por el legislador italiano fuesen sucesivamente adop- 
tadas por los dem&s Estados. 

¿Se podrá concluir de esto que para alcanzar la deseada 
meta se deben indirectamente constreñir & todas las colectivida- 
des y á todas las personas, cualquiera que sea el Estado á qne 
pertenezcan, á someterse á las reglas sancionadas por el legisla- 
dor italiano, relativas á la le; que debe regir la condición civil 7 
los derecbos privados personales? Esta nos parece una preten- 
sión injusta. 

El legislador italiano ha podido, en su prudente consejo, 
creer sistema mejor qne la ciudadanía sea el fundamento, no 
sólo de los derechos politices, sino también de los derechos pri- 
vados relativos á la condición civil; y ha atribuido á la ley por 
él dictada para declarar los derechos civiles de sus ciudadanos 
(comprendiendo los que se refieren á la transmisión del patrimo- 
nio & los sucesores) la autoridad de declararlos y regirlos, aun- 
que dichos ciudadanos estén en país extranjero. Esta es la ley 
civil que el pueblo italiano se ha dado á s! mismo, el jta qtiod 
populas ipse sibi conslüuit. 

Queriendo el pueblo de la Bepúhlica Argentina establecer á 
su vez BU Derecho civil, ha creído que la ciudadanía es el funda- 
mento de los derechos políticos, ; que puede ser también el de 
otros derechos especiales que la ley concede & los qne sean du- 
dadanoB argentinos; pero que los derechos referentes á la condi- 
ción civil y los privados y personales que de ella se derivan de- 
ben estar sometidos i la ley del domicilio, esto es, la del país en 
que el argentino resida habitualmente y tenga el centro de sos 
negocios y de sus intereses. Este es el yus que aquel pueblo ipse 
sibi conatituit. Cuál de los dos sistemas sea mejor, no necesitamos 
discutirlo. Lo incontestable para nosotros es el derecho de uno 
y de otro pueblo á prochimar y establecer para sf mismo el que 
crea aceptable. 
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Ed virtud de esta lej que el argentino no puede ignorar y á 
cuya autoridad no puede sustraerse (porque sí lo quisiera, re- 
nunciaría á la ciudadanía de aquella República y se naturaliza- 
ría en un país regido por leyes diversas), viene á establecer su 
domicilio eo Italia, con lo cual, según la ley de su patria, se 
somete á la potestad de la ley italiana, que es la indicada por 
aquélla para regular la transmisión de su patrímoDÍo á sus suce- 
sores. 

Ocurrida la muerte, admitimos que el Magistrado italiano, 
en virtud de lo que dispone nuestro legislador, deba aplicar ]a 
ley de la Bepública Argentina^ pero como forma parte de esta 
ley la disposicifin del art. 3.263 del Código civil de la Bepú- 
blica, creemos que el Magistrado no puede dejar de tenerla en 
caenta. En efecto, esta disposición forma parte del estatuto per- 
sonal, y aunque el legislador argentino baya regulado la condi- 
ción civil de sus ciudadanos y los derechos privados que de ella 
se derivan de modo distinto del adoptado por el legislador ita- 
liano, no podría negarse la autoridad de la ley sancionada por 
aquél respecto de sus ciudadanos, sin conculcar el principio mis- 
mo establecido por nuestro legislador respecto de la autoridad 
del estatuto personal. 

No queremos decir con esto que la r^Ia fijada por el legis- 
lador patrio no deba tener autoridad absoluta é imperativa para 
el Juez italiano. Nada de eso; interpretamos, por el contrario, 
según los justos principios, e) contenido, el alcance y la fuerza 
obligatoria de la misma regla. En otros términos, sostenemos 
que el Juez debe entender la regla de Derecbo internacional 
privado establecida por el legislador italiano, presumiéndola 
sancionada por él dentro de los límites de su competencia legis- 
lativa (1). 

Conviene atentamente notar que el legislador italiano ba 
establecido en principio que la sucesión debe regirse por la ley 
nacional de la persona, y queriendo después determinar á qué 
ley debe reputarse está sometida la persona, ha establecido 
que esta ley debe ser la de su patria. El legislador, por otra 



(1) Véase el 9 1.367. 



i tv Google 



160 



LIBEO V — CAPÍTDLO UI 



parte, ha dispuesto que el ciudadano italiano, en lo coDCemient: 
& 8U estatuto personal, las relaciones de familia j la tran^mi 
sión de su patrimonio, no puede someterse á nna le; extraajcn 
cambiando de domicilio, ni de otra manera, sino que debe cm- 
siderársele sometido á la ley cifil italiana, que sigue & los ciuda- 
danos italianos aunque va^an á títíf en pafs extranjero, porque 
esa ley constituye su estatuto personal. ¿Fodia acaso el legisla- 
dor patrio proponerse sancionar la misma regla obligatoria pin 
todos los que no son ciudadanos italianos? ¿Fodia impedir que los 
legisladores extranjeros determinasen de diversa manera la le; 
que debe regir la condición civil y los derechos privados de le- 
ciudadanos de sus Estados que vayan á domiciliarse en el ex- 
tranjero? 

Si conforme á la ley de k Eepáblica Argentina el ciudadanía 
manteniendo los lazos que le unen con la patria, puede modiSiar 
su estatuto personal sin renunciar á su ciudadanía sólo con fijar 
su domicilio en el extranjero; si el ciudadano de dicho pafs, va- 
liéndose de 811 libertad civil y de la facultad que su )ey nacional 
le concede, ha fíjndo au domicilio en Italia y se ha sometido cod 
esto á la ley itatiann, en lo que ésta regula la transmisión del 
patrimonio á los sucesores, ¿podrá conculcarse la libertad de 
ese ciududduo ó sostenerse que el art. 3.S83 del Código civil dt 
su patria debe tenerse por no escrito? 

No podemos admitir esto, porque creemos que está en opú- 
sición con los principios generales que deben sentarse como bd^r 
de la comunidad jurídica de los Estados civiles y con los que d<^ 
ben proteger el respeto internacional & los derechos del hombre 

Decimos que está en oposición con los principios generak^ 
de la comunidad juriilica, porque si se quiere establecer ésta e$ 
preciso admitir, con arreglo á aquellos mismos principios, q^je 
toda relación jurídica debe estar sometida en todas partea á la 
ley dictadH por el soberano á quien pertenece la competencia It- 
gislativa, y que según la naturaleza de las cosas y el carácter 
esencial de la relación niísma debe regularla. Por esto, los dere- 
chos relativos á la condición civil y los que se fundan en el es 
tado de la persona deben .permanecer sujetos & la ley civil drl 
Estado de que cada uno es ciudadano. 
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Añadimos que está en oposición con los principios quedeben 
proteger el respeto internacional á los derechos del hombre, por- 
que, como hemos extensamente demostrado en otro lugar (1), 
uno de los derechos internacionales del hombre es el de poder 
reclamar, no sólo la facultad de escoger libremente el Estado al 
cual quiere pertenecer y el país en que intenta establecer el 
centro de bus negocios é intereses, sino además el de reclamar 
que la ley de su patria, tal como haya sido promulgada para 
determinar su condición jurídica, sus derechos civiles y la conti- 
nuación de su personalidad mediante la transmisión de su patri- 
monio y también en aquello en que dicha ley establezca la nor- 
ma reguladora de tales relaciones, sea reconocida y aplicada á 
las relaciones mismas, con la condición, sin embargo, de que de 
esta aplicación no se derive ninguna ofensa al Derecho público 
territorial, ni & las lejes del reino que tienen por objeto el or- 
den público ó la defensa del Derecho social. 

Considerando atentamente todo lo dicho, creemos más con- 
forme con los justos principios admitir que las reglas de Dere- 
cho internacional privado establecidas en virtud de la compe- 
tencia legislativa personal para determinar la norma que debe 
r^r el estado de las personas y sus derechos personales, consti- 
tuyen respecto de los ciudadanos parte integrante de su estatuto 
personal, y les siguen, por consiguiente, cuando se trasladan á 
los países extranjeros. Por esto el Magistrado de cualquier Es- 
tado, en el que se reconozca la autoridad de. este estatuto debe 
tenerlas en cuenta y aplicarlas á los ciudadanos del Estado que 
tales reglas baya establecido, aunque sean diversas las vigentes, 
conforme á la lex fori, respecto de los ciudadanos del Estado del 
Juez. 

1.8SS. Yamos ahora á examinar el caso que antes hunos 
dejado aparte, Ó sea que el legislador, en virtud de la autonomía 
y de la independencia que corresponde á cada soberanía, esta- 

(1) Fiore, DÍtíUo intem. codificato, tercera edición, párrafo 665. 
(U. tip, ed. deTurfn), yJíiscoiírsproííoncésd ía Con/éience du Jemie Ba- 
rreau de BTuxelles, tuivU áe notes. Apéndice, pág. 11. (No puesto á la 
venta. Depositado en las principales Bibliotecas del reino). 
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blezca & sti manera las reglas de Derecho ioternacioiial prirado 
relativas al estado personal y ¿ la capacidad civil de los extran- 
jeros. 

De hecho sucede que mientras el Derecho positivo de algu- 
nos países establece la regla de que las leyes civiles obligan á 
los ciudadanos que se trasladan al extranjero, constituyendo, por 
consiguiente, respecto de los mismos su estatuto personal, en 
cuanto & los extranjeros determina que aquellos que estén domi- 
ciliados en el Estado deben reputarse sometidos á las leyes civi- 
les del mismo. Asi lo dispone el Código austríaco (artículos 4." y 
35). También con arralo í las disposiciones generales de la Ley 
de 7 de Agosto de 1896 para el Imperio alemán, la capacidad 
para contratar, siempre que no se trate de actos jurídicos con- 
cernientes al Derecho de familia, se somete á la ley alemana en 
cuanto á los negocios jurídicos realizados en el Imperio. Según la 
ley de la Kepública Argentina, la sucesión se reputa sometida & 
la ley del domicilio, aun cuando sea objeto de ella la herencia de 
un extranjero. Un italiano ó un alemán, por lo tanto, domici- 
liados en el territorio de la República, estarían bajo la depen- 
dencia de la ley argentina, y su sucesión se encontrarla sujeta 
i las reglas sancionadas en el Código civil de aquella República, 
& pesar de que conforme al estatuto personal debiera regirse por 
la ley italiana, si se tratase de un italiano, según dispone nuestro 
legislador en los arts. 6. "y B.",}- por la Ley civil del Imperio ale- 
mán, en el caso de un alemán, como dispone la ley introductiva 
en el art, 24. 

¿Qué valor tendrán las reglas de Derecho internacional pri- 
Tado establecidas por el legislador de un Estado, en rirtnd de 
BU autonomía y de^u independencia y fuera de los límites de su 
competencia legislativa? 

No puede ponerse en duda que las disposiciones legislatiTns, 
estén ó no conformes con los justos principios del Derecho, de- 
ben tener fuerza jurídica é imperativa en el Estado en qu« hayan 
sido promulgadas, y que el Juez del mismo, que está obligado á 
juzgar conforme á la ley, sin poder examinar ni discutir sa bon- 
dad, debe atenerse al precepto sancionado por el legislador pa- 
trio. Pero como en las relaciones internacionales no puede atri- 
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Ituirse autoridad extraterritorial más que & las leyee dictadas en 
rirtad de la competeocia legislativa de cada soberano y dentro 
íb sus limites, es fócil comprender que la fuerza juridíca de esas 
reglas debe detenerse en las fronteras del Estado, j que su en- 
lacia no puede admitirse sino ante el Tribunal del Estado en que 
el soberano lu haya dictado y en que la cuestión deba decidirse. 

Por consiguiente, en la hipótesis que examinamos sucedería 
naturalmente que el Juez de la República no podría dejar de 
aplicar la ley argentina como dispone el legislador territorial. 
Pero si la sentencia por él pronunciada pudiese tener alguna 
consecuencia jurídica en Alemania ó en Italia, se le negaría toda 
eficacia por el Juez de uno 6 de otro país, según lo que dispone 
el legislador del Imperio en el mencionado art. 24, que dice: 
(La sucesión de un alemán, aun cuando tenga su domicilio en e] 
«xtranjero, se rige por las leyes alemanas», y el italiano en el ar- 
ticulo 8.', en el que dispane que la sucesión debe regirse confor- 
me & la ley nacional de la persona de cuya herencia se trate. 

Los Tribunales alemanes ó italianos, si fuesen llamados k 
resolver cuestiones relativas á dicha sucesión, deberían natural- 
mente, sin tener en cuenta la regla establecida por el legislador 
argentino, resolverlas conforme á la ley alemana, si se tratase do 
un alemán, ó & la de Italia, si se relacionaba con la sucesión de 
un italiano. 

En estos casos no podría evitarse la contradicción de lo juz- 
gado, y lo mismo sucedería en otros semejantes, como por tem- 
plo, tratándose de las relaciones de familia, si según el estatuto 
personal deben estar sujetas á la ley nacional respecto de los 
ciudadanos qjie contraigan matrimonio en país extranjero, y se- 
gún la lex fori est&n bajo la ley del domicilio ó del lugar en que 
el matrimonio se haya celebrado. 

Este estado de cosas, por otra parte, debe considerarse como 
anormal, puesto que proviene de que no habiendo establecido de 
común acuerdo las soberanías el límite de su competencia legis* 
lativa, ejercitan frecuentemente su poder legislativo sin atenerse 
á lae reglas de justicia. Sucede por ello que en virtud de la com- 
petencia territorial, ciertos legisladores invaden el campo de la 
competencia personal, y al mismo tiempo que disponen que las 
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leyes civiles del Estado deben acompañar & loe cindadaoos a 
los países eztreDJeros, establecen qne los extranjeros están son»- . 
tídoB & la ley local ó á la del domicilio, derogando, con el pre- | 
texto de proteger los intereses de los regnícolas, la r^a por 
ellos mismos estsblecida. 

Es preciso, en atención á esta consíderacióo, admitir qne lo 
pueden tener autoridad extraterritorial las reglas de Deredo 
internacional privado, establecidas por los legisladores de los 
distintos países respecto de los extranjeros, cuando esas regla* 
representen una evidente usurpación de la competencia legisla- 
tiva personal. 

Hemos dicho muchas veces que las leyes del Código civil df 
cualquier Estado^ que tengan por objeto los derechos de las per- 
sonas, son obligatorias para los ciudadanos, los cuales deben es- 
tar sujetos á ellas, aunque se trasladen á otro país. Los extran- 
jeros no pueden ser sometidos á las leyes civiles que tienen por 
objeto los derechos de las personas, sino en aquello que alcaoce 
al interés del orden público 6 del Derecho social. Por consi- 
guiente, si el legislador de un Estado dispusiese que las leyes 
que determinan los derechos y las relaciones personales privadas 
de los ciudadanos, Ó el conjunto de los derechos hereditarios 
fundados sobre relaciones meramente personales obligasen tam- 
bién á los extranjeros, esta disposición podría ser eficaz en el te 
rritorio sujeto á su imperio; sería imperativa para los Tribuna- 
les del Estado, porqne los Magistrados no pueden negarse k 
juzgar y & decidir conforme á la ley dictada por su legislador 
pero en las relaciones internacionales dicha disposición debería 
reputarse completamente ineficaz, porque no puede consideraretr 
m&s que como el efecto de una usurpación indebida del poder 
legislativo. 

Esto que decimos es la lógica consecuencia del concepto en 
que hemos fundado todo el razonamiento: que el principio pan 
decidir acerca de la autoridad territorial ó extraterritorial de las 
r^las del llamado Derecho internacional privado, es el mismo 
con arreglo al cual se debe decidir en general sobre la autoridad 
territorial ó extraterritorial de cualquiera disposición legislativa. 
La cuestión se reduce en todos los casos á determinar la com- 
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petencia legislativa, puesto que el límite de la autoridad de la 
le; debe precÍBarse determinando y fijando el Umite de esta com- 
petencia. 

fl.SKO. Resumiendo, pues, nuestra opinión decimos que, á 
nuestro modo de ver, no debe atribuirse &, ninguna soberanía 
la autonomía absoluta, porque puede admitirse el ejercicio aiitiS- 
nomo é independiente del poder legislativo de parte de todo 
soberano, pero dentro de los justos límites señalados por el De- 
recho internacioaal (1). 

Ningún legislador tiene facultades, por consiguiente, parn 
arrogarse una competencia legislativa que no puede pertenecerle, 
según la naturaleza de las cosas, ni la potestad de establecer re- 
alas de Derecho ioternacioual privado concernientes í la condi- 
ci6n civil de las personas y & los derechos privados de los ex- ' 
tranjeros, ó ¿ sus relaciones personales fundadas en el estado y 
condición de familia extranjera ó que se refieran al régimen de 
sus derechos hereditarios de carácter meramente personal en 
■caso de herencia en otro pais, salvo que la autoridad de ciertas 
leyes coDcernientes & las mencionadas relaciones se declare eficaz 
también respecto de los extranjeros, con e[ fin de proteger los 
derechos y los intereses sociales ó el orden público del Bs- 
tado(2). 

A los soberanos de los Estados civiles incumbe realizar la 
«omunidad jurídica, estableciendo de acuerdo las reglas acerca 
de la competencia legislativa de cada uno de ellos y fijando los 
límites dentro de los cuales debe ejercitarse, á fin de determinar 
y precisar la autoridad de las leyes respectivas en las relaciones 
internacionales y las justas limitaciones que deben admitirse 

(1) V. mi obra ya citada, Diritto intern. codificato, tercera edición, 
§ 141. En el § 166 se lee: 'La facultad que cada soberano tiene de 
regular libremente en bus leyes las cuestiones relativas á la condi- 
ción jurídica de los extranjeros, á sus derechos sobre los bieses, á 
las SDcesiones, á la ejecución de las seoteucias extranjeras ; á otras 
semejantes, debe ejercitarse de manera que pueda conciliarse la in- 
dependencia década Estado con los intereses generales y con el 
Derecho internacional*. 

(2) Véase el § 1.332, pág. 108 de este tomo. 
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cnando el Juez de cada Estado sea llamado á aplicar el Derecb 
extranjero & una relación jurídica controTertida. 

Hasta que este acuerdo no se efectúe hay que reconocer la 
facultad que á todo legislador corresponde de establecer reglu 
acerca de la autoridad territorial j extraterritorial de las lejea, 
normas que deben tener fuerza jurídica y eficacia en las relacio- 
nes internacionaleB, siempre que estén dentro de loe límites de 
la competeocia legislativa, conforme á los principios del Derecho 
internacional; y en general debe presumirse que están promulga- 
das y sancionadas por cada soberano sin rebasar el circulo de la 
propia competencia legislativa. 

Por consiguiente, para determinar la autoridad de taa dispo- 
siciones legislativas que sostienen las reglas del Derecho inter- 
nacional privado y precisar el límite de su fuerza jurídica, in- 
cumbe al Juez, cuando llegue el caso de aplicarlas, referirse i 
los principios conforme ¿ los cuales debe precisarse la vigen- 
cia de las leyes que forman parte del estatuto personal ó del es- 
tatuto real. El Juez, pues, debe aplicarlas afirmando su autori- 
dad solamente respecto de los ciudadanos del Estado, 6 erga 
omnes, según que, teniendo eo cuenta la naturaleza y el carácter 
de las disposiciones de que se trate, deban considerarse com- 
prendidas en el estatuto personal 6 en el estatuto real. 
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Del domlnllln j de la olndiidBniít en «na relaolitnea 
«nn Ib lef que rljce Is «ueealAn. 



I.tt0. Cómo paeden influir en el régimen de la auceHÍón ¡a ciudadania 
7 el doiniciJio. — 1.861. £1 concepto jurídico del domicilio no es uni- 
forme en todas loa legi elaciones. — 1.862. Ley con arreglo á la cnal 
debe determinaree el concepto jurídico del domicilio. — 1.86S. £1 do- 
micilio en aus relacionee con el estatuto personal. — I.Sflt. El domicilio 
en ans relaciones con el estatuto real. — 1.886. Del domicilio legal y 
del domicilio de hecho. — I.8M. Diversos puntos de vista desdq los 
cuates puede presentarse la cuestión del domicilio en sus relaciones 
con la \%y que debe aplicarse para resolverla. — 1.U7. La cuestión del 
domicilio del de ctyti» frent« al interés de los terceros. — t.86S. La 
cuestión del domicilio del de myvt respecto de la Common Law. — 
1.8A0. La ciudadanía en relación con la ley que rige la sncesión.— 
1.870. Cómo deben loe Tribunales resolver la cuestión de la ciudadanía 
del de cu^vi. — 1.871. De la eficacia de las sentencias extranjeras en 
materia de ciudadanía del dt ayut. — 1.872. La cuestión de la ciuda- 
danía ante los Tribunales de un tercer Estado. 



1.SAO. De lo que hemos dicho en loa capHaloB anteriores 
pttede deducirse que el Juez llamado á resoWer cuestiones rela- 
tivas & la BUceeiÓD, debe atenerse en principio á las reglas san- 
cionadas por el legislador del Estado, en las cuales ha;a éste 
designado la ley según la que aquél debe juzgar y decidir la re- 
Ihcíód jurídica controvertida. 

Paede niuy bien suceder que por la tex forÍ se indique como 
r^la de la sucesión, la del Estado de que era ciudadano la per- 
sona de cuya herencia se trate. En esta hipótesis, el Juez en- 
cargado de) asunto debe referirse & la ley nacional del de cujas, y 
es preciso, por consiguiente, determinar la ciudadanía de éste 
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para establecer la ley que debe resolver la cuestión. De ello tra- 
taremos inmed i átamete. 

Puede suceder, por el contrario, que conforme 6. la regla 
sancionada por la lexfori, la aplicación de la ley territorial de- 
penda de la circunstancia del domicilio. En este caso es necesario 
investigar y resolver prejudicialmente, si el extranjero de cuya 
hereacia se trate, está 6 na domiciliado en el Estado. 

Puede, por último, suceder que c^onforme á la lex fori se es- 
tablezca una diferencia entre el extranjero «iomiciliado de hacho 
y el que tenga su domicilio legal 6 que esté autorizado para fijar- 
le en el Estado, en virtud del acto soberano que le haya con- 
cedido tal autorización. En esta hipótesis, suponiendo que por 
la lex fori se haya establecido una distinción entre el domi- 
cilio de hecho y el domicilio legal, y que para determinar la au- 
toridad de la ley que debe regir la sucesión se encuentre de- 
clarada una diferencia sustancial entre el extranjero domiciliailo 
y el extranjero autorizado para fijar su domicilio en el Estado 
(como sucede en Francia, según el art. 13 del Código civil, mo- 
dificado por la Ley de 26 de Junio de 1889), Ber& preciso que el 
Juez examine y resuelva ante todo acerca de la naturaleza y ca- 
rácter del domicilio, á fin de señalar después la posición jurí- 
dica del de cujus enfrente de la ley que deba regir su sucesión. 

1>8SB< Ahora bien, es útil advertir que' el concepto jurí- 
dico del domicilio, teniendo en cuenta el elemento de hecho y el 
morat que se requieren para constituirlo, no es uniforme en todas 
las legislaciones. 

Según el concepto del legislador italiano, el domicilio civil de 
una persona está en el lugar en que tiene el centro principal de 
BUS negocios é intereses. El domicilio de la persona, por consi- 
guiente, eo el sistema del Código civil italiano, lo constituye la 
circunstancia de hecho de haber centralizado la persona ea nn 
lugar dado la suma de los negocios y de los intereses unida á 
la intención de haber querido establecerlo en aquel determi- 
nado lugar. 

Pueile ana persona, por consiguiente, tener una residencia 
real, habitual y permanente en una localidad determinada, sin 
tener alli su domicilio, que estará en el lugar donde se encuentre 
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«I centro principal de bus negocios é íntereBeB, iiunque no resida 
ea él efectivamente. El elemento moral, detennínado por la in- 
tención de centralizar aquéllos en una localidad determinada, pre- 
valece, pues, en el sistema italiano sobre el elemento real, sobre el 
hecho de la residencia y de la estancia efectiva de la persona en 
aquella localidad (1). 

Por el contrario, según el concepto admitido en otras legis- 
laciones, no se comprende que las relaciones personales y el do- 
tmcilio del sujeto, puedan estar determinados por el centro prin- 
cipal de sus negocios é intereses; sino que, por el contrario, se 
afirma que deben estar influidos más bien por la residencia real, 
habitual y efectiva de la persona misma. El domicilio, pues, está 
constituido por la residencia real j estable. Este es el conceptu 
qufi predomina en Inglaterra, en América y en los países regidos 
por el Derecho consuetudinario, según el cual la persona tiene 
m domicilio donde tiene establecida su habitación, su home, 
aunque el centro principal de sus negocios é intereses esté en 
otra localidad (2). 

(1) Lo qne decimoB resulta claramente de lo dispuesto en el ar- 
ticulo 16 del Código civil. El legislador distingne, en efecto, el domi- 
cilio, que se determina por el centro principal de loe negocios é inte- 
reses, de la reaidencia, que está en el lugar en que la persona tiene 
8u estancia habitual. La traslación de la resideucia, según dice el 
artículo 17, puede producir el cambio de domicilio sólo cnando la 
persona traslade su residencia habitual de un liígar á otro con la in- 
tención de Ajar en él el centro principal de sus uegocioe é intereses. 
De esto se deduce evidentemente que la estancia habitual no es por 
ai sola el elemento primordial del domicilio. Determioándose éste 
por la sama de los negocios, la estancia habitual por sí misma con- 
siderada es un hecho indiferente. Puede, pues, verificarse ana efec- 
tiva discordancia en el sistema del Código civil italiano entre la re- 
sidencia real y positiva de la persona y la reaidencia jurídica de la 
misma, que está determinada por el domicilio (a). 

(2) Dicey, Coafiíct of Lawr, Wharton, A Digrxi of the tatentational 
late of the United States, vol. II, § 198, pág. 484. The domicil of any 

(■) Por el irt. 4.* del Rail dasrato de n de Noviambni da 1853, llamada da ei- 
traiú«rl>i ■> aotiandaD en EapiBa domieilisdoB, para loa efeetoa lagalea, loa eitren- 
iaroa qii« m hallen aitablacido* can ciaa abiarto, 6 rsaideaDU SJa i proloa^ada por 
tres ssoB, j blene* propioa 6 ladnatria t moda da vivir cDaocido en territaria de la 
Uonarqufa, mu al parmiao de la aotaridad aoperlor civil da la proviDcia. 
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Dada esta diversidad en el concepto jurídico del domicilio, y 
teniendo presente que en materia de sucesiones, de la cual esta- 
mos tratando, se derivan importantes cousecueocias jurídicas del 
domicilio, conviene examinar coa arreglo á qué ley debe deter- 
minarse el concepto jurídico de éste. 

1.asC De la ezposicién que hemos liecho de los diversos 
sistemas legislativos se deduce que, según las reglas sancionadas 
por algunos legisladores, se hace depender del domicilio la reía- 
ción entre la persona y la ley que debe regir sa condición civil, 
sus derechos personales y los que se derivan de la sucesióo. Se 
presenta, pues, la dificultad de decidir si el concepto jurídico del 
domicilio debe depender de la ley del país en que surja la cuestión 
y en que el Juez sea llamado á resolverla, 6 si debe más bien de- 
pender de la ley misma, que presume la voluntaria sumisión de 
la persona & un ordeo de Derecho positivo determiuado, por la 
circunstancia de tener su domicilio en una localidad dada, 

A nuestro juicio la cuestión no puede resolverse de un modo 
geoeral, sino que conviene precisar atentamente el punto de vista 
desde el cual se intente señalar el domicilio, para determinar 
después la ley que debe regir la naturaleza y requisitos jurídicos 
del mismo. 

Supongamos, por ejemplo, que el legislador de uu país esta- 
blezca, que la sumisión de la persona & una ley dada dependa del 
domicilio, y que, por consiguiente, los derechos relativos & la 
condición civil del ciudadano deban determinarse conforme á la 
ley del referido domicilio, habiendo aquél además precisado él 
concepto jurídico del mismo. Creemos qne es natural admitir 
que todo esto haya de tomarse en su conjunto como un com- 
Xmesto de conceptos y de relaciones conexas, y qne, por consi- 
guiente, cuando tenga que determinarse la ley que debe regir la 
condición civil de dicho ciudadano, y conforme á su estatuto per- 
sonal deba aplicársele la ley del domicilio, el concepto jurídico 



peraon is, in general, the place or conntry which is iii fact his per- 
manent home. V. para los reqaÍBÍtoB del domicüio, eegúu el Derecho 
americano, la nota do Dicey al cap. 11 de su obra Conjlict of Law, 
página 157. 
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d« este Ultimo no puede deducirse sino de la le; del Estado de 
qne el individuo sea ciudadano. Para decirlo en otras palabras, 
creemos que siempre que haya que atribuir á una lej cualquiera 
autoridad para regir la condicifiíí civil de la persona y para de- 
terminar las consecuencias jurídicas que ae derivan del domici- 
lio, el concepto de éste, es decir, los caracteres que se requieren 
para constituirlo, no pueden depender de una ley diversa. 

1.8Ba. Para ilustrar la doctrina con ejemplos, imagioemOB 
qne se trate de regular la sucesión de un inglés que baya tenido 
su estancia habitual, su residencia, su kome en Bélgica, y el cen- 
tro principal de sus negocios é intereses en Italia. Admitamos 
que la cuestión surge ante el Juez italiano, y que éste, teniendo 
en cuenta que la ley ioglesa en lo tocante á la sucesión mobilia- 
ria remite á la del domicilio, sostenga que con arreglo á la ley 
nacional del de eujua está obligado & regular tales derechos con- 
forme á la del último domicilio del' difunto, ósea el que tu- 
viera en el momento de su muerte, y que debiendo, por consi- 
guiente, aplicar dicha ley, tiene que decidir prejudicial mente en 
qué país estaba domiciliado el de cujua. 

Supongamos que en estas circunstancias el Juez italiano, con- 
eiderando que el domicilio es un hecho jurídico, crea qne está 
obligado & referirse á la ley italiana para determinar el domici- 
lio del (¿ecu/us, y que, por consiguiente, con arreglo á ella debe 
decidir si el de cujua estaba domiciliado en Italia ó en otra parte. 
Si el Juez italiano, teniendo presente lo que su legislador esta- 
blece en el art. 16 del Código civil, resolviese que el inglés difun- 
to eataba domiciliado en Italia, por el hecho de tener en esta na- 
ción el centro de bus negocios é intereses, y porque el legislador 
italiano dispone que el domicilio civil de una persona está en el 
lugar en que la misma tiene ese centro principal de sus asuntos 
económicos; y por consiguiente, suponiendo al de cujus domicilia- 
do en Italia, creyese que debía regular su sucesión conforme á la 
]ey italiana, no nos parecería justa esta resolución. 

Adviértase qne admitiendo que la sucesión se rija por la ley 
personal, y que deba aplicarse la ley del domicilio para ordenar 
la sucesión de un inglés, según está establecido en su estatuto 
personal, no creemos que el concepto jurídico del domicilio y su 
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detemiinaciÓD, con el fin áe establecer )& presunta sumisidn ro- 
luDtaria del ciudadano inglés á la ley, pueda deducirse de una 
ley distinta. Más natural nos parece admitir que todo deba con- 
siderarse como un conjunto de coDceptos ; de relaciones dentro 
de la esfera del estatuto personal. 

Dado que un legislador haya creído conveniente hacer de- 
pender la relación entre la persona y la ley (refiriéndonos siem- 
pre á los derechos civiles y privados] de la sumisión voluntaria; 
que haya deducido esta presunta sumisión del hecho del domici- 
lio, y que haya determinado el concepto jurídico del domicilio so- 
bre el cual debe considerarse fundada la misma presunta sumi- 
siÓD del ciudadano á la ley; no puede romperse la unidad de es- 
tos conceptos, que deben tomarse en su conjunto como un todo 
indivisible. 

Por consiguiente, en las circunstancias supuestas por nos- 
otros, sostenemos que al inglés debe reputársele domiciliado en 
Bélgica y no en Italia, y que la sucesióti, teniendo en cuenta su 
estatuto personal, ha de regirse por la ley belga y no por la ita- 
liana. Decimos esto, porque el concepto del domicilio de un in- 
glés, en cuanto pueda considerarse útil para determinar su rela- 
ción con la ley reguladora de la transmisión de su patrimonio 
mueble, debe deducirse de la ley inglesa, ya que esta cuestión, 
que se refiere á su condición civil como ciudadano inglés, ha de 
tomarse en su conjunto y depender de su estatuto personal. 

En efecto; si se admite que la facultad de regir la condición 
civil de las personas est& fondada en la competencia legislativa, 
y que ésta debe atribuirse principalmente al soberano de cada 
Estado respecto de sus ciudadanos; si el soberano del Estado ha 
establecido las circunstancias de hecho y de derecho que pueden 
ejercer influencia sobre la condición civil de los ciudadanos y 
servir para designar la ley reguladora de su capacidad y de la 
transmisión de su herencia; creemos natural se admita que los 
requisitos que deben subsistir, teniendo en cuéntalas circuns- 
tancias de hecho y de derecho, de los cuales pueden depen- 
der tos efectos que ha previsto el soberano nacional, se deter- 
minen conforme al concepto concebido por éste como legislador. 
Si, pues, el legislador nacional ha creído que la volantaríasumi- 
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sióii de la persona á la ley depende del domicilio, y ha estable- 
cido qne la autoridad de la propia ley respecto del ciudadano 
debe reputarse modificada cuando éste haya trasladado su domi. 
cilio á un pala extranjero; y si al mismo tieiúpo dicho legislador 
ha establecido que el cambio de domicilio de la persona consiste 
en trasladar bu residencia habitual á una localidad determinada 
en establecer all! su habitación efectiva y permanente, y que no 
basta la traslación del centro de los negocios y de loa intereseB, 
independientemente de la residencia efectiva y habitual; es evi- 
dente que el conjunto de cuantos elementos, según l^mens legis- 
Utt0)-i3, deben concurrir para determinar la ley que ha de regirla 
condición civil de loa ciudadanos y sus derechos privados, precisa 
sean tomados como un conjunto indivisible, puesto qne todos reu- 
nidos forman parte del estatuto personal. 

A nuestro juicio no puede admitirse, sjn romper la unidad 
del estatuto personal, que la condición civil del extranjero ae re- 
suelva conforme á la ley del Estado á que pertenezca, y que las 
circunstancias de hecho y de derecho que la ley nacional ha teni- 
do en cuenta para determinar la relación personal del ciudadano 
COD la ley y las modificaciones que puedan producirse envirtad 
de ciertos hechos jurídicos previstos por el legislador, se apre- 
cien de diverso modo de como él mismo haya establecido. 

Fundándonos en cuxnto hemos dicho, nuestra opinión, por 
consiguiente, es que en la hipótesis presentada, 6 sea en el caso 
de un inglés que hubiese fijado en Italia el centro de sus nego- 
cios é intereses, y que de hecho estuviera establecido en Bélgica, 
donde'hubiese tenido su habitación real y efectiva, su permanent 
kome; si hubiera que regular su sucesión mobiliaria y se aceptase 
la regla que en nuestra creencia debe seguirse, esto es, regularla 
conforme á su estatuto personal, que indica para este efecto la 
ley del domicilio; y hubiera adem&s que resolver la cuestión pre- 
judicial del domicilio del de cujus, procedería equivocadamente , 
el Juez italiano si quisiera referirse ¿ nuestro Código civil para 
decidir este punto del domicilio, y si supusiere al de cm/us do- 
miciliado en Italia, en virtud de lo que el legislador italiano es- 
tablece en el art. 16. El Juez deberla referirse más bien á la ley 
inglesa, considerando que se trataba de una cuestión que debfa 
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estar sometida íntegramente al estatuto personal, } afírmar qae 
el inglés difunto ee encontraba domiciliado en Bélgica. 

1.804. El domicilio puede también considerarse como os 
quid juris, resultante de las circunstancias de hecho previstas 
por el legislador para determinar el lugar del cumplimiento de 
ciertas obligaciones 6 para fijar la competencia de los Tribuna- 
les respecto de las acciones que pueden ejercitarse para la ga-r 
rantla de algunos derechos. En este respecto admitimos qae el 
concepto jurídico del domicilio se determine con arreglo á la le; 
territorial, porque creemos que bajo esta consideración forma» 
parte del estatuto real. 

Para explicar mejor nuestro concepto, observemos que en el 
sistema legislativo italiano el domicilio puede determinar la com- 
petencia territorial en las cuestiones concernientes & la sucesión. 
El art. 91 del Código de procedimientos civiles es'tablece que las 
acciones judiciales en materia de división, cuando la sucesión se 
abra fuera del reino, pueden proponerse ante la autoridad judi- 
cial del lugar en que el demandante esté domiciliado. Ahora 
bien, no creemos que pueda caber duda de que teniendo que dis- 
entir acerca del lugar del domicilio desde el punto de vista del 
articulo 91 del Código de procedimientos civiles italiano, tratán- 
dose de la sucesión de un inglés muerto en Bélgica, donde resi- 
día habitualmente y donde tenía su home, el concepto jurídico del 
domicilio debe precisarse conforme á lo que dÍ8[>one et legislador 
italiano en el art. 16. Se comprende perfectamente la diferencia 
entre el domicilio considerado oomo'un quid furü, en relación 
con la condición personal y con la ley que la rige, el cual, como 
antee hemos dicho, debe determinarse conforme al estatuto per- 
sonal; y el domicilio, considerado como un quid juris, para deter- 
minar la competencia territorial. Ko sólo las reglas concernien- 
tes á la competencia de las autoridades judiciales territorialeB, 
cuyas reglas forman parte del Derecho público interior, deben ser 
consideradas como parte de las leyes que constituyen el estatuto 
real, sino también las reglas relativas á las circunstancias de he- 
cho previstas por el legislador para establecer y determinar la 
competencia territorial. 

Bebemos repetir la argumentación hecha nntes, esto ea, que 
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no puede admitirse que se determinen conforme & nna le; las re- 
glas acerca de la competenda terñtorial y conforme á otra el 
concepto jurídico de laa circunstancias de hecho del que depen- 
de la determinación de la competencia territorial. 

l.asft> Pasemos ahora & examinar el domicilio desde otro 
punto de vista. 

El domicilio, en el sistema adoptado por los legisladores de 
algunos Estados, puede llegar á ser la base de una condición 
jurídica especial respecto del extranjero que lo haya estable- 
cido con la autorización del Gobierno. Asi sucede, por tem- 
plo, con la ley francesa. Conforme & esta ley, el extranjero, 
independientemente de cualquiera autorización, puede tener en 
Francia su domicilio, el cual, para todos los efectos concer- 
nientes al ejercicio de ciertos derechos, se considera que está en 
el lugar eu que tenga su principal estableamiento, á tenor del 
art. 103 del Código civil francés (1). Pero cuando en caso de 
abrirse la saceaión de un extranjero en Francia, y con el fin 
de determinar la ley que debe regir los derechos sacesoríos j 



(1) 8e admite que el extranjero, independientemente de la aato- 
rizaciÓD del Gobierno, puede tener un domicilio de hecho, que re- 
salta de laa circuntanciae previstas en el art. 103 del Código civil 
francés. V. Laiirent, Principes de Dr. civil fran^ain, tít. II, S *ib\ Re- 
nault, De la luúcegion de» étrangen en Frunce (Jouin. de Dr. internalio- 
ttal privé, 1876, pág. 426); Despagnet, Dr. inlerii. privé, % 167; WeÍBS, 
Dr. intem. pr., tít. II, páginas 43 y Bigoieotes; Le Droit de titran- 
ger, tít. IV; Dr. au domicile, pág. 370; Cas. franc. 19 de Marzo de 1872, 
Graven {Journ. da Pal, 1872 , pág. B60). 

Coaudo este domicilio puede considerarse establecido de hecho 
en Francia, conforme á la ley francesa, produce también suk conee- 
cuencias jurídicae, independientemente de cualquiera autorización 
del Gobierno, cotno son, por ejemplo, según hubo de notar la juris- 
prudencia francesa, determinar la competencia de loa Tribunales en 
las cnestionea relativas .á la sucesión del extranjero domiciliado de 
hecho, y señalar el lugar en que debe considerarse abierta la sacC' 
sión. V. Cas. 7 de Julio de 1874CDalloz, JS76, I, 171); Pandectet fraii- 
<;ai*a, Répertoire, v. Étranger, núm. 274 y sigs.; París, 14 de Julio 
de 1871, Bergold CJoarn. du Puláis, 1871, pág. 505) y la nota y Cas. 19 
de Marzo de 1872, Craveu (ídem, 1872, pág. 5G0); París, 20 de Marzo 
de 1896, José de Errazquin (Journ. de Dr. iatera. pr., 1896, pág. 402). 



i tv Google 



176 LIBRO V — CAPÍTULO IV 

SU cuantía, se quiera admitir lo que la jurispradenota ha sos- 
tenido, esto es, qae la ley íraDcesa puede aplicairse si se trata 
de ordenar la sucesión de un extranjero que tenga en Francia 
su domicilio legal (1), es claro que será preciso atenerse á la le; 
francesa para resolver ai debe 6 no atribuirse el domicilio la* 
gal á la persona del causante de la herencia para todos los 
efectos que conforme á la ley misma pueden demarse del esta- 
blecimiento del domicilio coa la autorización del Gobierno. 

En otros términos, cuando según la ley de un país se atribu- 
yan especiales efectos jurídicos al domicilio legalmente estable- 
cido, esto es, el escogido por el extranjero con la autorización 
del Gobierno, conviene referirse' & la misma ley para resolver 
toda cuestión relativa á la subsistencia de la autorización y á su 
duración ó extinción. Toda controversia respecto de esto no 
puede tener otro carácter que el de cuestión de Derecho inte- 
rior, y debe, por consiguiente, resolverse de conformidad con la 
ley territorial (2). 



(1) Demolombe, Droií civil, tít. 1, núm. 268 bis; Caá. 7 de Noviem- 
bre de 1826 (Joitni. da PalaÍÉ, 1826, pág. 898); Cas. 5 de Mayo de 1875, 
Heréd. Forgo contra el Estado (ídem, 1875, pág. 1.036 y la nota y las 
referencias); Tribunal del Havre, 22 de Agosto de 1872, Myera [ídem, 
1872, pág. 1.219). 

(2) La autorización soberana no es el único medio por el cual el 
extranjero puede adquirir en Francia e! domicilio legal para todos 
los efectos previstos en el art. 13 del Código civil francés. Respecto 
de ciertas personas, el domicilio legal puede ser consecuencia de la 
ley. Así puede suceder, por ejemplo, tratándose de un menor que 
hubiese seguido á eiis padres á Francia, loe cuales hubiesen adqui- 
rido el domicilio legal durante la menor edad de aquél. El menor 
habría ganado también el domicilio del padre, y si después de lle- 
gar á la mayor edad continuase residiendo en EVancís, el domicilio 
alcanzado continuaría con los mismos efectos y debería conside- 
rarse como domicilio legal, aunque el menor, después de llegar á la 
mayor edad, no hubiese solicitado y obtenido individualment-e la 
autorización. Esto es consecuencia del principio general de que la 
condición jurídica 6 el derecho adquirído por una persona, confor- 
me á la ley, persiste hasta que aquélla no lo haya perdido, según la 
ley misma.— Comp. Pau, 14 de Marzo de 1874 (Joum. de Dr. iiUeraa- 
tional priv¿, 1875, páginas 357 y 368). 
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Por lo dicho se ve que las cuestioneB que pueden 
surgir á propósito del domicilio en sus relaciones con ta sucesión 
de un extranjero, deben examinarse atentamente, teniendo pre- 
sente el punto de vista desde el cual conviene resolverlas. 

Según el Código francés, por ejemplo, el domicilio, como he- 
mos dicbo ya, puede ser la base de una condición jurídica de- 
terminada cuando tenga el carácter de domicilio legal, conforme 
al art. 13, y puede producir ciertos j determinados efectos, ai en 
él concurren los requisitos previstos en el art. 103 del Código 
civil. Ahora bien, como el domicilio, desde uno y desde otro pun- 
to de vista, ejerce una influencia bien distinta en materia de su- 
cesiones, cuando se trate de determinar la ley que debe regir loa 
derechos sucesorios y su cuantía, convendrá precisar exactamen- 
te el criterio con el cual debe decidirse la cuestión del domici- 
lio, para resolver aquélla conforme & las disposiciones legislati- 
vas que le concieruen. 

SupongamOB, por q'emplo, que un italiano haya muerto en 
Francia, y que se trate de resolver en qué lugar debe conside- 
rarse abierta la sucesión del de cujus, 

El legislador italiano, en el art. 923, dispone que la sucesión 
se abre en el momento de la muerte, en el lugar del último do- 
micilio del difunto. 

La cuestión del domicilio en este caso podría surgir desde 
el punto de vista de determinar el lugar en que jurídicamente 
estaba establecida la persona, á fin de realizar allí la apertura 
de la sucesión. Considerando en este respecto que el extranjero, 
independientemente de toda autorización, puede establecerse eu 
cualquier lugar de Francia y tener allí su principal estableci- 
miento, y que esta circunstancia, conforme al art. 103 del Códi- 
go francés, determina el domicilio como derecho civil, queperte' 
nece & los franceses lo mismo que á los extranjeros que son ad- 
mitidos en Francia, á gozar, en virtud de loa tratados, de los mis- 
mos derechos civiles que loe primeros (art. 11) (o), creemos que 



{a¡ El art. 27 del Código civil espafiol concede á loa extianjeroa 
en España los mismos derechos que las leyes civiles otorgan á los 
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110 puede caber dada de que, tratándose en este caso de resolrer 
acerca del domicilio como un estado de hecho, del que resultan 
(ciertos efectos jurídicos relativos á la apertura de la sucesión, 
conviene referirse al art. 102 del Código francés. Será, pues, ne- 
cesario examioar si el requisito sustancial exigido por dicho ar- 
ticulo para considerar al de cujus domiciliado en Francia sub- 
siste Ó no; y como todo consiste en la circunstancia del estable- 
cimiento principal, no podría menos de afirmarse que el de cujus 
estaba domiciliado en Francia, si allí tenía su principal centro de 
negocios. 

A£rmada y probada esta circunstancia, deberla abrirse allí 
la sucesión, j determinarla la competencia de los Tribunales fran- 
ceses para el ejercicio de todos los derechos j de cuantas accio- 
nes ne derivasen de su apertura en el lugar de Francia donde el de 
cujus estaba domiciliado en el momento de la muerte. 

Tratándose después de resolver acerca del orden de suceder 
y extensión de los derechos en la sucesión legítima y de la vali- 
dez de las disposiciones en caso de herencia testamentaria, como 
según las reglas establecidas por la jurisprudencia francesa, 
la sucesión mobiliaria del extranjero que no tenga en Frascis 
el domicilio legal se reputa sujeta á la ley del domicilio del de 
CUJU3, y se entiende por ésta, no la del domicilio de hecho, sino 
más bien la del domicilio de orígei, que coincide con la nacio- 
nal del de cujus, es claro que la cuestión del domicilio surgi- 
ría desde otro aspecto, cual es el relativo á la ley que debe regir 
la sucesión.' 

Ahora bien, considerando que en el sistema adoptado por la 
jurisprudencia francesa se viene á admitir respecto de la suce- 
sión mobiliaria la autoridad del estatuto personal, es evidente 
que desde este punto de vista precisa referirse á la ley perso- 
nal para resolver cuándo se ha conservado el domicilio de origen 



nacionales, salvo lo dispuesto en el art. 3.° de la Constitución del 
Estado 6 en Tratados internacionales, 

Esa excepción del art. 2.° de la Constitución, se refiere al ejerci- 
cio de industria 6 de profesión para cuyo desempeño exijan las leyes 
tftnlos de aptitud expedidos por las Autoridades españolas. 
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7 ou&ndo Be ba perdido, en virtud de la adquisición de otro do- 
micilio (1). 

Lo mismo ba de decirse si la cuestión surge, por ejemplo, 
respecto de la mujer casadaj j se trata de saber si, según la ley 
■que rige las relaciones de familia, puede juzgarse que conserva 
el domralio de origen, ó si, por el contrarío, lo ha perdido, y debe 
atribuírsele como domicilio necesario durante la unióu conyugal 
el mismo del marído. También habrá que atenerse al estatuto 
personal para precisar qué domicilio debe asignarse & una 
persona determinada, como podría saceder, respecto del. hijo 
natural, si hubiese qne señalaren domicilio. Suponiendo que el 
-estatnto personal le atribuyese el domicilio de la madre en el 
momento del nacimiento, y se declarase que este domicilio era 
independiente del que aquélla pudiera adquirir después por coa- 
secuencia del matrimonio, en este caso y otros semejantes habría 
■que atenerse & lo que dispusiera la ley personal, no obstante qae 
pudieran ser diversas las reglas establecidas por la ley terríto- 
TÍal. 

1 .SSV. La cuestión del domicilio en materia de sucesiones, 
podría ser suscitada por los terceros que hubiesen adquirido 
fiajo el imperio de la ley territorial derechos dependientes del 
domicilio. Esta controversia se plantearía como prejudicial para 
resolver si debía ser admitido ó negado el ejercicio de los derechos 
subordinados al establecimiento del domicilio. 

Tal seria, por ejemplo, el caso de los acreedores de la heren- 
cia que quisiesen dirigir alguna acción contra etla y que la ^er- 
oitasen en el lugar en que debia suponerse que el difunto estaba 
-domiciliado, conforme í la ley territorial. En este caso, la con- 
troversia sobre si el de eujus estaba ó no domicihado en aquel 

(1) En et litigio resnelto por el Tribunal de Apelación del Estado 
de Nueva Yoik en Febrero de 18T4, se apreció, con arreglo á la ley 
de dicho Estado, la validez de un testamento hecho conforme á la 
ley americana por una señora americana establecida en Francia; 
porqne se jazgó que aunque en principio la validez del testamento 
debía apreciarse conformeálaley del domicilio, la testadora, según 
la ley americana, no había perdido el domicilio de origen. 
Véaae Joura. de Derecho ínl. priv., 1ST4, pág. 86. 



i tv Google 



180 LIBRO V — CAPÍTULO IV 

pafe, á ñn de considerar domiciliada allf la herencia, eurgiría para 
resolver sí podfa ó no corresponder á loe terceroB el ejercicio de 
ciertos derechos contra la misma. En t^es circunstancias, se- 
ria inútil querer referirse al estatuto personal. Los terceros qufr 
bajo el imperio de la ley territorial adquirieron el derecho í 
^ercitar sus acciones contra la persona obligada por consecuen- 
cía del domicilio, reputado por el legislador como hecho jarfdico 
eficaz para justificar dichas accíoneu por parte de aquéllos, pue- 
den referirse en todo & la ley territorial y determinar el domici- 
lio conforme á ella, para sostener en' consecueneia el ejercicio de 
BUS derechos contra la herencia. 

-I.86S. En los países que se rigen por el Derecho consue- 
tudinario, el domicilio puede ejercer su influencia decisÍTa en la 
sucesión testamentaria cuando se admita, respecto de la mobilia- 
tia, que 1h validez de las disposiciones mortis causa debe juzgarse 
conforme á la ley del domicilio del testador en el momento de sa 
muerte. 

Según los principios admitidos por la joriaprudencla de los 
Estados Unidos de América, un ciudadano de aquel país que 
quiera disponer de sus bienes muebles está obligado & hacer tes- 
tamento, ateniéndose á las leyes del país en que esté domiciliado. 
La validez de sus disposiciones en cuanto al fondo, se aprecia- 
conforme í la ley del domicilio, aun en lo relativo á los biene» 
muebles existentes en cualquier lugar de los Estados Unidos (1). 

Es, pues, indispensable determinar bien el domicilio del de 
cujus, í fin de poder deducir después, ea conformidad con su ley^ 
lo que concierne ¿ la validez del testamento becbo por él. 

Lo mismo sucede en el Derecho inglés. Tanto en AméríciL 
como en Inglaterra, la jurisprudencia sostiene que conviene re- 
ferirse al domicilio del testador al tiempo de su muerte; 7 deci- 
dir acerca de la validez del testamento, con arreglo á la ley del 
último domicilio. 

También en este caso convendría referirse á la ley nacional 



(1) Véase Dicey, Cunflict of Law» American nota, cap. XXX, 
Succmtion til mnmUes, pág. 7U7, Tribnnat de Nueva York, yla nota 
de Coudert en el Joum. de Droit iiitern. privé, 16T4, pág. 86. 
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¿el ciudadano inglés ó americano que haya hecho el testamento, 
para resolver en qué país estaba domiciliado el de cujus. Si la 
validez del testamento, conforme á la le; nacional del de cujus, 
]ia de depender de la le; del domicilio del testador al ocurrir su 
fallecimiento, es claro que precisa atenerse & la nacional del de 
cttjut para determinar, con arreglo al concepto admitido por 
el legislador inglés ó americano, el domicilio de la persona qne 
sea ciudadano de uno é de otro país, y esto por las razones que 
hemos expuesto antes. 

'1>80S. La misma importancia que puede tener la cuestión 
<lel domicilio en materia de sucesiones, cuando la ley que debe 
regirlas dependa de eso, puede tenerla la de la ciudadanía en et 
sistema adoptado por el legislador italiano, el de Alemania y de 
)oB demás países que establecen como ley reguladora de la suce- 
sión la del Estado á que el de cujas pertenezca por razón de ciu- 
dadanía. En este sistema de leyes la discusión qne puede susci- 
tarse respecto de la ciudadanía es decisiva para determinar la 
ley qne debe regir la sucesión. 

En asuntos de ciudadanía debe sentarse como principio que 
todo individuo que afirme pertenecer & un Estado como ciuda- 
dano, debe probarlo. La prueba se apreciará con arreglo ala 
ley del Estado á que el individuo intente demostrar que perte- 
nece. Lo mismo debe decirse si se trata de una sucesión; la 
prueba de la ciudadanía deben darla las personas que en ello 
tengan interés. Así como en general en todo país debe juzgarse 
conforme á la ley hecha por el legislador quién es ciudadano y 
qoién extranjero, así también el Juez llamado á decidir si un in- 
dividuo debe ser considerado ó no como ciudadano del Estado, 
lio puede hacer otra cosa que aplicar la ley dictada por el legis- 
lador patrio. 

Por coRsecaencta de la diversidad de reglas legislativas en 
materia de ciudadanía, podda darse el caso de que los interesa- 
dos probaran que el de cujus, con arreglo á su ley, no había per- 
dido la ciudadanía originaría, no obstante que pudiese ser con- 
siderado como ciudadano de otro Estado, en virtud de la ley 
en él vigente. En este caso convendría hacer una distinción. 
Si la cnestiÓQ se suscitase ante el Tribunal de este último Es- 
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tado, del cual, Begún los interesados en ello, el de cujm era cíd- 
dadano, para deducir que bu auceaión legítima ó testameotaria. 
debía regirse por la ley del misino Sstado, el Juez no podría 
hacer otra cosa que aplicar la ley de su país para decidir con- 
forme á ella bí el de cujm' era ó no ciudadano del Estado. £n 
Taño los que tuTiesen un interés contrarío pedirían que se íes- 
admitiese & probar que, según la ley de la patria de origen, el de 
cuJM no había perdido su ciudadanía propia, y, por consi- 
guiente, debía considerársele como ciudadano del Estado extran- 
jero. Toda peticióu en este sentido sería denegada, por la consi- 
deración de que la ley relativa á la ciudadanía forma parte del 
Derecho político de cada país y cada soberanía establece lae re- 
glas acerca de la ciudadanía y determina quién es de jure ciuda- 
dano, cuándo se adquiere esta cualidad por el qu^ no la disfruta- 
por razón de nacimiento, y en qué casos se pierde. 

1.8VO. Ahora bien, es claro que los JueceB están oblig:t- 
dos á aplicar las leyes hechas por el legislador patrio para deci- 
dir quién es ciudadano y quién extranjero, y deben rechazar como- 
infuudada cualquier instancia de parte de aquellos que quisieren 
invocar las disposiciones de una ley extranjera, para concluir 
que no se tenga por ciudadano al que lo fuese según la ley de) 
Estado. Bepetimos que la ley acerca de la ciudadanía forma 
parte de las de orden político y de Derecho público, y no pue- 
de ser licito, por consiguiente, iovocar leyes extranjeras para 
dejar sin efecto aquéllas, que tienen en grado eminente el car&c- 
ter y la autoridad de imperativas para los Magistrados del Es- 
tado, como toda ley que forma parte del Derecho público in- 
terior. 

Aplicando estos principios, hay que admitir, por ejemplo, 
que aunque el legislador italiano, en el art. 6.", disponga que el 
estado de la persona se rige por la ley de la nación & que perte- 
nezca, no Be podría, en virtud de esta disposición, invocar la 
aplicación de la ley extranjera para sostener que el de cujas, que 
se encuentre en condiciones para que se le considere como du- 
. dadano en razón de la ley sancionada por el legislador patrio, 
deba ser reputado extranjero, & fin de sustraer su sucesión á la 
autoridad de la ley italiana y hacer que se rija por la extranjera. 
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Asf, para explicarnos mejor, conforme al art. 8." del Código 
ciril, ee reputa ciudadaDO italiano al hijo nacido en et reino de 
extranjero que haya fijado en él bu domicilio durante diez años 
no ioterrumpidos, ei llegado & la mayor edad no ha hecho la de- 
claración, BegÚD las leyes del Keino, de elegir la condición de ex- 
tranjero. Según este articulo, pues, durante la menor edad, el 
hgo del extranjero nacido en las condiciones determinadas en el 
mencionado artículo, es de pleno derecho ciudadano italiano. 
Concluida la menor edad por haber cumplido los veintiún años, 
sí dentro del siguiente & la mayor edad no ha hecho la declara- 
ción de elegir la condición de extranjero, se le considera siempre 
como ciudadano italiano. 

Admitamos ahora que, inuerto este individuo, hubiera que 
determinar la ley reguladora de su sucesión, y los interesados 
qoisiesen sostener que debia regirse por la ley nacional del pa- 
dre, aduciendo que, conforme & ella, el (fe cu/us no había per- 
dido la ciudadanía adquirida como bijo de un ciudadano de di- 
cho Estado, y que todo esto pudiesen probarlo. 

Supongamos que dichos interesados, ^ara sostener su pre- 
tensión, adujeren que, debiendo regirse, según el art. 8.° de las 
disposiciones generales, las sucesiones legitimas y testamentarias 
por la ley nacional de la persona de cuja herencia se trate, de- 
bía considerarse indudablemente como prejudicial la cuestión de 
la ciudadanía para determinar la ley reguladora de la sucesión; 
y que fundándose después en el art. 6.°, que indica para regir el 
estado de la persona y las relaciones de familia la ley nacional, 
y argumentando que el status dvitatis es también una relación de 
estado personal (puesto que la ciudadanía, en el sistema del Códi- 
go civil italiano, es el fundamento de los derechos privados y ci- 
viles, 7 debe, por consiguiente, regirse por la le} nacional del de 
ci^us), dedujeran de todo esto que se les admitiese á probar que, 
según la ley nacional del padre, éste era ciudadano del pais ex- 
tranjero, y que, conforme á esta ley, debía igualmente conside- 
rarse como ciudadano del mismo país al de cujus, hijo suyo, con- 
cluyendo que la sucesión, según los arts. 6.* y 8.°, debía ser re- 
gulada, uo por la ley italiana, sino por la extranjera. 

Teniendo presente. el razonamiento hecho antes, esta preten- 
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sión deber!a rechazarse por iafaadada. Baata para eSto conside- 
rar que la ciudadaula es, dertamente, noa relación de estado 
personal, pero que por su naturtileza j su carácter participa 
del estado público y de la condición política de cada persona; 
per consiguiente, la ley que la concierne forma parte del Dere' 
cho político y del Derecho público interior; 7 aunque, según la 
le; extranjera, pudiera considerarse al de cujm como ciudadano 
del país extranjero, el Juez italiano no podría tenerlo i>or tal. 
Bate no puede admitir qae se iiiroque la autoridad de una ley 
extranjera para dejar sin efecto las italianas relativas á. la cindii- 
dania, porque son parta integrante del Derecho público interior, 
y él viene obligado á aplicar solamente éstas últimas, para decidir 
quién es ciudadano italiano j quiéu extranjero. 

Se comprende perfectamente que si la cuestión supuesta se 
plantease ante los Tribunales de la patria del padre, éstos, apli- 
cáddo la ley de su país, decidiesen sin vacilar que el de cu;W 
debía ser considerado como ciudadano del mismo y fallasen full- 
eando la lejr hecha por su legislador. Esta contradicción do po- 
dría evitarse en el actual estado de cosas, porque faltando' un 
Derecho uniforme en materia de ciudadanía, y siendo diversas; 
tal vez contrarias las reglas sancionadas por los legisladores de 
los distintos países acerca de la pérdida de la ciudadanía orígi- 
naria y la adquisición de la extranjera, puede suceder que un 
individuo continúe siendo ciudadano de un Estado, según la ley 
de éste, y que al mismo tiempo se le considere como ciudadano 
de otro Estado extranjero, en virtud de la ley en él vigente. Sola - 
mente podrá evitarse esta contradicción cuando sea un bocho el 
acuerdo entre los Goj^iernos acerca de las regUs fundamentales 
que deben formar el Derecho común en materia de ciudadanía. 
Hoy los Tribunales de cada Estado deben considerarse obliga- 
dos á aplicar la ley de su país, siempre que se trate de decidir 
sobre cuestiones de esta índole. 

■ •8V1> Para completar el examen de la controversia que 
hemos propuesto, supongamos que el de eujus tuviese bienes en 
Italia y bienes en la patria de su padre; que los interesados ha- 
biesen podido suscitar la cuestión ante los Tribunales de la pa- 
tria del padre, y que éstos, aplicando la ley de bu país, hubiesen 
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r«aaelto que el d« cujm era ciudadano del mismo. Figurémonos 
que los interesadoa quieieran después hacer valer estK sentencia 
para soatener que habiéndose resuelto el punto de la ciudadanfn 
por el Tribunal competente, j solucionada de este modo la cues- 
tión prejudicial para precisar la ley nacional que habla de regir 
la sucesión, los bienes de la herencia existentes en Italia debían 
transmitirse con arreglo & la ley extranjera, determinada por la 
ciudadanía extranjera del de cujus. 

Si los interesados en contradecir esta pretensión adujesen 
que la cuestión de la ciudadanía resuelta por el Juez extranjero 
no podfa tener la autoridad de rejudicata para establecer la ciu- 
dadanía extranjera del de cujut, sino que & éste debía conside- 
rársele como italiano, según la ley italiana; creemos que en estas 
circunstancias el Juez italiano ante quien se ventilase la cuestión 
no podría atribuir ningún efecto & la sentencia extranjera en lo 
que ésta hubiese decidido acerca de la ciudadanía. En virtud 
del art. 13 de las disposiciones generales, las sentencias extranje- 
ras DO pueden gozar de ninguna autoridad cuando dejen sin efecto 
leyes que tengan por objeto el orden público; y estas son las que 
forman parte del Derecho público interior, entre las que está 
comprendida la ley acerca de la ciudadanía. El Juez italiano, 
por consigniente, sin preocuparse de lo que hubiese hecho el 
Juez extranjero, debería resolver la cuestión de la ciudadanía 
del de eujm aplicando la ley italiana, y considerarle como ciuda- 
dano italiano, en virtud de la disposición del art. 8." del Código 
civil, afirmando que la sacesióo debía regirse por la ley dicha y 
no por la extrai^era. 

■•S W> La solución de la cuestión presentaría otro aspecto 
si se plantease ante los Tribunales de un tercer Estado. Tal 
seria, por ejemplo, el caso de uno que muriese en Italia y cuya 
ciudadanía fuese discutida por los interesados, alegaudo unos 
que era ciudadano de un Estado extranjero y sosteniendo otros 
que lo era de otro también extranjero- 
Supongamos que un francés esté establecido en un país ame- 
ricano, en el que se repute ciudadano á quien adquiera un in- 
mueble ó establezca su domicilio y lo mantenga por cinco años ó 
menos; y que esta persona hubiese venido después & establecerse 
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en Italia, que aquí se abriese la sucesión y se tratase de saber «i 
debiendo aplicarse la ley OAcional del de cujus para determinar 
la cuantia de los derechos sucesorios y el orden de suceder, 
era pertinente la ley mejicana 6 la francesa. En este caso todo 
dependería de resolver de un modo 6 de otro la caestión preju- 
dicial de la ciudadanía. 

Admitamos que se suminístrase la prueba de que el de cujus 
debia ser considerado como ciudadano de Méjico; esto, & nuestro 
modo de ver, no seria suficiente para sostener que la sucesión 
debía regirse por la ley de aquel pais. Habría, por el contrario, 
necesidad de probar que el de cujus había perdido la ciudadanía 
francesa, su ciudadanía de origen, y adquirido la mejicana, sin ]o 
cual con más razón podría sostenerse que debiendo reputarse al 
de ct^us ciudadano francés, la sucesión debía regirse por la ley 
francesa, como nacional de la persona de cuya herencia se trataba. 

La adquiaición de un inmueble en país extranjero no es, en 
efecto, suficiente para hacer perder la ciudadanía francesa, aun- 
que la ley de dicho país una el efecto de la adquisición de la 
ciudadanía ¿ aquel hecho; ni el establecimiento del domicilio 
en el extranjero es eficaz como medio de extinguir la ciudada- 
nía francesa, sino en caso de que se pudiese probar que se bal:^ 
fijado tal domicilio en el extranjero sans eaprit de rámtr en Fran- 
ce. Por consiguiente, el Tribunal italiano debería considerar 
siempre como francés al de cujus, aunque con arreglo á la ley de 
Méjico pudiera sec considerado como ciudadano mejicano, y 
aplicar la ley francesa, como nacional del de cujui, para r^r la 
sucesión. 

En general, es preciso, pues, admitir que respecto del Juez 
del Estado del cual se dice que es ciudadano el de cujus, paede 
bastar que se pruebe que había adquirido la ciudadanía confor- 
me á la ley del Estado del Juez y que no la había perdido hasta 
el dfa de la .muerte; pero respecto del Juez de un Estado ex- 
tranjero seria preciso probar que el de cujus había perdido su 
ciudadanía originaria según su ley nacional, sin lo que sería inú- 
til aducir que debía reputársele ciudadano de otro Estado, segúo 
la ley de éste relativa á la ciudadanía. 

A fin de disipar toda duda y resolver cnalqniet conflicto de 
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leyes ea materia de cindadanfa, seria eficaz j oportuno que m 
estableciese un Derecho sniforine acerca de la conservación y 
pérdida de la ciudadanía origÍDaría y la efectiva adquieición de 
la nueva. 

Hasta que esto suceda, los Tribunales de los terceros Esta- 
dos, para resolver las cuestiones que se originen, deben recnrrir 
& los principios generales del Derecho, según los cuajes, ha de 
admitirse que ninguno puede adquirir la ciudadanía extranjera 
sin haber antes renunciado ó perdido la originaria. Por' consiguien- 
te, mientras el de cujus pueda ser considerado como ciudadano 
del Estado á que originariamente pertenecía, y haya medio de dar 
la prueba de esto, el régimen de la sucesión debe determiDarse 
conforme & la ley de este Estado, & pesar de que pudiera demos- 
trarse que el de cujae era ciudadano de otro, según la ley del 
tniamo. Sostenemos esta opinión por creer que la cualidad de 
ciudadanía adquirida con el nacimiento forma parte de la condi- 
ción jurídica de la persona y debe ser duradera y permanente 
hasta que la persona misma baya renunciado á ella Ó baya ad- 
quirido la ciudadanía en otro Estado mediante la naturaliza- 
ción, ó hasta que deba reputarse efectuada la pérdida de la ciu- 
dadanía en virtud de la ley de! mismo Estado del que el indivi- 
duo nace ciudadano. 
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ñjKj ^ae debe re^lr !■ npertara de la «DeeslAn j el 
son'tenldo t nstarsleza de !•• dereehos heredi- 
tarios. 



1.87S. Cómo regulan lae leyes la apertura de la aDceeiÓD.— 1.874. Autori- 
dad de la le.v que declare abierta la sucesión por consecuencia de la 
muerte civil.— l,87ó. Apertura de la sucesión en virtud de la sentencia 
que declarelaaueencia.~l. 870. Consecuencias que se derivan de U 
diversidad de eieteJnas legialativoe en matería de auseccia, respecto de 
loe derechos del ausente frente á los de aquéllos á quienes se adjudica- 
ron sus bienes.— 1.877. Aplicación de las reglas relativas á las preaan- 
ciones de supervivenda.- 1.878. Ley que rige el contenida del derecho 
hereditario.— 1.87ft. Naturaleza de los derechos que ae derivan de la 
euceeión.-l.SSO. Si el derecho de herencia puede considerarse como 
an derecho real. 

'■•8V8. La herencia significa el patrimonio (1) que perte- 
nece á una persona, el cual por consecuencia de la muerte de 

(1) Hablando del patrimonio de una persona, en cnanto constitu- 
ye la herencia, ae entiende que indica el conjunto de todos loa de- 
rechos patrimoniales y de todas tas obligaciones dei ftnado, toina- 
¿as en su conjunto como imivprailat. Según el concepto común, por 
patrimonio Be entiende en la acepción más restringida, la suma 
de los derechos activos, puesto que las deudas no constituyen ana 
parte, sino una carga del patrimonio, j éste no es más que lo que 
qneda, deducidas aquéllas. En la sncesióa hereditaria, la palabra 
pafnnionio se emplea en sentido jurídico para denotar la unidad 
ideal qne resulta del patrimonio activo y pasivo, esto es, de todas 
las cosas de la pertenencia de la persona, qne, tomadas en su agre- 
gación y sin distinguir las partee de que está constituida, represen- 
tan, según el concepto romano, una unidad jurídica, una iinivertita*. 
Conviene tener presente este concepto fundamental, paea cnan- 
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ésta, Be transmite á otra llamada á recogerlo como sucesor del 
difunto. Baereditas nihil aliud est ^uam auccessio m wniveraum jus, 
quod defunctus habint (1). No se verifica la BuceBÍÓs bído des- 
)>aés de la muerte, y ésta constituya el hecho natural en virtad 
del cual, la herencia dejada por el difnnto Be transmite & sus he- 
rederos. 

El derecho hereditario, en lo que se refiet'e & la transmisión 
de los derechos del de cujua á sus sncesores, no puede comenzar 
sino despjiéB de la muerte, ni adjudicarse en general más que si 
heredero que Bobreviva al de cufití. Tocante á esto, todas lae 
leyes estftn conformes y no puede surgir ningún confíicto. 

Las leyes de algunos países admiten, sin embargo, que el 
patrimonio pueda transmitirse' al que haya sido concebido antes 
de la apertura de la suceBióu, con la condición de que nazca via- 
ble, siguiendo en eBto el principio romano conceptuspro nato ha- 
b^r (2). Según la ley italiana, la herencia puede también trans- 
mitirse por testamento á los hijos que hayan de nacer de una 
persona determinada, viva al tiempo de la muerte del testador, 
aunque aún no hayan sido concebidos (3). Según el Código fran- 
cés, por el contrario, el que no esté concebido & la muerte del 
testador está incapacitado para suceder, y, por consiguiente, 
sería nula la disposiciiín testamentaria hecha á su favor (4). 

Lo mismo dice la ley rusa. 

Determinaremos la autoridad de la ley en este punto cuando 
hablemos de la que debe regir la capacidad para suceder. 

do se habla en la materia de qne tratamos, de la ley que rige la su- 
ceBÍón y los derechos hereditarios, bueno es distinguir si se alude 
á eetos derechos respecto de la herencia ó sucesión como una cosa 
que consta de pactes, pero que, sin embargo, es algo distinta de la 
suma de las miemaa, 6 si se hace referencia al derecho á cualquiera 
de las partea que singularmente constituyen el patrimonio. 

(1) L. LXII, Dig., De reg. jvr. 

(2} Código francés, art. 718; austríaco, 536; alemán, 1.9S2; portu- 
gués, 1.736; belga, 718 (a). 

(3) Art. 764. 

(4) Artículos 902 y 726. 

(a) B1 C6digo espahol, «D su *rt. 2S, dceUrk que «I Dacioiianto daUcmink la 

Íinan>lii]ad¡ prro al concabidoae tiena por DBcida par* todoi las eÍBCloa que le lean 
lOrableB, sicoipre queaaica coa Im condicíonaa qae eipraia al articulo alguieute. 
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Los Códigos establecen uDiformemente el principio Bando- 
nado en el art. 923 del Código civil italiano, esto ea, qne ta sn- 
cesión se abre en el momoito de la mnerte (1). 

una diferencia se encnentra entre las leyes de los distintos 
pafses, j es que algunas admiten qne la sucesión se abra no sólo 
por la muerte natural, sino también por la muerte cítÍL Otras 
disponen que los derechos sucesorios ee transmitan por cense- 
cnencia de la declaración de ausencia, atiibuyendo á la sentencia 
que la declara el efecto de la presunción de muerte. 

Además de estas diferencias se encuentra otra; y es que las 
leyes de algunos Instados no establecen de modo uniforme las 
reglas concemieutes & la presunción de supervivencia del que en 
calidad de heredero ó de legatario 'sea llamado á recoger la he- 
rencia, en la hipótesis de que varias personas mueran y falten 
laa pruebas para determinar cuáles de ellas han muerto antes 
que las otras. 

Por razón de la falta de uniformidad en el Derecho respecto 
de estos dos asuntos de que tratamos, surge naturalmente la di- 
fícnltad para determinar la autoridad de la ley cuando haya que 
regular una cosa ú otra. 

l.aV4. Respecto de la apertura de la sucesión por conse- 
cuencia de la muerte civil, algunos han opinado que toda la 
cuestión consiste en examinar si la ley que esto dispone debe 
tener la autoridad que en las relaciones internacionales se da al 
^tatuto personal (2). 

La muerte civil se habfa admitído en el Código francés como 
la consecuencia de ciertas penas, á las cuales la ley atribula 



(1) Código francés, art. 725; italiano, 724 (a). 

(2) He aquí cómo se expresa BoalleQois: t A l'égard des statats, 
» qni prononcent une morte civile, pour crimea, on une note d'infa- 

> míe, t'état de ees miserables se porte partout indépendamment de 
■ tont domicile; et cela par un coacert et ua conconrs general de na- 
itions, ees sortes de peines étant uoe t&che, une pláie incurable; 

> dont le condamiué eat affligé, et qui Tacompagne eu toas lieoz.* 
<Conip. mis obras Ef/etti intemazíonali áelU tentmze penaW, cap. IV, 

(n) Lo mÍBina díapoDe al art. 857 del Cidigo aapaflol. 
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iste efecto (art. 22), j en loe artículos 718 y 719 se declaraba 
ibierta la sucesión también por la muerte cítíI. 

La misma regla ae admitió en los Códigos que siguieron al 
Código francés. En Francia fué derogada pOr la Ley de 31 de 
Mayo de 1854, y en Bélgica la declara abolida el art. 13 de la 
Constitución. 

Según la ley rusa, la sucesión se abre por la muerte natural 
del de cujus y por consecuencia de una condena que implique 
la privación de todos los derechos civiles y políticos, y además 
por ingresar en una Orden monástica. Esta última causa, sin 
embargo, no existe en la legislación polaca (1). 

Si bien en general se afirme que la ley que rige la sucesión 
debe aplicarse también para deterraiaar cuándo procede ó no 
abrir la misma y cuándo debe considerarse abierta; sin embargo, 
aunque se quiera aceptar como regla que la sucesión debe regir- 
se por la ley nacional del de cujus, no podemos adherirnos á la 
opinión de los que pretenden mantener la autoridad de esa ley na- 
cional, cuando declara como consecuencia de una pena la muerte 
civil y la considera como causa de la apertura de la sucesión. 

Adviértase que en los países eu que la muerte civil es con- 
secuencia de una sentencia, y eu los que se admite la anomalía 
jurídica de considerar al hombre vivo equiparado al muerto á los 
ojos de la ley, este efecto es siempre resultado legal y necesario 
de la imposición de una pena. No creemos, pues, que para deci- 
dir bí se debe ó no admitir en tas reUciones internacionales la 
muerte civil, que resulta de pleno derecho como efecto legal de 
la aplicación de ana pena determinada, convenga discutir si la 

» Etfetti dalle condanne penali straniere ', Turfn, 1877, Loescher, 
Droü penal intemational, tradnit par Charles Antoine, § 142 y eig., Pa- 
rís, 1880, PedonoLauriel). 

Demangeat ee expresa aaf: < Dn moment qu'ou admet que le 
istatut personnel régit l'état et la capacité des personnes, U n'y 

> a point á dietingner poar quel motif l'état ou la capacité est affec- 

> té; il n'y á point á distinguer non plus s'it est afecté inmédiate- 

■ ment en vertu d'une disposition general de la loi, ou seulement á 

■ la Boite d'une déclaration indiciaire >. (Nota a, Foeliz, Droü Ínter- 
nationttl privé, % 604). 

(1} Leher, Elément» de Dr. civil ruMit, § 499. 
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ley que la concierne está comprendida en el estatuto real 6 eo el 
personal. , 

Esta cuestión puede acaso surgir con alguna oportunidad, á, 
propósito de las modificaciones de la condición civil de ciertas 
personas, que se produce, según algunas leyes, por los votos so 
lemnes y la profesión religiosa. De esto hemos tratado antes en 
el párrafo 578 (a), j Tolveremos á estudiar este punto cuando 
tratemos de la incapacidad para snceder. 

El objeto preciso que ahora conviene examinar con atenció» 
ea este: sí deben admitirse en los palees extranjeros los efectos 
legales que se derivan de una sentencia criminal. 

¿Deben las sentencias crimipales tener eficacia y autoridad 
extraterritoriales? No estamos ciertamente dentro del estatuto 
personal, porque las leyes que admiten la muerte cítíI como con- 
secuencia de la condena determinan las penas qae de pleno de- 
recho producen eae efecto, y la sentencia criminal no alcanza so- 
lamente al nacional. , 

La ley penal, la acción que de ella deriva j la condena, son 
eminentemente territoriales y alcanzan al malhechor, sea ciuda- 
dano ó extranjero. ¿A qué viene, pues, discutir si la ley que 
concierne á. la muerte civil debe considerarse como parte del es- 
tatuto personal? 

La discusión no podría surgir sino en caso de que la senten- 
cia criminal, & la que acompaña el efecto necesario de la muerte 
civil y la apertura de la sucesión, hubiese sido pronunciada por 
el Tribunal nacional respecto del malhechor ciudadano det Es- 
tado. Solamente en esta hipótesis podría caber la duda, si se qui- 
siese aceptar la teoría de los que consideran la ley penal, respec- 
to de los ciudadanos del Estaco, como parte del estatuto perso- 
nal. Nosotros no admitimos esta doctrina, y nos remitimos á lo 
que hemos dicho antes á propósito de la sentencia criminal ex- 
tranjera (I). 

(a) Ed esta traducción española, véase el tomo II, págs. 3ü7y si- 
guientes. 
(1) Véanse antes núms. 4% y 486 (fl). 

(a) Tomo II, pngs. 209 j aos de csU tradaceióa. 
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Adü aceptando qae, como hemos ^icho antes (1), puedaa 
derivarse ciertos efectos legales de la sentencia criminal extran- 
jera, sin embftrgo, creemos qae la verdadera j propia raaerte ci- 
Til, 6D virtud de la cual & un hombre vivo se le declara muerto 
Hote la le; por consecuencia de un fallo condenatorio, es aDte 
litdo una cosa anormal, que no puede admititse más que en el 
Estado que haya concebido tal enormidad; y, además, pnra ne- 
gar todo efecto fuera del territorio en que la sentencia se haya 
pronnociado, debe bastar el principio incontestable de que las 
sentencias crimioales no pueden ser ejecutadas fuera del Estado 
en que han sido dictadas; y que asi como no podria cumplirse 
una sentencia de muerte, del mismo modo no podria cumplimen- 
tarse una sentencta de muerte civil, declarando abierta la sucfr* 
sión de un hombre vivo (3). 

%M9tí» Según las leyes de algunos Estados, la sucesión se 
abre por consecuencia de la presunción de muerte deducida de 
la sentencia que declara la ausencia, en los casos en que por vir- 
tud de esa sentencia se reputa muerto al ausente. 

Hemos manifestado antes nuestra opinión acerca de la ley 
que debe regir la ausencia y las cooBecuencias jurídicas que de 
ella 80 derivan. Habiendo admitido qué ley relativa & la ausencia 
tiene et carácter predominante de estatuto personal, creemos que 
conviene referirse á la misma ley, para decidir si se debe ó no 
considerar abierta la sucesión, en virtud de la sentencia decla- 
rando la muerte del ausente. Esto puede influir en la determi- 
nación de los derechos de los herederos. 

Si se tratase, por ejemplo, de un austríaco, como según el 
Código civil de su nación en los casos previstos en el art. 24 puede 
pedirse la declaración judicial de muerte del ausente (art. 277), 
j se considera el dia en que esta declaración de muerte se bace 

La opinión que soBtenemoe está conforme con la que hemos de- 
fendido en la edición de 1869, nám. 60, pág. 63. 

(1) Véase Parte general , 6, VIII. 

(2) Véase contra Antoine, De la »uccet»i<m legitime el teiíamenlaire, 
% 73, Comp. Rolin, Principr» de Dr. iníem. privé, tomo II , % 738; Bro- 
cher, Ih-, intem. privé, tomo I, § 66; Laurent, Dr. civil intem., tomo VI, 
gl77. 
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ñrnie, como el ie la muerte del aoaente (art. 278), hay qae ad- 
mitir que por lo que al orden de suceder; &ta cuautía de los 
derechos sucesorios concierne, deberían ser admitidos & la Buce- 
eiÓQ aquellos que fuesen herederos del ausente en el momento en 
que se baga ejecutoria la sentencia declarando la muerte del 
mismo (1). 

No Bucederia lo mismo ai se trutase de la sucesión de un 
italiano 6 de un francés. Como según nuestro Código civil la 
ausencia no puede dar lugar & la apertura de la sucesión, por- 
que el legislador no admite que pueda declarai'se la presunción 
de muerte, los derechos patrimoniales, como son la toma de po- 
sesión temporal 7 de&nitira de los bienes del ausente, se a4Í»~ 
dicarian, no á los que fuesen herederos legítimos del ausente eu 
el momento ea que se declarase por sentencia la ausencia, sino 
á aquellos que hubieran sido sus herederos tegftimos si hubiese 
muerto el día en que se tuvo la última noticia de su existencia (2). 
1.a VA. Otra consecuencia que, según los principios del 
Derecho internacional privado, puede derivarse de la diversidad 
de sistemas legislativos en materia de ausencia, es que debiendo 
aplicarse la le; nacional para decidir si se debe 6 no abrir la 
sucesión por causa de ausencia y para determinar los derechos 
de los herederos, es preciso tenerla también en cuenta para se- . 
oalar loB derechos del ausente, ó de aquellos que tengan interés 
en ello, en caso de que pueda probarse que el ausente ha muerto 
antes ó después, ó que aun vive. 

Supongamos, por ejemplo, que estuviese en Italia una. parte 
de los bienes inmuebles del ausente adjudicados á aquellos que 
debian ser considerados como herederos, según la ley austri&c», 
el dfa en que la sentencia declarando la muerte se hizo ejecnto- 
ria; y que los interesados, queriendo obtener como herederos 
aquellos bienes, utilizasen una acción para probar que la perso- 

(1) También, según la ley rusa vigente en lae provincias bálticas, 
pnede pronunciarse por sentencia la declaración de muerte de uno 
qne no ha dado noticias de al durante el tiempo fijado por la ley, y 
produce los miemos efectos que la muerte comprobada. Véase 
Leber, Elément» de Drott civil riuse, § 499. 

(2) Véase art. S6 del Código civil. 
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ua desaparecicla había muerto antes 6 cleapuéa de la sentencia 
declarando !& muerte, y que lo acreditasen. 

Como la ausencia debe regirse por el estatntó personal, y la 
sucesión y el ordeD de suceder, aegún dispone el legislador ita- 
liano, por la ley nacioosl, se deduce que el derecho de intentar 
i» ptíitio haereditatis se regirla por la ley austriac», y conforme 
k ella se determinaría si era admisible la acción por parte de los 
herederos del ausente, ó del ausente mismo, si volviese; sí los 
unos ó el otro quisiesen repetir los bienes de aquellos á quienes 
se hubiesen adjudicada como herederos, por consecuencia de la 
declaración de muerte. 

El legislador austríaco, en el art^ 276, regula el estado de 
cosas que hemos supuesto, de modo sustancial mente diverso de 
como lo hace el nuestro. No admitiendo el Oódígo civil italiano 
la apertura de la sucesión fuera det caso de la muerte natural 
del de cujus, ni que la sentencia de ausencia sea declarativa de la 
presunción de muerte, acepta, por consiguiente, que el ausente 
pueda recuperar sus bienes tomándolos en el estado en que se 
encuentren y que no se pueda oponer la prescripción adquisitiva 
por parte de aquellos que hubieran entrado en la posesión de los 
mismos (1). El mencionado artículo 278 del Código austríaco, 
por el contrario, admite la posibilidad de probar que la persona 
desaparecida ha muerto antes ó después, ó que aun Vive; pero, 
no obstante, dispone que cuando se efectúe la prueba, aquel 
que en virtud de la declaración judicial de muerte haya entrado 
en la posesión de alguno de los bienes, debe ser considerado 
como cualquier otro poseedor de buena fe. 

Por lo cual, según el sistema adoptado por el legislador aus- 
tríaco, debería reputarse extinguido el derecho de los que, que- 
riendo. hacer valer sus derechos hereditarios, hubiesen probado 
que la muerte de la persona desaparecida hubfa ocurrido antes 
ó después de la declaiación judicial de muerte; si los que como 
herederos hubieran entrado en la posesión de los bienes, pndie- 
aeo oponer la prescripción adquisitiva. 

Conviene atentamente considerar que aunque la prescripción, 



(1) Artículos 26 y 3i> del Código civil. 



i tv Google 



196 LIBRO V — CAPÍTULO V 

-<)omo hemos dicho antes, debe regirse por la lex rei aitae, y aun- 
que el Código civil italiano no admita que contra el anéente 
pneda oponerse la prescripción adquisitiva, sin embargo, exa- 
minadas las cosas, tratándose como se trata de resolver si 
puede ó no entenderse prescrito el derecho hereditario , babrk 
necesidad de referirse & la ley nacional y no á la territorial. Nó- 
tese que en el caso en cuestión se trataría de resolver si el dere 
cho de la petüio haereditaüs por parte de los interesados gae hu- 
biesen presentado la prueba, dehia ó no admitirse, y de si el de- 
recho hereditario adjudicado con arreglo á la ley nacional por la 
sentencia declarando la ausencia, debía reputarse legítimamente 
adjudicado y legalmente adquirido. 

Como estas cuestiones se refieren al contenido y á la sustan- 
<Úa del derecho hereditario, creemos que deben resolverse ooo' 
forme á la ley que debe regir la sucesión y los derechos de he- 
rencia, y, por lo mismo, en el sistema del Código civil italiano, 
según la ley nacional del de atjus. 

Con esto no se viene á contradecir el principio, que hemoa 
también sostenido, de que la prescripción debe regirse por la 
lex rei silae, porque en el caso en cuestión no se vendría á atri- 
buir autoridad á la ley extranjera para regular la prescripción 
adquisitiva, sino que se reconocería su autoridad psra ordenar el 
derecho hereditario y la prescripción extintiva del mismo dere- 
cho. De igual suerte que la acción de petición de herencia puede 
considerarse prescrita después de haber transcurrido el término 
fijado para aceptarla, y que con arreglo á la ley que regula la su- 
cesión debe resolverse cuándo la acción puede estimarse inad- 
misible; lo mismo debe suceder en el caso de que haya que decidir 
si es admisible la acción por parte de los herederos de nn au- 
sente ó del ausente mismo. 

La ley territorial tendría autoridad según los principios ge- 
nerales, y se aplicaría sólo para decidir si podía considerarse 
realii^a la prescripción adquisitiva. Por consiguiente, en la hi- 
pótesis propuesta, debería aplicarse la ley italiana para fallar si se 
había ó no realizado la prescripción, teniendo en cuenta las re- 
glas sancionadas por nuestra ley & fin de determinar cuándo aqué- 
lla se verifica por parte de un poseedor de buena fe, y como bu 
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consecuencia, lo coocerniente al tiempo Decesario para la prea- 
cripciÓD, las causas y circunstancias que pueden interrumpirla, 
y otras; pero debería admitirse la autoridad del estatuto perso- 
nal en lo concerniente al derecho personal que perteneciera & 
aquel que, en virtud de la declaración de muerte, hubiese sido 
declarado, conforme á la ley de Austria, heredero de un austríaco 
ausente, j que habiendo pedido y obtenido la posesión de los 
bienes eu calidad de tal, pudiera fundar en la ley que regiría sus 
relaciones con el ausente, el derecho & ser considerado, con arre- 
glo á dicha ley, como poseedor de buena fe. 

Sostenemos también la autoridad del estatuto personal en lo 
concerniente & las excepciones que este poseedor podría oponer 
en BUS relaciones con el ausente. Respecto de esto creemos que . 
teniendo presentes los priucipios expuestos, relativos á la ley que 
debe regir los derechos hereditaríos y la sustancia y el contenido 
de los mismos, no puede aplicarse la ley territorial, sino que 
debe reconocerse la autoridad de la ley nacional que debe orde- 
nar estos asuntos, derivados de las relaciones personales. 

1<3V*. Pasemos ahora á examinar las cuestiones á. que 
pueden dar lugar las disposiciones legislativas no uniformes 
acerca de las presunciones de supervivencia. 

£iB un príncipio general que el que reclama un derecho den- 
vado de un hecho, está obligado & probar este hecho, que es 
respecto de él orígen de determinadas consecuencias jurídicas. 
Debe, pues, admitirse sin contradicción que siendo la supervi- 
vencia el supuesto indispensable para pretender el derecho here- 
ditario, debe probarse la del heredero respecto del de cujus. Ln 
dificultad en esta cuestión puede nacer en el caso en que varías 
personas hayan muerto en el mismo infausto accidente (incendio, 
naufragio, terremoto ó otro), y en este supuesto es preciso esta- 
blecer quién ha muerto antes para poder resolver acerca de In 
transmisión del derecho hereditario. 

Sobre este punto hay notable discrepancia entre las legislacio. 
nes de los distintos países. Algunas han establecido reglas sobre 
la presunción de priorídad en la muerte, caso de que varias per- 
sonas sucumban en el mismo accidente. El legislador francés es- 
tablece estas presunciones en los arts. 720 y 721, y otras an&lo- 
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gas se encuentran en el Código belga ; en los demás calcados 
sobre el francés. 

Otras legislaciones, teniendo en cuenta qae las presancio- 
nes de supervivencia fundadas en la diferencia de edad 6 de sexo 
no pneden considerarse ciertas y seguras, y que de todos modos 
contradicen sin justo motivo el principio general de Derecho an- 
tes mencionado, han eliminado las reglas injustificadas acerca de 
las presunciones legales relativas & la prioridad en la muerte, 
afirmando que, en caso de faltar prueba, debe presumirse que las 
personas muertas en el mismo accidente perecieron todas á nn 
tiempo. Asf ha hecho el legislador italiano, el cual, abandonan- 
do el sistema de presunciones que estaba establecido en los Có- 
digos anteriores (1), ha dispuesto en el art. 924 que onando no 
pneda probarse la prioridad de la muerte entre dos £ m&s per- 
sonas llamadas, respectivamente á sucederse, se debe presamír 
qne todaa murieron al mismo tiempo. 

Igual principio está admitido en el Código austríado (art. 86), 
en el prusiano, en el de Sajonia, en el publicado recientemente 
para el imperio alemán y aun en Rusia, excepto solamente Polo- 
nia, donde parece que está en vigor todavía el sistema de pre- 
sunciones establecido por el Código francés (2) (a). 

Esta diversidad puede hacer surgir dificultades para deter- 
minar si debe reputarse abierta la sucesión á favor de ana 6 de 
otra persona, entre dos ó más muertas en un accidente (3). 

En el sistema que admite eo principio que la sacesióa debe 
regirse por la ley nacional, suponiendo que dos ó más indÍTÍ- 
duos llamados á sucederse sean ciudadanos del mismo Estado, á 
nuestro juicio, deberían tenerse en cuenta las presunciones acerca 
de la prioridad en la muerte establecidas por su ley personal. No 
hay razón, en efecto, para negar en este respecto la autoridad de 

(1) DoB Siciliae, arta. «41 y 643; Parma, arte. 866 y 868; de Este. 
art. 939; Albertino, arts. »64 y 966. 

(2) V. Leher, EUmentt de Dr. civil ruue, pág. 449. 

(a) Kspaña ba seguido los principioe de la legislación italiana en 
esta cueetión. V. el art. 33 del Código civil. 

(3) Comp. Antoine cit., g 73; Despagnet, Dr. interii. príeé, § 365; Ro- 
lin cit., § 734; "Weiss, Dr. miera, privé, pág. 692, segunda edición. 
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(licha ley para resolver conforme á ella la cuestión de la transmi- 
sión del derecho hereditario. 

Las reglas formuladas por el legislador nacional tocante á 
las circunstaocias de hecho, de las cuales se derivan los derechos 
de las personas sujetas 6, su autoridad, y acerca de las presun- 
ciones que se refieren í las circunstancias mismas, en retnción 
con la transmisión del derecho hereditario, deben considerarse 
comprendidas en el estatuto personal. No se puede, pues, negar 
el derecho de los interesados & pedir la aplicación de su ley na- 
cional, á fin de determinar, conforme á ella, si debe reputarse 
abierta la sucesión H favor de uno ó de otro, puesto que no hay 
ninguna razón de interés social para desconocer en las relacio- 
nes de loe herederos extranjeros la autoridad de su ley per- 
sonal. 

La dificultad podría nacer en la hipótesis de que los herede- 
ros muertos al mismo tiempo perteneciesen á distintos países y 
Qo fuesen uniformes las reglas dadas por los legisladores de és- 
tos para establecer la prioridad en la muerte. Si, por ejemplo, 
en virtud de las presunciones de la ley de uno de ellos, debe 
presumirse que éste sobrevivió al otro, y, por consiguiente, con- 
siderarse abierta & su favor la sucesión del que ha muerto en el 
mismo accidente; y, según la ley nacional del otro, deba admitir- 
se la presunción contraria, ó no se admita ninguna presunción 
de supervivencia del uno respecto del otro, puede presentarse la 
dificultad y la duda para determinar qué ley debe aplicarse. 

El Juez encargado de resolver esta cuestión no habrá de 
hacer otra cosa que atenerse á los principios generales del De- 
recho, según los cuales las suposiciones de prioridad en la muer- 
te fundadas en la edad ó en el sexo no pueden justificarse; y 
como por otra parte no se tendrían por mejor fundadas las pre- 
sunciones admitidas por la ley nacional deluno que por la del 
otro, muertos ambos en el mismo accidente, debe prevalecer el 
principio general de que, como al que alega un hecho para fun- 
dar en él determinadas consecuencias jurídicas incumbe su prue- 
ba^ no existiendo ningún elemento probatorio ni á favor del uno 
ni del otro para establecer k prioridad en la muerte, que es la 
premisa indispensable para poder admitir la transmisión del pa- 
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tritnonio, es forzoso aceptar )a presunción más razonable, consi- 
derando muertos á los dos al misoio tiempo, y por consigoiente, 
excluida la transmisión de la herencia del uno al otro. Admiti- 
do esto, se deduce como lógica consecuencia que ai, por ejemplo, 
A y B han muerto en el mismo accidente, excluyéndose toda 
presunción de transmisión, la sucesión de A deberá regularse 
. conforme á su ley nacional, determinándose por ésta el orden de 
suceder y la cuantía de los derechos sucesorios, y lo mismo de- 
berá hacerse con la sucesión de B, aplicándole también sn ley 
nacional. 

El Juez deberá naturalmente atenerse á los principios ge- 
nerales del Derecho para resolver ciertas cuestiones que podrían 
surgir en el caso imaginado. Si, por ejemplo, según la ley nacio- 
nal de A, el orden de suceder está subordinado á la condición 
de que el de eujus haya muerto sin hijos, suponiendo que A y 
B su hijo, hayan muerto en el mismo naufragio, no podiendo 
probarse la prioridad en la muerte del padre, ni admitirse ésta 
en virtud de las presunciones, el Juez estaríx facnltado, con ra- 
zón, para fundarse en los principios generales del Berecho (1) 
y tener por no realizada la condición. 

1.3 VS. Por lo que concierne al contenido del derecho he- 
reditario, es preciso referirse en principio á la ley que debe re- 
gir la sucesión de la persona de cuya herencia se trate, para de- 
terminarlo: verb. grat., para resolver si en la sucesión nni- 
rersal debe admitirse ó no que el heredero represente la per- 
sona del difunto y continúe su personalidad. La diversidad de 
principios en que se inspiran las legislaciones puede en este 
respecto ^ercer su influencia para determinar si el sucesor oco- 
pa el puesto del difunto en el ejercicio de todos los derechos y 
en el cumplimiento de todas las obligaciones, de suerte qoe 
éstas no sufran cambio alguno por la sustitución de una perso- 
na por otra; ó si, por el contrario, cesando con la muerte todos 
los derechos de la persona, la personalidad misma se extingue 
y, por consiguiente, como no queda más que el patrimonio real 
y efectivo (el conjunto de tas cosas ó de los bienes) que Be traas- 

[1) Comp. L. 17, § 7, Dig., XXXVI, 1. 
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mtteal heredero, éste es Bolamente el continuador de la pereo- 
nalid&d patrimonial ó económica del de cujas. Entendiendo las 
cosas en este último sentido, puede admitirse que la persona & 
la cual pase ol patrimonio del difunto, en bu totalidad ó en una 
parte alícuota, no esté obligada m&s que al cnmpUmiento de las 
obligaciones que resulten de las relaciones activas y pasivas cou 
el patrimonio del difunto que se le ha transmitido. 

Lo que hemos dicho antes á propósito del coucepto de la su- 
cesión, según el Derecho italiano y el de Turquía, puede servir 
para explicar nuestro pensamiento (1). 

Siempre que se trate de determinar las relaciones que se 
derivan de la herencia respecto del heredero, como la naturaleza 
de las relaciones hereditarias depende del diverso modo de en- 
tender la transmisión de la herencia misma, y de admitir ó no 
que la haeredüas sea 6 no sea la successio in universum jus quod 
defundua Juú)uü (2), es natural que precise referirse al concepto 
predominante en la legislación que debe regir el derecho suceso- 
rio mismo para determinar la naturaleza y el carácter de las re- 
laciones hereditarias. En efecto, son bien distintas las conse- 
cuencias que pueden derivarse del sistema legislativo admitido 
por el legislador italiano y del adoptado por las legislaciones ex- 
tranjeras. 

El legislador italiano admite qtie en la sucesión mortis causa 



(1) Véase antes § 1.303. 

El diverso modo de entender las cosas depende del distinto con- 
cepto del patrimonio que constitnye el objeto de la transmisión 
hereditaria. Loa derechos patrimoniales de una persona transmisi- 
bles á sns herederos pueden denotar, en sentido jurídico, no sólo 
los derechos reales, sino también las obligaciones del de ctijus, con- 
siderados como unidad jurídica, todos los cuales, tomados en su 
conjunto, como universita>, constitajen su patrimonio. En sentido 
más restringido, con la expresión derecha patrimonialet, pueden in- 
dicarse solamente los derechos reales 7 los créditos que pertenecen 
á una persona, entendiendo por patrimonio el caudal liquido, esto 
es, el que queda deducidas las deudas. 

Comp. yíinABcheíA, Derecho déla* Pandetíat,-vo\. I,'g4S,pág. 180, 
traducido por Fadda, y las notas del traductor. 

(2) L. 24, Dig., De verh. tignif., 50, 16. 
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el patrimonio del difunto, como una univenUas juris 6 como nna 
res incorporalis, pasa al heredero, que ea el continuador de la 
persona del difunto, y, por consiguiente, que la totalidad de las 
relaciones activas j pasiras tiene inmediata suetitución de una 
persona en otra. IHo son las mismas las consecuencias que se de- 
rivan del sistema legislativo fundado en un principio distinto (1). 
Estas diferencias en el modo de entender el contenido del dere- 
cho hereditario, ejercen también su influencia para determinar 
cómo j cuándo se adquiere el carácter de heredero, según dire- 
mos después. Bepetimos que, á nuestro juicio, es evidente que 
asi como lo tocante á la sustancia y á la natnraleza caracterís- 
tica del derecho hereditario debe depender de la ley que ha de 
regir la misma herencia, así también cuando haya qne resolver 
acerca del contenido del derecho hereditario, conviene en gene 
ral referirse á la ley reguladora de la sucesión. 

l.B«V. También para determinar la naturaleza de loa de- 
rechos desprendidos de la sucesión debe admitirse en principio 
que hay necesidad de referirse á la ley por qne se rige ésta. 

En el Derecho moderno se acepta generalmente que los he- 
rederos pueden ser llamados á la sucesión por disposición de la 
ley ó en virtud de testamento. La ley determina el orden de 1& 
sucesión, teniendo en cuenta principalmente ciertas razona de 
interés social, que obligan & cada uno á cumplir sus deberes con 
las personas á que está ligado por los vínculos de familia, j ad- 
judica ¿ cada una de estas personas un derecho sobre el patri- 
monio del difuDto, independientemente de su voluntad. Sstos aon 
los herederos forzosos ó necesarios, á los cuales la ley da nna 



(1) Según loe principioe de lu legúlación italiana, como en la bu- 
cesión universal laa relaciones patrimoniales del difunto, obligacio- 
■ nes, derechos, activo, pasivo, todo pasa ipio jure al heredero 7, por 
coneigniente, la sucesión opera ipso jure la sustitución de una per- 
sona por otra, es natural que todos los derechos y todas las obliga- 
ciones del difunto se transfieran al heredero. No desaparecen sino 
los derechos perBooalísimos y las obligaciones correspondientes, es 
decir, los qne están tan estrechamente ligados á la vida de la per- 
sona, que se eztingnen con ella. Tales son, por ejemplo, et arriendo 
de servicios, la sociedad, el mandato, el derecho á alimentos y otros 
análogos. (Comp. artículos 146, 1.642, 1.729 y 1.757). 
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part« de la herencia que constituye la legitima, ea decir, la por- 
ción que la ley asegura sobre el patrimonio del difunto, iadepen- 
dientemente de en voluntad. 

Bespecto de los otros herederos, la ley rige la sucesión á 
falta de testamento. Sin embargo, no todas las leyes determinan 
de un modo uniforme la naturaleza del derecho del que sucede. 

En el sistema adoptado por el legislador italiano, al sucesor 
se le reputa heredero, ya sea llamado á suceder por la ley, ya 
en virtud de testamento. Por el contrario, según el Código fran- 
cés, á los sucesores regulares se les reputa herederos, no á los 
irregulares, y se admiten además los legatarios á titulo univer- 
sal y á titulo particular. Conviene tener en cuenta estas distin- 
ciones para determinar la naturaleza del derecho hereditario, 
ateniéndose á la ley que ^ebe ordenar la sucesión (a). 

Bespecto del Derecho italiano se ha discutido, y se discute 
todavía, acerca de la naturaleza del derecho hereditario del cón- 
yuge Bupérstite cuando concurra con hijos legitimes (1). La opi- 
nión dominante es que no puede considerársele como heredero del 



(a) En el Derecho español, como en el italiano, es heredero el que 
sucede á titulo univereal, ein distinguir entre la sucesión volunta- 
ria y la legítima. (Art. 660 del Código civil). 

(1) Según la ley italiana, el cónyuge sólo puede ser heredero en 
propiedad cuando no haya hijos legítimos (art. 764, Código civil). 
Cuando concurra con hijos legítimos, le corresponde solamente el 
aaafracto de una parte de la herencia, igual ala de cada hijo, com- 
prendiendo también en el nilmero de los hijos al cónyuge. Este de- 
recho de Dsufrncto, dentro de ciertas proporciones determinadas 
por la ley, se concede también al cónynge enpárstite eu la sucesión 
testamentaria (artículos 812 y 814). Como los herederos pueden cum- 
plii esta obligación constituyendo' al consorte viudo una renta vita- 
licia ó asignándole los frutos de bienes inmuebles ú de capitales he- 
reditarios que se determinen de mntaó acuerdo ó por la autoridad 
judicial (art. 819), los jurisconsultos han sostenido que el derecho 
del cónyuge que sucede en el usufructo, no'le da la eualidad de he- 
redero, sino que más bien constituye un derecho de crédito contra 
la herencia (a). 

la) La jnrispTndciieU MpaBolm hi coDiidarado il TÍado como eah«red«ro (san- 
(«neia del Tribunal Suprimo da 8 da Febrera de 189!) an lo referente al asaf rae- 
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c¿Dyuge premnerto, pero que el derecho hereditario qae le per' 
tenece, tiene, sin embargo, el carácter de derecho real, ; que 
hasta que no haya recibido la parte que le corresponda cod arre- 
glo á la ley, su derecho couetituje una carga de la berenda y no 
UD crédito contra los herederos (1). 

No es ocasión para discutir esta cuestión, sino sólo para ad- 
vertir que es preciso referirse siempre á la ley que rige la snce- 
siÓD, no sólo para determinar loe derechos del cónyuge aupérs- 
tite, sino también para resoWer acerca de la naturaleza y del 
contenido de su derecho hereditario (9), lo mismo qne cuando 
surja alguna diferencia á propósito de la naturaleza y del carác- 
ter del adjudicado por la ley & cualquiera de los heredaros. 

Laso. Tenemos que hacer notar que s^n las reglas de 
algunos países, el derecho de herencia tiene en general la con- 
dición y el carácter de derecho real, como en el Código austriaco, 
artículos 308 y 632. La naturaleza del deredio en este respecto 
no puede fundarse en la ley que rige la sucesión con rotación á 
loB bienes del difunto que estén en países extrai^eros. En efecto, 
el admitir ó no la haeredüas como un Jus in re, atribuyendo al 
heredero, en su calidad de tal, un derecho de dominio sobre el 
patrimonio transmitido á él por el difunto, no puede depender 
de la ley extranjera por las razones que hemos dicho antes. No 
w posible, pues, invocar la ley que rige la sucesión para fundar 
en ella el derecho real de dominio sobre las cosas qne constito- 
yen la herencia, aduciendo qne conforme á la ley retadora de 
aquélla el derecho de herehcia tiene la naturaleza y el carácter 
del jut in re. 



Cl) Cas. de Roma, 31 de Agosto 1893, Poíi-Fagotti [L'gge XXXIH, 
2,46B). Comp. Cas. Ñapóles, 17 de Febrero 1891 (Dir. i Oi'urúpr., 7, 
846). El Código de las Dos Sicilias consideraba el derecho heredita- 
rio del cóujuge como un derecho de CDodominio. V. Cas. de Ñapó- 
les, 10 de Febrero 1882. Criacnolo (La Legge, 1882, pág. 662). 

(2) Comp. Tribunal civil de Corbeil, 4 de Agosto de 1697 (Jouru. dt 
Dr. inlerit. privé, 1898, pág. 668). 
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CAPÍTULO VI 
D« tm tr»nBnilaI4»n t '« '■ «dquIsleUii de Ib herencia. 



1<881. Conviene diatingair la transmiaióo y U adquisición de la herencia. 
I.S82. Doe BÜrtemaB acerca de la adquiaición. La aditio: le tnort taitit 
le vi/. — I.S8S. Contenido de la táiiint héréditaire. ~~ l.ttS4. El Código 
italiano. — 1.8SS. Autoridad de la ley relativa á la adquiaición de la 
herencia. Teoria de Laureot. Nuestra opinión. — UB86. Frectsaae la 
cueetión de la adquisición. — 1.887. Conaecnencias que ee derivan de 
la adquiaición iptojwe. — 1.S88. Determinase la ley que debe regir la 
tranemiaión de los derechos hereditarios. — I.88&. Aplicación de los 
principios á casos particularea. — 1.890. 9e pnntualiía la autoridad d» 
la Ux rñ gitae. — 1.891. Confirmase la diatinción entre la adquisición 
de la herencia como vmiverñta» jwrit y la de las cosas particulares qoe 
constituyen la herencia. — J.S98. Autoridad del eatatuto pereonaly 
del estatuto real en las cueationea relativaa á la posesión de los bienes 
bereditoríoa. — 1.898. Cómo aon distintas las reglas en el sistoma tot 
terriíoria tot haereditaU». 

-1.881. Oonviene distinguir con todo cuidado la cuestión 
concerniente á la transmisión de la herencia, de aquella que se 
refiere á su adquisicióu, á fin de poder determinar las relaciones 
de una y otra con la ley que debe regirlas. Importa además 
marcar las diferencias entre la adquisición de todo lo que cons- 
titaye la herencia, considerada como una univertUas juris, que 
como tat es un compuesto indiviso, un todo, ó sea una unidad ju- 
rídica, una cosa que consta, sí, de las 'partes qne lo constitayen, 
pero que es algo distinto de tos elementos singulares de los cua- 
les ella resulta; de la adquisición de aquello que en la herencia 
está considerado como parte constitutÍTa de la misma, teniendo 
en cuenta el hecho legal y et acto de la voluntad de la parte in- 
teresada, qne pueden considerarse indispensables según la ley 
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local, para que la obtención de los bienes hereditarios sea real, 
efectiva 7 eficaz y adjudique al titular todos los derechos que 
pueden ser consecuencia del dominio. 

Estas distinciones son importantes para determinar la esfera 
jurídica, dentro de la cual puede extender an autoridad la ley 
que debe regir los derechos hereditarios (si se admite que la he- 
rencia, considerada como una Hniversitas furis, debe estar some- 
tida á uua sola ley), y el círculo jurídico dentro del cual debe 
ejercer su autoridad la Ux rei sitae\ esto es, la ley del país en que 
estén las cosas particulares que constituyen el compuesto de la 
herencia. 

't.SSS. En el Derecho romano, la transmisión de la heren- 
cia era consecuencia de la apertura de la sucesión y no producía 
el efecto de la adquisición del derecho hereditario, sino más bien 
la facultad de adir la herencia. Delata heredUas intdligittirj quam- 
quis possit adeundo consequi (1). La transmisión no era, pues, la 
adquisición; dicitur etiam delata, eliam si non poaset adiri, id est, 
ftiam si ejus adeundae non ait capax. 

lia adquisición de la herencia se derivaba: ó de la aceptación 
expresa, aditio, Ó de la aceptación t&cita, pro herede geatio. Sólo 
respecto.de una categoría especial de herederos, los sut, la ad- 
quisición de la herencia se efectuaba en virtud de la transmi- 
sión (3). 

Cuando prevaleció después el Derecho pretorio, se adoptó el 
sistema de la bonorum posaesBio, y la herencia se adquiría como 
resultado de la intervención del Magistrado, á quien el heredero 
debía pedir la posesión. 

En Ja Edad Media, primero se consideró indispensable para 
la adquisición de los bienes hereditarios la tradición hecha eii 
forma solemne. En los tiempos feudales era natural que se ere- 
'yese necesaria la investidura, porque el señor era el ánico pro- 
pietario de los bienes situados en el territorio de sa señorío, y se 
admitía que con la muerte del vnsallo & quien aquel había conce- 



(1) L. 161, Dig. De verh. signif., 60, 16. 

(2) Conviene advertir, sin embargo, que también en el sistema 
del Derecho romano la aditio tenía efectos retroactivos. L. 198, Dif;. 
De reg.jarii, 60, 17. 
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dido los bienes, éstos volvían al señor, por lo cual era necesaria 
una cueva concesión por su parte (1). 

FoBteriormecte, d^ando á un lado la disensión histórica 
acerca del origen de la iimovación, imperó el principio de que 
debia suponerse que la persona, al morir, había transmitido to ■ 
dos sus bienes á bu más próxima pariente llamado á sucederle, 
y que debis, por consiguiente, eliminarse la intervención de la 
autoridad pública para poner al heredero en posesión de los bie- 
Des á él trauBmitidoe. De esto viene el principio el muerto da po ■ 
sesión al ñvo, le morí saisit le vif, Fuese por el principio de la co- 
propiedad de la familia, condominium, por lo que Be quiso evitar 
la necesidad de la tradición, fuese acaso por impedir cualquiera 
ÍDterrupciÓQ en la representación legal del patrimonio pertene- 
ciente al de cujus, lo cierto es que en el Derecho alemán, en mu- 
chos estatutos italianoe, y, sobre todo, en el Derecho consuetu- 
dinario francés (2), se encuentra aceptado este principio: IKortuus 
facit posseasorem vwum gine uUa aprehensione (3). 

Los Códigos modernos adoptaron uno ú otro de los dos sis- 
temaB. Algunos aceptaron el principio del Derecho romano, 
como el Bajón de 1863, § 2.360, que dispone que la herenciH 
transmitida se adquiere mediante la adición, y que Iob herederos 
necesitan tomar posesión de las cosas hereditarias ( § 2.288); y 
el Código austríaco, que exige la adjudicación de la herencia, ó 



(I) Compt Pothier, Introductian au ftire dajiefs, mims. 38 y eig., y 
Traite de» ctmi., cap. I, sec. 3.>, S ñfi 

(S) Comp. SimOQSt, Sisloire et iheorie de la saisine hirédilaire; T>e- 
molombe. Traite de» gucee»»iímt, tomo I, § 1S5 y sig.; Filomnei, véase 
Swxeision en el Digeito italiano, núniB. 30 j sig., y Lecciones en la Uni- 
venidad de Rojna. 

(3} AbI traslada Filomuai la traducción latina del aforismo fran- 
cés, debida á Tiraqueau (1559), el cnal la relaciona con el decreto 
ducal milanéa de 1432, como Be ve en lae primeras palabras del tra- 
tado Xe morí taisit le vif. Id utique at, quod decretum mediolanenie 

dioit pouemionem de/unctí ipto jare transiré et continuari i» hered&m, 
fine aJia idla appreKenñone. Tiraqnellj, Le mort eaitit le vif. Praef, I, 
Declaratio 1. Este decreto formó el cap. Ill del libro III de las Con»- 
iitutionei dominii Mediolanemú de 23 de Agosto de 1561. El epígrafe 
es J)e eoHtinuanda poatetsione defaneti. 
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sea el ser puesto legalmente en la poseaión de ella, diaponiendo 
en el art. 797 que ninguno puede por autoridad propia tomar 
posesión de la herencia. Otros Códigos, por el contrario, adui- 
tieron el principio de que el muerto da la posesión al tito, adop- 
tando el sistema de que )a adquisición de la herencia se verifica 
ipaojure inmediatamente después de la apertura de la Buceaión 
y que la posesión de la cosa hereditaria pasa de pleno derecho 
de) difunto al heredero. 

Asi el Código prusiano, que en el § 367 dispone: «Apenas 

> el antor de la sucesión muere ó se le declara muerto, la he- 

> rencia pasa á aquel que & ella sea llamado por una declaración 
y válida de la Toluntad del difunto, ó á falta de ésta, por las dis- 

> posiciones de la ley >, y en el § 868 dice: < El heredero ob- 

> tiene la propiedad de la herencia, y con ella todos los deberes 

> y derechos anexos, sin que sea necesaria la toma de poseaión >. 
El Código del Imperio germánico dispone tambión en el ar- 
ticulo 1.942 que la herencia pasa al heredero llamado, sin per- 
juicio del derecho de renunciar á ella. 

El Código francés consagra el míqmo principio en el ar- 
ticulo 724, disponiendo que solamente respecto de los herederos 
legítimos la transmisión de los bienes del difunto se Terifica ipso 
jure por consecuencia de la muerte de éste, y que, por tanto, 
los sucesores legítimos adquieren la herencia en virtud de la 
muerte del de cujus (1). ' 

1.383. Conviene ahora notar que hay una diferencia en la 
doctrina y en las legislaciones al determinar el contenido de la 
saisine heréditaire. Se discute, en efecto, si la transmisión de la 
herencia, que se Terifica ipso jure en el sistema fundado en el 
principio le mort saiait le vif, comprende np sólo la de la pro- 
piedad, sino también la de la posesión, de modo que respecto 
de ambas se verifique la transmisión de pleno deredio, ó ai, por 
el contrario, es preciso distinguir. En ks legislaciones esta 



(1) Comp. DurantoD, Droit civil, tlt. VI, núm. 54 y jiiguientes; Too- 
Uier, tft. III, números 82 y 90; Chabot, Sobre d art. 724, núm. 10; Za- 
cKa.riae, por Aubry y Eau, tft. IV, pág. 238; Demolombe, Traite ieM 
tucceñont, tft. I, nóm. 120 y siguientes; Laureut, Droit civil, tít. IX, 
pág. 267. 
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cuestión se ha resuelto de diverso modo. Ea el sistema fran- 
cés el traspaso de la posesión del difunto al heredero se verifica 
de pleno derecho, solamente respecto de los herederos legítimos 
j de los legatarios universales cuando no concurren con los he- 
rederos forzosos (articiílos 724 y 1.006). Tocante á los suce- 
aores irregulares, los legatarios y los sucesores universales, fuera 
del caso del art. 1,006, el traspaso de la posesión no se verifica 
de pleno derecho, sino después de ohservar las formalidades exi- 
gidas por la ley. En cambio la propiedad se adquiere por todos, 
en el momento en que después de la muerte la herencia se trans- 
mite. Es verdad qae como ninguno está obligado á aceptar la 
sucesión, j puede, por consiguiente, renunciar & ella, la adqui- 
sición de la herencia se considera subordinada á la condición de 
la aceptación, que cuando se verifica tiene efecto retroactivo 
(artículos 776 y 777) (1). 

No es ocasión esta para entrar en un minucioso examen de 
las consecuencias que pueden deducirse del diverso modo de en- 



(I) Esto disminuye notablemente la. diferencia sustancial ent^ 
ej sistema fraucés y el del Derecho romano. En el primero, el que 
renuDcia á la herencia se considera como si nunca hubiera sido lla- 
mado á suceder, pero es heredero, aun sin saberlo, y representa en 
todo al de cvju» desde el momento de la mnerte, salvo el derecho de 
rechazar todas las consecuencias que se derivan de la cualidad de 
heredero mediante la renuncia, que como no puede presumirse, in- 
cluye todaa las resultancias de la representación, aun cuando la 
herencia puede reputarse tácitamente aceptada. En el sistema ro- 
mano la adición ea necesaria para adquirir loa bienes liereditarios 
ín virtud de la sucesión moríU caima, pero se le daba efecto retroac- 
ijvo, por lo cual, verificada la adición, se conaideraba que el here- 
lero habla sucedido al difunto desde el momento de la muerte. EIn 
conclusión, según el sistema romano, la condición jurídica de here- 
lero no se hacía real, sino mediante la adición; pero también en et 
listema francés puede decirse que éata no es efectiva, sino después 
le la aceptación expresa ó tácita. Toda la diferencia, pues, consiste 
in qne en el sistema romano se admite el concepto de la herencia 
cácente hasta la adición; en el sistema francés se excluye; la beren- 
:ia se adquiere en el momento de la muerte bajo la condición reso- 
□ tíva de la renuncia. No hubo, por consiguiente, interrupción nin- 
;iina en la representación ni en la adquisición de la herencia. 

DBBBCBO INT. FBIT.— Tokio T H 
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tender el contenido ele la saisine heriditaire j de las disposicio- 
nea legÍBlatÍTSB que á ella se refieren. Lo que hemos dicho es so- 
fíciente para demostrar que adem&B de la diversidad sustancinl . 
de loa doa eistemas, conviene tener en cuenta las diferencias qae 
existen en laa legislaciones que admiten la saisine herédUairt^ 
para determinar la posición en que se encuentra el heredero res- 
pecto de la herencia, siempre que se trate de diacntir acerca de 
la transmisión j de la posesión de la misma. 

LaSA. Ql Código italiano consagra también en el ar . 
tfculo 926 el principio de que la posesión de la herencia p&bh 
ipBojure al heredero, y annque se ha disputado sí en el sistem» i 
de nuestro Código está sancionado el traspaso de la propiedad y 
de la posesión, ó solamente el de la posesión (1), es indudable i 
que el heredero, sea heredero legitimo ó testamentario, adquiere 
la herencia ipso jure, y creemos mejor fundada la opinión de los ¡ 
que admiten que por ministerio de la ley pasa de derecho del 
difunto al heredero, no sólo la posesión, sino la propiedad de las I 
cosas que componen la herencia [a). I 

La diversidad de sistemas legislativos hace surgir natural- I 
mente la duda acerca de la ley que debe regir la tranamisión y ' 
la adquisición de la herencia. Es preciso investigar, en efecto, ni 
esta autoridad debe atribuirse á la miama ley que ha de regir 1h ' 
sucesión y los derechos hereditarios, ó á la ley del lugar en que 
eatén situados los bienes hereditarios que el heredero intente aA- ¡ 
quirir en virtud de la sucesión mortis causa. 

Laurent observa, discutiendo esta cuestión, que todo se re- 
duce á averiguar ai la ley concerniente á la transmisión de' la 
herencia y á la saisine heréditatre tiene el carficter de eatatnto 
real Ó de estatuto personal. A su juicio el carácter de realidad 
aplicado al estatuto relativo & la saisine es nn coiganto de con- 



(1) V. Filumosi, Iiitroduzione alie tiiccetnont en el Dignto it., Stir- 
eeuione, núm. 35 y BÍguientes y loa autores qne cita. 

(a) El art. 440 del Código civil español declara transmitida al he- 
redero la posesióD de los bienes hereditarios sin interrupciÓD y des- 
de la muerte del causante, en el caso de que llegue á adirae la he ; 
reacia. £1 qne válidamente repudia una herencia, se entiende qne ; 
no la ha poseído en ningún momento. ' 
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tradicciones, y llega á la coiiaecnencia, que él considera contra- 
ria & la opinión generalmente admitida, áe que la ley que rige la 
transmisión de la propiedad de la herencia j su adquisioióu y la 
qae regula el traspaso i^ la posesión, tienen el carácter de eata- 
tuto personal (1). 

El citado escritor, examinando nuestra opinión expuesta eu 
-el volumen sobre el Iferecho interna^onal privado publicado 
«n 1869 (3), me atribuye una teoría que no resalta ciertamente 
del texto á que se refiere. Yo habla afirmadu que la transmi- 
sión de la herencia debe regirse por la ley personal del de cujus, 
y en las páginas á que se refiere Laureiit, sostenía que para la 
adquisición real y efectiva de la herencia puede admitirse la 
aplicación de la lex rei sitae. 

Los ejemplos que yo aducía á fin de hacer visible la distinción 
«ntre la ley que rige la transmisión de la herencia, para la cual 
había sostenido y sostengo la autoridad del estatuto personal, y 
la que regula la adquisición real y efectiva de los bienes de la 
herencia, para la cual admitía la autoridad de la lex rei sttae, 
-debían servir para explicar mi opinión. En efecto, en la pági- 
na 697 se dice: <Asf, por ejemplo, una distinción análoga es ne- 

> cesaría para decidir si el heredero llamado á suceder puede 

> ejercitar las acciones posesorias, antes de haber tomado po- 
1 sesión de hecho de las cosas de la herencia; si en el caso en 

> que muchos individuos fuesen llamados á recoger la herencia 

> de un modo indivisible, puede cualquiera de ellos reivindicar 

> toda la herencia como deferida á él conjuntamente con los de- 
1 más; si el heredero puede ser demandado inmediatamente por 

> los acreedores de la herencia y si puede ejercitar todas las ac- 

> ciones para hacer valer sus derechos sucesorios.! Consideran- 
do la adquisición de la herencia bajo este aspecto, me parecía 
que para resolver si podía reputarse ésta real y efectiva & fin de 
decidir si el heredero llamado á suceder podía ejercitar los dere- 



(1) Véase Droit civil tntemaiional, t. VI,ig§ 345, 364y 3&6. 

(2) Todavía se encuentra en el comercio tal como f né estampado 
en 1669, porqoe la edición hecha entonces fué estereotipada. La tra- 
ducción francega del eminente jurisconsulto Pradier-Fodéré se hizo 
«obre la edición estereotipada 
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chos explicados con los ejemplos, había que tener en cuenta )a 
lex reí sitae, j con arreglo & ella resolver sí debía 6 no admitir- 
se la adquisición real délos bienes hereditarios por parte del 
que intentase ejercitar las acciones reales fundadas sobre el de- 
recho hereditario. 

Volviendo ahora á examinar cou más detenimiento la cues- 
tión propuesta, nos parece indispensable ante todo, determinar 
bien el punto de vista desde el cual se intenta discutirla, toda 
vez que ¿ nuestro juicio no puede sostenerse en absoluto, ni 
que deba atribuirse autoridad & la ley personal porque la re- 
lación controvertida esté dentro del estatuto personal, ni que se 
deba admitir la autoridad de la ley territorial, porque la cues- 
tión esté dentro de la esfera del estatuto real. Ante todo con- 
viene distinguir lo concerniente á la transmisión de la herencia 
j lo que se refiere & la adquisición de la propiedad de ésta, 
siempre que sea preciso determinar la ley conforme á U caa> 
debe decidirse cuándo jurídicamente una y otra cosa poedea 
considerarse legalmente realizadas, respecto de aquel que ea 
virtud de la apertura de la sucesión puede asumir la condiciÓD 
jurídica de sucesor tnorfú eauaa. 

'1.8S&. Ya hemos advertido que las leyes de los distinto» 
países no regulan del mismo modo la adquisición de la herencia, 
puesto que algunas establecen que su transmisión se verifica en 
el momento de la muerte, y que la transmisión y la adquisidor 
déla posesión se verifican ipsojure, pero que la adquisición de 
la herencia, en lo que propiamente concierne al (dominio, do se 
verifica t^o^'ure, sino en virtud de la aceptación ó áa\a aditio (^a). 

Ahora bien, la cuestión que puede surgir & propósito de la 
ley que debe ordenar la adquisición de la herencia tiene car&cter 
y naturaleza distintos, según que se trate de decidir si el here- 
dero, en el momento de la muerte, ha adquirido ipso jure el ca- 
rácter de tal, ó si ha alcanzado también ipso jure el dominio de 
la herencia con todos los derechos y acciones pertenecientes al 

(a) Los efectos de la aceptación y de la repudiación ae retrotraen 
siempre al momento de la muerte de la persona á quien se hereda, 

según el art. 980 del Código español. 
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'difunto, y que deben reputarse transferidas al heredero por con- 
secuencia de la contin nación por su parte del dominio. 

Puede además la cnestióa tener carácter ^ naturaleza dístia- 
tos si se trata de resolverla respecto de las consecuencias jurí- 
dicas que pueden deducirse de la adquisición de la herencia, en 
«uanto esta adquisición implique ó no el goce y el ejercicio de 
todos los derechos que deben considerarse comprendidos en el 
de dominio, con cuantas garantías legales son precisas para ha- 
-cerlo real y efectivo y con la facultad de ejercitar las acciones 
propias para defenderlo. 

1.9S8. Conviene también advertir qne la cuestión de la 
adquisición de la herencia tiene igualmente carácter y naturaleza 
distintos, según que se trate de decidir acerca de la adquisición 
del dominio de los bienes hereditarios considerados en conjunto,' 
■esto es, de la herencia, considerada por si misma como una uni- 
Dersitas juríSf ó acerca de <Ia adquisición de las cosas particulares 
que constituyen la herencia y que pudieran hallarse en países 
regidos por leyes no uniformes en lo que se refiere al modo de 
adquirir la propiedad por sucesión. 

Las mismas distinciones deben hacerse, & nuestro modo de 
ver, cuando haya que determinar la ley que debe aplicarse al 
traspaso de la posesión ó á la saisine heréditaire. 

l.aSV. Es preciso tener presente que las consecuencias 
i]ue se deducen del principio consagrado en ciertas legislaciones 
de que la propiedad y la posesión de la herencia pasan de pleno 
derecho á los herederos del difunto desde el instante en que se 
haya abierto la sucesión, son las siguientes: 

aj Adquisición inmediata por parte del heredero de la pro- 
piedad y de todos los derechos pertenecientes al difunto a die 
mortis, y esto aunque fuese menor ó estuviese sujeto á interdic- 
ciÓD, y aun cuando ignorase la apertura de la sucesión á la cual 
fuese llamado; 

b) Adquisición no subordinada á la aceptación por parte del 
heredero; puesto que ésta puede servir para manifestar expresa 
-ó tácitamente la intención de ejercitar el derecho hereditario ya 
adquirido, asi como la renuncia por su parte no indicaría más 
que la voluntad de abdicar el derecho hereditario alcanzado, pava 



..ooglc 



214 LiBBO V — capítulo vi 

librarse de este modo de la obligadón de continuBr la personali- 
dad del de cujus; 

cj Transmisión de la herencia adquirida á sos herederos y aa- 
cesores, aunque la herencia no baja sido aceptada; porque el que 
hubiese sobrevivido un solo instante al difunto habiendo adquiri- 
do ifto jare la herencia, la transmitirla ¿ sus herederos, transmi- 
. tiendo á éstos el derecho de aceptar 6 de renunciar esa herenciB; 

d) Bepresentación inmediata del ^ eujus por parte del he- 
redero, en virtud de la cual éste puede ser demandado por los 
acreedores de la herencia para el cumplimiento de I&b obligaáo- 
ses personales del difunto, salvo el derecho de renunciar 6 de de- 
liberar, ó sí hubiese aceptado la herencia á beneficio de inven- 
tarío; 

«^ Orden de suceder conforme & lo qne esté es^blecido en la 
ley respecto de aquellos á favor de los cuales se verifique la 
transmisión del derecho hereditario. 

Del mismo principio se derivan también las consecaendas 
siguientes: 

aj Cuando varias personas sean simultáneamente llamadas 
& una misma herencia, hasta que se verifique la partición debe 
entenderse que poseen de modo indivisible el mismo derecho, ya 
en cuanto á la adquisición de la herencia, ya & la posesión de la» 
cosas hereditarias. Por consiguiente, cada heredero llamado & 
suceder aislada ó conjuntamente con otros, puede reivindicar la 
totalidad de la herencia de un tercer poseedor; 

b) Derecho de ejercitar las acciones posesorias; 

c) Adquisición ipso jure de la posesión de las cosas que 
constituyen la herencia, sin necesidad de acto alguno de ocu- 
pación ó de hecho propio para la toma de posesión de la» 



Lass. Esto supuesto, decimos que la transmisión y la ad- 
quisición de la herencia, admitido el sistema legislativo que con- 
sidera la herencia como una univeraitas juris y la somete á la 
ley personal del de cujus, deben en general regirse por la misma 
& qa^ la sucesión sea sometida. 

En efecto, teniendo presente el principio de que el derecho 
de sucesión consiste en la transmisión del patrimonio del difun- 
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to á las personas, ya deBÍgnadas por él (sucesión testamentaria), 
ya llamadas por la ley (sucesión ab intestato); que el patrimonio 
es noa entidad jurídica, & la cnal no puede darse una situación 
material determinada, y que todo esto está íntimamente ligado 
á la persona del difunto, se deduce que la misma ley que rija el 
derecho de la persona á transmitir bu patrimonio, debe regular 
también la manera de efectuarse esa transmisión y el modo de 
adquirir la herencia los herederos, manteniendo siempre el con- 
cepto de ésta como una universitas juris. 

Para desenvolver nuestro pensamiento creemos oportuno 
transcribir lo que eu otra parte hemos dicho sobre este punto. 

cEii la sucesión por causa de muerte pueden distinguirse en 
abstracto dos elementos: el derecho á suceder al finado y ad- 
quirir su patrimonio ó la parte de éste adjudicada en herencia, 
y la actuación de este derecho, que consiste en adquirir los bie- 
nes hereditarios, esto es, en hacer entrar en el patrimonio pro- 
pio las cosas qué antes pertenecían al difunto. Estos dos ele- 
mentos son, sin embargo, parte integrante de un solo concepto 
jurídico, y no pueden regirse sino por la misma ley personal del 
deeujus, que~según nuestra opinión, debería ser la del Estado á 
que aquél perteneciera. 

>Si se admitiese que el derecho á suceder debería ser regido 
por la ley personal y la adquisición de la herencia por la terri- 
torial, esto conduciría ¿ fraccionar un concepto indivisible, el de 
la suceEÍÓn mortis causa, que por parte del difunto consiste en 
el derecho á transmitir la herencia y por parte del heredero en 
el derecho á adquirirla; en otros términos, equivaldría á admitir 
que la mera potencialidad debería regirse por una ley y la ad- 
qoisiciÓD efectiva del derecho por otra, lo que no es concebible. 

>Eo todos los sistemas legislativos, el heredero adquiere el 
derecho & snceder en el momento de la muerte del de eujua. La- 
diferencia entre las legislaciones de los distintos países está so- 
lamente en esto; en que según algunas el heredero obtiene tam- 
bién en el mismo momento y sin más condición, el dominio de 
las cosas que componen la herencia; y según otras, por el con- 
trario, lo adquiere en un momento distinto del de la muerte, 
esto 68, en el momento en que ejecuta el acto que la ley declara 
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necesario para la adquisiciós de Ift herencia. Hasta eate momen- 
to la herencia está yacente. El primer sistema descansa en el 
principio del Derecho francés: le mort saisit le w^, el segando 
en el principio del Derecho romano, 6 sea el de la adici6n de 
la herencia. 

>Ahora hien, nos parece evidente que como el considerar a) 
heredero puesto en posesión de la herencia por el mismo difun- 
to depende de admitir 6 no que aquel tenga su representación y 
baga suyo de Jure lo que del finado reciba en el momento de la 
muerte, y sin necesidad de tomar posesión de elto, no sólo para 
decidir si el heredero tiene inmediatamente la representación del 
que fallece y la cualidad de heredero, sino también para deci^r 
si las cosas que se encuentren en la herencia han pasado ó no & 
su patrimonio, si se ha reriñcado el traspaso de los créditos y 
de las deudas del de cujus, y en caso de que haya varios acreedo- 
res si debe entenderse establecida respecto de los llamados & su- 
ceder la comunidad en cuanto al activo y pasivo de la herencia; 
se debe estar á lo que disponga la ley que rija la sucesión y á 
los principios que en ella imperen respecto de lo que concierne 
á la transmisión y á la adquisición de la herencia. En su virtud, 
si según esa ley el heredero adquiere la herencia inmediatamen- 
te del mismo difunto, debe entenderse adquirida, sin m&s requi- 
eitos; sí por el contrario, la ley admite que"^ la herencia está ya- 
cente hasta que se verifique la adición por parte del heredero, 
debe considerarse necesaria la adici6n> (1). 

'1.889. Estos principios, por otra parte, no pueden apli- 
carse sino en caso de que se admita como regla de Derecho in- 
ternacional privado, que la sucesión debe considerarse como una 
universitas juris, y regirse por la ley personal del de cujus. Ad- 
mitido este sistema, es natural aceptar que todas las cuestiones 
que puedan surgir á propósito de la saisim keréditaire, esto es, 
de la adquisición de la herencia y del traspaso de la posesión 
por parte del difunto á los herederos, y las que se relacionen 



(1) Fioi», DeUe düpoiKÍoni generali ntlla pulilicazione ed interpreta- 
zione dtUt leggi (eegúu el Código civil italiano): vol. H, § 762, pági- 
nas 333-3M. Ñapóles; edit Marghieri, 1887. 
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con el concepto de la represeotacifin efectuada ó do ipao jure en 
el momento de la muerte, se resuelvan conforme i la ley que deba 
regir la suceBÍón j loe derechos que de ella se derivan. Aai aucé- 
deria, por ejemplo, en el sistema italiano. Habiendo establecido 
«1 legislador que la aoceaión se ordene por la ley nacional de ta 
persona de cuja herencia se trate, es natnral que en el caso de 
la sucesión de un francés, se aplique el Código francés para deci- 
dir quiénes son los herederos respecto de los cnales se verifica 
ipao jure la adquisicién de la propiedad y de la posesión de los 
bienes hereditarios, y quiénes los que adquiriendo inmediata- 
mente estos bienes, no alcancen igualmente de pleno derecho sa 
posesión, por estar obligados segtin bu ley nacional ¿ pedirla i 
los herederos legítimos, como ocurre, por ejemplo, con los su- 
cesores irregulares y también cOn el legatario universal, fuera del 
caso del art. 1.006. 

Por la misma razón el principio sancionado por nuestro le- 
gislador en el art. 935, que establece la posesión de derecho 
respecto de todos los herederos, salvo en el caso previsto en el 
articulo 9S7, no pnede tener valor para modificar las disposicio- 
nes ciertamente no conformes con ésta, del Código firancés, por- 
que este principio- del art. 935 se refiere solamente & la sucesiAn 
italiana y no puede aplicarse al caso de la sucesión extranjera. 

Del mismo modo debe aplicarse la ley nacional del de cujus 
para resolver toda cuestión que se refiera & la aceptación ó á la 
renuncia, en sus relaciones con la adquisición de pleno derecho 
de la herencia en el momento de la muerte, y para decidir si la 
transmisión de pleno derecho ba de estar subordinada & la con- 
dición de ta aceptación, y si esta condición tiene el carácter de 
suspensiva ó de resolutoria. 

Hay también diferencias en esto entre las legislaciones. Gn 
el sistema de la Common Law la transmisión de los bienes here- 
ditarios se verifica de pleno derecho; pero el heredero llamado & 
BDceder no tiene la facultad de renunciar & la sucesión; es nece- 
sariamente heredero. ÜBsto, por otra parte, depende de que en el 
Darecbo inglés, como hemos dicho en otro lugar, no hay propia 
y verdadera continuación de personalidad; la del heredero per- 
9 siempre distinta de la del de eujus, y aquél no está obli- 
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gftdo por las deudas de! difunto aino hasta donde alcancen tos 
bienes heredados; pOr consiguiente, no tiene interás ningano en 
renunciar. 

Por el contrario, en el síittema del Derecho francés no hay 
hwederos contra su voluntad (1). El llamado á la herencia 
puede aceptarla 6 renunciarla. El art. 776 del Código francés lo 
dice expresamente: «Ninguno está obligado ¿ aceptar la herencia 
que le corresponda»; y el art. 786 dice: < Al heredero que renun- 
ciare, se le considerará como si nunca lo hubiera sido. ConríeBe, 
pues, tener en cuenta los principios que informan cada sistema 
legtslatiro para determinar la posición jurídica del que sea lla- 
mado á heredar. 

No debemos ahora entrar en más detalles. Basta afirmar el 
principio de que admitido que la sucesión debe regirse por la ley 
personal, hay que reconocer la autoridad de esta ley para todo 
lo que concierne & la transmisión y adquisición de la herencia, á 
las cuestiones que se refieren & su transmisión y á la posesión de 
las cosas hereditarias en relación con la posición jurídica de los 
herederos entre si y á la continuaron y representación del de 
cujus. 

fl.a90. Vamos ahora á examinar por qué admitiendo en 
materia de sucesiones como mejor sistema el que reconoce la au- 
toridad preferente de la ley personal para regir lo concerniente á 
la adquisición de la herencia, sin embargo, en ciertos respectos 
hay que admitir la autoridad de la lex revsUat. 

Empezamos por advertir que cuando, según la ley del país en 
que los bienes hereditarios se encuentren, se requiera alguna for- 
malidad legal para hacer eficaz la adquisición y darle toda su 
fuerza jurídica contra tercero, convendría indudablemente ate- 
nerse & lo que esa ley disponga, aunque no se niegue en príaci- 
pió la adquisición ipao jure de la propiedad y de la posesíóu, 
efectuada conforme á la ley extranjera que rige la sucesión. Tal 
serla el caso en que la ley territorial declarase obligatoria la 
transcripción de los bienes adquiridos por causa de muerte 6 la 
inscripción en los libros del registro de la propiedad. 

(1) El principio del derecho consuetudinario era: ill n' est héri- 
tier qui ne Tent>. V. Delacombe, Sur le coal. d' OrUan». 
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La lex rá axtae debe además tener autoridad respecto de la 
posesión cuando se trata de decidir si se la puede ó no atribuir 
el carácter de posestóa legítima con el fin de legalizar el (gerci- 
cio de las acciones posesorias, como son las de retener, ó del m- 
terdictum recuperandae posaessioni». Si, por ejemplo, conforme á 
la lex m tilae, aun admitiéndose el principio de la saisine heri- 
düaire, hubiese, sin embargo, establecido la jurispradencia la 
regla de que no podría reputarse al heredero ea posesión de los 
bienes del difunto sino despaés de la aceptación, sería preciso 
atenerse & lo establecido por la les rei siíae cuando bc tratase de 
decidir si competían ó no al heredero las acciones posesorias (1). 

Lo mismo sucedería si se quisiera hacer valer la adquisición 
de la herencia, reriñcada ipso jure, para legitimar el ejercicio de 
los derechos reales respecto de la cosa heredada y enfrente de 
loe terceros, entendiendo que nos referimos á los derechos rea- 
les que deben considerarse comprendidos en el de dominio. 

Supongamos que según la lex reí süae dependiese la adquisi- 
ción efectiva det dominio, de la aceptación, y basta que ésta se 
verificase, se reputase aquélla en suspenso para todos los efectos 
jurídicos, j que, por el contrario, según la ley extranjera que ri- 
giera la sucesión, la adquisición de la herencia se verificaae ip»o 
jure en el momento de la muerte del de cujm. Si en esta hipóte- 
sis surgiese entre loe coherederos la cuestión relativa á la efec- 
tuada adquisición de la herencia, y hubiese que resolver, por 
ejemplo, si debía considerarse realizada ó no la dicha adquisi- 
ción por parte del heredero en el momento de la mnerte del de 

(1) Según la ley italiana, teniendo en cuenta ]o que el legislador 
establece en el art. 926, debe admitirse que el heredero adquiere en 
el momento mismo de la apertura de la sucesión la posesión legíti- 
ma, podiendo ejercitar las acciones poeesorias, esto es, las de rete- 
ner y de recobrar. ECl artículo, en efecto, dice asi: «Si cualquier otro, 
pretendiendo tener derecho sobré los bienes de la herencia tomase 
posesión de ellos, se considerarán los herederos como despojados 
de hecho y podrán ejercitar todas las acciones que competen á los 
poseedores legítimos». Esta regla, sin embargo, no podría tener 
valor respecto de los bienes hereditarios de an italiano que estu- 
viese en país extranjero, en el que estuviese en vigor una regla dis' 
tinta. 
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cujus y antes de que aquél hubiese aceptado, & fin de deddir 
después sí debía admitirse ó no la transmisión de] derecho here- 
ditario & aquellos respecto de .loe cuales deberla entenderse re- 
ríficada la sucesión yureíratumísíonis, conforme & la ley nacional 
del de cujus, 3 regular más tarde el orden de suceder, conforme & 
la misma; sitponiendo, además, que en esta cuestión no hubiese 
terceros interesados, opinamos que podía aplicarse también la 
le; nacional del de cujus extranjero para resolver si la adquisiciÓD 
de la herencia podía haberse verificado independientemente de la 
aceptación. No habría, en efecto, nÍDguna razón de interés social 
para sostener lo contrario, ni para atribuir & la ^ r«t sitae auto- 
ridad en la resolución de este asunto. 

Gn realidad se trataría de decidir acerca del derecho heredi- 
tario, de BU traosmisíÓD j del orden de suceder. Aliora bien, ad- 
mitido que la lej nacional de la persona de cuja berenda se tra- 
te debe regir la naturaleza del derecho hereditario y el orden de 
suceder, cualesquiera que sean la naturaleza de los bienes y el 
lugar eo que estén situados, es lógico reconocer del propio modo 
la autoridad de la ley extranjera para regalar la adquisición de 
la herencia en relación con el derecho hereditario y con el ordea 
de suceder. 

£1 caso serla muy distinto si en la cuestión hubiese terceros 
interesados. La ley vigente en cada país determina la forma en 
que pueden adquirirse la propiedad y los demás deredios reales; 
y como lo que ella dispone sobre esto, interesa al régimen de la 
propiedad y & los modos legales de adquirirla, debe tener auto- 
ridad imperativa siempre que la cuestión de la adquisición de la 
propiedad y de los modos legales de efectuarla surja en concu- 
rrencia con los derechos que los terceros puedan alegar respecto 
de los bienes por consecuencia de la efectuada 6 no efectuada 
adquisición. 

Si los terceros están interesados en esto, es natural que se 
tenga en cuenta k lex rei sitae y haya que atenerse á lo que dia- 
ponga, aunque la ley que rija la sucesión considere al heredero 
como propietario y poseedor de los bienes hereditarios antes de 
ta aceptación. 

l>asfl. De todo lo que venimos diciendo se deduce que en 
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las cnesttones concemienteB á la transmísidn y á la adquiaicióp 
á6 la herencia, cooTÍene siempre distinguir lo que se refiere & la 
propiedad de los bienes hereditarioa de io que atañe í su pose- 
sión; j qne, además, en lo tocante ¿ la adquisición de la heren- 
cia por parte del heredero que intenta fundar sobre su carácter 
de tal el derecho á que se le considere propietario de los bienes 
que la constituyen, interesa diferenciar la adquisición de la he- 
rencia como una universalidad jurídica, de la adquisición de hts 
cosas particulares que la componen. Desde el primer punto de 
vista, admitido el carácter unitario de la herencia como universi- 
tas, puede sostenerse que, asumiendo el patrimonio de la persona 
TÍva el carácter de uníversitas, en cuanto se transmite y pasa á 
los herederos del de cujus, como ese patrimonio se adquiere todo 
y en su conjunto en el momento en que ocurre la muerte, la 
misma ley que rige la transmisión debe amparar la adquisición y 
determinar cómo y cuándo puede considerarse efectuada la del 
patrimonio en su concepto de unidad jurídica. 

Desde el segundo punto de TÍsta, la adquisición de las cosas 
particulares en sentido objetivo puede estar subordinada á la ley 
del lagar en que se encuentt'ea. Respecto de éstas, puede admi- 
tirse en general que la adquisición, en virtud del derecho de su- 
cesión, se verifique ipao Jure en el momento de la muerte, y que' 
la ley, según la cual se baya verificado, sea por eí misma titulo y 
causa suficientes para hacerla efectiva y legal. Sin embargo, si 
conforme á la ley del lugar en que las cosas estén, fuese necesa- 
rio un acto declarativo de la voluntad del hombre, como modo y 
hecho medíante el cual la adquisición real y objetiva se consume 
y se haga efectiva, no se podría desconocer la autoridad de la 
ley territorial en aquello en que ésta regule la adquisición de las 
cosas particulares que constituyen la herencia. 

l.SffS* Las mismas distinciones deben tenerse presentes 
cuando se trate de resolver la cuestión acerca de la posesión, 
como sucedería en caso de tener que decidir si debía reputarse 
transferida ipao jure la de los bienes hereditarios, conforme & la 
ley que rija la sucesióa. Convendrá, en efecto, determinar bien 
de qué posesión se trata, y tener en cuenta que es muy diverso 
el carácter que puede atribuírsele como posesión de la herencia. 
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7 el que debe tener para qne esa posesiÓD de las cosas adquirí- 
das por título suceBorio sea real y verdadera y produzca todos 
sus efectos en orden al ejercicio de las accioneB posesonas. Res- 
pecto de la posesión considerada desde el primer punto de rista, 
puede sostenerse la autoridad de la ley que rige la sucesión y 
admitirse que la posesión se ha traosferído ipao jure del difunto 
al heredero, si asf lo dispone esta ley. Gs preciso, sin embargo, 
no olvidar que decimos que puede admitirse esto, de la posesión 
en el concepto del Derecho medioeral, ó sea en cuanto denota 
y expresa la civilüsima poBseseio, como decía Baldo (1); pero de 
DÍngún modo creemos que puede aceptarse iadioando la posesiós 
real y verdadera. 

Concedamos que la ley que rige la sucesión dispone que la 
posesión real se transmite también ipsojure del difunto al here- 
dero, y que éste adquiere la posesión sin necesidad de la appre- 
hmtio, admitiendo también las acciones posesorias, como, por 
egemplo, las admite el legislador italiano en el art. 926 del Có- 
digo civil; y que la ley del lugar en que se encuentren las cosas 
particulares que constituyen la herencia, considere indispensable 
la apprehenlio por parte del heredei'o para admitir en la posesión 
adquirida por éste en su calidad de sucesor cauta mortis el ca- 
rácter de posesión real. En este caso, á nuestro juicio, es en- 
denté que podría invocarse la ley extranjera para sostener qae 
la posesión se había transmitido ipsojure al heredero como civi- 
lüsima possessio, puro no para a6rmar que, eo virtud de lo qae 
esa ley dispone, se hubiese transfendo I& posesión de jure, sin 
necesidad de la apreheniio, como verdadera ó reiüis posseasio, sí 
dispusiese lo contrario la Ux rei süae. 

También puede tener aplicación la lex rei sitae para reaolrer 
las cuestiones que suijan de la posesión de hecho de los bienes 
bereditarios, ó entre aquellos 4 quienes corresponda la posesión 
de derecho, ó entre el poseedor de hecho y el heredero, como 
por ^emplo, si hubiese qne determinar cuándo se había efectoa- 



(!) El Cardenal De Luca la llama ficta pouetño TAmfrvm verüatú, 
lib. IX, pág. 11, De herede et Aeredilate.—V. FUomasi en el Díg. itedia- 
Mo, palabra Suceuione, pág. 406 del volumen XXIi, nota 3.' 
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do, la posesión de hecho y p&ra resolver acerca de las conaecuen- 
ciss jurídicas que pueden derivarse de la poBesiÓD. Tal seria «I 
caso si la cuestión versase sobre el derecho de hacer suyos los 
frutos de la cosa poeeida. 

Supóngase, por ejemplo, que un legatario esté porcaatguier 
titulo en posesión de ia cosa objeto del legado j que haya dife- 
rencias entre la ley que rija la sucesión y la del lugar en que 1h 
cosa esté, á propósito de considerar al legatnrío como verdadero 
poseedor respecto del goce de los derechos y especialmente del 
de recogerlos frutos. En este caso creemos que podría soste- 
nerse qne aun pasando porque la posesión de derecho deba atri- 
bnirse al heredero, conforme á la ley que rige la sucesión, y que 
con arreglo é, ella goce de todos los derechos y prívilegios qoe 
^lertenecen al verdadero poseedor, y especialmente el de recolec- 
tar los frutos ó percibir los intereses de la cosa legada hasta ti 
dia en que el legatario la pida y el heredero la consigne á faror 
de aquél, sin embargo, por la circunstancia de que la posesión, 
como estado de hecho, se ha efectuado bajo el imperio de la ley 
territorial, debe regirse como hecho jurídico por esta misma ley 
en cuanto á las consecuencias que de él, como tal, puedan deri- 
varse. 

Mas hay casos en los cuales puede aplicarse 1s ley territoríiil 
á sucesiones sometidas á la ley extranjera, en cuanto á las con- 
aecaencias de la adquisición de la herencia y de la posesión en 
lo qne interesa & los terceros. Así puede suceder & propósito de 
las cuestiones en que estéinteresado el heredero aparente, ó de 
laa que puedan referirse & ciertos hechos jurídicos que según \a 
ley territorial tengan el carácter de la aceptación, ó de las con- 
cernientes á las consecuencias de los actos de conservación por 
parte de los que llamados de jure herederos del de cujus no ha- 
yan asumido el título ó la cualidad de heredero, y otras seme- 
jantes. De ellas trataremos en los capítulos siguientes, en los 
que encontrarán su desarrollo las cuestiones que pueden surgir 
en la aplicación del principio le mort aaitii levif, admitido por la 
ley qne rija la sucesión, en concurrencia con la ley territorial vi- 
gente en el lagar en que estén situadas las cosas particulares 
qne constituyan la herencia. 
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LOVS. La exposición que hemos hecho de los prÍDCÍpío8& 
propósito de la ley que debe presidir la transmisión y adquisi- 
ción de los bienes hereditarios, presupone naturalmente la admi- 
sión ¿el sistema que atribuye en principio ¿ la ley reguladora de 
la sucesión y de los derechos hereditarios el car&cter y la natura- 
l^a que se atribuye al estatuto personal. Todo nuestro racioci- 
nio no podría subsistir en el otro sistema, que se funda en el 
principio tot haereditates quot terrttoria. 

Teniendo presente cuanto, hemos dicho antes, es £&cü com- 
prender que en el sistema que mantiene de modo absoluto la au- 
toridad de la ley territorial respecto de ta sucesión, ó la im- 
pone para la sucesión inmobiliaria, asi como están sigetos & la 
lex rei aiiae los derechos hereditarios, debe& también estar some- 
tidas á la autoridad de la misma las cuestiones concernientes í 
la adquisición y á la toma de posesión de los bienes de igual 
procedencia. 
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Sobre Ib eflcaolB de ■•• p»eto* i 



1.894, Disposiciones de derecho positivo sobre loa pactos i 

1.8flK. Opiniones de loa tratadiataa acerca de au valor jurídico en los 
terceros Estados. — I.SW. Nueatra opinión. — 1.8H7. Si puede negarse 
en Italia laeñcacia de los pactos suceaorioa por razones de orden pú- 
blico. — 1.896. Principios admitidos por la juríaprudeacia. — l.SftO. Va- 
lor del pacto Hucesorio consentido en el extranjero por un italiano. 



'l.SV'l. Según las legislaciones de algunos paisea, el dere- 
cho hereditario, adem&B del testamento ; de la le;, considera- 
dos generalmente como causas de que aquél se deriva, puede de- 
[jender también del convenio ajustado para regirlo. A estos cod- 
veoios, teniendo en cuenta el objeto á que se refieren, ae les ha 
llamado pactos sucesorios, significándose con esto toda forma de 
estipulación relativa á la herencia propia de los contratantes 6 & 
la herencia de un tercero. 

Son muy distintas las disposiciones de derecho positivo re- 
lativas á esta materia. Dejando á un lado las sancionadas en el 
Derecho romano (1) y en el Derecho medioeval (2) y limitándo- 
los á algunos de los Códigos modernos, notamos que aprecian 
ie muy distinto modo el valor jurídico de los pactos sucesorios. 



(1) Para lo relativo a! valor de los contratos ó pactos hereditarios 
2orao cansa de transmisión, según el Derecho romano. Véase Fad- 
la, Coiu:eltifo>idamenlaU lid DiñlU, ereiUtnrio romano, pág. 1.», § 237 
i siguientes, y Windscheid, l'aii'liile, vol. III, § 529. 

(2) Véase Ciccaglione, Snccrsm'one (Dirilto intermedin) en ei Ditjex- 
o italiano, § 4.0, núm. 78 y siguientes; S B.o, 199 y 206. Para la legis- 
acióa francesa, mientras estuvieron en .vigor las costumbres, véase 
Merlin, Rfperl., Renoncintion 'i aiiccession fnlare. 

Dbhbcho ist. pmv — Touo v 15 
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Nuestro legislador, modificando radicalmente todas las le- 
gislaciones vigentes en Italia, que establecían en general la pro- 
hibiciÓD con ciertas atenuaciones, no sólo ha declarado nala U 
transmisión de la herencia, mediante pacto, sino que ha prohi- 
bido todo coQvenio relativo & la sucesión, negando eficacia tam- 
bién á las instituciones contractuales que permitían algunos df 
los Códigos italianos anteriores (1). Los artículos 964, 1.093, 
1. 118 }' 1.460 establecen expresamente la regla de qoe todo 
convenio ó pacto que tenga por objeto la'herencia de una per- 
sona viva, se reputa nulo y de ningún efecto. Hay que notar que, 
considerando los motivos por los cuales se prohibió, no solamen- 
te la transmisión mediante pacto, sino toda forma de institución j 
contractual, son evidentes Ihs razones de orden público > de in- | 
teres social en que se funda la prohibición. Por una parte, se 
coniiideró inmoral y contrario á las buenas costumbres hacer un { 
convenio subre la esperanza de la muerte de aquél á quien debe- 
ría Bucederse, y contra la naturaleza de las cosas limitar la í&- 
cuitad del projtietario de disponer libremente de sus bienes has- ! 
ta el momento de su fallecimiento; por otra parte, las iostitucio- 
nes contractuales se prohibieron, como hizo notar Pizanelli, po- 
nente de la Comisión, porque hadan incierta la propiedad, las- ! 
timaban el crédito inmobiliario y podían, además, alterar la eco- I 
nomia del sistema hipotecario y de la transcripción. I 

El legislador francés prohibe igualmente, en genera), los pac- 
tos sucesorios, ya se refieran & la adquisición, ya & la renuncin ¡ 
de la herencia (2). Admite, sin embargo, como válidos ciertos | 
convenios especiales que tienen también el carácter de pactos ' 
sucesorios; tales son las instituciones contractuales previstas en 
los artículos 1.082, 1.083 y 1.094 (a). 

(1) Algunos jurisconsultos italianos ven, á pesar de esto, el cu- \ 
rácter del pacto sncesorío en el relativo al lucro de la dote en favor ¡ 
del cónyuge sobreviviente pactado en el contrato de matrimonio. I 
Véase Filomuai Guelfi, Dmtto eredifario, Leccionesi Roma, 1900, pá j 
«ina 102. I 

(2) Comp. los artículos 791, 1.130, 1.3lj9 y 1.^ del Código civil I 
francés. I 

(n) Consúltense en el Código civil español los arts. 635, 816, 991, i 
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Las institucioDes contractuales están permitidas por la ley 
francesa en consideración al matrimonio; pueden estipularse en 
«I contrato nupcial y tener por objeto todos ó parte de los bie- 
liss que compongan la herencia del disponente, de suerte que, 
como dice Zacbaríae, asumen el carácter de donaciones que 
tienen por objeto la herencia del donante. La institución con- 
tractual es irrevocable en el sentido de que el dísponente no 
puede hacer ulteriores disposiciones á titulo gratuito, sino den- 
tro de límites muy restringidos (1). 

Un verdadero caso de estipulación, sobre la sucesión futura 
estaba admitido por el artículo 761 del Código francés, el cual 
prohibía cualquiera reclamación por parte de los hijos naturales 
sobre los bienes de sus padres, cuando aquéllos hubiesen recibi- 
do de su padre 6 de su madre titos la mitad de lo que la ley les 
-concedía, con declaración expresa por parte del padre ó dé la 
madre de reducir la porción del hijo natural á lo que le habían 
entregado. 

Ssto, que estaba permitido por el Código, ba sido prohibido 
por I& Ley de 26 de Marzo de 1896, que derogó el art. 761. 

Por el contrario, en laa legislaciones germánicas, en confor- 
midad con la tradición (2), encontramos admitida en principio la 
validez de los pactos sucesorios. Además del Código prusiano y 
del sajón, en el del Imperio alemán hay un capitulo especial que 
regula el contrato sucesorio, §§ 2.274 y 2.302. 

Ea el Código austríaco la sucesión contractual es eficaz sólo 
«otre los cónyuges (art. 602). 

'K.80S. Existiendo esta diversidad entre las leyes sobre la 
materia de que tratamos, surge naturalmente la cuestión del 
Talor de los pactos sucesorios, en caso de que la discusión acer. 
-ca de su eficacia se plantee ante el Juez del Estado extranjero 
«□que se haya abierto la sucesión y ésta deba ser regulada, ó don- 
de estén situados los bienes respecto de los cuales se quiera ejer- 
citar el derecho hereditario en virtud del pacto sucesorio. 



1.271 y 1.331, inspirados en el mismo eeotido qne los Códigos italia- 
no y ¿ranees. 

(1) Véase Zachariao, Diritto civih francese, § 739. 

(2) V. Ciccaglione, loe. citada. 
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Los escritores que han discutido esta caestídn empiezan ge- 
neralmente por examinar si la ley que prohibe los pactos snceso- 
tIos tiene 6 no el carácter de estatuto real (1). Algunos, fundán- 
dose en los motivos de la prohibición de los pactos sucesorios, 
sostienen sin vacilar que las disposiciones relativas á estos pac- 
tos tienen el concepto de estatuto real (2). 

Brocher (3) examina la cuestión colocándose en «1 ponto de 
vista del Derecho francés, y considerando que las disposicione» 
que sancionan la prohibición son de orden público, concluye que 
los convenios relativos á los derechos de sucesión no pueden te- 
ner valor para el Juez francés y deben reputarse contrarios á U 
ley. Advertimos, sin embargo, que teniendo en cuenta todos sus 
razonamientos (4), parece que Brocher quiere discutir la cuestióa 
atendiendo en los pactos sucesorios al elemento predominante 
de la relación contractual, y después en realidad no expresa nos 
opinión bien determinada. 

También Laurent discnrre sobre esta materia aplicando los 
principios que deben regir el valor jurídico de los contratos, y 
admite la autoridad del estatuto personal para determinar el 
valor de estos convenios particulares, porque, como él dice, con 
relación al Código francés no puede sostenerse la inmoralidad 
absoluta de estos pactos, puesto que el mismo legislador los au- 
toriza en un contrato moral por excelencia, el contrato de matri- 
monio (6). 

Kobín afirma que los pactos sucesorios pertenecen más bien 
á la materia de contratos que á la de sucesiones (6), y asi pien- 
sa también el profesor Pierantoni (7), 

Filomusi-GruelS, discutiendo esta cuestión, dice: tEl panto- 



(1) Laurent, Droit civil intem., tomo VI, % 299, 

(2) Deepagnet, Préci» de Ih-oit intern. privé, tercera edición, nú- 
mero 366. 

(3) Conrf lie Dr. intem. privé, tomo I, § 132. 

(4) V., Bobre todo, en la pág. 421, toe. cit. 
(6) V. Laurent, loe. cit., § 300. 

(6) Principa de Droit iiitern. privé, tomo II, núm. 747. 

(7) Pierantoni, La riniinma alia íuccegíiotie iiel Dir. intern. prívalo^ 
(SiviiCa univ. de ütnrinpr.t 1896). 
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> prelimioar en el sistema de nuestra legialaciiSn sería fijar si la 
1 prohibición de renuDciar á una sucesión futura debe referirse 

> de preferencia á las relaciones sucesorias 5 á las contractuales. 

> Si los pactos de renuncia se refieren al sistema de las relacio- 

> nes sucesorias, habría que aplicar el art. 8." de las disposicio- 
» nes preliminares del Código civil; esto es, se regirían por la ley 
» nacional de lapersona de cuya herencia se tratase; pero si se 
1 refieren al sistema de las relaciones contractuales, es aplicable 

> el art. 9.* de las mismas disposiciones preliminares. Kn este 

> caso podrían producir distintos efectos, según que los contra- 

> tantes fuesen ó no ciudadanos de un mismo Estado* (1). 

Después, en sus lecciones sobre el derecho hereditario, admi- 
te que el elemento predominante es el de la sucesión, y concluye 
C|ue para resolver acerca del valor jurídico de los pactos suceso- 
rios debe aplicarse la ley que rige aquéllos. 

Lase. Hemos msDifestado ya nuestra opinión negando 
jue á los pactos sucesorios puedan aplicarse los mismos prin- 
cipios que se aplican á las relaciones contractuales ; y afirmado 
jue respecto de la sucesión extranjera, su eficacia debe depender 
le la ley exterior que rija las relaciones de familia y la suce- 
liÓD (2). Nos satisface mucho quejsea de la misma opinión Fi- 
omuBÍ-Guelfi (3). 

Volviendo á discutir á fondo el punto relativo ¿ la fuerza ju- 
idíca de los pactos sucesorios, creemos oportuno advertir que 
lebe hacerse una distinción para determinar la autoridad de la 
ej que le^ concierne, según que la cuestión se plantee ante el 
^uez de un Estado en el que la sucesión extranjera esté sujeta 
. la lex rei sítae, ó ante el de otro Estado en el que se admita la 
utoridad de la ley nacional del de cujas para regir su sucesión 
el derecho ála herencia, considerada como una universalidad 
irídica. 

En general no puede negarse que la prohibición de los pac- 

(1) Filomusj. en el Digato italiano, iSiiccetsioni, Parte general, nú. 
■ero 136. 

(2} Véase Fiore, Delle dispo». gmer. iiUÍ appUeazione e interprela- 
one ddle líffgi;vól. 11, § 759. Ñapóles, 1887 (Marghieri. edit.) 

C3) Filomasi-Guelfl, Dirilto ereditarío. Lecciones, pág. 109. 
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tos sucesorios, lo mismo si se refieren á la adquisicióa que & la 
renuncia de la sucesión de una persona Tiva, si se tienen en 
cuenta los motivos por los cuales esta prohibición está estable- 
cida en algunas legislaciones, se inspira en razones de orden pú- 
blico y de interós social (1). Sin embargo, es preciso obser- 
var que en aquellos países en que los pactos sucesorios ha» 
sido y son aun admitidos, su eficacia se funda también en razo- 
nes de orden público, para proveer mejor el régimen de la fami- 
lia, según el concepto predominante en la tradición, ó para man- 
tener viva la aristocracia con todo el esplendor de su prestigio, 
6 por conservar el régimen económico de los bienes ó por otras 
razones. Ciertamente que en un Estado democrático, que consi- 
dere la desigualdad en la familia como contraria & la ley nata- 
ral, puede creerse inmoral toda forma de pacto sucesorio, que 
tienda mediante el contrato á alterar el principio de la igualdad: 
pero no puede decirse que sea inmoral en otro pais, donde do- 
minen sentimientos, ideas y conceptos diversos relativamente al 
régimen de la familia y á la conservación del patrimonio fa- 
miliar. 

Conviene además advertir que, aunque el pacto sucesono 
tenga á primera vista el carácter y la naturaleza de relación con- 
tractual, sin embargo, tomando en cuenta el objeto á que se re- 
fiere no se puede menos de considerarlo en estrecba conexión 
con el derecho hereditario. En el fondo el pacto establece una 
causa especial de transmisión de la herencia: el contrato. Cree- 
mos, pues, que considerando la forma en que deben ser regola^ 
dos por la ley la transmisión del patrimonio moriia eauaa y el 
derecho hereditario, es claro qtie, en general, la misma ley que 

(1) En Francia la jurisprndencia ha vacilado sobre el carácter de 
la prohibición, admitiendo que el pacto sobre la anceeión fatnra po- 
día ratificarse después de abierta la Bacesión, y que cuando se hu- 
biera cumplido no habfa medio de combatirlo. (Cas. 23 de Febrero 
de 1831, Belet c. Conturier. Journal du Falaú, 1831, pég. 1.334). Ee 
cient-emeote, sin embargo, el Tribunal de casación ha considerado 
el pacto como nulo de pleno derecho y destituido de toda existen- 
cia jurf dics, siendo la ley que lo prohibe de orden público. (Cas,, 13- 
de Majo de 1884 [De Cosnac], Juurnat du Pahi», 1884, 1, 822). 
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]os rija debe ordenar también lo relativo á ta fuerza jurídica de 
los llamadoB contratos ó pactos hereditarios. Por consiguiente, 
en el sistema legislativo en que se admite el principio tot haere- 
ditates quot terriforía, debe aplicarse la ley territorial para juz- 
gar el valor jurídico de los pactos sucesorios, no porque la ley 
refereote & estos pactos tenga el carácter de estatuto real, sino 
porque Ir de la sucesión tiene autoridad absoluta para regirla, 
trátese de una sucesión nacional ó extranjera. 

Si conforme á esa ley, los modos de adquirir la propiedail 
inmueble mediante sucesión son el testamento y la ley, y todo 
contrato ó pacto ajustado con la persona viva para adquirir un 
derecbo á su herencia en el momento de la muerte, se conside- 
ra nulo j de ningún efecto, es claro que cualquiera que sea 
el lugar en que el pacto se haya hecho y la ley á que esté sujeta 
la persona que lo otorgó, la nulidad de aquél es indudable, por- 
que la sucesión se rige por la lex reí aitae, y según ésta, el con- 
trato ó pacto no es medio legal para la adquiaición del derecho 
hereditario. 

Admitido nuestro razonamiento, se comprende que en el sis- 
tema del Código francés se niegue todo valor jurídico al pacto 
sucesorio, aunque haya sido hecho por extranjeros y concierna á 
una sucesión extranjera, si en virtud de él tas partes hubieran 
tenido el propósito de dejar sin efecto los principios sancionados 
en los artículos 791, 1.130, 1.389 y 1.600 del Código civil fran- 
cés, que según lo establecido en el art. 3.° del mismo Código, al- 
canzan también á la sucesión extranjera en lo relativo á los in> 
muebles situados en Francia. 

I.aev. La cuestión ofrecería mayores dificultades en el 
dstema del legislador italiano y de los demás países que recono- 
cen la autoridad de la ley nacional para regir la sucesión, los de- 
rechos hereditarios y la cuantía de los derechos sucesorios. Bn 
efecto, cabe la duda de si aun reconociendo la autoridad de la ley 
nacional respecto de la sucesión extranjera, puede limitarse la 
autoridad de esta ley en cuanto reconozca ser eficaces los pactos 
sucesorios, prohibidos expresamente por la ley italiana. 

Es preciso examinar si admitiendo el valor de estos pactos 
se dejan sin efecto las leyes prohibitivas del reino concernientes 



i tv Google 



282 LiBiio V — capítulo vu 

á los bienes 6 que teiigaa por objeto el orden público. Cierto 
qae los artículos del Código civil antes mencionf^os, que impi- 
den los pactos sucesorios, tienen el valor de leyes prohibiti- 
vas. No negamos nosotros este car&cter; pero teniendo en cuenta 
lo que hemos dicho en otro lugar (1), sostenemos que dichos ar- 
tículos se refieren á la sucesión italiana y no á la extranjera. Por 
consiguiente, si un italiano hubiese hecho en cualquier pafs nn 
contrato relativo á su herencia, atribuyendo' de este modo á otro 
el derecho de adquirirla á su muerte, aunque fuese licito trans- 
mitir la herencia por medio de un contrato en el país en que el 
convenio se hubiese estipulado, ese pacto no tendría valor ea 
Italia, porque dejarla sin efecto el pnncipio establecido en el 
artículo 1.118, que veda en absoluto los pactos relativos & la su- 
cesión futura. 

Pero ¿podría decirse lo mismo si se tratase de una sncesióc 
extranjera? Considerando que según el art. 8.° de las disposicio- 
nes generales, la sucesión de los extranjeros, el orden de suceder 
y la cuantía de los derechos sucesorios se rigen por la ley nacio- 
nal del de cujiis, si esta ley consiente los pactos sucesorios, y el 
pacto es, por tanto, válido conforme & la ley del que dispone de 
la herencia, no creemos qiie pueda negarse su validez, aduciendo 
qne de admitir sn eficacia se violaría una ley italiana de orden 
público. No negamos que la disposición de nuestra ley se funda 
en motivos de índole moral; pero no podemos conceder que el 
orden público sufra menoscabo porque Iqb derechos hereditarios 
relativos al patrimonio de un extranjero ae adquieran en virtud 
de un pacto lícito y válido conforme á la misma ley que debe re- 
gir la transmisión de aquéllos. ¿Querrá acaso sostenerse que el 
reconocer la eficacia de los pactos sucesorios traería nna pertur- 
bación en el régimen de la familia italiana ó en los principios de 
orden público sancionados por nuestro legislador para regir las 
relaciones de los miembros de la misma? ¿Qué interés social 
puede haber por nuestra parte para imponer á los extranjeros lo 
que nosotros creemos moral ó inmoral para proveer al régimen 



(1) V. números 1.327 y siguientes. 



i tv Google 



EFICACIA. DE LOB PACTOS SUCBSOBIOS 233 

de la familia italiana y á la traoBmisiÓn del patrimonio de un 
compatriota? 

Ss verdad que en nuestro pais imperan hoy reglas diversas 
respecto del valor de los pactos sucesorios; pero también debe 
recordarse que en la legislación italiana preexistente, el Código 
napolitano admitía las instituciones contractuales con ocasión 
^lel matrimonio (1), y lo mismo el de Cerdeña (2), el de Par- 
ma(3)y el de Este (4). 

Después de la constitución del Reino de Italia y de la pro- 
mulgación del Código informado en principios distintos, se ha 
sostenido, sin embargo, que los pactos sucesorios estipulados 
bajo las antiguas legislaciones, y que según ellas tenfan el ca- 
rácter de instituciones contractuales, debían ser respetados por- 
que constituían un derecho adquirido en el momento en que se 
rerificÓ el contrato, según la ley entonces vigente (5). Teniendo 
presente todo esto, ¿cómo puede sostenerse que reconociendo el 
valor jurídico de los pactos sucesorios válidamente estipulados 
por extranjeros bajo el imperio de su ley nacional se lesione el 
orden público territorial? 

En virtud de los principios expuestos, llegamos á la siguien- 
te conclusión: que el Juez italiano, ateniéndose é. las reglas de 
Derecho internacional privado sancionadas por el patrio legis- 
lador, debe juzgar acerca de la validez del pacto sucesorio con 
arreglo é. la ley del dísponente de la herencia y aplicar la ley 
que rija la sucesión y el derecho hereditario consiguiente para 
resolver acerca del valor de la renuncia, mediante la cual una 
persona haya dispuesto de su derecho eventual de sucesión, sin 
que para esto sea obstáculo el principfo del artículo 12 de las 
Disposiciones generales. 

Nnestra opinión, que como hemos dicho antes, la sostuvimos 



(1) Artículos 1.038 y 1,047. 

(2) ArtícuIoB 1.176 y 1.J85. 
(8) Artícnlos 1.927 y 1.928. 

(4) Articules 1.914 y 1.916. 

(5) Véase Fiore, Delle dispot, gener. tulC applicas. delle Jf-ggi, Par- 
te primera, niim. 268 y siguientes, y Filomnsi Gaelfi, Diritto eredtta- 
río citado, pág. 104. 
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en laB obraa anteriormente publicadas, tiene ho; el válido apoyo 
de la jurisprudencia. 

t.SOS. El Tribunal de apelación de Tenecia, en bu senten- 
cia de 31 de Diciembre de 1694 (1), falló que la renuncia á la 
futura hereucia paterna consentida por la ley nacional de loB 
contratantes, lo mismo que la disposición testamentaría del pa^ 
dre que eo vista de esa renuncia excluyó & una hija de su heren- 
cia, debe considerarse eficaz j v&lida en Italia; y el Tribunal de 
casación de Florencia declaró también que no implica una ofen- 
sa al orden público ni & las buenas costumbres el reconocer en 
Italia los efectos de un acto jurídico relativo é, relaciones priva- 
das legalmente ejecutado al otro lado de la frontera patria entre 
extranjeros, conforme & bu ley nacional; y por consiguiente, qae 
deben reconocerse en Italia los efectos jurídicos de la renuncia 
& la herencia de una persona viva hecha entre extranjeros y en 
el extranjero, conforme á su ley nacional (2). 

En esta sentencia encontramos admitido el concepto que ha- 
blamos expuesto acerca de la verdadera interpretación del ar- 
tículo 12 de las Disposiciones generales en la nota á la sentencia 
del Tribunal de apelación de Milán de 13 de Octubre de 1891 (3). 
El Tríbunal da casación de Florencia se dignaba aceptar lite- 
ralmente lo que habíamos escrito para explicar cuándo aplican- 
do las leyes extranjeras pueden dejarse sin efecto las de orden 
público del KeÍQO y cuándo puede reconocerse la autoridad de 
las leyes extranjeras, sin que se cause ofensa á las prohibitivas 
del Reino y á las de orden público (4). 

1.8B9. Vamos á examinar ahora «na última hipótesis, 
esto es, que el pacto sucesorío haya sido válidamente consentido 

(1) En la causa Purkaudbofer c. Lanza (Temi vtatía, 1895, pági- 
na 269). 

(2) Cas. Florencia 12 de Diciembre de 1895, Lanaa c. Purkandfao- 
fer (Foro italiano, 1896, I, 142), Comp, Apel, de Roma, G de Mayo 
de 1895 (Temi romana, 1895, 417) y Apei. de Venecia, 10 de Octubre 
de 1890 (Temi véneta, 1890, 696). 

(3) Véase Fiore, nota á la eent. del T. de apel. de Milán, 13 de 
Octubre de 1891 (Foro italiano, 1892, pág. 652). 

(4) Véase la nota, columna 660. 
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eotre ao disponeste extranjero de cuya herencia se trate y on 
italiano. Si los Tríbuoales italianos fuesen llamadas á juzgar 
acerca de la ralidfz de este pacto, podría surgir la duda de si, 
siendo T&lido con arreglo á la ley nacional del disponente y de- 
biendo aplicarse esta ley para regir la sucesión y los derechos 
sucesorios que de ella se deriven, debe el Juez reconocer fuer- 
za al pacto. A primera vista parecería soateiiible la añnnati- 
va, por las razones expuestas por nosotros. En efecto, hemos 
sostenido que el valor jurídico de los pactos sucesorios, así como 
los derechos hereditarios, deben regirse por la ley que presida 
la sucesión; y tratándose de una sucesión extraigera, habría nece- 
sidad de atenerse á la ley extranjera. 

Habría que admitir, por consiguiente, que si un italiano fue- 
se llamado á recoger la sucesión de un alemán en virtud de un 
pacto sucesorio, debería considerarse eficaz el pacto y, confor- 
me á lo que hemos dicho, no deberla ser obstáculo el art. 12 de 
las Diaposicioties generales. 

Sin embargo, creemos que con mayor razón se podría sos- 
tener lo contrario. En efecto, cabe decir que en virtud de la 
competencia legislativa personal cada legislador puede sujetar á 
los ciudadanos del Estado á las disposiciones por él sanciona- 
das é inspiradas en razones morales (1), y que por consiguiente, 
el ciudadano está ojbligado & do ejecutar en el extranjero actos 
jurídicos que según el criterio del legislador patrio son contra- 
rios á las buenas costumbres, y á no presumir que tales actos 
puedan ser considerados como válidos por los Tribunales de bu 
patria. 

Fundándonos, pues, en principios de orden diverso, decimos 
que como la ley de cada país puede limitar la autonomía del 
ciudadano, y todo ciudadano mientras lo es debe considerarse 
sometido al soberano del Estado á que pertenece, habiendo el 
legislador patrio considerado inmorales los convenios relativos á 
la herencia de una persona viva, el ciudadano italiano que hu- 
biese contravenido el precepto de la ley no pnede pretuider que 

(1) Téase sobre el concepto de la jurisdicción personal, Fiore, Et 
JHrüto intayuKionak codijicato, S.*- ed. Reglas 231 y sig. 
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los Tribunales del Eatado & que pertenece, den efectos jurf dicoB 
& on acto que el legislador patrio tiene por contrario & las bae- 
□as costambres. Por estas razones de orden distinto opinamos 
que en el caso propuesto no puede admitirse la validez del pac- 
to sacesorio. 
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Capacidad é IncapaeldBd respecto del difunto t '•■ 



. Objeto de ei 



capítulo. 



1 .400. Udo de los principales reqaisítoB de la Bucesión he- 
reditaria 68 el de la capacidad, que puede examÍDarBe respecto 
de la persona de cuya herencia se trate y del llamado & recogerla. 
Como generalmente se admite quala sucesión se defiere por la 
ley ó por testAmento, es natural que haya que discutir la caes- 
tiÓn de la capacidad en lo que concierne & la transmisión que se 
verifica en virtod de la ley y de la que tiene lugar en razón del 
testamento. 

Discutiremos esta cuestión examinando en párrafos separa- 
dos lo que se refiere á las personas naturales, asociaciones, per- 
sonas jurídicas, Estado é Iglesia. 



De la capacidad é incapacidad de las personas naturíües. 

1,101. La capacidad es el principal requisito para transmitir y recoger la 
herencia.— 1.402. Sucesión ab intestato, capacidad del de cm'tM.— 1.408. 
Principios sancionados en el Código civil del Perú. — 1.404é De Suecia, 
1.405. de Servia.— 1.400. Capacidad para adquirir la herencia ab inte»- 
talo; derecho vigente en Rumania.— 1.407. En Rusia.— 1.40S. En Tur- 
quía. — 1.400. Autoridad de las leye» concernientes á eets materia. — 
1.410. Capacidad para disponer por testamento.— 1.411. Ley francesa. 
Ley italiana.— 1. 4 18. Capacidad para adquirir por sucesión testamen- 
taria. —1.418. Ley alemana, del Perú y de Servia.— 1.414. Conflicto de 
leyes no uniformes en materia de capacidad para suceder y para dis- 
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poner.— ^1.415. Si la ley concerniente á la capacidad en materia de mn. 
eiouee pnedennnra tener el carácter de eatatutoresl. — 1.416. Critica Jf 
loapñncicipíos admitidos en Francia. — 1.41 7. Principios relativos áwU 
materia en el sistema qne considérala herencia como una naíversalidsd 
jurídica. — 1.418. La lev que rige la capacidad paia dieponer tiene el 
carácter de estatuto personal.— 1.4 IV. Examinaee la cuestión de si Li 
capacidad del sucesor debe regit«e por su eatAtuto perstmal. — 1.4tl> 
Cómo Ib lej misma que rige la transmisión de la herencia debe rei^- 
lar la capacidad del sucesor. — I.4S1. Demuéstrase que este ea el siste- 
ma más lógico. — lAii. Autoridad de la ley extranjera qne eatsblezfa 
la incapacidad por muerte civil. — 1.428. Si el religioso extranjero in- 
capaz de suceder del>e ser considerado como tal. — 1.424. Lev con 
arreglo á la cual debe resolverse la cuestión acerca de la incapacids-i 
del religioso profeso.^l.4Sfi. De la incapacidad qne paede derivarse 
de la herejía.— 1.426. De la \ey que declara á los israelitas incapaces 
de suceder.— 1. 427. Incapacidad que se deriva de la sentencia penai 
estran jera.— 1.428. >Si la incapacidad, con arreglo á la ley nacional, 
tiene el carácter de estatuto real, respecto del condenado por loe Tri- 
bunales de su patria.~l.4Sft. Incapacidad de los hijos adulterinos é 
incestuosos. — I.4M. Incapacidad del hijo oatnral. — l.4CI> Principio^! 
acerca de la prueba de la incapacidad. — 1.488. De la disposición 
fideicomisaria y de la admisibilidad de la prueba.— 1,4SS. De la dispo- 
ción hecha per medio de persona interpuesta á favor de un incapaz. 

'■.401. Es un hecho que los legisladores de los distintog 

países han determinado quién puede dejar herederos j quién te- 
uiendo esta facultad puede disponer por testamento. Kespecto de 
la capacidad para suceder, también los legisladores han precisa- 
do quién puede suceder y quién no, tratándose de una suceBÍdn 
ab intestato, y quién es capaz ó incapaz de adquirir por testa- 
mento. 

Nosotros sólo tenemos que determinar la ley, con arreglo á 
la cual el Juez ha de resolver las cuestiones relativas al requisito 
de la capacidad del de cujus y del sucesor. 

En principio hay que admitir que la capacidad ae deriva de 
la ley, j que en materia de sucesiones, según el Derecho moder- 
no, son capaces todos los que no estén declarados incapaces por 
la ley; es decir, que la capacidad es la regla y la incapacidad la 
excepción (a). 

t'O Por esta razón el art. 744 del Código civil español establece 
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Ahora bien, como boh distintas las reglas acerca de la inca- 
pacidad en materia de sucesiones y puede veriñcaree la concu- 
rreocia de disposicioneB no uniformes, toda la cueati¿n, desde el 
l>anto de vieta del Derecho internacional privado, consiste en 
<1etermin»r la ley qne debe regir la capacidad y la incapacidad, 

No es esta ocasión .pera examinar este asunto en el terreno 
de loB principtOB racionales, sino que debiendo referirnos m&s 
bien al Derecho poBÍtivo, es indispensable considerar la cuestión, 
teniendo en cuenta los dos sistemas consagrados en las legisla- 
ciones vigentes, el que se funda en el principio tol heredüates 
^uot territoria, y el que considera la herencia éomo un unioersum 
Jus y reconoce la autoridad de la ley personal del de cujus, 

'■.40S. Eespecto de la sucesión ab intestato, hay que adver- 
tir que la voluntad del decajua no entra para nada en la adjudi- 
cación de 8U herencia, sino que la ley, teniendo en cuenta la or- 
ganización de la familia, entrega aquélla á las personas llamadas 
é. recogerla. Por consiguiente, todo el problema acerca de la ley 
<}ue debe regir la capacidad del de cujus, se resume en establecer 
8Í el derecho de transmitir la herencia está ó no reconocido en 
{>ríncipio á favor del extranjero. 

Cuando dominaba para Iob extranjeros el sistema que se apo- 
yaba en el llamado derecho de aubana, como é. los mismos se les 
consideraba fuera del Derecho común, no gomaban de ningún de- 
recho civil; y no sólo se les negaba el de disponer de su patrimo- 
nio mediante testamento, sino también el de transmitirlo á sus 
herederos legittmoe (1). Hoy, esta incapacidad absoluta no existe 
en todos aquellos países en los cuales la condición de extranjero 
no se considera como causa suficiente por sf misma para negar el 
goce de los derechos civiles (3). La incapacidad, sin embargo. 



lo siguiente: Podrán suceder por testamento ó al iiuatato los que 
no estén incapacitados por la ley. El art. 663 declara lo mismo res- 
pecto de las personas qne paeden testar. 

(1) Véase Pa9Íaa,tQ,Y. Albinaggio&a la Eiicidop.giitr. italiana, y 
Capuano, la misma palabra en el Digeato italiano. 

(2) También en Turquía la incapacidad del extranjero para trans- 
mitir la herencia fué abolida por la ley del 7 de Zepber de 1284.— 
TéaseS 1302, 
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eBt& sancionada bajo la condiciÓD de reciprocidacl en aquellos 
EstadoBi'en loa que los extranjeros gozan de derechos civilet en 
tales circunstancias. 

1.40a. Según el Código civil dei Perú, per ejemplo, ate- 
niéndonos á lo que de él dice Fradier Foderé, la adjudicación 
de los bienes por sucesión se rige por el titulo XYUI de la aec- 
ción 4." deí libro 11. 

Vigente en aquel pafs la regla segftn la cual los inmuebles 
están sujetos á la ley territorial y la condición del extranjero, eo 
cnanto ala facultad de transmitirlos, se subordina al priacipio 
de reciprocidad, se deduce que, en caso de abrirse la sucesión 
ab intestato de un extranjero, se admitirá en sus herederos legí- 
timos la necesaria capacidad para adquirirlos, subordinada al 
requisito de reciprocidad. Por consiguiente, habrá que probar 
que en caso de morir un peruano en el país del extranjero difun- 
to, la ley de esta nación reconocería el derecho de transmitir la 
herencia ab intestato &, los herederos legítimos. Si esta prueba 
falta, la herencia del extranjero se adjudica á los establecimieD- 
tos de Beneficencia del país en que el extranjero tenga su domi- 
cilio en el momento de la muerte, y si se tratase de un extranje- 
ro transeúnte 6 no domiciliado, su herencia se adjudica al 
fisco ( 1). 

1.404. También en Suecia el goce de los dereclios civiles 
por e} extranjero depende de la condición de reciprocidad y la 
capacidad para transmitir ab intestato está sometida á ella; esto 
es, la potestad de que un sueco transmita al morir su herencia 
en su país originario. Solamente se admite, como excepción, qne 
el extranjero pueda dejar su herencia ab intestato á sus hijos y 
descendientes, los cuales heredarán á condición de establecerse 
dentro del año en Suecia; de otra manera la herencia pertenece 
al Key, lo mismo si se trata de bienes muebles que de inmue - 
bles (2). 

1.40K. En Servia no puede considerarse como completa- 



(1) V. el artículo de Pradier Foderé en el Jortrn. de Dr. int. pñcf, 
año ISTÜ, págs, 49 y 250. 

(2) V. el Códi¿,o de Suecia de 1734, tit. De las sueaúone», cap. XV, 
tradiicido al francés por De la Grasserie. . 
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mente abolido el derecho de aubana. Expresamente no está ad- 
mitido eo el Código civil, y en el tratado ajustado entre Italia y 
Seiria se afirma que allf no existe el derecho de sabana. El ar- 
tículo 3." dice asf: (No existiendo el derecho de aubana ni en 

> Servia ni en Italia, los ciudadanos de ambos Estados podr&n 

> tomar posesión y disponer de una herencia que les sea deferida 

• en virtud de la ley 6 por testamento en el territorio de tos ree- 

* pectivos Estados, como los ciudadanos de los mismos, y sin es- 

> tar sometidos á condiciones más onerosas que éstos» (1). 

Sin embargo, no se puede afirmar que el derecho de aubana 
sea efectivamente desconocido en Servia. No está expresamente 
consagrado en el Código civil; pero, como observa oportunamen- 
te el Sr. Paulovitsch, Presidente del Tribunal de Apelación de ' 
Belgrado, teniendo presente el art. 47 del Código civil, que es- 
tablece la regla de ta reciprocidad, se deduce que cuando la le- 
gislación del pais del extranjero difunto admita en materia de 
sucesiones el derecho de aubana, los Tribunales servios, en vir- 
tud de la regla sancionada en el art. 47, aplicarán al extranjero 
el mismo principio (2) . 

fl.AOA. Las mismas reglas imperan en las legislaciones de 
algunos países respecto de la capacidad para recoger la herencia 
ab inteatato. 

Algunas veces esta incapacidad no está consagrada en las 
leyes de un modo absoluto, pero se admite, sin embargo, la inca- 
pacidad' de adquirir por sucesión los bienes inmuebles. 

Ed Rumania, por ejemplo, se discute con calor si los extran- 
jeros pueden adquirir por sucesión las fincas rústicas. Según el 
Código civil rumano, vigente desde 1." de Diciembre de 1866, en 
virtud de la regla sancionada en el art. 11, los extranjeros gozan 
de todos los derechos civiles sin condición de reciprocidad, ex- 
cepto aquellos que se les niegan formalmente. Los jurisconsultos 
rumanos, refiriéndose al § 6.° del art. 7.° de la Constitución m- 

(1) V. Convenio consular firmado en Belgrado el 28 de Octnbre-9 
de Noviembre de 1879, en la Colección de Traladot del Reino de Italia. 

(2) V. el artículo publicado por Paulovitsch en el Jonm. de Dr. inf. 
prtW, 1864, págs. 24 y siguientes. - 

DmaBcaoiNT. fBiv,— ToMoV ' IS 
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mana, revisada en 1679, después del tratado de Berlín, discuten' 
rÍTamente si los extranjeroa pueden adquirir ñacas rústicas por 
Bucesión. !EI citado articulo diepoue: <No pueden adquirir fincas 
r&atlcas en RumaDia sino los mínanos j los que hayan obtenido 
carta de naturaleza en este palB.> 

Fundándose en esta disposición algunos jurisconsultos ni- 
manos sostienen que los extraqjeros no pueden adquirir fincas 
rústicas por DÍngún titulo, por compra, por prescripción, por 
donación, por sucesión testamentaría ó ab intestato. Se fundan 
en que la adquisición de las fincas rústicas est& prohibida de 
modo general, puesto que la palabra adquirir empleada por el 
legislador debe entenderse en sentido amplio, esto es, en el de 
que está prohibida toda forma de adquisición de la propiedad, 
ya sea á titulo oneroso, ya á titulo gratuito^ comprendiendo 
igualmente la sucesión ab inteslaio y la testamentaria, que cou 
arreglo al articulo 664 del Código civil rumano, es indudable- 
mente uno de los modos de adquirir y de transmitir la pro- 
piedad (1). 

Contradicen esta opinión los que interpretan el art. 7." pá- 
rrafo 5." de k Constitución, sosteniendo que prohibe á los ex- 
tranjeros llegar á ser propietarios de fincas rústicas en Ru- 
mania, pero que no les impide, cuando sean llamados en sa ca- 
lidad de herederos, hacer valer sus derechos como tales respecto 
del patrimonio del de cujus considerado como una untoersitaa; 
por lo que dicen que los extranjeroa no puedeu poseer y retener 
las fincas rústicas que les perteuezcau como herederos, ptro que 
tienen derecho á obtener en dinero el valor de los inmuebles he- 
reditarios, que en virtud del citado art. 7." no puedan poseer 
realmente como propietarios. Según esta opinión, pues, el ar- 
tículo 7." § 5." deberá entenderse en el sentido de que los ex- 
tranjeroa no pueden entrar en la posesión real de los predios rús- 
ticos porque no han de llegar á ser propietarios de los mismos, 
pero qne esta prohibición no les niega los derechos que les pue- 
dan pertenecer en su calidad de herederos respecto de todo el 

(1) Véase Alexandresco, Droil anden et modente <Íe la Routnomf 
pág. 36. 
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patrimonio (1), comprendieDdo laa fincas rústicas que de él for- 
«aen parte. 

unos ; otros se fundan en la jurisprudencia, que no es cier- 
-tamente uniforme; pero no podemos nosotros entrar ahora en 
esta discusión (3). 

1.40V. También en Rusia, para prevenirlos inconTeoientes 
qae resultarían de la concentración en manos ¿e extranjeros de 
las tierras situadas en las fronteras, se promulgó en 1887 ud 
úkase que dice asi: <En los diez gobiernos del reino de Polonia, 

> en los de Besarabia, Wilna, Vitebsk, Volbynift, Grodno, Kieí^ 

> KoTno, Curlandia, Livonia, Minsk ; Padolia, los subditos ez- 

> tranjeros no podr&n en manera alguna adquirir en lo sucesivo 
1 derechos de propiedad ó de usufructo sobre inmuebles situados 

* fuera de los puertos y de las ciudades. La sucesión legal en 

> línea recta y entre esposos continuará permitida en lo que con- 

> cierne á los bienes situados fuera .de los puertos y de las cin- 

> dades y que bayac pertenecido á extranjeros difuntos, si el he- 
» redero se ha establecido en Husia antes de la promulgación d6t 

> úkase conteniendo las nuevas prescripciones. "Eu los demás 

> casos de sucesión legal, y en el de sucesión ' por testamento, 
~* el extranjero que herede estará obligado á vender sus derechos 

> de propiedad é, un subdito ruso ea el plazo de tres años, á 

• partir del momento en que los haya adquirido. Si en este plazo 

> no se verifica la venta, los bienes se venderán en pública bu- 

> basta por las autoridades judiciales, y el precio se entregará 

> al heredero» (3). 

1.4108. En Turquía, según hemos dicho en otro lugar (4), 



(1) Véase el articulo de Flaiscblen, consejero del Tribunal de 
apelación de Sacares t, en la Raiue de Dr, iitíernational, 1898, pág. 243; 
y yíimiT, Le droit de mccwion de» étra)igerg aiix iamuehlu ruraux en 
BoumanU (Bucareat, 188G). 

(2) Véase las diferentes opiniones expuestas por Alexandreaco, 
-en BU Comentario al Código civil rumano, 1. 1, pág. 164; t. III, p. 238; y 
liomo IV, p. 62. 

(8) Le Soleil de 26 de Junio de 1887, citado por Champeo mmunaJ, 
£tude tur la tuccettion ah inteitato, página 111. 
(4) Véase el § 1.302. 
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la capficidad parit transinitir y recoger la herencia, está en prin- 
cipio reconocida desde qne comenzó á regir la Ley de 7 d» 
Zepher; sin embargo, esta capacidad genCral sufre algunas limi- 
taciones. Por lo que se refiere á la indispensable para transmi- 
tir, no puede caber duda, puesto que en virtud de la dieposición 
sancionada en el artículo 4." de dicha Ley, el extranjero pued» 
disponer por testamento, ; cuando no baya dispuesto, en cuantth 
& la parte de bienes de que no pueda testar, se abre la suce- 
(ñón legitima conforme ¿ la ley otomana. Respecto de la capaci- 
dad para recoger la herencia transmitida al extranjero, como eit 
la Ley de 7 de Zepher no hay una disposición especial, conviene- 
atenerse á los principios relativos al derecho de suceder á te- 
nor de la ley musulmana. Según esta ley, el extranjero e» 
incapaz de suceder en los bienes de un otomano, eu virtud de l'i 
disposición sancionada en el artículo 110 del Código de la pro- 
piedad inmueble, que dice; <La tierra del subdito otomano no 
» pasa por herencia á sus hijos, padre y madre, subditos extran- 
*jeroB. El subdito extranjero no puede tener el derecho de- 
* Tapou (1) sobre tas tierras de un subdito otomano. El Con- 
sejo de Estado del Imperio otomano, ha declarado que la Ley 
de 7 de Zepher no ha modificado esta disposición, y que, por 
consiguiente, los extranjeros son incapaces de suceder en Ios- 
bienes inmuebles, lo mismo que en los muebles, de los subditos 
otomanos. El extranjero solamente puede recoger un legado- 
hecho á BU favor por el testador subdito otomano, siempre que 
se trate de bienes de los cuales esté permitido disponer por tes- 
tamento (2). 

También la diferencia de religión ea una causa de incapacidad 
en cnanto al derecho de sucesiones, en el sentido de qne ud 



(1) El derecho de Tapou es nn privilegio ¿e loe parientes del 
difunto que no están dentro del grado para suceder como herederos 
legftimOB, para obtener del Gobierno qae se les adjudiquen la» 
tierras dejadas por el difunto al justo precio fijado por peritos. 
(Aristarchi-Bey. Droil de propríeli fmcihe, tlt. IV, art. 69X 

(2) Véase Tornanw, Droit mutulman, y el articulo del abogad» 
Salem, Du droit de» itranger* de recueiltirpar zacceaion en Tarquie, en 
el Journal de Dr. int. privé, año 1699, páginas %1 j BÍgaieates. 
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«lusulmáB DO puede heredar de quien no lo sea; esta inc&pa- 
«idad no existe respecto de loe extranjeros, pudiendo un cristiano 
¿ared&r de un judío, así como éste puede heredar de un cristiano 
cuando no haya otras causas de incapacidad. 

Por lo que toca á la capacidad del extranjero para suceder 
«n loa bienes dejados por sus parientes, ciudadanos extranjeros, 
no ha; dificultad en cuanto á la sucesión mobiliaria, porque 
-como ésta se rige por la le; del país á que pertenece el de cujus, 
y la aplican los Cónsules, á los cuales incumbe regular la suce- 
sión de los ciudadanos de sus respectivos palees, la capocidacl 
para recoger la sucesión mobiliaria se determina con arreglo á 
la ley del Sstado de que era ciudadano el de cujus. Bs un becho 
-que, conforme á las leyes de la mayor parte de los Estados de 
Europa, el extranjero es capaz para suceder, salvo únicamente 
aquellos países en los que la ley subordina esta regla á la con- 
dición de reciprocidad. 

En cuanto á la sucesión inmobiliaria, se admite también sin 
contradicción que respecto de los inmuebles adquiridos en Tur- 
quía por los extranjeros, después de comenzar á regir la Ley de 
7 de Zepher, si se trata de bienes que puedan transmitirse por 
fiucesión, los parientes del extranjero pueden suceder siempre 
que el de cujua y el sucesor sean ciudadanos del mismo Estado. 
La difícultaá surge en el caso en que el de cujus j el llamado ¿ 
recoger la herencia no sean ciudadanos del mismo Estado. Hay, 
■en efflctoj disparidad entre las opiniones de los jurisconsultos. 
Algunos se apoyan en la regla del Derecho musulm&n, llamada 
Ihtilaf-Dar, que dice que si el difunto y el heredero no son del 
mismo país, este último es incapaz de suceder; y fundándose en 
«1 principio general de que la sucesión inmobiliaria del ciudada- 
no extranjero se rige por la ley otomana, sostienen que la dife- 
rencia de nacionalidad establece también para el extranjero un 
motivo de incapacidad en cuanto & recoger los inmuebles por 
sucesión. Otros, por el contrario, observan que la Ley de 7 de 
2epher ha asimila4o los extranjeros á los otomanos, y que la di- 
ferencia de ciudadanía es una causa de incapacidad entre los no 
musulmanes, pero que los muslimes ó mahometanos pueden he- 
redar el uno del otro, aunque de ciudadanía diversa. Be esto 
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deducen que la diferencia de ciudadanía entre el heredero j el 
difunto no puede ser para loa extranjeros una bausa de incapa- 
cidad para suceder ni respecto da los bienes muebles ni de lo» 
iiimueblea. 

Ko es ocasión esta para discutir á fondo ta cuestión (1). 
1.MW. Sin detenernos á exponer las leyes rigentes en 
otros países, ^os limitamos & advertir que en aquellos sistema» 
legislativos en los que se niega en absoluto al extranjero el de- 
recho de transmitir la herencia á los sucesores legítimos ó de 
recoger la'berencia á él deferida, la le; que establece eeta inca- 
pacidad absoluta tiene el carácter de le; política ; debe ser 
aplicada sin restricción, puesto que toda le; que tiene car&cter 
político, indudablemente goza de la autoridad del estatuto real 
y fuerza obligatoria erga omnes. Lo mismo hay que decir eo 
el caso en que la ley subordine la transmisión y la adquisiciÓD 
de la herencia ab intestato & la condición de reciprocidad. Asu- 
miendo también esta disposición el carácter de ley política, 
debe aplicarse, no obstante que según el derecho racional ^neda 
negarse la verdad del principio consagrado en aquélla. Lo mis- 
mo decimos de Ihs disposiciones legislativas que prohiben á los 
extranjeros adquirir en propiedad los bienes inmuebles ó una 
clase especial de éstos, como sucede en Rumania y en Rusia, en 
virtud de las disposiciones legislativas antes mencionadas. 

1.410. Por lo que á la capacidad para disponer por tes- 
tamento se refiere, conviene también sentar el principio de que 
cuando la ley de un .país niegue en absoluto al extranjero esa fa- 
cultad ó se la conceda btyo la condición de reciprocidad, no po- 
drá negarse la autoridad de esta ley en el territorio sometido 
al Imperio del soberano que la haya sancionado. 

La incapacidad absoluta existió en los tiempos fiaudaJesT 
mientras dominó el llamado derecho de aubana, y no es esta oca- 
sión oportuna para entrar en detalles y exponer cómo poco & poco- 
se fué modiScando el antiguo derecho, cuando los monarcas su- 
cedieron á los señores (2). 



(1) Véase Salem, artículo citado y los autores que cíta. 

(2) Véase Bacquet, Traite du droit iT auÍMii/ie;'Demangeat, Histoi- 
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1.411. La capacidad para disponer subordinada & la cod- 
dicidn de reciprocidad, está establecida en el Código civil fran- 
cés en Jos arte. 11, 736 y 912, y se admitió basta la promulga- 
ción de la lej de 1619 (1). Estaba también consagrada eo las le- 
gislaciones de los diversoB Estados italianos antes de que éstos 
se uniesen para formar el reino de Italia, regido por la legisla- 
ción liberal vigente, que concede al extranjero el goce de los de- 
rechos civiles independientemente de la condición de reciproci- 
dad. En efecto, esta condición hallábase sancionada en el Código 
de las Dos Sicilias (art. 9.'), en el de los Estados de Cerdeña 
(art. 26) y en el de Parma y Flasencia (art. 82). 

Por consiguiente, la capacidad jurídica para disponer por 
testamento, se encontraba, en general, subordinada á la condi- 
ción de reciprocidad. Por vía de excepción, algunas veces se ad- 
mitía que el extranjero pudiese disponer solamente á favor de 
nn ciudadano del Estado. Así en el Código sardo, en el art. 703, 
se decía: <EI extranjero que posea bienes en el Estado puede 

> disponer de ellos por testamento también é. favor de un ex- 
» tranjero, conforme al art. 26 (jwe establece el sisi^na de la reci- 

* procidad). En el caso en que no pudiese disponer, conforme á 
II lo establecido en dicho artículo, podrá, sin embargo, hacerlo 

> en favor de un subdito.» 

El Código de los Estados de Parma y Plasencia, decia en el 
nrt. 619: cLa ley declara incapaces de disponer áloa extran- 

* jeros respecto de los bienes inmuebles situados en estos Esta- 

* dos, salvo lo dispuesto en el art, 32 {que sanciona el principio 

> de la reciprocidad). El extranjero que, con arreglo á los artícu- 

> los 1.403 y 1.404, haya adquirido bienes inmuebles en estos 

> ducados, cuando no pueda acogerse á lo dispuesto en el ar- 

> tfcnln 32, tendrá la facultad, sin embargo, de disponer de ellos 



re dé la coi^ttion civile de» étrangert en France, pág. 171, 222; Antoine, 
De la Kueeetsioa en Driñt tnt. privé, cap. I; Champcommunal, EtitcU tur 
la lucceiwion, cap. 1, 6. Véase Preliminares, cap. II, pág. 53, tomo I, 
de esta obra. 
(1) Véase g 99 7 siguientes, tomo I de esta obra, pág. 175 (a). 

{a\ 8« refiere el laMr á le lej re 
de dttraociAn, qas ávtogCi loe er'- 
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> por testamento, siempre que lo haga á Catof de ua dudadano 

> de estos Estadosi. 

Después de la promulgación del Código civil italiano, aBimi- 
lado el extranjero al ciudadano en el goce de los derechos ciñles 
qne le corresponden, la capacidad para disponer por testamento 
está en principio reconocida, y sólo cabe discutir acerca de la ley 
conforme á la cual debe ejecutarse el derecho ; determinarse 1.« 
capacidad para disponer por testamento. 

No nos detendremos á exponer cómo en otros patses, aunque 
se reconozca y proclame el justo principio de que los derechos 
privados del hombre deben ser respetados sin preocuparse de i-i 
es ciudadano ó extranjero, no obstante, la capacidad para dispo- 
ner por testamento está subordinada á la condición de recipro- 
cidad. 

'1.41C En cuanto á la capacidad para adquirir por suce- 
sión testamentaria, según las leyes de algunos países está subor- 
dinada también á la condición de reciprocidad establecida por 
la ley 6 reconocida mediante los tratados ajustados j en vigor. 
I'-IIS* La legislación reciente para el imperio alem&n, por 
ejemplo, no sólo abre ancho campo á la restricción de la reci- 
procidad, en virtud del principio sancionado en el art. 35 de bt 
ley introductiva, sino que justifica también en ciertos casos el 
derecho de retorsión, en virtud de lo que dispone el art. 31, qa« 
dice: «Podrán ordenarse por el Canciller del Imperio, con el 
asentimiento del Consejo federal, las medidas de retorsión con- 
tra el Estado extranjero y contra sus nacionales y sus sucesores 
jurídicos.* 

Con arreglo á la legislación vigente en el Perú, la capacidail 
necesaria para hacerse cargo de la sucesión mediante testamen- 
to depende también de los tratados, y está, en general, subordi- 
nada á la restricción de la reciprocidad. El art. 635 del Código 
civil peruano establece, en efecto, que el extraqjero puede adqui- 
rir como heredero los bienes situados en el Perú, si justifica que 
en su pais los peruanos gozan del mismo derecho de sucesión 
testamentaria. Los autores que comentan esta disposición ensc- 
3an que para establecer la reciprocidad no es suficiente probar 
que, según la ley del pafs extraujero, se admita la capacidad 
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para heredar á favor de un peruano, sino qae ha; que probar 
también la capacidad especial respecto dé cada derecho sucesorio. 
El artículo, en efecto, dice: Del misfíto derecho de sucesión. Por 
consiguiente, un extranjero no podrA reclamar un legado en el 
Perú si DO prueba, oo sólo que el peruano puede suceder en su 
pafs, sino que también puede recoger en él un legado (1). 

También en Servia la capacidad para disponer por testamen- 
to y para suceder en virtud de una disposición testamentaria, 
está subordinada á lo estipulado en tos tratados vigentes. 

Sin necesidad de extendemos mis, advertimos que, admitido 
que la capacidad ó incapacidad para disponer 6 para adquirir 
una sucesión en virtud de testamento, debe determinarse con 
arreglo ala ley, cuando la lex rtí litae declare en absoluto inca- 
paces & los extranjeros 6 subordine la capacidad á la restricción 
de la reciprocidad, esta disposición debe ser considerada como 
absoluta é imperativa erga omnes, como toda ley que forme partí; 
del Derecho público territorial ó del Derecho político de cadu 
país, y no puede discutirse la autoridad territorial de la mísm». 
■•414. La cuestión acerca de la ley que debe regir la ca- 
pacidad para suceder ab intestato y para disponer y suceder poi- 
testamento, sólo puede surgir en el caso en que el extranjer>> 
pueda en principio suceder y disponer de una y otra forma. En 
las legislaciones do los distintos países hay disposiciones diver- 
sas respecto de la incapacidad de los herederos en caso de suce - 
sión ab infásíato, y de la capacidad é incapacidad en caso de su- 
cesión testamentaria; y como no siendo uniformes las disposlcio 
Des en este respecto, puede verificarse el concurso de leyes diver- 
sas, es indispensable precisar qué ley debe aplicar el Juez pam 
resolver todas las cuestiones que se originen sobre esta materis. 

El legislador italiano, por ejemplo, dispone en el art. 723: 
«Todos son capaces de suceder, salvo las excepdones determi- 
nadas por la ]ey.> En el art. 724 declara incapaces á los no con- 
cebidos y á los que no nacen viables, y en el 726 determlnn 
quiénes son incapaces de suceder por causa de indignidad (a). 



(1) Véase Pradier Foderé, loe. cit., pág. 51. 

(a) La incapacidad de suceder está contenida en el Código civil 
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El legislador francés consagra también á esta materia los ar- 
tlcalos 726, 726 j 737, y las diaposiciones en estos artfculoB san- 
cionadas no se conforman con las del Código civil italiano. Asi, 
por ejemplo, en el Código francés se declaraba incapaz al con- 
denado á muerte civil, incapacidad qae no existe en el italiano, 
y qae fué admitida en Francia basta la Ley de 31 de Mayo 
de 1854 que abolió ta muerte civil. 

Bespecto de los incapaces por causa de indignidad, el legis- 
lador italiano declara tal al que voluntariamente haya matado ^ 
intentado matar á la persona de cuya sucesión se trate, y el le- 
gislador francés, por el contrario, declara que lo sea el que haya 
sido condenado por haber matado ó intentado matar al difunto (a). 

En lo que atañe & la sucesión testamentaría, el legislador 
italiano declara incapaz de testar al que no haya cumplido los 
dieciocho años de edad (art. 763), y el francés admite como ca- 
paz para disponer por testamento al que haya cumplido dieciséis 
años, y añade que el menor que ha llegado á tos dieciséia años 
Qo puede transmitir por testamento sino la mitad de los bienes 
de que la ley permite disponer al mayor (art. 904] (b). 

Tocante á la capacidad para suceder por testamento, el legis- 
lador italiano declara capaces & los hijos inmediatos de un& per- 
sona determinada que viva a! tiempo de la muerte del testador. 
aunque no hubiesen sido concebidos (art. 764); y el francés, por 
el contrarío, dispone que, para suceder por testamento, es pre- 
ciso que el instituido haya sido concebido en la época de la- 
muerte del testador. 

Omitimos otras notables diferencias que se encuentran en los 
dos Códigos citados, y las que se encuentran en los Códigos y 
en las leyes vigentes en otros países. 

't*4l&. ¿Qué ley <febe aplicarse para determinar la capa- 
español, en cuanto á las criatnras abortivas, 6n et art. 746, asi como 
á las asociaciones ó corporaciones no permitidas por la ley; y por 
cansa de indignidad, en el art. 756. 

(a) El Derecho español exige también que el incapaz haya sido 
amdenado en juicio por haber atentado contra la vida del testador, 
de BU cónyuge, descendieñtee 6 ascendientes. 
(6) Sólo exige catorce años el legislador español (art. 663). 
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cidad de transmitir y de suceder en c&so de sucesión mortia 
cama? 

En el sistema que atribuye á las leyes que rigen la sucesión 
la autoridad del estatuto real, y que se funda en el principio 
tot heredUates quot terrüoría, se sostiene que deben considerarse 
como reales también l&e disposiciones relativas & la incapacidad 
en materia de sucesiones, reconociendo en ellas el .carácter del 
estatuto real. Esta afirmación la encontramos consagrada en la 
sentencia de) Tribunal de casación francés de 31 de Marzo 
de 1874 (1), y he aquí las razones que aduce el consejero Gai- 
llemard, ponente: 

<TeQÍendo toda ley sobre las sucesiones por objeta principal 

* y predominante las cosas y no las personas, constituye por 

> excelencia, puesto que este es el carácter que los distingue, no 

> un estatuto personal, sino un estatuto real en todas las dispo- 

> siciones de que se compone, aun en aquellas que establecen 

> exclusiones é incspacidadea; de suerte que estas exclusiones 6 

* incapacidades cambian y vailan, nacen y terminan, según la 

> situación de los bienes, con el territorio sobre el cual la ley 

* ejerce y limita su imperio. Acontece esto, no sólo respecto de 

> las causas de exclusión ó de incapacidad, que no afectan al es- 

> tado de la persona, como la indignidad, sino también de aque- 

> lias que le afectan en todo 6 en parte, como una falta ó un tícío 

> de cualidad; y es porque en materia de herencia, de capacidad 

> ó de derecho de sucesión, el estatuto más personal, ya prohiba, 

> ya excluya, se transforma por la fuerza de las cosas, ó, según 

> la expresión de D'Argentré, por la mezcla de las cosas, y se 
» convierte en real: Statuta personarum, dice, rerum mixtura rea- 

* lia fiunt in realia eeadunt.» (Oons. Brít., art. 218. Glosa 6, 
número 23). 

S.41S. Nosotros creemos que aun aceptando el sistema 
francés en materia de sucesiones, debe admitirse que la cuestión 
acerca de la capacidad hay qne decidirla conforme al estatuto 
personal. Aun dando al principio del art. 3.* del Código civil 



(1) Cas., 31 de Marzo de 1674, Sebaoam c. Loutrani {Journal du 
FalaU, 1874, pág. 881). 



i tv Google 



2o2 LIBBO V — CAPITULO VIII 

francés el alcance que quiere darle la jurisprudencia, no podemos 
admitir que la cuestión de la capacidad caiga btgo el imperio de 
la ley territorial. Cualquiera que fuese el objeto del derecho, 
respecto del cual precisara determinar la condición de la perso- 
na j la capacidad del sujeto, no puede atribuirse á la ley la au- 
toridad del estatuto real sin desnaturalizar la sustancia de las 
cosas, puesto que la capacidad de las personas, estando en re- 
lación con su estado y con su condición, debe, en general, regir- 
se por el estatuto personal, en virtud del mismo principio del 
articulo 3° de aquel Código, que considera como estatuto perso 
iial toda ley que regule la capacidad de las pwsonas. En efecto, 
el legislador francés atribuye & su ley nadaiial autoridad para 
regir la cfipacidad de los franceses, aunque residan en el ex- 
tranjero. 

Toda ley acerca de la capacidad no tiene por objeto ni las 
cosas muebles ni las inmuebles, sino la condición de la persona. 
¿Cómo, pues, aun aceptando el principio ciertamente insostoni- 
ble de que la sucesión debe estar sometida á la ^ m sita», se 
puede sujetar también á la ley territorial la capacidad para be- 
redar y para disponer? Decimos esto refíriéadonos, no ya á los 
principios racionales del derecho, sino al sistoma consagrado 
por la jurisprudencia francesa, esto es, á que tas leyes que rigen 
la sucesión ab intistato y testamentaria tienen el carácter de es- 
tatuto real, y observamos que, aun admitiendo este concepto, no 
se puede, sin desnaturalizar la sustancia de las cosas, extenderla 
autoridad de la lex reí sitae hasta regular la capacidad para su- 
ceder y para disponer por testamento 6 las condiciones de inca- 
pacidad. 

¿Se dirá, acaso, que un italiano, que segdn la ley que rige 
su condición civil no puede disponer por testamento si no ha 
cumplido tos dieciocho años, puede hacerlo á los dieciseis si 
los bienes á que se refiera la disposición testamentaria eat&n eo 
Francia; 6 que si ha llegado á los dieciocho años no puede dis* 
poner sino de la mitad de los bienes, conforme á lo que estable- 
ce el legislador francés, si las cosas de que ha dispuesto est&n 
situadas en Francia? ¿Cómo se quiere encontrar en la primera 
parte del artículo 3.° del Código civil francés el principio qa» 
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sujeta á la le; francesa la capacidad de un italiano para dispo- 
ner por testamento, considerando como real una hj que por su 
naturaleza es eminentemente personal? 

Yeremoa í continuBcidn cómo en esta materia, la ley que 
rige la capacidad ó que establece laa condiciones de incapacidad 
puede asumir en ciertos casos el carácter de estatuto real; pero 
no podemos aceptar como principio (refiriéndonos siempre al 
Código francés) lo que establece la sentencia del Tribunal de 
casación, y se expone en el informe del ponente, esto es, que en 
materia de capacidad, en lo que se refiere á las sucesiones, el 
estatuto más personal se transforma en estatuto real. 

La anomalía, dado el sistema establecido por el Tribunal de 
casación, es tanto mayor, cuanto que admitido en principio que 
con relación á la sucesión inmobiliaria debe tener autoridad la 
lev rei süae y respecto déla mobiliariala personal del difun- 
to, se deduce de esto que tratándose de inmuebles que radi- 
quen en Francia, la cuestión de la capacidad deberla resolverse 
conforme á la ley fr&ncesa, y en cuanto á los muebles, existentes 
igualmente en esta nación, deberla aplicarse el estatuto perso- 
nal. Los tribunales franceses, por consiguiente, tendrían que 
considerar á una persona capaz é incapaz al mismo tiempo, si 
tuviesen que decidir esta cuestión de la capacidad con relación 
al mismo patrimonio del de cujus. Se comprende fácilmente que 
serla absurdo admitir tan grave anomalía, 

1.41 V> Sn el sistema que considerándola herencia como 
una univertiUis jurídica somete el derecho sucesorio á la autorí- 
dad del estatuto personal, no puede caber dnda que la cuestión 
de la capacidad y de la incapacidad para transmitir y para su- 
ceder, debe resolverse atendiéndose en general á la misma ley 
que debe regir la saceeión. 

La controversia en este sistema se reduce, en primer lugar; 
& determinar el estatuto personal que debe regular la capacidad 
del de cujus; esto ss, si se ha de precisar por razón de su domi* 
cilio ó de su nacionalidad, y luego si esta ley debe tener autori- 
dad, no sólo para fijar la capacidad del deeujtts, sino también la 
del heredero. 

Resuelta esta cuestión, conviene después examinar en qu& 
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casos el estatuto de la capacidad puede estar limitado por virtud 
de las disposiciones saDcionadas por la lex rei aitae. 

La discusión, desde el primer punto de vista, entra en la mis 
general que se refiere á la ley que debe regir la sucesión j los 
requisitos para la transmisión de la herencia. La capacidad, en 
general, para dejar herederos y para disponer por testamento 
es, en efecto, uno de los requisitos sustanciales para la transmi- 
sión de la herencia. Es natural, pues, que se admita la autoridad 
de la le; def domicilio del difunto 6 la de su ley nacional, según 
tíl principio dorainante respecto de dicha transmisión. 

£1 Derecho inglés, por ejemplo, admite la autoridad de la 
ley del último domicilio del difunto para todo aquello que se re- 
fiere & la sucesión legítima y testamentaria en su propiedad 
mueble (1), y esta ley es la que se aplica & la capacidad del di- 
funto que haya dispuesto por testamento de sus bienes mnebloH. 
Seglin refieren Dicey y Westlake, esta regla no ha aido modifi- 
cada por el estatuto 24 y 25 Victoria, capítulo 114, llamado 
comúnmente lord Kingadowng'act. En virtud de este estatuto se 
modificó la regla acerca de la ley que rige la eficacia de un tes- 
tamento relativo & los bienes muebles, y se estableció que para 
decidir sobre su validez, basta que ésta pueda comprobarse con- 
forme & la ley del último domicilio del diñinto, d á la de su do- 
micilio en el momento en que hizo el testamento; mientras que 
flegÚQ el derecho preexistente, habla que referirse exclusiva- 
mente á la ley del domicilio del testador al ocurrir su muerte. 
Esta disposición se ha aplicado siempre que el causante ha 
muerto después del 6 de Agosto de 1661, en que el estatuto se 
promulgó. Westlake, sin embargo, afirma que tal estatuto ha 
modificado la regla general sólo en lo relativo & los reqaisitoB 
exigidos para la validez en cuanto á la forma del acto; pero que 
en lo relativo á la capacidad de la persona para disponer válida- 
mente por testamento de sus bienes muebles, aun deapués de 
regir la lord Kíngsdowns'act, debe resolverse siempre con arreglo 
á la ley del último domicilio del difunto (2). 



(1) Dicey, Conjliat oflnwi. Regla 180, página 180. Regla 181, págí- 
lias 684 y siguientes. 

(2) Véase Westlake, La doctrine anglaúe en matíhe de droit iiUer- 
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Por el contrario, en el sistema de la ley italiana, considerán- 
dose como estatuto personal de cada nno la ley de la nación á 
que pertenece, hay que referirse en general á ésta, á fin de de- 
terminar la capacidad para disponer por testamento. 

1.418. Pero admítase uno ú otro de los dos sistemas res- 
pecto del estatuto personal; esto es, que se determine teniendo 
en cuenta el domicilio del individuo 6 su ciudadanía, creemos 
«vidente que la ley que establece la capacidad 6 la incapacidad 
para disponer por testamento, tiene por su naturaleza y por sn 
finalidad el carácter de estatuto personal, sin admitir ninguna 
distinciÓD entre la disposición relativa á los bienes muebles y á 
los inmuebles. Por consiguiente, cualquiera que sea la naturaleza 
de los bienes, debe resolverse conforme á la ley, á la cual debe 
considerarse sometida la persona, si ésta puede 6 no disponer 
por testamento. 

En realidad este es un acto revocable, por el cual una per- 
sona manifiesta su voluntad áe transmitir todo el patrimonio 6 
parte de 61 á una ó más personas que el testador indica, y este 
acto tiene valor jurídico conforme á la ley, siempre que sea la 
expresión de la voluntad libre y deliberada del diaponente. Aho- 
ra bien, no cabe duda que la ley á la cual debe entenderse que 
está sometida la persona, debe regir la capacidad para disponer 
por teistamento, determinando las condiciones de capacidad exi- 
gidas, á fin de que el testamento pueda reputarse como la expre- 
sión verdadera de la voluntad del disponente. En este acto jurí- 
dico no hay nada que afecte á los bienes, para sostener que el 
legislador del país en que éstos estén situados sea competente en 
la fijación de las condiciones de capacidad del que ba dispuesto 
<le BUS bienes. La teoría de aquellos que distinguiendo entre la 
capacidad ó la incapacidad general y la capacidad particular 
para' diaponer de los bienes, han sostenido que la ley relativa 
á la facultad de libre disposición de los inmuebles por testa^ 

uational privé, en el Joum. de Dr. int. privé, 1881, tomo VIII, pági. 
ñas 319 y USO. Dicej, que habla también de la Ley de 1861 (S4 y 25 
Victoria, cap. 114), en la página 693, op- cit,, añade que la disposición 
de dicha ley no ha modificado la regla general acerca de la qae 
rige la sucesión testamentaria. 
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mentó tiene también el carácter de estatuto real, está destituida 
de todo fundamento jurídico. 

Debe, pues, aplicarse la lej personal en la determinaciiSn de 
la edad requerida para hacer testamento; para declarar si e) 
pródigo puede testar ó no; si puede atribuirse ó no valor jurídico 
al testamento hecho por persona que no esté en su sano jui- 
cio (1); si la mujer casada puede otorgar testamento; ai puede 
hacerlo el quebrado, j otros casos análogos. Toda caestión rela- 
tiva á la capacidad para disponer mediante testamento, debe re- 
putarse sometida al imperio del estatuto personal. 

1>419. Pasemos ahora & examinar sí, respecto del sace- 
sor, la capacidad para adquirir por testamento debe regirse por 
BU estatuto personal. 

Los tratadistas no están de acuerdo al determioar la ley qne 
debe regir la capacidad del sucesor. Algunos aplican la regla ge- 
neral que se refiere al estado y á la capacidad de las personas, ; 
admiten, por consiguiente, que la capacidad para disponer debe 
regirse por la ley personal del disponente y la de recoger la he- 
rencia por la personal del sucesor. Este principio fué admitido 
por los jurisconsultos reunidos en La Haya en 1894. En el pro- 
tocolo de la segiaida conferencia para establecer reglas unifor- 
mes de Derecho internacional privado, los Delegados de los Go- 
biernos representados propusieron las reglas siguientes: 

<Art. 2." La capacidad para disponer por testamento 6 por 
donación á causa de muerte, así como el fondo y los efectos de 
estas disposiciones, se rigen por la ley nacional del dispooente. 



(1) Segiin la ley italiana (art. 763 G. civil), aun cuando no se haya 
pronunciado la sentencia de interdicción, puede impugnarse como 
nulo el testamento hecho por tjuieu no estaba en el pleno aso de sas 
facultades en el momento en que lo hizo, probando la enfermedad 
del testador, y no hay necesidad de que la enfermedad mental re- 
sulte del acto, como el iegialador dispone en el art. 337 para los con- 
tratos. En el Derecho francés no existe una disposición en este pan- 
to, y loa escritores han discutido si puede impugnarse como nnlo el 
testamento hecho por una persona que no esté en el pleno uso de 
suB facultades, ei no ha sido sujeto ¿interdicción. Esta caestiÓD, 
en todo caso, se decide ateniéndose á la ley personal del testador. 
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>Art. 6.° La capacidKd de los sucesores, legatarios ó dona- 
tarios, Be rige por bu le; nacional* (1). 

Otros opinaron que loe herederos ó los legatarios no pueden 
reputarse capaces siuo cuando su capacidad esté reconocida por 
la ley que rige la sucesión j por su estatuto personal. Así opi- 
naba Foelix: ( El estatuto real no basta para realizar la ad- 

V quisición. Es preciso que concurra tHmbién el estatuto perso- 

> nal, y el sucesor debe tener, además de la capacidad general de 

> que acabamos de hablar, la capacidad especial que el estatuto 
* personal exige para la adquisición de ciertos derechos» (2). 

En la primera edición de esta obra babiamos sostenido que 
la capacidad del sucesor debe regirse en general por su ley nacio- 
nal, salvo determinadas excepciones (3). Esta opinión fué soste- 
nida después por Laurent (4) y admitida por Weiss (5), Exami- 
nando después coa mayor detenimiento la cuestión, nos pareció 
más razonable admitir en general que la ley misma que debe re- 
{;ir la transmisión de la herencia ha de extender su autoridad 
[lara regular la capacidad del de cujus y la der sucesor, y en este* 
sentido hemos modificado la opinión que anteriormente habla- 
mos manifestado (6). Ahora, nos confirmamos en esta última, 
apoyándonos en las siguientes consideraciones. 

La relación hereditaria no consiste más que en el traspaso 
de tos derechos y de las obligaciones del difunto al heredero lla- 
mado á recoger la herencia y á representar la personalidad del 
(fe cujus (7). En realidad, en el momento de la apertura de la su- 
cesión la ley es la que, conforme á las reglas sancionadas por el ' 
legislador (transmisión legitima) ó reconociendo la voluntad del 



(1) Protocolo final de la segunda conferencia de La Haya, 25 de 
Junio-13 de Julio de 1894 (Joum. de Dr. int., 1896, pág. 206). 

(2) Drtñt Ínter, privé, 4.» ed., núm. G7, pág. 161. 

(3) Fiore, Der. int. privado, 1.» éd., 1869, pág. 520, § 397. 

(4) Laurent, Droü civil int., tomo VI, g 174. 

(5) Weiss, Der. int, privé, 2.* ed., pág. 693. 

(6) Véase Fiore, Sulle dwp. gener. tulla puUbUcaxione e. applieazione 
ddle leggi. Ñapóles, 1887, vol. U, § 744. 

(7) jVtftíí aliud eitherediUu quam tuccutioin nnivertam jiii, qaodde- 
/tiuctut hahuit. 

Dbbbcho int. pBiv,— Tomo V 11 
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difonto (transmisión testamentaría), llama á la persona del sn- 
cesor á ocupar el lugar del fallecido defiriéndole la herencia. Fars 
DO romper, pnes, no concepto jurídico por su nataralesa indiri- 
sible, creemos más conveniente que la misma ley regule la capa- 
cidad del de cujus y la del sucesor (1). Admitimos, sin embaído, 
C[ue en ciertos casos la capacidad ó la incapacidad pueda, poi 
excepción, depender del estatuto personal del sacesor; esto es. 
cuando la incapacidad se derive de la condición cítíI del indiri- 
duo capaz, como sucede en el caso del religioeo profeso 6 del 
condenado en causa criminal, como explicaremos deapaéa. En 
general, la capacidad del heredero, atendida la naturaleea del* 
sucesión, está en Íntima conexión con la relación hereditaria } 
con BU contenido, en cuanto no puede separarse de la traos- 
misió»; y, por consiguiente, creemos que teniendo en cuenta el 
justo concepto de la herencia (S), todo debe depender de la 1«} 
llamada á regir la sucesión (3). 

1.4SO, Estamos conformes, pues, en que la ley r^uladora 
de la transmisión de la herencia, debe aplicarse también para de- 
cidir si es indispensable que la persona llamada é, saceder exist 
en el momento de la apertura de la sucesión ó si basta quebaj^ 
sido concebida; si es incapaz el que no ha nacido yiahle; si pan 
ser considerado como indigno es indispensable que el que haya to- 
luntariaraente matado ó intentado matar á la persona de cdjs ' 
herencia se trate, sea reconocido culpable en juicio y condeuadj 
por tal delito (4), y otros casos análogos. 

For consiguiente, tratándose, t. gr^ de la Bncesión de m 



(1; Véase en sentido contrario Fillet, De* siiccettiom dan» te Jr 
intettiali'iiKiJ privé. Eennes, 1885, pág. 185. 

(2) Cons. sobre ei concepto de la herencia: Tilomust-Otielfi. « 
el Digñnlo italiano, Sucesiones, parte general, páginas 38G y tñgnienteti 
Fadda, Concetii/ondamentali del diritto credilario romano, cap. I, 

(3) Comp. Rolin, J>r. tul. privé, t, II, § 736; Antoiue, op. cit, 
gina 8fi. 

(4) l?egiin la ley italiana (art. 72ñ del Código civil), no se reqüitTi) 
para la indignidad que el enlpable haj'a sido condenado. La ind-f 
nidad de euceder puede decJararee por el Magistrado civil, anoq:» 
haya prescrito la acción penal. Según el Código francés, por el 
trario, es indispensable la condena para dar lugar á la indiguíilnl 
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iraDcés abierta en Italia, no bastaría para tenerle por incapaz de 
suceder, como indigno, entablar el juicio ante el juez civil italia- 
no, con el propósito de demostrar qae la persona llamada & 
recoger la herencia habla intentado matar a) difunto, j referirse 
-A lo que diapone el legislador italiano en el art. 726„ para sos- 
tener que es admisible la acción, En el caso de una sucesión 
extranjera, que en virtud de lo que dispone el legislador italiano 
en el art. 8." se rige por la ley francesa, habría que referirse al 
OÓdigo civil francés para decidir sobre la capacidad ó inca- 
pacidad para recoger una herencia sujeta á dicha ley. Ahora 
bien: como, según el art. 727 del Código civil francés, la inca- 
pacidad para suceder por causa de indignidad no existe sino 
como consecuencia de una sentencia dictada contra el culpable, 
si la causa no se hubiese seguido ó no pudiera seguirse por 
haber prescripto la acción, i nuestro juicio no podría proponerse 
la acción ante los Tribunales italianos fundándola en la disposi- 
ción sancionada por nuestro legislador. Ko podría admitirse en 
-contrarío que las disposiciones del legislador italiano relativas 
á la incapacidad por causa de indignidad hayan de considerarse 
inspiradas en razones de interés general 6 de orden público, j 
-que por esto deben gozar autoridad erga omnes. Por el contrario, 
creemos que debe prevalecer el principio de que la ley de la su- 
cesión es la indicada para regir la transmisión desde el punto de 
vista de la capacidad de la persona llamada como sucesor á ocu- 
par el puesto del difunto, y de shi que, aunque las disposiciones 
establecidas por el legislador italiano deban considerarse induda- 
4)lemente fundadas en razones de interés general y-de orden públi- 
co, no pueda admitirse que tengan autoridad respecto de las su- 
cesiones extranjeras, que, con arreglo á lo que el mismo legislador 
italiano dispone, se rigen por la ley de la persona de cuya beren- 
<;ia se trate. 

Las mismas reglas deben servir para resolver si el que ha 
incurrido en indignidad, puede, sin embargo, ser habilitado para 
suceder, y qué requisitos ba de tener la rehabilitación para que 
sea válida y eficaz. 

1.4191. Este es el sistema en que, & nuestro juicio, hay ma- 
jor coherencia. En efecto, es razonable que la ley que rige la 
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sucesión regule también toda relación que & la sacesión u re£^ 
ra, comprendido lo que atañe k la capacidad para suceder. 

Por el contrario, el sistema menos lógico es, en nuestra opi- 
nión, el que coDBÍdera como estatuto real la ley que se refiere áli 
capacidad. Dado este sistems, admitido por la jurísprudeoci] 
francesa, se seguiría que abnéndoae en Francia la sucedÚD d; 
un italiano, el heredero italiano llamado á recogerla no podrid 
ser excluido por indigno, si habiendo atentado contra la Tids i. 
la persona á quien debía suceder, no hubiera sido condenado eu 
juicio. Del mismo modo se excluirla como incapaz, confonnc j 
la ley territorial, al que do hubiese nacido viro ó viable, aunqc'- 
según la ley nacional de la persona de cuya sucesión se tniut. 
fuese su&ciente que el llamado á recoger la herencia hubiese u- 
cido, sin necesidad de probar sn viabilidad. Además, cotuo t: 
mismo tiempo que se admite la autoridad de la )ey extranjer- 
p&ra regir la sucesión mobiliaria, se considera como real el »• 
tatuto de la incapacidad respecto de la sucesión inmobiliaria, k 
llega al absurdo de que el mismo individuo pueda ser üla n' 
capaz é incapaz; capaz en razón de su ley personal, qne se apli- 
ca para regir la sucesión mobiliaria, é incapaz en virtud del< 
ley francesa, que teniendo la autoridad del estatuto real, debr 
regular la sucesión inmobiliaria y la capacidad del sucesor. 

^,^99. Pasemos ahora á examinar cómo en fuerza de 1< 
autoridad de la ley territorial puede limitarse la de lalejáqo- 
debe estar sometida la capacidad en materia de sucesiones. 

Entre las causas de incapacidad incluyen algunas lejes N 
muerte civil, declarando incapaz al condenado á esta cUsed' 
muerte. 

¿Debe admitirse esta incapacidad establecida por el estito- 
to personal si en el pafa en que ae abre la sucesión se tiene po' 
opuesta á los principios fundamentales del derecho? 

En cuanto á la muerte civil, consecuencia de una sentencii 
hemos manifestado ya nuestra opinión y nos remitimos á lo í>¡ 
teriormente dicho (1). La muerte civil, que anula la personalidii 
del hombre vivo y lo despoja de todos sus derechos persúDile^ 

(1) Véaíe § ■J8(í y 1,374; comp. Laurent, t. VI, § 176. 
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representa un absurdo, una injusticia condenada por la lógica j 
por ]a moral, 7 no puede admitirse que el estatuto personal en 
■esta materia deje sin efecto la ley territorial ó el derecho públi- 
co rigente. 

1.493. Alguna dificultad puede surgir respecto de la in- 
-capacidad de los religiosos, admitida por las leyes de varios paí- 
ses católicos. Si la sucesión se abre en un pafs que no acepte 
esta incapacidad especial, ¿deberá considerarse como incapaz de 
:6nceder, al religioso que lo sea según su ley personal? 

Observemos que las consecoencias civiles que pueden deri- 
-varse de los votos religiosos no son nna pena que el individuo 
sufre, como lo es la muerte civil. Ei entrar en una corporación 
religiosa es un acto libre que está dentro de la esfera de la au- 
tonomía individual, y si el religioso quiere entender á su manera 
•el concepto de la vida y renunciar & todo lo que tiene carácter 
mundano para consagrarse eateramente á sus sentimientos reli- 
.gioBos y á practicar la perfección evangélica como él la alcanza, 
todo esto está dentro de su autonomía. Por consiguiente, como 
la profesión religiosa constituye, respecto de aquel que libremen- 
te la profesa, una condición civil especial, las consecuencias que 
de ella se deriven deben igualmente considerarse como libremen- 
te queridas y como efectos legales de la profesión misma. 

Anteriormente hemos sostenido que los pactos sucesorios 
-que sean válidos conforme al estatuto personal, deben ser tam- 
bién eficaces en un país en que estén prohibidos como contrarios 
Á la ley (1). Ahora observamos que así como debe ser válida la 
renuncia del derecho hereditario libremente consentida en virtud 
de pacto expreso, eficaz con arreglo á la ley, así también debe 
serlo la renuncia por parte del que, queriendo entrar en la vida 
religiosa y sabiendo que de este modo renuncia á adquirir dere- 
chos patrimoniales por sucesión, libremente haga votos solem- 
nes. La incapacidad para suceder en este caso no es sino el re- 
sultado de su libre voluntad (2). 



(1) Véase § 1.396, pág. 229 de este tomo. 

(2) Gomp. Savigny, Sistema del Derecha romano, vol. VIII, § 366, y 
la nota de Hert y Bornemann en la traducción italiana de Scialoja, 
volumen VIH, pág. 167- 
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Si SD el país ea que se ha abierto la sucesióo se cree qne h 
vida religiosa está en oposicióii con loB intereses eociales 7 coi 
el respeto mismo á la naturaleza humana, por cnanto iispliu 
una abdicación voluntaría de los derechos del hombre y mu es- 
pecie de servidumbre perpetua, no puede encontrarse en esto mu 
razón justa para imponer las misniaB cooviccionea 7 loe mismo 
sentimientos á los que piensan de distinto modo. 

¿Se querrá, acaso, sostener que el religioso extranjno qut ¡le 
encuentre en las condiciones exigidas para suceder, peroqaesu 
incapaz según su ley personal, debe, sin embargo, ser admi- 
tido á la sucesión abierta en Italia, porque nuestra le; so re- 
conoce eficacia á los votos de pobreza j considera á los nli^i>- 
sos iguales á los demás ciudadanos laicos en el goce de los de- 
rechos civiles? ¿Hay, acaso, alguna razón de interés sodal pm 
deferir la sucesión á agnel que libremente ha renoociado ¿ elk 
y que intente mantenerse en su propósito? 

Hay además otra consideración. ¥11 sistema italiano tiene u 
fundamento racional y descansa en la separación completa de ii 
ley religiosa y de la ley laica y en la abolición de las corporui»- 
nes religiosas. Aunque estas corporaciones estuviesen recono- 
cidas por la ley del país extranjero, ¿podrá justificarse la adjidi 
cación de la herencia en virtud de la ley italiana al religid^^^ 
extranjero que no puede adquirir la propiedad, siendo ad^°' 
toda adquisición por su parte se entiende en beneficio de ea co- 
munidad ú orden? 

Si la ley del país extranjero hubiese declarado al n^O'^ 
incapaz de suceder por razones de interés público, para imp^i^ 
el acrecentamiento de las manos muertas que se verificaría p« 
consecnencia de los bienes recogidos por los religiosos y 4^ 
pertenecerían á las corporaciones, ¿cómo justificar la apliisáñ 
de nuestra ley para adjudicar al religioso la herencia qae .' 
correspondiese? ¿No se vulnerarían con esto, no sólo los inten- 
ses sociales del país extranjero, sino también el princifHOinw^ 
y social que informa la legislación de nuestro país, íaTOct- 
ciéndose de este modo á las corporaciones religiosas que noestr^ 
legislador ha abolido porque las consideraba nocivas & los at-.- 
reses económicos y sociales? 
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Sn este punto no estoy de acuerdo con Laarent (1), porque 
creo que la condición del religioso extranjero, aun en lo qae 
concierne á ao incapacidad para suceder, siempre que esta inca- 
]>acidad pueda considerarse fundada en la le; que rige la cor- 
jioración religiosa ft que esté adscñto, forma parte del estatuto 
Itersonal. Por consiguiente, la ley del país extranjero & que la 
corporación pertenezca j que debe determinar la condición juri- 
ilica de los miembroa que la constituyen, podría ser reconocida 
en nuestro pala, y á nuestro modo de ver no hay razones de in- 
terés público para sostener lo contrario. 

Por otro lado, sentamos estos principios en la hipótesis de 
que el religioso profeso quiera mantener libremente su carácter 
de tal y de qne sea llamado & snoeder mientras pertenezca & la 
comunidad, puesto que en este caso se desconocerían su condi- 
ción civil como miembro de la corporación y la autoridad de la 
ley extranjera, k la cual, eu virtud de su autonomía, quiso so- 
meterse, y se le adjudicaría el derecho hereditario como miem- 
Í»ro de dicha corporaciÓD. 

No decimos lo mismo en la hipótesis de que el religioso pro- 
feso, no queriendo sufrir aquella especie de servidumbre civil y 
lie abdicación de sus derechos que se consideran, bien ó mal, 
como consecuencia de los votos religiosos, haya abandonado su 
estado, asumiendo la posición de ciudadano tibre. En este caao, 
si subsisten tas condiciones requeridas para suceder, conforme & 
la ley nacional del de cujits, la incapacidad derivada de los votos 
solemnes no podrá ser una razón eScaz para excluirle de la su- 
cesión. Sostenemos esto apoyándonos en las mismas razones ex- 
puestas en el § 678. 

'1.494. Pero ¿por qué' ley ha de decidirse si el religioso 
profeso es ó no incapaz de recibir la herencia? Puesto qne su 
incapacidad dependería de au condición civil, como perteneciente 
á nna corporación religiosa, no creemos que pueda aplicarse ni - 
la ley que debía regir la sucesión, ni la determinada por su es- 
tatuto personal, para declarar su incapacidad como religioso pro- 

Cl) Véase Laurent, tít. VI, § 178 y Biguientes. 
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feBo, BÍDO más bien aquella & la cual debe reputarse sometida li 
corporación religiosa de que forma parte. 

Hemos dicho que la incapacidad del religioso profeso ea un. 
BecueDcia del heebo Toluntarío de haber renunciado al derecb' 
hereditario eotraudo eo una corporación religiosa. 

Este acto jurídico tieoe, & nuestro modo de ver, el mismo 
carácter que la renuncia de la dudadanía originaria qae se sigit 
del matrimonio de la mi^r casada con un extranjero. As! coni'< 
ésta pierde la ciudadanía originaría en virtud de la renuncia tí- 
ctta, asi el religioso profeso, que hace libremente aas votot et- 
- trando á formar parte de una comunidad religiosa, pierde Ij) 
capacidad para suceder. Ahora bien, como la ley que ha de rt- 1 
gir la corporación religiosa debe regalar también la condidói: 
ciril de los miembros que la constituyen, la misma le; «Jebe 
aplicarse para decidir si el que pertenece de hecho á ods coi- 
poración puede heredar Ó no. 

Si segdn la lejr del Estado en que la corporación religiosa 
está establecida, los miembros de ésta son incapaces de heredsi' 
como tales se les debe tener, aunque la ley que rija )a sucesión ni' 
admita la incapacidad de heredar por razóu del Toto religiosa 

No negamos que esta teoría puede impugnarse con fuertes 
argumentos y dar lugar á graves disputas. Aceptando nuestii 
opinión, se seguiria que si un italiano entrase en una corpora- 
ción religiosa establecida en un Estado extranjero donde la ley 
declarase incapaces de suceder á los individuos de aquella co 
munidad, sería también incapaz, á pesar de que, s^n U le; 
italiana, no existen ya religiosos incapaces de gozar de loe den- 
chos civiles y de heredar. Es necesario, sin embargo, tener ea 
cuenta que si en Italia las leyes han abolido las corporacioDCs 
religiosas y hecho desaparecer de este modo toda forma de in- 
capacidad civil en virtud de la ley eclesiástica; si el legislador 
los ha equiparado á los demás ciudadanos ante la ley civil, esto 
no implica que tas corporaciones religiosas no existan en loi de- 
más países, y que no sólo la condición de esas corporadonet. 
sino I& de los individuos que i. cada una de ellas pertenecen, ] 
específicamente su capacidad para suceder, no deba detenniur- 
se respecto de cada una de las corporaciones establecidas, ta 
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conformidad con las leyes polUicas del pnis en qne la corpora- 
ción eclesiástica esté establecida y reconocida. 

Es preciso también tener en cuenta que toda persona jurí- 
dica adquiere existencia legal merced á un acto de fuadacién 
aprobado por la autoridad suprema, y que la misma ley que de- 
termina Ta condición jurídica de la corporación uti univeraitas 
debe ejercer su influencia para determinar la condición jurídic» 
de los iiidividaos que la componen uti singuli; pero en cuanto 
forman parte de la corporación sten¿o miembros de la misma. 

Sentado esto, supongamos que un italiano pertenezca á ana 
comunidad eclesiástica establecida en un país extranjero donde 
conforme á la ley, el que entre en la corporación sea incapaz de 
«dquirir por sucesión, y esté equiparado al que baya válidamen- 
te renunciado el derecho bereditario. Admitiendo que sea llama- 
do á suceder, creemos que si intenta ejercitar su derecbo bere- 
ditario como miembro sometido á la autoridad eclesiástica, debe 
ser considerado como incapaz, aonque según su ley personal los 
religiosos, por su calidad de tales, no están privados del derecho 
<l6 BucesiÓD (I). 

Ciertamente, si quisiere renunci&r á formar parte de la cor- 
poración religiosa, y manteniendo igualmente su creencia y sus 
Totos asumiese la condición de religioso secular, podría invocar 
su estatuto personal y sostener que su condición de religioso no 
implicaba merma alguna én sus derechos civiles ante la ley laica. 
Si por las demás condiciones fuera capaz, según la ley que ri- 
giese la transmisión legitinaa ó testamentaria de la herencia, su 
derecho á suceder no podrfa ser negado. Pero si reclamase la 
herencia en su calidad de individuo de la corporación, nuestra 
Opinión es que, en ese caso, debería reputársele incapaz. En ge- 
neral, no puede estimarse capaz para suceder al que como sujeto 
de derecho no lo sea para adquirir. Ahora bien, en la hipótesis 
presentada, el religioso profeso sería incapaz de adquirir en 
nombre propio, si quería continuar formando parte de la corpo- 

11) Véase en sentido contrario á Weisa, i>i-. j/ií. pncí, tomo III, 
üonftict </f* loií, pág. 382; Laorent, Di: civil íní., tomo VI, § 181, no 
(expresa una opinión bien determinada sobre esta cueatidn. Comp. 
-Casación francesa, 26 de Febrero de 1873 (DaUoz, 1873, I, 208). 
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ración reltgioaa & que perteDocfa. En realidad no seria él el he- 
redero, sino la corporación, que, según )a misma le; italiana, no 
puede adquirí]^ y adjudicar la herencia al religioso, equiraldría 
á hacerle capaz para ejercitar el derecho hereditario mediante 
una persona íuterpuesta. Por consiguiente, aun dentro del espí- 
ritu de la legislación italiana, que suprimió las corporaciones re- 
ligiosas, DO podría justificarse el ejercicio del derecho heredita- 
rio por parte de un italiano que mediante la sucesión adquiriese, 
no para él, sino para la corporación, á que perteneciese. 

Concluyendo, pues, decimos que si el religioso se presenta á 
la sucesión como ciudadano pidiendo ejercitar el derecho que 
le corresponde conformen la ley laica; dejando deformar parte 
de la corporación regular, cualesquiera que fuesen los votos que 
hubiese hecho y el estatuto de la comunidad, ante la le; laica no 
podría admitirse la desigualdad de derecho derirada de la con- 
fesión y de la ley religiosa. 

Eu caso contrario, el que baya renunciado válidamente al de- 
recho hereditario en país extranjero, en el que, según la ley po- 
lítica, estén reconocidas las corporaciones eclesiásticas, y man- 
tenga firme su renuncia persistiendo en sn voluntario propósito 
de formar parte de la corporación eclesiástica extranjera, debe 
ser incapaz de suceder por razón de su incapacidad para adqui- 
rir en nombre propio mediante sucesión. 

I.ASft. La incapacidad que según las leyes de algunos paí- 
ses se deriva de la herejía, no puede admitirse si en el pafs en 
que se ha abierto la sucesión y donde se ejercite la acción de pe- 
tición de herencia no puede negarse por causa de herejía la ca- 
pacidad jurídica. 

No tendrían valor en este caso los mismos principios que he- 
mos expuesto acerca de la incapacidad del religioso extranjero, 
puesto que el caso es completamente diverso. Aquel á quien la 
ley aplicable i la sucesión niegue la capacidad jurídica por he- 
reje 6 apóstata, puede recoger la herencia que le corresponda en 
el país en que la sucesión se abra, y donde, según el Derecho 
público territorial, la condición jurídica del hombre es indepen- 
diente de BUS creencias religiosas. En efecto, el Juez de dicho 
pais no podría aplicar la ley extraiyera de la coal se dedu- 
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jese la incapacidad, sin derogar el Derecho público territorial. 

Considerando, pues, que la incapacidad se deriva de la ley 
independientemente de la voluntad del hombre, y que atribuyén- 
dole autoridad en un país donde la libertad de conciencia esté 
sancionada por la Constitución del Estado, se seguiría la viola- 
dóo de esta misma ley, es evidente que el Juez de dicho país do 
puede hacer sino reputar ineficaz la ley extranjera para no aten- 
tar al Derecho público territorial (1). 

1>4SS. Lo mismo debiera decirse si la ley extranjera de- 
clarase & loe judíos incapaces de adquirir por sucesiÓD 6 de reci- 
bir la propiedad iumueble. 

Esta ley no podría ser aplicada por el Juez de un país don- 
de, según el Derecho público vigente, los judíos puedan adquirir 
como los demás ciudadanos. La ley que estableciese esta incapa- 
cidad, tendría, en efecto, el carácter de ley política; por lo cual, 
en el país en qne hubiese sido promulgada, obligaría á todos los 
judíos, fuesen ciudadanos ó extranjeros; pero en los demás en 
qoe DO estnvieseo en vigor leyes semejantes, no podría teoer 
autoridad, no podría ser aplicada por el Juez, siempre por la 
razón de que el Juez de un país no puede aplicar una ley extran- 
jera que derogue el Derecho público territorial (2). 

1.491. Examinemos ahora la incapacidad que puede deri- 
varse de la sentencia penal. 

Según las leyes de algunos países, el qne ha cometido ud de- 
lito, además de estar sujeto á las sanciones penales y á las penas 
restrictivas de su libertad personal, lo está también á ciertas 
incapacidades en el goce de loa derechos civiles, como conse- 
cuencia de la sentencia penal. Esta incapacidad puede algunas 
reces afectar al derecho de disponer mediante testamecto y al 



(1) Véase en eentido contrario Antoine, De la sueettncm legitime, 
§ 74. El Tribunal de Cíisaciiín de Turf n falló acertadamente por sen- 
tencia de 13 de Septiembre de 1670, qne publicada la Constitución 
italiana en las provincias nnidae á Italia, cesaron ipto jure lae inca- 
pacidades que, en virtud de las leyes allí vigentes con anteriorídadr 
afectaban á Jos que no profesasen la religión cristiana. (Annalt ddla 
Giurispriulenza ital, IV, I, 402). 

(2) eavigny, op. cit-, vol. Vni, § 365, pág. 162. 
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de recoger por este titulo un legado hecho á favor del condena- 
do. Asf, por ejemplo, según el Código penal italiano, el conde- 
uado i trabajos forzados, además de ser privado de la patria po- 
testad j de la autoridad maritfJ, est& privado de la capacidad 
4)ara testar, j la sentencia condenatoria hace nulo también el 
testamento otorgado anteriormente (1). 

Seg&Q la le; francesa de 31 de Mayo de 1854 (art. S.*), el 
condenado á una pena aflictiva perpetua, no sólo no pnede dis- 
poner de sus bienes en todo 6 en parte, sea por donación 6 en- 
tre vivos, sea por testamento, sino que se le declara igualmente 
incapaz de rfcibir nada por titulo, á no ser por causa de alimen- 
tos. Todo testamento hecho por él antes de la sentencia en qae 
«e le impuso la pena, es nnlo (a). 

¿Cu&l será el efecto de la sentencia penal de la que se deri- 
ve la incapacidad para disponer ó para suceder por testamento, 
«n el caso en que sea llamado i decidir acerca de la incapacidad 
el Juez de un tercer Estado? 

Conforme á los principios generales del Derecho, como las 
le^es penales tienen autoridad exclusivamente territorial, las 
penas impuestas no pueden ser eficaces, sino solamente en el te- 
rritorio sobre el cual la soberania ejerce su jurisdicción. 

£n general, seria, pues, preciso admitir, que el ciudadano 
italiano ó francés, condenado por la justicia penal extranjera, no 
debe sufrir la incapacidad que se deriva de la sentencia penal 
conforme á la le; nacional del uno Ó del otiro. El Código penal 
italiano, sin embargo', contiene una disposición especial en el ar- 
ticulo 7.°, que establece que cnando se haya pronunciado en el 
extranjero una sentencia que conforme í la ley italiana lleve 
consigo como pena ó efecto penal la ioterdición para cargos pú- 



(1) Código penal, art. 33. 

(a) La pena de intordicciÓD civil accesoria de las de cadena per- 
petua y temporal en el Código penal español de 1870, sólo priva al 
penado, mientras la estuviere sufriendo, de los derechos de patria 
potestad, tutela, curaduría, participación en el Consejo de familia, 
de la autoridad marital, de la administración de bienes y del dere- 
cho de disponer de ios propios por actos entre vivos. V. los artícu- 
los 43, 54 y 57. 



i tv Google 



CAPACIDAD É INCAPACIDAD DEL SUCEBOB 269 

blicoB ú otxa incapacidad, la autoridad judicial, & instancia del 
Mioisteño público, podrá declarar que la sentencia dictada en 
el extranjero produce en el reino la interdicción 6 la incapacidad 
susodicha, quedando al condenado el derecho de pedir que antes 
que se dicte providencia sobre la petición del Ministerio públi- 
co se reproduzca el juicio seguido en el extranjero. 

Teniendo presente esta disposicióit, habría que adoútir que 
si UD italiano fuese condenado en el extranjero á una pena per- 
petua y hubiese hecho testamento antes ó después de la conde- 
na, los interesados pueden hacer las oportunas instancias para 
que la autoridad judicial italiana declare la incapacidad para 
testar 6 la nulidad del testamento hecho antes de haber sido- 
condenado, salro el derecho del condenado á pedir que se re- 
produzca en Italia el juicio seguido en el extranjero, á fin de 
evitar la incapacidad derivada conforme á nuestra ley de la im- 
posición de ana pena perpetua. £)n esta hipótesis quedaría 4 
salvo el principio; esto es, que la sentencia penal no puede pro- 
ducir sus efectos sino dentro de los limites en los cuales puede 
ejercer su poder la justicia penal. La incapacidad para testar 
sería, en efecto, consecuencia de la declaración por parte de la 
autoridad judicial italiana que hubiese reconocido la eficacia de 
la sentencia pronunciada en el extranjero para los efectos de 
aquella incapacidad derivada de la imposición de una pena 
perpetua. 

Advertimos, además, que lo que hemos dicho puede ser apli- 
cable en el caso de úa ciudadano italiano condenado á pena per- 
petua por la jurisdicción extranjera por delito cometido en te- 
rritorío extranjero, si el Juez italiano fuese llamado & juzgar de> 
valor del testamento hecho por aquél. 

1.498. ¿Cómo deberla resolverse, la cuestión acerca de la 
capacidad para testar j del valor jurídico del testamento hecho- 
por el condenado á una pena perpetua, si se plantease ante Ios- 
Tribunales de un tercer Estado? 

En este caso creemos que cuando el condenado á una pea» 
perpetua haya sido juzgado por los Tribunales de su patria, la 
incapacidad consiguiente para disponer ó para suceder por tes- 
tamento debe admitirse también en los países extranjeros. De- 
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«irnos esto, porque, en genera], la ley qne rige la capacidad para 
disponer 6 para suceder por testamento, tiene por au naturaleza 
«1 caricter de estatuto personal, como toda disposición legisla- 
-ttva concerniente & la capacidad de las personas. 

La ley penal, en aquella parte en que resirÍDge la capacidad 
-del condenado, tiene también respecto de los ciudadanos del Es- 
tado naturaleza y carácter de ley personal, en virtud de la ju- 
risdicción personal que soliro aquéllos corresponde á la sobe- 
ranía. 

Si, pues, según la ley nacional la imposición de una pena 
perpetua implica la incapacidad para disponer ó suceder por 
testamento y el autor del delito ba sido juzgado y condenado por 
los Tribunales nacionales, no debería negarse en loe dem&s Es- 
tados el efecto de la sentencia, en aquello en que ésta modificase 
la capacidad del condenado, por cuya razón admitimos que nn 
francés á quien se baya impuesto una pena perpetua por un Tri- 
bunal francés debería ser declarado también incapaz de suceder 
por testamento, si el juez italiano tuviese que decidir acerca de 
su incapacidad derivada de la imposición de la pena, y fiin que 
-obstase que, confonne & la ley de nuestro país, la impoeicióo de 
una pena perpetua implique solamente la incapacidad para dis- 
poner y no para suceder por testamento. Admitido el principio 
-de que en esta materia se debe reconocer la autoridad del esta- 
tuto persona], asi como se reconoce la incapacidad del que con- 
forme á la ley nacioDal ba sido judicialmente declarado incapaz 
por demente, deberla ser aceptada la incapacidad del que, con 
arreglo í las leyes de su patria, hubiese sido legalmente sujeto 
& interdicción en virtud de la condena. Las restricciones de la 
capacidad, derivadas de la sentencia penal pronunciada por la 
jurisdicción francesa respecto del ciudadano francés, tienen 
también naturaleza y carácter de ley personal. En este caso, por 
<»>nsiguiente, no se trataría de dar á la sentencia penal eficacia 
extraterritorial, sino más bien de reconocer autoridad extraterri- 
torial á la ley personal. 

Muy distinto serla el caso si el francés hubiese sido conde- 
nado por un Tribunal extranjero, porque entonces si de esa sen- 
tencia aé quisiera deducir la incapacidad que de ella se derivase 
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según la ley nacional del condenado, se daría eficacia extratem- 
toríal á la sentencia penal (1). 

1.4SV. EMegislador italiano declara incapaces de snceder 
f or testamento á loe bijos adulterinos é incestuosos, concedién- 
doles sólo el derecho ¿alimentos (3). Igual disposición se san- 
i'iona en el art. 762 del Código civil francés (a). Siempre que la 
condición de hijo incestuoso ó adulterino resulte de una prueba 
preestablecida, auténtica é incontestable (3), bu incapacidad para 
suceder debe considerarse absoluta, según la ley italiana, j, por 
consiguiente, aunque no baya parientes legítimos, los hijos adal- 
terinoB é incestuosos no pueden recibir en la sucesión paterna ó 
materna más que los alimentos. 

Se quiere justificar esta disposición verdaderamente rigurosa 
con razones de alta moralidad y como una defensa de las buenas 
costumbres. El Tribunal de caeación francés ha dicho que las 
«Jonaciones hechas al hijo adulterino deben anularse, porque tie- 
uen una causa ilícita (4). Hoy, sin embargo, se tiende ¿ mitigar 
este rigor. De todas suertes, en el Derecho internacional priva- 
do solamente se puede discutir si respecto de esta incapacidad 
debe admitirse la autoridad de la ley personal ó la de la ley te- 
iTitorial. Nosotros creemos que también en este caso debe pre> 
valecer el estatuto personal de aquel de cuya herencia se trate. 
No «ictAtramos razones de interés público ni de interés social 
li&VBk admitir la opinión contraria. 



(1) CouB. WeisB, Dr. int. privé. JJe conflict de» loü, página 366 y 
sigaientes. 

(2) Artículo 767. 

(a) El art. 139 del Código civil español sólo concede á los hijos 
ilegítimos, en quienes no concurra la condición legal de naturales, 
el derecho á exigir de bub padrea alimentos, conforme al art. 143. 

Aun este derecho á alimentos está reBtringido por el art. 140, al 
exigir que la paternidad ó maternidad se infiera de una sentencia 
filme ó de un documento indubitado de expreso reconocimiento, y 
respecto déla madre, si se prueba cumplidamente el parto y la 
identidad del hijo. 

(3) V. T. de Florencia, 13' de Septiembre de 1892, F. F. B. y C. 
(Ann. delta Giurispr., XXVI, 3, 325), y Cas. de Florencia, 13 de Julio 
de 1893. Cid., XXVII, página 31!J). 

(4) Cas. 29 de Junio de 1887. Pand. franc, 87, 1, 245. 
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Compren demoB que la ley. que niega á los hijos bdnlteriDos 
la capacidad para suceder por lestamento, está inspirada en 
DiotivoB ele interés público. Chabot en su itiforme al tríbanado, 
decía que siendo hijos del delito, no pueden ser tratados como 
los hijos de personas libres (1); y admitimos también que los le- 
gisladores que como el italiano se han mostrado tan rigurosos 
con los bijos adulterinos, lo ban hecho para defender las buenas 
costumbres. Sin embargo, no es menos cicirto, que según la opi- 
nión de tos jurisconsultos ; según el sentimiento jurídico que 
poco á poco se ha ido formando á través del tiempo, este rigor 
con los hijos adulterinos se considera como una gran injusticia- 
Son hijos del delito: pero ¿pueden acaso imputárseles las faltas 
desús padres para tratarlos, como dice Laurent, con un rigor 
verdaderamente draconiano? De todos modos, si en un paSs se 
puede justiñcar para el buen régimen de la familia, una dureza 
tan excesiva respecto de los que deben estar sometidos al impe- 
rio del legislador, no creemos que se ofende á tas buenas cos- 
tumbres, si respecto de aquellos que pertenezcan á una naciona- 
lidad extranjera, donde según la ley vigente no se nieguen de- 
rechos sucesorios al bijo adulterino, se reconoce la autoridad 
de la ley que rige el derecho de sucesión. ¿Se querrá acaso sos- 
tener que las leyes promulgadas por et soberano de un Estado 
deben reputarse eficaces para defender las buenas costumbres 
en todos los países del mundo? No estamos dentro de los limi- 
tes de la ley penal, que debe indudablemente tener autoridad 
erga omnes, para sostener que la disposición legislativa, limita- 
tiva del derecho del hijo adulterino & los alimentos, debe tener la 
misma autoridad que corresponde á la ley penal en el territorio 
de cada Estado. 

Es preciso también tener en cuenta (refiriéndonos como ejem- 
plo & la legislación italiana), que la ley rigente se considera taii 
rigurosa y tan excesiva, que ae tiende á modifícarta y á corre- 
girla en UQ sentido más favorable, y que con este objeto se ha pre- 
sentado ya una proposición á la Cámara de Diputados. -Pero 
mientras la ley actual esté vigente, habrá que admitir que un 

(1) Véase Leeré, tomo V, pág. 119, ed. belga. 
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italiano que tenga respecto del de cujus extranjero la condiciótt 
de liijo adulterino, suponiendo qne el Juez ít^ano haya de de- 
cidir acerca de esto, no puede hacer valer más derecho de suce- 
sión en Italia que el de alimentos. En virtud de la jurisdicción 
]ieraonal, la disposición del art. 767 es imperutíra respecto del 
Lijo, si éste es ciuJadano italiano. 

Debe admitirse igualmente, que si u» italiano establecido en 
país extraujero y eu el que hubiese muerto, bubiera dispuesta en 
BU testamento & 6iTor de su hijo adulterino con arreglo k la \ej 
vigente en dicho país, su hijo no podría hacer valer sus derechos 
sucesorios sobre los bienes de su padre italiano, situados en 
Italia. Aun admitiendo que el estatuto personal del hijo respec- 
to de loB derechos que le perteneciesen pudioie ser el del lugar 
de su nacimiento, esto no modiñcarfa la naturaleza de las cosas, 
puesto que, habiendo nosotros sostenido que las relaciones de- 
rivadas de la sucesión deben regirse por la lej nacional del de 
ctíjtis, admitiendo los derechos del hijo adulterino se dejnrfa bÍd 
efecto la disposición del art. 767, obligatoria para todo italiano 
Husque ae encuentre en el extranjero, que prohibe al ciudadano 
disponer por testamento á favor de estos hijos y, por consiguiente, 
niega que pueda existir relación de sucesión testamentaría entre 
«1 padre italiano y tal hijo, salvo el derecho álos alimentos. 

Tanto en uno como en otro caso, manteniendo con firmeza et 
principio de que la ley extranjera no puede dejar sin efecto la 
italiana hecha para proteger la vida moral del pueblo (1), y te- 
niendo preseute lo que hemos dicho respecto de la jurisdicción 
personal (3), se comprende cómo no podria atribuirse autoridad 
á la ley extranjera por razón de la ofensa que de ello ee deriva- 
ría á las buenas costumbres, dejando sin efecto la ley italiaiía 
que las defiende. 

Si, por el contrario, se tratase de una sucesión extranjera, 
suponiendo que sea extranjero el padre que baya dispuesto con- 
forme á su ley personal á favor del hijo adulterino, y que éste 
no sea tampoco tlaliano, no nos parece que se inferirla unaofen- 

(1) Véase el § 259. 

(2) Véase el § 1.349 y Fiore, Dirilto intern. coilificato, reg. 221-2-2. 
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sa & las buenas costumbres ni á las leyes que en Italia las pro- 
tegen, si se reconociesen los derechos sucesorios que l^almeo- 
te pertenecieseo al hijo adulterino según la ley Dactonal del dr 
eujus (I). 

Conviene, igualmeute, advertir que el legislador patrio no 
declara al hijo adulterino absolntamente incapaz de cualquier 
derecho sucesorio, sino que lo considera capaz dentro de los limi- 
tes por él establecidos. En efecto, es un verdadero derecho eu- 
cesorio el de los alimentos que el legislador italiano le concede 
en los arts. 193, 7ñ2 y 767 (2). Por consiguiente, si la ley ex- 
tranjera le otorga la capacidad para suceder, determinando coa 
mayor extensión la cuantía del derecho sucesorio, no creemos 
que pueda negarse la autoridad del estatuto personal que de- 
termine de un modo diverso el límite del derecho, alegando uob 
ofensa al orden público. 
1.430. m legislad 
dad para suceder por testamento, determina lo que pueden re- 
cibir los hijos naturales, lo que puede corresponder al cónyuge 
de aquel que al unirse á él hubiera contraído segundas nupcias,y 
además precisa el valor jurídico de las drsposiciones á favor del 
tutor, del notario y de la persona que haya escrito el testamen- 
to cerrado (3). También el Código francés contiene disposicio- 
nes sobre esto en el capitulo en que regula la capacidad para 
disponer 6 para suceder por testamento (4). Los jurisconsultos 
consideran las disposiciones que á estos objetos se reñeren, como 
limitativas de la capacidad para suceder (6). En realidad, los 
artículos mencionados se re&eren más bien al valor intrínseco de 
la disposición testamentaria que ála capacidad del heredero (aj. 

(i; Comp. lo que hemos dicho en el § 727, pág. 84, toijio III, á 
propósito del reconocimiento del hijo adulterino. l 

(2; V. Tribunal de Perusa, 8 de Agosto de 1891, Alunni ( Forotía- 
liano, XVI, I, l.Ktí}, y T. de Bolonia, I(i de Junio de 1891, ij^zizaix- 
rati (Aiimili ,hlfu Giiinspr., XXV, 217); Cas. defTurín, 18 i,\e Abril 
de 1(Í77 (J<1., pá«. aS2), 

!3,: ArtículoH 71)8 772. 

(4i ArttciiloB 907 y siguientes. 

(ñj Laurent, tomo VI, .§ 208 y sigiiieiitee 

(a) El legislador español, en la misma seccióu de la cLpacicIad 
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De ellos trataremos & propósito de la ley á que se subordina el 
valor objetivo de la diaposición testamentaría Ó su contenido. 

1.481. Teniendo presente que á todos en general se tes 
debe suponer capaces de suceder, salvo las excepciones determi- 
nadas por la ley, es na'tural que siempre que se pretenda negar el 
■derecho de sucesión por falta de capacidad de la persona de cuya 
herencia se trate, 6 del llamado á suceder, la prueba de la inca- 
pacidad debe estar á cargo del que intente contradecir el dere- 
cho, y debe darse refiriéndose, no á la ley de la nación en que 
la sucesión se abra, niá la del pafs en que la oposición se formó- 
le y donde el juez tenga que entender acerca de ella, sino á aque- 
lla que, teniendo presentes las reglas antes expuestas, debe regir 
-el derecho de transmitir y de recoger la herencia ó el legado- 
Dada la prueba de la incapacidad, claro es que toda disposición 
testamentaria á favor de la persona incapaz se debe reputar nula 
y de ningún efecto. 

'l.'iac Podría suceder que el disponente, queriendo favo- 
recer & una persona sin capacidad, dispusiese á favorde otra capaz, 
dando á ésta el encargo de transmitir lo legado al incapaz inno- 
minado (a). En este caso podría surgir la dificultad de determi- 
nar si era admisible la prueba para demostrar el contenido efec- 
tivo de la disposición testamentaria; esto es, para acreditar que 
la disposición no se refería á la persona nombrada, sino á otra 
incapaz de suceder. 

En general, Labrfa que admitir que también respecto de esto 
la prueba deberla regirse por la ley que regulara la sucesión y 
los derechos sucesorios, y si fuese una verdadera y propia dis- 
posición fiduciaria, no encontramos razón ninguna para modifi- 
car los principios generales ya expuestos en lo concerniente al 



para snceder por testamento y sin él, He ocupa de la nulidad de las 
dÍB.poBÍcione8 que haga el testador á favor dol sacerdote que lehn- 
biese confeeatlo durante su última enfermedad; del tutor autes de 
haberse aprobado su cuenta definitiva ei no ea ascendiente, des- 
cendiente, hermano ó cónyuge del pupilo; del Notario autorizante 
<le BU testamento, etc. 

(a) Esta clase de disposición la declara nn!a el art. 755 del Códi- 
go español. 
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Talor jurídico de la misma y á la admÍBÍbilidad de la prueba, 
porque se tratarla de una cueBtión relativa al derecho suceso- 
rio, conexa con la que se refiere á la trauamisión de la lie- 
rencia. 

l.MMI. El art. 839 del Código civil italiano establece e» 
principio que no se admite 1h prueba de que las disposiciones he 
chas & favor de personas designadas en el testamento son i^a- 
rentes y que se refieren realmente á otras. £1 legislador añade 
después: «Esto no es aplicable al caso de que la institución ó 
legado se impugnen como hechos & persona interpuesta j en ür- 
Tor de un incapaz. > 

La primera parte del artículo puede referirse á las disposi- 
ciones fiduciarias, para las cuales no consiente el legislador pme- 
bi^ y según lo que hemos dicbo, la regla expresada no puede 
aplicarse sino á la sucesión de un italiano. Pero, ¿qué debe de- 
cirse del principio contenido en el párrafo segunda del mencio- 
nado articulo? El legislador no admite en general prueba para 
negar la verdad de las disposiciones hechas á favor de la perso- 
na declarada en el testamento; pero para prevenir el fraude, es- 
tablece que puede darse la prueba de que la institución ó el le- 
gado están hechos & favor de una persona interpuesta para favo- 
recer ¿ un incapaz. 

8i la ley extranjera que rigiese la sucesión no admitiera 
prueba para negar la verdad de las disposicioaes hechas á favor 
de la persona declarada en el testamento y no contuviese el pre- 
cepto del último párrafo del mencionado articulo, ¿podría, siu 
embargo, un extranjero invocar en nuestro país la segunda par- 
te del art. 829, para que se le admitiera á probar ante el Juee 
italiano que la institución ó el legado estaban hechos á persona 
interpuesta para favorecer á un incapaz? 

A primera vista podría sostenerse que, como según el art. 8." 
de las disposiciones generales, todo lo que se refiere á la suce- 
sión se rige por la ley nacional del de cujus, y, por consiguienter 
con arreglo á ella deben determinarse las causas de incapacidad 
y las medidas de protección de los derechos sucesorios de los ca- 
paces contra los incapaces, el extranjero no podría fundar el de- 
recho á la prueba en el art. 829, que debe entenderse ordenad» 
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Á regular las relaciones que se deriveii de la sucesión italiana, j 
do las que se refieran á la extranjera. 

Con mayor razón, sin embargo, sostenemoB que la disposi- 
•ciÓD del último párrafo del art. 829 puede invocarse para man- 
tener incólumes, en virtud de la misma, loa principios en que des- 
oansa la sucesión, conforme á las reglas establecidas por nuestro 
legislador. Quiere éste que la transmisión de la herencia extran- 
Jera se rija por la ley nacional del di eujus, y para esto es nece- 
sario que se respeten las reglas acerca de la incapacidad de 
suceder sancionadas por dicha ley. Insistiendo de nuevo, por con- 
siguiente, en la afirmación de que, respecto de la Bucesión extran- 
jera, las reglas relativas á la capacidad deben ser las establecidas 
por la ley nacional del decujus, y teniendo presente el justo prin- 
cipio de orden público, según el cual el fraude á la ley que debe 
¿ozar de autoridad respecto de cada relación y de cada acto jurí- 
dico ba de impedirse por los medios autorizados por la legislación 
de cada Estado; nos parece natural admitir que los medios legales 
-enderezados & demostrar la existencia del fraude á la ley, puedan 
invocarse oportunamente en Italia, no sólo por los ciudadanos, 
sino también por los extranjeros. Todo fraude es por si mismo 
una violencia áel Derecho público interior y no pierde este ca- 
rácter cuando mediante él se tiende á eludir el imperio de la 
ley extranjera, que según el precepto del legisUdor debe regir 
aquella determinada relación jurídica. 

Por consiguiente, creemos que & la disposición sancionada 
«n el último párrafo del art. S29 puede dársele la autoridad del 
estatuto real, si se invoca para impedir que se legalice un frau- 
de de la ley imperativa. En efecto, considerando que el legisla- 
dor patrio dispone que, como excepción, el fraude pueda probar- 
se á fin de evitar el efecto jurídico del acto fraudulento, dicho 
precepto debe tener la misma autoridad que cualquiera otra dis- 
posición de orden público interior. Concluimos, pues, que loa 
«xtranjeros, cualesquiera que sean las disposiciones de su ley 
propia, pueden invocar la sancionada en el último párrafo del 
art 839 y pedir que se les admita á probar (siempre que se tra- 
ie de una sucesión abierta en Italia y que la acción de petición 
•de herencia se ejercite ante el Juez italiano), que la disposicióa 
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testamentaria á favor de la persona declarada en el testamento 
DO debe tener efecto por estar hecha para conceder, mediante la 
persona interpuesta, derechos sucesorios á guien es incapaz de 
suceder conforme á la ley extranjera. 

Insistiendo en esta opinión, creemos también que la regla es- 
tablecida por el legislador italiano en el art. 773 puede servir ea 
el desarrollo de la prueba. Dice aal: se entienden personas inter- 
puestas el padre, la madre, los descendientes ; el cóofuge de la 
persona incapaz (I). Las presunciones fijadas por el legislador 
tienden á impedir que, mediante el fraude, se viole la lej, y deben 
-considerarse como complemento de los príacipios expuestos (2). 



De la capacidad de las asociaciones, de tas personas jurídicas, deT 
Estado y de la Iglesia. 

1,484. Capacidad de las asociacioaes para sncedet.— 1.486. Examlaase la 
cuestión respecto de la aaociación no reconocidü. — 1.486. Valor de la 
disposiciÓD'para fnndar un eetablecimiento de beneficencia en el ex- 
tranjero.— ■•487, La capacidad para recibir el legado debe otorgarla 
el soberano territorial. — 1.488. Si la disposición testamentaria á lavor 
de un establecimiento que ha de fundarse en el extranjero puede te- 
ner por el algún efecto jurídico. — ■•488. Valor de la diaposición á fa- 
vor de una asociación extraajers existente de hecho en Italia, pero no- 
reconocida. — 1,440. Ley de la cual debe depender la capacidad de nn 
ente moral que no tenga personalidad jurídica. — 1,441. Conflicto en el 
sistema de la legislación italiana y de la legislación francesa: solución 
de la cuestión. ^1,448. Si las asociaciones reconocidas por el Estado- 
extranjero como personas jurídicas, pueden adquirir por sucesión. — 
1.4tó. Cómo debe regularse la capacidad para aceptar los legados he- 
chos ¿ las mismas. — 1.444. La persona jurídica extranjera debe siem- 
pre ajustarse á la ley territorial para adquirir derechos patrimoniale» 
por Buceeión.— 1.445. Posición de una persona jurídica extranjera qae- 
no haya sido ni legalmente reconocida ní autorizada para adquirir el 
legado por el soberano territorial.— 1.446. Loa principios que afectan 

(1) Conforme con el art. 911 del Código civil francés, 

(2) Comp. Lanrent, Dr. civil intern., t. VI, § 216, pág. 379; Brocher, 
Derecho tnt. privt', t, II, pág. 23, 
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á las personas jurídicas en cuanto á su capacidad para adquirir por 
sucesión no son aplicables al Estado.— 1,447. De la capacidad del fisco 
]>ara suceder según el Derecho romano y segán la doctrina de Savigny, 
1.448. El Estado puede adquirir por sucesión. -1.449. Si el Estado ex- 
tranjero puede adquirir por auceBión y si necesita autorización. — 
1.450. LoB principios aplicables á las personas juridic^ extranjeras 
Acerca de la adquisición por suceaíón no pueden aplicarse al Eatado, á 
quien pertenece de pleno derecho la capacidad jurídica. — 1.461. El Es- 
tado extranjero debe estar sometido al derecho territorial para tomar 
posesión de las cosas heredadas. — 1.462. La autorización de la sobera- 
nía territorial se justifica por loa principios generales del derecho. — 
1.468. Condición excepcional en que se encuentra la Iglesia respecto 
de su capacidad para adquirir.— 1.464. Cuestión acerca de los legados 
hechos al Papa y á la Santa Sede.^l.46ft. Principios sentado^ por loa 
jurisconsultos franceses. — ).46S. Precísase la cuestión acerca déla 
¡lersonalidad jurídica de la Iglesia. -^1.437. La Iglesia no es un Estado 
y no le corresponde de, jMre la personahdad jurídica, — 1.458. Cómo 
nuestra teoría de la personatidad ínt«rnacional de la Iglesia no impli- 
<;a que ésta sea dcjurt una persona jurídica. — 1.469. La Iglesia puede 
proveer á las necesidades del Gobierno y cuáles son sus derechos ci- 
viles. — 1.460. Confírmase que á la Iglesia no le corresponde (te jure 
la capacidad para adquirir por sucesión. — 1.40l> La personalidad ju- 
rídica de la Iglesia se determina por la ley de cada palé. 

1.484. En otro lugar hemos hablado de la capacidad de 
derecho de las personas juridicaB y nos retuitimoB á lo allí dicho 
sobre este punto (1). Ahora debemos tratar, en particular, de su 
capacidad especial para adquirir derechos patrimoniales por su- 
cesiiÍD, examinando la le; que debe ordenar la capacidad jurídi- 
ca de las asociaciones extranjeras, sean éstas colectiridades de 
heobo 6 colectividades provistas de personalidad jurídicamente 
reconocida que puedan poseer y ejercitar los derechos civiles 
que les conceden las leyes (3). 

(1) Véaae cap. II de la Parte especial, pág. 371, tomo I, 

(2) Loa jariaconenltos emplean generalmente las frases corpora- 
ción, ente •moral, pertona moral para denotar cnalqtlier forma de aso- 
ciación de personas rennidaa para an ña común, ó unidas por un 
mismo interés, y las emplean indistintamente para indicar la aso- 
ciación como estado de hecho y la asociación que ha sido recoaoci- 
da por la autoridad pública como persona capaz de adquirir y de 
poseer derechos patrimoniales y de contraer obligaciones jurídicas. 
CreomoB, sin embargo, ^ue la precisión es indispensable, y macho 
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No se trata ciertamente de la capacidad activa de los seres 
colectiros para dejar herederos ó para disponer de su patrimonio, 
porque eata capacidad es absolutamente inadmisible, según los 
principios generales del Dereclio. Aun cuando la persona jurí- 
dica deje da existir, Ó por la muerte de los individuos asociados, 
6 por la supresión 6 disolución de la asociación en virtud de un 
acto soberano, no puede nunca verificarse la sucesión heredita- 
ria, porque el patrimoiio de la asociación ó pasa á aquellos ¿ 
quienes debe adjudicarse, en virtud de los tftulos de fundación, 
6 pasa al Estaday al fisco, según la le; que regule el destino 
del patrimonio de las asociaciones suprimidas. 

Sólo puede discutirse acerca de la capacidad de las aaoda- 
ciones para recoger un legado hecho ¿ su favor en virtud de una 
disposición testamentaria, y ta cuestión que nos interesa exa- 
minar, no es la que puede plantearse desde el panto de vista del 
Derecho público interior, sino la que surge en el campo del De- 
recho internacional privado, esto es, si debe admitirse 6 do la 
capacidad jurídica de las asociaciones extranjeras para adquirir 
un legado hecho á su favor en virtud de diaposición testamen- 
taria (1). 

más en el lenguaje jurídico, y que no puede alcanzarse empleando 
las frases corporación, ente moral, persona moral para indicar, no sólo 
cualquier forma de agregación á la que no pueda negarse la indiví 
dualidad moral, sino también aquella que encoulrándose en estas 
condiciones haya obtenido de la autoridad eaprema que se le con- 
sidere como persona civil ó persona jurídica, es decir, como anjeto 
de derecho en cuanto ser colectivo, con capacidad para ejercitar 
como tal los derechos civiles, á semejanza del individuo físico y de 
la persona natural. 

Nuestro legislador distingue una cosa y otra coando en el a^ 
tfculo 2.° dice: «Los establecimientos públicos civiles ó eclesiásticos. 
y en general todas las corporacione» iegahnenle reconocida», se consi- 
derai^n como personasi. Una cosa es, pues, la corporación no reco- 
nocida, que no tiene personalidad civil, y otra la corporación reco- 
nocida, á quien se ha conferido la personalidad civil. ¿Por qné.poea, 
emplear indistintamente la misma frase corporación para denotar 
nna cosa y otra? ¿Acaso los jurisconsultos no deben ser preciaos? 

(1) Véase Fedozzi, Gli «bK eoüelHvi en e! Diritlo tní. prívalo; Par 
dna, 1897. 
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'I.ISS. La cuestión puede ante todo origÍDarae respecto 
de ana aBociaciÓo qtte no teuga verdadera j propia personalidad 
jurídica, sino que exista tan sólo de hecho: ó tratándose de una 
asociación 6 corporación reconocida como persona jurídica 6 
de una fundación que no tenga existencia ni de hecho ni de de- 
recho, sino que sea un establedmiento cualquiera de beneficen- 
cia ó de caridad, que deba establecerse en TÍrtud de una dispo- 
sición testamentaría. 

Segúu las leyes de algunos países, no sólo se reconoce la ca- 
pacidad para recoger un legado, hecho á su favor, á las perso- 
nas jurídicas propiamente tales, 6 sea alas colectÍTÍdades reco- 
nocidas conforme ¿ la ley y que tienen capacidad legal para ad- 
quirir por sucesión testamentaría, sino que también se reconoce 
esta capacidad & ciertas asociaciones de hecho, aunque destitui- 
das de personalidad jurídica, y se considera v&lido además el le- 
gado á favor de una institución que haya de fundarse, es decir, 
& nombre de una asociación que no existe en el momento de la 
muerte del testador, pero que debe constituirse en virtud de la 
disposición de última voluntad de aquél que destina todo ó 
parte de su patrimonio i. la fundación por él designada, patrí- 
loonio que se transmite para la realización de un fin determina- 
do, con subordinación siempre al reconocimiento legal. En otras 
palabras, se admite que las asociaciones todavía no existentes 
ni de hecho ni de derecho, pero que puedan establecerse con- 
forme á la ley, sean capaces de suceder por testamento. Estos 
principios son los acogidos en Italia por la legislación y la ja> 
risprudencia (1). 



(1) Esta cnestiÓD fné mny discutida por los jurisconsultos ita- 
liaaoe. Véase Gabba, Questioní di diritto civih; Saredo, Lafondazione 
tatameniaria dei Corjn morali; Di Marco, Sulla capacita a ricevere de- 
gU entí morali mm ancora riconoiduti (Ctrcolo giuriiUco, 1881, parte I, 
pág. 2(>8y sig.); Seraflui, j4rc7u'mo¡ríurí(ííco, vol. XX, pág. 207; Bian- 
chi, Delle ditposvsicmi tettamentarie a favore dei Corpi morali non utico- 
ra ricanosciuti alia morte dtl testatore, en La Leggt, 1878; Oianturco, 
Sittema di Diritto cieile ilaliano, parte general, 2.» ed., vol. I, 3 32; 
Giorgi, Dottrina ddU penone giuridiehe, vol. I, ■§ 66, pág. 146, 2," ed., 
y loa autores que cita. 

Hoy Be admite la validez de la disposición testamentaria á favor 
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1.41HI. Siendo este el derecho interior, ¿cómo debería re- 
solverse la cuestión en los países extranjeros? ¿Seria válida, por 
ejemplo, una disposición testamentaría hecha por un italiano 
para fundar en un país extranjero un hospital ó un estableci- 
miento cualquiera de bene&cencia en provecho de los italianos 
allí residentes 6 para promover, por ejemplo, la constitución de 
una sociedad obrera con el intento de favorecer de eíte modo á 
sus conciudadanos que como obreros trabajasen en dicbo p^s? 
¿Podría tener valor en Italia una disposición testamentaria or- 
denada por un extranjero que hubiese dispuesto de una parte de 
su patrimonio para realizar en nuestro país un fin benéfico de- 
terminado Ó para fundar un establecimiento con el fío por el 
testador designado? ¿Seria válida la disposición hecha por un 
extranjero á favor de una asociación no, reconocida en Italia, pero 
que habría de constituirse como una entidad reconocida? 

En primer lugar, debemos observar que el derecho de aso- 
ciación no puede considerarse como un privilegio exclusivo de 
los ciudadanos, sino que ha de ser estimado como un derecho 
del hombre (1), es decir, como un derecho de la personalidad ha- 
mana independiente de la circiinatancia de que los individuos 
asociados sean ciudadanos ó extranjeros. Haj que admitir, ade- 
más, que estando destinados los establecimientos de beneficen- 
cia á fines humanitarios, deben ser protegidos y favorecidos por 
el Estado. Precisa advertir, sin embargo, que á ningún Esta- 
do puede dejar de interesarle todo lo que se refiere á la existen- 



de los establecimientos de beneflcencia qne han de fnndarse, apo- 
yándose en loa arts. 833 y 902 del Cód. civil, y en el 84 de la ley sobre' 
obras pias de IT de Julio de 1890. Luctaini, Le iitituzioni puhblicAe dt' 
I>enefice7iza ndla legülazione italiana. Florencia, 1894, pág. 1.011 y si- 
guiente. Comp. Cas. Turín 8 de Marzo de 1890. Instituto de los hi- 
jos de la Providencia, {piuri^r. ital, 1890, I, 1, 351!); Cas. Ñapóles, 
18 de Mayo de 1889, Daqnino Andreassi. (Id. 1889, I, 1, 627; Cas. Pa- 
lermo, 23 de Agosto de 1889^ Fragapane (Giorn. La Legge, XXX. 
1,343). 

(1) Véase Fiore, Diriuo tníemaxionale coilijicato, tít. X; Dei diritti 
intemasionali dell' uomo (a). 

• CanlTa «ditorUI, fomi el título IV del 



itvGüO^lf 



CAPACIDAD É tKCAPACIDAD DEC StlCBSOR '¿S'i 

cía y á la TÍda de las asociaciones, y que los mismos estableci- 
mientos de beneficencia deben estar coordinados con los iatere- 
seB sociales y morales de cada país. Es cierto que el derecho de 
asociación debe ser protegido; pero la asociación, como ser co- 
lectivo, podrfa tener un fin contrarío á los intereses del Estado, 
ó podrfa, por lo meaos, ejercer una influencia ponderable en el 
ordenado desenvolTÍmiento de los asuntos públicos. Si para fa- 
cilitar la consecución de aquel fin, un extranjero quisiera propor- 
cionar los medios á la asociación dejando en su testamento un 
legado á favor de ésta, no se puede sostener que la soberanía 
no esté en ello interesada; porque aun cuando la asociación no 
tenga un fin coutrario & la ley, al iacilitarla medios materiales 
para mejor alcanzar ese fin, puede ejercer influencia sobre la 
vida económica y sobre los intereses sociales. Esto tiene capital 
ioteréa respecto de las asociaciones obreras que, en especiales 
circunstancias, pueden, como colectividades, pesor considerable- 
mente en la balanza de los intereses económicos y en la organi- 
zación del trabajo. 

1.439. Teniendo todo esto presente, creemos que aunque 
en un Estado extranjero se admita el principio aceptado en la 
legislación y en la jurisprudencia italianas, de que una sociedad 
obrera que no tenga personalidad jurídica puede recoger un le- 
gado y que sea válido el que se deje & favor de un eatablecimien- 
to que ha de fundarse; y aunque- en dicho país impere el mismo 
principio en que se apoya el sistema italiano en materia de su- 
cesiones extranjeras, ó sea, que éstas se rijan por la ley nacional 
del de cu/tu; de esto no podrfa deducirse que si un italiano dis- 
pusiese & favor de una persona moral no reconocida, pero exis- 
tente de hecho en el país extranjero, ó á favor de una asociación 
allí formada ó de un establecimiento que en el mismo deba for- 
marse, haya de admitirse la capacidad para recoger ese legado, 
fundándose en los principios de la legislación italiana. Estando 
todos conformes en reconocer que en el territorio de cada Estado 
ninguna forma de colectividad puede elevarse & la condición de 
persona jurídica, sino en virtud de autorización especial del que 
ejerza el poder soberano, se deduce naturalmente que la capa- 
cidad jurídica de la colectividad para adquirir como tal un lega- 
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do, debe depender ezclusiramente de la ley territorial; j que no 
pnede darse ezteneióo extraterritorial & la ley nacional del de 
CUJU9, qne conceda capacidad para adquirir por sucesión á las 
asociacioneB no reconocidas ó á los establecimientos ó instita- 
ciones que han de fundarse. 

1.<ISS. ¿No tendrá esta disposición testamentaria ningún 
efecto jurtdíco en el pafs extranjero, como si fuese la otorgada 
á faror de una persona que no existiese en el momento de la 
muerte del testador? No llegamos liasta ese punto; solamente de- 
cimos que esa disposición no puede tener en el país extranjero 
el mismo valor jurídico que podría tener en el del testador. 
La disposición, á nuestro modo de ver, debería considerarse siem- 
pre como una carga impuesta por el testador al heredero, Ó como 
UQ mandato del testador al testamentario. Si el testador hubie- 
se nombrado un testamentario, & éste correspondería segoir los 
procedimientos requeridos para obtener de quien ejerciera el po- 
der público con arreglo & la ley territorial, el reconocimiento le- 
gal de la asociación y de su capacidad jurídica 6 facultad para 
adquirir el legado. Si el testador no hubiese nombrado testa- 
mentario, la manda i favor de una asociación existente en 
país extranjero, pero no reconocida legalmente, debería consi- 
derarse como una disposición modal, esto es, como una carga 
impuesta al heredero para destinar aquella parte del patrimonio 
designada por el testador á beneficio de la asociación, promo- 
viendo BU reconocimiento, 6 para fundar el establecimiento de 
beneficencia por él indicado. 

Asi es como se entiende en Inglaterra, según refiere Westla- 
ke. <Los Tribunales ingleses, dice, administrando el trust de ttn 

> testamento, no se ocuparán en hacer nn reglamento para el 
* establecimiento público qae el testador haya querido fundar en 

> nn país extranjero, sino qne pondrán el importe del legado en 

> poder de aquél á quien et testador haya encargado el cniUpU- 
1 miento de sus designios, si lo que ba dispuesto pnede conci- 

> liarse con la legislación del país en cuestión* (1). 



(1) Weatlake, La doctrine anglaüe e» matirre de Dr. inl. privi, en el 
Joum. rf« Drvit intem. privé, 1882, pág. 18. 
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1.489> Con arreglo & los mísmoa principios deberia resol- 
verse si un legado hecho á una asociación extranjera existente 
en Italia, ; que no baya sido reconocida como persona jurídica 
cooforme á la ]ej territorial, es válido, ó si por el contrario, debe 
repatarse nulo, & causa de la incapacidad jurídica de la persona 
llamada ¿ recogerlo. Es cierto que una forma cualquiera de aso- 
ciación establecida sólo de hecho, do puede asumir /ure suo el ca- 
rácter de persona en sentido jurídico; que jorldicamente debe 
considerarse como no existente y falta, por consiguiente, de ca- 
pacidad para adquirir como asociación derechos patrimoniales. 
Esta capacidad no puede adquirirla sino desde el momento en 
que empiece á existir como persona jurídica, y no puede existir 
jurídicamente sino en virtud del acto del poder soberano conce- 
diéodole la personalidad necesaria. 

Está también fuera de duda que, aun cuando la asociación 
de hecho formada en país extranjero esté compuesta enteramen- 
te de ciudadanos de un determinado Estado, el soberano del país 
extranjero al cual perteneciesen los asociados, no podría otor- 
garle la. personalidad jurídica de que carecía en el momento de 
la muerte del testador (1). Toda soberanía, para dai' á los in- 
dividuos asociados los medios de alcanzar más eficazmente sus 
fines, puede conferir la personalidad jurídica á la asociación, re- 
conociéndola como sujeto de derecho capaz de adquirir, ejercitar 
y gozar de los derechos privados compatibles con su naturaleza^ 
y con su finalidad; pero este acto, como cualquier otro que impH- 
que imperio y jurisdicción, sólo puede ser ejecutado por el so- 
berano territorial y no tiene valor sino dentro de los límites en 
que éste ejerce su imperio, üe donde se deduce que ningún so- 
berano es competente para conferir personalidad jurídica en et 
territorio extranjero á una asociación de ciudadanos que en él se 
haya formado y que de hecho exista como tal. Si quisiera hacer- 
lo elevando & persona jurídica la dicha asociación, no se le podría 
negar tal derecho; pero la personalidad jurídica de este modo 
coDÍerida á la asociación de ciudadanos existente en el extranje- 



(1) Comp. Fedozzi, Gli enCi. coUeltiv 
cap. VI. 



en el Diritío iníern. privalOr 
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ro, no podría ser eficaz es este pafa sino sujetándose & las reglas 
que después expondremos relstiras & las personas jurídicas ex- 
tranjeras ya existentes y constituidas. 

De todo esto se infiere qne una asociación extranjera, aun- 
que tenga fines morales que no sean contrarios á los intereses 
económicos y sociales dol pais en que esté constituida, no puede 
pretender que se la eleve á la condición de persona jurídica, 
manteniendo esta pretensión enfrente de la soberanía territorial 
[puesto que la concesión de la personatidad jurídica debe depen- 
der siempre del sabio y prudente arbitrio del poder soberano 
territorial); ni puede aspirar á que cuando & la muerte del tes- 
tador le sea conferida la personalidad jurídica por la soberanía 
del Kstado & que pertenezcan los iodÍTÍdaos asociados, para ha- 
cerla capaz de adquinr el legado becbo á su favor, esta capaci- 
dad de tal manera otorgada, sea eficaz en el Estado extranjero 
en el vual la asociación estaba de hecbo constituida. 

1.4410. Sentado, pues, como principio que el legado dejado 
á una asociación extranjera establecida en Italia, cuando del 
testamento resulte que el testador ba querido beneficiar al ser 
colectivo, no puede tener valor sino mediante la autorización del 
Gobierno italiano que conforme á la ley haya concedido la per- 
sonalidad jurídica á la asociación en cuestión, confiriéndola de 
este modo la capacidad para aceptar y adquirir el legado; vea- 
mos ahora si tratándose de una sucesión extranjera, debe apli- 
carse la ley italiana ó la exterior para decidir acerca de la 
validez del legado. 

Según los principios dominantes en la doctrina y en la juris- 
prudencia italianas, se considera válido el legado á favor de una 
asociación existente de hecho, pero no reconocida, con la condi- 
ción de que el poder soberano confiera á la asociación la perso- 
nalidad jurídica, ó de que se autorice la fundación. de la institu- 
ción designada por el testador, de lo que se deduce que aunque 
el establecimiento de pública utilidad no tenga existencia legal 
en el momento de la muerte del de cujvs, el legado puede ser 
válido si el soberano, previo el parecer del Consejo de Estado 
favorable á la institución, ha reconocido como persona jurídica 
al nuevo instituto designado por el testador. De este modo se 
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admite ta capacidad, para suceder, de la asociación que no tenga 
efectiTameDte existencia jurídica en el caomento de la muerte. 
Solicitado el reconocimiento y obtenido el decreto, éste tiene 
efecto retroactivo en el sentido de que confiere la capacidad para 
suceder por testamento en el momento en que se abrió la suce- 
sión, aunque la asociación como sujeto de derecho no existiera 
al tiempo de la muerte del testador. 

Por el contrario, según los principios consagrados por la 
jurisprudencia francesa (1), es nulo el legado á faTor de un es- 
tablecimiento de utilidad pública que no tenga existencia legal 
en el momento de la apertura de la sucesión; y aunque poste - 
nórmente el establecimiento en cuestión sea aitorizado por de- 
creto, éste no tiene efecto retroactivo de modo que confiera la 
capacidad para aceptar el legado, ¿ no ser que los herederos 
consientan en ello. 

Teniendo presente esta diferencia sustancial, supongamos que 
en Italia se haya formado una sociedad de franceses para be- 
neficiar, por ejemplo, el campo romano, y que un francés, para 
cooperar á la empresa, baga un legado á favor de semejante so- 
ciedad de agricultura; y supongamos, además, que no existiendo 
ésta como persona jurídica, según la ley italiana, pida el decreto 
y obtenga su constitución como persona jurídica. El Juez italiano 
llamado á regular la sucesión del francés abierta. en Italia, ¿po- 
drá, considerando á dicha sociedad de agricultura capaz para 
aceptar el legado, adjudicarle la cosa legada? 

A primera vista podría contestarse afirmativamente, porque 
teniendo existencia legal la persona jurídica en*TÍrtud del acto 
de la soberanía italiana y debiendo ser considerada como una 
institución italiana, aunque los individuos que la compongan sean 
franceses (2), deberla aplicarse la ley italiana, no sólo para de- 
terminar su condición jurídica, sino también la capacidad de 
derecho que le fué conferida por el acto soberano. 

1.4141. Sin embargo, examinando con más detenimiento el 

¡1) Véase Cas., 12 de Abril de 1864, Societó phüomatiqne (Journ. 
•lu Palais, 1864, pág. 820); Cas., 14 de Agosto de ]8G(i, Societé d' agri- 
cultnre d' Indre-et-Loire (Id., 186?, pág. I3:í y las notas). 

;2) Véase § 305. 
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caso propuesto, sosteDemoa lo contrario. En efecto, el Jnez ita- 
liaDO tendría que regular la sucesión del fraucés abierta en Ita- 
lia, y conforme al articulo 8." de las DíspoeicioneB generales de- 
bería aplicar la ley francesa para determinar los derechos de los 
herederos y la capacidad de los sucesores. Sentado esto, consi- 
derando que según la ley francesa debe tenerse por nula la dis- 
posición hecha á favor de personas que no existan en el momento 
de la muerte; que, por consiguiente, los herederos legítimos 
franceses han adquirido de pleno derecho la propiedad de los 
bienes que formaban el objeto de) legado & favor de la sociedad 
agrícola; considerando que vendría ¿ desconocerse la autoridad 
de la ley que debería regir la sucesión, conforme al artícnlo 8.°, 
si dando efecto retroactivo al acto de la soberanía italiana se 
quisiese despojar á los herederos legítimos franceses de loe bie- 
nes legalmente adquiridos por ellos en et momento de abrirse la 
sucesión y verificarse á su favor la saisine hdrédiíaire; consi- 
derando que no se trataría de determinar la capacidad l^al 
de la persona jurídica en si mismas sino más bien de determi- 
narla en sus relaciones con la sucesión extraqjera, sometida 
un virtud de lo que dispone el legislador patrio & la ley france- 
sa, y que el decreto de autorización por parte de la soberanía 
italiana no podía otorgarse sino dejando &. salvo los derechos le- 
galmente adquiridos por los terceros en virtud de la sucesión; 
poi todos estos motivos, nos parece evidente que la concesión de 
la personalidad jurídica á la sociedad en cuestión, no ppdrh 
tener efecto retroactivo, conñriendo á la sociedad la capacidad 
para aceptar y para adquirir el legado, conforme & la ley italia- 
na, sino que debiendo depender todo de la ley que rigiese la su- 
cesión, la capacidad jurídica no podría admitirse más que suje- 
tándose á lo dispuesto por la ley francesa, esto es, subordinán- 
dola al consentimiento por parte de los herederos franceses. 

Podríamos admitir la opinión contraria, si en el caso sa- 
puesto la disposición pudiera interpretarse como un acto de li- 
beralidad á favor de los socios. Suponiendo, poivvia de demos- 
tración, que los individuos asociados hubiesen formado con sus 
donativos una caja social para los fines de la empresa, y que el 
disponente hubiese legado una cantidad de bienes destinada á 
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aumentar toe medios materialea necesarios para la realización de 
los fines de la asociación, en esta hipótesis, teniendo presente la 
regla de que un legado debe interpretarse en el sentido m&s am- 
plio y liberal para que pneda tener efecto, podría entenderse he- 
cho, no & la asociación como ser co1ecti?o, sino en beneficio de los 
socios que 1& compusiesen y bajo la condición de emplear la can- 
tidad legada en el fin indicado por el testador; pero esto no mu- 
daría la sustancia de la cosa, sino la especie del caso controver- 
tido. Se trataría entonces de interpretar la voluntad del difunto, 
y si Be pudiera admitir que el acto de liberalidad por parte de 
éste babia sido no & favor del ser colectivo, sino de los indivi- 
duos coligados para conseguir un fin común con los medios ma- 
teriales & SI destinados (1), el legado podría ser válido. Los su- 
jetos del legado serian, en efecto, los individuos asociados, y é. 
éstos, como tales, no les faltaría capacidad. 

1.44S. Por lo que se refiere á las asociaciones reconocidas 
como personas jurídicas en el momento de la muerte del testa- 
dor conforme á la lej del Estado en que fueron establecidas, y 
á las cuales, por consiguiente, con arreglo & la misma ley, no se 
les podría negar la capacidad para suceder, no podemos admitir, 
en general, que tengan capacidad para ejercitsr derechos suce- 
sorios en los demás Sstados. Debemos recordar lo que hemos di- 
cho antes á propósito de su personificación, á saber: que ésta 
con todos los efectos que de ella se derivan en cuanto al goce y 
ejercicio de los derechos civiles, debe entenderse conferida en 
virtud del acto soberano, y limitada al territorio sobre que im- 
pere la soberanía que reconocilS la personalidad jurídica al ser 
colectivo (S). 

Laurent, discurriendo acerca del supuesto indispensable para 
poder suceder por testamento, dice que la regla jurídica más 
general es que para gozar de cualquier derecho, es preciso exis- 
tir, DO siendo la nada capaz de derechos; y añade, que respecto 
de esto no puede haber conflicto de leyes, porque ningún legis- 
lador podría decir que la nada sea susceptible de suceder. Apli- 

(1) Véase Giorgi, Dottrína ddle per$&ne giuridiche, vol. I, g 62. 

(2) Véase el g 317 j siguientes. 
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cando estos príDCÍpios concluye que los establecimientos públicos 
no reconocidos no pueden adquirir ni por donación ni por testa- 
mento, porque no tienen existencia legal con arreglo & la lej; )' 
respeto de las corporaciones extranjeras, observa que como 
éstas DO pueden tener existencia legal en Francia, sino cuando 
están autorizadas en la forma y bajo las condiciones preBcrítaa 
por la ley francesa, hasta que no obtengan esta autorizacién, 
deben considerarse como no existentes á loa ojos de la ley, como 
UD no ser con incapacidad radical para suceder por medio del 
testameuto lo mismo que el no concebido (1). 

1.K8. Nosotros mantenemos en general el principio qne 
ya hemos expuesto, 6 sea que las asociaciones que existen como 
personas jurídicas no pueden extender el ejercicio de los dere- 
chos que como tales les correspondan, fuera del territorio del 
Bstado que las haya reconocido; pero al sostener con firmeza 
este principio, no podemos admitir que se les considere como no 
existentes hasta el momento en que se les autorice legalmen- 
te en el Estado extranjero. Por el contrario, creemos que cual- 
quier forma de colectividad que la soberanía de un Estado haya 
reconocido como persona jurídica, aunque no pueda tener el ca- 
rácter verdadero y propio de tal persona jurídica en los demás 
Estados, puede, sin embargo, asumir la condición de ana verda- 
dera y propia asociación de hecho. Explicaremos nuestro con- 
cepto. 

Ninguna persona jurídica debe pretender ejercitar sus de- 
rechos en los países extranjeros, asumiendo el carácter de tal, 
puesto que una persona jurídica legalmente constituida, se- 
gún la ley de un Estado, no puede considerarse investida de la 
capacidad para ejercitar sus derechos en todas las naciones del 
mundo. Por consiguiente, no pudiendo una asociación, ¿ la que 
la soberanía haya concedido personalidad y reconocido capaci- 
dad para adquirir y aceptar nn legado por actos entre vivos 
ó por testamento, asumir jure proprio la condición de persona 
fdera del Estado en que se le haya concedido la misma, no está 
en situación de tyercitar en los países extranjeros su capacidad 



CD Laurent, Dr. civil intem., t. VI, § 204-206. 
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fUs, adquirir por snceBÍÓn, como pafide hacerlo el hombre que 
«ea capaz conforme á bq ley nacional (I), 

Es preciso, además, advertir qae las personas jurídicas ex- 
tranjeras no pueden ejercitar sino los derechos que tea pertene- 
«en, aegiin la ley del Estado en que fueron originariamente ins- 
tituídas, por io que conriene determinar si est&n en condiciones 
-de recoger la sucesión 6 el legado, conforme á la ley de su país 
de origen. Según la ley de algunos pafses, por ejemplo, Italia y 
Francia, las asociaciones no pueden aceptar herencias ni dona- 
ciones sino con la autorización del Grohíerno, otorgada en la 
forma establecida por leyes especiales (2). Se exige esta autori- 
zación por virtud de la alta inspección que el Estado debe ejer- 
cer sobre los establecimientos públicos para amparar los intere- 
ses generales económicos que podrían ser perjudicados por el 
Acrecentamiento de los bienes de manos muertas y para proteger 
■los intereses -de la &milia que pudieran ser también perjudicados 
por una disposición inspirada en sentimientos religiosos exaltados, 
•que hubiesen llevado al testador á, acrecentar el patrimonio de 
un establecimiento, quit&ndolo á sus parientes, á los cuales debe- 
ría adjudicarse. 

De esto se deduce que no basta que baya sido reconocida la 
personalidad jurídica & un instituto público extranjero, sino que 
liace falta también tener en cuenta la ley det Estado & que per- 
tenezca para decidir en particular acerca de su capacidad para 

(1) Comp. Trib. de Cas. de Tarín, 21 de Diciembre de 1897, Direc- 
ción general de Beneficencia pública de Trieste {Foro ital, 1898, pá- 
gina 104 y las referencias en nota); Cas. do Boma, 2 de Julio de 1869 
(Jd., 1889, t. 1,1.137); T. de Cásale, 17 de Febrero de 1899, Sociedad de 
miaioneB de la Iglesia metodista de Nueva-York {Foro ital., 1899, 
página 467); Giorgi, Dotlrina ddle penone giaridicKe, vol. I, núm. 186; 
Saredo, Acquisto dei corpi morati, en el Digeeto ital., núm. 93; Fedozzi, 
Gfli ente eolUclCiv!, en el Dr¡ \nt. prívalo, g 33; Lainé, La pertonnet mo- 
rales, en el Dr. iat. privé; Diena, 1 diriUí reali conmderati nel DÍt. Íbí. 
privato, § 33; Clunet, Journal, 1893, págs. 273 y siguientea; Catellani, 
Zl Dir. int. privato e i tuoi recente prograsi, vol. IT, 1888, § 747-748, pá- 
ginas 740-741. 

(2) Art. 932 y 1.060 del Cód. civ. ¡tal., 910 y 937 del Cód. civil 
francés. 
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aceptar la herencia 6 et legado transmitido en virtud de snft 
diepoBictón testamentaria. Los preceptos de la ley del país de 
origen, concernientes á la habilitación p»ra aceptar berencias 
ñ donaciones, tienen también autoridad en el caso en que una 
asociación legalmente reconocida por el Estado quiera recoger 
los bienes situados en el extranjero. Esto sucedería cuando usa 
asociación italiana quisiere recoger, por ejemplo, los bienes si- 
tuados en Francia, 6 un establecimiento público francés los 
bienes existentes en Itnlia, que le hubiesen sido adjudicados por 
testamento ó por dona,ción (1). 

1.4441. Ahora bien, es preciso tener presente que ninguna 
soberanía puede poner á las personas jurídicas, por ella legal- 
mente reconocidas, en condiciones de ejercitar los derechos dri- 
les concedidos y de adquirir por sucesión Ó por donación los bie- 
nes existentes en pais extranjero! ^'i* autorización especial por 
parte de la soberanía territorial. Cualquiera que pueda ser su 
forma, nos parece incontestable que, como hemos dicho anterior- 
mente (2), una asociación extranjera legalmente reconocida, debe 
ante todo ser autorizada para asumir su condición jurídica como 
persona (3) por la soberanía imperante en el territorio «n que 
loB bienes están situados (4), y ser facultada además para ad- 
quirir Ins bienes por sucesión. 

(1) Véase el parecer del Consejo de Estado francés, de 13 de Di- 
ciembre de^855 (Siréy, 1866, IT, 605). 

(2) § 322 y Fiore, Der. int. eod., núm. 48. 

Comp. Weiss, Dr. int priv., 2.* edición, pág. 2TI; Deepagnet, Dr. 
int. privé, 3.» edición, nóm. 47-106, g 391, pág. 718; Surviile et Ar- 
thuis, Dr. int. privé, 3.» edición, § 136, pág. 160. 

(3) Comp. Cas. franc , 1." de Agosto de 1860, Caja Franco^niss 
(Journal du Falaü. 1861, pág. 101). 

(4) £1 art. 13 del proyecto de revisión del título I, libro I del Có- 
digo civil belga, da ima gran autoridad á la teoría que habíamos ex- 
puesto acerca de las personas jurídicas extranjeras. Dice así: «Los 
Estados extranjeros, las provincias y los municipios extranjeroB, así 
como los establecimientos qne les están subordinados, ejercitan en 
Bélgica loa derechos civiles que la ley extranjera les reconoce. No 
pueden, sin embargo, recibir donaciones ó legados, sino con la aa- 
torización del Gobierno belga. Salvo una disposición contraria en 
las leyes 6 en loa tTalsdos, las ¿(más asaciaciones conetitnfdas eo 
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De lo que Teñimos diciendo se deduce que, á nuestro modo 
-de ver, una institución pública extranjera para poder ejercitar 
su derecho y adquirir la herencia, el legado ó una donación, debe 
acomodarse á las pTeacripciones sancionadas por la ley de su 
país Ae origen y á las de aquel en que estenios bienes objeto de 
la herencia, legado 6 donación (1). 

Opinamos, pues, que hecha la institución de heredero & {&- 
Tor de upa persona jurídica extranjem, debe reputarse siempre 
indispensable para el ejercicio de los derechos sucesorios la au- 
torización por parte de la autoridad pública territorial, decla- 
rándola capaz, para adquirir los bienes que formen la herencia 
y que estén situados en el territorio del Estado (3). 

En el art. 433 del Código civil italiano encontramos estable 
cido este principio: «Los bienes de las instituciones civiles y 

• eclesiásticas y de las deni&s corporaciones, pertenecen á las 

• mismas en cuanto las leyes del reino les reconocen la capaci- 
> dad para adquirir y poseen. Este artículo debe entenderse 
como una regla general, no sólo respecto de las instituciones 
civiles ó eclesiásticas nacionales, sino también de las extran- 
jeras. Dicha disposición afecta á los bienes en sus relaciones 
con \aa personas á. que pertenecen. Ahora bien, por una parte 
recordemos el principio tantas veces mencionado, de que nin- 
guna soberanía puede otorgar & las asociaciones ó institucio- 
nes civiles 6 eclesiásticas la capacidad p^a adquirir los bie- 
nes situados en territorio extranjero, y por otra el principio 

el extranjero no tienen existencia legal eu Bélgica, sino cuando las 
instituciones similares establecidas en el reino gocen del privilegio 
de la personalidad civil. En este caso ae lea admite á ejercitar los 
derechos civilea que lea reconoce la ley extranjera, bajo las condi- 
cioDea ; con las restricciones impuestas en Bélgica á las asociacio- 
nea del mismo género». 

(1) También la ley introductiva del Código civil alemán exige que 
la capacidad jnrfdica concedida á una asociación extranjera sea re- 
<;onocida mediante decreto del Consejo federal para qae se la admi- 
ta al ejercicio de loa derechos en el Imperio alemán (art. 10). 

(2) Véanse los pareceres del Couaejo de Estado de SI de Diciem- 
ibre de 1877 y de 6 de Marzo de 1878 en la La Legge, 1877, II, pág. 62 
y Giuritprudeasa dd Contiglio de Stato, III, pág. 213. 
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sancionado en el artfcalo 12 de las dispoBÍciones generales de) 
Código, según el cual las leyes extranjeras no pueden dejar sin 
efecto las concernientes á loa bienes. Be esto se deduce que nO' 
puede admitírsela adquisición de Iob bienes existentes en Ita- 
lia en virtud de sucesión testamentaria á favor de institucio- 
nes ciriles 6 de asociaciones extranjeras, á no ser que las leyes 
del reino hayan reconocido su capacidad para adquirirlos y po- 
seerlos. ¿Podrá, por ventura, suponerse que las instituciones ci- 
viles 6 las demás asociaciones extranjeras estuviesen en mejo- 
res condiciones que las fundaciones y asociaciones nacionales? 
Aunque las instituciones civiles extranjeras pueden adquirir 
bienes en virtud de la ley extranjera que les haya concedido esta 
capacidad, debe siempre reputarse indispensable que el ^ercido- 
de esta capacidad, encaminado & la adquisición efectiva de Ios- 
bienes que constituyan la sucesión y que se hallen situados en 
Italia, esté autorizado medíante acto de la autoridad pública ó- 
del Gobierno italiano (1). Para esto seria suñciente el acto del 
poder ejecutivo que medíante un decreto autorice á la asociación 
' extranjera para el ejercicio efectivo de los derechos sucesorios 
respecto de los bienes situados en Italia. No seria preciso el 
decreto que se requiere para conceder la personalidad jurídica 
á una asociación cualquiera nacional, porque hemos supuesto 
que la institución pública extranjera tíene aquélla (2), y bemos- 



(1) La disposición de la Ley de 6 de Junio Ae 1850 y del 21 de 
Junio de 16%, dirigida especialmente á impedir la acamnlación de 
la propiedad inmueble en poder de las asociacionee, asi como se 
aplica á las inBtituciones civiles y religiosas nacionales, debe apli- 
carse por los mismos motivos á lae fundaciones extranjeras, y no 
temos que según el Tribunal de casación de Roma en sn sentencia 
de 8 de Jnlio de 1890 {Circolo giar., 1891, pág. 74), conforme á la Ley 
de 5 de Junio de It!5ü, lae asociaciones necesitan la> autorización so- 
berana, no sólo para la adquisición de la herencia, sino también 
para la de un legado. 

(2) El Tribunal de Tarin, en su sentencia de 20 de Mayo de 189t, 
sostiene que la autorización gubernativa para adquirir bienes en 
un lugar determinado, puede servir como reconocimiento déla exb- 
tencia legal de la sociedad extranjera y para la adquisición en otro» 
lagares {Foro italiano, Eepert-, 1891, Carpo moraU, núm. 4.o) 
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dicho queno debe reputarse necesario qae la soberanía de cada 
paÍB en que la entidad jurídica extranjera quiera ejercitar eus de- 
rechos le conceda la personalidad jurídica, aino que solamente 
debe ser autorizada para ejercitar en el territorio del Estado 
loB derechos que le correspondan como ^rsona jurtdica, lo que 
equivaldría á reconocer indirectamente su personalidad (1). En 
otros términos, seria necesario el decreto que autorizase á la 
persona jurídica extranjera á hacer efectivos sus derechos suce- 
sorios j ¿aprovecharse de la benéfica diaposición hecha & su fa- 
vor por el testador. 

En definitiva: creemos que deberían aplicarse por analogía 
las disposiciones de los artículos 932 ; 1.060 del Código civil 
italiano [confonuee con los artículos 910 y 937 del Código civil 
francés), que exigen la autorización del G-obíemo en cuanto á la 
herencia transmitida á las asociaciones, j que debe concederse 
en la forma establecida en las leyes especiales. Cuando se trata 
de asociaciones nacionales se requiere la autorización en bene- 
ficio de las mismas, para examinar si la aceptación es útil j 
ventajosa ó no lo es. Tratándose de fundaciones extranjeras 
que quisiesen hacer valer sus derechos sucesorios respecto de 
bienes situados en Italia, la autorización tendría por objeto, 
no tanto el interés de la asociación, como el interés público, 
debiendo la soberanía examinar ei de reconocer á las institucio- 
nes civiles 6 eclesiásticas extranjeras la capacidad para adquirir 
bienes radicantes en Italia, puede derivarse algún peijuido & los 
intereses económicos j políticos ó & la utilidad pública'. 

De todo esto se deduce que la adquisición de derechos patri- 
moniales en virtud de sucesión por parte de una asociación ex> 



(1) También se admite qoe pnede implícitamente concederse el 
carácter de personas jurídicas á las aaociacionee nacionales, autori- 
zándolas á ejecutar un acto que presuponga au condición de perso- 
na inrfdica; véase Cas. de Turfn, 24 de Febrero de 3867 (Monie. dei 
Trib. di Milano, 1887, pág. 482). Reconociendo la capacidad patrimo- 
nial de nna asociación extranjera, autorizándola para hacer una ad- 
quisición, se viene á reconocer implícitamente su personalidad ju- 
rídica, y esto pnede explicar mejor mieatra opinión expnesta en el 
Toinmen primero. 
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traiijera que pueda adquirirlos según laUy de su país, no paed« 
efectuarse en Italia sino cou autorización del Gobierno (1). 

CouclufmoB, pues, que, en tesis general, ninguna adquisidÓD 
de bienes por parte de una persona jurídica extranjera, como 
apropiación patrimonial de la persona, paede tener efecto res- 
pecto de bienes situados eu un Estado, sino mediante la autori- 
zación del poder público territorial, y, por consiguiente, soste- 
Demos que la capacidad de derecho para adquirir por suceñóu, 
aunque exista conforme á la ley extranjera, no puede hacerse 
efectiva en un tercer Estado, sin un acto déla autoridad públi- 
ca territorial, que aut«rice su ejercicio. 

1.44&. Pero, ¿cuál sería la posición de una asociación 
perteneciente & un Estado extranjero, que tuviese capacidad jurí- 
dica conforme & la ley de dicho Estado, pero que no hubiese sido 
reconocida jurídicamente, ni autorizada para adquirir la heren- 
cia ó legado conforme á la ley territorial? 

No podemos admitir que una asociación extranjera en estas 
condiciones pueda reputarse como no existente. Admitimos que 
no puede de jure ejercitar su capacidad jurídica, y sobre todo la 
de adquirir & título gratuito, por el principio de que su capaci- 
dad, otorgada por el Estado á que pertenezca, do puede teoer 
efectos fuera del territorio sobre el cual s^ ejerza la autoridad 
del poder soberano; pero aun pasando por esto, no nos permiti- 
mos llegar hasta el punto de asimilar la asociación extranjera 
no reconocida á la nada, al no concebido. 

Una asociación de personas para un fin lícito, aunque no 
tenga la capacidad de derecho propiamente tal para poder ejer- 



(1; £1 Tribunal de apelación de Roma, en bu sentencia de 3 de 
Noviembre de 1892, en el asunto Borgheee (Foto ital., 1893, pág. 97), 
parece admitir que las aeociacionoB privadas pueden suceder sin 
estar obligadas á constituirse en personas jurídicas; pero este 
principio no lo creemos e^^acto si se quiere admitir la capacidad 
para adquirí; como ser colectivo, porque la adquisición ed tal sen- 
tido implica el concepto de la propiedad adjudicada á ese eer como 
patrimonio suyo y separado de la do cada uno de loe asociados. 
Por consiguiente, debe considerarse siempre indispensable la per- 
sonalidad jurídica, de la que se deriva la posibilidad de adqairir 
como colectividad. 
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citar y poaeer & aemejanza de las personas naturales, los dere- 
chos civiles como usa persona jurídica, es capaz, sin embargo, 
de poseer aquellos derechos que no pueden negarse & cualquier 
asociación de hombres qne tenga un &n práctico, j que puede 
subsistir como tal, según la lej territorial. 

Nos parece verdaderamente excesivo sostener que, abierta 
la socesiÓn, si la persona jurídica extranjera bene&ciada no ha 
sido reconopída conforme á la ley territorial 6 no ha sido auto- 
rizada para aprovecharse de la benéfica disposición del testador 
& sa favor, debe considerarse como no existente. 

Como tal debería ser reputada si antes de obtener la au- 
torización quisiera ejercitar siis derechos sucesorios; es decir, 
aceptar la herencia, cobrar los créditos, entrar en posesión de 
los bienes ó disponer de ellos. Ya hemos dicho que el ejercido 
efectivo de los derechos sucesorios por el ser colectivo como tal, 
no puede admitirse independientemente de la autorización del 
0-obierno. Sin embarga, la institución pública extranjera puede 
hacer valer sus derechos como una asociación cualquiera de 
hecho. Por esto, considerando que, según la ley extranjera, la 
asociación existe de derecho como persona jurídica, y que, según 
la ley del tercer Estado, si no existe de derecho, existe, sin em- 
bargo, de hecho, debe admitirse que como tal pueda pedir que 
se le reserve el goce de sus derechos sujeto á la condición sus- 
pensiva de la autorización (1). 

Hasta qae se obtenga la autorización, debería, al menos, re- 
putarse á la representación de la asociación extranjera habili- 
tada para ejecutar los actos de mera conservación, & fin de 
defender los derechos eventuales que puedan pertenecería, bigo 
la condición suspensiva de la autorización del Gobierno. No 
es posible negar, en efecto, que dicha representación tiene la 
de una comanidad de intereses colectivos, en la que concurren 
loa de las personas que uti einguli constituyen la comunidad 
misma, y no se puede sostener que esto se asimile á la nada (9). 

(1) Comp. Tribunal de apelación de Genova, 20 de Mayo de 1887 
(Foro italiano, pág. 884) y la nota de Giorgi. 

(2) Comp. Giorgi, Dellepergone gxaridieke, vol. I, 2,* ed., g 64, pít- 
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NoBotros, por consigniente, admitimos qae en estas cúrconstas- 
das no debe negarse á la asociacióa extranjera la &caltad 
de ejercitar acciones en jaicio, siempre que éstas ae dirijan, 
DO á poner en ejecución el qercicio de los derechos snceeo- 
rios, sino & ejecntar los actos de coDserración propios para de- 
. fender sas derechos eventuales; j no aceptamos el principio de- 
masiado general del Tribunal de casacidn de Boma, según el 
caal para que uoa asociación extranjera pueda ejercitar en jnicio 
acciones, es necesario que se le reconozca la personalidad jurí- 
dica por nuestro derecho público (1). TJua cosa es que nn ser 
no esté reconocido legalmente, lo qae implica el no poder ser 
considerado como persona, y otra cosa es no existir. Si nna aso- 
ciación de personas, é la que la soberanía extranjera ha concedi- 
do personalidad jorldica, ha Tenido de este modo á asumir 
una sabjetividad jurídica propia y separada de la de loa socios, 
para nosotros es cosa cierta é indudable que no puede hacer 
valer en los terceros Estados tal subjetividad, qae se deriva 
del acto soberano, ni ser considerada de jure como sujeto de 
derecho; pero no es menos cierto que una asociación en tales 
coDdiciones constituj'e de hecho nna suma de intereses colecti- 
vos, j cuando por si misma no esté en oposición con el derecho 
público territorial, & nuestro juicio no pueden negarse á quien 
represente los intereses comunes los medios legales para defen- 
derlos (2). 

1.44tt. Pasemos ahora á examinar si los principios expues- 



giiia lü», y Fedozzi, Gli enti eoüetttvi, en el Dir. vU. prtvato, 8 57 y si- 
gaientes. 

(1) Cas. Roma, 2 de Julio de 1889, Administración c. Hermanas 
del Sagrado Corazón (_Foro ttal, 1889, pág. 1.137) y 4 de Diciembre 
de 1890 {La Legge, 1891, 1, pág. 330). 

(2) Comp. dictamen del Coneejo de Estado de 3 de Diciembre 
de 1875 en la La Legge, 1876, IT, pág. 131, y el parecer de Iheriog, 
Salla capacita gturídica dei eañ dett! Comitati, resumido por Scialoja 
en el Arckiiño giuridico, vo!. XXV, pág. 473. Según la ley fntrodocti- 
va del Código civil alemáo, las personas jurídicas extranjeras que 
no estén reconocitlas como jurídicamente capaces por acuerdo del 
Consejo federal, están sujetas á las disposiciouee referentes ala 
sociedad (art. 10 de la ley introductiva). 
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to8 respecto de la capacidad de las asociacioneB j de las perso- 
nas jurídicas para adquiñr por sucesiÓD, deben aplicarse tam- 
bién al Estado, á la Iglesia y & la Santa Sede. 

En lo que concierne á la capacidad del Estado extranjero 
para adquirir por sucesión, 7a hemos manifestado nuestra opi- 
nión con motivo de la cuestión surgida entre Grecia j Humanía, 
á propósito de la Sucesión Zappa (1), ciudadano griego, que en 
sa testamento había instituido heredero al Estado de Grecia; y 
hemos puesto de manifiesto la difereucia sustancial que existe 
entre' la condición jurídica del Estado y la de las asociaciones, 
entre la capacidad jurídica' del uno y la de las otras en general, 
y particularmente en lo que toca & la adquisición de bienes por 
sncesión. 

En efecto, todo Estado, apenas se constituye, adquiere ipao 
jure ipsoqué fado todos ios derechos y facultades que deben re- 
patarae indispensables para que pueda subsistir y tener sus ca- 
racteres distintivos como Estado. A fia de que éste pueda cum- 
plir los fines sociales á que está destinado y no siendo suficiente 
la suma de todo el poder público, es preciso que tenga un patrí- 
moDÍo y capacidad para adquirirlo, administrarlo y aumentarlo, 
para lo cual el Estado ha de disfrutar de pleno derecho de capa- 
cidad para ejercitar derechos públicos y patrimoniales. , 

Como por la naturaleza misma de las «osas todos estos dere- 
chos y la capacidad jurídica indispensable para poseerlos y per- 
charlos deben considerarse como medios necesarios para cum- 
plir los fines & que está destinado, le pertenecen de pleuo dere- 
cho. Del mismo modo que todos los poderes y funciones pú- 
blicas esenciales para la existencia del Estado, son elementos 
naturales de su vida como ser político, lo es también el conjunto 
de condiciones necesarias para la existencia y desarrollo ^e su 
vida org&nica, por lo que la capacidad jurídica, para entraren 
posesión de estos elementos naturales y necesarios de conservaeijii 
y de desenvolvimiento, no puede considerarse como una concesión 
libre y voluntaria de tal ó cual poder, como sucede con las demás 



(1) Fiore, ContaUaxione pro verílate, tucaion Zappa, Controoertia tra 
la Orecia é Ut Romanía; Roma, 1894. 
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formas de asociación, & las cuales puede coocederse ó negara» 
la personalidad jurídica, Cousiderando que el Estado no puede 
cumplir los fines sociales para qae est& constituido sin medios 
patrimoniales adecuados, es erideute que debe reconocerse en él 
la capacidad jurídica para adquirir el patrimonio j ejercitar los 
{lerechos patrimoDÍales y que en el acto mismo de su coustitu- 
«ión política adquiere esta capacidad, sin que sea necesaria oin- 
guna concesión especial. 

Ed atención & estos principios, en todas las legislaciones de 
loB Estados ci?iles se admite sin contradicción la capacidad jarf- 
dica del Estado para adquirir en virtud de disposiciones testa- 
mentarias ó de donaciones, siempre que el testador haya que- 
rido dejarle toda ó parte de su fortuna, 6 genéricamente para 
acrecentar el patrimonio público, 6 designando él mismo los fines 
de común interés á qne debe destinarse. 

■.441. El Derecho romano admitía también esta capacidad 
general del Estado para recoger nna sucesión, aunqae lá nece- 
saria para suceder no fué admitida á favor de las personas jarf- 
dicas sino mucho después de los dem&s derechos patrimoniales 
y con restricciones (1). 

Sería un error manifiesto querer aplicar al Estado los prin- 
cipios que hemos expuesto respecto de las personas jurídicas. 
Esto conduciría á la confusión de organismos sustancialmente 
diversos, j de relaciones jnrfdicas las más desemejantes. El Es- 
tado es ciertamente un ente jurídico, y como tal tiene persona- 
lidad jurídica propia; pero así como es un organismo completa- 
mente diverso de cualquier otra forma de organismo, asi >a per- 
sonalidad es esencialmente distinta de la que puede atribuirse 
á cada uno de los demás organismos que existen en el Estado. 
Esto fué oportunamente notado por Savigoy, el cual en su ^s- 



(1) Savigny, Siilenia del Derecho romano, § 93 y 101. La capacidad 
para ser hourado eu un testamento no se pone nunca en dnda res- 
pecto del pópulu» romanii», del Estado Esta capacidad no se con- 
sidera como uoa oosa excepcional, dada la posición jurídica del Es- 
tado, bíbo como en eetrecha dependencia de eata posición. (Fadda, 
Goncetti fond. del diritto ereditario romano, parte 1.", § 157, pági- 
nas 200 7 201. 
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tema del Derecho romano, dígcnrriendo acerca de las persooaft 
jurídicas y de su capacidad patrimonial, después de haberlaa 
enutueradoy clasificado, dice: (Completamente pialada 7 fuera 

> de estas distincionea está la más vasta y la más importante 

> eotre todas laa personas jurldicaa, el fÍ3co, 6 sea el Estado 

> mismo, coDBiderado como sujeto de relaciones de Derecho pri- 
» sado» (1). 

El insigne romanista explica de este modo por qué la capa- 
cidad especia] para adquirir herencias 7 legados se concedía ai 
ñsco j se negaba á las corporaciones, «No pocos casos ae eu- 

> cuentran — dice — en los que el erario adquirió legalmente he- 
» rencias y legados sin que se hubiesen suscitado dudas sobre la 
■ personalidad jurídica para tal adquisición. Esto se comprende 

> por la índole especial antea mencionada del patrimonio del Es- 
1 tado. El populus, del que ae derivaba todo derecho, no podía 
1 degar de tener píen» capacidad jurídica*. Por esto no podía 
hablarse de una concesión especial de tal capacidad (3). 

t.J4S. Be esto resulta evidente que debe considerarB& 
conforme á los máa justos principios lo que encontramos admi- 
tido en general en la doctrina y en la legislación; esto es, qneet 
Estado, desde el momento en que está jurídicamente constituí- 
<lo, posee, ipso jure ipsoque fado, todos los derechos público» 
como ser político, y la capacidad para adquirir, gozar y ejercitar 
derechos patrimoniales, como peraona jurídica. 

LAAV. Ahora debemos examinaren particular ai el Esta- 
do extranjero tiene también capacidad jurídica para adquirir 
herencias y legados independientemente de cualquier autoriza- 
ción por parte de la soberanía territorial. 

Respecto de este punto lai^a discusión hubo entre los juria- 
conaultoa con motivo de la sucesión á favor del Eatado de 
Grecia en virtud del teetamento del ciudadano griego Evangelio- 
;^ppa (3). 

(1) Savigny, Sistema del Derecho romano, § 86, tomo II, tradncciÓD 
de Scialoja. 

(2) Savigny, cit., § 101. Para la doctrina italiana sobre esta ma- 
teria, véase Mantellini, Lo Stato ed il Códice civite, vol. I, póg. i. 

(3) Véase Reine de Dt. iiit, 1834, pág. 16B, donde hay una breve 



itvGüO^lf 



302 LIBBO V — caíítdlo Vllt 

Si se qtiiére examinar á fondo este asunto, conviene ante 
todo advertir que no debe confundirse la cuestión que sa refiere 
& la capacidad para recoger una herencia ó an legado, con la 
que atañe al derecho de tomar posesión de los bienes adjudi- 
cados á un Bstado, llamado á su disfrute en virtud da una dte- 
posición testamentaria & su favor. La controversia desde el pri- 
mer punto de vista concíeme al Estado como sujeto de derecho 
y se resume en esto^ términos: ¿puede el Estado extranjero ser 
considerado fureproprio como sujeto capaz de derechos patrimo- 
niales, incluso los que se deriven de una disposición testamen- 
taria hecha & su favor y mediante la cual, en virtud de la volun- 
tad del testador, sea llamado & recoger los bienes objeto de la 
referida disposición? ¿Debe, por el contrario, admitirse que no 
tiene de jure tal capacidad, y que como Estado no puede aan- 
mir la condición de persona capaz de derechos patrimoniales 
hasta que le haya sido conferida por la soberanía de aquel en qne 
intente hacer valer esta condición? 

Desde el segundo punto de vista la cuestión se reaome de 
este modo. Sí el Estado extranjero debe ser considerado de jure 
como sujeto de derecho capaz para recoger un legado, ¿debe ad- 
mitirse también que paeáíjureproprio tomar posesión de los bie- 
nes objeto de la disposición testamentaria á su favor; ó bien debe 



ezpoBÍctón de la cuestión Zappa, y un reanmen ele las principales 
conealtae. Martens, Mémoire tur le eonfiict entre la Gréce et la Romaine 
concemant la/faire Zappa, Atenas, 1893; Da droil povr let EtaU étran- 
ger» d« pouéder det ímmeublet en Allemagne, Consulta de la Facnltad 
de Berlín coa motivo de la auceaióu Zappa (Clnnet, Jouriial, 189S, 
página 727); Weiss, Di/férend rdati/d la »ucea»ion Zappa (Archiva 
diplomatiqua, 2." serie, t. 48); Lainé, Di/férend relatif á la luaxtmm 
Zappa (Id., pág. 136); Flore, Succeuione Zappa, controvertía fra la Gre- 
cia é la Romanía, consulta pro veritate. Roma, 1894, y Revue genérale 
de Dr. intem. puhlic., 1894, pág. 347; Ferand-GIrand, ContuUation pour 
le goKvemanent heUénique; Faischlen, Du droit d'acqiiirir det immeubleg 
tnpayt élrangeri, en la Eeviie de Dr. int., 1893, pág. 161; y la Nota de 
Eduardo Rolln {ld„ pág. 178); Woeste, Du droit pour tin« pertímne 
moróle itranghre de recaeitlir par tuccetiion un immevbU titué en Belffi- 
que. (Joum de Dr. int. privé, 1893, pág. 1.123); Lejeune, Dit droit pour 
une pertonne morale itrangere de recueillir par luecettion tm immetibie 
nívé en Bdgique. (Journ. de Dr. int. privé, 1893, pág. 1.126). 
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«star sigeto á las reglas de derecho comúo j al imperio de la so- 
t)eranía territorial, que con sos leyes regula la toma de posesión 
de los bienes hereditarios? 

Fácilmente se comprende que la cuestión Taría sustancial- 
mente considerada desde estos dos puntos de vista. Si el Esta- 
co extranjero no puede de jure asumir la condición de sujeto ca- 
paz de derechos sucesorios, y necesita que esta capacidad sea 
<»tO]^da por el soberano territorial, se seguiría que, cuando la 
soberanía territorial no otorgase al Estado extranjero esta capa- 
cidad, no sería posible la adjudicación de la herencia ó del le- 
gado, por la falta de sujeto capaz para recoger la u.na ó el otro, 
y acontecería lo que ocurre cuando & la muerte del testador no 
existe el heredero instituido; la herencia ó el legado pasarían 
A los parientes legítimos del de eujm, y fr falta de éstos alista- 
do territorial, como cosa sin dueño. 

Si, por el contrario, se admite que el Estado extranjero es 
de jure capaz de derechos sucesorios, sosteniendo que puede ne- 
gársele el derecho de tomar posesión de los bienes existentes en 
el territorio, 6 que esta toma de posesión debe subordinarse á las 
formalidades prescritas por el derecho común, esto no anularía 
el derecho sucesorio; podría solamente regular y modificar su 
ejercicio. Esta distinción, que nos esforzamos en poner de mani- 
fiesto cuando expusimos nuestra opinión con motivo de la suce- 
sión á favor del Estado de G-recia, & nuestro modo de ver no ha 
sido atentamente examinada por los jurisconsultos que en este 
asunto expusieron con tanta brillantez su opinión. 

Kn efecto, ha sucedido que, reconociendo todos que el Esta- 
do no puede poseer derechos patrimoniales sin asumir la condi- 
ción de persona jurídica, algunos han creído que debían aplicár- 
sele las mismas reglas que á las personas jurídicas (1), no sólo 
para tomar posesión de los bienes de la herencia, sino tam- 



il) Uoreaa, De la capacité de» États étranger» pour recevoir par tes- 
tament en France (Jonm. de Dr. int. prív., 1892, pág, 339 y Bignientee); 
Flaischlen, ReJUx,ion» sur Vacquiñtion d'un inmeuble par un Etat étran- 
ger (Remie de Dr. int., 1894, pág. 96-108). Coniutlation de la Faculté de 
Droit de Berlín. Du droitpour le» Etat» étranger» de poi»éder det immeu- 
bla en Alkmagne. (Id., 1892, pág. 727). 



i tv Google 



3M LiBKO T — CArimo vm 

bíéo, pan poder woiiiír la condidón de iDJeto capaz de dere- 
cho» patrímouialei. Estoa jaiÍKOBSiiltoe no han a^ertido, úa 
embargo, que la condidón de enjeto cipas de derecbos, ea caaa- 
to i las perionas jurídicas, proriene integra j ooni^taBente 
de la ley del Ettado j es conaecnenda del acto aoberaao; laiea- 
tra* que para el Estado míamo la condidón de anjeto capaz de 
derechos públicos y privados existe /wre proprio j donde qnieca, 
j ei la consecuencia de in personalidad en cnanto tal Elstado. A 
nnestro juicio, la discrepancia entre nosotros 7 nuestros contra- 
dictores proviene principalmente de no haber distiogaido éstos 
exactfiínetite la cuestión desde los dos pantos de vista, qne con- 
sideramos sustandalmente diversos. 

S.JftO. Debemos repetir to que j» hemos dicho mudms 
veces, esto es, que las personas jurídicas no pueden ostentar de 
jure su condición como sujetos de derecho en los Estados ex- 
tranjeros, y que, por consiguiente, la soberanía terntoríal es la 
que debe otorgarles la capacidad para adquirir y poseer dere- 
chos patrimoniales mediante sucesión Ó legado. Sea en una 6 en 
otra forma, sea el reconocimiento 6 la habilitadón para poseer 
estos derechos como sujeto cspsz, no puede ponerse en duda 
que es indiapeusable el acto de la soberanía territorial para ad- 
mitir & la persona moral extranjera en condicioiies de vivir ju- 
rídicamente como sujeto de derecho. ¿Puede aplicarse esta re- 
gla al Estado extranjero? 

Ajuicio nuestro, no puede aplicarse. 

En efecto, admitimos como incontestable: 
a) Que todo Estada tiene de pleno derecho personalidad, j 
no sólo la política, sino también la jurídica (1). 

;i) Como decimos en el Derecho internaeional cudijieado, reg. 7ft 
•Todo Estado adquiere jure »uo los derechos qne le corresponden 
como persona, en cnanto puede oonaiderarse legalmente constitai- 
do>. El reconocimiento respecto del Estado es necesario sólo para 
entablar con él relaciones diplomáticas; pero independientemente 
del reconocimiento, el Estado constituido es persona y tiene d«t«- 
cho á exigir que en bus relaciones con loa demás .Estados, iadnso 
los qne no le baj'an reconocido, se apUqne el Derecho intema- 
cionat. 
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b) Que todo Estado tiene la facultad de asumir jure proprio la 
condición de siijeto capaz de derechos patrimoniales, j que para 
esto no es necesario acto alguno de ningún poder soberano, por- 
que bien considerados la natuialeza de las cosas y los diracteres 
constantes y esenciales del Bstado, á nuestro juicio es claro y 
evidente que este ea jure proprio sujeto capsz de adquirir y po- 
iteer derechos patrimoniales (1). 

c) Afirmamos que todo Estado existe con propia personali- 
dad y con todos los derechos fundamentales que le córre:<pondeQ 
siempre que entra en relaciones con otro cualquier Estado. 

Fundándonos en estos principios hemos adquirido la firme 
convicción de que las reglas concernientes á las personas jiiridi- 
c&s extranjeras no pueden aplicarse al Estado extr&ujero. En 
cnanto & las personas juridicas creadas por la ley, toda sobera- 
nia extranjera tiene derecho é interés en examinar y decidir si 
el admitirlas á existir como tales, está en armonía con la utilidad 
pública ó se opone á ella; no pueden, por consiguiente, vivir eti 
los países extranjeros con su condición de sujeto de derecho in> 
depeodientemente de la voluntad de la soberanía territorial. Eu 
cuanto al Estado, por el contrarío, la personalidad jurídica va 
implícita en su existencia política. De aquí que ninguna sobem- 
uia pueda arrogarse el derecho de examinar j de decidir si un 
Estado extranjero puede existir como sujeto de derecho y tener 
como tal la capacidad civil, pnesto que eso equivaldría ¿ discu- 
tir ta existenda misma del Estado y su peraonalidíid como 
tal (2). 

Todo Estado puede, íiicontestalilemente, entrar ó no entrar 
eu reladones con un Estado extranjero; pero dado que estas re- 
isciones estén de hecho enlnbtecTdns, ninguno piifde negar al 



(I) Véase Fiore, Coiuidlazionr per la Grecia e la Romanin; Della ¡tr- 
nonalitd gíuridiea dei eorpi morali e della pertonalild giitrí'fíca ¡hüú 
Slato altinttmo e afl' «íero (Tnrín, Un. Tip. Ed., 1895;; Déla i-frñmna- 
lilé cívile de f £lat, en la Reme gen. de Dr. tní. public., 189-1, pá(r. 347, 

(2J Lanrent, después de algnnas vacilaciones, conclnje también 
por admitir que el Estado tiene personalidad jnrfdica desde que 
la diplomacia lo reconoce como Estado independiente 'véase el 
tomo IV del Derecho civil internacional, nóms. 73 y 127;. 
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otro el gocé de loa derechos que como tal te corresponden, ain 
que sea necesario un reconocímiento especial por parte de la 
aoberanía territorial. En efecto, debe presuponerse que todo Es- 
tado entra en relaciones con los demás, manteniendo Integra y 
completa bu personalidad, y que, por consiguiente, en esas rela- 
ciones aparece con la plena posesión de todos los derechos que 
como Estado le pertenecen. 

En general, no puede reputarse aminorada ó dismiauida la 
personalidad del Estado, sino en el caso de que una forma cual- 
quiera de limitación licita haya sido expresamente establecida 
medíante un tratado, 6 si la reducción en el ejercicio de ciertos 
derechos especiales ae deriva formal y expresamente de la consti- 
tucióu iiolitica del Estado con el que otro cualquiera haya entra- 
do en relaciones (en tales circunstancias deben presumirse esta- 
blecidas las relaciones coa estas reservas). Fuera de estos casos, 
debe admitirse que todo Estado, en aua conexiones coa loa de- 
más, mantiene íntegra la propia individualidadjurfdicay el goce 
de todos los derechos que como Estado le pertenecen, ain que 
sea necesario un acto formal de autorización por parte de las 
demás soberanías, como con razón pue<le sostenerse respecto de 
UQ establecimiento extrai^ero de utilidad pública. 

Tenieiido presente todo esto, nos parece evidente que así 
como debe admitirse qae la capacidad jurídica para adquirir 
derechos patrimoniales pertenece de pleno derecho al Estado 
por las razones antes expuestas, y que en el orden interior no 
puede negársele la necesaria para adquirir derechos patrimonia- 
les por sucesión) tampoco debe negarse en principio que esta ca- 
pacidad adquisitiva deba extenderse también á los países ex- 
tranjeros. 

Sin detenemos en más consideraciones, coocluimos afirman- 
do que no se ha de hacer descender al Estado extrai^ero al mis- 
mo nivel que un establecimiento público al coat haya otorgado 
personalidad jurídica la ley extraty'era, siempre que se intente 
diacutir acerca de sa capacidad como sujeto de derechos patri- 
moniales (1). 

llj Kn el Código civil del Japón, que dedica nn capftalo especial 
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l>4ftl. PaBemos afaora á exaninar la cueetiÓD desde el 
segando punto de vistaj esto es, si el Estado para entrar en po- 
sesión de los biene£ adquiridos por herencia ó legado, debe que- 
4&T SQJeto al derecho común, ó si por lo menos necesita una au- 
torización de la soberanía territorial. 

Según los principios doniinantes en el Derecho romano, pa- 
rece, según dicen los romanistas, que el Estado no se reputaba 
sujeto k las formalidades establecidas por el derecho común para 
tomar posesión de las cosas que se le adjudicasen como heren- 
•cia ó legado. Mommsen, sin embargo, cree que el derecho here- 
•ditario sería confirmado por el pretor urbano, que después pon- 
-drla en posesión de los bienes al cuestor (1). 

En el derecho moderno no pocos jurisconsultos sostienen 
que deben aplicarse también al Sstado llamado & recoger un 
legado, los principios del derecho común, no para otorgarle la 
capacidad, sino para autorizarlo á tomar posesión de los bienes. 
Saredo observa que también trat&ndose del Estado puede nacer 
■el peligro de una gran acumulación de bienes, que una donación 
ó un legado á su favor pueden violar los deberes de familia ó el 
•orden público, por lo cual opina que respecto de los legados he- 
chos al Estado debe igualmente aplicarse la Ley de 6 de Junio 
-de 1650, que se refiere á los dejados á las asociaciones recouo- 
■cidas (2). 



Á las personas jurídicas, encontramos esta dispoBicióu en el art. 36: 
■•No se reconocen las personas jurídicas extranjeras, d excepción del 
Ettado, de las drcumcripcionen adminisírativaí y de las sociedades 
mercantiles, á no ser que hayan sido reconocidas por leyes ó 
tratados. Las personas jurídicas extranjeras, reconocidas conforme 
á las disposiciones del párrafo anterior, gozarán de los mismos de- 
Techos privados que las de la misma especie constituidas en el Ja- 
pón, con excepción de los derechos de qne no pueden gozar los ex- 
tranjeros ó que son objeto de disposiciones particulares de las leyes 
-ó de los tratados.» 

(1) Mommsen, vol. II, pág. 552 (ed. franc, IV, pág. 262) citado por 
Fadda, Coneetli foadam. di Dir. ered. romano, en la nota al § 157, 
página -202. 

(2) Saredo, Acquitto dei Corpi numili, en el Digetío ital., núm. 87. 
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En Francia y en BjglgiCa se ha soetenido también la mism» 
doctrina (1). 

En cuanto á los Estados extranjeros llamados á recoger ni> 
legado hecho ¿ su favor, ¿ nuestro juicio es cierto y evideiite qae- 
1)0 pueden tomar posesión de los bienes sin el beneplácito de 1» 
soberanía territorial (3). Sin negar la capacidad del Estado, so» 
palmarias las razones de orden público y de interés social, por 
las cuales debe admitirse que una soberanía extranjera no pued» 
como un particular tomar posesión de los bienes que le pertene- 
cen en virtud del derecho de sucesión. El fisco representa ante 
todo una mano muerta, y á él pueden aplicarse todas las razones- 
de interés público que justifican la limitación de las manos^ 
muertas. 

Conviene también tener en cuenta qne de cualquier modo- 
que quiera entenderse la cuestión, es cierto y claro que cuando- 
un Estado extranjero adquiere inmuebles por sucesión, los ad- 
quiere á titulo privado, y, por consiguiente, deben aplicársele 
las reglas de Derecho común, salvo las inevitables modificacio- 
nes, sobre todo en el procedimiento, por razón de la condición 
especial del fisco. Ciertamente no puede decirse que un Estado- 
extranjero que tome posesión de una considerable masado bie- 
nes, pueda hacer valer sus derechos como entidad política par» 
alegar cualquier privilegio en el ejercicio de sus derechos coino- 
propietario de los bienes. Por esto debe afirmarse que aplican- 
do la soberanía territorial á la adquisición de los bienes j al 
ejercicio de los derechos por parte del Estado extranjero, la ley 
común está suficientemente garantida contra todo abuso. No es- 
esto decir que sea indiferente ó que no deba considerarse peli 
groso que un Estada extranjero adquiera y posea una cantidad 
más ó menos considerable de bienes situados en el territorio 
nacional. 



(1) Dticrocq, Cour» de Dr. adminiítratíf, iA edición, núm. 1.034, 
§ 3."; y De la pertoiuxltlé eioile de VEtat d'aprii leí loii etviUt et ctdmiKÜ- 
traliEet de la France. 

(2) Fiore citado, J>eíía pertonaliut ginTidica dello Stato, pág, 41, J" 
el articulo publicado en la Revae genérale de Dr. inf. público, cit. 
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l.^SS. Para prevenir los daños y peligros que con razón 
fiuedeD presumirse, parece evidente que el Estado extranjero no 
-debe tomar posesión de los bieDes sino con autorización de la 
«oberanla territorial. Podemos/conceder que no sea indispensa- 
ble un decreto dado en la misma forma que á las asociaciones re- 
■conocidas; pero, cualquiera que sea el procedimiento de la auto- 
dzación, creemos que ésta es indispensable, porque no encontra- 
iiiios una razón sería para admitir en este caso una excepción. 

Si conforme á la ley terrítoríal se exige la autorización del 
•Gobierno previo el parecer del Consejo de Estado, con el ob- 
jeto de amparar los intereses de las asociaciones reconocidas, 
y también para defender los intereses públicos y prevenir los 
-<laños sociales de las manos muertas, á nuestro juicio es justo 
mantener el mismo procedimiento para dejar á salvo los de- 
recbos de la soberanía terrítoríal en el caso de un legado he- 
■vho á un Estado extranjero. La autorización no tendría por ob- 
jeto establecer la existencia del derecho, sino regular au ejer- 
-cicio (I). 

Todos están conformes en reconocer que al soberano de cada 
Estado le corresponde el poder supremo de regular el ejercicio 
•del derecbo de propiedad, y de impedir que éste se realice en 

(1) Esta es la distinción que hemos mantenido siempr'e en esta 
materia, lo mismo cuando hemos examinado la cuestión en la con- 
«uita dada par:i Grecia en 1894, qae en escritos posteriores. Hemos 
.admitido que el Estado puede asumir de pleno derecho la condición 
de persona jurídica, no sólo en el interior sino también en et exte- 
rior; pero hemos negado que el Estado extranjero pueda arrogarse 
la facultad de ejercitar cualquier derecho patrimonial, independien- 
temente del beneplácito de la soberanía territorial. «Por consiguien- 

> te, decíamos, si para tomar posesión de los inmuebles adquiridos, 

> la le; territorial exigiese una autorización expresa ó tácita de la 

> soberanía territorial, siempre que se tratase de la adquisición de 

> propiedad inmueble por parte de las personas jurídicas reconocí- 
• das, el Estado extranjero debería someteTse á esta disposición, 
9 siempre por la razón que hemos aducido, esto es, que el Estado 
» debe reconocer el imperio de la ley territorial para el ejercicio y 

> posesión de los derechos adquiridos á título privado*. Opúaculo 
^itaáo, Sulla peitonaliid giitridica deUo Stalo. Turln. Un. TÍp.-Edit., 
1896, pág. 41. 
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perjuicio de los íntereBOs económicos 6 sociales. Ahora bien, esto 
poder Buprenio no debe ser diverso según que el propietario sea- 
un particular, una corporación ó nn Estado extranjero. La so- 
beranía, por consiguiente, para defender sus derechos, puede- 
prohibir que un Estado extranjero tome efectivamente posesión 
de los bienes heredados é imponerle la obligación de enajenar- 
los. No es esto admitir que el Estado extranjero no pueda ser 
propietario á titulo privudo. Esta capacidad está, de hecho reco- 
nocida, admitiéndose generalmente que & un Estado extranjero le- 
es posible teuer la propiedad de las casas destioadas á laa lega- 
ciones y la de ciertos establectmíentOB públicos ó eclesiásticos- 
que los Gobiernos extranjeros poseen como propietarios (1); pero 
también es cierto que los Estados extranjeros no poseen como 
propietarios masas considerables de inmuebles. De cualquier 
modo, creemos que es innegable que debe dejarse al prudente 
arbitrio de la soberanía territorial, el conceder á un Oobierno 
extranjero la facultad de poseer los inmuebles k título prívador 
y ei no se oree indispensable un decreto dado en la forma ordi- 
naria, por lo menos ha de reputarse indispensable el consenti- 
miento por parte de la soberanía territorial, otorgado en forma 
diplomática ó de otra manera. 

Concluimos, pues, afirmando que un Estado extranjero no- 
puede retener la posesióu de los bienes adquiridos por bucosíóOt 
sino con la autorización ó el consentimiento de la soberanía te- 
rritorial, y para nosotros es cierto é indubitable que pudiéndo- 
la soberanía prohibir al Estado extranjero retener la posesión 
de la propiedud inmueble, puede obligarle á enajenar los bieoes- 
adquiridos por herencia ó por legado. 

1.4&3. Pasemos ahora á examinar la capacidad de la Igle- 
sia para suceder por testamento y para recibir un legado. 

¿Puede la Iglesia suceder y recoger la herencia ó un legada 
adjudicados á su favor en virtud de una disposición testamenta- 
ria? ¿Debe reconocerse esta capacidad á la Santa Sede 6 al Pa- 



(1) CüiU|), Renault, Dii droit -pour une penonne morale étrangere dt 
reciieillir par siiccession un immf.uble titilé, en Franee. (Joiirn. de Dr. titt. 
privé, 1893, pág, 1.118); Diena, / diritti rmli conñderati, en el Dirxtttf 
inlemacíonale priíato, núm. 33, pág. 102, 
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pado? ¿Cuál ea su condición jurídica? ¿Ea equiparable 1k Igleaia 
ú un Estado? ¿Debe cooBiderarse & la Santa Sede jure suo como 
ana persona jurídica? 

Muy graves son las cuestiones propueataa, sobre todo si Be 
tiene en cuenta la posición verdaderamente excepcional en que 
principalmente eat&u la Iglesia católica romana, la Santa Sede y 
«t Papado; ; presentan además mayor dificultad para nosotros, 
que hemos sostenido qne no puede negarse á la Iglesia la perso- 
nalidad internacional, como no puede sei; contradicho que el 
Papa, que personifica el poder supremo respecto de la congrega- 
ción de los fieles, debe ser considerado como soberano (1). 

Antes de los acontecimientos de 1870, que han modificado 
sustancial mente la condición jurídica de la Iglesia y del Papado, 
la cuestión no presentaba las mismas dificultades, porque reu- 
niendo el Papa el Poder político y él eclesiástico, y estando or- 
gHoizadas tas provincias romanas como Estados, no se les podía 
negar el derecho de gozar de la misma condición jurídica qne 
cualquier otro Estado, y había que aplicar ¿ la Santa Sede y al 
Papado, en cuanto al derecho de sucesión en las relaciones in- 
ternacionales, las mismas reglas antes expuestas, relativas á la 
capacidad de un Estado 6 de un Soberano extranjeros para ad- 
quirir por testamento ó por donación. Hoy la Iglesia católica 
romana no es ya un Estado; el Papa no reúne el doble carácter 
de Soberano político y de Sumo Pontífice, y la controversia pre- 
senta, por consiguiente, un aspecto completamente singular. 

1.4lS4> Acaloradas discusiones se han promo^do sobre 
este asunto, sobre todo en Francia y en Italia, á propósito de 
legados hechos al Papa y á la Santa Sede, y de loa debates ju- 
■licialea que coa este motivo se suscitaron (3). 



(1) Véase mi obra 11 Diriíto int. eodijicato, 3.» ed. Introducción, 
cap. II, pág. 52 y las reglas 36 y aigt., 58, 58.^ y aiguientes. 

(2) V. Sur vil le, Papante, Etat élranger. Pape iiutilué iégataire um- 
vertfl eu gualilé de che/ visible lie VEgliae catkoliqíie (Kevue critique, 1894, 
página 3(Í6)¡ Uichoud, De la capacité en Frunce, de» personnm morales 
étranger» el en particulier da SaintSüge (Retine de Dr. int. púhlÍí-o., 1894, 
página 193); Pillet, Df la personnalité jitridique intematitmale de VEglite 
«tdela faculté pour le Pape de recueilUr de» leg> en France (Nota á 
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Una de ellas eureió con tnotívo del testamento ológrafo de 
38 de Julio de 1877 de la Condesa Despada, que había legado 
al ObUpo de Nanc; ocho Éiil francos para el dinero de Sun 
Pedro (1). Otra surgid con motivo del testamento de la Marque- 
sa Du Plessis Belliére, de 9 de Octubre de 1869, que instituí:) 
legataiio universal de todos sus bienes muebles é inmuebles ni 
Papa, Como Jefa y representante del Poder soberano designado 
en el Derecho público Tnternacional con el nombre de Santa Sede 
6 Papado. Este testamento dio lugar á un largo pleito sostenidn 
ante el TribuiMil de Montdidier (2), ante el Tribunal de apela- 
ción dtj Amíeus (3) y ante el Tribunal de Casación (4). 

En Italia también se ha presentado la cuestión ante el Tri- 
bunal de Roma eobre el testamento de la señora Rossi, que 
había legado 30.000 liras á la Santa Sede (5). 

No creemos oportuno discutir i fondo las materias impor- 
tantísimas que Be debatieron en Francia con motivo del testa- 
mento Du Plessis Belliére (6), porque la cuestión acerca de hi 



Amiens, 21 de Febrero de 1883, en el Journal du Palai», 1895, II, 57). 
Dncrocq, De ht pertonnalité civile en Frunce da Saint-Süffe {Bevue df 
Droil. pi'iLlico, 1894, pág. 47¡; Weiss, Fandeete* fran^aUet, 1892, volu- 
men 18, y nota á la sentencia del Tribunal de Amiens, 21 de Febre- 
ro de 1893 (Paiid.fraiic, 1893, 1, 17); CotelJe, consejertí, Rapport á hi 
Chambff lie» requélai (Journal du Palait, 1895, 2," parte, pág. 61); Fe- 
dozzi, Gli enti colledtivi en el Diritto tnl. prívalo, páge. 136 ; signiente; 
Diena, 1 'liritti reali en el Diritto int. prívalo, pág. 106; Scaduto, Diritlu 
eceletíatlíco vigente, a."* edición. I, 38 bü. 

(1) V. la sentencia del T. de Nancj de 14 de Diciembre de 1887, 
en el Joiirn. de Dr. inl. pricf, 1888, pág. 524. 

(2) Montdidier, 4 de Febrero de 1892, en el Joiim. de Dr. inl. pritf; 
1892, pág. 447 y la nota, y Jojim. du Pal, 1896, 2.* parte, pág. 59. 

(3) Amiens, 21 de Febrero de 1893 CJ"©"™. íÍu /"ai., 1896, II, pág. 67, 
y Joiirn. de Dr. int. privé, 1893, pág. 384). 

(4) 14 de Marzo de 1894, que admitió el recurso [Journ. de Dr. int. 
privf, 1894. pág. 835). 

(6) V. la sentencia de 9 de Septiembre de 1898, en la Rivitta di 
Diritto rcdetiatlico, 1899, pág. 69. 

ífi) V. para los detalles, las sentencias citadas y las conclnaiones 
del Fiscal general Melcot ante el Tribunal de Amiens, en el Journal 
de Dr, int. privé, 1893, pág. 384, y las notas á las sentencias citadas 
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capacidad del Jefe de la Iglesia católica para adquirir mediante 
testamento, presenta, según el Derecho francés, tm aspecto com- 
pletamente especial, si hubiera de discutirse, á fondo refiriéndose 
á las reglas de Derecho positivo sancionadas en la legislacióii 
vigente en Francia, y tendría el carácter de cuestión deDerecho 
público interior, fuera de nuestro propósito. 

Tampoco creemos oportuno discutirla desde el punto de vis 
ta del Derecho italiano, porque tendría también el barácter par- 
ticular de una cuestión de derecho interior de un Bstado. Sn 
efecto, la controversia acerca de la capacidad jurídica de la 
Santa Sede ha podido ofrecer uu aspecto especialisimo en Italia 
á consecuencia de la hay de 13 de Mayo de 1871, relativa & las 
prerrogativas del Sumo Fontifíce y de la Santa Sede. Algunos 
han observado que en virtud de esta ley, la Santa Sede est£ 
considerada como una persona jurídica, puesto que en el art. 4." 
se le adjudica la renta anual de 3.225.000 liras, y además por- 
que en el art. 2.', núm. 4.° de la Ley de 19 de Junio de 1873 se 
consignan á favor de la Santa Sede 400.000 liras para atender á 
la representación de las órdenes religiosas existentes en el extran- 
jero. Por consecuencia de estos precedentes se ha considerado 
con algún fundamento coiúo establecido en derecho, que la Santa 
Sede, en virtud de las leyes positivas italianas, es una persona 
jurídica; y admitiéndose como innegable su capacidad como per- 
sona jurídica reconocida, ha podido admitirse su capacidad para 
adquirir por sucesión. Por esto el Tribunal de Roma, en su sea- 
tencia de 9 Septiembre 1898, antes citada, resolvió que siendo la 
Santa Sede una persona jurídica reconocida según las leyes ita- 
lianas, puede como tal heredar ó recibir legados, y que sólo debe 
ajustarse á la Ley de 5 de Junio de 1850 para ser autorizada 
para la adquisición, del mismo modo que las personas morales 
reconocidas como personas jurídicas. 

1.4ft5. Los j urisconsultos franceses suscitaron y discutieron, 
WQ embaído, una cuestión de interés general, esto es, si el Papa, 
llamado á suceder como representante del poder soberano, de- 

«D el JouTii. <le Dr. inl. privé, y en el Joum. da PalaU, y el informe 
presentado á la Chambre de» requéte» por el Consejero Cotelle, Id. 
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signado en derecho público con el nombre de Santa Sede, debía 
Ber equiparado como tal al jefe de un Estado extranjero y estar 
sometido á las reglas de derecho relativas & la sucesión de los 
Estados extranjeros y á su capacidad para adquirir por testa- 
mento. 

Los defensores de los intereses del Papa hicieron hincapié 
en el argumento de que no podfa negarse la capacidad para sa- 
ceder al jefe de la Iglesia católica romana, como no podría negar- 
se al soberano de un Estado extranjero que en su calidad de 
tal fuese llamado á recoger una herencia 6 un legado. Se esfor- 
zaron, por consiguiente, en demostrar que, no obstante los acon- 
tecimientos de 1870, el Papa no había perdido la soberanía y 
que habiendo sido reconocida la Santa Sede también en Fraociii 
como un Estado extranjero, el Papa debía equipararse & on so- 
berano. Tratando después de demostrar que no puede negarse & 
tales Estados la capacidad para adquirir por sucesión, porque 
esta capacidad les pertenece de pleno derecho y debe reconocer- 
se &, todo Bstado que de hecho mantenga relaciones diplom&ti- 
cas con otros, deducían que estando el Papa en la posesión real 
y efectiva de la soberanía y ejercitando sus derechos soberanos 
en las relaciones internacionales, el legado á. favor del jefe de la 
Iglesia debía reputarse T&lido, como lo hubiera sido & favor de 
un soberano extranjero (I). 



(1) Véase Plaidoirie de Hémar ante el Tribnnal de Montdidier 
{GatelU da Tribnnaa.e, 30 de Diciembre de 1891) y de Sabatíer ante 
el Tribunal de casación {Gazttle de» Tríb., 12, 14, 16 y 17 de Marzo 
de 1894). Comp. la nota de Pittet á Amiens, 21 de Febrero de 1893 
en el Journ. da Falaig citado. 

En toda la discusión sostenida, ya ante los Tribunales, ja en W 
escritas de los reputados jarisconsaltos qne con tanta erudición di- 
sertaron acerca de la condición jurídica de la Santa Sede y del Pa- 
pado, la idea predominante en Francia ha sido la de querer sostener 
que la Iglesia es un Estado, y qne en lo que toca á la capacidad ju- 
rídica ó á la personalidad jnrfdica, la Santa Sede y el Papado deben 
reputarse en la misma condición de un Estado ó de un soberano ex- 
tranjero. Partiendo todos del mismo pnnto de vista, la discrepancia 
entre los jurisconsultos franceses se ha acentuado después, porque 
ouoH han sostenido que los Estados extranjeros pueden adquirir 
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J.<ttS> A noeotroB aos toca discutir la cuesUÓD desde ud 
punto de vista genera); debemos examinar bí, según los princi' 
pios del Derecho internacional privado, la Iglesia, la Santa Sede 
y el Papa pueden adquirir por sucesiÓD 6 por donación, y si loa 
principios que han de regir esta capacidad deben ser los mismos 
que hemos expuesto i propósito de las asociaciones ó los que 
JDTocamos con relación & los Estados. 

Esta cufiStiÓD es muy grave; pues aun después de los sucesos 
de 1870, la Iglesia católica romana conserva una organizaciÓD 
que se parece á la del Estado; y mucho más grave es todavía en 
el sistema por nosotros defendido, habiendo propugnado que la 
Iglesia católica romana es de hecho una persona internacional, 
y que esta condición le pertenece /ure suo. Dado este orden de 
ideas, es mucho más fácil incurrir en error y llegar á sostener 
que pudiendo asumir jure proprio la Iglesia católica romana la 
condición de persona internacional, puede también asumir yttre 
suo la condición de persona jurídica, como hemos dicho que pue- 
de hacerlo el Estado. 

Bn efecto, en Francia, Pillet entre otros, ha partido precisa- 
mente de nuestro concepto; esto es, que la Iglesia católica es 
una persona internacional, refiriéndose benévolamente á nuestra 
autoridad, para deducir de aquél que debe reputarse como una 
persona jurídica necesaria, y que, por consiguiente, no pueden 
negársele los derechos reconocidos á las personas civiles de crea- 
ción no arbitraria. Observa este escritor que entre los soberanos 
no hay ninguno á quien esta capacidad le sea más necesaria que 
al aagusto representante de la Iglesia católica, precisamente 
porque no teniendo dominio territorial, su capacidad jurídica in- 
ternacional es su única capacidad real, y no podría despojársele 
de ella sin privarle de los medios materiales para cumplir su 
elerada misión (1). 

En Italia se ha hecbo también la observación de que la per- 



por aucesiÓQ ó por doaación, ; otros lo han negado. Comp. Weiss, 
Traite dementaire de Dr. int privé, 2.* ed.. Apéndice, pág. 724, nota. 
(1) Pillet cit. Nota á Amiene (Jourii. da Pal, 1896, segunda parte, 
■pÁg. 68, col. 3.» y pág. GO, col. 3.») 
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sonalid&d interDacional que nosotros atribuimos á la Iglesia, se 
reducirla & una mera abstracción, st no pudiese, á semejanza del 
Estado, usar de los medios económicos indispensables para ha- 
cerla valer (1); que todo ser debe tener por base un patrimonio 
; con él la posibilidad de administrarlo; que seria una manifiesta 
contradicción admitir que á la Iglesia y á la Santa Sede puede 
reconocérseles la personalidad internacional de jure, sin gue ten- 
gan de jure la personalidad civil (2). 

■•'ft V> Para precisar nuestra opinión y prevenir todo equí- 
voco, es indispensable no confundir ciertas naciones jurídicas 
sustancial Ríen te diversas j que deben distinguirse cuidadosa- 
mente, á saber: 

Persona moral, ó ente moral, ó ser co/«cíítio, expresiones que de- 
notan toda especie de agregación de hombres, que reviste la for- 
ma de individualidad colectiva, eu virtud de la comunidad de in- 
■ tereses ó de finalidad. 

Ser jurídico ó persona jurídica, expresiones que denotan toda 
asociación que tiene capacidad jurídica para adquirir como tal 
en virtud de sucesión ó de actos entre vivos, derechos reales en 
el territorio del Estado, salvo ciertas limitaciones eventuales. 
Bsta capacidad puede pertenecer al Mtjure proprio, como hemos 
dicbo respecto del Estado, Ó puede otorgársela al mismo la sobe- 
ranía territorial para el más completo desenvolvimiento de las 
funciones del ser moral j por razones de utilidad pública. 

Egtado, que significa la sociedad política bajo la suprema po- 
testad del soberano. 

Iglesia, en cuanto indica la unión espiritual de las almas en 
la misma fe. 

Iglesia, en cuanto denota la asociación de tos creyentes, li- 
bremente unidos en consorcio religioso y sometidos á la autori- 
dad suprema de un jefe que mantiene la unidad del dogma j de 
la creencia respecto de los fieles y que gobierna su asociación 
sin medios coercitivos (3^. 

(1) Fedozzi, Qli eiiti coUettivi nel Dir. int. priv., pág. 133. 

(2) ídem id., pág. 136. 

(3) Así hemos definido la Iglesia en el § 37 del Derecho intreodi- 
jicado; y respecto de la Iglesia así entendida, hemos sostenido la 
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Nosotroa hemos afirmado que debe reconocerse la persona- 
lidad internacional de la Iglesia entendida en el último sentido; 
pero al mismo tiempo que hemos defendido y defendemos esta 
opinión, hemos sostenido y sostenemos que la Iglesia no es un 
Estado, y que no puede ser considerad a^'ur« profirió como persona 
juridica, & semejanza del Estado (1). Creemos, por el contrariOr 
que en lo que concierne & su capacidad para suceder, deben 
aplicarse á la Iglesia los principios que se aplican á las personas 
jurídicas extranjeras, y nunca los concernientes & loa Estado» 
extraojeroB. 

A primera vista puede parecer que, estando todos de acuer- 
do en admitir que la Iglesia j el Papado, aan cuando sean lla- 
mados á recoger un legado por sucesión, no pueden entrar en 
posesión efectiva de los bienes sin haber obtenido antes la auto- 
rización del Poder territorial, la cuestión no es en realidad de 
mucho momento. Sin embargo, es preciso advertir que como se 
trata de determinar exactamente la condición jurídica de la Igle- 
sia católica romana, que tiene de hecho, como organismo exis- 
tente y vivo, una oi^anizaciÓn que ae parece á la del Estado, no 

personalidad internacional. Representa, pues, en nuestro orden de 
ideas, DO ana cosa abstracta, eepiritual, intangible, sino más bien 
QU organismo real y viva, bajo la suprema potestad de su jefe, quo 
es el Papa, éi cual ejercita, en la órbita de sus derechos, fuociones 
de Gobierno- Entendida así la Iglesia, sígaifica la asociación de lo» 
fieles con el Papa ó con el Papado, que personifica la suprema po- 
testad de la misma, y con la Santa Sede, que ó denota su autoridad 
sagrada, ó el logar en qne aquél reside, ó la personalidad moral de 
la misma Iglesia, considerada como persona moral organizada. Debe 
tenerse presente que cuando hemos hablado de la Iglesia en otra» 
obras que hemos publicado, y cuando hablemos de ella en esta obra, 
empleamos la palabra Iglesia ea este último sentido. 

(1) He aquí la regla que hablamos propuesto desde un principiot 
(Ninguna Iglesia podrá pretender la consideración de persona jurí- 
dica, ni ejercitar derechos patrimoniales, sino cuando el Soberano 
del Estado te haya otorgado ó reconocido tal capacidad. 

•Ninguna Iglesia podrá pretender qne se la asimile á un Estado, 
ni ejercitar los derechos iaternacionales que áéste corresponden!. 
(Reglas 59-60 en el Br. int. cod., 1.» y 3.* edición) (a). 

(a) Ba U tradacciÓD gapaHoU de ISVl, t4m« el tona I, pig. 3S9. 
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«s ciertameDtQ de poco momeDto determinar si puede conside- 
raree como un Bstado y si le es licito pretender gozar de los 
derechos que al Estado pertenecen. La cuestión desde este ponto 
de vista es, sin duda, importante, no sólo en príDcipio, sino sobre 
todo por las consecuencias que de ella hayan de deducirse, j n» 
puede descoQocerse la conreniencia de deshacer cualquier equí • 
TOCO en todo aquello que se refiere á la condicióo jurídica de I» 
Iglesia ; del Papado. 

Precisamente para poner cada cosa en su lugar, como hemo^ 
dicho (1), y con más amplitud explicado en otro lugar (2), hemos 
-establecido que no se puede negar á ta Iglesia vira j organiza- 
da la personalidad internacional; pero afirmando siempre e) 
principio de que no por eso puede ser considerada como ao Es- 
tado. Para confirmar esta aserción, ó sea que la Iglesia católica 
no pnede desde ningún punto de vista ser reputada como dii 
Estado, negamos que, como el Estado, ae& Jure j)roprio una per- 
sona jurídica. 

fl.4BS. Habiendo sostenido nosotros que la Iglesia tiene 
personalidad internacional, puede parecer difícil negarle la per- 
sonalidad jurídica de jure y la consiguiente capacidad jurídica 
para suceder. A primera vista parece que nuestra teoría puede 
servir para sostener que si la Iglesia católica romana tiene per 
■sonalidad internacional como el Estado, uo puede negársele la 
personalidad jurídica de jure, como la inmensa mayoría admite 
que no puede negarse al Estado (3). Sin embargo, no es así. 

(1) V. iíiV. inl. cod., 2.» edición, nota á las reglas 37 y 613. 

(2) V. la introducción á la 3.» edición, cap. IÍ. 

(3) La necesidad de evitar el equívoco ee tanto más manifiesta 
■cnanto qne reputados jurisconsultos franceeoB tratan siempre de 
mantenerlo en pie. Weiss, entre otros, criticando la eenteocia del 
Tribunal tivil de Nancy de 14 de Diciembre de 1887 (Journ. de Dr. 
int. privé, 1888, pág. 524), al afirmar en principio que la Santa Sede 
es incapaz de adquirir por eacesión, porque no es dejare una perso- 
na jurídica, justifica de este modo sa censura: 

• El Derecho público francés no niega, qne sepamos, á las Poten- 
> cias extranjeras et derecho de adquirir también por testamento 
* en nuestro territorio. El Tribonal de] Sena ha declarado válido 
» por sentencia de 21 Agosto de 1863 (Gazette dea Tríbanaax de 3 de 
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Es preciso tener siempre presente qne, como ya hemos di- 
cho, toda nneatra argomentación relativa i la Iglesia no sé ro~ 
fiere & ella en cuanto puede ser considerada como unión de al- 
mas 6 de fieles que profesan la miama fe. En este sentido la 
Iglesia represeuta algo intangible, como son intangibles las con- 
ciencias de los creyentes. Hemos «dmitido que debe reconocerse 
personalidad internacional á la Iglesia oi^anizada, es decir, á 
la Iglesia eu cuanto es una asociación de fieles reunidos en reli- 
gioso consorcio bl^o la suprema autoridad del Papa, que mantie- 
ne la cohesión de esta vasta y considerable asociación mediante 
la unidad del dogma y las altas funciones de gobierne. Como 
liemos dicho repetidas veces, nos ha parecido razonable admitir 
la personalidad internacional de este organismo en la magna ci- 
vitas, para encontrar la base jurídica de squellos derechos inter- 
nacionales de la Iglesia y del Papado (qne nadie puede negar), 
sin recurrir á teorías incomprensibles para admitirlos y justifi- 
carlos. 

No es esta ocasión oportuna para extendernos en tal ma- 
teria; séanoB permitido tan sólo resumirla. 

Una de las formas reales de colectividad, es la que resulta 
de los hombres unidos en consorcio religioso en virtud, del de- 
recho incontestable de libertad de conciencia. De estas formas 
<te colectividad, la Iglesia católica, constituida bajo la suprema po- 
testad del Papa, qne la personiBca y representa, y que ejecuta 
mediante la Jerarquía funciones de gobierno, tiene de hecho el 
carácter de una institución internacional. Está constituida como 
tal en organismo que existe y vive ei} posesión real y efectiva de 
ciertos derechos que le pertenecen, indepeudientemente de todo 

» ¡Septiembre de 1863) an legado de bienes mnebles becbos á la Reina 

> de Inglaterra, como Soberana del Reino Unido. Si esto es así, no 

> vemos por qné razón el carácter puramente espiritual y eclesiás- 

• tico á que toa acontecimientoa de 1870 han reducido la soberanía 

> del Sumo Pontífice, formalmente reconocida por la ley italiana de 

• garantías y por Francia, había de tener por consecuencia privarle 

> de nna facnltad que tienen los demáa Gobiernos. La tesis del Tri- 

> banal de Nancy conduciría á negar á la Santa Sede la peraonali- 
» dad moral.» (Weie, Traite élém. de Dr. iitt. priv., 2.» edición, 1890, pá- 
gina 724, nota. 
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poder territorial, para conse^ir y montener los fines de la co- 
lectÍTidad misma. Por consignieiite, admitimos qae la Iglesia es 
ana personalidad capaz de ciertos derechos jure suo, y como 
puede asumir esta cODdicióii frente á todos los soberanos del 
muodo, le fert^nece jure proprio el carácter de persona de la 
sociedad ¡DteriiacioDsl. Manteniendo firme este principio, como 
lo bemos expuesto y desenvuelto en otras obras (1), decimos 
ahora que de admitir la personalidad internacional de la Iglesia 
católica y del Papado que la representa, y de sostener que esta 
personalidad le pertenece jure proprio, no se puede deducir qne 
la Iglesia sea áe jare una persona jurídica, á semejanza del Es- 
tado, y que el Papa como jefe efectiTO de la Iglesia tenga dejare 
capacidad para adquirir por sucesión, á semejanza del soberano 
de un Estado [2). He aqni las razones en que fundamos nues- 
tra conTÍcción. 

(1) En el Diritto inlemazionale coilificato. Introducción, cap. II, pá- 
gina 31 y eig., 3.a ed. CTiin'n, Un. Tip. Ed., 1900), hemos espuesto las 
razones por las cuales reputamos de grandísimo interés establecer 
qne á la Iglesia organizada como institución ioternaciona) le perte- 
nece la perBonalidad internacional. 

Como hemos advertido alli, nuestro propósito ha sido reducir á 
la nada la llamada Cuei/íifn romana (pág. 43), j hemos querido ex- 
plicar con fundados razonamientos los derechos de aoberanfa qne 
pertenecen al jefe de la Iglesia y que de hecho éste ejercita; pero 
hemos puesto de maniBesto la diferencia sustancial entre la perso- 
nalidad internacional, tal como nosotros la entendemos, y la perso- 
nalidad jurídica (loe. cit., nota, pág. 41). Hemos determinado cuáles 
son efectivamente loe derechos internacionales de la Iglesia y del 
Papado (reg. 58), y hemos llegado á la conclusión de que del hecho 
de ejercitar el Papa ciertos derechos que se asemejan á los que 
ejercita el soberano de un Estado, no se puede deducir qne la 
Iglesia organizada bajo la suprema potestad de su jefe pueda pre- 
tender ser asimilada á un Estado. (Reg. 60, 663 y eig.; 604 y si- 
guientes; nota á la reg. 613). 

(2) El concepto de la personalidad internacional, como nosotros 
lo entendemos, es snstancialmente distinto y diverso del concepto 
de la personalidad jurídica, é importa muchísimo no confundir ana 
cosa con otra. 

Toda entidad que puede ser sujeto de derechos internacionales, 
es una persona ante el Derecho internacional. La personalidad iu- 
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La capacidad juridica para adquirir y poseer derechoB pa- 
trimoniales pertenece de jure al hombre, porque es el Bi^eto na- 
tural de loB derechos privados patrimoniales. 

Hemos demostrado que esta capacidad jurídica corresponde 
de jure al Estado desde el momento en que se constituye, porque el 
Estado es una institución de orden politice, social y civil, y para 
los fines de su constituqióa, por los cuales el poder público reci- 
be del pueblo todas las funciones que le pertenecen, necesita un 
patrimonio y la capacidad para adquirirlo y administrarlo. Como 
el Estado subsiste con todos los derechos, con todas las faculta- 
des 7 con toda la capacidad que de jure le pertenecen, en sus 
relaciones con los Estados extranjeros que con él hayan estable- 
cido TÍDCuloB diplomáticos, existe con personalidad poUtíca j 
también con personalidad jurídica en las expresadas relaciones, 
por lo cual no puede negársele la personalidad jurídica interna- 
cional, salvo las limitaciones antes expuestas. 

Las razones y argumentos empleados respecto del Estado, no 
pueden aplicarse á la Iglesia aunque esté organizada como ins 
titación internacional; toda vez que teniendo en cuenta el carác- 
ter natural y esencial del mismo organismo, no puede asimilarse 
al Estado, y mirando á su finalidad, que es absoluta y completa- 
mente de orden ético y moral, la Iglesia no debe tender á reali- 
zar loB mismos fines civiles, sociales, polfticos y temporales que 



teraacíonal puede atríbuirae, por consiguiente, á todo ser y á toda 
iDBtitDción qoeeiiate jiíreíuoenlamapnaci'tííaíy quepudiendod« 
jare desenvolver la propia actividad en la sociedad internacional, 
tiene facultad de exigir que sus relacionCB cen los demás seres que 
existen en la tnagna civitai se rijan por las reglas de la sociedad in- 
ternacional. 

Por el contrario, ante el Derecbo civil es persona el hombre y 
todo aer qae tenga el derecho de adquirir y poseer derechos patri- 
moniales, como loa poaee aquél. Es, pues, persona jurídica toda co- 
lectividad que dejare tenga tal derecho y tal capacidad, ó á la cual 
el poder soberano se loa otorgue. 

Quien con atención considere lo sustancialmente diveraaa que 
son ambas coaas, comprenderá fácilmente, por qué reconocer á la 
Iglesia la peraonalidad internacional, no puede equivaler á recono- 
jcerle la personalidad jurídica. 
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deben constitiUT la meta anprema de todas tas funciones del Es- 
tado, así como constituyen su razón de ser. 

Ed consideración á esta diferencia sustancial entre los dos 
organismos y á la distinta finalidad del uno j del otro, se com 
prende por qué para el primero, no sólo la personalidad políti- 
ca, BÍQO también la personalidad jurídica, soa condiciones esen- 
ciales de existencia j de desenvolvimiento; mientras que para la 
otra, que no debe tender al desarrollo de los intereses civiles, 
sociales y temporales, no es indispensable la capacidad para ad- 
quirir un patrimonio, y por consiguiente, no puede reconocérse- 
le la personalidad jurídica de pleno derecho. 

Para la Iglesia es condición esencial de existencia y de des- 
envolvimiento la libertad de asociación bajo la autoridad del 
jefe supremo; todas las funciones de gobierno por parte del 
Papa se resumen en la libre promulgación de los principios de 
la creencia á los fíeles que libre y espontáneamente qaieren 
aceptarlos. 

¿Es que la libei-tad de asociación implica la libertad de in- 
corporación? De reconocer que no puede negarse i la colectivi- 
dad de los creyentes la facultad de constituirse de Jure como 
Iglesia, ¿habrá de deducirse que esta Iglesia pueda (U jure asu- 
mir 1h condición de persona jurídica, esto ea, ostentar frente i 
todos los Gobiernos del mundo la capacidad para adquirir dere- 
chos patrimoniales? 

Fuera ¿el hombre y del Estado, no hay más personas jurídi- 
cas reales que las creadas por la ley, y en esto estoy de acuerdo 
con Laurent. Este insigne escritor, que después de haber dada- 
do, concluye por admitir que el Estado es jure proprio ana per- 
sona jurídica, niega rotundamente qne la Iglesia pueda ser con- 
siderada de jure como una persona civil. «Desde el punto de vista 
jurídico esto es una herejía* (1). Tal afirmación me parece exac- 
tísima, aunque no acepte en absoluto los argumentos de qae se 
sirve el ilustre escritor para llegar á esta conclusión (2). 



(1) Lanront, Dt. civü tnt., t JV, g 179, pág. 336. 

(2) Laurent, loe. cit, g 172 y sig., pág. 324. 
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l.JinS. Se nos arguye que todo Ber que enste en este 
mundo, cnalquierft que fuese su fín, aunque sea el más elevado 
y espiritual, por necesidad ha de tener un patrimonio y con esto 
la posibilidad de administrarlo (1). 

"So queremos decir ciertamente que la Iglesia, considerada 
como organismo dotado de existencia y vida propias, no tenga 
necesidad de medios ecoaómicos para las funciones de gobierno; 
pero para esto puede ser suficiente la caridad de los fíeles, tan 
largamente ejercitada en la forma del dinero do San Pedro. No 
decimos que el Papa no pueda recibir donativos en dinero 6 que 
depositando las cantidades recogidas, en los Bancos, no pueda 
recuperarlas y destinarlas í los altos fines para que esos donati- 
vos se hacen; por el contrario, admitimos que el Jefe de la Igle- 
sia puede recoger el dinero dp San Pedro y que esto es más que 
suficiente para sus funciones de gobierno; que puede adminis- 
trarlo según los principios del derecbo común, y también que 
li un Banco rehusase restituirle el depósito, no podrían negarse 
ú representante de la Iglesia los medios legales para obtener 
}n restitución. 

Pero todo esto podemos aceptarlo sin admitir que la Iglesia 
lea de jurt una persona jnridics; porque es la lógica consecuen- 
ña de cuanto hemos dicho antes, á saber: que las asociaciones, 
Lunqne no reconocidas y, por consiguiente, destituidas de ver- 
ladera y propia personalidad jurídica, pueden tener ciertos de- 
rechos; y que no puede negarse á quien represente los intereses 
«lectivos el de pedir la aplicación déla ley común que protege 
tus propios intereses (2). Podemos sostener todo esto sin admitir 
lue la Iglesia esté en condiciones de pretender gozar de loa dere- 
chos que pertenecen al Estado. 

Cualquier asociación licita, sin ser persona juridíca, tiene 
a facultad de recoger dinero destinado á la realización de so 
Ln lícito común, y no pueden negarse & los que representan 
isa asociación los medios de defender los intereses colectivos 



(1) Fodozzi, Gli enti eollfttiví, en el Diríllo íiitem. prívalo, pa- 
jina 133. 

(2) Véase el § 1.445. 
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«n la forma establecida por las lejrea. Iheriog tenía razóo c:- 
do observaba que baeta una comiñón para recoger dcL i 
TOS & fafor de los peijndicadoB por cualquier accideste, ü t< 
biese depositado en poder de nn banquero las cantidades rec 
das por la caridad de los donantes, tendría acción contri el t < 
mo para obligarle á restituir el depósito (1). 

Pero no queremos extendernos en disentir los dereckuq^i 
& nuestro modo de ver, no pueden negarse al Papado: lU-i 
bien debemos limitarnos á nuestro asunto, que es si debe ik 
nocerse personalidad jurídica á la Iglesia como institucióDÍi'^ 
nacional y al Papa que la representa, j ú, por coosigniente. i 
pertenece de pleno derecho la capacidad jurídica para adqin 
por sucesión 6 por donación, á semejanza del Estado. Ed (-i 
punto, en atención á los rHZonamientos hecbos, sosteoemos d-:¡ 
didamente que no, por la sencilla razón de que la Iglesia cu i 



(1) Véaee sobre la ti orfa de Ihering el parecer dado por i\t¡ 
motivo de la capacidad para presentarse en juicio, á defenllí:^j 
intereses colectivos, de ana comiisióii cooBtitufda en Suiza p^:n I 
conetrucción de aiguoos ferrocarriles. (Jiihrbitcher für Dogma'.íí I 
heatigen rümi»cken und (huftchen Privutrr.ehu, vol. XXIII, pág. '"I 
publicado en resumen por Scialoja en el Archivio gitiriiiía- de ^1 
flni, vol. XXV. 

Ninguna íorma de asociación licita puede coneidenirse cox'J 
no ¡rer respecto del ejercicio (en interés colectivo) de los den^íl 
que pertenecen á las personas particulares que forman la ícnSñ'^ 
misma. No es esta ocasión para desenvolver nuestro conceptu.M 
notemos que consideramos exacto en general lo que dice el C— I 
civil austríaco en el § 26: que los miembros de una sociedad I 1 
en sus relaciones con los terceros, tienen por regla general lo^^l 
moB derechos que las personas particulares que componen lu :i 
pía sociedad, y creemos razonable admitir que estos derechc4 :J 
dau ejercitarse ó en virtud de mandato ó de repreaentación y' I 
que presida esa sociedad. De admitir que una asociación, c«:c | 
la Iglesia, no tenga ih jure la condición de persona juridifj. i 
cuanto á la adquisición por sucesión, esto es, que no tenga >' I 
capacidad jurídica para adquirir el patrimonio é incorporarlo . .1 
ente moral, no puede deducirse que deba coosiderarae como ur 
aer, como la nada respecto del ejercicio de cualquier derecho '' 
Pero no es este lugar oportuno para desenvolver esta idea. 
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un EbttiJo y poique uíuguna foiiua de colectividad puede tener 
personalidad jurídica aino en virtud de la le; del Eetado. 

1.4SO. Por la< tanto, la cuestión planteada debe resol- 
verse según el Berecbo positivo de cada país. 8i la ley del 
mismo reconoce entre las personas juridicas á la Iglesia 6 & la 
Santa Sede, debe admitirse au capacidad jurídica para adquirir 
(lerecbos patrimoniales; si, por el contrario, la ley no les reconoce 
jwrsonalidad jurídica, debe reputarse & la Iglesia, la Santa Sede 
y el Papado como incapaces de recoger la herencia 6 el legado ¿ 
üu favor, y en este caso tienen qna equipararse á una asociación 
no reconocida. 

De )a misma suerte que cuando la ley declara capaz para 
suceder Bolamente al nacido vivo y viable, é incapaz al no con- 
■cebido, éste no podría recoger la herencia ó el legado, porque 
]io tendría capacidad para ello según la ley, de igual manera 
puede decirse de la Iglesia y del Papado; no teniendo eaa capa- 
-cidad de pleno derecho, deben reputarse capaces ó incapaces se- 
gún las leyes de cada país. Si, pues, conforme 6. la ley, el Papa- 
rte ó la Santa Sede fueran reconocidos entre las personas jurídi- 
cas, no podría negárseles su capacidad en virtud del principio 
general de que todo ser, individuo natural ó ente moral ó aso- 
ciación, si la ley lo considera como persona, puede gozar de los 
ilerecboe civiles y suceder conforme &, las leyes vigentes en aquel 
Bstado. 

1.461. Advirtamos ahora que la personalidad jurídica le- 
^atmente reconocida puede derivarse de una expresa disposición 
le la ley, que admita á la Iglesia ó & la Santa Sede entre las 
personas jurídicas. £1 Código de las Dos Sicilias, por ejemplo, 
lecIa aei: <La Iglesia, los municipios, las corporaciones y todas 
> las sociedades autorizadas por el G-obiemo se consideran mo- 
' raímente como otras tantas personas y gozan de los derechos 
' civiles según las leyes vigentesi. 

Et Código español vigente, promulgado en 1889, habla de las 
>ersoDas- jurídicas reconocidas por la ley en los arts. 35 y si- 
;uienteB, y, & propósito de la Iglesia, dice que su capacidad para 
idquirir y poseer bienes se rige por el Coocordato celebrado en- 
re España y la Santa Sede, y que los demás establecimientos de 
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instrucción y beneficeDcia se regirán por lo qae dispongan Iss 
leyes especiales (a). También en Toscana la Iglesia podía adqui- 
rir, en virtud del Coacordato de 26 de Abril de^lSSl. 

En la Bepáblica Argentina, la Iglesia está autorizada parií 
poseer bienes por sucesián, l^abiendo sido reconocida entre las 
personas jurídicas, conforme al art. 33 de dicho Código. 

Puede admitirse tambiéa la capacidad de la Iglesia para ad- 
quirir por Buceaión, si las leyes del Estado le reconocen indirec- 
tamente la capacidad para poseer dereclias patrimoniales. Esto 
dicen en Italia los qne encuentran en la disposición del art. 4.' 
de la Ley de 13 de Mayo de 1871 lo necesario para aoatener que 
la Santa Sede es una persona jurídica conforme á la ley. 

A nosotros do nos incumbe discutir esta cuestión desde e\ 
punto de vista del Berecho positivo de cada Estado. Debíamos 
resolverla según los principios del Derecho internacional priva- 
do, y teniendo presente todo lo que hemos dicho, nuestra opinión 
se resume usl: la Iglesia, la Santa Sede y el Papado, do son jun- 
proprio personas jurídicas; por consiguiente, no tiene» de jure ca- 
pacidad para adquirir por testamento ó por donación. Para ad- 
mitir esta capadidad independientemente de la ley positiva, no- 
pueden aplicarse ü la Santa Sede y al Papado los principios que 
se aplican á los Estados y & los soberanos extranjeros. Es pre- 
ciso, pues, atenerse á la ley positiva de cada Estado, para deci- 
dir si la Santa Sede ó el !Papado pueden considerarse como per- 
sonas legalmente reconocidas y capaces de gozar de derechos- 
civiles; es decir, que la capacidad de la Iglesia, del Papado ó de 
la Santa Sede para adquirir derechos patrimoniales, debe regirse 
por los mismos principios que hemos expuesto relativos &la ca- 
pacidad jurídica de las asociaciones extranjeras y de los estable- 
cimientos benéficos ó eclesiásticos. 

Es natural, pues, que aun cuando la Santa Sede y el Papado' 
sean personas jurídicas, conforme á, las leyes positivas de un Es- 
tado, precise atenerse á las reglas sancionadas por las leyes y 



(a) Aef lo establece el segundo apartado del art. S8 del Códigc 
civil, en relación con los arts. 31, 33, 4f), 41 y siguientes del Coomr-i 
dato de XS de Marzo de 1851. 
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por el Derecho público territorial, á ñn de deienninar los re- 
quisitos oecesaríos para tomar posesióo de los bienes adqui- 
ridos. 

Se comprende perfectamente qoe es de interés público qoe 
el patrimonio de la Iglesia no crezca m&s de lo justo; que son 
muy graves los inconvenientes que se derivan de las manos muer- 
tas, y que es indispensable que aun cuando la Iglesia, conforme 
á las lejes de un Estado, pueda adquirir por aucesión, no llegue 
á tomar posesión de loa bienes aino con autorización del Oto- 
biemo, concedida en la forma establecida por las leyes del paía. 
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.483. Diverso carácter de la aucesióa y del derecho hereditario. — i.tíi. 
De la Bucesión ab intatato, según el Derecho positivo.— 1.46*. Ley qne 
debe regir la euceaiÓD legítima. — I.Má. Prueba de la ciudadanía en 
relación con la ley que rige la Bucesión. — 1>466> Eiamfnaae el «^aso in 
que la mujer y el marido no tengan la misma ciudadanía.— 1.447 • Caao 
del que no sea ciudadano de un determinado Estado. — 1.468. Cómii 
ha de determinarse la condición del que ejercite el derecho bereditarif>. 
1.46A. Esta cuestión debe estar sujeta al estatuto personal, aun en el 
sistema que admite la autoridad de la lex rei titae en materia de snce 
eiones. — 1,470. Nuestra teoría respecto del legitimado por sabsi 
guíente matrimonio. — 1.471. Solución según la jurisprudencia. — 1.172. 
Los mismos principios son aplicables al hijo adoptivo. — 1.478. Condi 
ción del cónyuge supérstite.— 1.474. Del bija natural que reclame el 
derecho á suceder. — I.47é. El orden de suceder y la cuantía del dere 
cbo hereditario deben depender de la ley que rija la sacesión. — I.47B. 
Aplicación de loa principios en el sistema francés.^1.477. El siateni.i 
italiano: la representación, — l.t7S. Cuándo puede limitarse la antori 
dad de la ley extranjera que rige la sucesión. — 1.479. Ley que niepi 
el derecho hereditario al hereje, al hombre de color y á la mujer.- 
1.460. Si pueden limitarse los derechos hereditarios del hijo natunl. 
1.481. Si debe reconocerse el derecho de primogenitura ó de mayoraz 
go. — 1.482. Del hijo del divorciado que reclame como hijo legitimo lc>s 
derechos sucesorios en la HUcesión de sus padres.— 1.48S. Caso del bijc 
de un italiano que baya obtenido carta de naturaleza en el extranjeii' 
y celebrado segundas nupcias después de disuelto el primer matrimf^ 
nio mediante el divorcio. — 1.484. Si puede reputarse contra el orden 
público el tener en cuenta la sentencia de divorcio á ña de adjudicar 
derechos sncesorios al hijo del divorciado. — 1.486. Derechos sucesorios 
délas mujeres del divorciado. — 1.486. Si de tomaren consideración el 
divorcio para regular los derechos sucesorios se deriva alguna ofensa 
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á loa priacipiofl de orden público.— 1.487. Autoridad del eebituto fami- 
liar en lo qae concierne á los derechos de Is mujer. 

'Idas. lia transmisión de la herencia puede veriScorse ó 
(>or diapoaicióa de la ley Ó en virtud de testamento, j por con- 
siguiente, pueden admitirse dos especies de sucesión: la legitima 
y la testamentaria. 

Ed geuerat, debe aplicarse la ley que regule la sucesión 
para determinar si ba de tener lugar la legitima ó la testamen- 
taria. Es preciso, además, decidir, conforme & la misma ley, la 
naturaleza y el carácter del derecho del sucesor, eato es, si en 
Ambos casos debe considerarse como heredero ó si solamente es 
heredero el que suceda por disposicióu de la ley. Todo esto for- 
ma parte de la esencia y del contenido del derecho hereditario 
; debe depender naturalmente de la ley que haya de regir la su- 
cesión y la transmisión de la herencia. 

Segúu el Código francés, solamente se reputa sucesión la de- 
ferida por la ley, y se coliñcan herederos ó sucesores los llama- 
dos por ella á suceder. El testamento y la donación se conside 
ran como modos de disponer del patrimonio (1) y de adquirir la 
propiedad de los bienes (2); pero completamente distintos de )a 
sucesión verdadera y propia, que es la establecida por la ley. 
Los que reciben los bienes por la voluntad del propietario, se 
llaman donatarios ó legatarios, pero no herederos. 

Por el contrario, otras legislaciones admiten dos formas de 
sucesión: la legitima y la testamentaria (a). La regla es la trans- 
misión por testamento; la sucesión legitima tiene lugar cuando 
falte en todo ó en parte aquél, 6 cuando haya sido declarado 
nulo ó ineficaz, como en el caso en que el heredero instituido 



(1) Artículo 893. 

(2) Articulo 711. 

(a) La espafiola entre ellas, qne declara en el art. 658 del Código 
lo siguiente: 

La sucesión se defiere por la voluntad del hombre manifestada 
«n testamento, y á falta de éste, por disposición de la ley. 

La primera se llama testamentaria y la segunda legítima. 

Podrá también deferirse en nna parte por voluntad del hombre, 
y en otra por disposición de la ley. 
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haya renanciado 6 se haya extinguido su derecho por causa de 
indignidad. 

Asi lo dispone la ley italiana. En efecto, el art. 730 del Có- 
digo civil, dice: «La sucesión se defiere por la ley ó en virtud de 
testamento; no tiene lugar la sucesión legítima sino cuando falte 
ea todo ó en parte la testamentaria* ,(^)- 

1.<1S8. Tócanos determinar ahora la ley que deba regir 
el orden de la sucesión, ó sea la ley conforme á la cual debe es- 
tablecerse quién ha de suceder. 

Las personas llamadas por la ley á la sucesión se dividen 
generalmente en clases, grupos ó líneas, y cada legislador esta- 
blece además el orden según el cual son llamados & suceder los 
herederos de la misma clase 6 del mismo grupo. Respecto de 
esto hay una notable diversidad en el derecho positivo, y no do» 
parece oportuno entrar en detalles por la dificultad de ser pre- 
cisoB si nos propusiéramos hacerlo (2). 

En términos generales notaremos que^ según algunas leyes;, 
la sucesión se regula teniendo en cuenta lá naturaleza de loa 
bienes, y al determinar el orden de la sucesión respecto de los 
inmuebles hereditarios, se establece en general que éstos deben 
volver á la línea de que proceden, según la regla paterna pater- 
rtís, materna matemis, con objeto de conservar los bienes en las 
familias. Esta regla, que tuvo grandes aplicaciones en el Derecho 



(1) En el sistema del Código italiano ea heredero \o mismo el que 
sucede por diaposición de la ley que el que lo hace por testamento. 

"Siempre que el derecho del sucesor tenga por objeto el patrimonio 
en su concepto de unioerniai, 6 una cuota ó fracción del mismo como 
tal considerado, el sucesor es heredero ó t>uceaor á título universal 
(artículos 720 y 7G0). Si, por el contrarío, el objeto del derecho es una 
cosa particular, el sucesor es legatario ó sucesor & título particular 
(artículos 710, 827, 862 y 863). 

Nuestro legislador ha admitido el concepto' del Derecho romano: 
Rereg in omnejiii moríui, non tantum lingularon reritm dominium tacee- 
dit; eam el ea, quae ia nominibii» tint ad hercdem tranteant. L. 37, Dif!. 
de adquir. vd omilt. heredü. (29, 25. 

(2) Véase para las nociones generales sobre esta materia Catella- 
ni, II Dirilio intern. prívalo ed i taoi recenli progre*»!, vol. III, § 714 y 
aiguientes, pág. 659 y sigs. 
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mediofiTal y mientras estuvieron en yigor las costumbres, ha sido 
deapnás, 6 ubandoniada por completo, 6 aceptada con diversas 
limitaciones ep las legialacionea modernas. En el Código francés, 
por ejemplo, está abolida eu principio en el art. 732, pero según 
el.art. 733 tiene aplicación en el caso en que una persona muera 
sin descendientes y bu herencia pase i los ascendientes ó á tos 
colaterales (a). 

Ed la legislación italiana no existe prerrogativa ninguna de 
la linea, ui ee atiende para nada al origen de los bienes. El legis- 
lador patrio, siguiendo la tradición romana y el Derecho justi- 
nianeo, al fijar el orden de suceder tiene en cuenta solamente la 
proximidad del parentesco y no reconoce ninguna prerrogativa 
al sexo (1). Tres son las clases de sucesores respecto de la su- 
cesión legitima; 1.* Los parientes legítimos, ó sea aquéllos entre 
loa cuales el parentesco se deriva de la relación de familia legi- 
tima. 2.* Los parientes naturales, entre los cuales la relación de 
parentesco se deriva de los vEnculoa de la sangre ó de la familia 
natural. 3.* El cónyuge supératite, ¿ quien pertenece el derecho 
por razón del matrimonio. El derecho de Sucesión se extiende 
hasta el décimo grado (2). Cuando falte quien pueda suceder 
conforme á la ley, la herencia pasa al patrimonio del Estado, que 
no es heredero, como diremos después. El legislador establece 
adem&s cómo debe regularse el orden de suceder de>la8 perso- 
nas llamadas á la sucesión, j determina. la preferencia de unas 
respecto de otras, y la cuantía del derecho de cada una en el 
caao en que concurran varias juntamente. 

Como ya hemos dicho, no creemos oportuno entrar en deta- 
lles, puesto que nuestro objeto sólo es determinar la ley que debe 



(a) También en el Derecho español está derogada por el art. 810 
del Código; pero con la reserva de los bienes que el descendiente 
hubiese adquirido por título lucrativo de an ascendiente ó de ud 
hermano, ; en loe cuales viniese á heredar otro asceudiente (artícu- 
lo 811), cuya reserva bb ha de hacer en favor de Iob parientes que 
estén dentro del tercer grado y pertenezcan á la línea de donde los 
bienes procedan. 

(1) Artículo 722. 

(2) Atrículo 122. 
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regir el ordeo de suceder de las personas llamadas í recoger ln 
herencia ; la cnantfa del derecbo sucesorio correspondiente & 
«ada heredero en particular. '' 

■.4tt4. En el sistema que atribuye el carácter de estatuto 
real á toda disposictóñ relativa & la suceBÍ¿D inmobiliaria, es 
oataral que se dé también autoridad exclusiva á la le; territo- 
rial en lo que concierne al orden según el cual loa herederos 
deben suceder, 7 i la cuantía de aua derechos deterniinada-por 
su grado respectivo. Solamente en cuanto á tos bienes muebles 
96 reconoce la autoridad de ta ley personal. Esto es lo que su- 
cede en Francia, donde la juHsprudenciH aolire todo, ateniéndo- 
se ¿ la doctrina sentada por el Tribunal de casación, ha conñr- 
mado repetidas veces el principio, que llaman tradicional, de 
que toda disposición en materia de sucesiones tiene autoridad 
territorial. 

En cambio, en el sistema que reconoce la autoridad prefe- 
rente de la ley personal del de cu/t» (7ara regir la sucesién here- 
ritaria, es natural que debiendo aplicarse esa ley en general para 
todo lo que se refier^á la transmisión de la herencia y á las reglas 
que deben presidirla, sirva no sólo para decidir si ha de tener 
lugar la sucesión legitima ó la testamentaria, sino también para 
fijar tas condiciones en que puede verificarse la transmisión l^f- 
tima en todo ó en parte, y para determinar adem&s las personas 
que tienen derecho á heredar, cuál debe ser el orden de suceder 
de los herederos llamados á recoger la herencia y la cuantía de 
sus derechos, ó sea la cuota del -patrimonio que ácada uno debe 
adjudicarse. Este es el sistema de la legislación italiana, aegán 
el principio sancionado por nuestro legislador en el art. 8." de 
laa disposiciones generales, que dice: <Las sucesiones legitimas 
y las testamentarias, así respecto del orden de suceder, como de 
la cuantía de los derechos sucesorios, se rigen por la ley nacio- 
nal de la persona de cuya sucesión se trate.> 

'I.AStb. En el sistema italiano, que, como hemos dicho mu- 
chas veces, es preferible, porque es más racional, el que reclame 
el derecho & suceder é invoque la ley extranjera para aostener 
su derecho en relación con los demás herederos, tiene ante todo 
que probar que el difunto era ciudadano del Estado cuya ley 
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pide que se aplique; y para lo relativo á la prueba de la cíuda- 
Uanía, couTÍene tener presentes las reglas que hemos expuesto 
«n otro lugar (1). 

Ifeterminada la ciudadanía del de cajus al tiempo de su 
muerte, es claro que bu sucesión debe regirse por la ley relativa 
á la misma, vigente al tiempo de la muerte, y que esta ley es 
aplicable para regular la transmisión de la herencia, á pesar de 
que durante el tiempo transcurrido entre la apertura de la sa- 
cesión y la liquidación de la misma haya cambiado la ley relati- 
-va á la sucesión y se haya promulgado una nueva eti el Estado- 
del cual era ciudadano el de cujus. Los principios que rigen la re- 
troactividad y la no retroactívidad de las leyes excluyen cual' 
quier duda respecto de esto (3). 

1>40O> Podría darse el caso de que, abriéndose la auceeiói> 
de una mujer casada, que durante el matrimonio hubiese adqui- - 
rido una ciudadanía distinta de la del marido, surgiese la duda 
de si habla de tenerse eu cuenta la nueva ciudadanía para de- 
terminar la ley que debiera regir la sucesión y establecer, con- 
forme á la de sd nueva patria, loa derechos sucesorios del cón- 
yuge supérstite. Eii estas circunstancias conviene advertir que, 
dado que la mujer hubiese podido, durante el matrimonio, ad- 
quirir una ciudadanía distinta de la del marido (3), sin embar- 
go, tratándose de determinar la ley que debería regir lu sucesiói» 
eu relacióu con los derechos del cónyuge por virtud de los víncu- 
los de familia, no podría. juzgarse modificada desde esta puntO' 
de vista la ley nacional. En efecto, téngase presente que la 
nacionalidad de la mujer se determina por la del marido, ad- 
, qniriendo ésta por el matrimonio la ciudadanía del Estado del 
cual es ciudadano et hombre con quien se une en matrimonio. 
Ahora bien, como la condición civil de la mujer establecida de' 
este modo persiste hasta que se disuelva el matrimonio, en cuyo 



(1) Véase Parte especial, niím. 323 y sig. (página 8 del tomo II) 
y 1.369 y sige. (pni;. 181 riel presente tomo). 

(2) Comp- Fiore, DrJle ditpoiUioai geiu-rali taW applicazione delle 
Uggi, vol. 1, niim. 247i Ñapóles, 1886; Marghieri, edit. 

(3) Véase sobre esta caeslión Fiore, DtUo iCato e della condizionr 
gíañdÍM ddle pirto-i''., vol. I. %% 8:j, 87 y 9J. 
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caso tan bÓIo la mujer puede modificar su condición civit, nos 
parece natural sostener que la ley que haya de regir la sucesión 
debe determinarse teniendo en cuenta la ciudadanía del marido. 
La ley nacional del hombre y de la mujer uuidoB en matrimonio 
«s la del Estado de que es ciudadano el primero, y ésta es, por 
consiguiente, la que debe determiuar los derechos que al mismo 
corresponden en la sucesión de su mujer premuerta, aunque ésta 
hubiese podido adquirir una ciudadanía distinta (1). 

La cuestión debería resolverse de distinto modo si el marido 
hubiese cambiado de ciudadanía durante el matrimonio ; la mn- 
jer hubiese conservado la que habla adquirido en virtud de la 
unión conyugal. En general, debe afirmarse que la ley nacional 
de las personas unidas en matrimonio debe determinarse por la 
ciudadanía del marido, eti el momento de la celebración del con- 
sorcio. Es preciso, además, admitir que los derechos adquiridos 
por la mujer en razón del matrimonio y que pueden considerarse 
como efectos civiles del mismo, deben regirse por la ley bajo 
cuyo imperio se celebró, puesto que la autoridad de dicha ley 
perdura basta que el matrimonio se disuelva. Nosotros creemos 
que siempre que se trste de cuestiones relativas á los derecboa 
adquiridos por los cónyuges, no debe juzgarse modificado respec- 
to de los mismos el estatuto familiar, á no ser que ellos, de co~ 
mún acuerdo, hubiesen adquirido una nueva ciudadanía (3). 

1>4W. -Una dificultad podría surgir en la hipótesis deque 
«1 de cttjua en el momento de Ib muerte no fuese ciudadano de 
un Estado determinado. Puede darse el caso de que una perso- 
na no tenga ninguna ciudadanía. Esto podría suceder si aconte- 
ciera que el natural de un Estado extranjero hubiese, en virtud de 
laleydel mismo, perdido su ciudadanía sin haber adquirido otra. 
Maestro legislador no prevé este caso, y si la cuestión se plan- 
tease ante los Tribunales italianos, habría que resolverla con 
arreglo á los principios generales del Derecho. Ateniéndose á 
los mismos sería preciso considerar que, como la condición civil 



(1) Comp. § 372 j BÍg. j Tribunal de Lucca, 14 áe Abril í 
íForo italiano, 1882, pág. 767). 

(2) Véase núm. 338 y siguientes. 
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■de toda persona debe determiii&rse por la ley & cuya autoridad, 
teniendo eo cuenta las relaciones personales, debe entenderse 
sometida la misma, no se puede admitir que ésta se encuentre 
en la poBÍcidn Terdaderamente anormal de no estar sujeta á 
ninguna ley (1). 

En el Código ciril del Imperio alem&n encontramos sancio- 
nada en el art. S9 de la ley introductiva (2) la regla que, á nues- 
tro modo de ver, responde mejor á los principios racionales: 
«Cuando una persona no pertenezca á ningún Estado, tas rela- 

> Clones juridioas hasta que se declare aplicable la ley nacional, 

> están determinadas por las del Estado á que últimamente 

> baya pertenecido esta persona, y si aun antes no perteneciese 

> á ningún Estado, según las leyes de aquel en que se halle do- 

> miciliada 6 en que tenga su residencia en dicha época, ¿ falta 

> de domicilio». * 

(1) Una importante discusión tuvo lugar ante los Tribunales ita- 
lianoB en el caso de la herencia de Samanta, rico judío originario de 
Túnez. Murió en Liorna el 24 de Enero de 1873, dejando nn testa- 
mento ológrafo hecho en Parfs en el cual habia dispuesto de bus 
hienee. Preseotábanao como herederos su viuda y los descendientes 
•de nn hermano premnerto. Debiendo regirse la bncesión conforme 
á la ley del Estado de qne era cindadano en el momento de la muer- 
te, para determinar con arreglo á la misma los derechos sucesorios 
de la viuda, surgió una gran dificultad, porque Samama habfa per- 
dido la ciudadanía origioana sin haber adqnirido la ciudadanía ita- 
liana qne habia solicitado j qne tenia intención de adquirir. En 
-efecto, habia pedido la naturalización por Keal decreto, y éste es- 
taba expedido; pero como según el art. 10 del Código civil el Real 
decreto de naturalización no puede producir el efecto de conferir la 
ciudadanía italiana al extranjero ei antes no se registra y éste no 
presta el juramento de fidelidad, cuyas condiciones taxativamente 
«xigidas no se habían cumplido, resultaba que Samama, en el mo- 
mento de la muerte, se encontraba en la posición de no tener una 
ciudadanía determinada por haber perdido la originaria y no haber 
adquirido la italiana. El Tribunal de Lncca sostuvo que la sncesión 
de la persona privada do ciudadanía, debía regirse por la ley del 
país de cuya vida civil participaba la misma persona de modo per- 
manente al tiempo de la muerte. (Trib. de Lncca, 8 de Junio de 1880 
{Faro ital., 1880, pág. 1.119). 

(2) Ley introductiva del Código civil alemán de 7 de Agosto 
de 16%, Seo. I, Ditponcionee genérale». 
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En efecto, es precieo recoDocer, eo general, que debienclo 
entenderse que todo Lomijre está sometido & nna ley determi- 
nada para cnanto concierne á sus relaciones en la esfera del De- 
recho privado, es lo más razonable admitir que la ley que oiigi- 
nanamente baja establecido la condición civil de cada uno, man- 
tenga su autoridad civil respecto del mismo, mientras que con 
la adquisición de una nueva ciudadanía no baya realizado sa vo- 
lontaria sumisiÓD á una distinta ley. Podría, pues, reputarse, 
conforme á los principios generales del Derecbo, que la renuncia 
6 la pérdida de la ciudadanía de origen fuese eficaz en cuanto & 
las consecuencias que se derivan de la ciudadanía en el Derecbo 
público, pero que en cuanto & las que pueden producirse en la 
esfera del Derecho privado, ae considerase permanente la con- 
dición civil establecida mediante la ciudadanía de origen, hasta 
que la persona no hubiese adquirido otra nueva (1). Si no se- 
quisiere aceptar este principio, por lo menos habría que admitir 
que dada la necesidad de evitar la situación de cosas verdadera- 
mente anormal de una persona que oo está sometida á ninguna 
ley, habrá de tenerse en cuenta su domicilio en un Estado deter- 
minado, sosteniendo que respecto de todas las relaciones jurídi- 
cas dependientes del estado personal debe atribuirse autoridad á 
la ley del país en que la persona sin ciudadanía se halle domicilia- 
da. Esta regla debería seguramente aplicarse en la hipótesis de 
que se abriese la sucesión de un individuo que no perteneciese á 
ningún Estado politicamente constituido, formando parte de una 
tribu nómada, ó que procediese de las regiones inteFÍores de 
África y en otros casos análogos. En tales circunstancias, sise 
quisiese determinar la transmisión de la herencia de esta persona. 
coD arreglo á su ley personal, no podría hacerse otra cosa que 
referirse á la ley del Estado en que la misma estaba domi- 
ciliada en el momento de su muerte. Si faltase también el do- 
micilio, convendría atenerse á la residencia, salvo el csso, á nues- 
tro modo de ver, eu que se tratase de un individuo perteneciente 
á una tribu que, aunque no estuviese constituida politicamente, 
tuviera naos y costumbres establecidos y reconocidos para regir 

(1) Véase el ^ 346. 
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la transmisión del patrimonio de loa qae formasen la tribu. 

'1.44S. Resuelta la cuestión prejudicial, de la cnal depen- 
de la determinación de la \ej nacional del de cujus que debe re- 
gir el orden de suceder de sus herederos, ea preciso fijar la con- 
dición del que pretende suceder en virtad de sus relaciones con 
el difunto. Gn el capitulo anterior hemos dicho que la misma ley 
que está llamada & regular la transmisión de la herencia debe regir 
también la capacidad del sucesor, esto es, concretar quién es el 
llamado á suceder j quién no. La capacidad en este respecto es 
el requisito esencial del mismo derecho hereditario. Hemos dicho, 
además, que la misma ley debe regular el orden de suceder, 
puesto que éste atañe también á la herehcia f al derecho here-. 
ditario. Conviene, sin embargo, advertir que como el orden de 
suceder depende de las relaciones que se derivan 6}ure familias 
(parentesco legitimó), 6 jure san^uinis (parentesco natural), ó 
jure matrimofíii (cónyuge supérstite), conviene que el que pre- 
tenda suceder, ya excluyendo á los de grado inferior, ya concu- 
rriendo con ellos, esté obligado á establecer y probar la rela- 
ción, que es el supuesto indispensable en que puede fundar su 
derecho preferente 6 concurrente. Juzgamos oportuno advertir 
que la cuestión, desde el punto de vista indicado, puede presen- 
tarse lo mismo en el sistema que admite la realidad que en el que 
admite la personalidad del estatuto aplicable á la transmisión 
de la sucesión legitima. Lo mismo en uno que en otro sistema 
conviene que el que alega el derecho 6. suceder pruebe la rela- 
ción jurídica entre él y el de cujus, en la cual, ya según la lex 
rei íitae, ya según la ley nacional del de cujus, puede considerar- 
se fundado taL derecho de sucesión. Nosotros no podemos admi- 
tir que también en esto haya de prevalecer la ley que debe re- 
gular la transmisión de la herencia. 

1.4A#. £n efecto, no debe confundirse una cuestión con 
otra, una cosa es el orden de suceder y el derecho de cada cla- 
se de sucesores, que tomados colectivamente excluyen á los de 
otra clase ó que pueden alegar enfrente de los dem&s an dere- 
cho preferente como parientes en este ó en aquel grado; y otrü 
cosa es la condición civil y larelación de parentesco legitimo ó 
natural ó el que se deriva del mntnmoniu que fn»' ni mismo coos- 
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tituf e el estado del que alega en dereclio á suceder. La cueatíáu, 
desde el primeF punto de vista, toca al derecho hereditario y Á 
la transmisión de los bienes y puede depender del estatuto real, 
8Í domiua en materia de sucesiones la autoridad de la lex rei 
sitae, 6 de la ley nacional, si esta es la indicada para regir la 
sucesión^ Besda el otro punto de vista, es una cuestión de estado 
personal, y no debería considerarse de distinto modo en uno y 
otro sistema, sin que se alterase la naturaleza esencial de la 
relación jurídica misma. 

La diferencia entre estos sistemas consiste en lo siguiente: 
en que el consagrado, por ejemplo, en la legislación italiana que 
hace depender de la ley nacional el estado, la condición jurídica 
de la persona, las relaciones de familia, la transmisión de la he- 
rencia, todo depende de la ley nacional, y por lo tanto, es pre- 
ciso referirse á la ley personal para determinar el derecho del su- 
cesor y el orden y la cuantía del derecho mismo, y para determi- 
nar el estado y condición Jurídica de aquél y su relación con el di- 
funto, en la cual puede juzgarse fondado el derecho de sucesión; 
mientras que en el otro sistema, rigiéndose el derecho de sucedei- 
por la lex rei sitae, puede ocurrir que ésta lo regule de un modo 
distinto del establecido por la ley personal del de eujus; pero 
cuando se trate de determinar la relación de estado personal en 
la cual debe considerarse fundado el derecho de suceder, de nin 
gún modo podemos admitir que para esto pueda atribuirse tam- 
bién autoridad al estatuto real, haciendo caso omiso del perso- 
nal. Supongamos, por ejemplo, que la lex rei sitae llama á reco- 
ger la herencia é, los descendientes legítimos ó á los hijos natu- 
rales, ó á los unos en ciertas proporciones en concurrencia con 
los otros. No cabe duda que en este sistema debe aplicarse la 
lex rei sitae para decidir si el hijo natural puede ser admitido 
en el orden de la sucesión ó debe ser excluido de él, y cuál ha de 
ser la cuantía de su derecho como sucesor; pero para decidir 
qnién es hijo legitimo y quién natural, ó quién debe ser coaside- 
rado como cónyuge, quién pariente en éste 6 en el otro grado, 
debe tenerse en cuenta la ley que rija las relaciones de ¿unilia, 
es decir, el estatuto personal, j nolAlex rei sitas que ordene la 
transmisión de la herencia. 
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I.4ÍSO. Nosotros habiamoa ezamiDado esta cuestión en la 
primera ediciÓD de este Tratado (1), & propósito de an heredero 
■qae segúa el estatuto personal debiese reputarse legítimo 6 por 
íubsequens matñmonium 6 por rescríptum prmcipis; j habíamos 
sostenido que como la cuestión del estado personal ha de resol- 
verse con arreglo á la ley que rija las relaciones de familia, estii 
misma ley debía aplicarse para decidir quién puede ser conside- 
fado como legítimo de pleno derecho, -ya por haber nacido den- 
tro del matrimonio, ya por haber sido equiparado ¿ éste en 
-virtud del estado de hijo legitimo adquirido conforme á la ley 
por consecuencia del matrimonio contraído por sus padres. Ha- 
oíamos dicho que cuando llegase el momento de decidir acerca de 
la condición de un iodiTÍduo, esto es, si debía reputársele hijo le- 
gítimo, ilegítimo ó legitimado, se aplicara el estatuto personal, 
como á toda relalción concerniente á la condición y calificación 
jiersonal de cada uno, y que determinada esta condición cítíI, los 
■derechos sucesorios habían de fijarse con arreglo á la ley que ri- 
giere la sucesión. 

Sn efecto, considerando que la premisa necesaria para reco- 
nocer el derecho hereditario es la condición de la persona en sus 
-relaciones con el de cujus, creíamos evidente que probada la con- 
dición civil en virtud de la ley que rige las relaciones de familia, 
uo podía menos de admitirse el reconocimiento de los derechos 
«uceaorios por la lex rei sitae. Habíamos combatido la opinión de 
Rooco, el cual sostenía gue para decidir acerca de la condición de 
las personas debía tenerse en cuenta la ley personal, pero que en 
-cuanto á los efectos de esa condición en materia de sucesiones 
no Be podía admitir otra autoridad que la de la ley vigente en 
«I Ingar de la situación de los bienes; y decía que el estatuto 
personal no podía tener autoridad, porque no se trataba de de- 
terminar la capacidad de la persona, sino la capacidad del here- 
■dero, para lo- cual debía admitirse )a autoridad exclusiva de la 
¿ex rei ñtae. , 

Toda nuestra teoría en sentido contrario se resumía en esto. 

(1) Fiore, Dirílto internaziimah privafo, pág. 620, § 328. Floren- 
cia, 1869. (Sacesores Le Monnier). 
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Suponiendo qne el derecho hereditario deba ati-ibuirse conforme- 
á la lex rei sttae, si esa ley reconoce un derecho preferente al que 
se presenta á la herencia como hijo legítimo, es preciso tener en 
cuenta la ley que haya de regular las relaciones del hijo coa- 
el padre para decidir quién puede asumir respecto de éste la con- 
dición de hijo legitimo. Si el que ee presenta á suceder en los bie- 
nes de BU padre existentes en territorio extranjero reclama la par- 
te que según la ley territorial le pertenece como hijo legftímor 
cuando haya probado cou arreglo á la ley que rija las relacione» 
entre él y su difunto padre, que tiene respecto de éste la condiciÓD- 
de tal Lijo legítimo, no podrá negársele su derecho hereditario,, 
aunque las disposiciones de la ley del lugar en que los bienes- 
estén situados, relatÍTas al estado personal, sean distintas. La 
lex rei sitae debe regular, en efecto, el derecho dd heredero, do- 
las relaciones de estado personal ya adquiridas por el nacimiento- 
bajo el imperio de una ley diversa (1). 

Por consecuencia de estos principios, decíamos que cuando- 
según la ley que rigiera las relaciones de familia se reputase hijo- 
legitimo no sólo et nacido dnrante el matrimonio, sino también el 
venido al mundo antes de que sus padres lo reconozcan y de que se- 
hayan unido en matrimonio, no podria negarse su estado sólo por- 
que la ley reguladora de la sucesión dispusiese otra cosa. También» 
para la legitimación por concesión del soberano hablamos admi- 
tido los mismos principios. En efecto, obserrébamos que no po- 
día aducirse en contrario que, dependiendo esta legitimación de- 
la graciosa concesión de la autoridad soberana, no debiese tener 
eficacia sino dentro de los limites de lajurisdíccíóndel príncipe^ 
puesto que admitido .que debe reputarse por legitimo cualquier 
individuo que sea declarado tal por la ley de su patria, no dabla 
hacerse ninguna distinción, ya se derivase el estado de hijo legi- 
timo de una disposición general, ya de un acto concreto de la 
autoridad pública conforme ¿ la ley. 



(1) La distinción heclia por noEOtro?, la vemos boy aceptada por 
reputados JDrisconsnltos. Véase Despagnet, Vr. int. privé, 3." edición 
página 684; Weisf , Conftict <la hit, tomo IV, pág. 557; Cbampcomma- 
nal, Siiccettion en Dr. int. pricé, págs. 358 j siguientes. 
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Ezatninando después la cuestión desde el punto de Vista de 
Qa ley ingleBa, he aquí lo que decíamos: <La Common Late, no 
-sólo no reconoce la legitimacián por eabsiguiente matrimonio, 
•Biao que dispone que ninguno pueda heredar en Inglaterra si qo 
ha nacido de legitimo matrimonio {born in lawful wedlock). Po- 
dría parecer que esta disposición general 7 prohibitiva excluye 
nbaolutamente á loe extranjeros legitimadoa de suceder, en los 
bienes inmuebles exietentee en Inglaterra. Sin embargo, estu- 
diando bien la cuestión ha; base para sostener lo contrario, aun 
en presencia de la ley, inglesa. 

<¿Qué significa, en efecto, hijo legitimo? Significa hijo de 
pleno derecho, hijo nacido in lawful wedlock, ex juatia nupUis, 
Ahora bien, para decidir cuándo un indifiduo es hijo de pleno 
derecho j cuáles son las fustas nuptiae, debe aplicarse la ley que 
rige el matrimonio, no la del lugar en que eBtán los bienes. Si un 
legislador, considerando el matrimonio como un contrato con- 
-sensnal, sabiamente dispone que cnando dos personas hayan de- 
clarado que quieren unirse en matrimonio, y con esta reciproca 
promesa y antes de verificarse las ceremonias externas tuvieren 
un hijo, éste, verificado el matrimonio, debe considerarse legiti- 
mo ab hiitio y de pleno derecho en virtud de la ficción legal 
por la cual se le supone nacido dentro del matrimonio, es cierto 
.que este hijo será legítimo y se podrá decir que ha nacido de 
Justas nupcias, y deberá, por consiguiente, tener derecho á bu- 
-ceder también en Inglaterra, haciendo valer su condición de hijo 
de pleno derecho» (1). 

1.491. Hoy podemos mantener con mayor firmeza esta 
-opinión, porque cuenta con el autorizado apoyo de la jurisprn- 
dencia. 

En efecto, ante los Tribunales franceses se ha planteado la - 
cuestión acerca de la ley conforme á la cual debe determinarse 
la condición del sucesor, y se ha discutido precisamente si la 
condición de hijo legitimo por subsiguiente matrimonio debía 
determinarse conforme & la ley que rigiese los derechos suceso-r 
(■ios ó conforme á la que presidiese las relaciones de familia; y 



(I) Véase la edición ja citada, piig. 523. 
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el Tribunal de Besan^on sostuvo (1) que aaaque para la trans- 
misión de la herencia, tratándose de Bncesión abierta en Francia, 
era preciso atenerse & la le; francesa, sin embargo, para decidir 
si el hijo natural debfa 6 no reputarse legitimado por subsiguien- 
te matrimonio, procedía atenerse & las leyes que rigen las re- 
laciones de familia. El Tribunal, pues, falló que la condición ju- 
rídica de hijo legitimado adquirida conforme á las leyes de Ca- 
lifornia debía ser reconocida, aunque, conforme Á la ley france- 
sa no pudiera reputarse raudamente adquirido el estado de hijo- 
legitimado (2). 

Los mismos priocipioB aplicó el Tribunal de la MartÍDÍca eit. 
el asunto Begg. Se discutía si el Sr. Begg, oiudadano inglés, que 
reclamaba la herencia de un hermano suyo también inglés, 
muerto sin testamento en territorio francés, podía ser admitida 
& suceder, y ai para determinar la relación entre él y el de cujus 
era suficiente que se justificase su condición jurídica conforme á 
ta ley inglesa, aunque no pudiese reputarse legalmente acredita- 
da conforme & la francesa. 

El Tribunal admitió en este caso la distinción establecida 
por nosotros, esto es, que la condición y el vínculo personal en- 
tre et que reclame la herencia y «1 de cujas debe determinarse- 
con arreglo al estatuto personal, y que, por consiguiente, tra- 
tándose de un inglés, era preciso referirse á la ley de su domi- 
cilio. Considerando después que según la ley francesa la trans- 
misión de la herencia extranjera, en cuanto ¿ los bienes inmue- 
bles situados en Francia, se rige por la ley francesa, y que con- 
arreglo á esta ley debía reconocerse al Sr. Begg el derecho á 
heredar como colateral natural del de cujus, declaró su dere- 

(1) Cour de Beaan?on, 25 de Julio de 1816. (Journal du Dr.int. pri- 
vé, 1877, pág. 228). 

(2) Según la ley francesa, art. 331 del Código civü, para la legiti- 
mación por Bubsignietite matrimODÍo, se requiere que el padre j la 
madre del hijo nacido fuera de matrimonio le reconozciin legalmen- 
te antea ó en el acto mismo de la celebración. Según la ley vigente- 
eu California, uo se exige como coudicióa de la legitimación el re- 
conocimiento formal anterior ó simultáneo al matrimonio, cuando 
los padres hayan tenido al niño en la familia como tal hijo, de suer- 
te que pueda alegar simplemente la posesión de estado. 
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cho sucesorio; aunque conforme á su le; personal, dicho señor 
Begg, siendo hermano natural no podía reclamar ningún dere- 
cho de sucesión {1). 

I.AW. Loe mismos principios deben aplicarse para resol- 
ver todas las cuestiones referentes & la condición civil del que 
reclame la herencia, distinguiéndolas siempre de las que con- 
ciemen al derecho hereditario ; su cuantía; como, por ejemplo, 
si el heredero quisiese probar su condición de hijo adoptivo del 
de cujus, ó de hijo natural, 6 de cónyuge, ó de pariente dentro 
del grado legal. Aun en el sistema que lo sujeta todo á la lex reí 
sitae, la transmisión de la herencia, el orden de suceder, la 
cnantia de los derechos sucesorios, se debe considerar, sin em- 
bargo, como independiente y prejudicial toda cuestión que se 
refiera á la condición del que reclame la herencia, afirmando, J 
siempre en principio, que es preciso resolverla conforme á las 
reglas que deben regir el estado de la persona ; las relaciones 
de familia. 

En Francia, por consiguiente, probada la condición personal, 
como el derecho sucesorio debe adjudicarse conforme á la ley 
francesa, se ha juzgado que ha de aplicarse la lex rei sitae res- 
pecto de la sucesión inmobiliaria y la del domicilio para la mo- 
biliaria (2). 

1>4VS* Una dificultad podría quizá surgir en el sistema de 
la lex rei sitae 6. propósito del que reclamase la herencia como 
cónyuge supérstite é invocara para determinar su condición el 
estatuto personal que reconociese efectos civiles al matrimonio 
putativo respecto del cónyuge que hubiese obrado de buena fe. 
Supongamos que la ley territorial reconozca el derecho suceso- 
rio del cónyuge supérstite, pero que al mismo tiempo establezca 
que el matrimonio nulo no puede producir ningán efecto civil, 
ni aun respecto del cónyuge que haya procedido de buena fe, y 
que, por consiguiente, se desconozca en absoluto la institución 

(1) Cour de la Martinique (18 de Mayo de 1878, Begg c. Curateur 
anx eucceesions vacantes de l'arrondiasement de Fortde-France 
(Journal du Dr. inteni. privé, 1878, pág, 507). 

(2) Véase en este sentido: Cour de Pan, 17 de Enero de 1872 
(Journal du Dr. int. privé, 1874, pág. 79). 
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llamadit matrimonio putativo, segdn sucede por la ley común 
que rige esta materia en el Estado del Mississipl. En estas oír- 
cuiistancias puede dudarse, si al que intenta determinar su cod> 
dicién de cónyuge le será permitido invocar su estatuto personal 
para establecerla en virtud del matrimonio putativo, eficaz según 
aquél para justificar la condición de cónyuge con todos los efectos 
civiles del matrimonio, respecto del que lo haya contraído de 
buena fe. 

Creemos que en este caso no puede invocarse el estatato 
personal, porque de esto resultarfa que se dejaba sin efecto una 
ley territorial de orden público. Si el legislador de un Estado, 
queriendo atender al mejor orden de la familia ha reconocido 
efectos civiles solamente al matrimonio válido, y tos ha negado 
en absoluto al matrimunio nulo, no obstante la buena fe, esta 
disposición legal, que en el fondo desconoce por razones de orden 
público la institución del matrimonio putativo, no podría dejarse 
sin efecto por el extranjero. Ciertamente, no se concedería ánn , 
extranjero que reclamase la herencia alegando su condición de 
cónyuge como consecuencia de su matrimonio putativo, si por 
razones de orden público éste se estimase destituido de todo 
efecto civil, conforme & la ley territorial. 

-I.AS't. Otra dificultad podría surgir en el mismo sistema 
al aplicar los principios antes expuestos, en el caso en que no 
hijo natural reclamase la herencia. Admitido, en general, qae 
la condición del heredero en sus relaciones con el de cujtts debe 
fijarse conforme á la ley personal, podría originarse una cuestión 
delicada al determinar la ley que debería regir la condición civil, 
en la hipótesis de que el hijo tuviese ciudadanía distinta de la 
del padre y no fuesen uniformes la ley personal del padre difun- 
to y la del que pretendiese probar su condición de hijo natural 
de aquél; respecto de la prueba legal de la relación de paternidad 
y filiación naturales. 

Supongamos que un hijo nazca en el extranjero de padres 
desconocidos, y que inscrito como tal en los registros del estado 
civil se repute ciudadano de dicho país, admitiendo la ley en él 
vigente la investigación de la paternidad. Figurémonos qae 
este individuo, en virtud de la acción Judicial ejercitada ante los 
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Tñbunales de aquel país, haya podido probar que es hijo de ud 
italiano, y que el Tribunal en vista de esto Laya declarado la 
paternidad natural; imaginémonoe, por último, que el padre ita- 
liano natural muera en Francia, y que abierta allf la sucesión, 
3u hijo natural reclame la parte de bienes inmuebles existentes 
en la misma nación y que correspondan á eata clase de hijos, 
según la ley francesa y sub artículos 756 y siguientes. 

Teniendo que probar su condición de hijo natural, suponga- 
mos que alegue la sentencia del Tribunal que declaró la paterni- 
dad natural y la regla sancionada, en el art. 192 del Código ci- 
vil italiano, que dice: <La sentencia que declara la filiación na~ 
tural produce los efectos del reconocimiento». A primera vista 
podrfa parecer que probada la condición de hijo natural y con- 
siderando que los derechos suceaorios deben regirse por Is ley 
de la sucesión (que en el caso propuesto sería la ley francesa), 
podrían adjudicarse al demandante los derechos que al hijo na- 
tural pertenecen sobre los inmuebles situados en territorio fran- 
cés. Sin embargo, esta solución no seria acertada. 

Ante todo conviene observar que aunque los extranjeros 
paedoQ suceder en Francia, no puede adjudicárseles derechos 
sucesorios sino en las condiciones determinadas por la ley france- 
sa, 6 sea sólo en aquellos casos en los cuales al francés le es per- 
mitido suceder (1). Ahora bien, la ley francesa no reconoce nin- 
gún derecho sucesorio al hijo natural que no haya sido legalmente 
reconocido (3), y aun admitiendo que la capacidad para suceder 
pueda probarse conforme á la ley personal, no seria acertado 
sostener que esta ley pudiese también adjudicar un derecho su- 
cesorio que no reconoce la ley reguladora de la sucesión. En el 
caao propuesto, además, ni aun la cualidad de hijo natural res- 
pecto del de cujus puede reputarse establecida conforme al esta- 
tuto personal. El legislador italiano dispone que el reconoci- 
miento de un hijo natural debe hacerse en el acto del nacimien- 
to ó por documento público anterior ó posterior al mismo (3), 

(1) Caá. franc. 24 de Junio de 1878 (Journ. dii Palais, 1878, pági- 
na 1.102). 

(2) Artículo 756. 

(3) Artículo 181. 
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y que la sentencia produce los efectos ¿el reconocimiento, perO' 
sólo en los casos tazativamente determinados en gue se admite 
la investigación de la paternidad (1). 

Bies considerada todo, en las circunstancias indicadas e) 
hijo natural no podrfa ser admitido á la sucesión, ja porqae ta 
ley francesa que regirla la sucesión no le reconocerla el derecho 
sucesorio, ya porque la condición misma de hijo natural res- 
pecto del de cujm, su padre natural, no podifa reputarse esta- 
blecida conforme al estatuto personal; y ni aun en cuanto á la 
sucesión mobiliaria, para la cual se admite en Francia la auto- 
■ ridaddel estatuto personal, podría reconocerse el derecho'suce- 
sorio al hijo natural en las circunstancias supuestas, en razón á. 
que la ley italiana concede derechos sucesorios al hijo natural 
cuando la filiación se reconoce ó declara legalmente; pero no ad- 
mite que la filiación natural pueda declararse por sentencia, sino 
en tos casos taxativamente marcados en que se permite la in- 
vestigación de )a paternidad. 

Además, conviene tener siempre presente que aunque la con- 
dición de ilegitimidad de la prole, asi como la de legitimidad, 
deben determinarse conforme al estatuto personal, es una regla 
constante, confirmada por la jurisprudencia, que en caso de con- 
flicto entre la ley personal del hijo y la del padre respecto de la 
investigación de la paternidad, debe prevalecer el estatuto per- 
sonal de aquel cuya paternidad se pretende probar para resolrer 
si está permitida ó no la investigación de la misma (2). 

1.0&. Teniendo presentes'Ios principios hasta ahora ex- 
puestos, es evidente que debiendo determinarse la condícióo 
personal con arreglo á la ley que rige las relaciones de familia, 
no puede ser válida la excepción de que la prueba de la califica- 
ción no deba reputarse eficazmente dada conforme á la ley de la 
sucesión. Es, pues, admisible que reconociendo la relación de &- 
milia tal como haya sido establecida por la ley reguladora del ee- 

(1) Artículos 182 y 189. 

(2) Tribunal de Lucca, 20 de Junio de 1877 (Foro ttal, 1877, 1, pá- 
gina 1.338 y la nota del profesor Filomusi, Id.); comp. Catania, 26 de 
Marzo 1881 {Foro ttal, 1882, 1, 31); Cas. de Palermo, 23 de Octabre 
de 1882 {Foro ttal, 1883, 1, pág. 309). 
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tado de &milis, «1 derecho sucesorio 7 el orden y la cnaotía del 
mismo deben depender enteramente de la ley á que esté sometida 
la tranamisiÓD de la herencia. Podrá, pues, ocurrir que en al 
sistema que, á semejanza del seguido eu Francia, subordina & 
i&lex reisitae la trausinísióa y el orden de suceder, probada la 
relación de parentesco según el derecho de familia, sea factible 
reclamar la herencia en virtud de Jas disposiciones de 1h ley terri- 
torial que reconozca el derecho Bucesorio á los parientes basta 
el duodécimo grado (1), aunque según la ley que rija las reía- 
Clones de familia, en la -que Be funda la condición del heredero, 
uo llsme al derecho sucesorio & los parientes más allá del décimo 
grado (2). 

1.4V9. En virtud de los mismos principios, dado el sistema 
ciertamente poco racional de que en materia de sucesión inmo- 
biliaria toda disposición de la ley tiene el carácter de estntato 
real, como dijo el Tribunal de casación francés, se deduce que si 
se abriese la sucesión de un italiano en Francia, debería tenerse 
flD cuenta al adjudicar los bienes inmuebles la prerrogativa de 
latinea, como dispone el Código francés, aunque la ley italiana 
regula la sucesión legitima sin tenerla en cuenta. E^to es cierta- 
mente ana anomalia. Pesando los motivos por los cuales se ad- 
mitió la coiíaideración de la línea en k sucesión, es evidente que 
como las reglas concernientes & esta materia se han inspirado en. 
el diverso modo de entender el régimen de familia y la coo- 
servación de los bienes de bus individuos, no debían aplicarse & 
las familias extranjeras. Por otra parte, es anormal que la he- 
rencia transmitida en cotiBideración & las relaciones de familia 
se fraccione según los lugares diversos en que estén situados los 
bienes. La lógica y la razón, por el contrario, sugieren que en 
virtud del concepto de la unidad de la familia, debería admitirse 
la uniformidad de la regla para la transmisión de los bienes á 
aquellos que perteneciendo á la familia están entre sí ligados por 
determinadas relaciones, é incluir ó excluir la prerrogativa de 
la línea según la admitan ó excluyan las reglas sancionadas por 

(1) C6d. eiv. franc, art. 755. 

(2) Comp. Laureut, op. cit, t. VI, § 226; Champcommunal, Siuxe- 
uion en Dr. intem., pág, 359; Weias, ConfiU des lois, t. IV, pág. B57. 
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«I legislador á cuyo imperio debe reputarse Bometída la misma 
facailia- Es inútil que dos detengamos 6 poner de manifiesto 
cómo la lógica y la razón no abonan ciertamente el sistema 
aceptado en Francia en materia de sucesiones, ni las resolucio- 
nes de los Tribunales franceses. Laurent demuestra con abun- 
dancia de razones de qué modo Jos principios en que debe juzgar- 
ae fundada la sucesión legitima y el mismo concepto informante 
4e la ley francess, son desconocidos y conculcados en el caso de 
una sucesión extiaujern, y bacemos nuestro lo que el insigne ju- 
risconsulto escribe á este propósito (1). La censura del sistema 
liuede al fin tener eficacia para moTer al legislador francés á 
hacer ceaar la anomalía. 

A este propósito es indispensable que se modifique el princi- 
pio proclamado por el Tribunal de casación en su sentencia de 18 
de Julio de 1859, según el cual las sucesiones son de orden 
público, y aquel otro según el que la igualdad en la partición no 
puede ser desatendida en territorio francés mediante la aplicación 
de leyes extranjeras que no sean uniformes (2), principio qae 
el mismo Tribuual confirmó en su sentencia de 31 de Marzo 
de 1874, sosteniendo cque las leyes que rigen la transmisión 
> hereditaria se refieren indistintamente al estatuto real en todas 
sus partes» (3). Hasta que este absurdo concepto se abandone ó 
se corrija, es muy natural que los Tribunales franceses continúen 
mantenieudo como principio dogmático que la ley francesa debe 
regir bajo todos aspectos la transmisión de la herencia del ex- 
tranjero en cuanto á los bienes inmuebles situados en Francia. 

l'^W. En el sistema de ta legislación italiana, sentado el 
principio de que la transmisión de la herencia se rige por la ley 
nadonal del de cujus para todo lo que concierne al orden de suce- 
der y á la cuantía de los derechos sucesorios, y sin hacer ningu- 
na distinción, en razón ala naturaleza de los bienes (4), es cía* 
ro que toda cuestión concerniente al derecho sucesorio, eo gene- 

(1) Véase tomo VI, § 225 y signieutes. 

(2) Cae. req., 18 de Julio de 1859 (Joara. du PaUth, 1860, pág. 112). 
;3) Cas. req., 31 de Marzo de 1874 (,Joam. da PalaU, 1874, pág. 884). 
(4) Comp. Tribunal de Palermo, 23 de Diciembre de 1893 (Scebo- 

rras) {Circolo giuritUco, 1892, pág. 317). 
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ral ha de reaolverse conforme á la ley nacional ie la persona d& 
cuya herencia se trate, y debiendo aplicarse dicha ley para de- 
terminar la cuantia del derecho sucesorio perteneciente á cada 
heredero, es natural que toda contienda relativa á. la colación y 
á la imputación, salvo, como diremos más adelante, el respeto 
á los derechos de Iob terceros (1), y cualquiera otra relativa & 
fa cuantía del derecho, deben resolverse con arreglo á la misma 
ley. Por otra parte, esto parece más razonable, porque la fun- 
ción de la ley cuando regula la transmisión legítima, & falta de 
la voluntad manifestada mediante el testamento, se explica te- 
niendo en cuenta la organización de la familia, las relaciones que 
pueden derivarse del parentesco ó del matrimonio y ciertos in- 
tereses de orden jurídico y de orden económico, concernientes 6 
la cotiservación y á la justa división de la propiedad familiar. 
Ahora bien, en todo esto no ee puede admitir, en general, que 
la soberanía del país en que los bienes estén situados tenga un 
interés absoluto y exclusivo para regir conforme & la ley por ella . 
hecha, la entrega del patrimonio familiar & los individuos de una 
familia extranjera. 

Más razonable es desde luego que la soberanía á la cual debe 
atribuirse la competencia para establecer la mejor organización 
áe la fiimilia, sea la llamada 4 regir la partición de la herencia 
entre tos miembros que la constituyen, y que tratándose de una 
sucesión extranjera, se reconozca, por consiguiente, en tesis ge- 
neral, la autoridad de esta ley, salvo ciertas limitaciones que in- 
dicaremos después. 

Es evidente que también para decidir si el derecho sucesorio 
puede ó no reconocerse á una persona en virtud de la represen- 
tación, y quiénes deben ser Ilamndps á heredar por derecho 
propio y quiénes por derecho de representación, debe aplicarse 
la ley nacional del de cüjus. La ley territorial qo debería tener 
autoridad en este resjtecto, puesto que en la admisión ó exclu- 
sión del derecho de representación no hay nada que afecte al 
derecho territonul ni que pueda justiñcar la aplicación de la 
lex rei silae. 

(1) Véase el capítulo XIV. 
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En Francia, siempre en virtud del mismo inexacto principio, se 
admite, por el contrario, que eo cnanto á la representación, debe 
aplicarse la lex reí aiiae en caso de sucesión extranjera (1). Para 
justificar esto se ha hecho notar que el Código civil francés dice 
en el artículo 739: «La representación es una ficción de la ley, 

> cuyo efecto es hacer entrar á los representantes en el logar, 

> en el grado y en los derechos del representado», ; que tratán- 
dose de una ficción legal no puede admitirse la autoridad de una 
le; extranjera. Sin embargo, con m&s razón se puede sostener 
que la representación envuelve un concepto de equidad j de 
Justicia reconocido por la ley, en virtud del cual se admite qae 

unos herederos deben entrar eo el grado y tener los derechos de 
otros sucesores, para mantener el principio de la jasticia y de la 
«quidad en el repartimiento de la herencia. 

Sin entrar & discutir sobre el más justo concito de la re- 
presentación, el hecho es que mientras el legislador italiano ad- 
mite que la indignidad del padre no puede dañar & los hijos (3), 
los cuales pueden heredar por representación, como el Código 
francés no lo admite (3), los italianos hijos del indigno no here- 
darían por representación en caso de sucesión italiana & la cual 
fuese llamado su padre indigno, si se tratase de bienes inmue- 
bles sitaados en Francia. ¿No es esta una de las anomalías que 
se derivan del sistema francés? 

4.4VS. Pasemos ahora á examinar en qué casos puede 
limitarse la autoridad dt9 la ley extranjera por razones de orden 
público. 

En general, es preciso afirmar que siempre que se trate de 
la defensa del interés social ó del régimen de la propiedad desde 
el punto de vista del interés público, la ley debe t^ner autoridad 
absoluta y exclusiva, cualquiera que sea la naturaleza de las re- 
laciones que desde ese punto de vista trate de regular. Este 
principio debe aplicarse también & las relaciones que paedeo 



(1) Comp. Besan^on: <E1 derecho de representación en nna aace- 
sión abierta en Francia, depende del estatuto territorial francé». 
25 de Julio de ISTR (Journal da Dr. int. privé, 1877, pág. 228). 

(2) Artículo 728. 

(3) Véase el art. 730. 



i tv Google 



OBDEH Y cuantía DE LOB DEBECHOB eUCEEORIOe 351 

deríTarse de U transmÍBÍ6ii del psírimonio j respecto de los de- 
rechos de los herederos. Todo el problema sa reduce, por coq- 
aigoiente, á iiirestigar y determinar si aplicando la le; extrao- 
jera, qne fije de modo distinto el orden de suceder y la cuantía 
de los derechos sucesorios, se dejará sin efecto alguna ley terri- 
torial de orden público. 

Becordemoa lo que hemos dicho eo otro lugar para explicar 
qué leyes territoriales deben tener antoridad erga omnet, y qué 
otras, aunque de orden pdblico, deben tenerla solamente respec- 
to de las personas sometidas á la potestad del legislador (1). 

lias leyes que presiden la sucesión y que determinan el or- 
«len de suceder de las persouas que constituyen la familia y la 
cuaotta de los derechos sucesorios reconocidos & cada una de 
ellas, están, sin duda alguna, informadas por principios de orden 
público; pero como esas leyes se basan en el derecho mismo de 
familia, no pueden, en general, tener autoridad, sino respecto de 
las personas sometidas á la potestad del legislador. No puede 
ponerse en duda que cada legislador determina la división del 
patrimonio familiar proponiéndose mantener los principios de 
justicia y de igualdad que considere mejores, y que es, por con- 
siguiente, un concepto altamente moral el qne domina en cada 
legislación el sistema del derecho hereditario. Sin embargo, no 
se puede pretender que este principio moral se entienda de ma- 
nera semejante en todos los países del mundo, ni sostener que 
el orden público territorial se perturbe, si teniendo que aplicar 
ana ley extranjera para la división del patrimonio familiar de nu 
extranjero, se aplican reglas que no se conformen con las san- 
cionadas en el derecho territorial. 

¿Pnede decirse, acaso, que se perturbe el orden público por- 
que, en virtud de las disposiciones de la ley extranjera, se reco- 
nozca el derecho de.sacestón á los parientes más allá de cierto 
grado, ó porque sea mayor ó menor la cuantía del derecho su- 
cesorio de éstos, ó al cónyuge supérstite se le reconozca un de- 
recho sucesorio en esta ó en aquella proporción? 



(1) Véase el g 1.324 y si^ienteE, y en particular el g 1.329 y si- 
guientes. 
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Las diferentes reglas relativas al derecho hereditario, san- 
cioDadas por el legislador extranjero é inspiradas por ud prin- 
cipio moral diverso de aquel en que se inspira el legislador te- 
rritorial, BOn perfectamente aplicables para determinar el or- 
den de suceder, aun respecto de los bienes existentes en el terri- 
torio del Estado, sin que por esto pueda considerarse pertui^ba* 
do el derecho público territorial, 6 violado ó conculcado el in- 
terés social ó los derechos de la colectividad. También nosotros 
admitimos que cuando esto suceda debe limitarse la autoridad 
de la ley extranjera, pero no en virtud de la realidad del esta- 
tuto relativo al derecho hereditario, sino del justo principio de 
que en ningún Estado puede aplicarse una le; extranjera si su 
aplicación implica la derogación del derecho público territorial 
¿ de; los principios sancionados para proteger los intereses so- 
ciales ó los derechos de la colectividad. 

1.4W. Por consiguiente, si la le; extranjera que ha esta- 
blecido el orden de la sucesión niega después el derecho suceso- 
rio perteneciente & la persona llamada á suceder, por haber 
abandonado su confesión religiosa mediante abjuración, 6 si no 
reconoce el derecho sucesorio al que, en virtud de una sentencia, 
ha sido condenado & la muerte civil, 6 lo niega al hombre de 
color; en estos casos es evidente que tales disposiciones especiales 
no podrán aplicarse en un Estado en que, según el Derecho pú- 
blico vigente, la condición civil de la persona sea independiente 
de suB creencias rehgiosas ; donde esté consagrado el principio 
de la igualdad civil, sin distinción de oastas ni de razas (I). 

A.ilemá8, creemos que puede ser desconocida la autoridad de 
la ley extranjera relativa á la sucesión, en la hipótesis de que 
niegue todo derecho sucesorio á las hijas. En términos abstrac- 
tos, admitimos que el legislador de cada pafa debe procurar 
mantener el principio de la igualdad en la familia, j que, por 
consiguiente, debe respetarse la ley por él promulgada que con- 
sagra el privilegio de la masculinidad, reconociendo mafores 



(1) V. WeisB, Dr. inl. prívé, pág. 690, y Traite confiict da loü, t. IV, 
páginas 567 y siguientes; Deapagnet, i?r. íní. jítíW, §360; Champ- 
communal, Siiecession, pág. 348; Antoine, De la mccettion, § 7^, Sor- 
ville et Arthuys, Dr. inl. privé, % 347. 
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derechos sucesorios & los varones, aunque este privilegio esté en 
oposición con el principio de igualdad en que se fuode la ley 
territorial. Observaremos, sin embargo, que ciertas leyes de su- 
lesión completamente excepcionales, que más bicD tienen el ca- 
rácter de leyes políticas que de civiles, no pueden gozar auto- 
ridad en los países extranjeros, j entre ellas creemos que esté, 
comprendida la que do concede derechos sucesorios & las hijas. 
Semejantes leyes tienden indudablemente ¿ un fín político, 
fuera de la esfera puramente jurídica, por lo que nos parece ra- 
zonable admitir que no puedan tener autoridad sino respecto de 
los bienes que estén situados en el territorio del soberano que 
las haya dictado. Es justificable cierta diferencia en la con- 
■liciÓQ jurídica por razón de sexo; puede admitirse un dere- 
cho de preferencia en la sucesión concedido por ciertos motivos 
de interés público á los faijos respecto de las hijas; pero recono- 
cer la autoridad de la ley extranjera que niegue en absoluto de- 
rechos sucesorios alas bijas, seria evidentemente una manifies- 
ta violación de los principios de justicia natural y del derecho 
público territorial de todo país civilizado (1). 

1.4SO> Algunos han opinado que para proteger los inte- 
reses de la Emilia legitima y el respeto á los derechos qoe na- 
cen del matrimonio, no debía reconocerse la autoridad de una 
ley extraqjera que concediese á los hijos naturales una parte su- 
perior en la sucesión á la permitida por la ley territorial en caso 
de concurrencia de hijos naturales y legítimos.' Se ha dicho que 
por razones de orden superior y para mantener á salvo la orga- 
nización social, las disposiciones restrictivas relativas á los de- 
rechos sucesorios del hijo natural deberían considerarse com- 
prendidas entre las de orden público, imperativas erga omnes (2). 
Sin embargo, nosotros encontramos más acertada la opinión de 
aquellos que sostienen que debiendo reputarse dentro de la 
competencia del legislador de cada pids el regalar las relaciones 



(t) Véase Savignj, Sütana del Derecho romano, § 376; Laurent, 
tomo VI, §327. 

(2) Champcommnnal, De la »uc., pág. 367; Weiss, Conflict dfé loi*, 
tomo IV, pág. 563; Demolombe, Succetiioiu, 1. 1, nñm. 41. 
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que se deriran de la Camilia Íflg!tima y de la familia natural j los 
derechoB del hijo Datural, do puede admitirse que el Boberano 
del país en que estén situados los bienes hereditarios impouga k 
los demás los principios de moral pública que le hubiesen guia- 
do al regular la condicidii ¿e los hijos naturales al lado de la de 
los hijos legítimos (1). 

1.4S1. Una duda más fundada puede surgir á propósito 
de la aplicación de la ley extranjera que establezca el privilegio 
de pri niogenitura ó de mayorazgo. Entre los jurisconsultos 
contemporáneos algunos opinan que no se perturba el orden 
público porque se transmitan los bienes conforme & la disposi- 
ción de una ley extranjera que reconozca el derecho privilegiado 
del primogénito en la sucesión (2). Otros, por el contrarío, creen 
que se violarian los principios de orden público territorial si un 
extranjero pudiera prevalerse de su derecho de primogenitnra 
en detrimento de los herederos del mismo grado (3). 

En general, nos parece razonable admitir que cualesquiem 
que pudiesen ser las tendencias dominantes en un pafs al esta- 
blecer la igualdad entre los herederos del mismo grado y las ra- 
zones de orden público para justificar este sistema emíneote- 
meute democrático, no podrían tener valor alguno para desco- 
' nocer las regáis de orden diverso aceptadas en otro pafs acerc-i 
de la organización de la familia, con el objeto de mantener rivu 
la aristocracia con todo su prestigio y con sus tradiciones fami- 
liares. Sobre esto es preciso respetar la competencia de cad» 
le^slador y las razones de orden público y de interés social que 
pueden inclinarle á uno ó á otro sistema. Es ciertamente supre- 
mo interés de cada Estado que los ciudadanos respeten el orden 



(1) Comp.en este sentido, Rolfn AibéTÍc,Dr.ÍHí. privé, tM, gT4I; 
Despaguet, op. cit., 3.^ ed., núm. 365, pág. 684; Antoine, op. oít., § 75. 

(2) líolío Albéríc, cit,, t. II, § 740, pág. 371; Bertault, Quatíon* d« 
Codñ Napol., 1. 1, núms. 129 y 131, pág. 92; Despagnet, loe. cit., pági- 
na 684; Snrville et Arthnys, op. cit., § 347, pág. 73!; Renanlt, i)e /n 
»ucce*ii(m {Joarn. du Dr. int. privé, 1875, pág. 334); Champcommnnal, 
op. cit., página 363. 

(3) WeisB, Confiict da loU, t. IV, pág. 568; Laurent, t. VI, § 338 y 
siguientes. 
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•de ideas que la soberanía prefiere; pero do puede existir un ver- 
dadero interés social ea iiupoaer á las familias extranjeras una le; 
que no les afecte para nada. ¿Acaso se puede pretender que to- 
das las colectividades deban organizarse obedeciendo los princi- 
pios democráticos y que éstos deben prevalecer en la organiza- 
■ción de la familia en todas las partes del mundo? Puede discu- 
tirse, teniendo en cuentH los altos fiues sociales, qué sistema es 
el mejor. Laurent dice que los privilegios son odiosos, que la 
igualdad es conforme á la ley de Dios y que es preciso comba- 
tir la ley humana que la contradiga (1). Esto puede ser justo en 
la esfera de la moral, no en la del derecho. Las leyes humanas 
tienden á conseguir lo mejor y ¿ evitar lo peor, pero teniendo 
-en cuenta las condiciones históricas, políticas, sociales y mora- 
les en que se encuentra el pueblo para que se hacen. 

Todas las leyes en materia de sucesiones son de orden pú- 
blico, pero por esto no puede admitirse que todas deben tener 
autoridad territorial. Cuando no se trata del interés social del 
Instado en que las leyes extranjeras deben cumplirse, cuando los 
derechos y los iutereses de la colectividad no sufren menoscabo, 
■ea preciso reconocer la autoridad de las leyes sucesorias extran- 
jeras, aunque se inspiren en principios de orilen público distin- 
tos, y aplicarlas sin restricciones. 

Llegamos, pues, á la conclusión de que, en general, si la ley 
extranjera reconoce al primogénito un derecho sucesorio más 
-extenso que ¿ los demás herederos en el mismo grado, debe 
aplicarse esta ley para regir la sucesión, aun en un Estado de- 
uiocrático, donde se considere la igualdad como base del orden 
político y del orden civil. 

Conviene, sin embargo, advertir, que si el derecho de prtmo- 
^enitant implicase la prohibición de enajenar los bienes heredi- 
tarios, vinculándolos de este modo 6. perpetuidad en forma de 
mayorazgo (2], la ley extranjera, en la parte que sancionase esta 



(1) Lanrent, cit., t. VI, § 328, pág. 560. 

(2) Véase paralas diverBaa formas del derecho de primogenitura 
y de los mayorazgos, y sobre las caestionea Buscitadas después de 
la abolición del privilegio del drat'l d'aínetee y mojorat en Francia; 
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disposición, no podría tener valor para vincular & perpetuidad 
los bienes inmuebles, é impedir la enajenación en un Etitado Cu 
que para proteger tos intereses sociales ligados con la libre cir- 
culación de Ih propiedad inmueble se hubiesen abolido los ma- 
yorazgos y la sustitución SiletcomisarÍR. Inútil sería argüir en' 
contrurio que aceptado el princíiiio tal como lo bemos expuesto, 
deben RCeptarse también las consecuencias; que sentado que- 
debe respetarse el derecho de piimogenitura reconocido por I» 
ley extranjera para mantener el prestigio de la aristocracia y 
las fortunas de las grandes familias, es preciso tambiéo negar 
la consecuencia de la prohibición de eiinjenarlos bienes, inapues- 
ta al primogénito, y de la sustitución fideicomisaria, que son Ios- 
medios más eficaces en el sistema del legislador extranjero par;t 
conseguir el fin del derecho de primogenitura consagrado en l:i 
propia legislactóii. En contra de esto decimos noaotros que es- 
preciso no confundir una cosa con otra. 

El derecho de primogenitura, como derecho personal, es 
decir, como prerrogativa reconocida por la ley al primogénito 
para tomar como jefe de la familia una porción mayor que los 
demás hijos en la herencia de su padre, puede ser respetado sil» 
daño de los intereses públicos; pero admitir también la prohibi- 
ción de enajenar respecto de los bienes heredados y la sustitu- 
ción perpetua é indefinida, ciertamente causaría grave daño al 
interés social, y dejaría sin efecto la ley territorial que para 
proteger los intereses sociales hubiese disuelto los vínculos que 
gravasen la propiedad inmueble en virtud de los mayorazgos, de 
los fideicomisos y de cualquier otra forma de sustitución fidei- 
comisaria. Se comprende perfectamente por qué estas prohibi- 
ciones afectan & los intereses generales, puesto que tienden & fa- 
vorecer el desarrollo de la riqueza y de la propiedad de la co- 
lectividad, y es claro que estos iutereses sociales y la economía 
general de la propiedad inmueble sufrirían grave daño si se per- 
mitiese á un extranjero vincular la libre circulación de los bieiiea 
inmuebles, poner fuera del comercio una parte del territorio del 



Merlín, Quentiom <le 'Iroií, iS'«ccp»*ion, § T y Aínaie, % '2 j Repertoire 
véase A¡¡i<Kt', Mojorat. 
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Estado y crear ea él sustituciones fideicomisarias, dejaudo asi 
ioaDÍfieatamento sin efecto la ley territorial, que no por razones 
^e interés privado, sino por razones de interés público, haya li- 
i)ertado á la propiedad inmueble de todo vinculo perpetuo é 
irredimible. 

Nuestra soÍucíiSd, por consiguiente, es que no se podria li- 
mitar la aplicación de la ley extranjera, en cuanto á regular con- 
forme á ella la transmisión de la herencia. La prerrogativa del 
primogénito es una manera de llamar á la herencia, eS la medida 
de BU derecho hereditario, y en esto debe respetarse la ley ex- 
tranjera que le conceda tal prerrogativa. Pero los bienes inmue- 
bles no podrían vincularse en virtud de las disposiciones de la 
]ey extranjera, considerándolos inalienables conforme & lo que 
-dicha ley dispusiese. Este sería indudablemente uno de los casos 
«n que no podría reconocerse en Italia la autoridad de la ley 
extranjera, porque hacerlo equivaldría á dejar sin efecto una 
-de las leyes prohibitivas del reino, concernientes á los bienes, la 
sancionada en el artículo 899, que prohibe las sustituciones fidei- 
comisarias. Deberla aplicarse, por consiguiente, la regla del ar- 
ticulo 24 de la ley transitoria, que &j6 la suerte de los fideico- 
misos y de los mayorazgos válidamente instituidos conforme á 
las leyes anteriores al Código civil vigente y declaró disuelto 
lodo vinculo derivado de los fideicomisos y mayorazgos. En 
^uma, habría que considerar los inmuebles en la clase de los 
bienes libres, como cualquier otro situado en el territorio del 
Estado. Al legislador extranjero tocará en este caso proveer 
para limitar la libre disposición del valor de los. inmuebles, ó á 
las personas interesadas en la conservación del patrimonio fa- 
miliar. 

1.4SC Una cuestión muy especial podria presentarse en 
«1 caso en que abierta la sucesión en un Estado, donde segáu la 
ley no se admita la disolución del matrimonio mediante el divor- 
cio, se reclame el derecho hereditario por el hijo nacido del di- 
vorciado que haya contraído nuevo matrimonio ó por el nuevo 
cónyuge. 

Admitido en principio que la legitimidad de la prole. debe 
regirse por la ley de que depende el estado de familia, y consi- 
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llorando por otra parte que es ÍDdudablemeDte ana ley de orden 
páblico la rigente en un Estado que no admite la disolución le- 
gal del precedente matrimonio .sino en caso de muerte del cón- 
yuge, cabe la duda de si reconociendo la legitimidad de los hijos 
nacidos del segundo matrimonio contraído, viviendo aun la pri- 
mera mujer, por el que hubiese obtenido el divorcio, puede que- 
dar sin efecto la ley de orden público que prohibe el divorcio. 

Esta duda no tendría fundamento jurídico si se tratase de 
un extranjero, por las razones que hemos expuesto en otro lu- 
gar (1). En tal caso no habría más que tener en cuenta los prin- 
cipios concernientes á la validez del divorcio, á fin de determi- 
nar la condición del hijo (3). La duda nacerla en caso de que en 
ciudadano del Estado donde el divorcio estuviese prohibido, hu- 
biera obtenido la disolución del matrimonio en un pata extranje- 
ro y en él se hubiese casado con otra mujer, surgiendo, por con- 
siguiente, la contienda acerca de la legitimidad de la prole na- 
cida del segundo matrimonio, á propósito de los derechos suce- 
sorios reclamados en la sucesión paterna. 

Para referirnos á un sistema de derecho positivo, examine- 
mos la cuestión desde el punto de vista del Código civil italiano 
en el actual sistema de legislación que prohibe el divorcio. 

Supongamos, en primer lagar, que el hijo de un italiano di- 
vorciado en virtud de sentencia pronunciada por un TribuDal 
extranjero, reclamase los derechos sucesorios como hijo legitimo, 
alegando que el primer matrimonio había sido regularmente dí- 
suelto por el Tribunal extranjero competente conforme á la ley 
del país en que el divorcio fué decretado, dando además la prue- 
ba de la validez del segundo matrimonio, según la ley extranje- 
ra bajo cuyo imperio se hubiese celebrado. 

En estas circunstancias es evidente que no se podría tener 
por disuelto el primer matrimonio para todos los efectos que de 
la disolución pueden derivarse ante la ley italiana; porque de- 
biendo regirse las relaciones de familia por la ley nacional, ee- 



(1) Véase § rüC, y aiguientes. 

(2) Véase allí las reglas expuestas para la cuestión acerca del 
estado personal. 
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taria en maDÍfiesta contradicción con lo dispuesto por nuestro 
legislador eu los articuloB Q." y 13 de las disposiciones genera- 
les j con los príncipioa de derecho público interior, reconocer 
autoridad 4 las leyes extranjeras que determinasen la competen- 
cia del Tribunal que linbiese decretado el divorcio de cónyuges 
italianos j la validez del segundo matrimonio (1). No habría en 
absoluto ningún concepto jurídico, ni principio de derecho po- 
sitivo en qué fundarse para sostener ante los Tribunales italia- 
nos la condición alegada de legitimidad,' y «s evidente que no 
tendría ningún fundamento jurídico la reclamacióu de los dere- 
chos sticesorioB por parte del hijo nacido del segundo matrimo- 
nio, basada en su condición de legitimidad. 

1.4SS. La duda máa grave se ofrecería en la hipótesis de 
que un italiano hubiese obtenido carta de naturaleza en el ex- 
tranjero, y que después de la naturalización consiguiera del 
Tribunal del 'Estado extranjero, en el que hubiese adquirido k 
ciudadanía, la disolución del primer matrimonio y más tarde 
contrajese segundas nupcias. Muerto el padre, ¿podrían los hijos 
nacidos del segundo matrimonio reclamar ante los Tribunales 
italianos la parte de bienes de su padre situados en Italin, como 
sus sucesores legítimos? 

Debemos adelantar que recientemente ha habido en Italia 
grandes discusiones á propósito de algunos matrimonios disuel- 
tes mediante divorcio por los Tribunales de Alemania y de otros 
países, entre italianos en ellos naturalizados, que después han 
querido hacer valer su estado personal para celebrar legalmen- 
te nuevo matrimonio. El Tribunal de casación de Turfn, por 
sentencia de 21 de Noviembre de 1900, falló que, aunque los 
italianos bubieseu adquirido la ciudadanía en el país extranjero 
en el que estuviese admitido el divorcio, y en él hubiesen obte- 
nido la disolución del matrimonio celebrado en el reino, no pue- 
den obtener el reconocimiento de la sentencia extranjera; y, por 
consiguiente, dicho Tribunal, en vista del recurso entablado por 
iil Fiscal general, anuló las sentencias de los Tribunales de Mó- 



(1) Véase § (JOS alBn. 
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dena, Brescia j Mil&n, que babíao reconocido ser eficaces eD 
Italift las sentencias extranjeras de divorcio (1). 

EatoB precedentes, sin embargo, no pueden considerarse 
como decisivos para resolver la duda que bemos presentado, 6 
sea bí ol estado de legitimidad como fundamento de los derechos 
suceKvi'ioí', ]iuede ser reconocido por los ^Tribunales italianos 
respecto del Iiijo nacido de un italiano naturalizado en el extran- 
jero }' que después de obtener la declaración del divorcio hubie- 
se celebrado en bu nueva patria segundas nupcias. A primera 
vista podria parecer que como en estas circunstancias no sería 
admitida la legitimidad sino aceptando la legalidad del segundo 
matrimonio, y como esta legalidad dependería de la validez de 
la disolución del precedente, se opondrían & ello los principios 
establecidos por el citado Tribunal de casación, puesto que ha- 
bría que considerar eficaz la sentencia de divorcio respecto del 
italiano naturalizado, lo que no puede hacerse sin dejar sin efecto 
la le}' nacional concerniente á los ciudadanos del Estado. 

Examínese la cuestión atentamente. ¿Podrfa en todos loa 
casos considerarse violada la Ley de orden público interior, que 
prohibe en absoluto la disolución del matrimonio por el divor- 
cio? ¿Debería reputarse ineficaz la sentencia del Tribunal ex- 
tranjero que pronunció el divorcio respecto del italiano natura- 
lizado? El considerarla eficaz para loe efectos de establecer la 
legalidad de la disolución del primer matrimonio y la del abun- 
do, supuestos jurídicos de la legitimidad alegada como funda- 
mento de los derechos sucesorios, ¿dejaría sin efecto las leyes 
de orden público interior y la disposición del artículo 12 de las 
disposiciones generales comparada con la del artículo 148? ¿De- 
rogaría los principios sancionados por nuestro Tribunal de ca- 
sación? 

Ante todo, es preciso tener en cuenta que la sentencia del 

(1) Tribunal de casación de Turín, 21 de Noviembre de 1900 (Foro 
ífoí., 1901,pág. 227), y véase además el recurso del Fiscal genera! 
BoTgDÍni, impreso aparte con el título II regime matrimoniáis italiano 
ed il divorcio, Turln. U. T. E. Por esta sentencia fueron anuladas las 
de 30 de Noviembre y 6 de Diciembre de 1898, de Milán; 13 de Abril 
de 18!I8, de Módena, y 2n de Abril de 1898, de Brescia. 
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Tribunal de casación de Turfo, qne anuló las de los Tribuuales 
de apelación, ee refería á un caso completamente distinto. En 
-efecto, tratábase de italianos que se habían naturalisado en el 
fxtranjero para obtener el divorcio, y que intentaban recuperar 
la ciudadanía italiana, pretendiendo que la sentencia extranjera 
<le divorcio fuese eficaz para determinar bu estado de libertad 
Jinte la ley italiana, con objeto de poder contraer en Italia nuevo 
matrimonio. En este caso era evidente que no podía considerar- 
se la adquisición de la ciudadanía extranjera mis que como un 
hecho jurídico realizado con la intención de burlar la ley italia- 
na referente á las personas. Tratábase, por consiguiente, de 
saber si el admitir la eficacia de la adquisición de mala fe de la 
<:ÍQdadanÍa extranjera para eludir tas leyes prohibitivas del reino 
concernientes á las personas, debía considerarse 6 no como una 
lesión de derecho público territorial (1). Parece claro, como ya 
hemos sostenido también nosotros (3), que en este caso 'el reco- 
nocer eficacia á la sentencia extranjera implicaba la violación 
manifiesta de la disposición sancionada en el artículo 12. 

Por el contrario, la cuestión en la forma supuesta por noso- 
tros presentaría un aspecto completamente distinto. En efecto, 
se tratarla de determinar el orden de suceder y la cuantía del 
«lerecho sucesorio respecto del de éujua extranjero en el momen- 
to de BU muerte; y debiendo el que reclamase la herencia como 
hijo legítimo probar su condición de tal conforme al estatuto 
personal de BU padre, alegaría para justificar su legitimidad el 
loatrjmonio legalmente contraído por éste. Aduciría que habien- 
do su padre, aunque de origen italiano, adquirido la ciudada- 
nía en un Estado extranjero y obtenido en él legalmente la di- 
solución del primer matrimonio mediante el divorcio, había con- 
traído segundo matrimonio, del cual él habla nacido, y de todo 
esto deducirla que debía reputársele por hijo legítimo. Reclama- 
ría, por consiguiente, la parte que le correspondiese conforme 4 



(1) Fedozzí, Delta /¡■ode della legge; Bnzzati, Nota alia lentenza ddla 
Corte di casgazione citada (Foro ital, 1901. página 227, y comp. Fiore, 
Diñtto iiitem. codí/"., reglas 658, 560 y 661). 

(2) Véase § 692 y 693, 
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la le; extranjera, como heredero de su padre difanto, teniendo 
por demostrada su legitimidad en virtud de aquella ley. 

Eo estas circunstancias, el Tribunal italiano, aute el cual 
suponemos que se presentarla la demanda, debería solamente 
tener en cuenta el cambio de ciudadanía, la disolución del ma- 
trimonio por consecuencia de la sentencia de divorcio y la cele- 
bración legal del segundo inatrimonta conforme á la ley extran- 
jera, para reconocer la condición de legitimidad y fijar después 
el orden de suceder, el derecho sucesorio y bu cuantía con arre- 
glo á la ley extranjera. 

1*484. ¿Puede decirse que en tales circunstancias se per- 
turbarla el orden público ó se dejaría sin efecto una ley prohi- 
bitiva del Estado concerniente á las personas? Creemos que no. 

En general, es preciso admitir que el derecho de renunciar 
la ciudadanía originaria y adquirir una nueva es nn derecho 
personal, no subordinado á la previa autorización del soberano 
del Estado de que la persona sea ciudadano (1); por lo que no 
puede desconocerse respecto del mismo la condición conseguida 
de extranjero ni tampoco la eficacia de las leyes extranjeras res- 
pecto de todas las relaciones que pueden derivarse del cambio 
de estado. Es, pues, indubitable que si un italiano se hace ex- 
tranjero y contrae matrimonio, los derechos sucesorios de los 
hijos y de la mujer deberán regirse por la ley de su nueva patria, 
según dispone nuestro legislador en el art, 6.° del título preli- 
minar. En el caso en cuestión, la duda nacería de que habiendo 
por medio la sentencia de divorcio, en la que se fundaría la le- 
galidad del segundo matrimonio, podría argüirse que el consi- 
derar como legalmente establecido el estado de legitimidad res- 
pecto del hijo nacido del segundo matrimonio, se opondría & la 
máxima SHUcionada en el art. 13 de las disposiciones generales 
y á los principios consagrados por la más reciente jurispruden- 
cia. Nosotros no lo creemos así por las razones siguientes. 

Sin discutir ahora el principio que informa en la actualidad 
ta legislación italiana que prohibe el divorcio (3), es cierto que 

(1) Fiore, DirittQ int. cod., § 669. 

(2) Véase Fiore, Sulla controversia dddivorzio in Italia; Turín. 
Unión Típ. Edit. 
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las exigencias de ordeD moral que pueden jasti&car la prohibi- 
ción del art. 146 del Código civil, no deben considerarse rio- 
ladas porque en otros países, en virtud de principios también de 
orden moral, pero distintos de los que dominan en Italia, se ad- 
mita la disolución del matrimonio mediante el divorcio, la legi- 
tímidad del segundo matrimonio contraído por el divorciado y 
la consiguiente legitimidad de los bijos que de él nazcan. 

Sentado esto, nótese atentamente que un italiano puede re- 
nunciar la ciudadanía origÍDaría y adquirirla en país extran- 
jero; 

Que el estado de las personas debe depender de su estatuto 
personal y que, por consiguiente, asi como no puede negarse e) 
cambio de ciudadanía, no ha de desconocerse tampoco el cam- 
bio del estatuto personal, que puede ser la consecuencia legal de 
la nueva ciudadanía adquirida; 

Que ciertamente uo es lícito disolver el vínculo conyugal 
taediante divorcio respecto de los ciudadanas, pero que puede 
admitirse la disolución del matrimonio por dicha causa entre 
ciudadanos de un país sometidos á la ley que autorice el di- 
vorcio; 

Que no puede quedar sin efecto ninguna ley de orden públi- 
co territorial si el Juez italiano tiene en cuenta las leyes extran- 
jeras distintas de las nuestras, que rigen el estado de las perso- 
nas y los cambios legalmente efectuados en cuanto á las relacio- 
nes de familia extranjera; 

Que el haber sido originariamente italiana la persoüa & quien 
esas relaciones atañen, no puede modificar, en general, la apli- 
cación de los principios sin conculcar el derecho mismo que toda 
persona tiene á renunciar la ciudadanía de origen y á adquirir 
carta de naturaleza en el extranjero, con todos los derechos que 
de ello se deriven; 

Que el art. 12 de las disposiciones generales prohibe recono- 
cer eficacia á las sentencias dictadas en país extranjero que de 
jen sin efecto las leyes prohibitivas concernientes & las personas; 
pero que tratándose solamente, en el caso supuesto, de tener en 
cuenta la sentencia de divorcio dictada respecto de quién era 
extranjero en el momento del juicio, y no estaba sujeto ¿ la ley 
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italiana, no quedarÍM »iu efucto la ley prohibitiva áel art. 148 si 
«1 Juez italiano reconociese un acto jurídico legalmente ejecata- 
do en el extranjero por un indíriduo que no estaba sujeto á la 
ley italiana, y aceptase la eñcacia de la seitencia de divorcio le- 
galmente dictada por el Tribunal extranjero á favor de quien bo 
«ra ya ciudadano italiano sino extranjero, en el momento en que 
se siguió el juicio. 

Por estas razones creemos que debiendo regirse la sucesión 
Intima, segán las reglas establecidas por nuestro legislador en 
los arts. 11 del Código civil y 6.°, 8." y 12 de las disposiciones 
generales, por la ley nacional lo mismo que el estado de familia, 
el Tribunal italiano debe atenerse en todo & la ley extranjerti. 
Oreemos, además, que tratándose de quien no es italiano sioo 
«xtranjero, y debiendo el Tribunal italiano tener en cuenta los 
actos jurídicos legalmente ejecutados bajo el imperio de la ley 
extranjera, debería reconocer sin vacilar la legitimidad del hijo 
en el caso en cuestión y adjudicarle los derechos sucesorios con- 
forme á la ley extranjera, sin que por esto quedara sin efecto 
ninguna ley de orden público. 

1.48S. Los mismos principios deberían aplicarse, á núes- 
tro entender, para determinar los derechos Bucesoríos de la 
mujer. 

No cabe duda tocante á la que se hubiese casado con el di- 
vorciado, y alegase la sentencia de divorcio y el acta de celebra- 
ción del segundo matrimonio para probar su condición de cód- 
yuge supérstite. Los principios ya expuestos pueden servir para 
demostrar cómo el Tribunal italiano no podría hacer otra cosa 
que tener en cuenta la sentencia legalmente pronunciada en 
cuanto & la disolución del vínculo matrimonial; y si el segundo 
matrimoaio se hubiese válidamente contraído, debería repatar 
legalmente adquirido el estado de cónyuge. 

La dificultad se presentaría en la hipótesis de que al abrirse 
la sucesión de un italiano naturalizado en el extranjero, viviesea 
la mujer del primer matrimonio y la del segundo, contraída éste 
después de haberse naturalizado en el extranjero y obtenido la 
dÍBoIución del primero mediante sentencia de divorcio. Si las 
dos mujeres se presentan á reclamar sus derechos snceaoríos. 
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es claro que para admitir el estado conyugal respecto de la- 
segunda mujer, es indispensable jnzgar vUidameDte disnelto el 
matrimonio de la primera. Supongamos, en primer lugar, que 
ésta haya seguido & su marido al pais extranjero, y que, habién- 
dose hecho extranjera, se haya verificado respecto de ambo» 
el cambio del estatuto personal y de la ley reguladora de las re- 
laciones de familia. En esta hipótesis no podría dudarse que 
tratándose de una familia en la actualidad extranjera, debe- 
ría juzgarse le gal mente efectuado el cambio de estado perso- 
nal á consecuencia del divorcio y aplicarse en todo la ley extran- 
jera, á fin de determinar los derechos sucesorios de la mujer. 
Para decidir, por consiguiente, cu&l de las dos puede reclamar 
los derechos sucesorios reconocidos al cónyuge supératite, debe 
tenerse en cuenta que, conforme al art. 6.°, la condición de las 
personas dependiente de las relacioues de familia se rige por la 
ley nacional, y que tratándose de familia en la actualidad extran- 
jera debería aplicarse la ley extranjera; por consiguiente, ea 
claro que como, según esta ley, disuelto el matrimonio mediante 
el divorcio, la mujer de la primera unión habría perdido bu 
estado de cónyuge, no podría reclamar el derecho á suceder 
en calidad de tal. Considerando, por otra parte, que celebra- 
do el matrimonio por el divorciado no puede negarse el esta- 
do de cónyuge á aquella con la cual se unió legitimamente, des- 
pués de haber recuperado su libertad medíante la disolución le- 
gal del primer matrimonio, hay que admitir naturalmente que 
debería reconocerse el derecho sucesorio propio del cónyuge su- 
pérstite á la mujer que tuviese la condición de consorte según 
la ley extranjera. Creemos, además, que de reconocer et Tribu- 
nal italiano un estado de hecho y un estado jurídico legalmente 
establecidos conforme á la ley extranjera respecto de los que, 
annque originariamente italianos, son actualmente extranjeros^ 
no puede derivarse una derogación de los principios de orden 
público territorial, no obstante que spa un elemento sustancial 
del estado mismo la sentencia de divorcio pronunciada por el 
Tribunal extranjero. Debiendo el Tribunal italiano limitarse á 
tomar razón de esta sentencia legalmente pronunciada conforme 
á la ley extranjera que rigiese las relaciones de familia, y no- 
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-flíetido él el llamado & ejecutar esa sentencia, no podría descóno- 
-cer su autorídad por la razón de que nuestro legislador prohibe 
la diaolución del matrimonio mediante el dÍTorcio. 

Una dificultad de carácter más delicado se ofrecería en la 
faipóteeis de que concurrieseii las dos mujeres, si el marido se 
hubiese naturalizado en el extranjero adquiriendo una nueva 
ciudadanía, y la mujer hubiera conservado la ciudadanía italiana 
j continuase residiendo en e) Reino, conforme á cuanto dispone 
el art. 11 del Código civil. Supongamos que el marido se bulue- 
se naturalizado en el extranjero y obtenido de los Tribunales Ih 
sentencia de divorcio por hecbos ocurridos después de su natu- 
ralización; que obtenido el divorcio, hubiese contraído nuevo ma- 
trimonio, y que á su muerte se planteara ante los Tribunales 
italianos la cuestión acerca de los derechos sucesorios reclama- 
dos al mismo tiempo por ambas mujeres. En este caso segura- 
mente que cabría alguna duda. 

En general, observaremos que aunque el marido no pueda, 
subsistiendo el matrimonio, reducir los derechos de la mujer, 
entre los cuales debe contarse el de conservar ella la ciudadanía 
adquirida con el matrimonio, al mismo tiempono puede privarse 
al marido de naturalizarse en el extranjero, y, obtenida la natu- 
ralización, modificar la ley que rija las relaciones de familia. Gs 
cierto que á la mujer no puede venirle perjuicio del acto reali- 
zado por el marido contra su voluntad, y que loa derechos por 
ella adquiridos en virtud del matrimonio, deben ser respetados 
y regulados por la ley b^jo cuyo imperio se constituyó la fami- 
lia; pero también es cierto que, salvo el respeto á los derechos 
adquiridos, como la ley que rige las relaciones de familia ba du 
determinarse conforme & la condición del marido, que es su jefe, 
debe admitirse la autoridad de la ley extranjera para regir esas 
relaciones desde el momento en que se perfeccione la naturali- 
zación del marido, ^o pudiendo desconocerse el derecho perao 
nal del marido para naturalizarse en el extranjero, aun contra 
la voluntad de su mujer, y suponiendo que en virtud de la natu- 
ralización legalmente obtenida se haya hecho ciudadano del Es- 
tado extranjero, desde este momento debe admitirse el derecho 
■adquirido por el marido & pedir la aplicación de la ley del Esta- 
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do de que se bay& hecho ciudadano, para todo lo concerniente i 
las relaciones de familia. La mujer do puede, ciertamente, alegar 
un derecho adquirido para desconocer todas tas consecuencias 
jurídicas derivadas del vinculo conyugal, ni sustraerse á la au- 
toridad de la ley de la nueva patria del marido eu cuanto al ré- 
gimen de las relaciones conyugales por consecaencia de actos ju- 
rídicos realizados bf^o el imperio de la misma; puede reclamar 
solamente el respeto & los derechos adquiridos por ella en vir- 
tud del matrimonio. 

Conviene ahora recordar que, como hemos dicho en otro 
lugar, el derecho & obtener p1 divorcio no es un derecho privado 
que se derive de las relaciones contractuales (L), y tener presente 
que nosotros hemos supuesto que el divorcio haya sido decretado 
por hechos ocurridos después de la naturalización. En esta su- 
posición creemos que la mujer no puede tener ningiSn pretexto 
para negar la autoridad de la ley de la nueva patria del marido, 
que por motivos de interés público admita el divorcio, como no 
puede desconocer la autoridad de la sentencia del Tribunal que 
lo haya decretado. 

1.4SS. Por otra parte, la dificultad consiste en determi- 
nar si el Tribunal italiano llamado á tomar razón de todo esto, 
á propósito de los derechos sucesorios alegadas por las dos mu- 
jeres, encontraría un obstáculo en la lesión de los principios du 
orden público territorial que se seguiría de reconocer como di- 
suelto legalmente el primer matrimonio y legalmente celebrado 
el segundo. 

Nosotros uo lo creemos así, y decimos esto porque adquiri- 
da legalmente por el marido la ciudadanía extranjera y tenien- 
do que regular su sucesión, en realidad se trataría de una su- 
cesión extranjera y debería aplicarse la ley del país del de cujim 
para determinar los derechos sucesorios y el orden de suceder. 

Es preciso tener presente que el Tribunal italiano no po- 
dría desconocer el cambio de ciudadanía del marido y el consi- 
guíente cambio del estatuto familiar, ni tampoco la autoridad de 
las leyes de la patria electiva, ni la sentencia pronunciada por el 



(1) Véase gt!74. 
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Tribunal extranjero competente. Además, hay que advertir que 
el Juez del Estado no serla llamado á. ejecutar forzosamente la 
sentencia extranjera en oposición con los derechos adquiridos 
por la mujer. Por consiguiente, opinamos que reconociendo lo» 
derechos de la mujer que puede justificar el estado de cónyuge, 
¡idquirido en virtud del matrimonio contraído con el divorciado, 
no se derogarían los principios de orden público teniendo en 
cuenta los actos jurídicos legalmente ejecutados j el catnbio de 
estado derivado de la sentencia de divorcio pronanciada por el 
Tribunal competente, puesto que todo esto no perjudicada eit 
nada los derechos adquiridos bajo el imperio de la ley italiaon ' 
por la mujer casada con un italiano. 

Ya hemos dicho que celebrado el matrimonio, la que adquie- 
re el estado de cónyuge puede pedir siempre el respeto de los 
derechos adquiridos conforme & la ley b^jo cuyo imperio se con- 
trajo aquél. Es preciso advertir, sin embargo, que no puede re- 
putarse por un derecho adquirido el de impedir al marido na- 
turalizarse en el extranjero, ni el de desconocer la autoridad de 
la ley de la nueva patria en cuanto al régimen de las relaciones 
de familia y & los efectos civiles de los hechos ocurridos después 
de la naturalización; y además, que los derechos de sucesión es- 
tablecidos por la ley á favor del cónyuge supérstite no constitu- 
yen un derecho adquirido por éste conforme á la ley vigente al 
tiempo del matrimonio. 

Si pudiese admitirse esto, podría sostenerse que de la misma 
suerte que una ley nueva uo podría violar los derechos adquiri- 
dos bajo el imperio de la )ey antigua, la ley nueva de las rela- 
ciones conyugales, determinada por la naturalización del marido, 
no podría reducir los derechos de sucesión adquiridos por la 
mujer según la ley itahana vigente ai tiempo del matrimonio, 
sujeto & la autoridad de ésta, y que se violaría esta ley si los de- 
rechos de la mujer se determinasen y regulasen después confor- 
me á la ley extranjera. 

Sin embargo, no creemos que los derechos sucesorios recono- 
cidos por la ley en el momento en que Be celebre el matrimonio 
á favor del cónyuge supérstite constituyan para éste un derecho 
adquirido. Los derechos de sucesión son más bien esperanzas y 
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ezpectativas, y ao se bacea efectivos sino en el momento en que 
se abre la sucesión, suponiendo que en ese momento subsista la 
conáiciÓD civil 6 la relación de estado personal en consideración 
al cual la ley vigente reconoce los derechos sucesorios. 

Atendiendo todo ello y- considerando que el estado de cón- 
yuge, por las razones expuestas antes, debe reputarse perdido 
por la mujer de un italiano naturalizado en el eztraujero, cuando 
legalmente se haya decretado el divorcie por hechos posteriores 
á la naturalización; que perdido el estado de cónyuge víeue á 
&iltar el supuesto del derecho de sucesión establecido & favor del 
cónyuge aupérstite por la ley italiana, y que el reconocimiento 
de todos estos hechos, dado que se hayan realizado antes de 
abrirse la sucesióu, no puede ofender al derecho público territo- 
rial, concluimos afirmando que, no pudiendo admitirse que la ley 
territorial sustituya á la exterior para regir las relaciones de ' 
familia extranjera, los derechos sucesorios de la mujer que tien<! 
el estado de cónyuge en el momento en que se abre la sucesión, 
deben determinarse conforme & la ley extranjera de la cual depen- 
de tal estado y en consideración á la que á aquéllos se reconocen. 
De igual suerte que anulado el matrimonio no pueden in- 
vocarse sus efectos civiles ni los derechos sucesorios reconoci- 
dos por la ley al cónyuge supórstite, lo mismo sucedería en el 
caso supuesto por nosotros. 

l-JIS*. Es verdad que si la ley extranjera no impusiese al 
marido divorciado la obligación de asegurar & su cónyuge una 
renta anual para sus necesidades, la mujer del italiano naturali- 
zado en el extranjero y divorciado, podría ejercitar contra la 
tierencia el derecho á los alimentos que le concede la ley italiana; 
l>orgue este derecho, que es también un efecto civil del matrí- 
loonio, se considera adquirido por la mujer en el momento de 
i:ontraerlo, y no podría negarse en razón de la naturalización 
del marido, si la ley de la nueva patria dispusiese otra cosa; 
pero no podemos admitir otro tanto respecto de los derechos 
Hucesorios, que como ya hemos dicho, no constituyen un derecho 
adquirido. Lo mismo decimos del derecho de habitación que el 
articulo 1.415 del Código civil italiano reconoce á la viuda. 
A nuestro juicio, variaría la cuestión completamente si el 
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marido italiano se hubiese naturalizado en el extranjero y fuese 
decretado el divorcio por hechos ocurridos durante el matrimo- 
DÍo antes de la oaturalizacíón. En este caso, si se admitiesea los 
efectos civiles de la sentencia de divorcio, seguramente que se 
derogsrian los principios de orden público y las reglas estable- 
cidas por nuestro Trihunal de casación. Se derogarían los priii> 
cipioB de orden público, porque debiendo considerarse como ley 
de las relaciones de fanülia para el tiempo anterior á la natura- 
lización aquélla á. que estaban sujetos ambos cónyuges, no po- 
dría admitirse, sin derogar el principio sancionado en el art. 6." 
délas disposiciones generales, que se aplicase á los actos jurí- 
dicos relativos al vínculo conyugal y á las relaciones de familiii 
sometidos á la ley italiana, una ley extranjera; se conculcarían 
las reglas establecidas en la sentencia del Tribunal de casación 
porque habría motivos para presumir que se había efectuado l;i 
naturalización in fraudem legis, pudiendo admitirse que el mari- 
do había conseguido la naturalización con el propósito de modi- 
ficar el estatuto familiar y obtener la disolución del matrimonio 
mediante el divorcio, prohibido por nuestras leyes. En esta hi- 
pótesis se violaría el Derecho público territorial recooociendu 
la naturalización fraudulenta, y habría, por consiguiente, razón 
para negar efectos á la sentenciadedivorcio, y para juzgar legal- 
mente insostenible el estado de cónyuge alegado por la segunda 
mujer, é insubsistentes,, por lo tanto, los derechos sucesorios que 
como cónyuge supérstite reclamase. 
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Mjkt qae debe resir la meeptKvMn r ■* repadlaelAo 

de la berenela> 



1.488. Plan del Tratado. 

-f.-ISS. Las cuestiones que pueden surgir á propósito de 
la aceptación 6 repudiación de U herencia en sus relaciones con 
íft ley que debe regular estos actos, y las consecuencias jurídicas 
<jue de ellos pueden derivarse, son varias y distintas, y conviene 
«zaminariau separadamente, puesto que uo pueden resolverse 
sin hacer fundamentales distinciones. Ante todo conviene ad- 
vertir que según la ley de algunos países, á ninguno puede re- 
putarse por heredero contra su voluntad. Este principio 7a esta- 
ba admitido por el Berecho consuetudinario francés. 

Es un antiguo principio, decía Delalande, <que no hay here* 
deros necesarios, según el Derecho francési (1). 

AI mismo tiempo que las costumbres proclamaban la regla 
le mort saisit le vif, declaraban que il rt'esí héritier qui ne veut (2). 

Igual principio estableció después el Código civil francés en 
9u artículo 775, que dice: nul n'est temt d'accepter une succession 
4¡wi lui e8t échue (3). 

Por el contrario, las leyes de otros países admiten el princi- 
pio establecido en el Derecho romano respecto de los herederos 



(1) Delalande, Sur la cout. dOrliam, 1. 11, pág. 89. 
' (2) Loysel, Inst. cout, regla .IIS. 

¡ (3) Este principio fué admitido por los Códigos de las Dos Sici- 
Ijas, art t>92; de Parma, art. 6T6, y de CerdeSa, art. 960; pero en el 
pódigo italiano se suprimió, y habiéndose conservado el derecho 
Be aceptar ó de repudiar la herencia, se regnló uno j otro caso. 
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de cierto gradd, considerándolos como heredes necessaríi, sia ad- 
mitir la facultad de repudiar la herencia; así sucede en et Dere- 
cho inglés. 

Otra diferencia se encuentra, además, respecto de admitir ht 
facultad de aceptar con reserva ó sin ella. El Código francés, 
articulo 774, y el italiano, art. 929, para no citar otros (a), es- 
tablecen la regla de que la herencia puede aceptarse pura y sim- 
plemente 6 & beneficio de inventario. Otras leyes no admiten esta 
{acuitad de aceptar con reserva. Asi, la \ey rusa deja al herede- 
ro en libertad de aceptar ó repudiar la herencia, pero no reco- 
noce la facultad de aceptarla bajo condición ó con la reserva del 
beneficio de inventario. 

Solamente en las provincias bálticas, según el Código en 
ellas vigente, puede aceptarse la herencia & beneficio de iuTec- 
tario, y la aceptación con esta reserva produce los mismos efec- 
tos que determina el Código francés. Por el contrario, en las 
demás provincias del Imperio, el que intente eximirse de la 
obligación de pagar todas las deudas del difunto, no tiene otro- 
medio que el de repudiar la herencia (1). 

Trataremos separadamente de la aceptación y repudiación 
db la herencia j de la aceptación á beneficio de inventarío des- 
de el punto de vista de la ley que debe regir estos actos. 

§1." 

De la aceyiacián y repudiación de la herencia. 

1.489. Examfnase, en general, qné ley debe regir la aceptación ó I» repa- 
diacíón de la herencia. — I.IW. Cómo se ofrece eetA cuestión en el 
aiat«ina qae sujeta la sucesión á la ley nación al .^1.491. De la capaci- 
dad para aceptar ó para repudiar. — 1.40S. Validez de ta aceptación 6 
de la repudiación.— 1.49S. Cuándo pneile anularse la aceptación. — 
1.4M. Cómo se presenta la cuestión en el sistema que reconoce la au- 
toridad de la lej- rei sitae. — 1.49Á. Distingüese lo concerniente á I» for- 
ma de la aceptación de lo que se refiere al carácter intrínseco del acto- 
1.4H. Forma de la declaración expresa, — 1.497. Cuándo paede tener 

(«) Abí lo dispone el art. 9t)6 del Código español. 

U) Comp. Lehr, Éléments de Droit civil rusie, pág. Í60 y 464. 
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4iplicación la regla locns regit acttim. — 1.498. Efectos de la aceptación 
pnra y aimple.^l.49ft. Autoridad de la lex rei eilae en cuanto á la 
■aceptación ó A la repudiación. — 1,600. Derechos de loe acreedores res- 
pecto del que no quiera aceptar ó que repudie la herencia. ^1. KOI. An- 
toridad de la lex rei gilae para regular las conaecuenciaa de la poeesión 
de los bienes hereditarios. — 1.508. Autoridad de dicha ley respecto 
de la eficacia de la repudiación en cnanto á tercero. — l.&OS. Forma del 
acto de repudiación en sua relaciones con loa intereses de los t«r- 



1.4SV. Teniendo preaentea loa principios ezpueatoa acer- 
ba de la ley que ha de regir la tranamiaión de la herencia, ae im- 
pone admitir que cuando ae trate de determinar cómo debe coaai- 
-dsrarae adquirida la condición de heredero, ai la adquiaición de 
la herencia ha de estar subordinada á la voluntad manifestada 
mediante la aceptación y de qué modo puede aceptarse y repu- 
diaras la herencia, ea preciso referirae & la miama ley que regule 
la tranamisión de la herencia. Nos parece evidente, en efecto, que 
la facultad reconocida por la ley de aceptar 6 de repudiar debe 
depender de la miama ley de que se deriva el derecho heredita- 
rio. Si, pues, reapecto del derecho hereditario ae reconoce la 
autoridad de la ley nacional de la peraona de cuya herencia se 
trate, ea forzoao admitir que la misma ley tenga, en general, au- 
toridad para decidir ai al llamado 6 heredar se le ha de reputar 
necesariamente por heredero ai no ha renunciado, ó si para ser 
reputado tal es indispensable el acto formal de aceptación por 
su parte. 

Ed virtud de loa mismos principios debe admitirse también 
que en el sistema legislativo que haga depender la sucesión de 
la ley territorial, en cuanto & la parte del patrimonio del de cujus 
que conste de bienes inmuebles y que atribuya el carácter de es- 
tatuto real & la ley territorial para el régimen de la transmisión 
y adquisición de loa inmuebles hereditarios, es preciso referirse 
en todo á la ley territorial, incluso en lo que concierne á la fa- 
cultad de aceptar ó de repudiar la herencia. 

Ser& siempre una verdad, que conforme á los príocipioa máa 
Justos j racionales ae puede sostener que, dependiendo la acep- 
tación y la repudiación de la voluntad, y siendo ésta esencial- 
meate personal, no cabe reconocer otra ley para determinar si 
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es necesario ó no el acto foñnal de la roluotad, qu^ aquella á la 
cual deba entenderBe que está sujeta la personn. Sin embargo^ 
puede obserTarse que 8i el legislador de un Estado ba sujetad» 
á la ley territorial la transmisión y la adquisición de la berencia, 
y en virtud de ea competencia legislativa territorial, ha atribui- 
do á las leyes concernientes & la sucesióo el carácter de estatuto- 
real respecto de la tranamísión y adquisición de los bienes in- 
muebles, aun admitiendo que estas disposiciones no son ni jus- 
tas ni racionales, el Juez de un Estado no podría baCer otra 
cosa que reconocer el imperio de la ley diotada por el legislador 
y aplicarla también para resolver la cuestión de la aceptación ; 
de la repudiación. 

En Francia, por ejemplo, donde se atribuye el carácter de 
estatuto real á las disposiciones legislativas en materia de sa- 
cesíones, que se refieren á los bienes inmuebles, el Tribunal do 
casación, fundándose en este principio, dijo en su sentencia de 
31 de Marzo de 1874 que todas las disposiciones relativas á la 
transmisión de la berencía tienen el carácter de estatuto real, 
cCossiderasdo, decia, que las leyes que rigen la transmísíóa 
hereditaria forman parte indistintamente del estatuto real, atm 
aquellas que establecen la incapacidad para suceder.....* (1). 

Por el contrarioj en el sistema italiano que admite, en gene- 
ral, la autoridad de la ley personal en materia de sucesioneSr 
h&y que reconocer la autoridad de la ley nacional del de cújus ea 
las cuestiones relativas á la fuerza jurídica de la aceptación ó 
de la repudiación en caso de una herencia extrai^era. Sin em- 
bargo, habiendo convenido Italia en el art. 10 del tratado gus- 
tado con Rusia el S8-16 de Abril de 1876 para regular las su- 
cesiones, f que la sucesión en los bienes inmuebles se regirá por 
> las leyes del pais en que los inmuebles estén situados*, es na- 
tural que, teniendo en cuenta el pacto estipulado en el tratado,, 
un italiano no puede pretender que en la sucesión de un italiano- 
difunto, que baya dejado en Rusia parte de sus bienes inmue- 
bles, se aplique la ley italiana en cuanto ¿ la facultad concedi- 



(1) Cas. frang. 31 de Marzo 1874 (Jouni. da PalaU, 1874, pág. 881)- 
Yéase la relacíóa del consejero Gaidenard, ed. 
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da por esta ley de aceptar pura y simplemente ó á beneficio de 
iuTentario. Exclntds en virtud del tratado la autoridad de k ley 
italiana en lo tocante & la suceaión eo los bienes inmuebles exis- 
tentes en Busia, aera preciso atenerse á lo que la ley rusa dis- 
poDe, y habrá que aplicar las disposicioneB de esta ley ¿ la 
transmisión, adquisición, aceptación y á todo cuanto se refiera & 
los derechos de sucesión relativos á los inmuebles situados en 
Rusia. 

1.480. La cuestión que estamos examinando y que se re- 
duce á determinar la autoridad de ta ley personal 6 de la Ux rei 
sitae respecto de la aceptación 6 de la repudiación de la heren- 
da, puede dar lugar & controveraixs de menos importancia en el 
sistema legislativo que reconozca, respecto de la sucesión y de los 
derechos qne de eila se derivan, la autoridsd de la ley nacional 
<lel de eujus. 

Admitido como principio en dicho sistema legislativo que el 
derecho hereditario debe regirse por la iey personal del de cuJKSy 
con razón puede sostenerse que no sólo el derecho de aceptar ó 
de repudiar la herencia debe determinarse conforme á la ley na- 
lional del dt atjus^ sino que debe serlo igualmente, conforme & 
la misma, el plazo dentro del cual se ejercite válidamente este 
derecho, y las consecuencias que de la aceptación ó de la re- 
))udiacióu pueden derivarse. La indivisibilidad del derecho su- 
cesorio explica por qué debe aplicarse lá misma ley para resol- 
ver quién piíede asumir la condición de heredero, cuándo el lla- 
loado tiene el carácter de sucesor y de representante del de cujus, 
cuándo subsiste su derecho á acejitar ó á repudiar la herencia 
y cuándo debe reputarse prescrito. 

Conviene á este propósito advertir que una cosa es el plazo 
en sus relaciones con el derecho del heredero que inteute ad- 
«luirir definitivamente la herencia, y otra cosa el plazo en sus 
relaciones con el poseedor de los bienes hereditarios que se 
¡•roponga adquirir la propiedad de los mismos mediante la pres- 
cripción. 

Los legisladores de algunos países, admitiendo que el here- 
dero debe tener libertad de aceptar ó repudiar la herencia, han 
fijado un plazo y han dispuesto que el derecho de aceptar la he- 
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rencia se pierde si no se ejercita dentro del térmioo señalado (1). 
Esto se llama también término para prescribir, pero se refiere 
á la prescripción del derecbo hereditario, y es claro que debe 
quedar sujeto á la autoridad de la ley que rija la traasmisiÓD j 
adquisición de la berencia, puesto que concierne á la subsisten- 
cia y ¿ la esencia del derecho hereditario. 

El plazo para la adquisición de los bienes hereditarios por 
parte del que los haya poseído durante el tiempo requerido par» 
realizar la presciipción, se denomina también término pain 
prescribir; pero éste debe quedar, por el contrarío, sujeto & 1h 
lex rei aifae, como se ha dicho en otro lugar (S). Puede muy bieit 
suceder, por consiguiente, que se verifique la prescripción ex- 
tintiva del derecho hereditario conforme á la ley de la sucesión, 

(1) Segiin el Código civil italiano, la facultad de aceptar la he - 
. rencia prescribe á los treinta años (art. 943). Este plazo puede abre 

viarse á iustancia de los que puedan tener interés en saber si el 
heredero acepta ó repudia la herencia. El art. 951 del Código civil 
reconoce á éetos el derecho de acudir á la autoridad judicial y ob- 
tener que éeta señale el término dentro del cual el heredero debo 
declarar si acepta la herencia. Transcorrido el plazo fijado por el 
Tribunal sin hacer la declaración de aceptación, se entiende repu 
diada la herencia. 

El Código alemán señala un plazo mucho más breve. La heren- 
cia se entiende aceptada si el heredero no ha renunciado. El perío- 
do para renunciar es de seis semanas, y se prorroga hasta seis mesee 
si el difunto hubiese tenido su domicilio en el extranjero, ó si el he 
redero, al comenzar á correr el plazo, estuviese en el extranjero. El 
término comienza desde el momento en que el heredero haya tenido 
conocimiento de que lo es y del titulo de su llamamiento ala he- 
rencia, y en caso de testamento, desde el dfa de la publicación de 
la disposición por causa de muerte. 

Transcurrido el plazo, e! derecho de repudiar se entiende prea- 
ctito, salvo las disposiciones' que puedan suspender la prescripción. 
Comp. art. 1.942-1.9Í4 (a). 

(2) Véase el § 809. 

(o) Loa arta, 1.004 y 1.005 dsl C6d¡go oítíI SBps&ol clilpon«D que hacU pandog 
nueve dlaa dMpaéa de la muerte de aquel de caya baraneía m trata, no podrá in- 
laotarae aGEi6ii CDQtra al liaredaro pera que acepte 6 repudie; 7 <10b ÍDatiodo en 
juicio un tercer iutereíado para que al heredara acepte 6 npudie, deberá «I Jnei 
ae&alar (l éele un Mrmiaa que co pue de treinta dfae para qoa ba¡ia eu deolaraei&iii 
apercibido da que, ei do la liaoe, ae teodrt la herencia por aceptada. 
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3 qae no se haya aún realizado la preBcripción adquisitira, eegÚD 
la lex rei sitae, & &vor del poseedor de laa cosas hereditarias; y 
conviene distinguir una cosa de otra cuando liaya que resolver 
sobre si es^ó no admisible la acción, y tener presente la ley que 
debe regir la prescripción desde uno á otro punto de vista (1). 

1.4S1> Dado que el derecho de aceptar ó de repudiar la 
herencia sea ejercitable conforme á la ley que debe regir la su- 
cesión y á la esencia del derecho hereditario, para decidir quién 
tiene derecho á aceptar ó á. repudiar la herencia será prenso 
aplicar la ley personal de aquel que esté llamado á aceptar ó re- 
pudiar, y siempre que la cuestión se reñera á su capacidad. 

Según la ley italiana, por ejemplo, la mujer casada puede 
aceptar la herencia sin consentimiento .de su marido, mientras 
que la mujer casada francesa no puede hacer esto validamente 
sin la autorización de su marido ó de loa Tribunales (2). No 
cabe duda que en Italia, én el caso de una herencia á. favor de 
una mujer casada francesa, deberla aplicarse la ley francesa, y 
que teiidría que reputarse anulable, por falta de autorización, la 
aceptación por parte de la misma si no estaba autorizada. 

En cuanto í la aceptación por los menores, los sujetos á in- 
terdicción ó los inhabilitados, es claro que hay que referirse & lo 
que disponga la ley personal de éstos para determinar quién 
puede representar á dichas personas incapaces para aceptar la 
herencia, y sí es ó no necesaria la aprobación de los Tribuna- 
les (3). La ley del lugar en que se haya abierto la sucesión ó en 



(1) Comp. la sentencia del Tribunal de casación de Turín de 6 de 
Diciembre de 1887. (Scotto) (Giur. ital, 1888, p. I, pág. 205), y T. de 
Genova, 15 de Diciembre de 1887 (U., p. II., p¿g, 203). 

(2) Alt. 77G del Código civil francés (a). 

(3) Según la te^ italiana, el tutor no puede aceptar ó repudiar la 
herencia transmitida al menor, sin la aatorizaciÓD del Consejo de 
familia (art. 29'>); y como no pueden enajenarse válidamente los 
bienes del menor, sino con la autorización del Consejo de familia 
S la aprobación de loa Tribunales (art. 301), para la repudiación de 
la herencia, que es un acto de enajenación, es absolutamente nece- 
as la mujer casudi ain talri ra* 
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que estén los bienes, ó la que deba -regir los derécbos Bucesoríos 
y la trasBinisión de la herencia, no podrían aplicarse para deci- 
dir esta cuestión, puesto que se refiere & la capacidad. 

Puede surgir la duda en el caso en que el heredefo eea una 
aBociación. El Código civil italiano dispone en el art. 932 qae 
<las aso'Ciaciones no pueden aceptar herencias sin autorización 
del Oobierno, concedida en la forma establecida en leyes eape- 
ciaJesi. Teniendo presente lo que hemos dicho á propósito de 
las personas jurídicas extranjeras y de la ley que debe regalar 
el ejercicio de sus derechos (1), se comprende qne la disposición 
sancionada en el mencionado articulo debe aplicarse también & 
las asociaciones extranjeras. Son evidentísínias las razones de 
interés social que aconsejan esta resolución. 

1.4BS. La cuestión que bemos discutido, ó sea que I«y 
debe aplicarse para determinar quién puede aceptar la herencia, 
puede presentarse desde un punto de vista distinto del que se 
refiere á la capacidad. La discusión respecto de la validez de la 
aceptación puede surgir, por ejemplo, en el caso en que el acto 
se ejecute por parte de los que sean sucesivamente llamados, y 
cuando en esta hipótesis se trate de decidir quién tiene derecho & 
aceptar válidamente, teniendo en cuenta la transmisión realiza- 
da ó no realizada de la herencia. Esta cuestión no se refiere 
ciertamente á la capacidad personal, sino al derecho hereditario, 
y, por consiguiente, debe resolverse aplicando la ley que rija la 
sucesión y la transmisión de la herencia, ó sea, en el sistema 
italiano, la ley nacional de la persona de cuya herencia se trate 
La misma ley debería aplicarse para decidir ai el llamado á 
recoger distintas partes de la herencia, dado que este llama- 
miento se fundase en distintos títulos, podría aceptar una parte 
y repudiar la otra; ó si hubiera que decidir si el llamado á here- 
dar en virtud de disposición por causa de muerte, tiene facultad 
de aceptar el legado renunciando la legítima, ó de repudiar la 



saria la aprobación de loa Tribunales. Si el menor estuviese bajo la 
patria potestad, debe entenderse indispensable la aprobación de loa 
Tribnnales para la repudiación de la herencia. 
(I) Véase el § 321-322 y el capítulo VIII precedente. 
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herencia como heredero instituido ; aceptarla como heredero 
legitimo. 

Todas estas cnestionea y otras semejantes deben resolverse 
aplicando la le; que regule la sucesión ; los derechos que de 
ella se deriven á favor de los sucesores. 

1.49a. La misma ley debe aplicarse para decidir si la 
aceptación puede anularse ; en qué casos, y si el error ó la le- 
siÓD pueden ser motivos para impugnarla, reputándola por no 
realizada. De consiguiente, ei se tratase, por ejemplo, de la su- 
ceaión de un alemán abierta en Italia, y el heredero instituido 
hubiese aceptado la herencia, éste podría, si hubiera incurrido 
«n error sobre el título de su llamamiento, fundarse en la dispo- 
sición sancionada en el art. 1.949 del vigente Código alemán, 
para sostener que la aceptación debía tenerse por no hecha. No 
se opondría á esto, á nuestro modo de ver, la disposición del ar- 
tículo 943 del Código civil italiano, qae dice: <Ko puede impug- 
narse la aceptación de la herencia, á no ser que haya sido con- 
secuencia de la violencia ó del dolo.> Esta disposición excluye 
implícitamente el error, pero aunque esté formulada en sentido 
prohibitivo, no puede aplicarse á la herencia de un alemán, por- 
que conforme al art. 8." de las disposiciones generales, el con- 
tenido sustancial de los derechos sucesorios se rige por la ley 
nacional del de cujus (1). 

Es cierto que la le; territorial podrá invocarse en cuanto 
proteja los derechos adquiridos por los terceros, y que éstos po- 
drían sin duda pedir la aplicación del art. 933 del Código civil 
italiano para dejar á salvo sus derechos; pero aparte esto, que 
se refiere á la tutela de los derechos de los terceros, respecto de 
los cuales debe reconocerse siempre la autoridad de la ley impe- 
rante en el lugar en que tales derechos han sido adquiridos, no 
creemos que pneda prohibirse al heredero de una herencia ale- 
mana pedir con éxito en Italia la aplicación del art. 1.949 del 
Código alemán, no obstante que en virtud de la disposición del 



(1) Véase lo que ee ha dicho á propósito de las disposiciones pro- 
hibitivas, §§ 1.332 y siguientes. 



i tv Google 



360 LiBBO V — capItclo X 

art- 943 del Código italiano puede entenderse excluido el dere- 
cho de impugnar la aceptacidn por canaa de error (1). 

Todo lo que Teñimos diciendo basta ahora puede tener apli- 

' caciÓD, como hemos advertido, en el sistema legislativo que cod- 

sídera la herencia como un univeraum jus y que la sujeta en tal 

concepto á la ley á la cual debe entenderse que está sometida la 

persona del de cujus. 

1.494. Por el contrarío, en el otro sistema, que se funda 
en el principio acogido por tos antiguos jurisconsultos: immobilia 
deferri secundum leges loci in quo sita sunt, adeo MÍ tot 'cemeri de 
beant diversa patrimonia, ac tot haereditates, quot locü diverso 
jure utentibas, immobilia existunt (2), es natural que se admita 
' que el heredero pueda aceptar la herencia respecto de los bie- 
nes inmuebles existentes en un país y que pueden después re- 
pudiarla respecto de los existentes en otro distinto. 

Es verdad que desde el punto de vista de los principios ha- 
bría que admitir que la representación del difunto debia eoten- 
derse efectuada mediante la aceptación del patrimonio por él 
dejado, y que como el patrimonio considerado como una mu- 
dad jurídica representa al difunto mismo, y como tal no pnede 
fraccionarse ni dividirse, no se podría fraccionar ni dividir la 
representación misma, aceptando una parte del patrímonio y re- 
pudiando otra. Sin embargo, los juristas medioevales justificabau 
la anomalía, aduciendo que habiendo tantas herencias distint&s 
y separadas, la aceptación se referiría á cada una de éstas y 
que podía, por consiguiente, considerarse sometida á los estatu- 
tos vigentes en el lugar en que cada herencia distinta se trans- 
mitia (3). 

I.AVK. Hablemos ahora de la forma de la aceptacióo, y 

(1) Según la doctrina de loe juriscousnltos italianos, el error pne- 
de hacer nula la aceptación cuando recaiga in ipto eorpore heredtta 
tií, como ocurriría en el caso en que queriendo aceptar la herencia 
de Gayo, hubiese el heredero aceptado por error la herencia de Me- 
vio. En esta hipótesis faltaría completamente el objeto del c 
timiento. 

(2) Voet, Comm. a,l Pand., lib. XXXVIII, tít. XVII, núm. 34. 

(3) Bourgoingne, Traclatu* mi comnetudina Flandrae. 
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repitamos, para evitar equívocos, que discutimos las cuestione» 
siempre en la hipótesis de que esté establecida, como regla de 
Do^cho ioternacional privado, la que acogen la legislación 
italiana, la alemana y otras semejantes; ó sea que la herencia 
debe considerarse como nna universalidad jurídica regida por la 
ley nacional del de cujas. 

Kespecto de la forma de la aceptación, conviene distinguir 
con cuidado lo que se refiere verdaderamente á la misma forma, 
de lo que se refiere al carácter sustancial é intrinseco del acto,, 
en virtud del cual el que sea llamado á la herencia asume la. 
cualidad de heredero. 

El legislador italiano dispone en el art. 934 que la acepta- 
ción puede ser expresa ó tácita: es expresa cuando se asume e) 
título ó la cualidad de heredero en un documento público ó pri- 
vado, j tácita cuando el heredero (ijecuta algún Acto que supo- 
ne necesariamente su propósito de aceptar la herencia y que nO' 
tendría derecho á ejecutar sino con tal carácter. Lo mismo dis- 
pone el Código civil francés en el art. 778 (a). 

Algunos escritores han creído que podía aplicarse la regla 
locus retfü adam, viendo en la materia que examinamos una cues- 
tión de forma (1). Otros á su vez, considerando qué no se trata 
•le una manifestación de la voluntad, han sostenido que todo de- 
penderá de la ley personal que deba tener autoridad en lo que 
se refiere & las condiciones exigidas para la existencia de los ac- 
tos jurídicos (2). 

'1.49Q. Las reglas concernientes á las formas extrínsecas- 
de los actos pueden ciertamente tener aplicación, y luego dire- 
mos por qué; pero la cuestión que se regula eo los arts. 954 
del Código civil italiano y 778 del francés, no atañe á la formar 
sino á la esencia del derecho y, por consiguiente, debe estar su- 
jeta á la misma ley que ha de regir la sucesión y el derecho he- 
reditario, teniendo en cuenta su sustancia y contenido. Se trata^ 
ea efecto, de determinar cómo puede considerarse realizada la 

(a) Y el español en eu art. 999. 

(1) Comp. Rolin, Piinc. de Dr. tn(., t. II, g 744; Despagnet, 3." ed., 
pág. 687, g 368, 

(2) Laiirent cit,, t. VI, § 37li, pág. C29. 
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transmisión de la liereiicia y la representación del de euju»; se 
trata de saber si debe considerarse adquirida ó no la cnalidad 
■de heredero, con todos los efectos que de ella se derÍTan res- 
pecto de los que pueden tener intereses y derechos con relación 
á la herencia. 

Para nosotros parece evidente que no es esta cuestión de 
aquellas á que proceda aplicar el estatuto de la forma, sino más 
1)ien la ley que rija la esencia del derecho de sucesión (I). 

Segán el Código alemán, la gestto pro herede no produce los 
mismos efectos. El art. 1.959, dice asi: «Cuando antes déla re- 
pudiación comience el heredero & cuidar de los negocios de )a 
herencia, tendrá, respecto del que ll^ue á ser heredero, los de- 
recbcffl y las obligaciones de un gestor de negocios sin mandato. 

iSi antes de la repudiación dispusiera el heredero de algún 
objeto de la herencia, no obstará á la validez de esta disposición 
la repudiación, si aquélla no podía demorarse sin perjuicio de la 
herencia». 

Suponiendo, por ejemplo, que se abra en Italia la sncesión 
^e un alemán, habría que aplicar la ley civil alemana para dect- 
-dir cómo la herencia pasa al heredero y cuándo puedo entenderse 
i]ne el llamado á la herencia adquiere la cualidad de tal. 

Según la ley alemana, la herencia se transmite en el momento 
de la muerte, mas sin perjuicio del derecho á repudiarla (2) y de 
tener la transmisión por no realizada (3), si el heredero llamado 
á recogerla en el término fijado por la misma ley la ha repa- 
■diado (4). 

Suponiendo ahora que el heredero haya dispuesto de un ob- 
jeto de la herencia, ó bien que haya cuidado de los negocios de 
la misma y que antes de transcurrir el plazo la repudiase, cree- 
mos que no podría sostenerse que, en virtud de la regla locui re- 
gü adum, la herencia debía entenderse aceptada pura y simple- 
mente por consecuencia de la gesHo pro herede, conforme á la re- 

(1) Véase, para lo concerniente á la declaración de laToíuatad, 
«t capítulo siguiente. 

(2) Art. 1.942 Código alemán, 

(3) Art. 1.953. 

(4) Art. 1.914. 
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g]a del art. 934 del Código civil italiaoo, Bino que habría que 
atenerae é. lo dispuesto en el Código alemán; porque, según el 
art. 8." del Código civil ttaliano, la sucesión, en lo que concíerue 
á la esencia del derecho sucesorio, se rige por la ley nacional del 
de cujus, j en el caso supuesto nb se trataría de una cuestióa de 
forma para poder sostener la autoridad de la ley territorial. 

t,'t99. La ieg]& locus regit actum podría aplicarse, si se 
tratase de aceptación mediante declaración expresa, y la discu- 
sión recayese sobre la forma extrínseca de la declaración j so- 
. bre el funcionario público encargado de recibirla. 

Hemos dicho forma extrínseca, porque respecto de la declara- 
ción expresa, la disposición á ella relativa puede unas veces re- 
ferírse á lo que concierne á la válida 7 eficaz manifestación de la 
voluntad y fijar su fuerza jurídica como tal, y otras á lo que co- 
rresponde propiamente á la forma extrínseca. 

Si la disposición de la ley se refiere á lo primero, creemos 
que no puede nunca sostenerse que la cuestión cae bajo el impe- 
rio del estatuto relativo & la forma de los actos; porque lo que 
coDcieroe k la esencia del consentimiento y á su fuerza jurídica 
como tal, afecta á su existencia y á su valor jurídico, y no puede 
considerarse como una cuestión relativa ¿ la forma extrínseca de 
la manifestación de la voluntad. 

El legislador italiano dispone en el art. 934 del Código civil 
que la aceptación es expresa cuando se asume la cualidad de 
heredero en documento público ó privado, y lo mismo dice el ar- 
tículo 778 del Código francés. 

£s, pues, esencial para la válida manifestación de la volun- 
tad de aceptar, que se haga por escrito, y no puede sostenerse 
que esto sea cuestión de forma, porque según la mente de nues- 
tro legislador, es preciso admitir que el acto de la voluntad idó- 
neo para determinar la aceptación de. la herencia no tiene exis- 
tencia jurídica sino cuando se expresa por escrito. No bastaría, 
¡lor consiguiente, la aceptación verbal, y no podría invocarse la 
T6g\a lucia regit actum para atribuir la cualidad de heredero al 
llamado & recoger la herencia de un italiano, si no hubiese de- 
clarado expresamente su voluntad de aceptar asumiendo la cua- 
lidad de heredero en documento público ó privado. 
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OpÍDiiiiios, por consiguiente, qne respecto de esto debe tener 
autoridad la ley que rija la sucesión j la esencia del derecho su- 
cesorio, porque ae trata de la sustancia 6 contonido del derecho 
j DO de formaB extrínseoss. 

Asi como en ta transmisión del dominio de un inmueble exis- 
tente en territorio italiano, Bdmitido que la validez del consen- 
timiento para transmitir el dofljinio se rige por la lex rei sUae 
por razón del imperio en este respecto de la- ley territorial, no 
puede reputarse subsistente el consentimiento con su fuerza jo- 
ridica como tal, si no ae ha manifestada en documento público ó- 
privado, en virtud de lo que se dispone en el art. 1.314 del Có- 
digo civil; asE en el caso de una sucesión, reconocida la autori- 
dad de la ley nacional de la persona áe cuya herencia se trate 
para todo lo concerniente á la esencia del derecho hereditario^ 
debo admitirse que el acto expreso de aceptación y la manifes- 
tación Jurídica de la voluntad, no existen sino cuando el acto de 
ésta se manifiesta en documento público ¿privado, suponiendo 
que esto disponga la ley nacional del de cujua. El estatuto de 
las formas extrínsecas, del mismo modo que no seria aplicable 
en el caso de venta del inmueble, por la justa razón de que los 
inmuebles en lo tocante á los actos idóneos para la adquisición 
y transmisión del dominio deben reputarse sometidos al imperio 
de la Itx rei etlae, asi tampoco tendrá aplicación en una suce- 
sión, dado que ésta en principio se considere sujeta á la ley na- 
cional del de cujus, porque todo lo concerniente á la- esencia y 
al contenido del derecho hereditario, deberá juzgarse sometido 
& la ley que rigiese la sucesión. 

La regla locus regit actum será aplicable si la cuestión sur- 
giese á propósito de la subsistencia del acto respecto de su for- 
ma extrinseca, como si se discutiera si un escrito tenia ó no el 
carácter de documento privado. Esta cuestión debería resolver- 
se ateniéndose á la regla locus regit actum. 

Para mayor claridad en la exposición, supongamos que se 
abra la sucesión de un ttalisno en un país donde esté en vigor 
el Derecho romano, según el cual no se requiere que la acepta- 
dón se haga por escrito, sino que basta la declaración verbal de 
querer asumir la condición de heredero. Admitamos que el lia- 
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mado á recoger la herencia, haya declarado TerbalmeDte su vo- 
luntad de ser heredero y que no haya hecho más, y que después 
se plantee ante los Tribunales italianos la cuestión de si debe 
entenderse aceptada la herencia, en virtud de la declaración 
verbal. 

En estas circonstancias, creemos que, teniendo presentes las 
reglas del Derecho internacional privado sancionadas por nues- 
tro legislador, no puede entenderse aceptada formalmente la he- 
rencia, con todas las consecuencias jurídicas que de la acepta- 
ción expresa se derivan. Decimos esto, porque habiendo dispues- 
to el legislador italiano que la sucesión se rige por la ley nacio- 
nal del de cujus, ha venido asi á establecer que todo lo concer- 
niente á la esencia del derecho hereditario debe regularse por 
dicha ley. Ahora bien, teniendo que aplicar la ley italiana para 
decidir si subsiste ó no el derecho hereditario y si deben enten- 
derse adquiridos el carácter y la condición de heredero, es for- 
zoso declararse por la negativa, porque conforme á nuestra ley, 
la aceptación verbal no tiene valor jurídico para atribuir la con- 
dición de heredero puro y simple at que haya hecho verbalmente 
la declaración en cuestión. 

Por las mismas razones, creemos que si se tratase de una 
sucesión abierta en Italia y según la ley extranjera que la ri- 
giese fuese suficiente la declaración verbal, mediante la cual la 
persona llamada á recoger la herencia hubiera formalmente 
rleclarado de palabra que la aceptaba, dicha declaración verbal 
deberla considerarse bastante. * 

No se opondría á esto, á nuestro modo de ver, la disposición 
del art. 934 del Código civil italiano, porque ésta se refiere á la 
sucesión italiana, no á la extranjera, 7 no puede atribuírsele la 
autoridad del estatuto real para considerarla como imperativa 
etga omnea. 

En virtud de los mismos principios, habría que admitir que 
si en un documento escrito por un francés en Francia, hubiera 
éste declarado que aceptaba la herencia de un italiano, á la que 
como heredero fuese llamado, y dicho documento no pudiese te- 
ner el valor jurídico de documento privado segilo la ley france- 
sa, podría sostenerse con razón ante los Tribunales italianos que 

ORRBCBO IN-r PHIT,— TOHOT 9S 
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DO babla aceptación expresa por faltar la declaracióa en doca- 
mento público ó prírado. ' 

En este caso creemos que podría invocarse oportunacaente 
la regla locus rtgit actum, para deducir que, no pudiendo recono- 
cerse en el documento el carácter de documento privado, seg&ti 
la ley del lugar en que se hizo, debía negilrsele tal condición en 
virtud de la regla expresada. 

La solución de la cuestión propuesta sería distinta si se tra- 
tara de un documento hecho en Francia por herederos que fue 
sen todos italianos; porque en este caso, si el documento tuviese 
el carácter de privado según la ley italiana, por tal debía repu- 
tarse, por Ib razón de que nuestro legislador dispone en e! ar- 
tículo 9." que el valor jurídico de las formas extrínsecas de los 
actos puede determinarse conforme á la ley nacional dé los que 
los ejecutan, ai son todos ciudadanos del mismo país. 

Siguiendo nuestro orden de ideas, admitimos que también de- 
berla resolverse conforme á la ley que rigiese la sucesión, si el 
mandato para aceptar la herencia puede equivaler á la acepta- 
ción expresa, aun en el caso en que se revoque antes de ser cum- 
plido. La le; del lugar en que se otorgase el poder para aceptar 
no tendría aplicación en este caso, ateniéndose á la regla locas 
regit actum, porque no se trataría de resolver acerca de la exis- 
tencia del mandato, habiendo en cuenta las formas observadas 
para considerar lo otorgado legalmente, sino de determioar si 
la declaración de la voluntad mediante el acto supuesto podía 
considerarse integra y perfecta, independientemente de la eje- 
cución del mandato y de la sucesiva revocación del mismo. 

Es natural, por consiguiente; que sea preciso referirse á 1& 
tey que rija la sucesión para decidir si el sucesor que haya eje- 
cutado el acto en cuestión ha asumido de este modolacondicidn 
de heredero, y si esta cualidad puede reputarse persistente in- 
dependientemente de la ejecución del mandatoy.de tu revotjía- 
ción. A nuestro juicio, es claro que todo esto atañe & I\ esenícia 
del derecbo hereditario, y que, por consiguiente, es preciso ; re- 
ferirlo á la ley que rija la sucesión. / 

Dado que, según los principios establecidos en la indjcada 
ley, 6 por una jurisprudencia constante, la revocación del taian- 
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•dato de aceptar pueda equivaler antea de su ejecución & la refo- 
caciíJn de la declaración de la ?oluntad del que al conferirlo ha 
toanifestado su intención de asumir la condición de heredero, se- 
rla preciso tenerlo presente para decidir acerca de los efectos 
de la revocación, y referirse además á la ley del lugar en que el 
mandato legatmente conferido y legalmente revocado había dn, 
ser ejecutado, para decidir si podía estimarse cumplido ó iniciad» 
BU ejecución. 

%.*9^. En cuanto á los efectos de la aceptación pura y 
simple, es claro también que, en orden á lo concerniente á Ih 
esencia del derecho hereditario, dichos efectos deben determi- 
narse conforme á la ley que rige la sucesión (1); como, por ejem 
pío, si la aceptación puede tener efecto retroactivo (S), sí puede 
estar subordinada á condición ó á plazo, ai se puede aceptar so- 
lamente una parte de la herencia y renunciar otra. Como esta» 
-cuestiones se re&eren al fondo del Derecho, ha de aplicarse para 
resolverlas la ley que debe regir la esencia del derecho heredi- 
tario. 

1.4SS. Veamos ahora cómo en esta materia de la acepta- 
-ción de la cualidad de heredero, puede en determinados casos 
tener autoridad la les; rei sitae. 

Conviene advertir que la aceptación de la herencia, en cuan 
to da lugar & la confusión del patrimonio del de cujus con el del 
heredero,' produce ciertas consecuencias jurídicas respecto de 
los terceros que pueden estar en ella interesados. 

Teniendo presente el principio general de que los bienes 

(1) Según la ley italiana, pudiendo sostenerse, como hemos di- 
cho en el § 1.384, que la herencia se adquiere ipwjure en virtud de 
la transmisión, la aceptación tiene, sin embarco, carácter decisivo 
para confirmar ó hacer irrevocable la adquieición; por lo cual, en 
último análisis, la adquisición efectiva depende de la vohmtad del 
heredero, podiendo éste confirmar la adquisición mediante la acep- 
tación, ó reducirla á la nada mediante la repudiación (art. 95ó). 

(2) Según la ley italiana, !a aceptación tiene efectos retroactivos 
(art. 933), y, por consiguiente, los efectos se retrotraen al día en que 
se abre la sucesión. La confusión del patrimonio del heredero con el 
del difunto, debe entenderse realizada de modo definitivo é irrevo- 
cable en virtud de la aceptación cou efecto retroactivo. 
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muebleB é inmuebles cooBtituyen la común garantía de los acree- 
dores, áebe admitirse que los derechos por éstos adquiridos- 
respecto de los bienes conforme & la le; territorial, enfrente de 
loB que e» calidad de poseedores 6 de propietarios los tienen en 
sn poder, deben ser respetados j reconocerse su facultad áf 
• pedir la aplicaciAn de la ley territorial para la protección de suh- 
derecbos 7 para prevenir cualquier perjuicio que pueda origi- 
nárseles. 

Supongamos que uno que esté obligado como deudor & pa- 
gar á sus acreedores personales con los bienes existentes eir 
Italia, á 6n de defraudar los derechos de aquellos Lubiese acep- 
tado una euceBÍón evideiiterneute pasiva abierta en psís extran 
jero, como consecuencia de un pacto fraudulento con los acree- 
dores hereditarios. Eo estas circunstancias do vacilamos en afir 
mar que los acreedores de dicho heredero, sin preocuparse Ót^ 
lo que dispusiese la ley que rigiera la sucesión, podrían pedir en 
nombre propio y por medio de la acción pauliana que se annlast; 
la aceptación, impugnando de eete modo el acto ejecutado por 
lu deudor en fraude de sus derechos. Los acreedores podrían 
hacerlo fundándose en la disposición del art. 1.235 del Código- 
civil, para evitar así su concurso con los acreedores de la heren 
da respecto de los bienes del deudor situados en Italia. 

No seria posible en este caso referirse &'la ley qu^ rigiese In- 
sucesión para sostener que según esta ley los acreedores del he 
redero no podían pedir la retractación de la aceptación ó la se- 
paración de los patrimonios contra los acreedores de la heren- 
cia. Por el contrario, creemos que lo más conforme á justicia 
sería referirse á. la lex rei süae, ó sea á la del Estado italiano 
donde estaban situados los bienes que bajo la tutela de la ley 
faeron aceptados por los acreedores como garantía de las obli- 
gaciones contraidas por su deudor. Como las disposiciones que 
amparan esos derechos forman parte de las que tienen el carác- 
ter de orden público y de interés social, deben tener autorida<l 
imperativa sobre las relaciones creadas bajo el imperto de la ley 
territorial. 

Lo mismo debe decirse de cualquier otra disposición que re 
prima el fraude. Así, por ejemplo, nuestro legislador, en el ar- 
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iicnlo 963, declara ineficaz 1& repudiación de la herencia hecha 
por el qne haya sustraído ti ocultado parte de los bienes heredi- 
tarios. £8ta es también evidentemente una disposición de orden 
público, que tieode á reprimir el delito j el fraude, por lo que 
■cuando el hecho de la Bustracción de efectos de la herencia haya 
-ocurrido en Italia en caso de sucesión extranjera, creemos que 
por consecuencia de ese hecho y de la disposición del artículo 
mencionado debe reputarse por ineficaz la repudiación, no obs- 
tante to que pueda disponer en contrario la ley extranjera que 
rija la sucesión. 

Conviene afirmar siempre el principio de que los actos jurf- 
■dícoB ejecutados bajo el imperio de una ley, pueden estar suje- 
tos á la EutoridAd de la misma para todo lo que se relacione 
con loB intereses sociales y con las exigencias del orden publico. 

£o virtud de loa principios expuestos, ea preciso admitir 
también que si el llamado & heredar á un alemán no ha acepta- 
do aun la herencia, y tiene según el Código alemán derecho á 
repudiarla, y entretanto ha cuidado de los negocios de la heren- 
cia ó dispuesto de nn objeto de ella existente en Italia, aunque 
no Be pueda sostener que deba por tales actos ser reputado he- 
redero, como hemos dicho anteriormente (1), ain embargo, como 
en virtud de los actos ejecutados en Italia vendría á asumir la 
cnalidad de heredero aparente, esto haría aplicable ta disposi- 
-ción sancionada por el legislador italiano en el art. 933. 

La autoridad de la ley territorial respecto de los actos jurl- 
-dicoB ejecutados bajo su imperio, justifícarfa la aplicación del 
mencionado artículo para dejar á salvo los intereses sociales y 
cualquier derecho adquirido por los terceros, conforme á lo que 
diapoñe dicho artículo. 

La ley qne rigiese la sucesión tendría aplicación para reaol- 
ver las cuestiones entre el heredero aparente y el heredero efec- 
tivo; pero en cuanto & los derechoa adquiridos por los terceros 
respecto de loa bienes existentea en Italia, no podría negarse la 
autoridad de la lex rei sitae. 

l.EMIO. For loa mismos motivos, si aegún la ley que regu - 

(1) Véase el § 1.401. 
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laBe la herencia extranjera, al heredero le asistiera el derecho de 
aceptar ó repudiar la herencia en el térmíao de treinta años, y 
hnhieBe en Italia quien tuviera interés en saber si el heredero- 
aceptaba 6 repudiaba la herencia, para proceder después respecta 
de los bienes hereditarios situados en Italia, no podría negarse 
el derecho de este interesado & acudir á los Tribunales italianos- 
y á obligar al heredero á declarar sí aceptaba 6 repudiaba la he- 
rencia, y á conseguir que la autoridad judicial fijase un plazo- 
para que esta declaración se efectuara conforme & lo que díspo* 
ne el art. 951 del Código civil italiano. Tampoco en este caso 
puede contradecirse la autoridad de la lex rei sitae. Decimos- 
eeto, fundándonos en el principio de que los bienes muebles é íd- 
muehles constituyen la garantía común de los acreedores, y de- 
que las leyes que en interés de los acreedores regulan y prote- 
gen el ejercicio de sus derechos tocante á los bienes existen- 
tes en el territorio de cada Estado, forman parte del Derecho 
Bocial, y uo se pueden dejar sin efecto refiriéndose á una ley 
extranjera. 

Dentro siempre del mismo orden de ideas, decimos que si en- 
caso de sucesión extranjera abierta en Italia, el heredero renun- 
ciase en perjuicio de sus acreedores, éstos podrían pedir la apli- 
cación del art. 949 (1) del Código civil italiano y que se les auto- 
rizase judicialmente & aceptar la herencia en nombre y en et lo- 
gar de su deudor. 

Decimos esto, porque el mencionado articulo regula el hecho 
doloso y las consecuencias jurídicas del fraude que por efecto d& 
la repudiación se realizaría en Italia, y es natural que las dispo- 
siciones de la lex rei sitae para reprimir el fraude tengan autori- 
dad erga oinnes, como toda ley de policía y de orden público. 

La ley que rige la sucesión podrá, ciertamente, regular los 
efectos de la repudiación en las relaciones entre el que repudia 
y los dem&B herederos; pero la autoridad de la lex rei sitae, que 
protege los derechos de los terceros en caso de repudiación he- 
cha en fraude de los acreedores, no puede ser desconocida. 

£1 legislador itahano, adem&s, dispone que la repudiaciÓD se 



(1) Conforme con et 788 del Cód. civ. francés. 
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aDula en beneficio de los acreedores y hasta donde alcancen sus 
créditos; de modo que solamente regula las coasecueocias del 
frande en beneficio de los terceros. 

l.&Ol. Suponiendo que no ba;a prescripto el derecho á 
aceptar ana herencia después de haberla repudiado, y que la 
parte repudiada no haya sido aceptada ya por otros, debe regu- 
larse tal derecho por la ley que rige la sucesión; pero sin perder 
de vista la aplicación de la Ux r«i sUae, en cuanto á lo que ésta 
disponga para proteger en tal caso los derechos de los terce- 
ros (i). 

La ttx rei süae podría ser también pertinente en caso de 
aceptación ó de repudiación para regular ciertas consecuencias 
que pudieran derivarse de ellas respecto de loa coherederos en 
sus relaciones entre sí. Supongamos que los coherederos llama- 
dos & recoger una herencia extranjera hubiesen todos aceptado 
la herencia, y que uno solo de ellos estuviese en posesión de los 
bienes hereditarios existentes en Italia, y que ejercitase respecto 
de todos los bienes los derechos de dueño, haciendo contratos & 
títalo oneroso, pagando los impuestos, imponieudo hipotecas, 
como si todos los bienes fuesen de su propiedad. 

Si después surgiese entre los coherederos extranjeros la cues- 
tión de si el que había poseído todos los bienes hereditarios lon- 
go tempore podía alegar el derecho de haberlos adquirido todos 
ffor prescripción y de ser reputado propietario de la parte de loa 
coherederos, esta cuestión debería resolverse conforme á la lex 
rei sitae, 6 sea la ley italiana. 

Eti efecto, se trataría de decidir acerca de las consecuencias 
•|ue pueden derirarse de la posesión real y efectiva de los bienes 
hereditarios iudívisos por parte de un heredero, y de los efectos 
de esta posesión en cuanto & la adquisición de la propiedad de 
los bienes hereditarios por prescripción, contra los coherederos 
que hubiesen aceptado la herencia sin haber tomado real y efec- 
tivamente posesión de los bienes heredados. 

Nosotros afirmamos que, para resolver esta cuestión, debe- 
ría aplicarse la ley italiana, porque sostenemos la autoridad de 

(1) Comp. Cod. civ. ¡tal., art. 950. 
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k lex rei sitae cuando se trata de regular el car&cter j las conse- 
cuencias de la posesión, en cuauto & la eficacia de ésta para \n 
adquisiciÓQ de los bienes hereditarios por prescripciÓD. En e&c- 
to, la naturaleza, el car&cter y el valor jurídico de la posesión, 
deben determinarse con arreglo á la le; rigente ea el lugar en 
que la poseaióu misma existe como estado de hecho. 

Ahora bien; considerando que en el sistema del Código ita- 
liano, la posesiÓQ adecuada para adquirir porpreacripcióii es la 
retenida por el tiempo exigido para prescribir por parte del que 
posee en nombre propio, y considerando que el coheredero que 
posee los bienes hereditarios indivisos y que ejecuta actos de 
dueño respecto de los mismos asume siempre la cualidad de 
mandatario de los demás coherederos (1), creemos que de estD 
debe deducirse que, no pudiendo admiUrse en el caso en cues- 
tión la posesión en nombre propio, según la ley italiana, tampo- 
co puede admitirse que bajo su imperio un heredero adquiera 
por prescripción los bienes hereditarios iudivisos contra los co- 
herederos qne hubiesen aceptado la herencia. 

No obstaría para esto que la ley extranjera que rigiese la su- 
cesión dispusiera otra cosa, porque en materia de prescripción 
adquisitiva es preciso reconocer la autoridad de la lex rei sitae. 

Para esclarecer la aplicación de los principios eu el caso en 
que hubiese terceros interesados, supongamos que los herederos 
llamados & recoger la herencia extraujera hubiesen unos acepta 
do y otros repudiado su parte; que uno de estos herederos es- 
tuviese de hecho en posesión de todos los bienes hereditarios 
existentes en Italia, ó sea de los que formasen la parte por él 
aceptada y los que constituyeran la de los que hubiesen repudia- 
do la herencia; y qne éste ejecutara actos de dominio respeclA 
de los mismos. En este caso serla preciso admitir que, en virtud 
de lo que dispone la lex rei sitae, dicho heredero asumiría el ca- 
rácter de heredero aparente, y deberla aplicarse, por consiguien- 
te, lo que el legislador italiano dispone en el art. 933. 



(1) Comp. T. de Catania 20 de Junio de 1887. (Foro cataneie, 1981, 
pág. 139J, j- Cas. de Ñápeles 8 de Febrero de 1887 (Gasz. del Procar., 
vol. XXII, pág. 91). 
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l<SkOC< Otras cneBtienea hay que Be reñeren á la eficacia 
de la repudiadón respecto dejos terceros, que deben resolverse 
únicamente conforme á la lej territorial. 

En general, segÚD todo lo que hemos dicho antea, debe ad- 
mitirse que, por lo que toca á la forma del acto de repudiación 
7 & la competencia del funcionario público que puede recibirla, 
debe aplicarse la ley del lugar en que se abra la sucesión & la 
cual el heredero quiere renunciar. Esta le; debe, además, tener 
autoridad absoluta é imperativa cuando haya que decidir acerca 
de la eficacia de la repudiación respecto de los terceros. 

Según la ley italiana, por ejemplo, la repudiación de la he- 
rencia debe hacerse mediante deúlaración ante la Secretaría de 
la Pretura ó Juzgado municipal del distrito en que se abra la 
sucesión, en un Begistro especial (1). 

Esta disposición, que se refiere evidentemente á la publici- 
dad exigida por nuestra ley, á fin de hacer cierta y notoria á to,- 
do8 la repudiación, tiene fuerza imperativa erga omnes para ha- 
cer eficaz la repudiación de una sucesión abierta en Italia. 

Suponiendo que, según la ley extranjera que rigiese la suce- 
sión, fuese suficiente, la renuncia tácita, como puede serlo la 
aceptación, ó bien que se admitiese que la repudiación pudiera 
hacerse válidamente en otra forma, esto no servirla para sus- 
traerse á la observancia de la ley italiana, que debe tener auto- 
ridad erga omnes, como toda ley que goce del carácter de esta- 
tuto real. 

1.A08. Según los principios generales, las leyes que eá 
cada país establecen las reglas para la publicidad de ciertos ac- 
tos, como tienen por objeto proteger los intereses de los terce- 
ros, deben considerarse de orden público y tener, por consi- 
guiente, autoridad territorial. 

Una duda podría presentarse en el caso en que el heredero 
hubiese repudiado la herencia en su país ateniéndose á la ley 
en él vigente. 

Imaginemos que la ley del Estado á qne perteneció el de cu. 
jtts disponga que la repudiación de una herencia pueda hacerse 

(1) Art. 944 C6d. civil. 
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eficazmente por medio de íoBtrumento sotéDtico y que el here- 
dero haya hecho eo su patria la repudiación en esta forma, ate- 
niéndose á BU ley nacional. No podemos admitir que en este caso 
se niegue todo valor jurídico al acto de repudiación, porque se- 
gún los priiicípioB generales cada uno puede seguir la ley nacio- 
nal en cuanto á la forma de los actos, y sobre todo cuando lo 
haga en 8U propia patria. Observaremos, sin embargo, que si se- 
gún la ley italiana pudiera atribuirse al heredero extranjero la 
cualidad de heredero aparente, y si los terceros, cousiderándole 
- como tal, hubiesen procedido respecto de los bienes existentes 
en Italia como si la herencia hubiera sido aceptada, creemos que 
podrían sostener la conservación de sus derechos adquiridos has- 
ta el momento en que la repudiación hecha en el extranjero me- 
diante instrumento auténtico, llegase ¿ su conocimiento. 

Muy distinto serla el caso en que el heredero, ateniéndose á 
las leyes de su patria, quisiese hacer la repudiación en Italia 
mediante instrumento auténtico. Establezcamos que la hiciese 
ante un Notario italiano ó ante el Cónsul de su pais, por la con- 
sideración de que su ley personal le permitía hacer la repudia- 
ción mediante instrumento aaténtico y de que los cónsules, que 
asumen las funciones de Notarios en la redacción de los iustru- 
mentoB, dan Íl éstos el carácter de autenticidad. 

En esta hipótesÍB nosotros opinamoB que la repudiación no se* 
ría eficaz en Italia. Decimos esto, porque la facultad otorgada á 
los extranjeros de observar en cuanto á los actos las formas pres- 
' critas por su ley nacional, puede admitirse cuando la cuestión 
acerca de la legalidad del acto, en cuanto á su forma, snija en 
las relaciones entre las partes que en él intervengan, siempre que 
pertenezcan todas 6. un mismo Estado. Esta facultad no puede 
admitirse en el caso en que las formas prescritas por la ley terri- 
torial para la validez del acto por razón de la forma, estén fija- 
das como medios de publicidad ordenados á proteger los de- 
rechos de los terceros. En este caso el extranjero do debe des- 
conocer la autoridad de la ley territoríal Ó pedir la aplicación 
(ie la de su patria, para dejar sin efecto la terrítorial, que ten- 
drá el carácter de ley de interés social. 

Sólo en un caso podríamos sdntitír una solución diversa de 
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la cneBÜfiíi propuesta, y serla caando en un convenio consular 
entre Italia j el Estado extranjero se hubiese expresamente es- 
tipulado que los Cónsules respectivos fuesen competentes para 
recibir loa actos de repudiación de las herencias transmitidas & 
favor de sus nacionales, si la sucesión se abre en los respectivos 
países. Como los tratados tienen también autoridad de ley y 
el pacto expreso derogarla la ley general, se modificaría natural- 
mente la solución. Por otra parte, en esta hipótesis no faltarían 
medios de publicidad, pudiendo los terceros conocer por los ins- 
trumentos existentes en el archivo consular si un ciudadano del 
Estado del Cónsul ha repudiado la herencia ó no. 

Aplicando los principios expuestos, es preciso admitir tam- 
bién que si se abre en país extranjero la sucesión de un italia- 
no, y según la ley del propio país la repudiación de la heren- 
cia puede hacerse por instrumento auténtico, el heredero podría 
repudiarla eficazmente en esta forma; y además que consideran- 
do que según la ley consular italiana, los Cónsules pueden ejer- 
cer les funciones de Notarios, la repudiación podría válida- 
mente hacerse ante el Cónsul italiano. Creemos, sin embargo, 
que para evitar todo inconveniente acerca de los efectos en Ita- 
lia de k repudiación de una herencia, cuando la sucesióa se haya 
abierto en el extranjero, y aquélla esté hecha por medio de ins- 
trumento auténtico, será oportuno inscribir el acto de repudiación 
en el registro llevado & este objeto en el Consulado y hacer que 
86 tome nota de la declaración en la Secretaría de la Fretura de) 
(liatrito en que se encuentren en Italia los bienes hereditarios (1). 



(1) Según la ley consular italiana, la repudiación de una heren- 
cia abierta en Italia puede hacerse, cnando el heredero esté en el 
extranjero, ante el Cónsul, qoe debe remitir copia del acto por me- 
dio dei Ministerio de Negocios Extranjeros al de Gracia y Justicia 
para qne se una á los registros de la Secretaria de la Pretnra en 
cuya jurisdicción se haya abierto la ancesión (art. 54 de la Le¡/ eon- 
Mular) (a). 

(a) BUrtai 
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De la aceptación á beneficio de inventario. 

1.6U. Concepto general del beneficio de inventario; diversidad de los mg- 
temaa legislativos en este respecto. — 1,M3. Relaciones de la aceptación 

¿ beneficio de inventario con U ley que debe regir la tmnemisíón de 
la berencia. — 1.^06. Si en el siatenia que hace depender la sucesión d« 
la Itx rei titae, debe decidirse conforme á dicha ley acerca de la acep- 
tación á beneficio de inventarío.— 1.507. 6¡ la declaración de aceptará 
beneficio de inventarío debe hacerse en todos los países en que eetéo 
los bienes hereditarios. — 1.508. Examínase la cuestión en el si atenía 
qne reconoce la ley nacional respecto de la sucesión. — 1.509. Aplica- 
ción de loB príncipios en el caso de una sucesión inglesa abierta en 
Italia. — 1.610. Di versos principios relativos á la separación entre el pa- 
trimonio del difunto y el del heredero.^!. 511. Aplicación de los prín- 
cipioB al caso de la sucesión de un italiano abierta en Rusia. — l.álS. 
Aplicación de los mismos á la sucesión de un tubo abierta en Frua- 
cía.— 1.618. Cómo deben resolverse las cuestiones concernientes al 
contenido de la representación.— 1. Sil. Autoridad de la Itxrrisitae 
en esta materia. — I.5I6< Forma de la declaración relativa al beneficio 
de inventario y procedimiepto, 

1.S04. FasemoB ahora & examinar la ley según la cual 
de^e decidirse sí el heredero puede aceptar la herencia á bene- 
ficio de inventario, y cómo debeo determinarse los efectos de 
esta aceptación. 

Conviene adelantar que el llamado á recoger una herencia 
que la acepte, asume por este hecho la representación del de 
cujua, j es responsable de todas las cargas de la herencia ; del 
cumplimiento de las obligaciones contraídas por la persona de 
cuya herencia se trate, respecto de sus acreedores. 

En las legislaciones de los distintos países hay gran dÍTersi- 
dad á propósito de la responsabilidad del heredero respecto de 
las obligaciones que pueden derivarse de su cualidad de sucesor. 
Según las leyes de algunos Estados, Is herencia se considera, en 
general, como un beneficio para el llamado í adquirirla como 
heredero. Ko se admite, por consiguiente, que el sucesor, acep- 
tando la herencia, esté obligado á pagar las deudas del de cujus 
con BU patrimonio personal, sino que se afirma que no está obli- 
gado más que hasta donde alcance el valor de los bienes adqni- 
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ricios mediante la sucesiÓD. Este es el principio domioante en la 
legislación inglesa j en los países que se rigen por la Common 
Law. 

Según las leyes de otros países, por el contrario, la repre- 
sentación del de cujus es a^eoluta é ilimitada respecto del here- 
dero 4]ue haya aceptado pura y simplemeute la herencia. La 
aceptación produce el efecto de confundir el patrimonio del he- 
redero con el heredado del de cujus y, por consiguiente, el here- 
dero adquiere irreTocablemente todos los c^erechos activos del de 
cujus (bienes; derechos reales, créditos), y queda irrevocablemen^ 
te obligado á satisfacer todas las cargas de la herencia y á pagar 
todas laa deudas & los acreedores y á los legatarios con sus 
bienes personales, cuando no sean suficientes los heredados. 

Para evitar el efecto de la confusión del patrimonio del di- 
fanto con el del heredero y la inevitable consecuencia de tener 
éste, en ciertas circunstancias, que pagar con sus propios bienes 
[aa deudas y cargas de la herencia, las leyes de algunos países, 
siguiendo las reglas del Derecho justinianeo, otorgan al herede- 
ro la facultad de aceptar á beneficio de in?entario. En virtud de 
eetfl beneficio no se confunden los dos patrimonios, y el heredero 
que se haya aprovechado de este recurso, no puede ser obligado 
al pago de las deudas hereditarias y de los legados m&s que 
hasta el valor de los bienes que ha heredado, y puede librarse 
de toda obligación respecto de los acreedores y legatarios, ce- 
diéndoles loB bienes adquiridos mediante la sucesión (1). 

Dada esta diversidad de sistemas legislativos respecto de) 
beneficio de inventario, de La cual se derivan después consecuen- 
cias tan distintas en cuanto á la representación y á la responsa- 
bilidad del heredero, es de sumo interés determinar la ley que 
debe aplicarse para decidir si el heredero puede aprovecharse 
de este beneficio (2). 



(1) Comp. el art. S02 del Código civil francés, el 965 del Código 
civil italiano y el 802 del austríaco (<»). 

(2) Comp. WeisB, Dr. íní. privé, 2.» edición, pág. 696; Duguit, Con- 
Jiiet de légigl, pág. 132; Despagnet, página 489; Rolln, Princ. de droit 
intem. privé, t. II, § 743. 



(a) ArtlcDlo 1.028 dst Código civil aapiSol. 
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1.aO&. En geoeral, serla preoieo admitir qae la ley misma 
que debe regir todo lo concerniente al derecho hereditario desde 
el punto de TÍsta de la transmisión ele la herencia j de su adqui- 
sición, j conforme & la cual debe decidirse cuándo y cómo ha de 
entenderse adquirido el carácter de heredero, debe aplicarse 
también para reBolver si el heredero, con el propósito de limitar 
la representación del difunto, puede aceptar eu herencia & be- 
neñcio de inTentarío. Los que proponiéndose decidir acerca de 
la admisibilidad del beneficio de inventario, discutieron si este 
beneficio tiene el carácter de estatuto real ó de estatuto perso- 
nal, á nuestro juicio no miraron la cuestión desde su verdadero 
punto de vista (1). La ley del lugar donde los bienes hereditarios 
estén situados no puede tener autoridad sólo por esta circuns- 
tancia, sino que toda debe depender de la ley que haya de reidr 
la naturaleza, carácter j contenido del derecho hereditario de- 
rivado de. la cualidad de heredero. Por consiguiente, en el ais- 
tema legislativo que se funda en el principio de que el derecho 
hereditario eatá sujeto á la ley territorial en lo que se refiere á 
los bienes inmuebles (como sucede en Francia, Bélgica, Austria, 
Rumanls, Holanda, Monaco, Liglaterra, Suecía, Perú, Méjico y 
otros pulses), es natural que, considerándose sometido á la lex 
rei süae tal derecho y la cualidad de heredero en cuanto á los 
bienes inmuebles, se entienda que está sujeto & la misma ley lo 
que se refiere á las condiciones y reservas bajo las cuales puede 
adquirirse la cualidad de heredero. 

Del mismo modo, en el sistema legislativo que somete to<1o 
lo concerniente al derecho hereditario á la ley del último domi- 
cilio del de cujus, como sucede en la República Argentina, Chile 
y otros países, la cuestión de si la representación del de cu/us ha 
de ser limitada ó ilimitada y de si puede admitirse ó no á favor 
del heredero el beneficio de reducir su responsabilidad en virtud 
de la aceptación & beneficio de inventario, no puede resolverse 
sino en conformidad con la ley del último domicilio. 

l.lMra< La mayor dificultad en esta materia puede presen- 



il) Comp. Foelix, Dr. int. privé, núm. 60 y nota 2> en la pág. 122, 
tomo I, niím. li'i; !>]., página 130 y nota en la pág. 144, 4.'i edición. 
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tarae en el Bistema que admite el principio tot hereditatea quot 
terrüoria respecto de loa bieDea inmuebles, reconociendo la aa- 
toridad de la ley personal en cuanto & la sucesión mobiliaria. 
Como en este sistema la sucesión j los derechos que de ella se 
derivan deben regirse por la lex rei sitae en cuanto á los inmue- 
bles hereditarios, puede surgir ante todo la duda de si el que ha 
aceptado & beneficio de inventario en el país en que se abra la 
sucesión y donde la ley permita hacerlo, puede ser admitido ¿ ' 
gozar del mismo beneficio en un país cuyas leyes no lo reconoz- 
can; y después, si en la hipótesis de que las leyes de uno j otro 
fsÁB admitan la aceptación á beneficio de inventario, siendo dis- 
tintas y separadas laa herencias, y sosteniendo que respecto del 
patrimonio inmueble son tantas laa sucesiones como los lugarea 
en que estén situados los bienes, debe entenderse indtapensable 
hacer la declaración y el inventario en cada pais para gozar del 
beneficio que de él se deriva. 

No creemos oportuno discutir si la ley relativa al beneficio 
de inventario tiene el carácter de estatuto real 6 de estatuto 
personal, porque esta cuestión particular queda comprendida en 
la más general de si la ley concerniente á la sucesión puede 
tener el carácter de estatuto real; y sin necesidad de repetir que 
conforme á loa más justos principios no debería atribuirse & las 
mencionada ley ese carácter, notamos que es un hecho incontes- 
table que las leyes de algunos países han Hado este carácter á la 
disposiciones legislativas concernientes á la sucesión inmobilia- 
ria y que los jueces de esos Estados no pueden hacer otra cosa 
que atenerae á lo que la ley territorial disporga para resolver 
todas las cuestiones couceniientea á la aucesión en los inmue- 
bles yregular conforme á la lex rei sitae loa derechos de sucesión, 
su cuantía, la adquisición de la herencia y las consecuencias que 
de ella se derivan en las relaciones entre el causante de la he- 
rencia y el heredero. 

Aceptando que en este sistema legiitlativo se considere la su- 
cesión inmobiliaria como una sucesión distinta y separada, re- 
gida en absoluto por la ley territorial, es consecuencia necesaria 
del mismo, que se resuelva también conforme á la lex rei sitae lo 
concerniente á la representación y la cuestión particular de ai el 
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heredero puede aceptar 6 do & beneficio de inventario. Admitid» 
que la transmisión de la herencia debe regirse por la ley territo- 
rial y que ésta regnie también sn adquisición, la cuantia del de- 
recho sucesorio y todo lo concerniente al contenido del mismo, 
es natural que se admita que esa misma ley precise el carácter 
de la representación que ae derim de la sucesión y las condi- 
cioiies en que la representación puede limitarse. 

Si la ley territorial no admite otro medio para evitar la re- 
presentactÓD ilimitada que el de repudiar la herencia, sin lo cual 
al heredero que haya aceptado le obliga á responder con los pro- 
pios bienes de las deudas del de cujus, es evidente que el here- 
dero DO puede eludir las consecuencias de la aceptación, sino 
ateniéndose al medio que consiente la lew rei sitae, ó sea el de 
repudiar la herencia. No podrá alegarse que concediendo la ley 
del lugar en que se haya abierto la sucesión la facultad de acep- 
tar & beiiefício de inventario, el heredero ha hecho esta decla- 
ración, y deducir de ello que deba ser eficaz para limitar la pro- 
pia responsabilidad hasta donde alcancen los bienes hereditarios, 
cualesquiera que sean, la naturaleza de los bienes y el pais en que 
se encuentren. Esto puede tener valor ciertamente en el sistema 
que considera la herencia como un univeraum jas, no en el que 
admite tantas sucesiones distintas cuantos son los lugares en 
que estén situados los bienes inmuebles. Quod 3Unt bona diversis 
territoriia obnoxia, totident patrimonia intelliguntur. 

Compréndese el absurdo que de esto se deduce, ó sea que 
debiendo depender la aceptación de la herencia completamente 
de la voluntad del heredero y lo mismo la representación que se 
deriva de la sucesión, el que haya declarado que quiere aceptar 
á beneficio de inventario, conforme á la ley vigente en el lugar 
que se abra la sucesión, tiene responsabilidad limitada respecto 
de los bienes situados en aquel pafs é ilimitada en otro donde 
estén situados bienes de la herencia, y donde, según la lex rei 
nüae, DO se admita la aceptación á beneficio de inventario, sino 
que ee exija la repudiación de la herencia para eludir la repre- 
sentación de la persona del difunto. Ciertamente es un gran ab- 
surdo admitir que debiendo depender todo de U voluntad, el ac- 
to de la manifestación de ésta pueda fraccionarse y dividirse, 
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según loa lagares en que eetéii situados los bienes hereditnrios. 
Et absurdo aparece aún mayor, si se tiene ea cuent» que ad- 
mitiéndose en el sistema que exponemos que el estatuto de la su- 
cesión es real respecto de los bienes inmuebles y iiersoiml res- 
pecte de los muebles, se deduce que 1h declaración de aceptar k 
beneficio de inventario puede ser efin;>z para los muebles ejis- 
tentes en el país donde, según \& Irx lei sitas, r\o se consienta 
este beneficio, é ineficaz tocante á los bienes inmuebles, & no 
ser que haya renunciado á ellos. Los ab^*ur(lo9 Hbundari en el sis- 
tema que descanáa en el principio án que Ihs leyes que rigeu la 
sucesión inmobiliaria tienen el carácter de e^tHtut(> rea); pero 
los que benios puesto de manifiesto, pruebHii hasta la evidencia 
lo erróneo del sistema y del principio en que se npoyH. Es natu- 
ral que (le un sistema absurdo no se ilerivm siuo consecuencias 
¡nadmisibles. 

Laurent se funda en los mismos principio;) pnrH llfjí.ir k con- 
clusiones distintas (1), y tiene razón; nosotros, stii einli:<rgn, he- 
mos examinado el asunto, refiriéndonos á Ihb lejes y A los prin- 
cipios, aunque absurdos, consagrados en lii juriRprudmcia. 

Notaremos fuera de esto, que el heredero que do haya vf- 
nunciado á la parte de bienes situados en un pufs donde la su- 
cesión esté sujeta & la lex rei sitae y se exija la repudiación 
como único medio para eludir la representación del difunto, no 
debe pretender que se le considere como un simple sucesor en 
loa bienes, sino que puede ser demandado por los acreedores d*-! 
difunto para el pago de las deudas; pero las acciones de los 
acreedores teodrian que limitarse á los bienes que estuviesen 
bajo el imperio de la lex rei aitae, no á los que, situados en otros 
pafaee, perteneciesen al heredero. 

'fl.BOV. Respecto del otro caso dudoso, ó sea que la ley 
del lugar en que se abra la sucesión }' la del pais en que estén 
situados los inmuebles hereditarios consientan la aceptación il 
beneficio de inventario, que se hay» hecho la declaración de 
iiceptar con dicho beneficio y que en la formación del inventario 
se hayan comprendido todos los inmuebles hereditarios, creemos 

(1) Lanrent, Dr. civil mlem., vol. VI, § .182. 

DasBCSO INT. PBiv.— Tomo V :8 



i tv Google 



402 UBBO V — CAPÍTUU) X 

que la aceptación en esta fbnna es eficaz anoqne no se baja ht 
cho también en el pais en qne estén dtiiados los inniDebles. S> 
las leyes de uno 7 otro país admiten, á ía*or del beredero, la m~ 
paración entre los bienes de ia herencia j los propios j le eosce- 
deo la ¿icultad de asumir mediante la dedaraciÓD, la fw^t"**'^ 
de sucesor en los bienes, la declaración por él hecha de acatar 
á beneficio de inrentarío debería ser válida para todos loa efec- 
tos en ambos países. 

Podría únicamente discutirse si el heredero qae quiera go- 
zar del beneficio de ínTentarío, para dar eficacia en los demi." 
Estados á la declaración hecha, debe obserrar las solemnidades 
impuestas por la lex reí süae al disfrute de dicho beneficio, } 
sí DO habiendo cumplido estas solemnidades puede repatar>» 
que ba perdido el beoefícío de inventario. 

En rigor, teniendo las solemnidades exigidas por la ley pan 
la aceptación á beneficio de ÍnTentarío el carácter de toda; 
las formas de publicidad exigidas en beneficio de los terceros, 
deben observarse. Los terceros tienen, en efecto, derecho é iu- 
terés en conocer si el heredero asume el carácter de tal pora > 
simplemente ó si acepta á beneficio de inventario, para tomv 
sus medidas sobre el patrimonio del difunto, que es su única ga- 
rantía, si el heredero adquiere la condición de sucesor en lo^ 
bienes. La publicidad, por consiguiente, de la declaración eos 
forme á la lex reí sitae debe considerarse como indispensable 
desde este punto de vista. Sin embargo, si el heredero habiesr 
hecho la declaración en el lugar de la apertura de la sacesióu } 
no hubiera observado las formas de publicidad exigidas por U 
lex rei sUae parabacer saber á los terceros este acto jarfdia>. 
DO creemos sostenible que por esto perdiese el beneficio de iii- 
TeDtario(l). Fodemoa sólo admitir que si el heredero citado por 
los acreedores del difunto, opusiera la aceptación á beneficio de 
inventario hecha en el país en que se hubiese abierto la sucesiór. 
DO estando publicada en aquel eu que se encontrasen los bienes j 
donde la acción se ejercitase, podría hacerla valer para todos los 

(1) Cena. T. de Breacia, 4 de Abril de-18T8, Cairati c- Ferrari> 
(Monil. <Ín Tríb. de Milán, 1878, pág. 510). 
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«fectos & contar desde el dÍA en que la hubiese opuesto enjuicio, 
dándola asi publicidad, y que en cuanto al tiempo anterior de- 
bería ser considerado como heredero aparente. 

l.&OSt En el sistema que acepta el principio máe raciona) 
■de la unidad y de la universalidad de la sucesión, teniendo en 
cuenta la lej que rige el derecho hereditario y su contenido, e» 
natural que, considerándose la cualidad de heredero, conforme 
á la naturaleza de las cosas, ÍDdÍTÍBÍble 7, por consiguiente, ad- 
-quirída de modo indivisible respecto de los bienes, dondequiera 
que estén situados y cualquiera que sea su naturaleza, ée admi- 
ta de igual jnodo la indivisibilidad de las condiciones bajo las 
-cuates debe entenderse adquirida la cnalidad de heredero. 

Es claro, por consiguiente, que en el sistema aceptado por 
las legislaciones de Italia, Alemania, España, Servia 7 demán 
jiaises que reconocen la autoridad de la ley nacional de la perso- 
na de cuya herencia se trate para regir lo concerniente á la 
'transmisión de la herencia 7 al derecho hereditario, se reconoz 
-ca también autoridad á la ley nacional del de cujus para deter- 
fliinar la representación por parte del heredero que haya adquí 
rido la herencia y la facultad que tiene, según la misma ley, 
•de limitar la responsabilidad en virtud de la aceptación á be- 
neficio de inventarío. 

Eo efecto, en este sísteuLa legislativo es preciso admitir que 
:flsf como es indivisible la cualidad da heredero y está sujeta á 
una sola ley, la del Estado AeX de cujus, así también loes el 
-conjunto de condiciones determinadas por la misma ley para 
decidir si puede considerarse adquirida la expresada cualidad 
j cuándo y en qué condiciones. Teniendo presente todo esto, 
■es preciso admitir, por consiguiente, que cuando se abra en Ita- 
Jia la sucesión de un italiano y el heredero llamado á recogerla 
declare que quiere aceptarla á beneficio de inventario, y baya he- 
.cho el inventario de todos los bienes hereditarios en los térmi- 
nos establecidos en la ley, esto debe reputarse suGciente parH 
•que goce de todas las ventajas que de la aceptación á beneficio 
de inventario se derivan, no sólo ea Italia, sino también eu los de- 
más Estados en que se admita el principio de la unidad jurídica 
de la herencia y de la indivisibilidad del derecho hereditario ree- 
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pecto de todo el patrimonio donde quiera que esté situado. 
l.ftOO. Supongamos «hoi-H que se abra en Italin la suce- 
sión de un inglés y que los bienes que la constitujan estén parte 
en Italia y parte en Inglaterra ó en otro lugar. Si el heredero- 
inglés llamado á recoger la bererieía la Lubiese aceptado sin ha- 
cer la declaración de que lo verificaba & beneficio de inventarío, 
podría surgir la duda de ai el misino estHrfa obligado & respon- 
der personalmente con todos sus bienes de las obligacioues y deu- 
das del difunto. 

A primera vistK |>ndn'a sostenerse que, habiéndose verifica- 
do en Italia la apertura de la sucesión y la adquisición de la he- 
rencia, debería aplicarse la ley italiana para regular los efecto» 
de tales actos jurfdicob; ; que como el legislador italiano dispo- 
. úe que et que acepta una herencia pura y simplemente, está obli- 
gado á responder con todos sus bienes á los acreedores del de 
cujus j & los legatat'jns, fundándose en los artículos 1.039 y 95& 
de nuestro Código civil, sería [irecíso considerar ni heredero 
inglés respotiSHble con toda su hacienda respecto de los acreedo- 
res del de cujus. Para reforzar esta ojiiniAn podría añadirse qae 
las lejes que regulsn el cumplimiento de las obligaciones perso- 
uales son lej'es de orden público, y que por este motivo el inglés- 
no podría desconocer en este caso la autoridad de nuestra ley. 

Ed sentido contrario, se puede sost»-ner con mayores razone» 
y mejor fundadas, que en virtud de cnanto dispone á este pro- 
pósito la lej italianH, dado que se abra en Italia la sucesión de 
uQ inglés y que el heredero inglés llamado á recoger la herencia, 
no haja liecbo la declsración de aceptarla á beneficio de inven- 
tario, no por esto puede considerflrsele obligado á pagar las 
cargas de la liereucia y cumplir las obligaciones personales del 
de cujus con sus bienes. En efecto, es preciso tener en cuenta 
que como nuestro legislador en el artículo 8." de las disposieio- 
nea generales disjione que la sucesión y loa derechos sucesorios 
se rigen por la ley nacional del de cujus, es consecuencia lógica 
de este principio que, tratándose de la herencia de un ingle?, 
debe aplicarse la ley inglesa, no sólo para determinar la condi- 
ción de heredero, sino también la naturaleza, el carácter y el 
contenido del derecho hereditario, y, por consiguiente, ¡gualmen- 
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te para decidir acerca de la respooBabilidad jurídica que pueda 
■derívarBe de la cualidad de heredero. L& unidad del régimen de 
la sucesi¿D y de la esencia del derecho hereditario, implica oatu- 
«almente que una misma le; rija una y otra coaa. 

Basta para esto observar que si no se quiere conculcar*el 
piíncipio qne informa el sistema legislativo italiano, no puede 
admitirse que la condición jurídica del heredero, en lo que con- 
«ierae á la esencia y al contenido de las obligaciones legales que 
■tie esa condición se derivan, se rija por una ley distinta de la que 
^lebe regular el derecho hereditario mismo. En otros términos: en 
«1 sistema italiano no se puede admitir que una ley sea la fuente 
ilel derecho sucesorio y otra la de las obligaciones legales di- 
jnanantes del mismo derecho- 

No se diga para combatir nuestra tesis que admitiendo la 
responsabilidad limitada del heredero de una sucesión inglesa 
Aceptada pura y simplemente, y afirmando que ese heredero no 
puede ser responsable de todas las cargas de la herencia frente 
II los acreedores y á los legatarios, sino hasta donde alcancen 
los biene'b heredados, se ocasionaría un perjuicio & los terceros, 
y que por este motivo no puede invocarse oportunamente la ley 
•extranjera para dejar siA aplicación la italiana que protege los 
-derechos de los terceros. 

También nosotros admitimos que las leyes que tienden di* 
rectamente & defender y á dejar á salvo loa derechos de los ter- 
(teros tienen el carácter de leyes de orden público ó de interés 
social y que no pueden dejarse siu efecto para negar ó dismi- 
Jiuir loe derechos adquiridos por los terceros bajo el imperio de 
la ley que los protege. Sin embargo, conviene advertir que la 
tesponsahilidad limitada ó ilimitada del heredero en caso de 
sQcestón se deriva de la ley, y que debe admitirse ó rechazarse 
lie conformidad con la que debe regir la sucesión y el derecho 
Siereditarío; y que la ley que admite ó rechaza el beneficio de 
inventarío, como medio para limitar la responsabilidad del be- 
redero, tiende directamente & regular la condición de éste y á 
-«leterminar la responsabilidad legal que puede derivarse de 
•esta cualidad, üs claro, por consiguiente, que dicha ley rige 
3* protege el derecho del heredero, no *el de los terceros. 
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j que evita la confasiÓii de los patrimoDÍos en beneficio del pri' 
■aero, no de los segundos, por lo cual falta en absoluto'el fut^ 
dam en to jurídico del argumento supuesto. 

l.SIO> En la materia en que nos ocupamos, encontramos- 
otta institución que tiene mucha analogía con el beneficio de- 
inventario, que es la separación entre el patrimonio del difunto y 
tsl del heredero, que pueden pedir los acreedores de la herendu- 
Laa dieposicioneu concernientes á esto tienen indudablemente- 
el carácter propio de las que protegen los derechos de loa terce- 
ros, y por ello, como diremos en bu lugar, es preciso aplicar 
reglas distintas. Por el contrario, el beneficio de inventarío con- 
cedido al heredero, afecta á la esencia del derecho hereditario 
y & la condición de heredero. Toda la cuestión que estemos 
examinando se resume en esto: Dado que deba aplicarse la ley 
extranjera para decidir quién puede asumir la condición de he- 
redero, ¿debe aplicarse la misma ley cuando liaya que determi- 
nar el contenido de la representación que se deriva del carácter 
de heredero y la condición jurídica de éste? 

!No vacilamos en sostener la afirmativa en el sistema italiano- 
que considera la sucesión como un universum jus, é indirisible- 
la cualidad de heredero; puesto que conforme & dicho sistema 
una sola debe ser la ley á la cual esté sujeto lo concerniente á la 
esencia, contenido y medida del derecho hereclitarío. 

Bl llamado A recoger la herencia de un inglés no puede asu' 
mir el carácter de heredero sino en virtud de la ley inglesa, y 
cuando esto se haya verificado conforme á dicha ley, su condi- 
ción jurídica como tal no puede determinarse por una ley dis- 
tinta. Esto es todo. 

Lo que según la ley italiana es consecuencia de la declara- 
ción de aceptar í beneficio de inventarío, según la ley ingleaa es- 
derivación del mismo derecho hereditario, que es por su na- 
turaleza privilegiado en el sentido de que, según esta ley, el de- 
recho hereditario se reputa por si mismo un beneficio, y no pue- 
de hacerse de él una carga, como se barfa ciertamente, si el que- 
hubiese heredado estuviese obligado ¿pagar las deudas del dt 
citjua con sus propios bienes (1), 



(1) CoQ razón puede sostenerse que el principio consagrado e» 
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La separación de los patrímoníoe que segán la le; italiana 
se rerifica coa la declaración expresa de aceptar la herencia á 
beneficio de inventarío, se efectúa según la le; inglesa ope legis, 
porque el que asume la condición de heredero lo hace como 
beneficiado, en el sentido de qne puede acrecentar bu patrimo- 
nio personal aSadiéndole el patrimonio heredado y sin sufrir 
jamás perjuicio por su condición ile heredero, porque no está 
obligado & satisfacer las cargas de la herencia ; ka deudas del 
de cujus, sino hasta donde alcance el valor de los bienes here- 
dados. 

Lo qne hemos dicho basta ahora esclarece nuestra opinión 
de que el heredero de un inglés que no haya hecho la declara- 
ción de aceptar la herencia & beneficio de inventario, no puede 
ser obligado á satisfacer las cargas de la herencia respecto de 
los acreedores 7 de los legatarios, sino hasta donde alcance el 
valor de los bienes heredados: que no es obstáculo para esto que 
la sucesión ae haya abierto en Italia, y qne reconociendo la au- 
toridad de la ley inglesa, que limita la responsabilidad del he- 
redero intra aires, queden perjudicados los terceros. Cierto que 
algunas veces sucede que aplicando la ley extranjera se causa 
perjuicio á las expectativas de los terceros, pero esto no es su- 
ficiente motivo para no reconocer la autoridad de la ley extran- 
jera. También algunas veces, cuando hay que aplicar á la capa- 
cidad personal la ley extranjera, pueden ser perjudicados los 
terceros en sus expectativas, y asf sucede, por ejemplo, cuando 
se anula el contrato hecho por el que habiendo cumplido los 
veintitrés aüos, debe ser considerado como menor é incapaz 
según su ley personal, no siéndolo según nuestra ley, bsjo cuyo 

la legislación inglesa es el más conforme con el derecho racionnl. 
No puede racionalmente presumirse que el heredero, aceptando la 
herencia, quiera comprometerse á pagar más de lo que recibe, ó que 
tenga que renunciar á todo su deiecho, respecto de la succHión, para 
eludir toda reaponaabilidad. Wolf, discurriendo acerca de esto, dice; 
'Si defimctus ailhuc «*»«( i'n vivís, et ipse tolveretnon plus lamen solvere 
> postet, guam quantum ett in honis suis. Non autem solvere pouet de 
• alieno quod de suo solvere nequif: repraeienlatio personas defuitcíae mi- 
' nime exigit «í ultra vires haereditatit taieatar haere»*. (Wolf, Ju* 
gmtiiim, pág. 968). 
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imperio loB terceros contrataron con él. Es evidente que, en ge- 
aerat, no puede deBConocerse por este motivo la autoridad de 
La ley extranjera ó limitar bu aplicación. 

1.S11. Siguiendo siempre el orden de Ideas que veni- 
mos exponiendo, debe admitirse también que si se abriese en 
Rusia la sucesión de un italiano, el heredero llamado á recoger 
la herencia no podría invocar la ley personal respecto de los 
inmuebieB hereditarios situados eu aquel pais, para limitar an 
responsabilidad mediante la declaración de aceptar la herencia 
é. beneficio de tnTeiitario. 

No podría fundar este derecho en la disposición sancionada 
por el legislador italiano en el art. 8." de las disposiciones ge- 
nerales, alegando que, como según la ley reguladora de la suce- 
sión, los derechos hereditarios deben regirse por la ley nacional 
del de cujus, no debía negársete el beneficio de inventario otor- 
gado por la ley italiana. 

Muchas veces hemos repetido en el curso de nuestros razo- 
namientos que las reglas de Derecho internacional privado san- 
cionadas por el legislador italiano, no tienen valor ni carácter 
de ley iotemaciona), y no son obligatorias sino dentro de los li- 
mites de la jurisdicción y del imperio de la soberanía italiana- 
"En Rusia domina un criterio diverso y se establece que la suce- 
sidn se rija, en cuanto á la transmisión de los bienes inmuebles, 
por k lex rei sitae; y como según la ley rusa el heredero llamado 
á recoger la herencia no tiene otro medio para eludir la respon- 
sabilidad por las cargas y deudas de la misma que renuDciar 
á ella, esto debe hacerse en cuanto & los inmuebles situados en 
aquel país. No concediendo la ley rusa al heredero el beneficio 
de inventario, eo vano se invocaría ante los Tribunales rusos la 
ley italiana para dejar sin electo lo que aquélla dispone. Por con- 
siguiente, debe admitirse que los acreedores de la herencia 
pueden proceder ante los Tribunales rusos contra el heredero 
que no haya repudiado la herencia, aun en la hipótesis de qae 
haya declarado que la acepta é. beneficio de inventarío. 

¿Qué debe decirse, en la hipótesis supuesta, si los acreedores 

de la herencia quisiesen proceder contra el heredero en Italia? 

Supongamos que abierta la sucesión de un italiano en Rusia, 
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el heredero baya hecho la declaración de aceptar la herencia & 
beneficio de inventario en la cancillería del consulado italiano 
allt existente, y que además haya observado todo lo que la' ley 
italiana establece para no perder las ventajas del beueficio de 
inventarío. 

Sn estas ctrcunstanciae opinamos que la declaración debería 
repntarse eficaz para sostener ante los Tribunales italianos to- 
das las consecuencias jurídicas que según nuestra ley se derivan 
de la aceptación á beneficio de inventarío. La regla sancionada 
en el art. 8.° de las disposiciones generales es imperativa para 
los jueces italianos, y debiendo éstos afirmar, eu atención á lo 
que dispone el legislador nacional, que la sucesión italiana se rige 
por nuestra ley, cualesquiera que sean la naturaleza de los bienes 
y el logar en que estén situados, deben atenerse á esta regla 
para resolver las cuestiones que surjan á propósito de la heren- 
cia en cuanto á todos los efectos que de ella puedan derivarse 
dentro de los limites de su jurisdicción. El soberano del Estado 
lio puede dictar reglas obligütorias para los jueces extranjeros; 
pero el juez del Sstado eet¿ obligado & atenerse á lo que aquél 
dispone. 

Este es también uno de los casos en que puede tener impor- 
tancia práctica el principio sancionado en el art. 8." de las dis- 
posiciones generales, ó sea que la sucesión, como una univeraitoB 
Jurídica, debe regirse por una sola ley; y que la diversidad do 
lagares en que puedan encontrarse los bienes no es un motivo 
para modificar la autoridad de la ley que debe regir el derecho 
sucesorio. 

"■•ttlS* Supongamos ahora que se abra eu Francia la su- 
cesión de un ruso y que los bienes inmuebles que constituyan la 
lierencta, estén parte en Francia, parte en Rusia y parte en Ita- 
lia; supongamos que el heredero ruso baya hecho en Francia la 
declaración de aceptar la herencia á beneficio de inventario, 
ateniéndose en todo á. lo que dispone el Código civil francés para 
que esta declaración sea eficaz, y que, por consiguiente, no haya 
perdido el beneficio de limitar su responsabilidad hasta donde 
alcance el valor de los bienes heredados; y supongamos también 
que el heredero demandado por los acreedores franceses del di- 
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fniito, para pagar sus deudas hubiese opuesto la aceptación á 
beneficio de inventarío, y que el Tríbunal francés hubiese resuel- 
to que podía librarse de toda obligación respecto de los acree- 
dores del difuuto abandonando á éstos los bienes de la he- 
rencia. 

Si dicho heredero ruso fuese demandado ante los Tríbanales 
italianos por los acreedores del fínado para que se le condena- 
se á pagar las deudas de éste y opusiese la excepción de haber 
aceptado la herencia & beneficio de iuventario, surgiría natural- 
mente la discu^ón acerca del valor jurídico de esa excepción. 

Nosotros creemos que en estas circunstancias los Tribunales 
italianos no podrían juzgar bien fundada la excepción; y he aquí 
las razones en que descansa nuestro convencimiento. 

Habiendo sancionado el legislador italiano en el art. 8." el 
principio de que la sucesión se rige por la ley nacional del de 
cujus, ha venido de este modo á establecer una regla obligatoría 
para los Tribunales italianos, cuando éstos tengan que resolver 
cuestiones concernientes á una sucesión extranjera y que se re- 
fieran & la naturaleza, cuantía j contenido de los derechos SQce- 
sorios. El Juez italiano debe aplicar la regla sancionada por el 
patrio legislador, sin preocuparse de la circunstancia de que por 
razón de encontrarse una parte de los bienes hereditarios en países 
extranjeros, donde la sucesión y los derechos sucesorios se rijan 
por una ley distinta, el Juez extranjero haya aplicado la ley del 
propio Estado, diversa de la nuestra. Admitida la independen- 
cia de la soberanía para establecer reglas de Derecho interna- 
cional privado con fuerza imperativa y obligatoria para el Juez 
del Estado del legislador, se deduce naturalmente que habiendo 
el legislador francés sancionado la de que la sucesión inmo- 
biliaria del extranjero se rige por la ley francesa, el Juez del 
Estado no puede hacer más que atenerse á lo que la ley dispone. 
Ahora bien; como según la ley francesa el heredero puede acep- 
tar & beneBcio de inventario y limitar de este modo su respon- 
sabilidad por las deudas del difunto, el Juez de este Estado ten- 
drá que reconocer la eficacia de la declaración de aceptar la he- 
rencia á beneficio de inventario y regular todos sus efectos 
conforme al Código civil francés. Esta es la lógica consecnwcia 
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del principio tot haereditaies quoi terrüoria, que forma ]& base 
del sistema francés en materia de sucesiones extranjeras. 

El legislador italiano, por el contrario, ha sancionado el 
principio más racional de la unidad de la herencia j de su indi- 
visibilidad'como universüas juria, y habiendo impuesto at Juez 
italiano k obligación de considerar la sucesión sometida & la ley 
iiacional del de cujua y de resolver las cnestioDes en materia de 
sucesión extranjera refiriéndose á la ley nacional de la persona 
de cuya herencia se trate, es evidente que, tratándose de uaa 
sacesióu rusa, el Juez aludido tiene que referirse á la ley rusa 
para resolver cualquier cuestión relativa á los derechos suceso- 
rios y á la sucesión misma. Ahora bien; como según la ley rusa 
el heredero no puede limitar las obligaciones que se derivan de 
su condición y aceptar con reservas, sino qae ba de repudiar la 
herencia si quiere eludir la representación con todas sus con- 
secuencias, es claro que el Juez italiano tiene que atenerse & la 
ley rusa para determinar la condición Jurídica del sucesor que 
no haya repudiado la herencia, y ajustarse á ella en todo lo re- 
lativo & la condición jurídica del heredero y al contenido de 
las obligaciones derivadas de su representación como' tal. 

Por estas razones, creemos que el heredero de un ruso, que 
no habiendo repudiado expresamente la herencia, baya asumido 
el carácter y la condición jurídica de sucesor, está obligado á 
satisfacer las deudas del de cujas y no podría limitar su respon- 
eabilidad aunque hubiese hecho la declaración de aceptar & be- 
neficio de inventario, y esta declaración se hubiera considerado 
eficaz en Francia para los efectos que de ella se derivasen según 
la ley francesa. 

■ •KlSt Todo lo que venimos diciendo es suficiente para 
resolver cualquier cuestión que pueda surgir á propósito del 
contenido de la representación y de la naturaleza y carácter de 
la misma, y para decidir también las cuestiones á propósito del 
valor jurídico de los actos ejecutados por el heredero para li- 
mitar eficazmente la representación y las consiguientes obliga- 
ciones personales como suceaor del de cujus. Es natural que 
iiuando la ley que rige la sucesión y los derechos sucesorios con- 
tiienta la aceptación á beneficio de inventarío, sea preciso atener- 
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«e á la misma lay para decidir acerca de la eficacia <le la decla- 
ración hecha y de las circunstancias de las cuales puede deri- 
varse la pérdida del beneficio (1). 

t.tít^. La autoridad de la lex rei sitae en esta materia 
-debe, syi embargo, admitirse en los casos en que esté por medio 
«linteres de los terceros y respecto de las disposiciones legisla- 
tivas que tienden á protegerlo. 

Asi debe admitirse ante todo, qae en caso de sucesión extran- 
jera abierta en el extrtinjero y aceptada á beneficio de inventa- 
rio, cuando el heredero quiera proceder lí la venta de los bienes 
inmuebles situados en Italia deberá observar las formas estable- 
cidas por el Código italiano de procedimientos civiles para no 
perder en nuestro pais las ventajas de la aceptación á beneficio 
de inventario. Si, pues, enajenase los inmuebles sin haber obte- 
nido la antorización judicial 6 sin observar las formalidades 
prescritas por el Código italiano de procedimientos, y demanda- 
do por los acreedores ante nuestros Tribunales intentase recha- 
zar la Hcción alegando haber aceptado & beneficio de inventario, 
fista excepción podría en justicia repelerse en virtud de lo qne 
el legislador establece en el articulo 973 del Código civil. Las 
garantías prescritas por la ley territorial para proteger los de- 
rechos de los terceros durante la administración de la herencia 
por parte del que haya aceptado á beneficio de inventario, deben 
considerarse como las que tienden á defender los intereses socia- 
les, y como tales deben tener autoridad imperativa erga otnnts. 
El heredero, aunque extranjero, y cualesquiera que pudieran ser 

(1) Varias son las disposiciones legislativas de los distintos paí- 
ses sobre este asunto. SegAn el derecho de Suecia, en el capítulo IX 
del Código de las sucesiones, se dispone que cuando sobreviva el 
cónyuge le corresponde mandar inventariar todos los bienes del de 
cujiis en presencia de los herederos ó de sus tutores, si son menores. 
Esta obligación se impone á los herederos cuando no hay cónyuge 
snpérstite. 

El art. 21 de la Ley de 18 de Septiembre de 1663, dispone qne 
cnando la faltü de inventario sea imputable al cónyuge ó al here- 
dero, éstos están obligados á pagar las deudas con sus propios bie- 
nes. Lo mismo sucede cuando al hacer el inventario se oculte algu- 
no de los efectos de la herencia. 
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á este propósito las disposicJoneB de la ley exterior qua rigiese 
la sucesión, debería reputarse que habla perdido el beneficio res- 
pecto de los acreedores que ejercitasen bus acciones ante los- 
Tríbaaales ¡talianos para obligarle & pagar las deudas de la be- 
reocia, si babieodo querido asuinir la condición de suceaor en 
los bienes del difuii^, uo bubiése observado las disposiciones de 
la lej italiana que por tazones de orden público y para dejar & 
salvo los intereses sociales, establece formas legales de garantía- 
para proteger los derecbos de los acreedores de la berencia. 

Por la mUma razón, los acreedores podrían fundar en la dis- 
posición del art. 975 del Código civil italiano su derecho á obli- 
gar al heredero que gozase del beneficio de invetitario, & dar 
caución suficiente por el valor de los bienes inmuebles existentes 
en Italia ; comprendidos en el inventario y por sus frutos siem- 
pre, porque las disposiciones, cuyo objeto sea proteger los dere- 
cbos é intereses sociales, deben tener autoridad imperativa; por 
consiguiente, en este respecto puede también tener autoridad la 
lex reisitae en cuanto á las obligaciones del heredero que hayfr 
aceptado á beneficio de inventario. 

I.&IS. En lo que atañe & la forma de la declaración relatí> 
va al beneficio de inventario, es preciso atenerse á. la regla locus 
reffitactum. Por consiguiente, si, por ejemplo, se tratase de la 
sucesión de un francés abierta en Italia, como el Código civil fran- 
cés admite el referido beneficio, por lo que concierne 6. la eficacia 
de la declaiación y á sus efectos, convendria atenerse á este 
Código; pero en cuanto á las formalidades exigidas para hacer 
la declaración, serian aplicables las reglas sancionadas por el 
legislador italiano, en virtud de la regla locue regit actum, Es- 
preciso recordar además lo que hemos dicho en otro lugar (1), 
y es que las formalidades exigidas por la ley de cada país para 
la aceptación á beneficio de inventario, tienen por objeto dar 
publicidad ala declaración, para defender los intereses délos 
terceros. Convendrá, pues, que el sucesor que quiera evitar toda 
cuestión relativa á los efectos de la aceptación á beneficio de- 
inventario, observe todo lo dispuesto en la ley del pais en que 
tos bienes se encuentren. 



Cl) Véase el § 1.413. 
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Por lo que se refiere al procedimiento para llevar á cabo el 
tOTeutario, dejando aparte lo que atañe al couteoido del de- 
recho, 6 sea á la facultad de ejercitarlo eficazmente, el plazo, 
etcétera, habrá que atenerse é, la regla loeua regit actum. Lo 
mismo debe decirse del procedimiento relativo & [a colocación y 
levantamiento de los sellos y á la autoridad tympetente. Conven- 
dría, además, atenerse en esto á los Tratados internacioaales 
vigentes, refiriéndose alo que dispongan respecto de la com- 
petencia de los cónsules para la formación del inventario j co- 
locación de los sellos. 

No qneremos omitir que, fundándonos ea el principio de 
qne la ley territorial en aquello en que tiende á defender loa 
derechos y los intereses de los terceros tiene el carácter de 
estatuto real, debe admitirse que las disposiciones sancionadas 
por la lex reisüae para proteger los intereses de los acreedores 
de la herencia, pueden ser invocadas útilmente por ellos. Asi, si 
la ley concede á los acreedores de la herencia el derecho de pe- 
dir la colocación de los aellos, como lo dispone nuestra ley (Có- 
digo de procedimientos civiles, art. 847), la petición por parte 
de los mismos para su colocación, debe considerarse bien formu- 
lada. 
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